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Santiago,  Setiembre  5  de  1872. 

Por  cuanto  ol  Congreso  Nacional  ha  discutido  i  aprobado  el  si- 
guiente 

PROYECTO  DE  LEÍ 

AiiT.  I.®  En  recompensa  a  los  servicios  prestados  al  país  por  el  señor 
don  Andrea  Bello,  como  escritor,  profesor  i  codificador,  el  Congreso 
decreta  la  suma  de  quince  mil  pesos,  que  se  inscribirá  por  terceras 
partes  en  los  presupuestos  correspondientes,  para  que  se  haga  la  edi- 
ción completa  de  sus  obras  inéditas  i  publicadas. 

Art.  2.0  La  Universidad  nombrará  a  uno  o  dos  comisionados  quo 
se  entiendan  con  los  de  la  familia  del  ilustre  autor,  para  proceder  a 
la  edición  de  diclias  obras,  haciendo  las  contratas  con  los  impresores, 
obteniendo  en  virtud  do  recibos  los  fondos  quo  se  decretaren,  invir- 
ticndolos  i  respondiendo  de  su  inversión. 

AnT.  3.0  La  edición  no  será  de  menos  de  doj3  mil  ejemplares,  i  do 
ellos  se  entregarán  quinientos  al  Estado,  quien  no  podrá  venderlos  a 
menos  de  dos  pesos  cida  volumen.  El  resto  do  la  edición  correspon- 
derá a  los  herederos  respectivos. 

Art.  i. o  El  texto  de  esta  lei  irá  impreso  en  el  reverso  de  la  primera 
pajina  de  cada  volumen. 

I  por  cuanto,  oído  el  Consejo  do  Estado,  lo  he  aprobado  i  san- 
cionado; por  tanto,  promulgúese  i  llévese  a  efecto  como  lei  de  la 
república. 

Fedekigo  Errázuriz. 

Abdon  Cifuentes. 
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INTRODUCCIÓN 


La  junta  nacional  que  se  instaló  en  Caracas  el  10  do 
abril  de  1810  para  reemplazar  el  gobierno  establecido 
por  la  metrópoli,  procuró  entrar  en  comunicación  direc- 
ta e  inmediata  con  los  Estados  Unidos  i  la  Inglaterra, 
a  fin  de  proporcionarse  poderosos  valedores  en  la  atre- 
vida empresa  de  sacudir  un  yugo  secular. 

Guiada  por  tal  propósito,  uno  de  sus  primeros  cuida- 
dos fué  enviar  a  Londres  una  legación  compuenta  del 
coronel  de  milicias  don  Simón  Bolívar  i  el  comisario  or- 
denador don  Luis  López  Méndez,  a  quienes  acompañaba 
don  Andrés  Bello,  no  precisamente  en  calidad  de  secre- 
tario, según  han  escrito  algunos  de  sus  biógrafos,  sino 
en  el  carácter  de  auxiliar,  según  consta  del  documento 
que  sigue  publicado  en  una  obra  reciente.* 

€[Don  Fernando  VII ^  reí  ele  España  i  de  las  Indias,  efc^ 
i  en  su  real  nombre,  la  Suprema  Junta  Conser\)adora  de 
siis  derechos  en  Venezuela. 

«Por  cuanto,  para  la  subsistencia  i  conservación  de  las 

relaciones  amistosas  que  han  existido  hasta  ahora  entre 

estas  provincias  i  la  Gran  Bretaña,  es  necesario  delegar 

comisionados  cercha  del  gobioj'no  doS.  M.  B.,  que  presen- 


Simón  Dolivar,  por  ol  marques  de  Rojas,  párrafo  '2,  pajina  I  i. 
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ten  los  votos  sinceros  i  jenerososde  Venezuela,  para  es- 
trechar mas  i  mas  estos  vínculos,  reclamen  sus  derechos, 
i  entablen  relaciones  de  recíproca  utilidad  entre  estos 
habitantes  i   los  vasallos  do  S.  M.  B.;  i  conviniendo  a 
estas  provincias  no  interrumpir  la  comunicación  i  buena 
armonía  que  existen  entre  ambos  pueblos,  tan  necesa- 
rias para  la  confianza  i  seguridad  comercial.  Por  tanto, 
he  venido  en  nombrar,  como  en  virtud  de  las  presentes  di- 
go i  nombro,  en  primer  lugar  al  caballero  coronel  don  Si- 
món de  Bolívar,  en  segundo  al  comisario  ordenador  don 
Luis  López  Méndez,  i  en  calidad  de  auxiliar  al  comisario 
de  guerra  i  oficial  primero  de   mi  secretaría  de  estado, 
don  Andrés  Bello,  para  que,  pasando  a  la  corto  de  Lon- 
dres, presenten  a  S.  Mv  B.  por  medio  de  su  secretario 
de  estado  la  respetuosa  consideración  de  este  gobierno, 
den  cuenta  de  la  instalación  de  la  Suprema  Junta  Gu- 
bernativa de  las  provincias  de   Venezuela,  en  quien  ha 
recaído,  por  sustitución  de  los  derechos  del  pueblo  en 
fuerza  de  mi  imposibilidad  i  de  la  disolución  del  gobier- 
no que  provisionalmente  me  representaba  en  la  Penín- 
sula, la  soberanía  de  las  mismas  provincias,  reclamen 
la  alta  protección  de  S.  M.   B.,  ofrezcan   por  parte  de 
este  nuevo  gobierno  la  mas  cordial  alianza  bajo  la  ga- 
rantía de  las  disposiciones  pacíficas  i  amistosas  en  que 
se  hallan  estos  pueblos  con  respecto  a  los  vasallos  de  la 
Gran  Bretaña,  i  sean  el   órgano  de  las  comunicaciones 
que  exijan  entre  unos  i  otros  la  necesidad  i  buena  CO'- 
rrespondencia  i  no  se   opongan   a   las  leyes  fund-amen- 
tales  do  la  monarquía  española. 

<(Hágase  entender  a  los  interesados  por  la  secretaría 
de  relaciones  exteriores,  i  tómese  razón  len  las  demás 
de  e::ite  diploma. — Dado  en  el  palacio  de  la  Supremíi 
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Junta  de  Caracas  a  G  de  junio  de  1810,  Mellado  con  el 
de  mis  armas  i  refrendado  por  el  expresado  secretario. 
«José  de  las  Llamósas,  presidente,  Martin  Tovar 
Ponte,  vico-presidente,  Juan  Jernian  Rosrio,  secretario 
de  relaciones  exteriores.» 

La  pretensión  promovida  por  los  comisionados  do  Ve- 
nezuela para  que  se  favoreciese  la  revolución  apenas  co- 
menzada, fracasó  por  completo;  i  no  podía  esperarse 
otra  cosa,  si  se  atiende  a  las  relaciones  estrechas  de  la 
Inglaterra  con  España  en  a(juel  tiempo. 

Don  Andrés  Bello  pensaba  que  los  gobiernos  extran- 
jeros habian  contribuido  poco  o  nada  a  la  emancipación 
de  la  América  Española. 

«En  cuanto  al  reconocimiento  de  las  nuevas  repúbli- 
cas por  los  Estados  Unidos  i  por  algunas  potencias  de 
Europa  (decia  en  el  número  377  de  El  AraucRno  de  17 
de  noviembre  de  1837)  no  vemos  que  este  paso  haya  in- 
fluido en  bien  ni  en  mal,  sea  con  respecto  a  las  colonias 
o  a  la  metrópoli.  Los  estados  que  nos  han  reconocido, 
Ij  han  hecho  por  el  interés  de  su  comercio,  no  por  miras 
de  amistad  o  benevolencia,  que  hayan  podido  producir 
efecto  alíTuno   sensible   en  el  éxito  de  la  contienda.» 

I^  legación  venezolana,  aunque  no  fue  recibida  ofi- 
cialmente por  el  gabinete  de  San  James,  puso  a  don  An- 
drés Bello  en  contacto  con  esladistas  eminentes,  i  sirvió 
para  iniciarle  en  las  graves  cuestiones  que  frecuentemen* 
te  se  suscitan  de  nación  a  nación. 

El  restaldocimiento  del  rcjimen  colonial  en  Venezuela 
el  año  de  1812  colocó  a   Bello  en  la  situación   mas  an- 
gustiosa, privándole  do  su  cargo,  i,  por   consiguiente, 
do  la  única  renta  con  que  contaba  para  su  subsistencia. 
Ocasión  hubo  en  que  pasó  todo   un  día  leyendo  para 
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engañar  el  hambre  con  ese  entretenimiento,  i  en  que 
no  comió  mas  que  un  pan,  según  se  lo  oí  referir  a  él 
mismo. 

El  I."*  de  junio  de  1822,  don  Andrés  Bello  fué  nom- 
brado secretario  de  la  legación  chilena  en  Londres,  i  el 
8  de  noviembre  de  1824,  secretario  de  la  legación  colom- 
biana en  la  misma  capital. 

El  distinguido  publicista  tuvo,  pues,  oportunidad  do 
estudiar  el  derecho  de  jentes,  no  solo  en  las  obras  de 
Grocio,  Puffendorf,  Bynkersoeck,  i  en  las  de  los  tratadis- 
tas modernos,  sino  también  la  de  cursarlo  en  una  es- 
cuela que  no  está  abierta  para  todos:  la  práctica  de  lo,s 
negocios  internacionales. 

Don  Andrés  Bello  permaneció  en  Londres  diez  i  nueve 
años,  dedicado,  en  medio  do  sus  trabajos  literarios,  aoje- 
cutar  las  instrucciones  do  las  repúblicas  sur-americanas, 
a  celobi*ar  conferencias  con  los  otros  ajantes  diplomáti- 
cos, a  redactar  toda  especie  de  notas  i  despachos,  i  a 
dar  los  pasos  que  las  circunstancias  demandaban. 

En  los  últimos  dias  de  junio  de  1829,  llegó  a  Chile 
para  desempeñar  el  cargo  de  oficial  mayor  auxiliar  del 
ministerio  de  hacienda. 

Sin  embargo.  Bello,  desde  que  estuvo  en  nuestro  país, 
ejerció  en  realidad,  no  el  empleo  mencionado,  sino  el 
de  consultor  i  de  secretario  en  el  ministerio  de  relacio- 
nes exteriores. 

El  30  de  junio  do  183 i,  fue  nombrado  oficial  mayor 
de  este  departamento,  donde  permaneció  hasta  diciem- 
bre de  1853,  en  que  fué  jubilado  para  premiarle  sus  lar- 
gos e  importantes  servicios. 

Su  intclijcncia  elevada,  sus  vastos  conocimientos,  su 
experiencia  en  los  !\egocios,  su  carácter  circunspecto,  su 
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laboriosidad  infatigable  i  su  estilo  claro  i  correcto,  lo  ha- 
cían mas  que  idóneo  para  el  desempeño  de  tan  delicado 
cargo. 

El  nuevo  huésped,  que  luego  recibió  carta  de  ciuda- 
dano chileno,  era,  no  un  simple  oficinista,  sino  un  di- 
plomático de  primer  orden,  que  conocía  a  fondo  los  in- 
tereses, los  recursos  i  las  relaciones  de  los  diversos 
estados. 

Léase,  en  prueba  de  ello,  la  manera  como  juzgaba,  en 
un  artículo  escrito  al  correr  de  la  pluma,  la  revolución 
de  julio  que  derrocó  en  Paris  el  trono  de  Carlos  X,  cu- 
va  noticia  llegó  a  Chile  en  noviembre  de  1830. 

Después  de  exponer  que  el  carácter  mas  notable  de 
esa  revolución  era  el  pronunciamiento  simultáneo  de  la 
opinión  popular  en  un  mismo  sentido  sobre  toda  la  ex- 
tensión de  la  Francia,  agregaba: 

«Jamas  se  ha  dado  una  lecoioa  tan  severa  a  los  reyes, 
ni  el  principio  popular  de  las  monarquías  constituciona- 
les, se  ha  desenvuelto  con  tan  poderosa  cncrjía.  Pero  esto 
mismo  inspira  recelos.  ¿Servirá  la  memoria  do  los  pasa- 
dos extravíos  para  moderar  i  tener  a  raya  la  exaltación 
del  pueblo?  ¿Tendrán  los  caudillos  de  la  presente  revo- 
lución la  cordura,  la  fuerza  necesaria  para  dirijir  la  ma- 
sa inmensa  que  el  espontáneo  levantamiento  de  toda  la 
Francia  ha  puesto  de  royente  en  sus  manos?  ¿Vn  trono 
que  dos  veces  ha  revelado  ya  su  debilidad  do  un  modo 
irrefragable,  podrá  resistir  a  los  choques  que  van  a 
embestirle  en  esta  tormenta  revolucionaria?  ¿El  entu- 
siasmo de  la  libertad  triunfará  a  un  mismo  tiempo  de  los 
ataques  de  la  Europa  entera  coligada  para  sofocarlo,  i 
de  las  aspiraciones  de  la  fortuna  militar,  que  trate  do 
abrirse  nuevos  senderos  para  trepar  al  solio?  Tales  son 
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los  temores  que  asaltan  a  los  amigos  de  la  libertad. 
Creemos,  con  todo,  que  las  probabilidades  favorales  pre- 
ponderan. La  crisis  actual  está  mejor  preparada  bajo 
todos  aspectos,  que  la  de  1790.  Los  desórdenes  de  la  re- 
volución precedente  han  dejado  impresiones  profundas; 
la  experiencia  de  la  jeneracion  pasada  no  será  perdida 
parala  presente.  La  Francia  se  halla  con  poderosos  me- 
dios de  resistencia,  defiende  bienes  cuyo  precio  conoce, 
i  tiene  también  agravios  que  vengar.  Sustenta  una  causa 
que  es  la  do  todos  los  pueblos;  i  es  auxiliada  en  ella  por 
la  tendencia  necesaria  de  la  civilización  europea,  que,  a 
pesar  de  oscilaciones  momentáneas,  camina  progresi- 
vamente a  la  perfección  del  sistema  social,  esto  es,  al 
orden  asociado  con  la  libertad. 

ce  Volvamos  ahora  los  ojos  a  las  otras  grandes  potencias 
de  Europa  ligadas  con  estipulaciones  solemnes  contra 
todo  lo  que  pudiese  turbar  el  orden  establecido  en  Fran- 
cia. Todos  saben  que  la  Rusia,  la  Inglaterra,  el  Austria 
i  la  Prusia  se  han  comprometido,  por  los  tratados  de 
Viena  i  Paris, — a  mantener  contra  toda  especie  de  ata- 
que el  sistema  político  que  habian  establecido  en  Euro- 
pa;— i  que  en  el  segundo  de  ellos,-^prcviendo  el  caso 
de  que  los  mismos  principios  revolucionarios  que  habian 
servido  de  apoyo  a  la  criminal  usurpación  de  Bonaparte, 
se  reprodujesen  bajo  otras  formas  para  destrozar  la 
Francia  i  causar  turbaciones  en  los  otros  estados,  so 
obligaron  a  velar  con  la  mayor  solicitud  i  cuidado  en  la 
tranquilidad  i  bienestar  de  sus  pueblos,  i  se  empeñaron, 
para  en  caso  de  estallar  otro  acontecimiento  semejante, 
a  concertar  entre  sí  i  con  el  rci  de  Francia,  las  medidas 
necesarias  para  la  seguridad  de  sus  respectivos  países  i 
para  el  reposo  jeneral  de  Europa. — ¿Resucitará,   pues. 
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la  Santa  Alianza,  i  croerá  llegado  el  aisns  píuleris  en  la 
insurrección  que  ha  depuesto  a  Carlos  X?  Para  respon- 
der a  esta  pregunta,  no  tanto  dcbcín  s  atender  a  la  letra 
do  los  tratados,  coméalas  intenciones  con  que  se  fragua- 
ron, i  sobre  todo  al  interés  mas  o  menos  grande  que  estas 
cuatro  potencias  puedan  tener  en  su  ejecución.  Do  todas 
ellas,  la  opresora  de  Italia  es  la  que  eytá  verdaderamen- 
te amenazada,  i  la  que  va  a   tocar  la  alarma.  Pero  nos 
parece  dudoso  que,  en  los  otros  miembros  dclalign,  ha- 
ya igual  inclinación  a  entrar  en  una  contienda  preñada 
de  peligros,  i  de  que  no  tienen  adquisiciones  territoriales 
que  prometerse,  sin  perjudicarse  una  a  otra.  La  causa 
de  la  lejitimidad  esta  ahora  desnuda  de  la  popularidad 
pasajera  que  le  dieron  los  resultados  fatales  que  la  pri- 
mera revolución  produjo  a  la  libertad  e  independencia 
de  Europa.  Las  promesas  de  constituciones  liberales  no 
engañarán  otra  vez  a  los  pueblos.  La  Ptusia,  ocupada  en 
el  Oriente,  no  es  probable  que  deje  la  fácil  i  rica  presa 
que  le  presentan  las  débiles  reliquias  del  imperio  otoma- 
no para  correrlos  riesgos  de  una  guerra,  que,  por  diclio- 
sa  que  fuese,  solo  lo  ofrece  una  recompensa  comparati- 
vamente mezquina.  Las  rentas  de  las  potencias  continen- 
tales no  se  hallan  en   estado  de  sufragar  a  los  enormes 
costos  de  una  contienda,  a  que  es  necesario  que  concu- 
rran con  todas  sus  fuerzas  para  que  baya  la  menor  es- 
peranza de  buen  suceso,  i  la  Inglaterra  esta  incapacitada 
de  darles  ahora  los  poderosos  auxilios  de  otro  tiempo. 
«La  situación  de  la  Inglaterra,  si  no  nos  engañamos 
mucho,  exije  imperiosamente  la  conlinuacion  de  la  paz. 
Su  poder  es,  a  un  mismo  tiempo,  jigantesco  i  precario. 
La  riqueza  que  le  entra   a  torrentes  de  todas  las  partes 
del  mundo,  se  acumula  cada  vez  en  menor  número  do 
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manos,  i  la  mitad  de  sus  habitantes,  reducida  a  mendi- 
cidad, vive  de  la  distribución  de  limosnas.  Para  la  segu- 
ridad de  las  grandes  ciudades  fabricantes,  se  ha  hecho 
necesario  acantonar  tropas  que  pongan  silencio  a  los 
clamores,  i  repriman  los  tumultos  de  los  miserables 
obreros.  Mr.  Peel,  congratulándose  de  los  felices  efectos 
de  la  emancipación  de  los  católicos,  ha  dicho  al  parla- 
mento que  el  gobierno  había  podido  ya  sacar  de  Irlanda 
tres  rejimientos  que  estaban  empleados  allí  en  contener 
a  lí^i  población  desafecta,  para  aumentar  con  ellos  la 
fuerza  militar  de  los  distritos  fabricantes.  La  conserva- 
ción de  la  preponderancia  industrial  de  la  Gran  Bretaña 
es  indispensable  para  la  de  su  poder  político,  i  aquélla 
no  puede  subsistir  sino  al  abrigo  de  un  vasto  i  dispen- 
dioso establecimiento  militar.  Las  rentas  actuales  del 
gobierno  bastan  apenas  para  los  gastos  internos,  reduci- 
dos al  pié  de  paz,  i  no  es  posible  aumentarlas  sin  au- 
mentar al  mismo  tiempo  i  en  una  espantosa  proporción, 
el  peso  enorme  déla  deuda  pública,  i  el  gravamen  de  las 
clases  productoras,  que  eslán  ya  demasiadamente  ago- 
biadas. La  Inglaterra  en  estas  circunstancias  no  puede 
conlemplar  sin  horror  la  idea  de  nuevas  expediciones  al 
continente  i  nuevos  subsidios  a  las  potencias  aliadas;  i 
nos  inclinamos  a  creer  que,  si  la  revolución  de  sus  veci- 
nos no  toma  un  aspecto  ominoso  a  la  estabilidad  del 
presente  equilibrio  europeo,  los  votos  del  pueblo  i  del 
gabinete  británico  propenderán  a  la  paz. 

«En  vista  de  todo,  no  nos  parece  que  se  deba  dar  mu- 
cho crédito  a  los  pronósticos  de  una  guerra  continental 
en  Europa,  ni  desesperamos  de  que  las  cámaras  lejisla- 
tivas  de  la  Francia,  ilustradas  por  la  experiencia,  proce- 
dan con  un  espíritu  de  circunspección  i  templanza  qu^ 
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imponga  respeto  i  desarme  a  los  enemigos  de  la  revo- 
lución. 5> 

La  previsión  del  escritor  no  salió  fallida. 

La  permanencia  de  Bello  entre  nosotros  fué  provecho- 
sa al  país  por  muchos  motivos. 

El  hábil  publicista  ajustó  el  16  de  mayo  de  183á  el 
tratado  de  paz,  amistad,  comercio  i  navegación  vijente 
entre  Chile  i  los  Estados  Unidos,  i  la  convención  adicio- 
nal firmada  el  1.**  de  setiembre  de  1833  que  lo  com- 
pleta. 

Puede  leerse  en  las  pajinas  184  i  siguientes  del  tomo  6 
del  Boletín  de  las  leyes  i  decretos  del  gobierno  de  Chile, 
i  en  las  pajinas  60  i  siguientes  del  tomo  I  do  la  Colección 
de  tratados  celebrados  por  la  república  de  Chile  con  los 
estados  extranjeros, 

Don  Andrés  Bello  declara  en  el  preámbulo  de  este  tra- 
tado ser  ciudadano  chileno. 

La  lectura  atenía  de  las  producciones  relativas  a  de- 
recho internacional,  habia  manifestado  a  Bello  que  no 
existia  ninguna  que  pudiera  servir  de  texto  para  el 
aprendizaje  de  este  ramo  en  los  c  jlcjios. 

A  fin  de  llenar  tal  vacío,  compuso  el  libro  titulado 
Principios  de  derecho  déjenles,  que  puede  considerarse 
como  una  especie  de  Instituía  de  la  lejislacion  interna- 
cional, según  se  entendía  i  practicaba  en  el  tiempo  que 
escribió. 

Para  llevar  a  cabo  su  proyecto,  el  autor  consultó,  no 
solo  las  obras  antiguas  i  modernas  referentes  a  la  ma- 
teria que  pudo  proporcionarse,  sino  también  los  volu- 
minosos repertorios  de  causas  judiciales  recopiladas  en 
la  Europa  i  en  los  Estados  Unidos  de  Norte  América,  cu- 
ya doctrina  supo  extractar  con  precisión  i  método. 
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Formó  de  esto  modo  un  resumen  exacto  i  sustanciosa 
de  las  leyes  o  reglas  de  conducta  que  las  naciones  deben 
observar  para  su  bienestar  común. 

El  manuscrito  fué  concluido  i  entregado  a  la  imprenta 
en  1832;  pero  solo  vino  a  publicarse  en  1833,  según  re- 
sulta del  siguiente  aviso  inserto  en  El  Araucano  de  10 
de  mayo  de  ese  año. 

OBRAS   RECIÉN   PUBLICADAS 

Principios  de  derecho  de  jentes. 

«En  esta  obra,  destinada  a  la  enseñanza  de  la  juven-» 
tnd,  se  da  una  exposición  breve  i  completa  de  la  doctri- 
na de  Vattel,  añadiendo  la  de  varios  publicistas  de  este 
siglo  sobre  el  derecho  consuetudinario  de  Europa,  i  es- 
pecialmente el  marítimo,  i  terminando  por  un  sucinto 
compendio  del  Manual  Diplomático  de  Martens*  Com- 
prende multitud  de  materias  no  tocadas  hasta  ahora  en 
las  obras  elementales  de  esta  ciencia  que  se  han  dado  a 
luz  en  castellano.» 

Don  Andrés  Bello' dio  a  la  estampa  en  1844  una  se- 
gunda edición  de  su  obra,  que  mejoró  con  ampliaciones, 
ilustraciones  i  notas. 

En  1859,  decia  a  la  universidad  de  Chile:  «En  el  tex- 
to de  derecho  internacional,  pudieran  acaso  intercalarse 
párrafos  nuevos  que  el  trascurso  de  pocos  años  en  una 
época  de  reforma  i  de  rápido  movimiento  político,  pare- 
ce haber  hecho  necesarios.  En  el  derecho  marítimo,  ha 
surjido  un  orden  de  cosas  nuevo  que  debemos  conocer 
a  fondo;  i  con  este  motivo,  se  nos  permitirá  observar  de 
paso  que  el  primer  gobierno  que,  en  esa  materia  tomó 
la  iniciativa,  fué  el  de  Chile  en  un  tratado  que,  a  la  ver- 
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dad,  no  lleg^i  a  canjearse,  pero  que  no  deja  de  merecer 
la  atención  por  la  conformidad  de  algunas  de  aus  esti- 
pulaciones con  las  reglas  recientemente  acordadas  por 
las  grandes  potencias  do  Europa.» 

E!  autor  hizo  las  adiciones  i  enmiendas  que  consi- 
deró convenientes  para  poner  la  obra  en  armonía  con 
los  progresos  de  la  ciencia;  i  publicó  en  1864  una  terce- 
ra edición  correjida  i  considerablemente  aumentada  bajo 
el  título  ele  Principios  de  derecho  internacional,  deno- 
minación que,  a  su  juicio,  lendia  a  prevalecer  en  el  idio- 
ma sobre  la  de  Derecho  de  jentes. 

El  distinguido  escritor  colombiano  don  Manuel  Anto- 
nio Caro  ha  formado  la  lista  siguiente  de  las  principales 
ediciones  del  libro  de  Bello: 


Derecho  Internacional. 

Principios  de  derecho  de  jentes,  j)or  A.  B. — Santia- 
go de  Chile;  ario  de  1832.  Imprenta  de  la  Opinión.  8." 
IV — 267  pajinas. 

— 2/  edición,  correjida  i  aumentada  por  el  autor. — 
Valparaíso:  Imprenta  del  Mercurio.  1844.  8.*  285  pa- 
jinas. 

Principios  de  derecho  internacional  por  don  Andrés 
Bello,  rniembro  de  la  facultad  de  filosofía  i  humanidades 
i  de  la  facultad  de  leyes  de  la  universidad  de  Chile, 
miembro  correspondiente  de  la  Real  Academia  Española, 
i  socio  de  otras  corporaciones  científicas  i  literarias.  Ter- 
cera edición,  coi*re}ida  i  considerablemente  aumentada. 
Valparaíso,  1846. 

Las  advertencias  de  cada  nueva  edición,  conservadas 
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en  las  últimas,  indican  suficientemente  las  importantísi- 
mas adiciones  i  reformas  que  fué  introduciendo  el  au- 
tor. Desde  la  3."  mudó  en  el  título  el  término  Derecho 
de  jentes  en  Derecho  Internacional. 

Don  Carlos  Calvo,  Esquisse  Ilistorique  des  progrés  da 
droit  international,  que  sirve  de  introducción  a  Le  Droit 
International  théorique  et  pratique  del  mismo  distingui- 
do publicista  americano,  dedica  a  Bello  (edición  de  Paris, 
libro  I,  pajina  85)  pocas,  pero  expresivas  líneas: 

«Bello  est  le  premier  qui  ait  signalé  V  insuíTisance  des 
principes  émis  dans  Touvrage  de  Vattel  et  ait  tenté  d'y 
suppléer.  Ont  peut  le  considérer  comme  le  précurseur  de 
Wheaton,  le  publiciste  nord-américain ,  qui  lui  a  emt 
prunté  de  nombreuses  citations.  Les  auteurs  les  plus 
distingues  son  unánimes  á  parler  de  V  ouvrage  de  Bello 
avec  éloge.» 

Hai  varias  ediciones  no  chilenas;  entre  otras: 
—Bogotá:  J.  A.  Cualla.    1839.  8."  264  pajinas  (R.  D.) 
Principios  de  derecho  de  jentes^  por  Andrés  Bello. 

Obra  publicada  en  Santiago  de  Chile.  Reimpresión  cui- 
dadosamente hecha -por  unos  neo-granadinos.  Paris. 
Imprenta  de  Bruneau,  Montmartre,  39.  1840.  18.  VI. — 
452  pajinas. 

En  la  advertencia  Ai  lector,  se  leen  estas  frases: 
«Hemos  puesto  todo  cuidado  en  que  esta  edición  salga 
libre  de  los  errores  que  hemos  encontrado  en  la  de  Ca- 
racas, haciéndola  en  lo  posible  digna  de  su  autor,  a 
quien  tratamos  de  dar  así  una  prueba  del  aprecio  que 
hacemos  de  su  mérito  i  del  reconocimiento  del  servicio 
que  ha  prestado  con  la  publicación  de  esta  obra  a  toda 
la  América  del  Sur,  i  aun  a  la  antigua  metrópoli.» 
— Caracas:  José  María  de  Rojas.  1846.  8.**  289  pajinas. 
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Precédele  una  notable  caria,  fechada  en  Bogotá  a  8  de 
julio  de  1846,  diríjida  por  el  señor  don  Antonio  José  do 
Irisarri  al  editor  caraqueño  don  José  María  de  Rojas.  En 
ella,  hallamos  estos  conceptos:  JtCiertamente  el  señor 
Bello  no  ha  compuesto  su  libro  en  poco  tiempo.  Hace 
treinta  años  que  yo  le  conozco  estudiando  los  principios 
de  derecho  internacional,  i  él  fué  el  primero  de  quien  yo 
tuve  las  pruebas  de  la  deficiencia  del  Derecho  de  jentes 
de  Vattel  en  todas  las  cuestiones  que  interesaban  a  la 
causa  de  la  emancipación  de  la  América  Española,  i  fué 
él  quien  me  hizo  conocer  la  necesidad  de  estudiar  a  los 
escritores  mas  modernos.  Desde  entonces,  este  sabio  i  pa- 
triota americano  se  ocupaba  en  el  estudio  cuyo  fruto  te-^ 
nemos  a  la  vista;  i  desde  entonces,  se  proponía  darnos 
estos  Principios  del  derecho  internacional  para  que  se 
hiciesen  populares  en  estas  repúblicas,  i  sirviesen  en  la 
ventilación  de  nuestros  negocios  con  las  demás  nacio- 
nes.» 

— La  misma,  París:  Garnier  hermanos.  1873. 

— Clichy-la-Garenne:  Dupont.  1873.  332  pajinas  (R.  BJ 

— Bogotá:  Imprenta  de  Echeverría  hermanos.  1869. 

El  señor  don  Manuel  Ancízar  revisó  las  pruebas  de 
esta  limpia  edición  bogotana,  en  que  se  siguió  la  terce- 
ra de  Valparaíso,  i  escribió  un  apéndice  de  pocas  paji- 
nas que,  impreso  en  la  misma  forma,  corre  adjunto  al 
texto  en  algunos  ejemplares. 


Debe  agregarse  a  la  nómina  antes  copiada  la  edición 
que,  en  1833,  ha  hecho  en  Madrid  don  Carlos  Martínez 
Silva,  sobre  la  cual  se  lee  en  un  diario  de  España  de  8 
de  octubre  del  año  citado: 

cEl  Derecho  Internacional  del  escritor  americano  An- 
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dres  Bello  ha  encontrado  digno  i  merecido  lugar  en  la 
Colección  de  escritores  castellanos,  pues  talvez  no  existo 
en  nuestra  lengua  obra  para  la  enseñanza  en  mas  co- 
rrecto i  castizo  lenguaje.  La  materia  es,  por  otra  parte, 
muí  interesante,  i  está  ilustrada  con  notas  i  apéndices 
del  acreditado  profesor  americano  don  Carlos  Martínez 
Silva.» 

Las  alabanzas  de  Enrique  Wheaton,  don  Antonio  José 
de  Irisarri  i  don  Carlos  Calvo  hacen  inútil  que  agregue 
mi  voz  desautorizada  a  la  de  personas  tan  competentes. 

Don  Andrés  Bello,  como  oficial  mayor  del  ministerio 
de  relaciones  exteriores,  escribió  varios  trabajos  impor- 
tantes relativos  a  su  cargo. 

Fueron  igualmente  redactadas  por  él  la  Exposición 
que  el  presidente  de  la  república  don  Joaquín  Prieto  di- 
rijió  a  la  nación  chilena  el  18  de  setiembre  de  Í8il,  úl- 
timo dia  de  su  administración;  i  la  Exposición  que  el 
jeneral  don  Manuel  Búlnes  dirijió  a  la  nación  chilena  al 
concluir  la  suya. 

Al  mismo  tiempo  que  desempeñaba  la  oficialía  mayor 
del  ministerio  de  relaciones  exteriores,  don  Andrés  Bello 
tomaba  la  parte  principal  en  la  redacción  de  El  Arau^ 
cano. 

Basta  recorrer  a  la  lijera  la  colección  de  ese  periódico 
para  notar  que  el  hábil  estadista  seguia  con  ojo  avizor 
el  movimiento  político  de  los  países  que  podian  sumi- 
nistrar mas  provechosas  lecciones  a  los  habitantes  de 
Chile. 

Citaré  entro  varias  una  muestra. 

Con  fecha  14  de  abril  de  1832,  escribía  lo   siguiente: 

(rilemos  presentado  a  los  lectores  de  El  AraucB.no  en 
los  números  anteriores  un  largo  extracto  del  mensaje 
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del  pi'Bísidcntc  al  congreso  de  los  Estados  Unidos  de 
América.  Difícilmente  pudiéramos  ofrecerle  un  documen- 
to mas  instructivo  i  curioso.  La  política  de  los  Estados 
Unidos  es  para  nosotros  un  objeto  de  grande  importan- 
cia, por  el  influjo  que  necesariamente  debe  ejercer  en  la 
suerte  de  las  nuevas  naciones  americanas,  i  por  el  peso 
que  tendrá  siempre  en  las  cuestiones  de  derecho  inter- 
nacional el  ejemplo  de  aquella  poderosa  potencia. 

«Los  que  solo  ven  la  superficie  do  las  cosas,  explican 
el  rápido  adelantamiento  de  la  república  norte-america- 
na con  esta  sola  palabra  federación^  como  si  esta  fuese 
la  primera  federación  que  se  ha  visto,  o  la  única  que 
existe  en  el  mundo,  o  como  si  todas  las  federaciones  hu- 
biesen producido  resultados  semejantes.  Toda  constitu- 
ción libre  hubiera  sido  igualmente  próspera  en  pueblos 
preparados  como  lo  estaban  los  americanos  del  Norte,  i 
favorecidos  de  las  mismas  circunstancias  naturales;  i  la 
federación  mas  perfecta  habría  hecho  poco  o  nada  sin  el 
espíritu  que  animaba  aquella  sociedad  naciente;  espíritu 
que  nació  i  medró  a  la  sombra  de  instituciones  monár- 
quicas, no  porque  eran  monárquicas,  sino  porque  eran 
libres,  i  porque  en  ellas  la  inviolabilidad  de  la  Ici  estaba 
felizmente  amalgamada  con  las  garantías  de  la  libertad 
individual. 

cSi  en  los  nuevos  estados  americanos  la  emancipación 
no  ha  producido  esos  rápidos  adelantamientos,  basta  para 
encontrar  la  causa  comparar  la  educación  política  de  las 
colonias  españolas,  dirijida  al  único  objeto  de  perpetuar 
su  infancia,  con  el  sistema  adoptado  por  la  Gran  Bretaña 
en  sus  establecimientos  del  Norte,  cada  uno  de  los  cua- 
les era  una  república  lil)re  con  un  gobierno  representa- 
tivo perfecto.  ¿Qué  hicieron  éstos  para  conslituirse  inde- 
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pendientes,  sino  levantar  la  cúpula  del  magnífico  edificio 
que  les  habian  legado  sus  padres?  Nosotros  debimos  em- 
pezar derribando,  i  aun  estamos  i  estaremos  largo  tiem- 
po ocupados  en  este  trabajo  preparatorio.  Mas  el  que  con 
ojos  imparciales  examine  lo  que  hemos  hecho  a  pesar  de 
tantas  dificultades,  reconocerá  que  se  han  dado  pasos 
importantes  en  todas  las  repúblicas  americanas;  que,  en 
medio  de  grandes  errores  políticos,  se  han  ejecutado 
grandes  cosas;  que  se  ha  sostenido  con  increíbles  sacri- 
ficios, i  sin  ningún  auxilio  extraño,  una  lucha  en  quo 
nuestro  adversario  contaba  por  auxiliares  suyos  nuestros 
hábitos,  nuestras  mas  arraigadas  preocupaciones;  que 
éstas  pierden  cada  dia  terreno;  que  la  opinión  se  ilustra; 
quo  ha  llegado  al  fin  la  época  en  que  nuestros  gobiernos, 
si  aspiran  a  ser  permanentes,  tienen  que  apoyarse  en 
esta  suprema  reguladora  de  los  destinos  sociales;  i  (lo 
que  en  nuestro  sentir  es  una  señal  segurado!  suceso  que 
va  a  coronar  nuestros  esfuerzos)  que  el  bello  ideal  do 
los  visionarios  políticos  i  do  los  arquitectos  de  utopias 
ha  perdido  todo  su  prestijio.» 

Don  Andrés  Bello  pensaba,  como  don  Alvaro  Flores 
Estrada  i  don  Manuel  José  Quintana,  que  el  sistema 
colonial  establecido  por  nuestra  antigua  metrópoli  era 
sumamente  defectuoso  i  opresivo;  i  juzgaba,  como  don 
José  María  Blanco  White,  don  José  Joaquín  de  Mora  i 
don  Rafael  María  Baralt,  que  la  independencia  de  las 
posesiones  americanas  era  un  acontecimiento  inevitable. 

Una  vasta  porción  del  nuevo  mundo  no  podia  quedar 
sometida  eternamente  a  una  pequeña  parte  del  viejo, 
cuando  no  habia  en  esa  sujeción  vejatoria  conveniencia 
de  ninguna  especie,  sino  perjuicio  i  abatimiento. 

La  icjislacion  civil  ha  fijado  prudencialmcnte  un  pe- 
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ríodo  determinado  para  que  el  hijo  salga  de  la  patria 
potestad  sin  mas  trámite. 

En  la  gran  familia  de  las  naciones,  debe  realizarse  otro 
tanto. 

Parece  que  un  espacio  de  trescientos  años  es  plazo 
suficiente  para  que  extensas  rejiones  divididas  de  otra 
por  ancha  mar  i  encumbradas  cordilleras  puedan  gober- 
narse a  sí  mismas. 

En  concepto  de  don  Andrés  Bello,  Chile  habia  obrado 
perfectamente  al  instituir  una  fiesta  para  celebrar  el  ani- 
versario de  esa  emancipación,  que  habría  debido  ser  un 
acto  voluntario,  no  una  ruptura  violenta. 

Así  dcoia,  en  el  número  527  de  El  Araucano  fecha  2 
de  octubre  de  1840: 

«Usanza  ha  sido  siempre  de  tiempos  i  pueblos  remo- 
tos el  trasmitir  de  jeneracion  en  jeneracion  las  proezas 
de  los  héroes, que,  en  algún  suceso  memorable,  labraron 
la  salvación  de  la  patria.  Los  títulos,  los  atributos  mis- 
mos de  la  divinidad,  las  coronas,  las  estatuas  i  columnas, 
los  arcos  i  las  entradas  triunfales  en  que  se  hacía  ostenta- 
ción de  los  despojos  i  cadenas  del  vencido,  fueron  en  épo- 
cas mas  bárbaras  e  incultas  la  recompensa  i  galardón  do 
las  acciones  nobles.  La  vanidad  i  la  ostentación  de  un 
solo  diaera  por  cierto  un  medio  fugaz  de  hacer  indelebles 
las  impresiones  de  un  momento;  i  los  pueblos  cuya  peli- 
grosa somnolencia  es  preciso  romper  con  continuas  imá- 
jenes  de  virtud,  olvidaban  pronto  aquellos  aparatos  orgu- 
llosos, que  estimulaban  su  codicia,  i  cuya  importancia 
estaban  acostumbrados  a  medir  por  las  larguezas  del  triun- 
fador. Mas  la  cultura  i  civilización  moderna,  desbaratando 
de  dia  en  dia  las  odiosas  diferencias  que  ejendran  la  ri- 
queza i  el  nacimiento,  han  inspirado  al  último  de  los  ciu- 
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dadanosun  interés  por  la  salud  de  la  palria  que  ánles  no 
conocía,  cuando  solo  era  un  frió  espectador  de  la  distri- 
bución de  premios  que  él  jamas  podía  alcanzar,  i  que,  aun 
siendo  merecidos,  su  degradada  condición  le  obligaba  a 
aborrecer.  Libre  ya  de  tan  injusto  i  humillante  freno,  i 
franca  la  carrera  de  las  aspiraciones,  contempla  en  la 
condecoración  de  su  igual,  el  impulso  de  una  saludable 
ambición.  La  deshonra  de  la  patria  ya  es  la  suya,  i  en  sus 
triunfos  se  dilata  i  palpita  su  corazón. 

«A  tales  sentimientos  ha  querido  dar  nuevo  vigor  el 
lejislador,  señalando  al  pueblo  chileno  un  día  para  re- 
cuerdo, no  de  las  victorias  de  una  nación  libre  i  pode- 
rosa, sino  para  memoria  de  los  innumerables  combates 
de  una  colonia  envilecida  i  aherrojada  por  la  mano  podero- 
sa de  una  metrópoli  acostumbrada  a  domeñar  la  altivez 
de  los  monarcas  mas  poderosos,  i  que  en  su  misma  de- 
cadencia i  postración  arrastraba  la  veneración  i  prestijio 
de  grandezas  pasadas.  Ninguna  piedra,  ningún  mármol, 
que  puede  sentir  la  lenta,  pero  segura  i  roedora  mano  del 
tiempo,  o  ser  profanado  en  la  ira  i  frenesí  de  los  partidos, 
nos  presenta  el  nombre  de  los  héroes  de  nuestra  glorio- 
sa revolución;  mas  ellos  viven  i  vivirán  siempre  en  los  co- 
razones de  sus  agradecidos  conciudadanos,  sin  que  pue- 
da el  arte  levantar  a  su  denuedo  un  trofeo  capaz  de 
rivalizar  con  la  independencia  que  conquistaron.» 

Así  i  con  todo,  don  Andrés  Bello  consideraba  que  no 
podía  ni  debía  haber  odio  perdurable  entre  dos  naciones, 
sobre  todo  cuando  tenían  una  misma  sangre  i  hablaban 
un  mismo  idioma. 

Una  vez  que  los  contendientes  envainaron  las  espa- 
das, creyó  que  debían  estrecharse  las  manos,  olvidando 
agravios,  heridas  i  daños. 
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Se  necesitaba  cierto  arrojo  para  suslenlar  esta  opinión, 
apenas  disipado  el  humo  del  combate,  cuando  aun  es- 
taban a  la  vista  los  estragos  de  una  guerra  de  mas  do 
veinte  anos. 

En  muchas  partes,  contristaban  el  ánimo  los  campos 
desolados  i  los  escombros  de  poblaciones  i  casas  destrui- 
das en  una  lucha  encarnizada. 

Aun  quedaban  viudas,  huérfanos,  mendigóse  inváHdos 
que  debian  sus  desgracias  a  las  armas  españolas. 

El  20  de  febrero  de  1835,  decia  el  redactor  do  El 
Araucano  en  el  número  232  de  este  periódico: 

«Por  las  últimas  noticias  de  Europa  i  por  las  comuni- 
caciones particulares  que  han  llegado  a  nuestras  manos, 
no  vemos  que  el  reconocimiento  de  la  independencia  sur- 
americana,  anunciado  como  uno  de  los  primeros  asuntos 
en  que  iban  a  ocuparse  los  sucesores  de  Cea  Bcrmúdez, 
haya  dado  en  Madrid  un  solo  paso  durante  la  nueva  ad- 
ministración . 

aEn  los  debates  de  las  cortes  a  que  han  dado  motivo 
los  apuros  de  la  hacienda  pública,  no  han  faltado  miem- 
bros que  se  hayan  acordado  de  las  antiguas  colonias 
americanas,  proponiendo  que  se  les  adjudique  una  cuota 
proporcionada  de  la  deuda  española,  i  que,  si  los  gobier- 
nos de  Inglaterra  i  de  Francia  deseaban  que  se  pagase 
a  sus  subditos,  interpusiesen  su  influjo  para  llevar  a 
efecto  este  repartimiento.  Los  ministros  do  la  reina  go- 
bernadora, procediendo  con  la  reserva  misteriosa  que 
han  adoptado  desde  el  principio  en  todo  lo  relativo  a  la 
América,  o  se  han  abstenido  de  contestar  a  estas  indica- 
ciones o  solo  han  dado  respuestas  evasivas. 

«La  conducta  de  los  ministros  españoles  nos  ha  parecido 
tiempo  hace,  mui  poco  propia  para  inspirar  confianza. 
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Por  entre  las  fórmulas  parlamentarias  i  diplomáticas, 
parece  percibirse  que  la  España  está  dispuesta  a  la  renun- 
cia de  sus  imajinarios  derechos,  pero  que  en  cambio  do 
ella  espera  concesiones  importantes,  que  no  se  reducen 
a  meras  estipulaciones  de  amistad  i  comercio.  Si  no  se 
trata  de  combinaciones  políticas  ominosas  a  las  institu- 
ciones i  a  los  interesesde  las  nuevas  repúblicas;  ¿porqué 
tanta  circunspección  i  reserva?  ¿Por  qué  no  se  pronun- 
cia una  sola  palabra  sobre  la  cuestión  americana  ni  en  la 
alocución  de  la  reina  a  las  cortes,  ni  en  las  memorias 
ministeriales?  ¿Por  qué  tanta  repugnancia  a  las  explica- 
ciones francas  solicitadas  por  algunos  miembros  de  la 
representación  nacional?  Por  qué  ese  velo  de  misterio 
sóbrelas  vijilias  que  el  gabinete  español,  según  ha  dicho 
Martínez  de  la  Rosa  a  las  cortes,  estaba  consagrando  a 
este  asunto?  I  ¿qué  hai  en  él  de  difícil  i  enmarañado, 
para  que  dé  tanto  que  trabajar  a  los  ministros  de  la 
reina?  Los  gobiernos  americanos  se  han  explicado  sobre 
la  materia  con  una  franqueza  que  los  honra,  declarando 
terminantemente  lo  que  piden  i  lo  que  están  dispuestos 
a  conceder.  Ebta  es  una  negociación  sencillísima,  que, 
si  se  quiere  manejar  do  buena  fe  i  en  el  verdadero  inte- 
rés de  ambas  parles,  no  debe  dejar  a  la  diplomacia  mas 
que  un  trabajo  de  redacción  i  de  pura  etiqueta.» 

Este  corto  artículo  bastó  para  suscitar  ardientes  pro- 
testas. 

ílabia  brasas  bajo  las  cenizas. 

Unrb  de  los  mas  esforzados  campeones  de  la  revolución 
chilena,  don  José  Miguel  Infante,  en  El  Valdiviano  Fede- 
ral, lanzó  contra  su  autor  una  filípica  acerba,  en  cuya  con- 
clusión sostenia  que  las  repúblicas  americanas  estaban 
interesadas  en  dejar  traí^currir  por  lo  menos  cincuenta 
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años  sin  entrar  en  relaciones  con  la  antigua  metrópoli, 
para  que  no  re\i viesen  las  funestas  preocupaciones  de 
la  época  colonial;  i  que,  terminado  ese  plazo,  la  España 
debia  pagar  las  deudas  que  habian  contraído  para  repe- 
ler «la  guerra  mas  atroz,  injusta  i  bárbara  que  habian 
visto  los  siglos.» 

Don  Andrés  Bello  contestó  lo  que  sigue  en  el  número 
235  de  El  Araucano  fecha  13  de  marzo  de  1835: 


El  Valdiviano  ha  tomado,  tiempo  hace,  el  deslucido 
trabajo  de  glosar  nuestros  artículos,  pero  de  un  modo 
sumamente  lisonjero  para  los  editores,  pues  sus  cargos 
son  tan  fútiles,  sus  interpretaciones  tan  violentas,  sus 
argumentos  tan  aéreos  i  alambicados,  que  no  parece 
sino  que,  por  falta  de  materia  en  que  ejercitar  la  crítica, 
se  forja  él  mismo,  como  su  prototipo  el  injenioso  caballero 
de  la  Mancha^  los  monstruos  i  jigantes  contra  quienes 
enristra  la  lanza. 

tiEl  Araucano,  dice,  parece  mas  bien  un  partidario  de 
la  España,  que  un  verdadero  hijo  de  la  América,  al  la- 
mentarse, como  lo  hace,  deque  los  sucesores  de  Cea  Ber- 
múdez  no  hayan  dado  un  paso  sobre  el  reconocimiento 
de  la  América.» 

Los  lectores  que  tengan  la  bondad  de  pasar  la  vista 
por  el  artículo  editorial  de  nuestro  número  232,  a  que 
se  refiere  El  Valdiviano,  verán  el  candor  con  que  nos 
atribuye  lamentos  donde  no  hai  frase,  ni  palabra,  ni  cosa 
alguna  que  lo  parezca.  Nos  limitamos  allí  a  manifestar 
motivos  de  recelo  por  la  conducta  reservada  i  misteriosa 
de  la  administración  española  en  una  cuestión  que,  a 
nuestro  entender,  no  exije  mas  que  buena  fe  i  franque- 
za;  i  se  necesitaba  toda  la  perspicacia  de  El  Valdiviano 
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(que  a  veces  alcanza  a  ver  lo  que  no  existo)  para  encon- 
trar en  aquel  artículo  el  menor  viso  de  parcialidad  a  la 
España. 

Pero  demos  de  barato  que  hubiésemos  lamentado  la 
conducta  de  la  administración  española,  ¿No  puede  un 
buen  americano  desear  la  paz  con  la  España  i  deplorar 
las  preocupaciones  ridiculas  que  la  retardan?  El  Valdi- 
viano mismo  ha  dicho  en  uno  de  sus  lúcidos  intervalos 
que  «ningún  enemigo  debe  despreciarse  por  impotente, 
i  que,  cuando  acaso  nos  creíamos  en  una  completa  se- 
guridad por  el  glorioso  triunfo  de  Maipo,  un  miserable 
sárjenlo,  escapado  milagrosamente  de  la  muerte,  bastó 
a  conflagrar  toda  la  pro\incia  de  Concepción  i  a  poner 
la  República  entera  en  alarma.»  Nada  tendría,  pues,  de 
extraño  que  un  verdadero  amigo  de  la  humanidad  i  de  la 
América  se  doliese  de  la  falsa  política  de  un  enemigo, 
que,  con  daño  suyo  i  nuestro,  prolonga  un  estado  do 
mutua  inseguridad  i  peligro. 

El  Valdiviano  se  confirma  en  el  concepto  de  que  so- 
mos partidarios  de  España,  porque,  hablando  de  las  in- 
dicaciones hechas  en  las  cortes  para  que  se  cargue  a  las 
Américas  con  una  parte  de  la  deuda  española,  i  se  inter- 
ponga al  efecto  el  influjo  de  dos  naciones  poderosas, 
nada  hemos  dicho  acerca  de  una  pretensión  semejante, 
dando  lugar  a  que  pase  este  silencio  por  una  aprobación 
tácita.  Poro  ¿no  hemos  expresado  tiempo  há  nuestro 
juicio  sobre  esta  materia?*  ¿I  no  corre  impresa  en  las  co- 


*  Don  Andrés  Bello  había  escrito  a  este  respecto  en  el  número  190 
de  El  Araucano  de  2  de  mayo  de  183),  lo  que  sií^uc: 

f  Al  paso  que  nos  hallamos  poco  inclinados  a  dar  crédito  a  loa  pro- 
yectos monárquicos  de  la  corte  de  España  sobre  las  colonias  emanci- 
padas, hemos  creído  siempre   mui  probable  que  deseo  vendernos  el 
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lumnas  de  El  Araucano  la  memoria  del  ministro  de  re- 
laciones exteriores,  en   que  se  sienta,  como  una  de  las 
bases   para  las  anunciadas  negociaciones  de  paz  con  la 
España,  que  Chile  se  niega  a  toda  especie  do  concesión 
pecuniaria?  ¿No  es  esto  lo  mismo  a  que  aludimos  en  nues- 
tro número  232,  contrastando  las  injenuas  i  explícitas 
declaraciones  de  los  gobiernos  americanos  con  las  reser- 
vas i  las  evasiones  del  gabinete  español?  ¿A  qué  mas 
explicaciones  sobre  una  cosa  tan  sabida  i  en  que  todos 
estaraos  de  acuerdo?  De  los  lectores  de  juicio  sano  i  des- 
preocupado no  recelábamos  que  nos  acliacasen  al  párrafo 
segundo  una  aprobación  tácita  desmentida  en  el  terce- 

rcconociraicnto  de  nuestra  independencia  a  cambio  de  estipulaciones 
favorables  de  comercio,  i  consignándonos  una  parte  do  su  inmensa 
deuda,  como  se  anuncia  en  el  extracto  de  carta  que  hemos  insertado 
en  otra  parte  de  nuestro  periódico. — Pero  ninguna  do  estas  dos  co- 
sas nos  parece  que  puede  España  fundarla  en  consideraciones  de 
equidad,  i  la  segunda  mucho  menos  que  la  primera,  por  mas  quo 
quisiese  apoyarla  en  el  ejemplo  de  la  Bóljica.  Las  provincias  ameri- 
canas, a  consecuencia  de  la  porfiada  guerra  que  mantuvo  en  ellas  la 
España  largos  años  después  de  haber  espirado  toda  razonable  esperanza 
de  recobrarlas,  han  quedado  por  la  mayor  parte  exhaustas,  sus  cam- 
postalados,  su  población  disminuida,  sus  rentas  aravadas  con  enormes 
empréstitos,  i  con  la  manutención  de  un  ejército  i  un  estido  mayor  nu- 
meroso, cuya  reforma  no  ha  podido  efectuarse  en  unos  estados,  i  en 
otros  ha  costado  sacrificios  injentes.  Después  de  tantos  daños  pecu- 
niarios i  físicos,  después  de  los  daños  morales  que  ha  debido  causar 
esta  guerra  desastrosa,  que,  por  la  naturaleza  do  la  contienda,  ha 
participado  en  todas  partes  del  carácter  de  la  crueVra  civil;  ¿con  que 
cara  podrá  presentarse  la  España  a  vendernos  derechos  que  la  hemos 
arrancado  con  las  armas,  de  que  estamos  en  pleno  goce  i  ejercicio, 
que  todas  las  naciones  han  reconocido  mas  o  menos  explícitamente,  i 
que  se  halla  en  una  completa  impotencia  de  recuperar?  Estamos  se- 
guros de  que  todas  las  repúblicas  americanas  rechazarían  unánime- 
mente esta  pretensión  insensata.  La  obstinación  de  España  en  una  lucha 
desesperada  i  sin  objeto,  ha  destruido  todos  los  títulos  en  que  hubiera 
podido  apoyar  las  concesiones  que  se  propone  exijirnos.  Para  las  ne- 
íTOciaciones  de  paz,  no  pueden  admitirse  otras  bases  que  las  de  reci- 
procidad i  común  interés.» 
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ro;  i  para  los  lectores  de  otra  clase,  toda  explicación  hu- 
biera sido  por  demás.  Cerrada  esta  puerta,  se  nos  hu- 
bieran escabullido  por  otra.  La  verdad  es  una,  i  los 
modos  de  delirar  infinitos. 

Se  ratifica  El  Valdiviano  en  su  juicio  de  la  aprobación 
tácita,  por  haber  dicho  nosotros  que  los  americanos  se 
han  explicado  sobre  la  materia  con  una  franqueza  que 
los  honra,  declarando  terminantemente  lo  que  piden  i 
lo  que  están  dispuestos  a  conceder.  El  verbo  pedir  lo 
disuena.  Ya  se  figura  en  su  iniajinacion  a  los  ministros 
españoles  llenos  de  lisonjeras  esperanzas,  porque  loa 
americanos  les  piden.  Ya  oye  hasta  las  expresiones  que 
se  dicen  unos  a  otros  en  el  gabinete,  confabulándose 
para  vendernos  al  mas  alto  precio  lo  que  pedimos. 

El  Valdiviano  pudo  ahorrarse  esas  profundas  combi- 
naciones políticas  con  recurrir  al  diccionario  de  la  len- 
gua, donde  hubiera  visto  que,  no  solo  se  pide  favor  i  se 
pide  limosna,  sino  se  pide  en  justicia,  se  pide  un  precio 
por  lo  que  se  concede,  i  pidiendo  se  reclama,  se  deman- 
da, se  exije.  Pudo  al  mismo  tiempo  haber  reflexionado 
que  los  favores  no  se  piden  terminantemente,  i  que  este 
modo  do  pedir  es  mas  propio  del  que  reclama  un  acto 
de  justicia  con  las  armas  en  la  mano,  que  del  que  soli- 
cita una  gracia. 

El  reconocimiento  de  nuestra  independencia  no  será  un 
favor  de  la  España,  pero  será  siempre  un  bien  para  la 
América,  porque  la  paz  es  un  bien,  i  porque  ella  exten- 
derá nuestro  comercio,  poniéndonos  en  relación,  sea  con 
la  España  misma,  sea  con  otras  naciones  que  se  abstie- 
nen de  tratar  con  nosotros  mientras  carecemos  de  un 
título,  que,  según  ellas,  es  necesario  para  Icjitimar  nues- 
tra existencia  política. 
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Tampoco  estaría  de  mas  que  El  Valdiviano,  antes  de 
atacar   nuestro  artículo,   hubiera  consultado  los  antece- 
dentes. Chile  no  ha  pedido  nada  a  la  España.  No  ha  ini- 
ciado, que  sepamos,  negociación  alguna  con  esta  poten- 
cia.  Sus  ajentes  en  los  países  extranjeros  ni  aun   han 
recibido  hasta  ahora  instrucciones  para  tratar  con  los 
ministros  españoles.  La  conducta  de  los  primeros,  en 
consonancia  sin  duda  con  el  espíritu  de  su  gobierno,  ha 
sido   prudente  i  circunspecta  en  el  mas  alto  grado.  En 
suma,    Chile'no  ha  hecho  otra  cosa  que  declarar  a  las 
repúblicas  aliadas,  i  por  medio  de  la  prensa  al  universo 
entero,  qué  es  lo  que,  llegado  el  caso  de  las  negociacio- 
nes, exije  de  España,  i  qué  es  lo  que  está  dispuesto  a 
concederle.  Exije  de  ella  el  reconocimiento  de  su  inde- 
pendencia bajo  la  forma  de  gobierno  establecida;  i  está 
dispuesto  a  concederle  estipulaciones  comerciales  de  recí- 
proco beneficio;  pero  se  niega  del  modo  mas  positivo  a 
concesiones  pecuniarias.  En  este  sentido,  se  han  expresa- 
do Chile  i  otros  gobiernos  americanos,  i  esta  es  la  fran- 
queza que  hemos  alabado  en  ellos.  Si  el  gobierno  espa- 
ñol hubiese  hecho  otro  tanto  por  su  parte,  las  negocia- 
ciones que  entablásemos  con  él  serian  sencillísimas ,  i 
nada  dejarian  a  la  diplomacia,  sino  un  trabajo  de  redac- 
ción i  de  pura  etiqueta. 


El  eminente  diplomático  volvió  a  insistir  en  sus  ideas 
sin  ambajes  de  ninguna  especie  en  el  número  239  de  El 
Araucano  correspondiente  al  3  de  abril  de  1835: 


Ponemos  a  la  vista  de  nuestros  lectores  el   debate 
ocurrido  en  la   sesión  de  9  de  diciembre  de  1834  en  la 
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cámara  de  procuradores  de  España,  sobre  el  reconoci- 
miento de  los  nuevos  estados  americanos;  i  no  podemos 
menos  de  aplaudir  el  tono  conciliatorio  con  que  se  han 
expresado  los  ministros,  aunque  desearíamos  hubiesen 
sido  un  poco  mas  francos,  i  así  como  se  manifestaron 
dispuestos  a  un  acto,  que  tanto  tiempo  hace  reclamaban, 
no  solo  la  humanidad  i  la  justicia,  sino  los  intereses 
bien  entendidos  de  España,  hubiesen  dejado  traslucir 
las  condiciones  con  que  los  ministros  de  la  reina  gober- 
nadora se  proponen  llevarlo  a  efecto. 

En  confirmación  de  las  disposiciones  de  que  parece 
animada  la  España,  podemos  añadir  que  el  presidente 
de  los  Estados  Unidos  de  América  ha  comunicado  al  de 
Chile,  por  el  conducto  de  su  encargado  do  negocios  en 
Santiago,  habérsele  notificado  oficialmente  al  ministro 
americano  en  Madrid,  que  el  gobierno  español  estaba 
decidido  a  recibirá  los  ajcntes  de  las  nuevas  repúblicas 
debidamente  autorizados,  i  a  tratar  con  ellos  sobre  el 
reconocimiento  de  la  independencia. 

Parece  llegado  el  tiempo  en  que  los  nuevos  estados 
respondan  a  esta  invitación,  autorizando  ajentes  diplo- 
máticos que,  provistos  de  las  instrucciones,  acordadas  ya 
con  los  respectivos  congresos,  se  acerquen  a  entablar 
esta  importante  discusión  con  el  gobierno  español.  Tai- 
vez  habrá  quien  crea  que  nosotros,  imitando  en  esto  a 
los  españoles,  debemos  mirar  como  indecoroso  i  degra- 
dante enviar  plenipotenciarios  en  vez  de  recibirlos.  Pero, 
si  por  alguna  de  las  dos  partes  bclijerantes  ha  de  darse 
el  primer  paso,  nos  parece  que  no  puede  haber  juez  al- 
guno imparcial  que  no  decida  esta  cuestión  de  etiqueta 
a  favor  de  la  España. 

Algunas  de  las  observaciones  hechas  por  los  ministros 
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españoles  nos  parecen  poco  exactas,  i  creemos  oportuno 
rebatirlas. 

«El  gobierno  actual  (dijo  el  secretario  de  hacienda)  no 
se  anticipará  a  dar  pasos  que  juzgue  deshonrosos,  no 
olvidándose  que  dominó  no  hace  mucho  tiempo  aquellos 
países,  que  le  deben  su  civilización,  i  que,  sin  rehusarse 
a  tratar  con  ellos,  conoce  ser  mucho  mas  fuerte  que  sus 
gobiernos.»  La  España  tiene  indudablemente  los  medios 
de  hacernos  mal;  pero  no  tiene  el  poder  de  hacernos  un 
mal  de  que  le  resulte  el  mas  pequeño  bien,  i  que  no  se 
vuelva  contra  ella  misma,  cuando  no  sea  mas  que  aumen- 
tando sus  dificultades  pecuniarias,  i  privándola,  acaso 
para  siempre,  de  las  ventajas  que  podría  sacar  de  nues- 
tro comercio.  Si  la  administración  española  se  gobierna 
por  principios  de  sentido  común,  ¿de  qué  le  sirve  la  su- 
perioridad de  recursos  de  que  se  jacta?  ¿Sacrificará  los 
intereses  reales  de  la  nación  a  un  orgullo  insensato? 

No  desconocemos  lo  que  deben  las  Américas  a  la  Es- 
paña,  pero  no  contaremos  entre  estos  beneficios  el  sis- 
tema colonial,   establecido  por  ella.  Sus  códigos,  dice  el 
ministro  de  gracia  i  justicia,  cotejados  con  los  que  hasta 
aquí  han  rejido  en  las  colonias  de  la  Inglaterra  i  la 
Francia,  atestiguan  que  la  lejislacion  de  Indias  era  supe- 
rior a  la  de  todas  las  naciones.  Si  la  sabiduría  de  una 
lejislacion  colonial  debe  medirse  por  la  elección  de  los 
medios  adoptados  para  perpetuar  el  pupilaje  de  las  co- 
lonias, acaso  será  cierta  esa  superioridad;  pero  bajo  otros 
respectos  ¿qué  comparación  puede  hacerse  entre  el  réji- 
men  colonial  español  i  el  de  los  establecimientos  ingle- 
ses? En  éstos,  había   cuerpos   lejislativos   provinciales, 
¡un,  impronta;  i  entre  nosotros  ¿qué  habia? 
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La  guerra  estaba  concluida;  las  repúblicas  hispano- 
americanas habian  conquistado  su  autonomía;  la  España 
carecía  de  medios  para  sojuzgarlas. 

La  independencia  era  un  hecho  consumado  e  irrevo- 
cable, aunque  el  despecho  o  la  obstinación  intentasen 
negarlo. 

El  caso  reciente  de  la  Inglaterra  i  de  los  Estados  Uni- 
dos indicaba  claramente  el  camino  que  los  belijerantes 
debian  seguir  para  terminar  la  descomunal  contienda  en 
que  habian  estado  empeñados;  pero  cuestiones  misera- 
bles embarazaban  la  única  solución  que  podia  dársele. 

El  dia  de  la  conciliación  clareó  por  fin. 

«Nos  ha  parecido  sumamente  satisfactorio  (decia  don 
Andrés  Bello  en  el  número  342  de  El  Araucano  de  25 
de  marzo  de  1837)  poner  en  conocimiento  de  nuestros 
lectores  el  oficio  del  señor  Calatrava  i  el  informe  de 
la  comisión  especial  de  las  cortes,  sobre  el  reconoci- 
miento de  las  repúblicas  hispano-americanas,  por  el 
espíritu  de  nobleza  i  liberalismo  que  estos  documen- 
tos suponen  en  el  gobierno  i  en  los  representantes  do 
España;  i  nos  será  mucho  mas  grato  anunciar  cuanto 
antes  la  confirmación  de  la  noticia,  que  hasta  ahora  no 
es  oficial,  de  que  el  congreso  aprobó  el  artículo  propuesto 
en  el  informe. 

«Este  momento  no  podia  dejar  de  llegar.  La  voz  de  la 
razón,  de  la  justicia  i  sobre  todo  de  los  intereses  españo- 
les hablado  hacerse  oír  tarde  o  temprano  entre  los  que 
dirijen  los  destinos  de  aquella  nación.  ¿Por  qué  prolon- 
gar una  incomunicación  perniciosa  i  obstinada?¿Porqué 
continuar  una  guerra  sin  campo  de  batalla  i  sin  ene- 
migos armados?  ¿Por  quó  insistir  en  pretensiones  de 
imposible   realización?   ¿Por  qué  diferir  una   reconci- 
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Hacion,  que,  mientras  mas  tardía,  nienos  provechosa  ha- 
l)ia  de  ser  para  la  Península?  La  creencia  rclijiosa,  el 
idioma,  la  lejislacion,  las  costumbres,  todo  brindaba  a 
ella.  Pero  los  dos  últimos  de  estos  vínculos,  debilitándo- 
se cada  dia  mas  por  las  innovaciones  que  a  este  respecto 
van  haciéndose  en  América,  disminuirán  necesariamente 
las  ventajas  que  pudieran  prometerse  los  españoles  de 
sus  relaciones  con  pueblos  que  antes  habían  pertenecido 
a  una  misma  familia.  Felizmente  el  gabinete  de  Madrid 
da  hoi  en  su  política  franca  una  prueba  de  que  se  halla 
convencido  de  esta  verdad;  i  no  solo  renuncia  a  toda 
pretensión   respecto  del  reconocimiento,   sino   que  se 
halla  decidido,  como  se  colije  do  la  exposición  del  señor 
Calatrava^  a  presentar  a  la  nación  española  en  sus  rela- 
ciones con  las  antiguas  colonias  en  el  mismo  caso  que 
cualquiera  de  las  demás  potencias  que  se  comunican  con 
ellas.  Esta  conducta,  que  remueve  todas  las  dificulta- 
des que  se  han  opuesto  a  nuestra  paz  i  armonía  con  la 
España,  i  que  cimentará  inalterablemente  unas  relacio- 
nes que  tienen  hasta  vínculos  de  sangre,  es   sin  duda 
alguna  honrosa  en  alto  grado  al  gobierno  de  María 
Cristina.» 

El  resto  de  la  controversia  trabada  sobre  esta  gran 
cuestión  internacional,  en  que  se  hallaba  interesada  la 
mayor  parte  del  nuevo  mundo,  puede  verso  en  el  pre- 
sente volumen. 

Debo  prevenir  que  el  distinguido  defensor  do  la  re- 
conciliación entre  la  madre  i  las  hijas  censuraba  seve- 
ramente el  réjimen  despótico  en  que  éstas  hablan  sido 
educadas;  pero  aplaudía  con  el  mas  sincero  entusiasmo 
la  rcjeneracion  política,  literaria  i  social  de  la  España 
contemporánea. 
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La  intelijencia  de  don  Andrés  Bello,  tan  ansiosa  de 
conocerlo  lodo,  como  llena  de  solidez,  se  dedicó  con  buen 
éxito  a  toda  clase  do  investigaciones. 

El  célebre  Jorj€  Ticknor  dice  a  la  pajina  14  del  lomo 
4.*  de  la  Historia  de  la  literatura  española: 

«Las  dificultades  de  la  ortografía  castellana  están  muí 
bien  explicadas  en  el  Diálogo  de  las  lenguas  (Mayans  i 
Sisear,  Orijenes,  pajinas  47 — 65);  pero  su  autor  se 
muestra  demasiado  severo  con  Lebrija.  Un  escritor  anó- 
nimo que  insertó  un  excelente  artículo  en  el  Repertorio 
Americano  (tomo  1.**,  pajina  27)  trata  la  cuestión  con  mu- 
cho mas  juicio.  A  pesar  de  todo,  aun  existen  dudas  en 
esta  materia,  pues,  en  el  Manual  del  cajisíapor  José  María 
Palacios,  Madrid,  1845^  8.**  (pajinas  134  — 154),  se  inser- 
ta un  «Prontuario  de  las  voces  de  dudosa  ortografía» 
con  mas  de  mil  ochocientas.» 

Es  sabido  que  el  artículo  recomendado  por  Ticknor, 
se  debe  a  la  colaboración  de  don  Juan  García  del  Rio  i 
de  don  Andrés  Bello;  i  que  este  último  defendió  con 
nuevos  i  luminosos  escritos  su  doctrina. 

Las  reformas  ortográficas  de  don  Anclres  Bello  no  han 
sido  adoptadas  hasta  el  presente;  pero  lo  serán  de  se- 
guro en  el  porvenir. 

El  profundo  saber  de  nuestro  autor  en  materias  filo- 
lójicas  ha  sido  justamente  apreciado  por  maestros  exi- 
mios. 

El  reputado  don  Bartolomé  José  Gallardo,  refiere  a  la 
pajina  44  del  número  4  de  El  Criticón  que,  el  año  de 
1818,  después  de  haber  reunido  la  primera  impresión 
de  las  comedias  de  Lope  de  Rueda  i  una  colección  de 
mas  de  cincuenta  piezas  escoj idas,  habia  querido  quo 
«el  fino  filólogo  don  Andrés  Bello  (caraqueño),  a  quien 
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fninqnoó  sus  planes,»  le  ayudase  en  Londres  a  conllevar 
la  empresa  de  publicar  un  Teatro  Antifjuo  EspRñol. 

Don  Vicente  Salva  le. envió  a  Santiago  do  Cliile  desde 
Paris  su  Grainática  de  la  lengun  castellana  según  ahora 
sie  /ia6fa,  primera  edición  de  1830,  <rparaque  se  í^irviese 
mejorarla  con  sus  observaciones.» 

El  ilustre  lingüista  español  don  Pedro  Iclipe  Monlau 
dio  a  luz  el  ano  de  1856  una  excelente  obra  titularla 
Diccionario  Etimolójico  de  la  lengua  castellana. 

Entre  los  apéndices  de  esta  obra,  trae  dos  listas  a  que 
rae  parece  oportuno  referirme. 

La  primera  de  esas  listas  es  una  alfabética  de  los  au- 
tores citados  en  el  Diccionario  Elimolójico. 

«He  reunido  aquí  sus  nombres,  di(X5  Montan,  para 
hacer  como  una  especie  de  conmemoración  honorífica  i 
universal  de  todos  los  varones  eruditos  que  dedicaron, 
o  están  dedicando  su  vida,  a  investigaciones  tan  útiles, 
como  curiosas,  a  trabajos  tan  ímprobos,  como  harto  je- 
neral mente  mal  apreciados.» 

Esa  nomenclatura  comprende  autores  antiguos  i  mo- 
dernos, extranjeros  i  españoles. 

Don  Andrés  Bello  ocupa  un  lugar  en  ella. 

La  segunda  de  las  listas  mencionadas  es  una  crono- 
lójica  de  algunas  de  las  principales  obras  so])re  lingüís- 
tica i  climolojía. 

Moniau  dedica  en  esta  lista  a  Bello  las  líneas  que  van 
a  reproducirse. 

ií Análisis  Ideolójica  de  los  tiempos  de  la   conjugación 
castellana  por  A.  B.  (Andrés  Bello),  Valparaíso,  imprenta 
de  M.    Rivadeneira. — Un  cuaderno  de  sesenta  pajinas 
en  S.*  marquilla. 

«Ademas  de  este  opúsculo,  que  es  un  precioso  estudio 
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gramático-filosófico,  ha  escrito  el  señor  don  Andrés  Be- 
llo, filólogo  americano  i  distinguido  profesor  en  Chile, 
una  buena  Gramática  de  la  lengua  castellana^  destinada 
al  uso  de  los  americanos  (Santiago  de  Chile,  1847),  de 
la  cual  ha  dado  en  España  una  edición  anotada  (Ma- 
drid, 1853)  el  señor  don  Francisco  Merino  Ballesteros, 
inspector  jeneral  que  ha  sido  de  instrucción  primaria.)) 

Es  inútil  hacer  mención  del  Código  Civil  de  Chile 
cuya  importancia  está  acreditada  por  una  experiencia 
diaria. 

El  docto  jurisconsulto  que  dio  leyes  a  un  pueblo, 
supo  también  reunir  con  acierto  en  un  libro  poco  volu- 
minoso las  reglas  que  las  naciones  han  de  observar  entre 
sí  para  su  seguridad  i  bienestar  común. 

Miguel  Luis  AmunAtegüi. 
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Mi  principal  objeto  en  la  publicación  de  estos  Prírt'^ 
cipios  ha  sido  facilitar  el  estudio  de  una  parte  importan- 
te del  derecho  de  jentes,  de  que  las  obras  mas  estima- 
das que  sobre  esta  materia  se  han  dado  a  luz  en  nuestra 
lengua,  no  suministran  suficiente  noticia^  ya  sea  por 
haberse  introducido  en  la  jurisprudencia  internacional 
novedades  que  los  autores  de  aquellas  obras  no  alcan- 
zaron^ ya  porquO;  considerándola  bajo  un  punto  de  vista 
puramente  especulativo  i  abstracto,  no  tanto  fué  su 
ánimo  exponer  las  leyes  positivas  que  reconoce  la  repú- 
blica de  las  naciones,  cuanto  investigar  los  principios 
jenerales  de  que  deben  deducirse  estas  leyes  para  que 
afiancen  la  seguridad  i  bienestar  común. 

Las  discusiones  a  que  han  dado  lugar  las  pretensio- 
nes mutuas  de  belijerantes  i  neutrales  en  las  guerras 
de  Europa  i  América  durante  los  últimos  ochenta  años, 
han  fijado  no  pocos  puntos  dudosos,  especialmente  en 
lo  relativo  al  comercio  marítimo,  deslindando  los  dere- 
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chos  i  la  jurisdicción  de  unos  i  otros,  i  estableciendo 
reglas  precisas  de  procedimiento  i  adjudicación  en  los 
tribunales  de  presas.  Hallábase  esparcida  esta  nueva 
doctrina  en  voluminosos  repertorios  de  causas  judicia- 
les^ recopiladas  en  Europa  í  en  los  Estados  Unidos  de 
América;  i,  si  no  me  engaño,  apareció  por  la  primera 
vez  bajo  una  forma  regular  i  metódica  en  el  Tratado  de 
las  leyes  sobre  el  comercio  i  manufacturas  de  la  Gran 
Bretaña,  por  José  Chitty,  dado  a  luz  pvocos  años  ha.* 
Esta  obra  es  un  completo  resumen  de  la  jurisprudencia 
mercantil  de  Inglaterra;  i  sus  primeros  capítulos  contie- 
nen una  exposición  luminosa  del  derecho  de  jentes 
moderno  en  lo  que  mira  a  la  navegación  i  al  comercio. 

Posteriormente  se  publicaron  en  Nueva  York  los  Co-- 
vientaHos  de  las  leyes  americanas,  por  el  juez  James 
Kent,  que  en  la  primera  parte  de  ellos  ha  dado  un  exce- 
lente compendio  de  la  lei  universal  de  las  naciones^ 
según  se  entiende  i  practica  en  el  dia.  Aunque  el  autor 
americano,  en  la  materia  común  a  ambas  obras,  hace 
poco  mas  que  reproducir  i  aun  copiar  verbalmente  al 
ingles,  tiene  el  mérito  de  abrazar  todas  las  partes  del 
derecho  de  jentes  (mientras  que  Chitty  se  ciñe  exclusi- 
vamente al  comercio),  i  de  señalar  los  puntos  en  que  la 
interpretación  de  este  derecho  por  el  gobierno  i  judica- 
tura de  su  país  no  está  acorde  con  los  principios  de  la 
Gran  Bretaña  i  de  otros  estados. 

Estas  son  las  dos  obras  que  mas  constantemente  me 
han  servido  de  guia  en  lo  que  añado  a  la  doctrina  jene- 
ral  de  los  publicistas  del  siglo  XVIII.    Me  he  valido 


*  A  Tpcatise  on  the  laws  of  Commerco  and  Manufactures  and  the 
Coiitracts  rclatin»^  theroto— By  Joseph  Chitty,  Esq.  of  the  Middlo 
Temple,  Barrister  at  law^  London,  1824. 
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asimismo  de  otra  obra  americana,  el  Código  Diplomático 
4e  ElUot,    que  entre  otras  cosas  contiene  un  sumario 
instructivo,  aunque  demasiado  conciso,  de  las  mas  inte- 
resantes decisiones  de  los  juzgados  de  aquella  república 
en  causas  de  derecho  de  jentes.    He  tenido  también  a 
la  vista  las  Ordenanzas  Marítimas  de  la  Francia^  pro- 
mulgadas por  Luis  XIV,  con  las  modificaciones  que  han 
recibido  posteriormente,  i  he  indicado  las  diferencias 
mas  notables  que  presenta  la  práctica  do  la  nación  fran- 
cesa en  varias  épocas.  I  en  fm^  deseoso  de  reunir  en  un 
solo  cuerpo  todas  las  nociones  elementales  indispensa- 
bles, he  insertado  en  la  tercera  parte  de  estos  Principios 
un  extracto  del  Manual  Diplomático  del  barón  de  Mar- 
tens,  donde  espero  se  hallará  reducido  a  pocas  pajinas 
todo  lo  sustancial  de  este  útil  prontuario  de  la  diploma- 
cia moderna. 

Incorporando  lo  que  he  tomado  de  estas  fuentes  con 
la  doctrina  de  Vattel^  ajustada  a  los  límites  de  unos 
elementos  que  pudieran  servir  a  la  instrucción  do  los 
alumnos  de  jurisprudencia,  i  aprovechándome  de  las 
obras  de  otros  célebres  publicistas,  cuando  he  creído 
bailar  en  ellas  indicaciones  útiles,  he  procurado  poner 
a  la  vista  de  mis  jóvenes  compatriotas  un  bosquejo 
reducido,  pero  comprensivo,  del  estado  actual  de  la 
ciencia. 

No  he  escrupulizado  adoptar  literalmente  el  texto  de 
los  autores  que  sigo,  aunque  siempre  compendiándolo, 
i  procurando  guardar  la  debida  consonancia  i  uniformi- 
dad en  las  ideas  i  en  el  lenguaje.  Cito  los  pasajes  de 
que  hago  uso,  ya  como  autoridades  i  comprobantes,  ya 
para  indicar  los  lugares  en  que  pueden  consultarse  i 
estudiarse  a  fondo  las  materias  que  toco.  Si  alguna  vez 
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me  sucede  apartarme  de  las  opiniones  de  aquellos  mis- 
mos que  me  sirven  de  guia,  manifiesto  las  razones  que 
me  asisten  para  hacerlo  así.  Cuando  trato  de  cosas  que 
están  suficientemente  elucidadas  en  las  obras  de  Vattel, 
Martens  i  otros,  trasladadas  ya  al  castellano,  soi  breve, 
i  me  limito  a  presentar,  como  en  una  tabla  sinóptica, 
todo  aquello  que  he  creído  digno  de  encomendarse  a  la 
memoria;  pero,  en  las  materias  que  tenian  algo  de  nue- 
vo, he  juzgado  de  mi  deber  extenderme  algo  mas, 
apuntando  la  historia  de  las  instituciones  o  usanzas 
internacionales  que  menciono,  comprobando  su  existen- 
cia i  exponiendo  los  fundamentos  con  que  se  ha  tratado 
de  sostenerlas  o  impugnarlas.  Según  este  plan,  que  me 
ha  parecido  el  mas  útil  i  cómodo  para  mis  }óvenes  lec- 
tores, lo  mas  o  menos  extenso  de  las  explicaciones  no 
tanto  es  en  razón  de  la  importancia  de  cada  materia, 
como  de  la  dificultad  de  estudiarla  en  libros  que  no  se 
hallan  a  mano,  i  en  idioma  cuya  intelijencia  empieza 
apenas  a  propagarse  entre  nosotros. 

Quisiera  que  esta  obra  correspondiese  de  algún  modo 
al  liberal  patrocinio  que  el  gobierno  de  Chile,  con  su 
acostumbrado  celo  por  el  fomento  de  los  estudios,  ha 
tenido  a  bien  dispensarle.  Mi  ambición  quedaría  satis- 
fecha, si  a  pesar  de  sus  defectos,  que  cstoi  mui  lejos  de 
disimularme,  fuese  de  alguna  utilidad  a  la  juventud  de 
los  nuevos  estados  americanos  en  el  cultivo  de  una 
ciencia,  que,  si  antes  pudo  desatenderse  impunemente, 
es  ahora  de  la  mas  alta  importancia  para  la  defensa  i 
vindicación  de  nuestros  derechos  nacionales.  Si  a  lo 
menos  esta  tentativa  sirviese  de  estímulo  a  otras^  en 
que  con  mas  luces,  mas  tiempo  i  mas  abundantes  mate- 
riales que  los  que  yo  he  tenido  a  mi  disposición,  se  de- 
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«empeñase  mejor  la  materia,  me  lisonjearía  de  no  haber 
trabajado  sin  fruto. 


Santiago^  julio  de  IS^a^a. 

La  induljencia  extremada  con  que  so  han  recibido 
esto3  Principios,  el  uso  que  se  ha  hecho  i  se  hace  de 
ellos  en  varios  establecimientos  do  educación  de  las 
repúblicas  hispano-americanas,  i  lo  escasos  que  por 
algunos  a&os  habían  llegado  a  ser  en  Chile  los  ejempla- 
res déla  primera  edición,  no  obstante  sus  repetidas 
reimpresiones  en  América  i  Europa,  me  han  impulsado 
a  publicarlos  de  nuevo,  revisándolos^  exponiendo  mas  a 
fondo  i  con  mas  claridad  la  doctrina  de  algunos  capítu- 
los, i  procurando  hacer  esta  obra  mas  digna,  bajo  todos 
respectos,  de  la  favorable  acojida  que  so  le  ha  dispen- 
sado, i  de  la  liberalidad  con  que  el  gobierno  do  Chile  ha 
contribuido  una  i  otra  vez  a  su  publicación. 

Para  este  nuevo  trabajo,  he  podido  consultar  no  pocos 
libros,  de  que  antes  conocíamos  apenas  los  nombres,  i 
qae,  gracias  al  celo  de  nuestro  gobierno  por  la  propa- 
gación de  las  luces,  ocupan  hoi  el  lugar  que  merecen 
en  las  bibliotecas  de  los  tribunales  i  de  las  secretarías 
de  estado.  He  multiplicado  las  citas,  no  para  ostentar 
una  erudición  que  no  tengo,  sino  para  indicar  a  los  jó- 
venes las  fuentes  a  que  deben  dirijirse,  cuando  en  el 
curso  de  su  carrera  literaria  o  profesional  deseen  apoyar 
sus  opiniones  en  autoridades  respetables,  o  examinar 
mas  profundamente  las  cuestiones  que  ocurran.  Fácil 
me  hubiera  sido  multiplicar  todavía  mas  estas  citas, 
copiando  las  que  se  encuentran  al  pié  de  cada  pajina  en 
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otras  obras  elementales;  pero  casi  siempre  me  he  limi- 
tado a  las  que  yo  mismo  he  tenido  a  la  vista.  Estoi 
convencido  de  que  en  las  aplicaciones  prácticas  de  esta 
ciencia  valen  mucho  menos  las  deducciones  teóricas  que 
la  reglas  positivas,  sancionadas  por  la  conducta  de  los 
pueblos  cultos  i  de  los  gobiernos  poderosos,  i  sobre  todo 
por  las  decisiones  de  los  tribunales  que  juzgan  bajo  el 
derecho  de  jentes;  i  esta  convicción,  que  me  sirvió  de 
guia  en  la  edición  anterior,  ha  sujerido  casi  todas  las 
ampliaciones,  ilustraciones  i  notas,  con  que  he  deseado 
mejorar  la  presente. 


1864 

Agotadas  las  ediciones  anteriores  de  este  libro,  acep- 
tado como  texto  én  la  enseñanza  colejial  i  universitaria 
de  Chile,  procedí,  por  encargo  del  decano  de  la  facultad 
de  leyes  i  ciencias  políticas,  a  preparar  la  presente  edi- 
ción, que  hacian  doblemente  necesaria  las  alteraciones 
que  el  derecho  internacional  ha  experimentado  en  los 
últimos  años. 

Para  ella,  he  tenido  a  la  mano  luminosos  escritos  que 
me  proporcionaban  ampliar  i  mejorar,  en  la  medida  de 
mis  fuerzas,  las  doctrinas  anteriormente  emitidas,  i  dar 
cuenta  de  las  graves  cuestiones  internacionales  que  re- 
cientemente han  conmovido  el  mundo  político,  i  anuncian 
una  nueva  era  en  que  serán  mejor  consultados  que 
hasta  ahora  los  grandes  intereses  del  comercio,  incesan- 
te promovedor  de  la  civilización  i  prosperidad  jeneral. 

Consecuente  a  la  práctica  que  desde  el  principio  adop- 
té, debo  indicar  las  obras  de  que  principalmente  me  he 
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servido  para  dar  a  esta  compilación  la  forma  en  que  hoi 
me  atrevo  a  presentarla,  llevando  en  ello  la  mira,  ahora 
como  antes,  no  solo  de  autorizar  las  doctrinas  que  ex- 
pongo, sino  de  señalar  esas  obras  a  los  estudiantes,  a 
los  cultivadores  todos  de  este  ramo  importante  de  la 
ciencia  jurídica  i  especialmente  a  las  personas  llamadas 
a  discutir  i  dirimir  cuestiones  de  derecho  internacional 
público  i  privado  en  los  tribunales  i  en  las  cámaras 
lejislativas^  a  fin  de  que  puedan  dirijirse  a  esas  mismas 
fuentes  en  busca  de  nociones  mas  completas,  mas  pro- 
fundas, i  talvez  mas  exactas  que  las  que  en  este  libro 
encontraren. 

Compilación  la  llamo,  porque,  haciéndome  la  debida 
justicia,  no  me  cabe  aspirar  a  otro  título  que  al  de  un 
mero  compilador;  salvo  en  cuanto  la  accidental  variedad 
u  oposición  de  esas  doctrinas  me  ha  obligado  a  clejir 
entre  ellas,  i  a  justificar  la  elección. 

El  ilustre  norte-americano  Enrique  Wheaton,  llorado 
ahora  por  la  ciencia  que  le  debió  tan  estimables  traba- 
jos como  escritor  elemental,  como  esmerado  colector  de 
decisiones  judiciales,  i  como  historiador  del  derecho  do 
jantes,  rae  ha  servido  constantemente  de  maestro  i  de 
guia  no  menos  en  esta  que  en  las  anteriores  ediciones.  La 
de  sus  Elementos  y  publicada  en  francés  bajo  la  dirección 
del  autor,  con  notables  mejoras  (Paris,  15  de  abril  de 
1847),  ha  pasado  por  diferentes  reimpresiones  en  ambos 
continentes;  la  segunda  de  Leipzig  (1852),  es  la  que  he 
tenido  a  la  vista.  Su  Historia,  de  los  Progresos  del  Dere- 
cho  de  Jentes  me  fue  primeramente  conocida  por  la  tra- 
ducción castellana  del  ilustrado  ministro  del  Paraguai, 
don  Carlos  Calvo,  el  mismo  que  poco  hace  defendia  con 
tanto  celo  i  habilidad  la  causa  de  su  patria  en  la  corto 
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de  Londres.  Le  debemos  la  continuación  de  esta  histo- 
ria hasta  la  fecha  en  que  dio  a  luz  su  versión  castellana 
(Besanzon,  1861). 

Otros  de  mis  principales  auxiliares  han  sido: 

El  Derecho  Internacional  Público  de  Europa^  por  A. 
G.  Heffter,  consejero  de  la  corte  suprema  de  justicia  i 
profesor  de  la  universidad  de  Berlin;  traducido  al  fran- 
cés por  el  doctor  Julio  Bergson  (París,  1857).  Es  un 
precioso  prontuario  en  que  lucen  a  la  par  la  filosofía  i  la 
imparcialidad. 

Investigaciones  sobre  el  Derecho  Internacional^  por 
James  Reddie  (segunda  edición,  aumentada,  Londres, 
1851). 

Elementos  de  Derecho  Público  Internacional  de  España 
por  don  Antonio  Riquelme  (Madrid,  1849);  el  segundo 
tomo,  titulado  Apéndice,  es  una  colección  de  documentos 
oficiales  de  que  pueden  hacerse  frecuentes  aplicaciones 
a  las  repúblicas  sur-americanas. 

Derechos  i  Obligaciones  de  los  neutrales  en  tiempo  de 
guerra  marítima,  por  L.  B.  Hautefeuille  (segunda  edi- 
ción, Paris,  1858):  vigorosa  defensa  de  las  inmunidades 
neutrales. 

Comentarios  de  Derecho  ínter  nacional  ^  por  Roberto 
Phillimore,  miembro  del  parlamento  británico  i  abogado 
de  S.  M.  en  la  corte  del  almirantazgo  (Londres,  1854, 
1855,  1857  i  1861).  Obra  majistral  i  de  una  copiosa  eru- 
dición diplomática;  entre  los  escritores  de  su  nación, 
ninguno  talvez  mas  notable  por  sus  sentimientos  de  mo- 
deración i  justicia.  El  cuarto  tomo  está  consagrado 
exclusivamente  al  derecho  internacional  privado. 

De  las  demás  autoridades  a  que  mo  refiero,  hago  mé- 
rito en  los  lugares  oportunos. 
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Solo  me  resta  reiterar  la  expresión  de  mi  gratitud  al 
supremo  gobierno,  que  en  esta  ocasión,  como  en  las 
anteriores,  se  ha  dignado  sufragar  al  costo  de  la  impre- 
sión de  esta  obra  con  una  liberal  suscripción. 


w^^^ 
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NOCIONES  PRELIMINARES 


§.  Defínicion  del  derecho  internacional  o  de  jcntes. — 2.  Autoridad 
de  que  emana. — 3.  Sanciones. — 4.  División  en  interno  i  externo. — 
5.  En  natural  e  instituido.— 6.  Su  fuerza  obligatoria. — 7.  Autori- 
dades en  materia  do  derecho  internacional.— 8.  División  de  esta 
obra. 

1 

El  Debecho  Internacional  o  de  Jentes,  es  la  colección  de 
las  leyes  o  reglas  jenerales  de  conducta  que  las  naciones  o 
estados  deben  observar  entre  sí  para  su  seguridad  i  bienestar 
común. 


Toda  lei  supone  una  autoridad  de  que  emana.  Como  las 
naciones  no  dependen  unas  do  otras,  las  leyes  o  reglas  a  que 
debe  sujetarse  su  conducta  recíproca,  solo  pueden  serles  dicta- 
das por  la  razón,  que,  a  la  luz  de  la  experiencia,  i  consultando 
el  bien  oomun,  las  deduce  del  encadenamiento  de  causas  i 
efectos  que  percibimos  en  el  orden  físico  i  moral  del  universo. 
El  ser  supremo,  que  ha  establecido  estas  causas  i  efectos,  que 
ha  dado  al  hombro  un  irresistible  conato  al  bien  o  la  felicidad 
i  no  nos  permite  sacrificar  la  ajena  a  la  nuestra,  es,  por  consi- 
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guíente,  el  verdaílero  autor  de  estas  leyes,  i  la  razón  no  hace 
mas  que  interpretarlas.  El  derecho  internacional  o  de  jentes 
no  es,  pues,  otra  cosa  que  el  natural,  que,  aplicado  a  las  na- 
ciones, considera  al  jénero  humano,  esparcido  sobre  la  faz  de 
la  tiería,  como  una  gran  sociedad  de  que  cada  cual  de  ellas  es 
miembro,  i  en  que  las  unas  respecto  de  las  otras  tienen  los 
mismos  deberes  primordiales  que  los  individuos  de  la  especie 
humana  entre  sí. 

Debemos,  pues,  mirarlas  como  otras  tantas  personas  mora- 
les.* 


Toda  leí  supone  también  una  sanción^  esto  es,  una  pena  que 
recae  sobre  los  infractores,  i  mediante  la  cual  el  bien  común, 
de  que  la  pena  es  una  garantia,  se  hace  condición  precisa  del 
bien  individual. 

El  derecho  natural  tiene  tantas  sanciones  diferentes,  cuan- 
tas son  las  especies  de  malos  que  puedan  sobrevenirnos  a 
consecuencia  de  un  acto  voluntario,  i  que  no  se  compensen  por 
bienes  emanados  de  ese  mismo  acto  (entendiendo  por  bien 
todo  sentimiento  de  felicidad  o  placer,  i  por  mal  todo  senti- 
miento contrario).  Estos  males  o  son  producidos  sin  la  inter- 
vención humana  i  en  fuerza  solo  de  las  leyes  físicas  que 
gobiernan  el  universo  material;  o  consisten  en  la  pena  interior 
con  que  nos  afecta  la  aprensión  de  los  padecimientos  ajenos;  o 
nos  vienen  de  la  aversión,  ira  o  desprecio  de  los  demás  hom- 
bres: de  aquí  la  sanción  que  podemos  llamar  física,  la  sanción 

*  Los  jurisconsultos  romanos  distinguían  (no  siempre)  entre  dere- 
cho natural  {jus  naturae)  i  derecho  de  jentes  (jus  gentium),  supo- 
niendo que  el  primero  era  común,  no  solo  a  todos  los  hombres,  mas 
aun  a  los  animales  irracionales,  i  que  el  segundo  habia  sido  constitui- 
do por  la  recta  razón  entre  todos  los  hombres;  pero  no  tardó  en 
desecharse  esta  distinción  como  absurda,  i  las  dos  expresiones  se 
hicieron  equivalentes.  Pareció,  sin  embargo,  mas  propio  i  menos  sus- 
ceptible de  ambigüedad  limitar  la  segunda  a  las  relaciones  de  los 
estados  entre  sí.  En  las  lenguas  modernas,  se  dice  indiferentemente 
derecho  de  jentes  o  derecho  internacional,  i  aun  es  de  creer  que  esta 
última  denominación  prevalecerá. 
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simpática^  la  sanción  de  la  vindicta  humana  o  sanción 
social.  Esta  última,  en  el  seno  de  la  sociedad  civil,  se  ejercita 
i  se  regulariza  en  gran  parte  por  las  leyes  positivas  i  la  admi* 
nistracion  de  justicia. 

Pero  hai  otras  dos  sanciones,  que  consagran,  por  decirlo  asi, 
las  anteriores,  i  dan  al  derecho  de  la  naturaleza  toda  su  digni- 
dad, colocándolo  bajo  la  tutela  de  la  divinidad  i  de  nuestra 
propia  conciencia.  La  sanción  de  la  conciencia  o  sanción 
moral  es  la  pena  que,  en  un  corazón  no  enteramente  deprava- 
do, acompaña  al  testimonio  que  el  alma  se  da  a  si  misma  de  la 
irregularidad  de  sus  actos;  i  la  sanción  relijiosa  consiste  en 
los  castigos  con  que  la  divinidad  ofendida  conmina  a  los  que 
violan  sus  leves. 

La  sanción  de  la  vindicta  humana  es  la  que  obra  entre  las 
naciones,  i  en  cada  nación,  del  modo  mas  jeneral,  constante  i 
eficaz.  Pero  aun  ella  influye  con  mucho  mas  vigor  i  regulari- 
dad en  la  conducta  que  observan  unos  con  otros  los  indivi- 
duos, que  en  las  relaciones  mutuas  de  los  pueblos  o  de  las 
potestades  supremas.  En  el  estado  civil,  medianamente  orga- 
nizado, la  fuerza  de  la  sociedad,  empleada  contra  los  infracto- 
res de  las  leyes,  es  superior  a  la  de  cualquier  individuo,  por 
podero.so  que  sea.  Pero  las  naciones  no  han  constituido  una 
autoridad,  que,  armada  con  la  fuerza  de  todas,  sea  capaz  de 
hacer  cumplir  a  los  estados  poderosos  ni  aun  aquellas  reglas 
de  equidad  natural  que  están  reconocidas  como  mas  esenciales 
para  la  seguridad  común. 

Ni  podemos  decir  que  el  interés  particular  de  cada  nación  la 
induce  a  cooperar  con  las  otras  al  escarmiento  de  la  inhuma- 
nidad o  injusticia.  Los  estados,  como  los  individuos,  suelen 
decidirse  por  motivos  inmediatos  i  momentáneos  que  obran 
vivamente  sobre  sus  pasiones;  i  desatienden  lasque  se  les  pre- 
sentan a  lo  lejos,  de  un  modo  especulativo  i  abstracto.  Una 
nación  formidable  por  su  poder  insulta  a  un  estado  débil.  Las 
otras,    atendiendo  a  su  seguridad  propia,  deberían  coligarse 
para  castigar  el  insulto.  Mas,  adoptando  esta  conducta,  ten- 
drían que  someterse  desde  luego  a  todas  las  calamidades  i  con- 
tinjencias    de  la  guerra,  para  evitar   un  peligro  incierto  i 
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distante.  Así  vemos  que  cada  una  de  ellas,  aunque  susceptible 
de  vivos  resentimientos  cuando  se  le  hace  una  injuria,  mira 
con  indiferencia,  o  a  lo  sumo,  con  una  indignación  tibia  i  pa- 
sajera, los  agravios  ajenos. 

Ademas,  para  obtener  la  reparación,  seria  necesario  una 
liga  de  estados;  semillero  de  disputas  i  querellas,  que  em- 
peoraría muchas  veces  los  males  en  vez  de  ponerles  re- 
medio. 

No  por  eso  hemos  de  pensar  que  la  opinión  de  los  hombres, 
su  alabanza  o  vituperio,  su  amor  u  odio,  carezcan  de  todo  in- 
flujo sobre  la  conducta  de  los  estados.  Hai  circunstancias  que 
dan  vigor,  aun  en  la  política,  a  este  gran  móvil  de  las  acciones 
humanas.  La  primera  es  la  cultura  intelectual,  que  difunde 
las  sanas  ideas  morales,  i  propende  continuamente  a  cimentar 
las  relaciones  de  los  pueblos  sobre  la  base  de  la  justicia,  que 
es  la  de  su  verdadero  interés.  La  segunda  es  el  incremento 
de  la  industria  i  del  comercio,  que  hace  apreciar  cada  vez  mas 
la  seguridad,  la  conñanza  mutua.  La  tercera  es  la  semejanza 
de  instituciones:  toda  la  historia  testiflca  que  los  pueblos  que 
se  rijen  por  dogmas,  costumbres  i  leyes  análogas,  simpatizan 
mas  vivamente  unos  con  otros,  i  se  sujetan  a  reglas  mas  equi- 
tativas en  sus  negocios  comunes.  La  cuarta,  en  fin,  es  la 
igualdad,  o  lo  que  puede  suplir  por  ella,  el  equilibrio  de  inte- 
reses i  fuerzas.  Un  estado  que  por  su  excesiva  preponderancia 
nada  teme  de  los  otros,  puede  emplear  el  miedo  i  la  compulsión 
para  hacerlos  servir  a  sus  miras:  rodeado  de  iguales,  se  verá 
precisado  por  su  interés  propio  a  cultivar  su  buena  voluntad  i 
a  merecer  su  aprobación  i  confianza. 

La  operación  de  estas  causas  se  descubre  a  las  claras  en  la 
historia  de  las  naciones  modernas.  Si  las  de  Europa  i  América 
forman  una  familia  de  estados,  que  reconoce  un  derecho 
común  infinitamente  mas  liberal  que  todo  lo  que  se  ha  lla- 
mado con  este  nombre  en  la  antigtledad  i  en  lo  restante  del 
globo,  lo  deben  al  establecimiento  del  cristianismo,  a  los  pro- 
gresos de  la  civilización  i  cultura,  acelerados  por  la  imprenta, 
al  espíritu  comercial  que  ha  llegado  a  ser  uno  de  los  principa- 
les reguladores  de  la  política,  i  al  sistema  de  acciones  i  rcac- 
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ciones,  que  en  el  seno  de  esta  gran  familia,  como  en  el  de 
cada  estado,  forceja  sin  cesar  contra  las  preponderancias  de 
toda  especie. 

4 

La  palabra  derecho  tiene  dos  sentidos.  En  el  primero  (que 
es  en  el  que  la  hemos  empleado  hasta  ahora),  sif^niíica  una 
eoleocion,  sistema  o  cuerpo  de  leyes;  en  el  segundo,  significa  la 
facultad  de  exijir  que  otro  ejecute,  omita  o  tolere  algún  acto, 
facultad  que  tiene  por  objeto  el  benefício  real  o  imajinarío  do 
la  persona  en  que  ella  existe.  Derecho  en  este  sentido  supono 
siempre  en  otra  persona  una  obligación  correlativa  de  ejecutar, 
omitir  o  tolerar  algún  acto;  porque  es  evidente  que  no  podemos 
tener  la  facultad  de  exijir  un  servicio  positivo  o  negativo  si  no 
existe  en  alguna  parte  la  necesidad  de  prestarlo. 

Los  derechos  (i  por  consiguiente  las  obligaciones)  son  per- 
fectos o  imperfectos.  Derecho  perfecto,  llamado  también  ejc- 
temo^  es  el  que  podemos  llevar  a  efecto  empleando,  si  es 
necesario,  la  fuerza:  en  el  estado  de  naturaleza,  la  fuerza  indi- 
vidual;  i  en  la  sociedad  civil,  la  fuerza  pública  de  que  está 
armada  la  administración  de  justicia.  Derecho  imperfecto  o 
meramente  interno^  es  aquel  que  no  puede  llevarse  a  efecto 
sin  el  consentimiento  de  la  parte  obligada. 

Elfsta  diferencia  consisto  en  lo  mas  o  menos  determinado  de 
las  leyes  en  cpie  se  fundan  los  derechos  i  las  obligaciones.  Los 
actos  de  beneficencia  son  obligatorios,  pero  solo  en  circuns- 
tancias i  bajo  condicione^  particulares;  i  a  la  persona  que  ha 
de  ejecutarlos  es  a  quien  toca  juzgar  si  cada  caso  que  se  pre- 
senta se  halla  o  no  comprendido  en  la  regla,  porque  si  ésta 
fuese  jencral  i  absoluta,  produciria  mas  daño  que  benefício  a 
los  hombres.  Debemos,  por  ejemplo,  socorrer  a  los  indijcntes; 
pero  nó  a  todos,  ni  en  todas  ocasiones,  ni  con  todo  lo  que  no» 
piden;   i  la  determinación  de  estos  puntos  pertenece  exclusi- 
vamente a  nosotros.    Si  fuese  de  otro  modo,  el  derecho  de 
propiedad,  sujeto  a  continuas  exacciones,  perdería  mucha  parte 
de  su  valor,  o  mas  bien  no  existiría. 

De  aquí  resulta  que,  aunque  la  nec/csidad  moral  que  consti- 
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tuye  la  obligación  existe  siempre  en  la  conciencia,  hai  muchas 
obligaciones  que,  sometidas  al  juicio  de  la  parte  que  ha  de 
observarlas,  lo  están  consiguientemente  a  su  voluntad,  por  lo 
que  toca  a  los  efectos  externos.  Un  particular  o  una  nación, 
que  desatiende  una  de  estas  obligaciones,  obra  mal  sin  duda, 
i  se  labra,  no  solo  la  desaprobación  de  la  divinidad  i  la  de  su 
propia  conciencia,  sino  la  censura  í  la  aversión  de  los  hom- 
bres; mas  no  por  eso  podrá  el  agraviado  recurrir  a  la  fuerza 
para  hacer  efectivo  el  derecho;  porque  en  materias  que  por  su 
natural  indeterminación  no  admiten  una  regla  precisa,  lo  que 
se  hiciese  para  correjir  la  voluntad,  destruiría  la  independencia 
del  juicio,  a  que  por  el  interés  mismo  del  jénero  humano  de- 
ben sujetarse  las  obligaciones  de  esta  especie. 

Decir  que  un  servicio  que  se  nos  pide  es  de  obligación  im- 
perfecta, es  lo  mismo  que  decir  que  el  exijirlo  por  la  fuerza 
sería  violar  nuestra  libertad  i  hacernos  injuria. 

El  derecho  de  jontes,  o  la  colección  do  las  leyes  o  reglas 
internacionales,  se  llama  interno^  en  cuanto  mira  únicamente 
a  la  conciencia,  i  determina  lo  que  ésta  manda,  permite  o  veda; 
i  externo^  en  cuanto  determina  las  obligaciones  cuyo  cumpli- 
miento puede  exij irse  por  la  fuerza.  I  de  lo  expuesto  se  sigue 
evidentemente  que  puede  una  nación  estar  obligada  a  prestar 
un  servicio,  según  el  derecho  interno,  al  mismo  tiempo  que 
tiene  la  facultad  de  rehusarlo,  según  el  derecho  externo.  Una 
nación,  por  ejemplo,  está  obligada  en  el  fuero  de  la  conciencia 
a  franquear  sus  puertos  al  comercio  de  las  otras,  siempre  que 
de  ello  no  le  resulte  daño,  como  regularmente  no  le  resulta, 
sino  mas  bien  utilidad  i  ventaja;  pero,  si  por  razones  buenas 
o  malas  determinase  prohibir  todo  comercio  extranjero,  las 
otras  naciones  con  quienes  no  hubiese  pactado  permitirlo,  de- 
berían someterse  a  ello;  i  si  apelasen  a  la  violencia  o  la  ame- 
naza para  compelerla  a  que  lo  permitiese,  le  harían  una  grave 
injuria.* 


*  No  os  íácil  comprender  lo  quo  Vattel  entiende  por  derecho  de 
jentes  ^voluntario  cuando  aplica  este  término  al  derecho  meramente 
interno,  que  no  autoriza  para  emplear  la  fuerza.    En  el  lenguaje  de 
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Se  llama  derecho  dejentes  natural ,  unioersaí,  comuriy 
primitivo^  primario^  el  que  no  tiene  otro  fundamento  que 
la  razón  o  la  equidad  natural,  i  voluntario^  especial^  con' 
i?enciona{,  positivo^  secundario,  el  que  han  formado  las 
convenciones  expresas  o  tácitas,  i  cuya  fuerza  solo  se  deriva 
mediatamente  de  la  razón,  que  prescribe  a  las  naciones, 
como  regla  de  importancia  suprema,  la  inviolabilidad  de  los 
pactos. 

El  derecho  de  jentes  universal  puede  producir  todo  jénero 
de  obligaciones.  En  cuanto  produce  obligaciones  perfectas, 
suele  llamarse  necesario. 

El  derecho  de  jentes  positivo  autoriza  siempre  a  emplear  la 
fuerza  para  hacer  cumplir  las  obligac^Jones  que  prescribe.  A 
veces,  al  mismo  tiempo  que  positivo,  es  natural  i  necesario, 
porque  no  necesita  de  una  convención  para  producir  obliga- 
ciones externas;  otras,  natural  i  voluntario,  porque  sin  la  con- 
vención obligaría  solo  en  conciencia;  i  otras,  enteramente 
arbitrario,  porque  saca  toda  su  fuerza  del  pacto. 

Derecho  consuetudinario  es  el  que  nace  de  la  costumbre, 
esto  es,  de  lo  que  se  practica  entre  dos  o  mas  naciones  sobre 
alguna  materia.  Una  costumbre,  si  so  refiere  a  cosas  indife- 
rentes Q  que  la  lei  natural  no  ordena  ni  prohibe,  solo  obliga  a 
las  naciones  que  han  querido  observarla;  i  esta  obligación  se 
orijina  de  un  contrato  tácito,  en  que,  por  el  hecho  de  adoptar 
voluntariamente  una  práctica,  parece  que  nos  empeñamos  a 
rejim%s  por  ella.  Por  conniguiento,  el  derecho  consuetudinario 
es  una  parte  del  convencional  o  positivo.  Pero  no  hai  ninguna 
razón  para  suponer  que,  adoptando  una  costumbre,  hemos 
querido  empeñarnos  irrevocablemente  a  observarla.  Podemos, 
pues,  asemejar  las  obligaciones  del  derecho  consuetudinario 
a  las  que  nacen  de  aquellos  pactos  que  cada  parte  se  reserva 
la  facultad  de  terminar  cuando  quiere,   dando  noticia  a  la 

otros  publicistas,  voluntario  aplicado  al  derecho  de  jentes  es  lo  mis- 
mo que  convencional  o  arbitrario. 

DCHO.  INT.  3 
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otra    con    la   anticipación  necesaria  para  no    causarle  per- 
juicio.* 

Aunque  el  derecho  primitivo  es  de  suyo  inmutable  como 
fundado  en  relaciones  constantes  de  orden  i  justicia,  puede 
variar  mucho  en  sus  aplicaciones  por  causa  de  las  diferentes 
circunstancias  en  que  suelen  hallarse  las  sociedades  humanas. 
Puede  ser  ademas  mejor  conocido  e  interpretado  en  una  edad 
que  en  otra;  i  asi  es  que,  relativamente  a  este  como  a  los  otros 
ramos  del  saber,  se  han  visto  incontestables  adelantamientos 
en  los  tiempos  modernos.  Finalmente,  hai  convenciones  i  cos- 
tumbres que  son  ilejitimas  según  la  conciencia,  i  que  no 
dejan  por  eso  de  producir  efectos  externos,  porque  la  inde- 
pendencia de  cada  estado  seria  quimérica,  si  los  otros  se  arro- 
garan la  facultad  de  llamarlos  a  cuentas  i  de  invalidar  sus 
pactos. 

El  derecho  introducido  por  los  pactos  i  la  costumbre  es  al 
derecho  primitivo  de  jentes  lo  que  el  código  civil  de  cada  pue- 
blo es  a  los  preceptos  i  prohibiciones  de  la  leí  natural.  Espe^ 
ciñca,  pues,  i  regulariza  lo  que  en  el  derecho  primitivo  era 
vago  i  necesitaba  de  reglas  fijas.  Dictaba,  por  ejemplo,  la 
naturaleza  que  las  naciones  tuviesen  apoderados  i)or  cuyo  me- 
dio comunicasen  entre  si,  i  que  se  dispensase  a  éstos  una 
completa  seguridad  en  el  desempeño-  de  su  cargo;  pero  dejaba 
por  determinar  la  forma  de  sus  credenciales  i  la  extensión  de 
sus  inmunidades;  puntos  que,  si  no  se  fijaban,  abrían  campo  a 
desavenencias  i  fraudes.  Esta  determinación  pudo  hacerse  de 
varios  modos;  i  era  menester  que  convenciones  expresas  o  tá- 
citas fijasen  alguno,  como  en  efecto  lo  han  hecho. 

Desgraciadamente,  quedan  todavía  muchos  casos  en  que  por 
la  vaguedad  de  las  leyes  naturales  se  necesitan  reglas  especi- 
ficas que  sirvan  para  evitar  las  controversias  o  dirimirlas.  La 
prescripción  nos  ofrece  un  ejemplo.  Las  leyes  civiles  han  defi- 
nido con  bastante  precisión  el  titulo  natural  que  la  posesión 
tranquila  de  largo  tiempo  nos  da  a  la  propiedad  de  las  cosas; 
pero  en  el  derecho  de  jentes  no  hai  todavía  regla  alguna  que 


Martenf?,  Précis  du  Droit  de  Gens,  Livre  II,  chapitre  3. 
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determine  d  espacio  de  tiempo  i  las  domas  circunstancias  que 
se  requieren  para  que  la  posesión  prevalezca  sobre  todo  otro 
ütalo. 

En  una  familia  de  naciones,  como  la  que  forman  actualmen- 
te  los  pueblos  cristianos,  cuando  se  halla  establecida  una  de 
estas  reglas  que  corrijen  la  necesaria  imperfección  de  las  leyes 
naturales,  la  nación  que  caprichosamente  se  apartase  de  ella 
obraría  contra  el  interés  jeneral.  Importa,  pues,  sobremanera 
conocerlas. 

El  derecho  convencional  puede  considerarse  también  bajo 
otro  aspecto:  él  es  con  relación  al  primitivo  lo  mismo  que  los 
pactos  de  los  particulares  con  relación  a  las  leyes  i  estatutos 
de  cada  pueblo.  El  forma  las  alianzas,  transijo  las  diferencias, 
solemniza  las  enajenaciones,  regula  el  comercio,  crea,  en  fin, 
gran  numero  de  obligaciones  especiales,  que  modifícan  el  dere- 
cho común,  pero  que  solo  tienen. vigor  entre  los  contratantes, 
no  interesando,  por  consiguiente,  a  la  ciencia,  sino  como  un 
simple  documento  histórico. 

En  fin,  si,  por  una  parte,  la  costumbre  se  funda,  según  he- 
mos visto,  en  una  convención  tácita,  por  otra,  toda  convención, 
por  expresa  que  sea,  pierde  toda  su  fuerza,  i  verdaderamente 
no  existe,  desde  que  no  la  confirma  i  sanciona  su  continuada 
observancia,  es  decir,  la  costumbre.  Asi  que,  derecho  cort" 
suetudinario  i  derecho  positivo  de  jentes  son  expresiones 
que  tienen,  bajo  este  punto  de  vista,  una  misma  extensión  i 
significado.* 

*  Es  preciso  también  confesar  que  de  estado  a  estado  la  diferencia 
entre  el  derecho  natural  externo  i  el  derecho  consuetudinario  es  de 
pura  teoría.  Verdad  es  que  hai  un  cierto  número  de  axiomas  morales 
que  nadie  disputa  en  abstracto;  pero  su  aplicación  a  los  casos  particu- 
lares ocasiona  dudas  i  controversias  a  cada  paso.  Así  vemos  que  el 
Uamado  derecho  natural  es  variable  i  fluctúan  te,  no  solo  de  siglo  a 
siglo,  sino  de  nación  a  nación;  i  que  una  regla  práctica,  por  razonable 
i  equitativa  que  parezca,  i  por  luminosas  que  sean  las  demostraciones 
de  los  escritores  que  la  deñenden,  no  empieza  a  ser  de  rigorosa  obser^ 
vancia,  sino  cuando  la  ha  sancionado  la  costumbre.  ¿De  qué  sirve, 
pues,  el  derecho  natural  por  si  solo,  si  al  cabo  es  el  derecho  consue- 
.  tudínario  el  que  lo  interpreta  i  promulga?  Pero  hai  mas.  La  costum- 
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Modernamento,  se  ha  introducido,  o  mas  bien,  se  ha  recono- 
cido i  desarrollado  un  nuevo  ramo  de  jurisprudencia  interna- 
cional bajo  el  título  de  derecho  internacional  privado^  que 
comprende  aquellas  cuestiones  en  que  parece  haber  colisión  o 
conflicto  entre  las  leyes  de  dos  diferentes  estados,  cuando  ellas 
conciernen  a  la  persona  o  cosas  de  un  individuo  que  se  halla 
en  relación  con  ambas.  Así  un  extranjero  puede  encontrarse  a 
veces  obligado  por  una  parte  a  cumplir  las  obligaciones  que 
le  impone  su  patria,  i  por  otra  las  que  lo  prescribe  su  residen- 
cia. De  aquí  la  división  del  derecho  internacional  en  público  i 
privado;  refiriéndose  el  primero  (jus  inter  gentes)  a  los  dere- 
chos i  obligaciones  jenerales  de  los  estados  entre  sí,  i  el  se- 
gundo a  las  .cuestiones  especiales  de  que  acabo  de  hablar,  i  en 
que  razones  do  utilidad  común  aconsejan  una  transacción  entre 
las  dos  lejislaciones,  por  una  especie  de  cortesía  o  acatamiento 
mutuo. 

Ha  sucedido  frecuentemente  que  ciertas  prácticas  que  en  su 
orijen  eran  de  pura  benevolencia  se  han  elevado,  por  los  pactos 
o  la  costumbre,  a  la  categoría  de  obligaciones  perfectas.  Hai 
otras  que  se  miran  hoi  como  de  mera  cortesía  (comitasjuris 
gentium^  en  el  lenguaje  de  los  jurisconsultos  romanos),  las 
cuales  presentan  mucha  variedad  según  las  leyes  e  institucio- 
nes de  los  diferentes  estados.  A  las  primeras,  daremos  en  esta 
obra  el  lugar  oportuno;  de  algunas  de  las  otras,  se  hablará  por 
incidencia.  Pero  el  asunto  seria  do  bastante  importancia  para 
merecer  un  tratado  especial. 

bre  que  lo  da  a  conocer  i  le  imprime  el  carácter  do  lei,  no  supone  en 
realidad  la  libre  aquiescencia  de  los  pueblos  que  se  gobiernan  por  ella. 
En  la  república  de  las  naciones,  hai  una  aristocracia  de  glandes  poten- 
cias, que  es  en  la  que  de  hfícho  reside  exclusivamente  la  autoridad 
lejislativa;  el  juicio  de  los  estados  débiles  ni  se  consulta,  ni  se  respeta. 
Lo  peor  es  que  las  versiones  del  código  internacional  autorizadas  por 
los  diferentes  miembros  de  esa  aristocracia  de  estados,  son  a  veces 
contradictorias;  hai  puntos  capitales  en  que,  siendo  opuestos  los  inte- 
reses de  los  estados  poderosos,  es  opuesta  su  jurisprudencia;  i  en  que, 
[>or  consiguiente,  las  naciones  que  carecen  de  voto  deliberativo  para 
el  arreglo  de  los  negocios  comunes,  no  saben  a  qué  atenerse,  o  tienen 
que  fíjar  con  cada  estado,  por  estipulaciones  expresas,  las  reglas  a  que 
entienden  sujetarse  en  sus  relaciones  recíprocas. 


I 
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Por  último,  al  derecho  internacional  suelen  añadirse  las 
expresiones  europeo  y  jermánico^  español  i  otras  análogas, 
cuando  se  trata  de  designar  las  modificaciones  que  recibe  en 
sus  aplicaciones  prácticas,  según  las  costumbres  e  instituciones 
de  los  respectivos  países. 

6 

Las  naciones  modernas  de  Europa  han  reconocido  el  derecho 
de  jentes  como  una  parte  de  la  jurisprudencia  patria.  cPor 
aquellos  estatutos,  dice  sir  William  Blackstone,  que  se  han 
hecho  de  tiempo  en  tiempo  en  Inglaterra  para  reforzar  esta  loi 
universal  i  facilitar  su  ejecución,  no  se  han  introducido  reglas 
nuevas,  sino  solo  se  han  declarado  i  explicado  las  antiguas 
constituciones  fundamentales  del  reino,  que  sin  ellas  dejaria 
de  ser  un  miembro  de  la  sociedad  civilizada.»  El  canciller 
Talbot  declaró  que  el  derecho  de  jentes,  en  toda  su  extensión, 
era  una  parte  de  las  leyes  británicas.  Los  tribunales  de  los 
estados  de  la  Federación  Americana  han  expresado  una  doc* 
trina  semejante. 

Que  en  una  nación  i  en  una  época  dadas  el  derecho  de  jentes 
sea  una  parte  de  la  jurisprudencia  patria,  no  admite  duda. 
Pero  no  debe  inferirse  de  aquí  que  los  estatutos  británicos  se 
hayan  limitado  a  reformar  i  facilitar  el  derecho  primario  i  a 
explicar  las  antiguas  constituciones  fundamentales  del  reino  sin 
introducir  reglas  nuevas.  Esto  se  halla  en  abierta  contradic- 
ción con  los  hechos.  En  el  mismo  sentido,  debe  entenderse  la 
doctrina  de  Talbot  i  de  los  tribunales  americanos. 

La  lejislacion  de  un  estado  no  puede  alterar  el  derecho  de 
jentes,  de  manera  que  las  alteraciones  obliguen  a  los  subditos 
de  otros  estados;  i  las  reglas  establecidas  por  la  razón  o  por  el 
consentimiento  mutuo  son  las  únicas  que  sirven  para  el  ajuste 
de  las  diferencias  entre  soberanos. 


No  existe,  i  apenas  parece  posible  que  jamas  exista,  un 
código  obligatorio  en  que  se  hallen  recopilados  los  preceptos  i 
prohibiciones  del  derecho  internacional,  sea  natural,  sea  ins- 
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tituido.  De  aquí  gran  número  de  incertidumbres  i  dudas,  que 
hacen  peligrar  algunas  veces  la  paz  entre  los  soberanos. 

Para  suplir  la  falta  de  este  código,  se  hace  necesario  explorar 
e  ilustrar  las  reglas  del  derecho  internacional  por  los  medios 
siguientes: 

1.*  Pactos  o  convenciones.  Ya  hemos  indicado  que  los  pao- 
tos  no  ofrecen  muchas  veces  declaraciones  de  principios  o 
reglas  jeneraics:  por  consiguiente,  pueden  rara  vez  citarse  en 
este  sentido;  pero,  cuando  los  contratantes  reconocen  una 
regla  como  jeneralmente  obligatoria,  no  solo  suministran  una 
autoridad  respetable,  sino  una  verdadera  norma  de  derecho, 
a  que  ellos  mismos  deben  conformarse  en  su  conducta  reci- 
proca i  con  los  demás  estados.  Fuera  de  eso,  cuando  en  gran 
número  de  pactos,  entre  naciones  civilizadas,  se  estipula  sobre 
algún  puntó  una  regla  uniforme,  tenemos  fundamentos  para 
inferir  que  es  dictada  a  todas  por  la  razón,  a  lo  menos  on  las 
circunstancias  que  so  halla  entonces  el  mundo  político. 

2.^  Las  proclamas  i  maniñestos  dirijidos  por  un  estado  a  los 
otros,  i  la  correspondencia  diplomática  sobre  puntos  de  dere« 
cho  de  jentes. 

3.^  Las  ordenanzas  i  reglamentos  de  marina,  en  cuanto  tes- 
tifican las  prácticas  de  las  diferentes  naciones  en  materias  de 
navegación  i  comercio.  Guando  los  códigos  de  las  grandes 
potencias  están  todos  de  acuerdo,  constituyen  un  tribunal  a 
cuya  jurisdicción  seria  difícil  sustraerse. 

4.*  Las  sentencias  de  los  juzgados  do  presas.  En  la  Ingla- 
terra i  los  Estados  Unidos  de  América,  se  publican  numerosas 
colecciones  de  esta  sentencias.  Los  jueces  que  mas  se  han  dis- 
tinguido por  la  justicia  i  sabiduría  de  sus  decisiones  han  sido: 
en  Inglaterra,  sir  William  Scott,  que  después  se  llamó  lord 
Stowel  (le  citaremos  con  una  i  otra  denominación  sin  lison- 
jearnos de  la  exactitud  cronolójica,  que  no  siempre  está  a 
nuestro  alcance);  i  en  los  Estados  Unidos,  Enrique  Wheaton  i 
el  gran  jurisconsulto  Story. 

5.^  Lo  que  nos  ha  dejado  sobre  esta  materia  la  antigüedad, 
i,  sobre  todo,  la  doctrina  recopilada  en  los  escritos  i  las  grandes 
colecciones  de  jurisconsultos  romanos.  Sus  luminosas  doc- 
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trinas  sobre  lo  que  llamaban  jus  gentium  han  merecido  i 
merecerán  siempre  la  atención  i  estudio  de  cuantos  cultivan 
las  ciencias. 

Desde  la  época  del  renacimiento,  se  empezó  a  introducir  en 
Europa  un  sistema  de  derechos  mutuos,  fundado  principalmen* 
te  en  la  jurisprudencia  romana,  aplicada  a  las  cuestiones  que 
sucesivamente  se  presentaban.  Pero  el  español  Francisco  Suá* 
rez  (que  vivió  de  1548-1617)  fué  el  primer  escritor  que  en  los 
tiempos  modernos  acertó  a  dar  nociones  puras  i  sólidas  del 
derecho  natural  i  de  jentes  en  su  tratado  De  legibus  ac  Deo 
legislatore. 

Poco  después  Hugo  Grocio  (que  vivió  de  1583*1646)  se  pro- 
puso hacer  de  todas  las  doctrinas  emitidas  hasta  su  tiempo  una 
riencía  particular  e  independiente,  completando  e  ilustrando 
este  resumen  con  admirable  sagacidad  i  solidez.  En  su  inmor* 
tal  tratado  De  Jure  Belli  et  Pacis^  roconoce  la  doblo  distinción 
del  derecho  de  jentes,  es  decir,  la  de  un  derecho  natural  o 
inmutable,  i  un  derecho  voluntario  do  todas  o  las  principales 
naciones.  Hai  en  sus  escritos  un  sabor  moral  que  les  asegura 
la  mas  durable  aceptación. 

Surjieron  después  dos  tendencias  diferentes.  Una  de  ellas, 
tomando  por  punto  de  partida  el  derecho  natural,  supone  una 
lei  racional  innata,  o  prescrita  a  la  naturaleza  del  hombre;  ala 
cual  lei  no  pueden  sustraerse  ni  los  individuos,  ni  las  asocia- 
ciones humanas.  La  otra  ha  sido  defendida  con  calor  por 
varios  autores,  que  niegan  absolutamente  la  existencia  de  una 
lei  verdadera,  obligatoria  por  si  misma,  e  independiente  de  la 
voluntad  humana;  porque,  según  ellos,  no  hai  mas  leyes  que 
las  que  promulga  el  poder  material  de  los  que  mandan,  como 
revestidos  de  una  misión  divina  de  dominación.  Esto  era  lo 
que  entre  otros  enseñaba  el  ingles  Hobbes  (1588-1679). 

Las  nociones  naturales  de  justicia  han  sido  también  consi- 
deradas como  fundamento  del  derecho,  por  Samuel  Puffendorf 
(1631-1694),  en  su  Jus  Naturee  et  Gentium. 

Pero  los  mas  de  los  autores  prefirieron  el  camino  cómodo  i 
práctico  trazado  por  Grocio;  i  al  mismo  tiempo  que  concedian 
a  las  leyes  positivas  una  autoridad  absoluta,  admitian  el  dere- 
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cho  natural  de  los  individuos  i  de  las  naciones  como  una 
fuente  directa  o  a  lo  menos  subsidiaria  de  aquéllas.  En  este 
sentido,  enseñaron  i  escribieron  muchos  filósofos,  i  entre  ellos 
Juan  Cristiano  de  Wolf  (1679-1764),  que  en  los  puntos  funda- 
mentales siguió  los  principios  de  Grocio,  i  poco  después  Eme- 
rico  Vattel,  suizo  do  oríjen  (1714-1767),  que  abrazó  casi  entera- 
mente el  sistema  de  Wolf,  i  por  su  manera  elegante  i  práctica, 
aunque  algo  superficial  i  difusa,  se  abrió  la  entrada  en  las 
'  bibliotecas  de  los  rcpúblícos  al  lado  del  libro  de  Grocio.  Mere- 
cen citarse  con  él  T.  Rutherford,  J.  J.  Burlamaqui  i  Jerardo  de 
Ray  noval. 

Los  partidarios  del  derecho  histórico  práctico,  ardientes  ad- 
versarios de  Puffendorf,  se  dividieron  a  su  vez  en  dos  fraccio- 
nes: la  de  los  que  adhieren  al  puro  derecho  positivo,  fundado 
únicamente  en  los  tratados  i  convenciones;  i  la  de  aquellos 
escritores  que,  mirando  la  voluntad  de  las  naciones  como  única 
fuente,  la  encuentran  no  solo  en  las  manifestaciones  interna- 
cionales, sino  en  la  necesidad  de  las  cosas,  i  en  la  posición  i 
relaciones  mutuas  de  los  estados;  cuya  voluntad  presunta  im- 
pone asi  reglas  a  las  personas  i  las  cosas,  i  onjendra  preceptos 
jenerales  de  justicia. 

Los  principales  partidarios  del  puro  derecho  positivo,  los 
hotnbres  de  la  tradición  i  de  la  historia,  fueron:  Cornelio  de 
Bynkershoek  (1673-1743)  Cuestiones  de  dei^cho  público;  el 
caballero  Gaspar  de  Real  (Ciencia  del  gohieimo^  publicada 
en  1764);  i  casi  toda  la  nueva  escuela  de  publicistas,  desde  que 
Kant,  echando  por  tierra  la  lei  natural,  estableció  por  única 
base  del  derecho  de  las  naciones  su  voluntad  positiva.  En  este 
espíritu,  enseñaba  i  escribia  Jorje  Federico  de  Martens  (1756- 
1821),  infatigable  publicista,  autor  de  varios. tratados  doctrina- 
les i  de  colecciones  voluminosas;  la  edición  de  1831  de  su  De- 
recho  de  Jentes  es  de  errando  interés  por  las  notas  con  que  la 
enriqueció  Pinheiro  Ferreira,  que  se  pronunció  con  enerjía 
contra  esta  escuela.  Siguiéronse  Federico  Saalfeld  (Gotinga, 
1809),  Enrique  Schamalz  (1760-1831),  Juan  Luis  Kluber 
(1762-1835)  i  otros.  Todos  estos  niegan  la  existencia  de  un  de- 
recho natural  o  filosófico,  si  no  es  en  cuanto,  ¡nfiuye  sobre  la 
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redacción  de  las  leyes  positivas.  Pero  no  puede  decirse  lo  mis- 
mo de  Enrique  Wheaton,  que,  si  bien  so  colocó  al  lado  de  los 
positivistas,  no  cerró  por  cierto  los  oídos  a  la  equidad  i  a  con- 
sideraciones elevadas  de  justicia  universal;  sus  Elementos  de 
Derecho  Internacional  i  su  Historia,  de  los  Progresos  de 
este  derecho,  son  obras  clásicas,  que  no  pueden  estudiarse  de- 
masiado. 

Nos  atrevemos  a  hacer  igual  recomendación  do  los  Comen^ 
tarios  de  Phillimore,  i  del  Derecho  Internacional  Público 
de  Europa  y  por  Heffter,  a  quienes  hemos  mencionado  en  la 
advertencia  preliminar  do  esta  edición,  i  de  quienes  nos  hemos 
valido  principalmente  para  la  materia  de  este  artículo/ 

Ni  fuera  justo  cerrar  este  catálogo,  pasando  por  alto  los 
Comentarios  de  la  lei  Americana^  por  el  canciller  Kent,  las 
Reglas  Internacionales  de  la  mar,  por  J.  H.  Ortolan  (París, 
1845),  las  Investigaciones  de  Derecho  Internacional,  \yoY 
James  Reddie  (Edimburgo,  1844-1845,  i  segunda  edición  au- 
mentada, Glasgow  1861),  i  el  Tratado  de  los  derechos  i  debC' 
res  de  los  neutrales^  por  L.  B.  Ilautefeuille  (París  1858). 

Aunque  en  muchos  puntos  no  es  uniforme  la  doctrina  de  los 
principales  autores,  hai  una  fortisima  presunción  de  la  solidez 
de  sus  máximas  cuando  están  de  acuerdo;  i  ninguna  potencia 
civilizada  las  despreciará,  si  no  tiene  la  arrogancia  de  sobre- 
ponerse al  juicio  del  jénero  humano;  de  lo  (jue,  a  la  verdad, 
no  han  faltado  ejemplos  en  los  últimos  siglos,  i  aun  en  nuestros 
días,  i  en  la  parte  mas  culta  de  Europa. 

8 

Consideraremos  a  las  naciones  primeramente  en  el  estado  de 
paz;  de.spues,  en  el  de  guerra;  i  daremos  al  fm  una  breve  idea 
de  los  medios  de  comunicación  entre  los  soberanos,  o  del  dere- 
cho diplomático. 

*  Heffter,  pajinas  20  i  sig^uientes. 

Kent,  Comentarios,  pajina  1,  lección  I. 

Wheaton,  Elementos,  pajina  1,  capítulo  1.»,  párrafo  {^, 

Phillimore,  tomo  I,  pajinas  15  i  siguientes. 


*  ^  ^^  '^    .'      *    ^    ^    ^      *    ^^  V'-'y  .       é         '  ^       '  */  '^ 
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PARTE  PRIMERA 


ESTADO  SE  PAZ 


CAPITULO  PRIMERO 

De  la  Nación  1  el  Soberano 

i.  Nación  o  estado. — 2.  Igualdad,  independencia  i  soberanía  de  la^ 
naciones. — 3.  Soberanía  orijinaria,  actual  i  titular.— 4.  Inmanente  i 
transeúnte. — 5.  Persíonalídad  de  las  naciones  — fí.  Derecho  de  un 
estado  al  reconocimiento  de  los  otros. — 7.  Derechos  que  so  derivan 
de  la  independencia  i  soberanía  do  las  naciones. — 8.  Perpetuidad  de 
las  naciones. 

i 

Nación  o  Estado  es  una  sociedad  do  hombres  que  tiene  por 
objeto  la  conservación  i  felicidad  do  los  asociados;  que  se  go- 
bierna por  las  leyes  positivas  emanadas  cíe  ella  misma,  i  ea 
dueña  de  una  porción  de  territorio. 


Siendo  los  hombres  naturalmente  iguales^  lo  son  también 
los  agregados  de  hombres  que  componen  la  sociedad  universal. 
La  república,   mas  débil  goza  de  los  mismos  derechos  i  está 
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sujeta  a  las  mismas  obligaciones  que  el  imperio  mas  pode- 


roso.* 


Como  una  nación  rara  vez  puede  hacer  algo  por  sí  misma, 
esto  es,  obrando  en  masa  los  individuos  que  la  comp  men,  es 
necesario  que  exista  en  ella  una  persona  o  reunión  de  personas 
encargada  de  administrar  los  intereses  de  la  comunidad,  i  de 
representarla  ante  las  naciones  extranjeras.  Esta  ¡persona  o 
reunión  de  personas  es  el  soberano.  La  independer^ia  de  la 
nación  consiste  en  no  recibir  leyes  de  otra,  i  su  soberanía  en 
la  existencia  de  una  autoridad  suprema  que  la  dirijo  i  repre- 
senta. 


*  Qué  signifíque  la  igualdad  de  derechos  que  los  escritores  casi 
unánimemente  regalan  a  todos  los  estados  soberanos  de  cualquier  ca- 
libre que  sean,  es  una  cosa  algo  difícil  de  explicar.  Hé  aquí  cómo  so 
expresa  Phillimore  (ComentSLrios,  tomo  I,  pajina  77):  cEs  un  principio 
que  merece  colocarse  en  el  umbral  de  la  ciencia  de  que  tratamos,  que 
el  derecho  internacional  nada  tiene  que  ver  con  la  forma,  carácter  i 
constitución  política  de  cada  estado,  con  la  relijion  desús  habitantes, 
ni  la  extensión  de  sus  dominios  o  su  poder  e  inHuencia  en  la  rcpú- 
hlic/a  do  las  naciones.  Rusia  i  Jinebra  chozan  de  derechos  iguales.! 
Vattel  i  otros  infinitos  profesan  la  misma  doctrina.  Wheaton,  sin 
embargo,  escritor  exacto  i  circunspecto,  en  el  capítulo  De  los  der^- 
c/ios  de  igualdad  (S.»  de  la  primera  parte  de  sus  Elementos,  edición 
francesa),  principia  diciendo  que:  «La  igualdad  natural  de  los  estados 
soberanos  puede  modífícarse  por  un  contrato  positivo  o  por  la  costum- 
bre, para  dar  a  un  estado  superioridad  sobro  otros  en  cuanto  al  ranino, 
título  i  demás  distinciones  relativas  al  ceremonial,  t  A  esta  sola  materia 
se  reduce  todo  el  capítulo,  que  talvez  llevarla  con  mas  propiedad  la 
rúbrica  De  los  derechos  de  desigualdad,  pues  en  materia  de  ceremo- 
nial no  hal  mas  que  diferencias  i  privilejios.  Lo  que  so  ha  dicho  en 
la  nota  4  do  la  nociones  preliminares,  es  mas  conforme  a  la  verdad  de 
las  cosas  que  la  utopia  de  los  publicistas,  desmentida  por  el  Icnguajo 
catec^órico  de  los  altos  funcionarios  i  de  la  hisforia.  En  el  parlamento 
británico,  se  ha  declarado  que  en  las  relaciones  con  los  estados  débi- 
les no  debian  guardarse  las  mismas  reglas  que  con  las  grandes  poten- 
cias. En  la  cámara  de  los  pares,  el  conde  Malmosbury,  tratando  del 
reciente  conñicto  anglo-brasilero,  echó  on  cara  a  los  ministros  do  la 
reina  la  conducta  con  que  hablan  tratado  al  Brasil  en  el  uso  do  las 
represalias;  conducta,  dijo,  que  no  se  hubieran  atrevido  a  observar 
respecto  de  la  Francia  o  de  los  Estados  Unidos  de  América.  Pero  el  Ti- 
mes do  Londres,  periódico  que  so  mira  como  un  órgano  do  la  opinión 
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El  poder  i  autoridad  de  la  soberanía  se  derivan  de  la  nación, 
si  no  por  una  institución  positiva,  a  lo  menos  por  su  tácito  re- 
conocimiento i  su  obediencia.  La  nación  puede  transferirla  de 
una  mano  a  otra,  alterar  su  forma,  constituirla  a  su  arbitrio. 
Ella  es,  pues,  orijinariamente  el  soberano.  Pero  lo  mancomún 
ca  dar  est«  nombre  al  jefe  o  cuerpo,  que,  independiente  de 
cualquiera  otra  persona  o  corporación,  si  no  es  de  la  comunidad 
entera,  regula  el  ejercicio  de  todas  las  autoridades  constituidas, 
i  da  leyes  a  todos  los  ciudadanos^  esto  es,  a  todos  los  miem- 
bros de  la  asociación.  Do  aquí  se  sigue  que  el  poder  lejislati  vo 
es  actual  i  esencialmente  el  soberano. 

El  poder  lejislativo,  el  poder  que  ejerce  actualmente  la  so- 
beranía, suele  estar  constituido  de  varios  modos:  en  una  perso- 
na, como  en  las  monarquías  absolutas;  en  un  senado  de  nobles 
o  de  propietarios,  como  en  las  aristocracias;  en  una  o  mas 
cámaras,  de  las  ouales  una  a  lo  menos,  es  de  diputados  del 
pueblo,  como  en  las  democracias  puras  o  mixtas;  en  una  asam- 


inglesa  ilustrada,  se  encargó  de  contestar  al  noble  lord.  tSesfuramcn-» 

te,  dice,  no  hubiéramos  obrado  de  la  misma  manera;  pero  el  Brasil  es 

una  potencia  de  segundo  orden,  i  las  potencias  débiles  no  tienen  el 

derecho  de  hallarse  en  culpa  para  con  las  grandes  potencias...  Cuando 

mi  pequeño  estado  ofende  gravemente  a  un  grande  estado,  el  fuerte 

castiga  al  débil  prontamente  i  del  modo  debido,  t  (Véase  en  cuanto  al 

conflicto  anglo-brasilero  Le  Memorial  Diplomatique,  11  de  julio  de 

1863.)  Es  decir  que  el  estado  fuerte  que  bo  cree  ofendido  impone  al 

débil  la  pena  que  estima  correspondiente  a  la  ofensa,  que  él  mismo 

califica  de  grave,  i  que  él  mismo  se  encarg^  de  castigar;  de  manera 

que,  en  las  cuestiones  entre  el  poderoso  i  el  débil,  el  poderoso  es  a  un 

mismo  tiempo  juez  i  parte;  a  no  ser  que  se  someta,  por  excepción  al 

juicio  do  un  tercero.  Tal  es  el  estado  del  mundo,  i  tal  el  verdadero 

valor  de  la  pretendida  igualdad  internacional,  que  en  cada  época  no 

puede  menos  de  corresponder  a  la  cultura  intelectual  i  moral  que  a  la 

sazón  prevalece.  La  influencia  de  ésta  es  lo  que  puedo  elevarnos  pro* 

gresivamente  al  ideal  del  derecho,  tanto  en  la  gran  comunidad  de  las 

naciones,  como  en  el  seno  do  cada  estado;  bien  que  sea  demasiado 

cierto  por  la  condición  de  las  cosas  humancis,  que,  aun  caminando  sin 

cesar  hacia  él^  no  le  alcanzaremos  jamas. 
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blea  compuesta  de  todos  los  ciudadanos  que  tienen  derecho  de 
sufrajio,  como  en  las  repúblicas  antiguas;  en  el  principe  o  en 
una  o  mas'cámaras,  como  en  las  monarquías  constitucionales, 
que,  según  el  número  i  composición  de  las  cámaras,  pueden 
participar  de  la  aristocracia,  de  la  democracia  o  de  ambas. 

En  algunas  monarquías  constitucionales,  se  supone  que  la 
sanción  real  es  lo  que  da  el  vigor  i  fuerza  de  las  leyes  a  los 
acuerdos  de  las  asambleas  lejislativas;  esta  es  una  ficción 
legal;  el  principo  tiene  en  ellas  el  titulo^  aunque  no  el  poder 
de  soberano. 


La  parte  de  la  soberanía  a  que  se  debo  atender  principal- 
mente en  el  derecho  internacional,  es  aquella  que  representa  a 
la  nación  en  el  exterior,  o  en  que  reside  la  facultad  de  contra- 
tar a  su  nombre  con  las  naciones  extranjeras.  LiOS  tratados  son 
leyes  que  obligan  a  los  subditos  de  cada  uno  de  los  soberanos 
contratantes;  pero  la  autoridad  que  hace  esta  especie  de  leyes, 
i  la  autoridad  de  que  proceden  las  leyes  relativas  a  la  admi- 
nistración interna,  pueden  no  ser  exactamente  una  misma.  En 
las  monarquías  absolutas,  lo  son;  en  las  monarquías  constitu- 
cionales i  en  las  repúblicas,  suelen  ser  diferentes.  Así  en  Ingla- 
terra, el  principo,  que  concurre  con  los  pares  i  los  comunes  en 
la  formación  de  las  leyes  internas,  dirijo  por  sí  solo  las  rola- 
ciones  exteriores,  i  contrata  deíinitivamente  con  las  potencias 
extranjeras.  Adoptando  el  lenguaje  de  algunos  publicistas,  se 
puede  llamar  soberanía  inmanente  la  que  regula  los  negocios 
domésticos,  i  transeúnte  la  que  representa  a  la  nación  en  su 
correspondencia  con  l<ft  otros  estados.* 

Es  importante  determinar  a  punto  fijo  cuál  es  la  persona  o 
cuerpo  en  que  reside  esta  segunda  especie  de  soberanía  según 
la  constitución  del  estado,  porque  los  pactos  ceiebrados  con 
cualquiera  otra  autoridad  serian  nulos. 

Importa  ademas  que  los  actos  de  esta  soberanía  no  salgan 


*  Heineccio  De  Jure  Nalurx  ct  Gentium  libro  II,  capítulo  7,  pá- 
rrafo i  25. 
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de  la  esfera  de  las  facultades  que  la  están  señaladas  por  la 
eonfititucion,  porque  todo  contrato  en  que  los  excediese,  adole- 
cería también  de  nulidad. 

Sin  embargo,  es  preciso  observar  que  la  constitución  de  un 
estado  no  es  una  cosa  fija  o  inmutable,  sino  que  ex|)erimenta 
(como  lo  acredita  la  historia  de  casi  todos  los  i^ueblos),  ya 
vaivenes  violentos  que  la  arrastran  de  un  extremo  a  otro,  ya 
alteraciones  lentas  i  progresivas  que  la  hacen  turnar  dife- 
T«*nte8  formas  con  el  trast'urso  del  tiempo;  de  manera  que 
sería  muchas  veces  difícultoso  a  las  naciones  determinar  cuál 
es  en  cada  una  de  ellas  el  órgano  \ejitímo  de  representación 
externa,  i  hasta  dónde  se  extienden  sus  poderos,  según  las  leyes 
vijentes;  i  asi  la  mejor  regla  a  que  los  estados  extranjeros 
pueden  atenerse  en  esta  materia,  es  la  posesión  aparente  de  la 
autoridad  con  quien  tratan,  i  la  aquiescencia  de  la  nación  a 
BUS  actos. 


La  cualidad  especial  que  hace  a  la  nación  un  verdadero 
cuerpo  político,  una  perso^ia  que  se  entiende  directamente  con 
otras  de  la  misma  especie  bajo  la  autoridad  del  derecho  de 
jentes,  es  la  facultad  de  gobernarse  a  si  misma,  que  la  cons- 
tituye indepencUente  i  soberana.  Bajo  este  aspecto,  no  es  menos 
esencial  la  soberanía  transeúnte  que  la  inmanente;  si  una  na- 
ción careciese  de  aquélla,  no  gozaría  de  verdadera  personali- 
dad en  el  derecho  de  jentes. 

Toda  nación,  pues,  que  se  gobierna  a  si  misma,  bajo  cual* 
quiera  forma  que  sea,  i  tiene  la  facultad  de  comunicar  directa- 
mente con  las  otras,  es  a  los  ojos  de  éstas  un  estado  indepen* 
diente  i  soberano.  Deben  contarse  en  el  número  de  tales  aun 
los  estados  que  se  hallan  ligados  a  otro  mas  poderoso  por  una 
alianza  desigual  en  que  se  da  al  poderoso  mas  honor  en  cam- 
bio de  los  socorros  que  éste  presta  al  mas  débil;  los  que  pagan 
tributo  a  otro  estado;  los  feudarios,  que  reconocen  ciertas  obli- 
gaciones de  servicio,   fídelidad  i  obsequio  a  un  señor;  i  los 
federados,  que  han  constituido  una  autoridad  com\m  perma- 
nente pai'a  la  administración  de  ciertos  intereses;  siempre  que 
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por  el  pacto  de  alianza,  tributo,  federación  o  feudo  no  hayan 
renunciado  la  facultad  de  dirijir  sus  negocios  internos,  i  la  do 
entenderse  directamente  con  las  naciones  extranjeras.  Los  es- 
tados de  la  Union  Americana  han  renunciado  esta  última 
facultad,  i  por  tanto,  aunque  independientes  i  soberanos  bajo 
otros  aspectos,  no  lo  son  en  el  derecho  de  jentes. 

Dos  o  mas  estados  dis^tintos  pueden  ser  rejidos  accidental* 
mente  por  un  mismo  príncipe,  como  se  vio  no  há  mucho  tiem- 
po en  la  Gran  Bretaña  i  el  Hanóver:  su  unión  se  llamaba  en- 
tonces personal.  Pero,  cuando  por  la  identidad  do  la  leí  do 
sucesión  que  los  rije,  están  inseparablemente  unidos,  esta 
unión  so  llama  real,  i  entonces  puede  decirse  que  su  indepen- 
dencia recíproca  desaparece  respecto  de  las  demás  naciones. 
Asi  ha  sucedido  entre  el  Austria,  la  Bohemia,  la  Hungría,  i 
hasta  hace  poco  el  reino  Lombardo  Véneto.  Los  estados  que, 
al  incorporarse  en  otros,  pierden  la  facultad  de  entenderse  di- 
rectamente con  las  demás  naciones,  aunque  por  otra  parte  se 
administren  internamente  con  entera  independencia,  se  llaman 
en  las  clasificaciones  modernas  estados  5emí-5o{)e9'anos. 

Las  hordas  o  tribus  migratorias  que  no  ocupan  país  deter- 
minado, i  todas  las  asociaciones  que  se  forman  para  la  eje- 
cución de  objetos  inmorales,  como  la  piratería,  aunque  tengan 
una  mansión  fija  i  se  arroguen  la  denominación  de  estados 
o  pueblos  independientes,  no  entran  en  la  categoría  de  tales. 
Pero,  no  porque  una  nación  se  haga  culpable  de  la  violación 
de  derechos  internacionales  o  cometa  un  acto  pirático,  hai 
motivo  bastante  para  considerarla  como  destituida  del  carácter 
de  estado.* 


La  independencia  i  soberanía  de  una  nación  es,  a  los  ojos 
de  las  otras,  un  hecho;  i  de  este  hecho  nace  naturalmente  el 
derecho  de  comunicar  con  ellas  sobre  el  pié  de  igualdad  i  de 
buena  correspondencia.  Si  se  presenta,  pues,  un  estado  nuevo 
por  la  colonización  de  un  país  recien  descubierto,  o  por  la 


*  Phillimore,  tomo  I,  pajinas  75  i  siguientes. 
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desmembración  de  un  estado  antiguo,  a  los  demás  estallos 
solo  toca  averiguar  si  la  nueva  asociación  es  independiente 
cíe  hecho,  i  ha  establecido  una  autoridad  que  dirija  a  sus  miem- 
bros, los  represente,  i  se  haga  en  cierto  modo  responsable  de  su 
conducta  al  universo.  I  si  es  asi,  no  pueden  justamente  dejar  de 
reconocerla,  como  un  miembro  de  la  sociedad  de  las  naciones. 

En  el  caso  de  separarse  violentamente  de  una  antigua  nación 
i  constituirse  en  estados  independientes  una  o  mas  de  las  pro- 
vincias de  que  estaba  aquélla  compuesta,  se  ha  pretendido  que 
las  otras  naciones  estaban  obligadas  a  respetar  los  derechos 
de  la  primera,  mirando  a  las  provincias  separadas  como  rebel- 
des i  negándose  a  tratar  con  ellas.  Mientras  dura  la  contienda 
entre  los  dos  partidos,  no  hai  duda  que  una  nación  extraña 
puede  abrazar  la  causa  de  la  metrópoli  contra  las  provincias, 
si  lo  cree  justo  i  conveniente,  así  como  la  de  lats  provincias 
contra  la  metrópoli  en  el  caso  contrario.  Pero  una  vez  que  el 
nuevo  estado  u  estados  se  hallan  en  posesión  del  poder,  no 
hai  ningún  principio  que  prohiba  a  los  otros  reconocerlos  por 
tales,  porque  en  esto  no  hacen  mas  que  reconocer  un  hecho  i 
mantenerse  neutrales  en  una  controversia  ajena.  Las  provin- 
cias unidas  de  los  Países  Bajos  habían  sacudido  el  yugo  de  la 
España  antes  de  espirar  el  siglo  XVI,  pero  la  España  no  re- 
nunció sus  derechos  sobre  ellos  hasta  la  paz  do  Wcstfalia  en 
1648;  i  las  otras  naciones  no  aguardaron  esta  renuncia  para 
establecer  relaciones  directas  i  aun  alianzas  íntimas  con  aquel 
nuevo  estado.  Lo  mismo  sucedió  en  el  intervalo  entre  1640, 
en  que  el  Portugal  se  declaró  independiente  de  la  España,  i 
1668  en  qu^  la  España  reconoció  esta  independencia. 

Pero  semejante  conducta  de  parte  de  las  otras  naciones  no 
solo  es  lícita,  sino  necesaria,  porque,  como  expuso  Mr.  Canning 
en  su  nota  de  25  de  marzo  do  1825  al  señor  Ríos,  ministro 
español  en  la  corte  de  Londres,  justifícando  el  reconocimiento 
de  los  nuevos  estados  americanos  por  la  Gran  Bretaña:  «Toda 
nación  es  responsable  de  su  conducta  a  las  otras,  esto  es,  se 
halla  ligada  al  cumplimiento  de  los  deberes  que  la  naturaleza 
ha  prescrito  a  las  pueblos  en  su  comercio  recíproco,  i  al  resar- 
cimiento de  cualquiera  injuria  cometida  por  sus  ciudadanos  o 
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subditos.  Pero  la  metrópoli  no  pueilc  ser  ya  responsable  de 
actos,  que  no  tiene  medio  alguno  de  dirijir,  ni  reprimir.  Resta, 
pues,  o  que  los  habitantes  de  los  países  cuya  indei^endencia  se 
halla  establecida  de  hecho  no  sean  responsables  a  las  otras 
naciones  de  su  conducta,  o  que  en  el  caso  de  injuriarlas,  sean 
tratados  como  bandidos  i  piratas.  La  primera  de  estas  alter- 
nativas es  absurda,  i  la  segunda,  demasiado  monstruosa  para 
que  pueda  aplicarse  a  una  porción  considerable  del  jénero  hu- 
mano por  un  espacio  indofínido  de  tiempo.  No  queda,  por  con- 
siguiente, a  los  estados  neutrales  otro  partido  que  el  de  reco- 
nocer la  existencia  de  las  nuevas  naciones,  i  extender  a  ellas 
de  este  modo  la  esfera  do  las  obligai-iones  i  derechos  que  los 
pueblos  civilizados  del:)en  respetar  mutuamente  i  pueden  recla- 
mar unos  de  otras  » 

Al  ejemplo  de  la  restauración  de  los  Berbenes  al  trono  fran- 
cés después  de  una  larga  serie  de  años  i  revoluciones,  ejemplo 
alegado  por  el  ministro  español  en  prueba  del  inextinguible 
derecho  de  los  soberanos  lejítimos,  contestó  victoriosamente 
Mr.  Canning  que  todas  las  potencias  europeas,  i  España  una 
de  las  primeras,  habian  reconocido  los  varios  gobiernos  que, 
expelida  la  dinastía  borbónica,  dominaron  la  Francia  por  mas 
de  veinte  años;  i  no  solamente  los  habian  reconocido,  sino 
contraído  alianzas  con  todos  ellos  i  especialmente  con  el  do 
Napoleón  Bonaparte,  contra  quien,  si  se  coligó  toda  Europa, 
no  lo  había  hecho  por  un  principio  de  respeto  a  los  derechos 
de  la  antigua  familia,  sino  alarmada  por  la  insaciable  ambición 
de  aquel  conquistador.  La  Inglaterra  abrió  negociaciones  en 
1796  i  97  con  el  directorio;  hizo  la  paz  en  1801  con  el  consula- 
do; la  hubiera  hecho  en  1806  con  el  imperio,  si  hubiesen  podi- 
do ajustarse  los  términos;  i  si  desdo  1808  hasta  1814  no  quiso 
dar  oídos  a  las  sujestiones  pacíficas  de  la  Francia,  procedió  así 
por  consideración  a  la  España  sola,  con  quien  el  emperador 
pertinazmente  rehusaba  tratar.  Mr.  Canning  añade  que  aun 
en  1814  la  Gran  Bretaña  no  distaba  de  una  paz  con  Bonaparte 
sobre  bases  razonables;  i  que,  aun  excluido  Bonaparte,  fué 
materia  de  discusión  entre  los  aliados  si  convendría  colocar  en 
el  trono  francés  un  príncipe  de  la  familia  de  Borbon. 
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De  la  independencia  i  soberanía  de  las  naciones,  tse  h'v¿\xc  que 
a  ninguna  de  ellas  es  permitido  dictar  a  otra  la  forma  de  go- 
liierno,  la  relijion,  o  la  administración  que  ésta  deba  adoptar; 
ni  llamarla  a  cuentas  por  lo  que  pasa  entre  los  ciudadanos  de 
¿sla,  o  entre  el  gobierno  i  los  subditos.  La  intervención  de  la 
llusia,  Prusia  i  Austria  en  los  negocios  internos  de  la  Polonia 
i  el  derecho  que  a  consecuencia  se  arrogaron  de  desmembrarla 
i  de  extinguir  por  fin  su  existencia  política,  se  ha  mirado  jene- 
ralmentc  como  un  escandaloso  abuso  de  la  fuerza.  Durante  el 
curso  do  la  revolución  francesa,  ocurrieron  varios  ejemplos  de 
esta  violación  del  derecho  que  tienen  las  naciones  indepen- 
dientes para  constituirse  como  mejor  les  parezca.  Tal  fué  la 
invasión  de  la  Francia  por  las  armas  prusianas  en  1792,  i  la 
hostilidad  declarada  por  la  Francia,  en  épocas  subsiguientes 
de  su  revolución,  contra  los  estados  monárquicos.  Un  decreto 
de  la  Convención,  de  19  de  noviembre  de  1792,  prometía  el 
auxilio  do  Francia  a  todos  los  pueblos  que  quisiesen  recobrar 
su  libertad,  i  ordenaba  a  los  jenerales  de  sus  ejércitos  que  so* 
corriesen  a  cuantos  hubiesen  sido  o  en  adelante  fuesen  vejados 
por  la  causa  de  la  libertad;  decreto  que  fué  impreso  i  traducido 
en  todas  las  lenguas.  Tal  fué  también  la  invasión  do  Ñapóles 
por  el  Austria  en  1821,  i  la  de  España  por  la  Francia  en  1823, 
bajo  pretexto  de  sofocar  un  espíritu  peligroso  de  innovaciones 
políticas.  La  opinión  pública  se  declaró  contra  esta  especie  do 
intervención  como  inicua  i  atentatoria. 

No  hai  duda  que  cada  nación  tiene  derecho  para  proveer  a 
su  propia  conservación  i  tomar  medidas  do  seguridad  contra 
cualquier  peligro.  Pero  éste  debe  ser  grande,  manifiesto  e  in- 
minente para  que  nos  sea  lícito  exijir  por  la  fuerza  que  otro 
estado  altere  sus  instituciones  a  beneficio  nuestro.   En  esto 
sentido,  decía  la  Gran  Bretaña  a  las  cortes  de  Europa  en  1821 
(con  ocasión  de  las  medidas  anunciadas  por  la  llamada  Santa 
Alianza  contra  las  nuevas  instituciones  do  España,  Portugal  i 
íiipAeSy  i  de  los  principios  jenerales  que  se  trataban  de  fijar 
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p¿ira  la  conducta  futura  de  los  aliados  en  iguales  casos)  «((ue 
ningún  gobierno  estaba  mas  dispuesto  que  el  británico  a  sos- 
tener el  derecho  de  cualquier  estado  a  intervenir,  cuando  su 
seguridad  inmediata  o  sus  intereses  esenciales  se  hallaban 
seriamente  comprometidos  por  lo»  actos  domésticos  de  otros 
estados;  pero  que  el  uso  de  este  derecho  solo  podia  justiQcarse 
por  la  mas  absoluta  necesidad,  i  debia  reglarse  i  limitarse  ix>r 
ella;  que,  de  consiguiente,  no  era  posible  aplicarlo  jeneral  e 
indistintamente  a  todos  los  movimientos  revolucionarios;  que 
esté  derecho  era  una  excepción  a  los  principios  jenerales,  i  por 
tanto  solo  podia  nacer  de  las  circunstancias  del  caso;  i  que  era 
peligrosísimo  convertir  la  excepción  en  regla,  e  incorporarla 
como  tal  en  las  instituciones  del  derecho  de  jentes.»  «Los  prin- 
cipios que  sirven  de  base  a  esta  regla,  decia  la  Gran  Bretaña, 
sancionarían  una  intervención  demasiado  frecuente  i  extensa 
en  los  negocios  interiores  de  lo9  otros  estados;  las  cortes  alia- 
das no  pueden  a|X>yar  en  los  pactos  existentes  una  facultad  tan 
extraordinaria;  i  tampoco  podrían  atribuírsela  a  virtud  de 
algún  nuevo  concierto  diplomático  entre  ellas,  sin  arrogarse 
una  supremacía  inconciliable  con  los  derechos  de  soberanía  de 
los  demás  estados  i  con  el  interés  jeneral,  i  sin  erijir  un  síste* 
ma  federativo  opresor,  que,  sobre  ser  ineficaz  en  su  objeto, 
traería  los  mas  graves  inconvenientes.»* 

Por  consiguiente,  la  limitación  do  las  facultades  del  príncipe, 
los  derechos  de  la  familia  reinante,  i  el  orden  de  sucesión  a  la 
corona,  en  los  estados  monárquicos,  son  puntos  que  cada  na- 
ción puede  establecer  i  arreglar  como  i  cuando  lo  tenga  por 
conveniente,  sin  que  las  otras  puedan  por  eso  reconvenirla 
justamente,  ni  emplear  otros  medioS'  que  los  de  la  persua- 
sión i  consejo,  i  aun  esos  con  circunsi>eccion  i  resi>eto.  Si  una 
nación  pone  trabas  al  poder  del  monarca,  si  le  depone,  si  le 
trata  como  delincuente,  expeliéndole  de  su  territorio,  o  conde- 
nándole talvez  al  último  suplicio;  si  excluyo  de  la  sucesión  un 
individuo,  una  rama,  o  toda  la  famiha  reinante;  las  potencias 


•  Circular  de  lord  Castlcrcagh  do  fü  de  enero  de  1821  a  las  cortes 
de  Europa. 


DB  LA  NACIÓN  I  EL  SOBERANO  37 


extranjeras  no  tienen  para  qué  mezclarse  en  ello,  i  deben  mi- 
rar estos  actos  como  los  de  una  autoridad  independiente  que 
juzga  i  obra   en  materias  de  su  competencia  privativa.  Es 
cierto  que  la  nación  que  ejecutase  tales  actos  sin  muí  graves 
i  cali(tcados  motivos,  obraría  del  modo  mas  criminal  i  desa- 
tentado; pero,  después  de  todo,  si  yerra,  a  nadie,  sino  a  Dios, 
es  responsable  de  sus  operaciones,  en  tanto  que  no  infrinje  las 
derechos  perfectos  de  los  otros  estados,  como  no  los  infrinje  en 
esta  materia,  pues  no  es  de  suponer  que^  coneervando  su  inde- 
pendencia i  soberanía,  haya  renunciado  la  facultad  de  consti- 
tuirse i  arreglar  sus  negocios  domésticos  del  modo  que  mejor 
le  parezca. 

La  Francia  ejerció  estos  actos  de  sol)erania  en  la  revolución 
que  derribó  la  rama  primojénita  de  Borbon,  i  elevó  en  su 
lugar  la  de  Orleans.  Obró  de  la  misma  manera  en  1848, 
proclamando  la  república,  i  restauró  poco  despvtes  el  imperio 
en  la  persona  de  Napoleón  Ili.  Las  otras  grandes  potencias, 
después  de  una  expectativa  mas  o  menos  breve,  reconocie- 
ron estas  alteraciones  como  efectuadas  por  autoridad  compe- 
tente. 

La  intervención  que  tiene  por  causa  o  pretexto  el  peligro  de 
un  contajio  revolucionario,  ha  sido  casi  siempre  funesta,  efí- 
mera en  sus  efectos,  i  rara  vez  exenta  de  perniciosos  resultados. 
Ilai  otras  especies  de  intervención.  Una  de  las  mas  frecuentes 
es  la  que  tiene  lugar  a  consecuencia  de  una  garantía,  otorgada 
por  una  potencia  extranjera,  ya  para  asegurar  la  inviolabilidad 
de  un  tratado,  ya  la  permanencia  de  una  constitución  o  go- 
bierno en  otro  país. 

Supongamos  que  dos  príncipes  se  hubiesen  obligado  a  man- 
tenerse el  uno  al  otro  en  posesión  del  trono;  este  pacto  se  apli- 
caría a  los  casos  en  que  una  tercera  potencia  quisiese  turbar 
a  cualquiera  de  los  contratantos  en  la  posesión  del  trono;  pero 
sería  monstruoso  considerarlo  como  una  liga  personal  de  éstos 
contra  los  respectivos  pueblos.  El  título  de  propiedad  patrimo- 
nial que  se  atribuyen  algunos  príncipes  sobre  sus  estados,  se 
mira  en  el  dia  por  los  pías  célebres  publicistas  como  una  qui- 
mera; el  patrimonio  privado  es  para  el  bien  de  su  dueño;  pero 
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la  institución  de  la  sociedad  civil   no  ha  tenido  por  ol)j'.*to  el 
bien  del  príncipe,  sino  el  de  los  asociados. 

De  lo  dicho,  se  sigue:  primero,  que,  en  los  casos  de  sucesión 
disputada,  la  nación  es  el  juez  natural  entre  los  contendientes; 
i  segundo,  que  la  renuncia  que  hace  un  miembro  de  la  familia 
reinante  de  sus  derechos  a  la  corona  por  sí  i  sus  descendientes, 
no  es  válida  en  cuanto  a  los  últimos,  si  la  nación  no  la  con- 
firma. Los  que  son  llamados  al  trono  por  una  lei  fundamental 
que  determina  el  orden  do  sucesión,  reciben  este  derecho,  no 
de  sus  antepasados,  sino  de  la  nación  inmediatamente.  Por 
eso,  se  creyó  necesario  en  España  que  las  renuncias  de  las 
infantas  Ana  i  María  Teresa  de  Austria,  casadas  con  Luis  Xlil 
i  Luis  XIV  de  Francia,  recibiesen  la  forma  de  leyes  acordadas 
en  cortes,  i  efectivamente  se  les  dio  esta  forma  en  las  de 
Madrid  de  1618  i  lOGS;  con  lo  que  hubieran  sido  legalmente 
excluidos  de  la  sucesión  a  la  corona  de  España  los  descendientes 
de  aquellas  princesas,  si  la  aceptación  nacional  no  hubiese 
revalidado  sus  dereclios  en  la  persona  do  Felipe  V  de  Borbon. 

Sigúese  también  de  lo  dicho  ((ue,^cuando  un  soberano  cede  a 
otro  una  provincia  o  distrito,  por  i>equeño  que  sea,  el  título  del 
cesionario  puede  solo  nacer  del  asenso  de  la  parte  que  se  supo- 
ne cedida,  la  cual  por  su  separación  del  todo  a  que  pertenecia 
adquiere  una  existencia  nacional  independiente.  Le  es  lícito, 
pues,  resistir  a  la  nueva  incorporación,  si  la  cree  contraria  a  la 
justicia  i  a  su  ínteres  propio.  Lo  que  se  llama  cesión  en  este 
caso,  es  una  simple  renuncia. 

Ha  solido  también  alegarse,  como  causa  lejítima  de  inter- 
vención, la  necesidad  de  atajar  la  efusión  desangre,  ocasionada 
por  una  prolongada  i  desoladora  guerra  civil  en  el  seno  do  otro 
estado.  Esta  intervención  apóyala  en  los  intereses  jencrales 
do  la  humanidad,  ha  ocurrido  frecuentemente  en  nuestros 
tiempos,  pero  nunca  talvez  sin  otros  motivos  do  mayor  i^eso; 
como,  por  ejemplo,  rl  peligrv)  que  resultase  a  \oñ  otros  estados 
de  la  continuación  do  semejante  desorden,  o  el  derecho  de 
a-C/eder  a  la  solicitud  de  una  de  las  partes  contendientes. 

Como  accesorio  a  otros,  dice  Phillimore,*  puede  defenderse 

•  Comentarios,  tomo  I,  pajina  ííi. 
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este  motivo  de  intervención;  pero,  como  una  justificación  sus- 
tantiva i  solitaria  de  este  derecho,  pneile  apónas  aflmitirse  en  ol 
ixklijTO  internacional,  porque  es, manifiestamente  propenso  a 
muchos  abusos,  i  tiende  a  la  violación  de  j)r¡nc¡pios  vitales; 
como  los  abusos  que  enjendraron  las  varias  particiones  de  la 
Polonia;  gran  precedente  tantas  vecí»s  citado,  i  tantas  imit;ido 
jwr  los  transgresores  del  derecho  de  jen  tes. 

La  necesidad  de  poner  coto  al  derramamiento  de  sancrre, 
fue  una  de  las  principales  mzoncs  alei^adas  para  la  interven- 
ción en  los  neífocios  de  Turquía  i  de  sus  subditos  c:r¡epr()s  en 
1827;  pero  no  fué  la  única,  aunque  quizá,  si  lo  hubiera  sido, 
la  larga  duración  de  la  guerra  i  las  horribles  atrocidades  co- 
metidas en  ella,  hubieran  bastado  para  justificar  la  injerencia 
de  las  naciones  cristianas,  si  tales  razones  pudiesen  alguna  vez 
hacerlo. 

Otro  motivo  de  intervención  es  el  que  resulta,  en  una  guerra 
civil,  de  la  solicitud  de  ambas  partes;  i  en  este  caso  su  lejiti- 
midad  es  incontestable.  Pero  lo  es  menos  cuando  ha  sido  in- 
vocada por  uno  solo  de  los  contendores.  Sin  embargo,  no 
podría  sostenerse  que  aun  entonces  fuese  contraria  la  inter- 
vención al  derecho  consuetudinario,  pues  la  hemos  visto  repe- 
tidas veces  sancionada  por  la  práctica  de  las  naciones,  desdo 
que  (por  no  ir  mas  lejos)  la  reina  Isabel  de  Inglaterra  prestó 
auxilios  a  los  Países  Bajos  contra  la  España,  hasta  que  la  Rusia 
juntó  sus  armas  a  las  del  Austria,  para  subyugar  a  los  insur- 
jentes  de  Hungría. 

No  basta,  para  justificar  la  intervención  de  que  estamos 
hablando,  un  movimiento  aislado;  es  menester  cierta  pro- 
porción de  fuerzas,  i  que  el  éxito  final  parezca,  hasta  cierto 
punto,  dudoso,  después  de  haber  durado  algún  tiempo  la 
contienda. 

Otro  motivo  frecuente  de  intervención  ha  sido  la  simpatía 
relijiosa.  Puede  suceder  que  un  estado  quiera  extender  su 
protección  a  sus  correlijionarios.,  que  son  subditos  do  otro  esta- 
do que  profesa  diferente  fe. 

Prescindiendo  de  las  intervenciones  de  Isabel  de  Inglaterra, 
Cromwell,  i  aun  Carlos  II,  a  favor  de  los  protestantes  cxtran- 
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jeros,  en  1690  la  Gran  Bretaña  i  la  Holanda  so  injirieron  en 
los  negocios  do  Saboya  i  obtuvieron  para  los  sardas  protestantes 
el  ejercicio  libro  de  su  rclijion. 

La  intervención  puede  tener  lugar  sin  que  el  derecho  inter- 
nacional tenga  de  qué  quejarse,  si  ella  se  limita  a  negociacio- 
nes, a  estipulaciones  o  a  condiciones  que  se  hayan  impuesto  en 
un  tratado  de  paz,  después  de  una  guerra  que  ha  tenido  otros 
objetos. 

Algunos  escritores  sostienen  que,  en  el  caso  de  una  persecu- 
ción que  se  extendiese  a  grandes  masas,  por  causa  déla  creen- 
cia relijiosa  de  éstas,  pudiera  tolerarse  una  intervención  armada 
para  atajar  la  efusión  de  sangro  i  poner  término  a  prolongadas 
hostilidades  internas.* 

Pero  debe  tenerse  presente  la  observación  de  Martens:  «To- 
das las  guerras  a  que  la  relijion  ha  servido  de  motivo  o  do  pre- 
texto, han  manifestado:  primero,  que  la  relijion  no  ha  sido 
jamas  el  único  motivo  do  la  guerra;  segundo,  que,  cuando  los 
estímulos  políticos  han  estado  de  acuerdo  con  los  intereses 
relijiosos,  las  potencias  han  sostenido  efectivamente  la  causa 
de  su  relijion;  tercero,  pero  que  siempre  el  celo  relijioso  ha 
cedido  al  interés  político;  cuarto,  i  que  mas  de  una  vez  se  las 
ha  visto  lanzarse,  por  miras  ambiciosas,  a  una  conducta  di- 
rectamente opuesta**  a  los  intereses  de  su  relijion.» 

La  doctrina  que  hemos  expuesto  no  varía  cuando  el  objeto 
do  la  intervención  es  protejer  a  los  subditos  cristianos  de  un 
estado  musulmán  o  iníiel;  pero  hai  en  este  caso  un  campo 
mas  vasto  para  la  aplicación  del  principio  excepcional  de  inje- 
rencia. 

Desde  el  establecimiento  de  los  turcos  en  Europa,  han  pre- 
tendido las  potencias  cristianas  i  gradualmente  han  conseguido 
ejercer  jurisdicción  sobre  sus  propios  subditos  residentes  en 
Turquía  i  en  otras  naciones  infieles,  por  medio  de  cónsules. 
Ademas,  se  han  concedido  a  los  subditos  de  las  potencias  cris- 


*  Phillimore,  Comentarios,  tomo  I,  pajina  ^8. 

**  Martens,  Compendio  del  derecho  de  jentcs  citado  por  Phillimore, 
ibídem,  pajina  475. 
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tianas  varios  privilejios  para  la  visita  a  los  santos  lii^j^arcs  en 
Palestina  i  para  la  protección  do  su  culto,  de  las  iglesias  lati- 
nas i  de  la  relijion  cristiana  en  jenoral. 

Hai  otra  fuente  de  intervención  que,  con  el  objeto  do  man* 
tener  la  paz,  ha  dado  ocasión  a  frecuentes  discordias  i  guerras 
a  fin  de  asegurar  la  balanza  o  equilibrio  del  poder  entre  dos 
diferentes  estados,  de  manera  que  a  ninguna  potencia  se  per- 
mitiese extender  sus  dominios  i  acrecentar  sus  fuerzas  hasta 
el  punto  de  amenazar  a  la  libertad  de  las  otras.  Bien  entendida 
esta  doctrina,  no  implica  una  pedantesca  adherencia  al  equili- 
brio existente,  porque  no  debo  olvidarse  que  todo  estado  inde- 
pendiente tiene  el  derecho  de  aumentar  su  territoWo,  población, 
riqu^a  i  poder,  por  todos  los  medios  lejítimos.  Aun  el  incre- 
mento de  sus  fuerzas  navales  i  militares  ha  sido  jeneralmento 
reconocido  como  un  derecho  incontestable  de  soberanía.  Cuan- 
do su  ejercicio  pone  en  peligro  la  seguridad  de  otros  estados, 
no  es  difícil  señalarle  límites  precisos,  i  seguramente  habrá 
fundamento  para  exijirlo;  pero,  cuando  solo  se  teme  un  peligro 
eventual,  no  hai  la  misma  razón;  bien  que  las  cuestiones  quo 
sobre  este  punto  se  susciten  pertenecerán  mas^  bien  al  dominio 
de  la  política  que  al  del  derecho  de  jentes.* 

8 

Finalmente,  una  nación,  cualesquiera  alteraciones  que  expe- 
rimente en  la  organización  de  sus  poderes  supremos  i  en  la 
sucesión  de  sus  principes,  permanece  siempre  una  misma  per- 
sona moral;  no  pierde  ninguno  de  sus  derechos;  sus  obliga- 
ciones de  todas  clases  respecto  de  las  otras  naciones  no  se 
menoscaban  ni  debilitan.  El  cuerpo  político  subsiste  el  mismo 
que  era,  aunque  se  presente  bajo  otra  forma,  o  tenga  diferente 
ói^ano  de  comunicación. 
Los  príncipes  restaurados  han  querido  a  veces  excusarse  de 


*  En  todo  lo  que  se  ha  dicho  sobre  la  intervención  de  un  estado  en 
las  pertenencias  de  otro,  hemos  tenido  presentes  los  Comentarios  do 
Philiimore,  tomo  I,  parte  4,  i  los  Elementos  de  Wheaton,  parto  2, 
capitulo  !-*>  párrafo  3.<»,  edición  francesa. 
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cumplir  las  obligaciones  contraídas  por  los  í^ohicrnos  que  les 
han  precedido,  calificándolos  de  usurpadores,  i  como  tales,  inca- 
paces de  lit»:ar  a  la  nación  con  s^us  actos.  Pero  esta  excepción 
es  inadmisible.  La  Francia,  durante  la  Restauración,  la  opuso 
largo  tiempo  a  los  Estados  Unidos  de  América,  que  reclamaban 
cuantiosas  indemnizaciones  de  propiedades  americanas  ilejíti- 
mamente  confiscadas  en  la  época  precedente;  pero  tuvo  por  fin 
que  abandonarla.  «¿Debemos  nosotros  (decía  el  duque  de  Bro- 
í?lie,  ministro  de  negocios  extranjeros  a  la  cámara  de  diputados 
en  la  sesión  de  31  de  marzo  de  183  i)  debemos  nosotros, 
como  lo  habia  hecho  el  gobierno  de  la  restauración,  o  mas 
bien,  como  habia  intentado  tímidamente  hacerlo,  alegar  la 
irresponsabilidad  de  un  nuevo  gobierno  por  los  procedimien- 
tos del  antiguo?  Un  efujio  tan  vergonzoso  era  indigno  de 
nosotros. » 

Tal  es  el  principio  jeneral;  bien  que  sujeto  a  limitaciones  quo 
inílicaremos  mas  adelante.* 

Entre  las  obligaciones  de  los  estados  soberanos,  nos  ha  pare- 
cido que  se  debian  mencionar  las  contraídas  por  ellos  a  título 
de  empréstito  con  subditos  extranjeros,  i  que  tan  frecuentes  se 
han  hecho  en  nuestro  siglo,  siendo  los  acreedores,  por  lo  jene- 
ral, subditos  ingleses. 

Es  un  derecho  incontestable  de  todo  estado  soberano  la  pro- 
tección de  sus  subditos,  cuando  han  sido  dañados  en  sus  per- 
sonas o  intereses  por  el  gobierno  de  otro  estado  i  especialmente 
en  el  caso  de  no  satisfacérseles  sus  créditos  pecuniarios,  pro- 
cedentes de  contratos  celebrados  con  el  soberano  extranjero  o 
con  sus  ajentes  legalmente  autorizados.  Se  reducen  al  mismo 
caso  las  indemnizaciones  debidas  por  el  soberano  extranjero,  a 
consecuencia  de  una  injuria  perpetrada  por  él  o  por  personas 
que  obran  legalmente  a  su  nombre. 

Los  empréstitos  que  se  contraen  para  el  servicio  do  un  estado 
i  las  deudas  creadas  en  la  administración  de  los  negocios  pú- 
blicos, son  contratos  de  derecho  estricto,  obligatorios  a  la 
nación  entera.  Nada  puede  dispensarla  do  pagar  esas  deudas. 


*  Wheaton,  El^monlofi,  parte  I,  capítulo  9,  párrafo  3. 
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Que  el  (linepo  prestado  se  haya  invertido  en  proveclio  de  ella  o 

clisipado  locamente,  no  es  cosa  que  atañe  al   prestamista.  El 

ha  confiado  su  dinero  a  la  nación,  i  a  ésta  toca  restituírselo. 

Tanto  peor  para  ella  si  lia  puesto  en  malas  manos  el  manojo 

de  sus  intereses. 

En  esta  importante  regla,  se  fundaha  la  circular  que  en  1848 
dirijió  el  vizconde  Palmer.ston,  entonces  ministro  de  ne^rocius 
extranjeros  déla  Gran  Hretaña,  a  los  representantes  británicos 
en  el  exterior.   En   ella,  les  dice  que  es  discrecional  para  el 
í».>bierno  británico  el  tratar  o  no  de  esta  materia  en  nejjrocia- 
ciones  diplomáticas;  que  absoluUimente  no  po.lia  ponerse  en 
duda  el  derecho  perfecto  do  todo  gobierno  para  encargarse  i)ür 
la  via  diplomática  de  todo  bien  fundado  reclamo  do  cual(¡uicra 
de  sus  subditos  contra  un  gobierno  extranjero,  o  para  pedir 
la  re])aracion  de  todo  agravio  quede!  mismo  gobierno  recibie- 
se; que  la  Inglaterra  tendría  siempre  los  medios  de  (jb tener 
ju.sticia,  pero  que  esta  era  una  cuestión  de  conveniencia  i  no 
de  poder;  i  que,  por  tanto,  ningún  país  extranjero  se  lisonjease 
de  que  la  Gran  Bretaña  permaneciese  para  sicnipre  impasible 
al  agravio,  o  de  que,  llegado  el  caso  do  hacer  efectivo  su  dere- 
cho, no  tuviese  el  gobierno  británico  amplios  medios  de  que 
hacer  uso  para  obtener  justicia;  que  las  sucesivas  administra- 
ciones británicas  habían  estado  hasta  allí  mui  lejos  de  desear 
que  los  capitales  del  país  so  invirtiesen  en  préstamos  a  go- 
biernos extranjeros,  que  talvez  no  i)odrian  o  no  querrían  pagar 
los  intereses  estipulados,  i  que  por  eso  el  gobierno  británico 
habia  creído  que  su  mejor  política  habia  sido  hasta  allí,  no 
elevar  tales   re/clamos  a  la  categoría  de  cuestiones  internacio- 
nales; que,  en  el  concepto  del  gobierno  británico,  las  perdidas 
de  aquéllos  que  habían  colocado  una  imprudente  confianza  en 
la  buena  fo  de  sus  deudores,  vendrían  a  ser  una  lección  salu- 
dable para  otros,  e  impedirían  que  no  se  hiciesen  tales  présta- 
mos, sino  a  estados  probos  i  solventes;  poro  que,  sin  embargo, 
noclia  suceder  (|ue  las  pérdidas  llegasen  a  ser  de  tanta  magni- 
tud, quG  fuese  demasiado  costosa  la  lección,  i  que  en  ese  cstíido 
de  cosas  se  viese  ol)ligado  el  gobierno  a  entablar  negociaciones 
diplomáticas. 
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La  regla  do  Martens  parece  corrcííta;  es  a  saber,  que  el 
acreedor  extranj<?rü  solo  puede  pedir  que  so  le  pon^ya  en  el 
mismo  pió  que  a  los  otros  acreedores  del  estado.  Puede  suce- 
der, como  el  misino  Martens  observa,  que  el  estado  deudor 
adopte  medidas  fiscales  tan  fraudulentas  e  inicuas,  i  con  tan 
manifiesta  intención  de  frustrar  los  reclamos,  que  el  «gobierno 
<lel  acreedor  se  juzgue  autorizado  para  recurrir  a  otros  medios 
i  a  la  guerra  misma;  como  sería,  por  ejemplo,  la  adulteración 
de  la  moneda  acuñada  o  del  papel  moneda,  o  la  absoluta 
negativa  de  reconocer  deudas  contraidas  sobro  la  fe  pública 
nacional;  bien  que,  en  caso  de  extraordinaria  necesidad,  no 
sería  justo  que  se  privase  a  una  nación  de  la  facultad  do  adop- 
tar por  el  momento  providencias  fiscales  respecto  de  su  papel 
moneda;  pero  esto  con  dos  condiciones:  que  so  pague  comple- 
tamente el  valor  real  prometido,  i  que  en  el  intervalo  se  trate 
al  acreoflor  extranjero  en  los  mismos  términos  que  al  acreedor 
doméstico.* 

Aun  cuando  un  estado  se  divida  en  dos  o  mas,  ni  sus  dere- 
clios  ni  sus  obligaciones  padecen  detrimento,  i  deben  gozarso 
o  cumplirse  do  consuno,  o  repartirse  entre  los  nuevos  estados 
de  común  acuerdo,  si  la  repartición  es  posible.**  Bynkershoeck 
censura  le  conducta  de  Inglaterra  que  rehusaba  a  la  Holanda 
la  libertad  de  pesca,  pactada  entre  Enrique  II  de  Inglaterra  i 
Felipe,  archiduque  de  Austria,  alegando  que  el  pacto  se  habia 
celebrado  con  el  arcliiduque,  no  con  los  estados  jeneralos.  El 
acusa  también  de  mala  fe  a  la  Dinamarca,  que  no  quiso  guar- 
dar a  aquellos  estados  el  pacto  de  Spira,  ajustado  con  el  em- 
perador Carlos  V  a  favor  de  los  belgas.*** 


*  Phillimore,  Come.ntRrios,  tomo  II,  pajinas  8  i  siguientes. 

**  Ruthorforth.  Institutions  ofXalural  Law,  tomo  II,  capítulo  10, 
párrafo  14;  Wheaton,  Elementos,  parto  I,  capítulo  2.  §  16,  17,  etc. 

***  QucesUones  Juris  Publici,  libro  II,  capítulo  25;  Sohmalz  mira 
esta  neí^ativa  do  la  Dinamarca  como  justa  i  conformo  al  derecho  con- 
suotudiníiriode  Europa:  Droií  des  Gens  Europécn,  libro  I,  capitulo  3. 


CAPÍTULO  II 


De  loB  bienes  de  las  naciones 

1.  Bienes  do  la  nación. — 2.  Títulos. — 3.  Requisito^!  que  lojí liman  la 
apropiación.— 4.  Cuestión  relativa  a  la  alto  mar.  —5.  De  alprunos 
títulos  en  particular:  ocupación^— 6.  Prescripción.— 7.  Restos  de  la 
comunión  primitiva. 

1 

Los  bienes  de  la  nación  son  do  varias  especies.  Los  unos 
pertenecen  a  individuos  o  a  comunidades  particulares  (como  a 
ciudades,  monasterios,  gremios)  i  se  llaman  bienes  pnrticula' 
res;  los  otros  a  la  comunidad  entera,  i  se  llaman  públicos. 
Dividense  estos  últimos  en  bienes  coinunes  de  la  nacionj 
cuyo  uso  es  indistintamente  de  todos  los  individuos  de  ella, 
como  son  las  calles,  plazas,  ríos,  lagos,  canales;  i  bienes  de  la 
corona  o  de  la  república^  los  cuales,  o  están  destinados  a  di- 
ferentes objetos  de  servicio  público,  verbigracia,  las  fortifica- 
ciones i  arsenales,  o  pueden  consistir,  como  los  bienes  de  los 
particulares,  en  tierras,  casas,  haciendas,  bosques,  minas,  quo 
se  administran  por  cuenta  del  estado;  en  muebles,  en  derechos 
i  acciones. 


Los  títulos  en  que  se  funda  la  propiedad  de  la  nación  o  son 
orijinarioSj  o.  accesorios^  o  derivativos.  Los  primeros  so  re- 
ducen todos  a  la  ocupación,  sea  que  por  ella  nos  apoderemos 
de  cosas  que  verdaderamente  no  pertenecían  a  nadie,  como  en 
la  especie  de  ocupación  que  tiene  con  mas  propiedad  este  nom- 
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bre;  o  de  cosas  cuyos  dueños  lian  perdido  por  un  abandono 
presunto  el  dereclio  que  tenían  sobre  ellas,  como  en  la  pres- 
cripción; o  finalmente,  de  cosas  que  por  el  derecho  de  la 
guerra  pasan  a  la  clase  de  res  nullius  i  se  hacen  propiedad 
del  enemigo  que  las  ocupa.  Los  títulos  accesorios  son  los  que 
tenemos  al  incremento  o  producto  de  las  cosas  nuestras.  I  los 
derivativos  no  son  mas  que  transmisiones  del  derecho  de  los 
primeros  ocupadores,  que  pasa  de  mano  en  mano  por  medio 
de  ventas,  cambios,  donaciones,  legados,  adjudicaciones,  etc. 
Todo  derecho  de  propiedad  supone  consiguientemente  una  ocu- 
pación primitiva. 

3 

Las  cosas  fueron  todas  al  principio  comunes.  Apropiáronse- 
las  los  hombres  por  grados;  primero,  las  cosas  muebles  i  lo» 
animales;  luego,  las  tierras,  los  rios,  los  lagos.  ¿Cuál  es  el 
límite  puesto  a  la  propiedad  por  la  naturaleza?  ¿Cuáles  los 
caracteres  con  que  se  distinguen  las  cosas  que  el  creador  ha 
destinado  para  repartirse  entre  los  hombres  de  las  que  deben 
permanecer  para  siempre  en  la  comunión  primitiva? 

Si  toda  propiedad  supone,  según  hemos  visto,  una  ocupación 
primitiva,  es  evidente  que  no  son  susceptibles  de  apropiarse 
las  cosas  que  no  pueden  ocuparse,  esto  es,  aprenderse  i  guar- 
darse para  nuestro  propio  i  exclusivo  uso  i  goce. 

Pero  la  susceptibilidad  do  ser  ocupadas  no  es  el  único  requi- 
sito que  lejitimo  la  apropiación  de  las  cosas,  o  la  posesión  que 
tomamos  de  ellas  con  ánimo  de  reservarlas  a  nuestra  utilidad 
exclusiva.  Porque,  si  una  una  cosa  permaneciendo  común 
puedo  servir  a  todos  sin  menoscabarse  ni  deteriorarse,  i  sin 
que  el  uso  racional  de  los  unos  embarace  al  de  los  otros,  i  si, 
por  otra  parte,  para  que  una  cosa  nos  rinda  todas  las  utilida- 
des do  que  es  capaz,  no  es  necesario  emplear  en  ella  ninguna 
elaboración  o  beneficio;  no  hai  duda  que  pertenece  al  patrimo- 
nio indivisible  de  la  especie  humana,  i  que  no  es  permitido 
marcarla  con  el  sello  de  la  propiedad. 

La  tierra,  por  ejemplo,  puede  ocuparse  realmente,  supuesto 
que  podemos  cercarla,  guardada,  defenderla;  la  tierra  no  puede 
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servir  indistiritamente  al  uso  de  todos;  sus  productos  son  limi- 
tados; en  el  estado  de  comunión  primitiva,  un  vasto  distrito 
s«ria  apenas  suficiente  para  suministr¿ir  a  un  corto  numen)  do 
familias  una  subsistencia  miserable;  la  tierra,  en  fm^  no  acude 
con  abundantes  esquilmos,  sino  por  medio  de  una  dispondiiisa 
preparainon  i  cultura,  de  que  nadie  se  baria  carino  sin  la  es|)e- 
ranza  de  paseerla  i  <lisfrutarla  a  su  arbitrio.  La  tierra  es,  pues, 
eininent<ímente  apropiable. 

Capacidad  de  ocupación  real,  utilidad  limitada,  de  que  no 
pueden  aprovecharse  muchos  a  un  tiempo,  i  ({ue  se  alrota  o 
menoscaba  por  el  uso  i  necesidad  de  una  industria  (|ue  mejore 
lascosiis  i  las  adapte  a  las  necesidades  hmnanas,  tales  son  las 
circunstancias  que  las  constituyen  apropiables.  La  primera  por 
si  sola  no  basta  sin  la  segunda  o  la  tercera.  La  primera  hace 
posible  la  apropiación,  i  las  otras  dos  la  hacen  lejilnmi. 

Con  respecto  a  las  cosas  qtie,  sin  estar  rii^orosamento  apro- 
piadas, sirven  ya  al  uso  de  algunos  individuos  o  pueblos,  sería 
necesario  un  requisito  mas:  que  la  apro¡)iacion  no  perjudicase 
a  este  uso,  o  que  se  hiciese  con  el  consentimiento  de  los  inte* 
resados. 


Hemos  visto  que  la  tierra  es  apropiable.  ¿Lo  es  igualmente 
el  mar?  Selden,  Bynkershoeck  i  Chitty  creen  que  sí;  GrociOy 
Puffendorf,  Vattel,  Barbt^yrac  i  Azuni  lo  niegan.  En  primer 
lugar,  examinemos  si  es  o  nó  capaz  de  ser  ocupado  real- 
mente. 

Un  estrecho  de  poca  anchura,  un  golfo  que  comunica  con  el 
resto  del  mar  por  una  angosta  boca,  pueden  ser  íiicilmente 
guardados  i  defendidos  por  la  nación  o  naciones  que  scñoi'ean 
la  costa.   Esto  mismo  debe  decirse  de  un  gran  mar  interior, 
como  el  Caspio,  el  Euxino  i  aun  el  Mediterráneo  todo;   pues 
no  hai  duíla  ([ue  si  los  estados  que  lo  circundan  quisiesen  apo- 
derarse de  él  de  mancomún  i  excluir  a  las  demás  naciones,  no 
tendrían  mayor  dificultad  para  hacerlo,  que  una  tribu  de  indí- 
jenas  para  reservara  su  exclusivo  uso  un  espacioso  valle  acce- 
sible por  una  sola  garganta. 
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La  ocupación  de  un  mar  abierto,  verbigracia,  el  Océano  Indico 
entre  los  trópicos,  sería  mucho  mas  difícil  aun  para  el  estado 
que  fuese  dueño  de  todas  las  tierras  contiguas;  i  la  dificultad 
subiría  muchos  grados,  si  se  tratase  de  una  porción  de  mar 
distante  de  todo  establecimiento  terrestre;  pero  no  sería  de  todo 
punto  insuperable  para  una  gran  potencia  marítima.  Su  pose* 
sion  podría  ser  a  veces  turbada,  mas  no  por  eso  dejaría  de  ser 
efectiva.  Basta  cierto  grado  de  probabilidad  de  que  turbándola 
nos  exponemos  a  un  mal  grave,  para  constituir  una  posesión 
verdadera;  pues  aun  bajo  el  amparo  de  las  instituciones  civiles 
hai  cosas  cuya  propiedad  no  tiene  mejor  garantía. 

En  realidad,  ni  aun  el  dominio  efectivo  de  todo  el  océano  es 
por  naturaleza  imposible;  bien  que,  para  obtenerlo  i  conser- 
varlo, sería  menester  una  preponderancia  marítima  tan  exorbi- 
tante i  favorecida  de  circunstancias  tan  felices,  como  no  es  de 
creer  se  presente  jamas  en  el  mundo. 

Mas  aun,  extendiendo  esta  capacidad  de  ocupación  cuanto  se 
quiera,  no  habrá  razón  para  afirmar  que:  «tanto  el  océano, 
como  los  otros  mares,  pertenecen,  a  manera  de  las  demás  cosas 
apropiables,  a  los  que  sin  valerse  de  medios  ilícitos  son  bas- 
ten íe  poderosos  para  ocuparlos  i  asegurarlos»,*  porque  esta 
sola  circunstancia  no  justificaría  la  apropiación. 

La  utilidad  del  mar,  en  cuanto  sirve  para  la  navegación, 
es  ilimitada;  millares  de  bajeles  lo  cruzan  en  diversos  sentidos 
sin  dañarse,  ni  embarazarse  entre  sí;  el  mismo  viento,  dice 
Puffendorf,  se  necesitaría  para  impeler  todas  las  escuadras  del 
mundo,  que  para  una  sola  nave;  i  la  superficie  surcada  por 
ellas  no  quedaría  mas  áspera  ni  menos  cómoda  que  antes.  El 
mar,  por  otra  parto,  no  ha  venido  a  ser  navegable  por  el  tra- 
bajo ni  por  la  industria  de  los  hombres:  en  el  mismo  estado,  so 
halla  ahora  que  al  principio  del  mundo.  Debemos,  pues,  mi- 
rarlo, por  lo  que  toca  a  la  navegación,  como  destinado  al  uso 
común  de  los  pueblos. 

Se  dice  que  la  navegación  de  un  pueblo  perjudica  realmente 
a  otro,  ya  quitándole  una  parte  de  las  ganancias  que  sacaría 

*  Chitty's  ^'ommercial  Law,  volumen  I,  capítulo  i. 


" 
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del  comercio,  si  no  tuviese  rivales;  ya  exponiendo  a  peligro 
sus  naves  i  sus  costas,  particularmente  en  tiempo  do  guerra. 
Parece,  pues,  justiHcada  la  apropiación  de  los  mares,  aun  en 
cuanto  navegables,  ¡ior  el  menoscabo  evidente  de  utilidad  que 
el  uso  de  unos  pueblos  ocasiona  a  otros/  Pero  de  este  racio- 
cinio  se  infería  que  el  mas  fuerte  tiene  siempre  derecho  para 
convertir  en  monopolio  cualquiera  utilidad  común,  por  limita- 
da, por  inagotable  que  sea,  i  que,  si  pudiésemos  interceptar  oí 
aire  i  la  luz^  nos  sería  licito  hacerlo  para  vender  el  goce  de  estos 
bienes  a  los  demás  hombres;  principio  palpablemente  monstruo- 
so. Las  naves  í  las  costas  de  un  pueblo  que  fuese  único  dueño 
del  mar,  estarían  mas  seguras  sin  duda;  pero  las  naves  i  las 
costas  de  los  otros  pueblos  estarian  mas  expuestas  a  insultos; 
i  la  e({uidad  natural  no  nos  autoriza  para  proveer  a  nuestra 
seguridad  propia  a  expensas  de  la  ajena. 

Como  medio  de  seguridad,  basta  el  dominio  do  aquella  pe- 
queñísima porción  de  mar  adyacente,  que  no  puede  ser  del 
todo  libre,  sin  que  este  uso  común  nos  incomode  a  cada  paso, 
i  que  podemos  apropiarnos,  sin  hacer  inseguro  el  territorio  de 
los  demás  pueblos,  i  aun  sin  embarazar  su  navegación  i  co- 
mercio. 

No  debemos,  pues,  contar  las  ventajas  de  un  monopolio  debido 
únicamente  a  la  fuerza,  ni  la  seguridad  exclusiva  que  resulta- 
ría del  dominio,  entre  los  frutos  naturales  i  lícitos  cuyas  mer- 
mas lejitiman  la  apropiación. 

Se  alega  también  que  el  mar  necesita  de  cierta  especie  de 
preparación;  que  la  industria  del  arquitecto  naval  i  del  nave- 
gante es  lo  que  lo  ha  hecho  útil  al  hombre.*^  Poro  a  las  utili- 
darlcs  que  un  pueblo  saca  del  mar  por  medio  de  la  navegación 
nada  contribuyen  los  arsenales  i  los  buques  de  otros  pueblos; 
cada  cual  trabaja  por  su  parte  con  la  fundada  esperanza  de  que 

,  la  recompensa  de  sus  tareas  no  le  será  arrebatada;  i  el  ser 

comunes  los  mares,  lejos  de  debilitar  esta  esperanza,  le  sirvo 

I  de  fundamento.  No  os  esto  lo  que  sucedería,  si  fuesen  comu- 


'  Chitty,  ibídem. 
*  Chitty,  ibídem. 

DCHO.    INT. 
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nes  las  tierras:  nadie  podría  contar  con  el  producto  del  campo 
que  hubiese  arado  i  sembrado;  los  industriosos  trabajarían 
para  los  liolgazanes.  Rs  vonlad  que,  mientras  es  libre  la 
navegación  de  los  mares,  un  descubrimiento  en  las  artes  do 
construcción,  en  la  náutica  o  en  la  jeografía,  no  aprovecha  ex- 
clusivamente a  la  nación  inventora;  pero  ella  reporta  las  pri- 
meras ventajas;  i  después  que  ha  sido  suíicientemcnte  premiada 
es  cuando  el  invento  útil  entra  en  el  patrimonio  común  do  los 
pueblos.  Rste  es  el  curso  ordinario  do  las  cosas,  í  sin  disputa, 
el  que  produce  mayor  suma  de  utilidad  al  jónero  humano; 
por  consiguiente,  el  mas  justo. 

No  hai,  pues,  motivo  alguno  que  lejitime  la  apropiación  del 
mar  bajo  el  aspecto  en  que  ahora  lo  consideramos.  Ademas,  él 
sirve  ya  a  la  navegación  de  casi  todos  los  pueblos:  este  es  un 
uso  que  les  pertenece,  i  de  que  no  es  lícito  despojarlos. 

Pero,  bajo  otro  aspecto,  el  mar  es  semejante  a  la  tierra.  Hai 
muchas  producciones  marinas  que  se  hallan  circunscritas  a 
ciertos  parajes;  porque,  así  como  las  tierras  no  dan  todas  unos 
mismos  frutos,  tampoco  todos  los  maros  suministran  unos  mis- 
mos productos.  El  coral,  las  perlas,  el  ámbar,  las  ballenas,  no 
se  hallan  sino  en  limitadas  porciones  del  océano,  que  se  em- 
pobrecen diariamente  i  al  fin  se  agotan.  Las  ballenas  frecuen- 
taban en  otro  tiempo  el  golfo  de  Vizcaya;  hoi  día  es  necesario 
perseguirlas  hasta  las  costas  de  Groenlandia  i  de  Spitzberg;  i 
por  grande  que  sea  en  otras  especies  la  fecundidad  do  la  na- 
turaleza, no  se  puede  dudar  que  la  concurrencia  de  muchos 
pueblos  baria  mas  difícil  i  menos  fructuosa  su  pesca,  i  acabaría 
por  extinguirlas,  o  a  lo  menos  por  alejarlas  de  unos  mares  a 
otros.  No  siendo,  pues,  inagotables,  parece  que  sería  lícito  a 
un  pncblo  apropiarse  los  parajes  en  que  se  encuentran  i  que 
no  estén  actualmente  poseídos  por  otro.  De  aquí  el  empeño  do 
ciertos  estados  en  arrogarse  el  dominio  de  considerables  porcio- 
nes del  mar,  para  ejercer  en  ellas  el  dominio  exclusivo  de  pes- 
ca, concediéndolo  solamente  por  privilejios  a  ciertas  naciones 
i  con  ciertas  restricciones.  Así,  la  Dinamarca,  no  contenta  con 
la  soberanía  del  Báltico,  aspiró  a  la  do  la  alta  mar  septentrio- 
nal.   Pero  de  estas  pretensiones,  que  han  dado  una  pajina  cu- 
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riosa  a  la  historia  del  derecho  marítimo,  apenas  quedan  ya 
vestijios.  En  el  día,  el  derecho  do  pesca  de  cada  potencia  está 
jeneralmento  limitado  a  sus  aguas  territoriales/ 


Determinados  los  objetos  que  son  capaces  de  apropiación  i 
en  qué  términos,  hablaremos  de  aquellos  modos  de  adquirir  en 
que  el  derecho  de  jentes  tiene  algo  de  peculiar  que  merezca 
notarse.  Nos  limitaremos  en  esto  capítulo  a  la  ocupación  do  las 
tierras  nuevamente  descubiertas  i  a  la  prescripción,  reservan- 
do las  accesiones  territoriales  para  el  que  sigue,  i  la  captura 
bélica  para  cuando  so  trate  de  lo  concerniente  a  la  guerra. 

Cuando  una  nación  encuentra  un  país  inhabitado  i  sin  due- 
ño, puode  apoderarse  de  él  lejítimamente;  i  una  vez  que  ha 
manifestado  hacerlo  así,  no  es  lícito  a  las  otras  despojarla  de 
esta  adquisición.  El  navegador  que  hace  viajes  de  descubri- 
miento, cuando  halla  islas  u  otras  tierras  desiertas,  toma  po- 
sesión de  ellas  a  nombre  do  su  soberano;  i  este  título  es  jene- 
ralmente  respetado,  si  lo  acompaña  una  posesión  real.  Pero, 
según  Vattel,  un  pueblo  no  tiene  derecho  para  ocupar  rejiones 
inmensas  que  no  es  capaz  de  habitar  i  cultivar;  porque  la  na- 
turaleza, destinando  la  tierra  a  las  necesidades  de  los  hombres 
en  jeneral,  solo  faculta  a  cada  nación  para  apropiarse  la  parte 
que  ha  menester,  i  no  para  impedir  a  las  otras  quo  hagan  lo 
mismo  a  su  vez.  El  derecho  de  jentes  no  reconoce,  pues,  la 
propiedad  i  soberanía  de  una  nación,  sino  sobro  los  países  va- 
cíos que  ha  ocupado  de  hecho,  en  que  ha  formado  estableci- 
mientos, i  de  que  está  usando  actualmente.** 

*  Véase  Wheaton,  Elementos,  parte  II,  capítulo  IV,  §  8  (edición 
francesa)»  í  compárese  con  Azuni,  Derecho  Maritimo,  capítulo  II,  ar- 
tículo 1. 

**  Vattel,  libro  I,  capítulo  18,  §  207. 

Es  preciso  confesar  que  algunas  potencias  han  llevado  sus  preten- 
siones a  título  de  descubridoras  o  de  primeras  ocupantes,  mucho  mas 
allá  de  los  límites  trazados  en  la  doctrina  anterior  de  Vattel.  Ellas  se 
han  atribuido  sobre  vastas  rejiones  del  continente  americano  el  dere- 
cho exclusivo  de  adquirir  do  los  naturales  el  suelo,  comprándolo  o 
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Cuando  se  encuentran  rejiones  desiertas  en  que  otras  nacio- 
nes han  levantado  de  paso  algún  monumento  para  manifestar 
(¡ue  tomaban  posesión  de  ellas,  no  se  hace  mas  caso  de  esta 
vana  ceremonia  que  do  las  bulas  ¡K)ntiíicias  de  que  vamos  a 
hablar. 

conquistándolo;  derecho  que'  todas  han  hecho  valer  a  su  vez,  i  deben 
reconocer  mutuamente.  De  este  pacto  tácito,  resultan  varias  conse- 
cuencias importantes. 

1.*  La  potencia  descubridora  o  primera  ocupante,  aun  respetando 
la  posesión  de  los  indijenas,  ejerce  una  especie  de  supremacía  o  do- 
minio directo,  reconocido  de  las  otras  naciones;  de  manera  que  a  ella 
toca  privativamente  ajustar  con  los  indíjenas  las  controversias  que 
pueden  nacer  del  conflicto  de  derechos  sobre  el  suelo;  i  si  una  tercera 
potencia  turbase  de  cualquier  modo  esta  especie  de  dominio  directo, 
semejante  acto  se  miraria  como  una  agresión  hostil,  que  podría  repui- 
sarse  con  las  armas. 

2.*  En  virtud  de  este  dominio  directo,  la  potencia  descubridora  o 
primera  ocupante  tiene  la  facultad  de  dar  o  vender  el  suelo  mientras 
se  halla  todavía  en  poder  de  las  tribus  nativas;  confíriendo  a  los  com- 
pradores o  donatarios,  no  un  titulo  absoluto,  sino  sujeto  al  derecho  de 
posesión  de  estas  tribus. 

3.^^  Las  naciones  pueden  trasmitirse  unas  a  otras  este  dominio  di- 
recto por  tratados.  Así  lo  hizo  la  Francia  a  la  Gran  Bretaña  en  el  de 
Utrocht,  de  1713,  cediéndole  toda  la  Acadia  o  Nueva  Escocia,  grran 
parte  de  la  cual  estaba  en  poder  de  las  tribus  indíjenas.  Así  16  hicieron 
la  Francia  a  la  Gran  Bretaña  i  la  Gran  Bretaña  a  la  Francia  en  el  tra- 
tado de  1763,  estipulando  que  el  deslinde  de  los  territorios  de  las  dos 
naciones  en  la  América  Septentrional  sería  una  línea  que  desde  las 
fuentes  del  Misisipi  corriese  por  medio  de  aquel  rio  i  de  los  lagos  de 
Maurepas  i  Pontchartrain  hasta  el  mar.  Por  esto  tratado,  cedió  la 
Francia  todo  el  país  al  este  del  Misisipi,  aunque  los  indios  ocupaban 
en  él  una  vasta  i  preciosa  porción;  i  la  Gran  Bretaña  cedió  por  su  par- 
te todas  sus  pretensiones  ai  país  del  oeste;  en  que  no  poseía  una  pul- 
gnda  de  tierra.  En  el  mismo  sentido  i  por  este  mismo  tratado,  cedió 
la  España  a  la  Gran  Bretaña  la  Florida,  i  todas  las  tierras  al  sudeste 
de  aquel  rio,  mucha  parte  de  las  cuales  estaba  en  posesión  de  los  indios. 
La  Francia  cedió  después  la  Luisiana  a  la  España,  i  la  España  la  re- 
trocedió al  cabo  de  al^un  tiempo  a  la  Francia,  que  la  vendió  por  fin  a 
los  Estados  Unidos,  aunque  habitada  de  numerosas  tribus  de  natura- 
Ios,  que  vivian  en  salvaje  independencia.  De  la  misma  especie,  han  sido 
las  trasmisiones  de  dominio  por  la  Gran  Bretaña  i  la  España  a  los  Es- 
Uulos  Unidos  en  aquel  continente. 

4.»    El  derecho  que  los  indios  pueden  conferir  a  otros  por  venta. 
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El  papa  Nicolás  V,  por  su  bula  de  1454^  concedió  a  la  corona 
de  Portugal  el  imperio  de  Guinea  i  la  facultad  de  subyugar 
todos  los  países  bárbaros  contenidos  en  él,  prohibiendo  a  las 
demás  naciones  el  acceso.  Por  otra  bula  de  1493,  el  papa  Ale- 
jandro VI  dio  a  la  corona  de  Castilla  todas  las  tierras  descu- 
biertas o  que  en  adelante  se  descubriesen  al  oeste  i  sur  de 
las  Azores,  tirada  una  linea  de  polo  a  polo  a  cien  leguas  del 
oeste  de  aquellas  islas.  Poro  estas  concesiones  pontiñcias,  lo 
mismo  que  las  convenciones  que  sobre  este  asunto  intervinie* 
ron  entre  las  iK>testades  seculares,  no  fueron  respetadas  por  la 
Gran  Bretaña,  ni  por  la  Francia  i  la  Holanda;  i  en  el  dia,  las 
referidas  bulas  son  letra  muerta,  a  no  ser  en  las  cuestiones  do 
límites  entre  Portugal  i  la  España.* 

Se  pregunta  si  una  nación  puede  ocupar  lejitimamente  al- 
guna parto  de  un  vasto  espacio  de  tierra,  en  que  solo  se  en- 
cuentran tribus  errantes  que  por  su  escaso  número  no  bastan 
a  poblarlo.  La  vaga  habitación  do  estas  tribus  no  puede  pasar 
por  una  verdadera  i  lejitima  posesión,  ni  por  un  uso  justo  i 
razonable  que  los  domas  hombres  estén  obligados  a  respetar. 
]uas  naciones  de  Europa,  cuyo  suelo  rebosaba  de  habitantes, 
encontraron  extendidas  rej iones  de  que  los  indíjenas  no  tenian 
necesidad,  ni  hacian  uso  alguno,  sino  de  tarde  en  tarde.  Éra- 
les, pues,  lícito  ocuparlas  i  fundar  colonias,  dejando  a  aquéllos 
lo  necesario  para  su  cómoda  subsistencia.  Si  cada  nación  hu- 
biese querido  atribuirse  desde  su  principio  un  territorio  inmen- 
so para  vivir  do  la  caza,  la  pesca  i  frutas  silvestres,  nuestro 
globo  no  hubiera  sido  capaz  de  alimentar  la  centésima  parte 
de  los  habitantes  que  hoi  lo  pueblan. 


donación  o  cualquier  otro  título,  no  menoscaba  de  ningún  modo  el 
dominio  directo  de  la  nación  descubridora  o  primera  ocupante;  i  el 
efecto  de  semejante  titulo,  por  lo  tocante  a  la  propiedad  de  la  tierra, 
fie  reduce  a  incorporar  al  comprador  o  donatario  en  la  nación  o  tribu 
que  se  lo  ha  conferido.  (Véase  el  interesante  discurso  del  juez  Mar- 
shall  en  la  corte  suprema  de  los  Estados  Unidos:  Whealon's  Reports 
VIH,  pajinas  513  i  siguientes.) 

*  Phillíraore,  Comentarios,  tomo  I,  pajinas  245  i  siguientes. 
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LfiK  trilju.s  pastorales  que  viven  errantes  dentro  de  ciertos 
límites  sin  haberse  repartido  la  tierra  entre  sí,  llevando  de  un 
paraje  a  otro  sus  movibles  aduares,  según  sus  necesidades  i 
las  de  sus  ganados,  la  poseen  verdaderamente,  i  no  pueden  ser 
despojadas  de  ella  con  justicia.*  Pero  hai  (alguna  afinidad  en- 
tre este  caso  i  el  precedente,  i  sería  difícil  fijar  los  caracteres 
precisos  que  distinguen  la  posesión  verdadera  de  la  que  no  lo 
es,  i  el  uso  racional  i  justo  del  que  tiene  un  carácter  diverso.** 

Establecido  el  derecho  de  un  estado  par  ocupación  i  posesión 
real,  se  preguntará:  ¿a  qué  porción  de  territorio  se  extiende  el 
derecho  de  propiedad,  mas  allá  de  aquel  que  ha  sido  efectiva- 
mente habitado  o  de  alguna  manera  utilizado?  Respecto  de  un 
continente  ,  el  derecho  de  dominio  se  extendería  desde  la  costa 
hacia  el  interior,  comprendiendo  todo  el  país  que  necesitase  de 
la  costa  para  su  navegación  i  comercio. 

Los  Estados  Unidos  de  América  en  sus  negociaciones  con  la 
Inglaterra,  relativas  a  los  límites  del  Oregon,  sentaban  que  la 
nación  descubridora,  por  el  hecho  de  entrar  ptir  la  boca  del 
principal  rio  del  país  descubierto,  tenia  derecho  para  mirar 
como  suyo  todo  el  espacio  interior  atravesado  por  dicho  rio  i 
por  todos  los  que  vierten  sus  aguas  en  él.  Pero  la  Gran  Breta- 
íia  rechazó  enérjicamonte  este  principio,  alegando  que  el  mero 
descubrimiento  no  confería  semejante  derecho.  En  las  nego- 


*  Vattol,  libro  II,  capítulo  7,  §  «7. 

**  La  doctrina  de  Schinalz  sobre  este  punto  es  aloro  diferente  de  la 
deVattel.  •  La  propiedad  délas  tierras  se  adquiéreselo  por  el  cultivo, 
porque  olla  debe  ser  la  recompensa  del  trabajo,  no  la  presa  de  la  fuer- 
za. De  aquí  es  que  el  mero  acto  de  tom.nr  posesión  no  da  ni  propiedad 
real  ni  derecho  ali^uno  que  se  extienda  a  mas  de  lo  que  dure  la  ocu- 
pación. Un  estado  europeo  no  puede,  pues,  verdaderamenter  adquirir 
nada  en  las  rejiones  desiertas  de  las  otras  partes  del  mundo,  aino  por 
los  trabajos  agrícolas  de  sus  colonos,  que,  rasjjando  con  el  arado  terre- 
nos incultos,  avasallan  de  esto  modo  la  tierra  a  la  soberanía  de  su 
madre  patria.  Mas  ¿hasta  qué  punto  es  permitido  usar  de  este  derecho 
contra  los  indíjenas?  Donde  quiera  que  el  cazador  salvaje  o  el  pastor 
nómade  lleva  una  vida  errante,  la  tierra  carece  de  dueño,  i  nada  pro- 
hibe su  cultivo  al  colono  industrioso.  ¿A  qué  título  se  arrogarían  las 
hordas  nativas  el  dominio  do  un  suelo  que  no  han  querido  marcar  con 
el  trabajo?  Droit  des  Gens  Eurnpéen,  libro  IV,  capitulo  L» 
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elaciones  entre  la  España  i  loa  Estados  Unidas  de  América 
sobre  el  límite  occidental  de  Luisiana,  se  alegó  por  parte  de 
éstoSy  que,  cuando  una  nación  europea  toma  posesión  de  cual- 
quier espacio  de  costa,  se  entiende  que  la  posesión  abraza  todo 
el  interior  hasta  la  fuente  de  los  rios  que  desembocan  en  ella, 
con  sus  tributarios  i  todo  el  país  que  recorren;  que  la  natura- 
leza parece  haber  destinado  el  territorio  así  descrito  para  una 
misma  sociedad  i  haber  enlazado  sus  diferentes  partes  por  los 
vincules  de  un  ínteres  común,  separtindolas  de  otros  territorios; 
i  que  de  lo  contrario  los  derechos  del  descubridor  i  poseedor 
de  un  país  nuevo  quedarían  reducidos  al  breve  espacio  que 
ocupaban  sus  tropas  o  sus  pobladores;  doctrina  que  ha  sido 
totalmente  rechazada  por  cuantas  potencias  han  hecho  descu- 
brimientos i  adquirido  posesiones  en  América.*  Después  de 
todo,  no  puede  decirse  que  sobre  esta  materia  haya  reglas  fijas 
sancionadas  por  el  consentimiento  jeneral. 

G 

Pasemos  a  la  prescripción.**  Los  escritores  de  derecho  dis- 
tinguen dos  especies:  la  usucapión  i  la  prescripción  propia- 
mente dicha.  La  primera  es  la  adquisición  de  dominio^  fundada 
en  una  larga  posesión,  no  interrumpida  ni  disputada,  e  según 
Wolfio,  la  adquisición  de  dominio  fundada  en  un  abandono 
presunto.  La  del  derecho  romano  exije  una  posesión  de  cierto 
número  de  años,  prefijado  por  las  leyes,  mientras  que  en  la 
del  derecho  de  jentes  el  tiempo  es  indeterminado. 

La  prescripción  propiamente  dicha  es  la  exclusión  de  un 
derecho,  fundada  en  el  largo  intervalo  de  tiempo,  durante 
el  cual  ha  dejado  de  usarse,  o  según  la  definición  de  Wolfio, 
la  pérdida  de  un  derecho  en  virtud  de  un  consentimiento  pre- 
sunto. 

La  usucapión  es  relativa  a  la  persona  que  adquiere,  la  cual, 
mediante  ella,  se  convierte  en  dueño  lejítimo  de  lo  que  ha  po- 

*  Phillimore,  Comentarios,  tomo  I,  pajinas  250  i  siguientes. 
**  Lo  que  sigue  so  ha  tomado  principalmente  do  Valtel,   libro  II, 
capítulo  1 1 . 
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seído  largo  tiempo;  la  prescripción  propiamente  dicha  es  rela- 
tiva a  un  derecho  que  por  no  haberse  ejercido  largo  tiempo  se 
extingue.  Usucapimos  el  dominio:  los  derechos  i  acciones 
prescriben. 

Gomo  la  palabra  usucapión  es  de  uso  raro  en  las  lenguas 
modernas,  si  no  es  en  el  estilo  del  furo,  se  acostumbra  emplear 
el  término  prescripción  todas  las  veces  que  no  hai  necesidad 
do  señalar  particularmente  la  primera  especie. 

La  prescripción  es  aun  mas  importante  i  necesaria  entre  las 
naciones  que  entre  los  individuos,  como  que  las  desavenencias 
de  aquéllas  tienen  resultados  harto  mas  graves,  acarreando 
muchas  veces  la  guerra.  Exíjen  la  paz  i  la  dicha  del  jénero 
humano,  aun  mas  imperiosamente  que  en  el  caso  de  los  parti- 
culares, que  no  se  turbe  la  posesión  de  los  soberanos  sino  con 
los  mas  caliíicados  motivos,  i  que  después  de  cierto  número  de 
años  se  mire  como  justa  i  sagrada.  Sí  fuese  permitido  rastrear 
siempre  el  oríjen  do  la  posesión,  pocos  derechos  habría  que  no 
pudiesen  disputarse.  Se  engañan,  pues,  los  que  creen  que  la 
prescripción  no  tiene  fundamento  alguno  en  la  justicia  natural; 
ellos  confunden  el  derecho  que  incontestablemente  emana  de 
la  razón  como  necesario  para  la  seguridad  en  el  goce  de  los 
bienes,  con  las  formas  i  requisitos  a  que  las  leyes  civiles  han 
determinado  sujetarlo. 

La  prescripción  puede  ser  mas  o  menos  larga,  que  se  llama 
ordinaria,  i  puede  sor  también  inmemorial.  Aquélla  requiere 
tres  cosas:  la  duración  no  interrumpida  de  cierto  número  de 
años;  la  buena  fe  del  poseedor,  i  que  el  propietario  se  haya 
descuidado  realmente  en  hacer  valer  su  derecho. 

Por  lo  que  toca  al  número  do  años,  una  vez  que  el  derecho 
convencional  lo  ha  dejado  por  determinar,  las  circunstancias 
que  prestan  motivo  para  presumir  en  el  supuesto  propietario  de 
un  antiguo  derecho,  un  verdadero  abandono,  aunque  no  posi- 
tivamente expresado,  harán  talvez  mas  fuerza  que  el  mero 
trascurso  del  tiempo.  Los  ejemplares  ocurridos  podrán  también 
servir  de  norma;  i  sobre  todo,  a  nadie  debe  ser  permitido  re- 
cusar la  regla  que  él  mismo  haya  adoptado  en  sus  controver- 
sias con  otros. 
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Si  el  poseedor  llega  a  d«iíciibrir  que  el  verdadero  propietario 
no  es  él,  sino  otro,  está  obligado  en  conciencia  a  la  restitución 
de  todo  aquello  en  que  la  posesión  le  haya  heclio  mas  rico. 
Pero  en  el  derecho  internacional  no  puede  oponérsele  la  ex- 
cepción de  mala  fe,  si  no  es  en  los  casos  de  evidencia  palpable: 
en  los  otros  se  supone  siempre  que  la  nación  ha  poseído  de 
buena  fe. 

En  orden  al  descuido  del  propietario,  son  necesarias  tres 
condiciones:  primera,  que  no  haya  habido  ignorancia  inven- 
cible de  su  parte,  o  de  parte  de  aquéllos  de  quienes  so  deriva 
su  derecho;  segunda,  que  haya  guardado  silencio;  i  tercera, 
que  no  pueda  justificar  este  silencio  con  razones  plausibles, 
como  la  opresión  o  el  fundado  temor  de  un  mal  grave. 

La  prescripción  inmemorial  da  al  poseedor  un  título  incon- 
trovertible.* 

Es  preciso  no  confundir  la  prescripción  internacional  con  la 


*  Martens  (Précis,  libro  II,  capítulo  4)  opina  que  la  prescripción  no 
debe  ser  considerada  como  una  fuente  del  derecho  de  jentes;  que  por 
ella  ni  pueden  adquirirne  derechoR  ni  perderne;  que  ni  el  derecho  uni- 
versal la  reconoce,  ni  el  positivo  la  ha  introducido;  que  a  la  verdad 
los  potencias  la  alegan  amcnudo,  i  fle  precaven  de  bus  efectos  hacien- 
do protestas  para  la  conservación  de  sus  derechos,  con  lo  que  parecen 
suponer  la  obligación  de  romper  el  silencio  cuando  se  les  usurpa  lo 
que  no  tienen  ánimo  de  abandonar:  pero  que  su  lenopuaje  sobre  esto 
punto  ha  sido  mui  vario  i  contradictorio;  i  que,  como  ningún  tratado 
ni  costumbre  han  fijado  el  tiempo  necesario  para  la  prescripción,  nada 
se  ganaría  con  admitirla  en  teoría. 

Estas  razónos  no  parecen  concluyentos.  i.*  La  ciencia  i  paciencia 
del  dueño  que  no  carece  de  libertad  para  reclamar  sus    derechos, 
ofrecen  una  presunción    vehemente  de  que  los  abandona.     2.<»  .La 
prescripción  es  necesaria  para  lases^uridad  do  las  antiguas  posesiones; 
¿qué  derecho  habría  se^^uro  si  fuese  forzoso  rastrear  su  oríjen  en  la 
oHcorídad  de  los  tiempos?    Lo  que  es  indispensable  para  la  tranquili- 
dad de  los  propietarios  i  la  paz  del  jénero  humano,  es  de  derecho 
universal.  3.^  El  uso  de  las  protestas  es  un  reconocimiento  formal 
de  la  prescripción;  de  ellas  se  infiere  lejitimamcnte  que  el  silencio  da 
un  motivo  fundado  para  presumir  abandono;  i  el  lenguaje  contradic- 
torío  de  las  potencias  no  prueba  mtis  en  esta  materia  que  en  muchísi- 
mas otras;  nunca  faltan  al  interés  alegaciones  especiosas  para  paliar 
la  injusticia.    4.<'   La  indeterminación   del   tiempo  es    un  inconve- 


58  DKUEOHO    INTUKNACIONAL 


civil  quo  puede  alegarse  en  pro  o  en  contra  de  los  particulares. 
Así  la  acción  de  un  extranjero  a  (¡uien  se  le  debiese  alc^o  en 
virtud  de  un  contrato  o  de  una  injuria  i  que  intentase  su  re- 
clamo ante  un  tribunal  de  la  naciun,  estaria  sujeta  a  las  refluías 
de  la  prescripción  civil,  según  las  leyes  de  ésta,  aun  cuando  el 
reclamo  se  dirijiese  contra  la  nación  o  el  soberano. 


Pero*  los  derechos  de  propiedad  de  quo  están  revestidos  tanto 
la  nación  en  cuerpo  como  los  individuos  que  la  componen,  no 
han  extinguido  de  todo  punto  en  los  domas  individuos  i  pue- 
blos la  facultad  de  servirse  de  los  objetos  apropiados  por  otros. 
Esta  facultad,  resto  de  la  comunión  primitiva,  subsiste  o  revi- 
ve en  dos  casos:  en  el  uno  es  el  derecho  de  necesidad,  i  en  el 
otro  el  derecho  de  uso  inocente. 

El  primero  es  aquel  que  la  necesidad  sola  nos  da  para  cier- 
tos actos  que  de  otro  modo  serian  ilícitos,  i  sin  los  cuales  no 
podemos  cumplir  una  obligación  indispensable,  verbigracia, 
la  de  conservarnos.  Es  preciso,  pues,  para  que  este  derecho 
tenga  cabida,  que  so  verifiquen  dos  condiciones:  es  a  saber, 
que  la  obligación  sea  verdaderamente  indispensable,  i  quo  solo 
por  el  acto  de  que  se  trata  no  sea  posible  cumplirla.  Si,  por 
ejemplo,  una  nación  carece  absolutamente  de  víveres,  puede 
obligar  a  sus  vecinos,  que  los  tienen  sobrantes,  a  que  le  cedan 
una  parte  de  los  suyos  por  su  justo  precio,  i  aun  arrebatárselos 
por  fuerza,  si  rehusan  vendérselos.  I  no  solo  reside  este  de- 
recho en  el  cuerpo  de  la  nación  o  en  el  soberano,  sino  en  los 
particulares.  Los  marineros  arrojados  por  nna  tempestad  a  una 
playa  extranjera,  lo  tendrían  para  obtener  a  viva  fuerza  los 
medios  indispensables  de  subsistencia,  si  se  los  rehusasen  los 
habitantes. 


niente;  pero  el  derecho  universal  es  indeterminado  i  vago  de  suyo;  i 
mientras  el  derecho  positivo  no  lo  fija,  la  razón,  atendiendo  a  las  cir- 
cunstancias de  cada  caso,  lo  interpreta  i  lo  aplica.  (Véase  Whcaton, 
parte  II,  capítulo  \,  §  4.) 

*  Vattel,  libro  II,  capitulo  9. 
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Una  necesidad  igual  de  parte  de  la  nación  a  quien  se  deman- 
da el  socorro,  invalida  el  derecho  del  demandante. 

El  demandante  (¡ueda  obligado  a  satisfacer,  cuantío  le  sea 
poBÍble,  el  justo  precio  del  socorro  obtenido  de  grado  o  por 
fuerza.* 

Utilidad  o  uso  inocente  es  el  que  no  produce  perjuicio  ni 
incomodidad  a  los  demás  hombres  i  particularmente  al  dueño 
de  la  cosa  útil.  Derecho  de  utilidad  ¡nocente  es  el  (jue  tenemos 
para  que  se  nos  conceda  este  uso. 

Este  derecho  no  es  jierfecto,  como  lo  es  el  de  news¡da<l, 
pues  al  dueño  de  la  cosa  es  a  quien  toca  decidir  si  el  uso  que 
se  pretende  hacer  de  ella  le  ha  de  perjudicar  o  nó.  Si  otro  que 
él  se  arrogase  la  facultad  de  juzgar  en  esta  materia  i  de  obrar 
en  consecuencia,  el  dueño  de  la  cosa  dejaría  de  serlo.  Sin  em- 
bargo, cuando  la  inocencia  del  uso  es  absolutamente  indubi- 
table, la  repulsa  es  una  injuria,  que  autoriza  a  la  nación  ofen- 
dida para  hacerse  justicia,  apelando  a  las  armas. 

Si  por  las  leyes  o  la  costumbre  de  un  estado  se  permiten 
jeneralmente  ciertos  actos  a  los  extranjeros,  como,  por  ejem- 
plo, transitar  libremente  por  el  j)aís,  comprar  o  vender  ciertas 
mercaderías,  cazar  o  pescar,  no  so  puedo  excluir  de  esto  per- 
miso a  un  pueblo  particular  sin  hacerle  injuria,  porque  eso 
sería  negarle  lo  que,  por  el  hecho  de  concederse  indiferente- 
mente a  todos,  es  aun,  en  nuestro  propio  juicio,  una  utilidad 


*    Contra  esta  doctrina  de  Vattel  nobre  el  dorecho  de  necesidad, 
merece  leerse  Hautefeuillo  (Derechos  de  los  neutrales,  tomo  II,  pa- 
jinas 34  i  siguientes)  que  la  impugna  vigorosamente.    Los  principales 
argumentos  pueden  resumirse  en  breves  palabras:  ¿Cuándo  hai  verda- 
dera necTesidnd?  i  ¿quién  será  el  juez  que  la  califíque?  Ninguno  de  los 
dos  contendientes  querria  someterse  al  juicio  del  otro.  El  derecho, 
pues,  no  existiría  sino  para  los  fuertes,  i  nunca  para  los  verdadera- 
mente necesitados.  I  ¿cuáles  serian  los  límites  do  este  derecho?  Los 
que  qiií.siesc  o  pudiese  darle  la  fuerza.  En  cuanto  a  la  indemnización, 
¿qué  ejemplos  hemos  visto  de  ella?    Es  verdad  que  los  ataques  do 
Hautefeuille  se  dirijen  todos  al  uso  de  semejante  derecho  por  los  bcli- 
j^rantes,  contra  las  naciones  amigas  en  las  guerras  marítimas,  que  es 
donde  se  han  visto  sus  mas  reprensibles  abusos. 
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inocente.  Para  que  una  exclusión  particular  de  esta  especie  no 
se  mirase  como  una  injuria,  sería  necesario  que  se  apoyase  en 
algún  motivo  plausible,  como  el  de  una  justa  retorsión  o  el  de 
la  seguridad  del  estado. 


■  -  .—1  V  -r.' 


CAPÍTULO  IIÍ 

Del  Territorio 

1.  "Partes  del  territorio. — 2.  Límites  i  accesiones  tcrritorialofl. — 3.  In- 
violabilidad del  territorio. — A,  Servidumbre. — 5.  Tránsito  por  aguas 
ajenas. 

1 

El  tein'Uorio  de  una  nación  es  toda  aquella  parle  de  la  su- 
pcrfície  del  globo,  de  que  ella  es  dueño,  i  a  que  se  extiende  su 
soberanía. 

El  territorio  comprendo,  en  primer  lugar,  el  suelo  que  la 
nación  habita,  i  de  que  dispone  a  su  arbitrio  para  el  uso  desús 
individuos  i  del  estado. 

Eñ  segundo  lugar,  comprende  los  rios,  lagos  i  mares  inte- 
riores.  Si  un  rio  atraviesa  diferentes  naciones,  cada  una  es 
dueño  de  la  parte  que  baña  sus  tierras.  Las  ensenadas  i  peque* 
ñii3  golfos  de  los  rios,  lagos  i  mares  que  limitan  su  suelo,  lo 
pertenecen  igualmente.  Los  estrechos  de  poca  anchura,  como 
el  de  los  Dardanélos,  i  los  grandes  golfos  que,  como  el  de  De- 
laMrare  en  los  Estados  Unidos  de  América,  comunican  con  el 
resto  del  mar  por  un  canal  angosto,  pertenecen  asimismo  a  la 
nación  que  posee  la  tierras  contiguas.* 

El  territorio  comprende,  en  tercer  lugar,   los  rios,  lagos  i 
mnreH  contí^^uos  hasta  cierta  distancia.  Para  la  determinación 
de  esta  distancia,  por  lo  que  toca  a  los  ríos,  hé  aquí  las  reglas 
que  deben  tenerse  presentes: 

*  Kont,  Coincnlnrios,  parto  1,  lección  2. 
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!.■  El  pueblo  que  primero  se  ha  establecido  a  la  orilla  de  un 
rio  do  pequeña  o  mediana  anchura,  se  entiende  haber  ocupado 
toda  aquella  parto  del  rio,  que  limita  su  suelo,  i  su  dominio 
alcanza  hasta  la  orilla  opuesta;  porque,  siendo  tal  el  rio,  que 
8u  uso  no  hubiera  podido  servir  cómodamente  a  mas  de  un 
pueblo,  su  posesión  sería  demasiado  importante,  para  que  no 
se  presuma  que  la  nación  lia  querido  reservársela. 

2.*  Esta  presunción  tiene  doblo  fuerza,  si  la  nación  ha 
hecho  uso  del  rio,  verbigracia,  para  la  navegación  o  la  pesca. 

3.*  Si  este  rio  separa  dos  naciones,  i  ninguna  de  las  dos  pue- 
de probar  prioridad  de  establecimiento,  la  dominación  de  una 
i  otra  se  extiende  hasta  el  medio  del  rio. 

4.*  Si  el  rio  es  caudaloso,  cada  una  de  las  naciones  conti- 
guas tiene  el  dominio  de  la  mitad  del  ancho  del  rio  sobre  toda 
la  ribera  que  ocupa. 

5."  Ninguna  de  estas  reglas  debe  prevalecer,  ni  contra  los 
pactos  expresos,  ni  contra  la  larga  i  pacífica  posesión  que  un 
estado  tenga  de  ejercer  exclusivamente  actos  de  soberanía 
sobre  toda  la  anchura  del  rio  que  lo  sirve  de  límite.* 

Esto  mismo  se  aplica  a  los  lagos.  Así,  de  la  prioridad  do 
establecimiento  a  la  orilla  de  un  lago  pequeño  o  mediocre,  se 
presume  ocupación  i  dominio,  mayormente  si  se  ha  hecho  uso 
de  sus  aguas  para  la  navegación  o  la  pesca;  i  si  no  puede 
probarse  prioridad  de  establecimiento,  o  si  el  lago  es  do  una 
grande  extensión,  lo  mas  natural  es  considerar  a  cada  pueblo 
como  señor  do  una  parte  proporcionada  a  la  lonjitud  do  la 
orilla  que  ocupa;  salvo  que  el  lago  sea  de  una  extensión  tal 
que  pueda  considerarse  como  un  mar  interior  perteneciente  a 
los  dos  o  mas  estados  riberanos,  debiendo  sujetarse,  por  con- 
siguiente, respecto  de  éstos  a  las  mismas  condiciones  que  el 
océano  respecto  de  todos  los  pueblos  de  la  tierra.  Pero  estas 
reglas  deben  siempre  subordinarse  a  la  antigua  i  tranquila  po- 
sesión i  a  los  pactos. 

En  cuanto  al  mar,  he  aqui  una  regla  que  está  joneralmente 
admitida:  cada  nación  tiene  derecho  para  considerar  como  per- 

*  Vattel,  libro  I,  capítulo  2?,  §  266.     ■ 
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tenecientc  a  su  territorio  i  sujeto  a  su  jurisrliccíon  el  mar  que 
baña  sus  costas,  ha.sta  cierta  distancia,  quo  se  estima  por  el 
alcance  del  tiro  de  canon,  o  una  le^ua  marina.* 

Ademas  (le  las  bahías,  íi^olfos,  estrechos,  comprondítlos  entro 
costas  i  promontorios  que  pertenecen  al  estado,  varias  nacio- 
nes se  han  atribuido  jurisdicción  i  dominio  sobre  cif^rtas  por- 
ciones del  mar,  a  título  de  posesión  inmemorial.  Tal  ora  la 
soberanía  de  la  república  de  Vcnecia  sobre  el  Adriático.  La 
supremacía  que  ha  reclamado  la  Gran  Bretaña  sobre  los  estre- 
chos contiguos  (the  natTOW  seas)  se  ha  reducido  a  exijír  que 
se  hagan  en  ellos  ciertos  honores  al  pabellón,  los  cuales  se  le 
han  concedido  o  rehusado,  según  las  circunstancias,  i  nunca 
han  sido  reconocidos  por  una  aquiescencia  jeneral. 

Mientras  las  costas  del   Euxino  fueron  poseídas  exclusiva- 
mente por  la  Turquía,  se  pudo  mirar  aquel  mar  como  cerrado 


*  Aunque  el  c^nq^roso  de  los  E.stadoFr  Unidos  do  América  ha  reco- 
nocido esta  limitación  aulorizando  a  sus  tribunales  a  tomar  conorí- 
miento  de  las  prosas  que  se  hiciesen  a  menor  distancia  de  la  costa, 
algunos  ministros    i  jurisconsultos  americanos    han  sostenido  quo 
aquellos  estados  podrian  iejítimamento  extender  su  imperio  mas  alht 
del  tiro  de  cañón,  abrazando  toda  la  porción  do  ascuas  que  corre  entro 
ciertos  promontorios  algo  distantes  como  el  cabo  Ann  i  el  cabo  Cod, 
entre  Nantucket  i  la  punta  do  Montauck,   en  I  re  ósta  i  el  Delaware,  i 
entre  el  cabo  Sur  de  la  Florida  i  el  Misisipi.    (Kent.   Comantariofi, 
parte  I,  lección  2;  Wheaton,  Elementos,  parte  I,  capítulo  4,  §  7).  La 
Gran  Bretaña  reconoce  el  mismo  principio  (Wheaton,  ibídcm.) 

Martens  sienta  que  en  muchos  tratados  se  reconoce  el  dominio  hasta 
la  distancia  de  ívch  leq^uas  de  la  costa.  [Précis,  libro  2,  capítulo  {.•, 
%  40).  ScíTun  Schmalz,  ninj^una  potencia  ha  extendido  el  ejercicio  de 
los  derechos  de  soberanía  a  mas  distancia  quo  la  do  tres  leív'tias  mari- 
nas, concedida  por  la  costumbre.  (Libro  4,  capítulo  1.»  i  libro  5,  capí- 
tulo ?). 

Last  palabras  a  una  legua  marina  de  la  costa  en  el  acta  del  concfre- 
so,  s¡í?niíican,  según  la  interpretación  de  los  juzgados  americanos,  a 
una  leg-ua  marina  desde  la  línea  de  bajamar,  i  no  desde  los  arrecifes 
o  bancos,  separados  de  la  costa.  (Elliot,  Diplomatique  Code,  Rofer, 
n?ímeros  286  i  611).  Sir  William  Scott,  en  el  caso  do  la  .4nní?  (Robin- 
son's.  Rpporís,  libro  V,  pajina  3S5).  mira  como  partes  de  la  tierra  lo» 
islotes  aunque  desiertos,  a  la  embocadura  de  los  rios,  i  croe  que  debo 
co:)í¿irse  desde  ellos  ol  mar  territorial. 
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(mare  clausum)  i  la  Puerta  Otomana  tuvo  derecho  para  pro- 
hibir su  navegación  i  la  de  los  estrechos  por  donde  comunica 
con  el  Mediterráneo;  pero,  después  de  las  adquisiciones  de  la 
Rusia  en  aquellas  costas,  el  imperio  ruso  i  las  demás  potencias 
maritimas  navegan  libremente  el  Mar  Negro,  i  sus  naves 
mercantes  pasan  sin  estorbo  los  Dardanélos  i  el  Bosforo;  dere- 
cho que  les  fué  expresamente  reconocido  en  el  tratado  de  Adria- 
nópoli,  celebrado  en  1829  éntrela  Rusia  i  la  Puerta. 

Los  publicistas  daneses  alegan  posesión  inmemorial  a  favor 
do  la  supremacía  de  Dinamarca  sobre  la  Sonda  i  los  canales 
entre  el  Báltico  ¡  el  océano.  En  virtud  de  esta  posesión,  reco- 
nocida por  varios  tratados,  cobra  la  Dinamarca  un  impuesto  a 
las  naves  que  transitan  por  aquellas  aguas«  Hai  naciones  pri- 
vilejiadas  que  solo  pagan  los  derechos  que  se  íijaron  en  el  tra« 
tado  de  1645  entre  Dinamarca  i  Holanda;  las  no  privilejiadas 
se  sujetan  a  una  tarifa  mas  antigua  sobre  las  mercaderías 
especifícadas  en  ella,  i  pagan  uno  i  un  cuarto  por  ciento  sobre 
todos  los  otros  artículos. 

El  Báltico  se  ha  considerado  por  las  potencias  marítimas  de 
sus  costas  como  un  mar  cerrado  para  otras  naciones  relati- 
vamente al  derecho  de  la  guerra,  de  manera  que,  mientras 
están  en  paz  las  potencias  del  Báltico,  no  es  lícito,  según 
ellas,  a  ningún  belíjerante  cometer  hostilidades  en  sus  aguas. 
La  Inglaterra  ha  declarado  que  no  reconoce  semejante  prin- 
cipio. 

Alejandro,  emperador  de  Rusia,  por  el  líkasede  4  (16  nuevo 
estilo)  de  noviembre  de  1821,  se  atribuyó  el  dominio  exclusivo 
de  toda  la  costa  norueste  de  América,  desde  el  estrecho  de 
Behring  hasta  el  grado  51  de  latitud  norte,  de  las  islas  Aleu- 
tias  sobre  la  costa  oriental  de  Siberia,  i  de  las  islas  Kuriles 
desde  el  mismo  estrecho  hasta  el  cabo  del  Sur,  en  la  isla  de 
Ooroop,  a  los  45  grados  i  51  minutos  de  latitud  norte;  vedando 
a  todas  las  demás  naciones  la  navegación  i  pesca  en  las  islas, 
golfos  i  puertos  dentro  de  estos  límites,  i  prohibiendo  que  las 
naves  extranjeras  se  acercasen  a  los  establecimientos  rusos  allí 
situados,  a  menor  distancia  que  la  de  cien  millas  italianas,  so 
pena  de  confíscacion  de  la  carga.  Alegaba  la  Rusia  tres  títulos: 
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el  de  descubrimiento,  el  de  ocupación  primitiva,  i  el  do  pacífi- 
ca i  no  disputada  posesión  por  mas  de  medio  siglo;  añadiendo 
que  estas  aguas  formaban  un  verdadero   mar  cerrado,  i  que 
sin  embargo  se  limitaba  a  prohibir  por  aquella  disposición  el 
contrabando.  Varias  potencias  reclamaron;  i  por  una  conven- 
ción de  5  (17)  de  abril  con  los  Estados  Unidos  se  estipuló  que 
serían  libres  la  navegación  i  pesca  en  todos  los  puntos  no 
ocupados;  que  los  Estados  Unidos  no  formarían  establecimien- 
tos sobre  las  costas  e  islas  adyacentes  al  norte  de  los  54  grados 
40  ;.*:*iutos  de  latitud,  ni  la  Rusia  al  sur  del  mismo  paralelo; 
i  que  no  se  haria  comercio  con  los  naturales  en  licores,  armsui 
i  municiones  de  guerra.* 

A  la  verdad,  puede  suceder  que  ciertas  porciones  del  mar 
sean  propiedad  peculiar  de  ciertos  estados;  mas,  para  desvane- 
cerla presunción  jeneral  a  favor  del  uso  común,  sería  menester 
que  el  que  se  atribuye  este  dominio  exclusivo,  estableciese 
sus  títulos  de  un  modo  claro  i  satisfactorio,  probando  el  reco- 
ncx^imiento  expreso  o  la  aquiescencia  de  otras  naciones,  verbi- 
gracia, por  pesquerías  de  que  éstas  hayan  sido  excluidas;  por 
el  cobro  de  impuestos  a  que  hayan  estado  sujetas;  por  el  largo 
ejercicio  de  una  jurisdicción  no  disputada;  por  presidios  o 
fortalezas  que  atestigüen  haberse  proclamado  i  sostenido  el 
derecho.** 

En  cuarto  lug<'u*,  el  territorio  de  una  nación  incluye  las  islas 
circundadas  por  sus  aguas.  Si  una  o  mas  islas  se  hallan  en 
medio  de  un  rio  o  lago  que  dos  estados  posean  por  mitad,  la 
línea  divisoria  de  las  aguas  deslindará  las  islas  o  parte  de  ollas 
que  pertenezcan  a  cada  estado^  a  menos  que  haya  pactos  o  una 
lai^  posesión  en  contrario. 

Con  respecto  a  las  islas  adyacentes  a  la  costa,  no  es  tan  es- 
tricta la  regla.  Aun  las  que  so  hallan  situadas  a  la  distancia 
de  diez  o  veinte  leguas,  deben  reputarse  dependencias  natura- 
les del    territorio  de  la  nación  que  posee  las  costas,   a  quien 


*  Wheaton,  parte  I,  capítulo  4,  §§  5  i  9. 

**  Sir  William  Scott,  en  el  caso  del  Twcc  Gcbroeders^  (Robinson's 
Rt^portSr  libro  III,  pajina  336.) 
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importa  infinitamente  man  que  a  otra  alguna  el  dominio  de 
estas  islas  para  su  seguridad  terrestre  i  marítima. 

En  quinto  lugar,  se  consideran  como  partes  del  territorio 
los  buques  nacionales  mercantes,  no  solo  mientras  flotan  sobre 
las  aguas  de  la  nación  sino  en  alta  mar;  i  los  bajeles  de  gue- 
rra pertenecientes  al  estado,  aun  cuando  navegan  o  están  sur- 
tos en  las  aguas  de  una  potencia  extranjera. 

Últimamente,  se  reputan  partes  del  territorio  de  un  estado 
las  casas  de  habitación  de  sus  ajentes  diplomáticos  residentes 
en  pais  extranjero.* 

*  Discurso  del  juez  Marshall,  en  la  cámara  de  representantes  de 
los  Estados  Unidos  (Apéndice  a  Wheaton's  Reporls,  libro  V)  Parde- 
sBus,  Droit  Commercial,  parto  VII,  tomo  6,  capitulo  4,  sección  i. 

Cuando  se  dice  que  el  buque  de  guerra  surto  en  las  aguas  de  una 
potencia  extranjera  forma  parte  del  territorio  de  la  nación  cuya  ban- 
dera lleva,  se  usa  de  una  expresión  metafórica,  con  la  cual  solamente 
se  quiere  decir  que  el  buque  de  guerra  que  entra  en  un  puerto  ami- 
^o  con  permiso  expreso  o  tácito  de  la  autoridad  local,  en  virtud  de 
este  permiso  está  exento  de  la  jurisdicción  del  soberano  en  cuyo 
territorio  se  halla.  (Caso  do  la  goleta  Echange,  en  la  corto  suprema 
de  los  Estados  Unidos,  Cranch's  Reports,  VII,  pajina  116.)  El  coman- 
dante de  un  buque  de  guerra  no  puede  menos  de  ejercer  sobre  su 
oficialidad  i  marinería  las  facultades  do  imperio  i  jurisdicción  que  se 
le  han  confiado  por  las  leyes  i  ordenanzas  del  gobierno  a  quien  sirve; 
este  es  un  deber  suyo,  i  una  necesidad  del  servicio  i  do  la  disciplina 
donde  quiera  que  se  halle;  permitiéndosele  entrar,  se  le  permite  el  ejer- 
cicio, de  estas  facultades  con  entera  independencia;  i  a  esto.es  a  lo  que 
so  extiendo,  i  esto  lo  que  sit^nifica  su  territorialidad  nacional.  Al- 
gunos han  censurado  esta  expresión  como  impropia,  i  es  innegable 
que  ella  ha  dado  motivo  a  errores  i  abusos. 

c Viendo  ejercer  (dice  Azuni,  Droit  Maritiyne,  capitulo  3,  artículo  7) 
los  derechos  de  soberanía,  hasta  el  de  imponer  la  pena  de  muerte, 
algunos  autores,  do  cuyo  número  es  Hubner,  han  pretendido  que  se 
debian  mirar  estos  buques  como  territorio  extranjero,  por  la  especiosa 
razón,  que,  si  el  paraje  ocupado  por  las  naves  de  guerra  continuase 
bajo  el  dominio  del  soberano  del  puerto,  no  sería  lícito  ejercitar  allí 
unos  actos  tan  formales  de  jurisdicción.  Pero  es  fácil  resolver  esta 
dificultad  reflexionando  que  esta  jurisdicción  so  funda  en  la  naturale- 
za del  mando  militar  que  se  ejerce  a  bordo  i  conserva  la  integridad 
de  su  fuerza  todas  las  veces  que  el  soberano  del  puerto  consiente  en 
recibii*  una  nave  de  guerra  como  tal.  Sin  esta  conservación  del  poder 


DEL  TERRITOBIO  67 


Nada  importa  mas  a  las  naciones,  para  precaver  disputas  i 
guerras^  que  fijar  con  la  mayor  exactitud  los  linderos  o  tér- 
minos de  sus  territorios  respectivos.  Estos  linderos  pueden  ser 
naturales  o  demarcados.  Los  linderos  naturales  son  los  mares, 
rios,  lagos  i  cordilleras.  Los  demarcados  son  líneas  rectas 
imajinarias,  que  se  determinan  de  cualquier  modo:  lo  mas 
común  es  señalar  sus  intersecciones  por  medio  de  columnas, 
padrones  u  otros  objetos  naturales  o  artiñciales. 

Llámanse  territorios  arcifinios  los  que  tienen  límites  natu- 
rales. Se  presume  que  es  arcifínio  el  territorio  situado  a  las 
orillas  de  un  rio  o  lago,  o  a  las  faldas  de  una  cordillera:  la  parte 
litoral  necesariamente  lo  es. 

Guando  el  territorio  es  limitado  por  aguas,  la  linea  divisoria 
qae  lo  separa  de  los  estados  vecinos  o  de  la  alta  mar,  se  deter- 
mina por  las  reglas  expuestas  en  el  artículo  precedente  Sí  el 
límite  es  una  cordillera,  la  línea  divisoria  corre  por  sobre  los 
pantos  mas  encumbrados  de  ella,  pasando  por  entre  los  ma- 
nantiales de  las  vertientes  que  descienden  al  un  lado  i  al 
otro. 

Es  propia  de  los  territorios  arcifinios  limitados  por  rios  o 
lagos  la  accesión  aluvial.  En  virtud  de  este  derecho,  les  acre- 
cen las  tierras  que  con  el  trascurso  del  tiempo  deja  a  veces 
descubiertas  el  lento  retiro  de  las  aguas. 

Cuando  un  rio  o  lago  deslinda  dos  territorios,  sea  que  perte- 
nezcan en  común  a  los  dos  estados  riberanos  fronteros,  o  que 
ésto9  lo  posean  por  mitad,  o  que  uno  de  ellos  lo  haya  ocupado 
enteramente,  los  derechos  que  tienen  ambos  sobre  este  lago  o 


militar,  sería  imposible  mantener  la  disciplina.  El  ejercicio  de  este 
poder  en  lo  interior  de  la  nave,  es  una  consecuencia  necesaria  de  la 
acojida  que  se  le  concede,  i  no  un  derecho  propio  del  comandante  de 
la  nave  i  mucho  menos  un  derecho  de  territorio.» 

La  territorialidad  de  los  buques  mercantes  ea  alta  mar,  i  la  de  las 
casas  de  los  ministros  diplomáticos,  tampoco  deben  tomarse  al  pié  de 
la  letra,  porqiiB  están  sujetas  a  varias  limitaciones,  que  daremos  a 
conocer  a  su  tiempo. 
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rio  no  sufren  mudanza  alguna  por  la  aluvión;  las  tierras  in- 
sensiblemente invadidas  por  las  aguas,  se  pierden  para  el  uno 
de  los  riberanos,  i  las  que  el  agua  abandona  en  la  ribera 
opuesta,  acrecen  al  dominio  del  otro.  Pero,  si  por  algún  acci- 
dente natural  el  agua  que  separaba  dos  estados  se  entrase  re- 
l)entinamento  en  las  tierras  de  uno  de  ellos,  pertenecoria  desde 
entonces  al  estado  cuyo  suelo  ocupase,  i  el  lecho  o  cauce  aban- 
donado no  variaría  de  dueño.* 

No  es  lícito  hacer  a  la  márjen  de  un  rio  ninguna  obra  que 
propenda  a  mudar  su  corriente  con  perjuicio  de  otro  estado. 


El  territorio  es  la  mas  inviolable  de  las  propiedades  naciona- 
les, como  que  sin  esta  inviolabilidad  las  personas  i  los  bienes 
públicos  i  particulares  correrían  peligro  a  cada  paso. 

De  dos  modos  puede  violarse  el  territorio  ajeno:  ocupándolo 
con  ánimo  de  retenerlo  i  señorearlo,  o  usando  de  él  contra  la 
voluntad  de  su  dueño  i  contra  las  reglas  del  derecho  de  jcntes. 

Los  estados  ambiciosos  suelen  valerse  de  diferentes  pretex- 
tos para  apoderarse  del  territorio  ajeno:  el  mas  ordinario  i 
especioso  es  el  de  la  seguridad  propia,  que  peligra,  según  ellos 
dicen,  si  no  toman  estos  o  aquellos  límites  naturales,  que  los 
protejan  contra  una  invasión  extranjera.  Esta  es  una  de  las 
formas  que  ha  solido  tomar  el  alegado  derecho  de  necesidad,  i 
que  no  ha  sido  una  de  las  menos  fértiles  en  usurpaciones  es- 
candalosas. Pero  conceder  a  los  estados  un  derecho  tan  indefi- 
nido, sería  lo  mismo  que  autorizarlos  para  despojarse  arbitra- 
riamente unos  a  otros;  i  en  vez  de  cimentar  la  paz,  ninguna 
regla  sería  mas  fecunda  de  discordias  i  guerras. 

Debemos  ademas  abstenernos  de  todo  uso  ilejítimo  del  to- 
rritorio  ajeno.  Por  consiguiente,  no  se  puede,  sin  hacer  injuria 
al  soberano,  entrar  a  mano  armada  en  sus  tierras,  aunque  sea 
para  perseguir  a  un  enemigo  o  para  prender  a  un  delincuente. 
Toda  nación  que  no  quisiese  dejarse  hollar,  miraría  semejante 
conducta  como  un  grave  insulto,  i  no  haría  mas  que  defender 


*  Grocio,   De  Jure  Belli  et  PaciSf  libro  II,  capitulo  3,  §§  16,  17. 
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los  derechos  de  todos  los  puoblus,  si  apelnse  a  las  armas  para 
rechazarlo  i  vengarlo.  No  nos  es  lícito,  sin  el  consentimiento 
de  una  nación  que  no  no»  ha  hecho  injuria,  ocupar,  ni  aun 
momentáneamente,  su  territorio,  sino  cuando  este  es  el  único 
medio  de  defender  el  nuestro,  amenazado  de  una  invasión  in- 
evitable i  próxima;  i  aun  entónees,  pasado  el  peligro,  estaría- 
mos obligados  a  la  restitución.*  Este  ha  sido  otro  pretexto  para 
injuriosas  demasías,  a  que  se  da  el  colorido  de  derecho  de  ne- 
cesidad. 


El  territorio  del  estado,  como  las  heredades  particulares, 
suele  hallarse  gravado  con  servidumbres  diferentes.  Las  unas 
pertenecen  al  derecho  natural;  las  otras,  al  convencional  o  con- 
suetudinario. 

Las  primeras  no  son  quizá  otra  cosa  que  modificaciones  del 
derecho  de  utilidad  inocente. 

Podemos  sentar  como  un  principio  incontestable  i  do  fre- 
cuente aplicación  a  las  cuestiones  relativas  al  uso  del  territorio 
ajeno,  que  un  inconveniente  o  perjuicio  de  poca  monta  no  nos 
autoriza  para  rehusar  un  servicio  de  que  resulta  una  grande 
i  esencial  utilidad  a  otro  pueblo,  i  que,  allanándose  ésto  a  com- 
pensarnos  completamente  aquel  perjuicio,  el  caso  se  reduciría 
a  loa  de  un  uso  de  evidente  inocencia,  cuya  denegación  podría 
ser  justa  causa  de  guerra. 

Pasemos  a  los  derechos  que  una  nación  tiene  por  pacto  o 
costumbre  sobre  las  posesiones  territoriales  de  otra,  como  el  de 
cortar  maderas  en  sus  bosques,  navegar  o  pescar  en  sus  aguas. 
En  casos  de  esta  especie,  puede  suceder  que  se  hallen  en  con- 
tradicción dos  derechos  diferentes  sobre  una  misma  cosa,  i  que 
se  dude  cuál  de  los  dos  deba  prevalecer.  Atenderemos  entonces 
a  la  naturaleza  de  los  derechos  i  a  suoríjen. 

En  cuanto  a  su  naturaleza,  el  derecho  de  que  resulta  mayor 
suma  de  bien  i  utilidad  debe  prevalecer  sobre  el  otro. 
Por  ejemplo,  si  la  nación  A  tiene,  por  concesión  de  la  nación 


•  Vattel  libro  II,  capítulo  7,  g  03. 
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B,  el  derecho  do  cortar  maderas  en  los  bosques  de  ella,  esto 
no  quita  a  B  la  facultad  de  destruirlos  para  fundar  colonias  i 
labrar  la  tierra,  porque,  si  le  fuese  necesario  conservarlos  por 
consideración  al  uso  de  A,  no  solo  sería  la  propiedad  del  estado 
B  ilusoria,  sino  que  se  sacrificaría  la  mayor  utilidad  a  la  me- 
nor. De  la  misma  suerte,  el  uso  de  la  pesca  que  tiene  M  en  las 
aguas  de  N,  no  embaraza  al  segundo  la  facultad  de  navegar 
en  ellas,  aunque  esta  navegación  haga  menos  fructuosa  su 
pesca,  porque  este  perjuicio  es  de  mucho  menos  entidad  que 
el  otro.  Pero,  si  P  tuviese  el  derecho  de  navegar  en  las  aguas 
de  Q,  no  seria  lícito  a  Q  echar  sobre  ellas  un  puente  o  calzada 
que  obstruyese  la  navegación;  pues  no  podría  ponerse  en  ba- 
lanza la  conveniencia  que  le  resultaría  de  aquella  obra,  con 
la  disminución  de  bienestar  i  de  íelicidad  que  probablemente 
ocasionaría  con  ella  a  P,  embarazando  su  navegación  i  comer- 
cio. 

Por  lo  que  toca  al  oríjen  i  constitución  de  los  derechos,  que 
es  el  punto  de  mayor  importancia,  he  aquí  las  reglas  que  pare- 
cen mas  conformes  a  la  equidad.  1."  El  derecho  mas  antiguo 
es  por  su  naturaleza  absoluto,  i  se  ejerce  en  toda  su  extensión; 
el  otro  es  condicional,  es  decir,  solo  tiene  cabida  en  cuanto  no 
perjudica  al  primero;  pues  no  ha  podido  establecerse  sino  sobre 
ese  pié,  a  menos  que  el  poseedor  del  primer  derecho  haya  con- 
sentido en  limitarlo.  2.*  Los  derechos  cedidos  por  el  propietario 
se  presumen  cedidos  sin  detrimento  de  los  demás  que  le  com- 
petan, i  en  cuanto  sean  conciliables  con  éstos,  si  no  es  que  de 
la  declaración  del  propietario,  de  los  motivos  que  éste  ha  teni* 
do  para  la  cesión,  o  de  la  naturaleza  misma  de  los  derechos, 
resulte  manifiestamente  lo  contrario.* 

5 

El  tránsito  de  las  naves  extranjeras  por  los  mares  territoria- 
les, se  mira  en  jeneral  como  un  uso  inocente,  i  las  naciones  lo 
conceden  sin  dificultad  unas  a  otras.** 


*  Vattel,  libro  I,  capítulo  22,  §  273. 

**  Chitty's,  f  ommcrcial  Law,  libro  I^  capítulo 'i. 
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Lo  mismo  es  naturalmente  aplicahlc  a  los  rios  i  lagos.  La 
diferencia  de  circunstancias,  sin  embargo,  produce  algunas 
modiricaciones  importantes  con  respecto  a  los  rios,  en  los  cua- 
les el  tránsito  por  aguas  ajenas  suele  ser  absolutamente  imlis- 
pensable  para  el  comercio  de  los  estados  rilx^ranos.  Una  nación 
que  es  dueño  de  la  parte  superior  de  un  rio  navcíjable,  tiene 
diirecho  a  que  la  nación  que  posee  la  parte  inferior  no  le  impidí 
»u  navegación  al  mar,  ni  la  moleste  con  reglamentos  i  gravá- 
menes que  no  sean  necesarios  para  su  propia  seguridad,  o  para 
compensarle  la  incomodidad  que  esta  navegación  la  ocasione. 
En  el  año  de  179*3,  cuando  la  España  poseía  la  boca  i  ambas 
orillas  del  Misisipi  inferior,  i  los  Estados  Unidus  de  América 
la  orilla  izquierda  de  la  parte  superior  del  mismo  rio,  se  sos- 
tuvo fuertemente  por  parte  de  los  Estados  Unidos  que  la  lei  íUí 
la  naturaleza  i  de  las  naciones  les  daba  derecho  a  la  navega- 
ción de  aquel  rio  hasta  el  mar,  sujeta  solo  a  las  reglas  que  Es- 
paña razonablemente  creyese  necesarias  a  su  seguridad  i  a  la 
protección  de  sus  ordenanzas  fiscales.  Sostuvieron  ademas  los 
Estados  Unidos  que,  como  el  derecho  a  un  fin  acarreaba  el  de- 
recho a  los  medios  indispensables  para  obtener  este  fin,  la  fa- 
cultad de  navegar   el  Misisipi   llevaba  consigo  la   de  echar 
ancla  o  amarrar  a  la  playa,  i  aun  la  de  desembarcar  en  caso 
necesario.*    La  cuestión  terminó  a  favor  de  los  Estados  Uni- 
das. Pero  dueños  hoi  de  las  dos  riberas  de  aste  rio,  gozan  ex- 
clusivamente de  su  navegación.** 

El  mismo  principio  so  ha  seguido  i  aun  ampliado  en  las  con- 
venciones de  la  Europa  moderna.  Las  potencias  que  concurrie- 
ron al  Congreso  de  Viena  en  1815,  sentaron,  ¡wr  base  para  el 
reglamento  de  navegación  del  Rhin,  el  Neckar,  el  Mein,  el  Mo- 
sela,  el  Meusa,  i  el  Escalda,  todos  los  cuales  separan  o  atravie- 


*  Kent,  Comentarios,  parte  I,  lección  2  Caso<d<a  Apollo,  senten- 
ciado por  la  corte  suprema  de  ios  Estados  Unidos.  Wheaton's  Reports, 
libro  IX,  pajina  363.  Véanse  también  las  instrucciones  de  Jefferson,  se- 
cretario de  estado,  a  los  ajontea  americanos  en  Madrid,  sobre  la  libre 
navegación  del  Misisipi,  /ImericanSíaíe  Papers,  tomo  I,  pajinas  2i»3  i 
sisruientes. 

*•  ^Micaton,  Elementos,  parto  II,  capítulo  4,  §  18. 
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san  diferentes  estados,  «que  la  navegación  en  todo  el  curso  de 
estos  rios,  desde  el  punto  en  que  empieza  cada  uno  de  ellos  a 
ser  naveíyable  hasta  su  embocadura,  fuese  enteramente  libre, 
conformándose  los  navegantes  a  las  ordenanzas  que  se  pro- 
mulgasen para  su  policía,  las  cuales  serian  tan  uniformes  en- 
tre sí,  i  tan  favorables  al  comercio  de  todas  las  naciones,  como 
fuese  posible.  »* 

Adoptóse  igual  regla  para  la  libre  navegación  del  Elba,  en- 
tre las  potencias  interesadas  en  ella,  por  una  acta  firmada  en 
Dresde  el  12  de  diciembre  de  1821.  Los  tratados  de  3  de  mayo 
de  1815  entre  el  Austria,  la  Rusia  i  la  Prusia,  confirmados  en 
el  Congreso  de  Viena,  establecieron  la  misma  franqueza  para 
la  navegación  del  Vístula  i  de  los  otros  grandes  rios  de  la  anti- 
gua Polonia.  Principios  semejantes  se  extendieron  al  Po.** 

Las  discusiones  entre  la  Gran  Bretaña  i  los  Estados  Unidos 
acerca  de  la  navegación  del  rio  San  Lorenzo,  dan  mucha  luz 
sobre  la  interesante  cuestión  de  la  libre  navegación  délos  rios. 
Los  Estados  Unidos  poseían  las  riberas  merilionales  de  los 
lagos  hasta  el  punto  en  que  la  frontera  septentrional  de  la  re- 
pública tocaba  al  rio;  mientras  que  la  Gran  Bretaña  poseía,  no 
solo  esta  ribera  desde  dicho  punto  hasta  el  mar,  sino  todas  las 
riberas  septentrionales  del  rio  i  de  los  lagos.  Los  Estados  Uni- 
dos, reclamando  en  1828  la  navegación  de  todo  el  rio  desde  su 
oríjen  hasta  el  mar,  alegaban  a  su  favor  el  juicio  de  la  Euro- 
pa civilizada  expresado  en  los  pactos  de  que  se  acaba  de  hacer 
mención.  Agregábase  que  los  dos  go])iernos  se  hallaban  en  la 
misma  actitud  que  los  Estados  Unidos  i  la  España  respecto  de 
la  navegación  del  Misisipi  antes  de  las  adquisiciones  de  la 
Luisiana  i  la  Florida;  i  que  la  navegación  de  aquel  rio  había 
sido  antes  de  la  independencia  americana  propiedad  común  do 
todos  los  subditos  británicos  que  habitaban  el  continente.  Pere 
por  parte  de  la  Gran  Bretaña  se  sostenia  que  los  publicistas 


*  Acta  del  Congreso  de  Viena,  de  9  de  junio  de  Í815,  pieza  XVI. 
Véase  también  la  convención  do  31  de  marzo  de  1831,  entre  varios 
estados  riberanos  del  Rhin,  tomo  I  de  los  Archives  du  Commerce, 
pajina  18,  Paris  1833. 

**  Wheaton,  Elementos,  parte  II,  capítulo  4,  §  16. 
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mas  eminentes  nniraban  este  derecho  de  tránsito  como  una  li- 
mitada i  accidental  excepción  del  derecho  sui)eriop  de  propie- 
dad, s5n  distinguir  el  uso  de  un  rio  que  corre  por  entre  los 
dominios  de  una  sola  nación  del  de  cualquiera  otra  via  de 
comunicación,  terreslrc  o  acuática,  natural  o  artificial,  i  sin 
distinguir  tampoco  el  uso  mercantil  í  pacííi(*o  del  que  podia 
tener  cabida  para  objetos  de  guerra,  ni  el  uso  de  las  naciones 
riberanas  del  de  otras  naciones  cualesquiera.  Pidiendo,  pues, 
aquella  franquicia  los  americanos,  debian  estar  dispuestos  a 
CiHcederla  por  rcHiiprocidad  en  las  aguas  del  Misisipi  i   del 
Hudson,  que  serian  accesibles  a  los  habitantes  del  Canadá  por 
medio  de  unas  pocas  millas  de  acarreo  terrestre,  o  de  las  comu- 
lucaciones  artificiales  creadas  por  los  canales  do  Nueva  York  i 
deOhío.  De  aquí  la  necesidad  de  limitar  un  principio  tan  ex- 
tenso i  de  tan  peligrosa  trascendencia,  restrinjiéndolo  a  obje- 
tos de  utilidad  inocente,  calificada  de  tal  por  el  respectivo 
soberano;  de  reducirlo,  en  una  palabra,  a  la  catef?oría  de  dere- 
cho imperfecto.  Ni  en  la  doctrina  de  los  publicistas,  ni  en  las 
*«lipulaciones  do  Viena,  fundadns  en  el  común  interés  de  los 
contratantes,  había  nada  que  obligase  a  considerarlo  como  un 
derecho  natural  absoluto.  Del  mismo  modo  se  interpretaban 
las  convenciones  i^lativas  al  Misisipi,   I  en  cuanto  al  goce  co- 
mún de  las  aguas  del  San  Lorenzo  antes  de  la  independencia, 
el  tratado  de  1783  que  lo  rcconocia,  estableció  un  nuevo  orden 
de  cosas  dividiendo  los  dominios  británií^os  de  Norte  América 
entre  la  Gran  Bretaña  i  los  Estados  Unidos. 

Insistían  éstos  diciendo  que  el  San  Lorenzo  era  como  un 
estrecho  entre  dos  mares,  i  que  la  navegación  de  los  estrechos 
era  accesoria  a  la  de  los  mares  que  se  comunican  por  ellos.  La 
Inglaterra  i  los  Estados  Unidos  poseían  exclusivamente  la  na- 
Aegacíon  de  los  lagos,  i  el  San  Lorenzo  media  entre  estos  i  el 
mar.  ¿Era,  pues,  razonable  que  uno  do  los  copropietarios  de 
los  lagos  privase  al  otro  de  esta  via  necesaria  de  comunicación, 
formada  por  la  naturaleza?  Ni  era  lo  mismo  el  derecho  de  trán- 
sito por  aíTua  que  por  tierra:  este  segundo  ocasionaba  incomo- 
didades i  detrimentos  a  que  no  estaba  expuesto  el  primero.  En 
cuanto  a  la  regla  de  reciprocidad,  los  Estados  Unidos  la  acep- 
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taban,  pero  en  circunstancias  análogas.  Si  so  descubriese  en- 
tre el  Misisípí  i  el  Alto  Canadá  una  conexión  como  la  que 
existe  entre  los  Estados  Unidos  i  el  San  Lorenzo,  no  vacilaría 
la  Union  en  aplicar  iguales  principios  a  ambos  rios;  pero  no 
debe  confundirse  el  uso  de  un  rio  que  nace  i  muere  en  los  do- 
minios de  una  sola  potencia  con  el  de  aquellos  que  corren  por 
las  tierras  de  una  nación  i  desembocan  al  mar  dentro  de  los 
límites  de  otra.  En  el  primer  caso,  el  abrir  o  nó  aquellas  aguas 
a  las  naciones  extranjeras  era  una  cuestión  de  puro  comercio 
exterior,  i  el  soberano  podia  reglarla  como  mejor  le  pareciese. 
Mas  en  el  segundo  la  navegación  de  todo  el  rio  era  un  derecho 
natural  de  las  potencias  riberanas  superiores,  del  que  no  po- 
dían ser  privadas  por  el  capricho  del  estado  que  poseia  la  em- 
bocadura. En  fin,  los  tratados  do  Viena  no  probaban  que  este 
derecho  naciese  solo  de  consideraciones  especiales  i  de  conven- 
ciones, porque  las  leyes  de  la  naturaleza,  aunque  suficiente- 
mente obvias  c  intelijibles  en  sus  objetos  jenerales,  dejan  en 
duda  muchos  puntos  particulares,  que  resultan  de  las  varias 
i  complicadas  necesidades  de  la  navegación  i  el  comercio  mo- 
dernos. Los  pactos  de  Viena  i  las  otras  estipulaciones  análo- 
gas (decían  los  ministros  de  la  Federación)  habían  sido  un 
homenaje  espontáneo  al  supremo  lejislador  del  universo,  rom- 
piendo las  cadenas  artificiales  i  las  trabas  interesadas  con  quo 
arbitrariamente  se  había  querido  embarazar  í  obstruir  el  goce 
de  sus  grandes  dádivas.* 

Estaban  todavía  pendientes  las  discusiones  cuando  Phillí- 
more  expresaba  su  juicio  sobre  este  asunto,  i  por  mas  de  un 
motivo  me  parece  conveniente  reproducirlo.  Después  de  copiar 
el  precedente  relato  de  Wheaton,  observa  que  los  Estados 
Unidos  so  hallaban  privados  de  esta  gran  comunicación  acuá- 
tica, no  permitiéndoseles  trasportar  por  ella  al  Atlántico  el 
producto  do  los  vastos  í  ricos  territorios  confinantes  con  los 
lagos,  i  concluye  así:  «Parece  difícil  negar  a  la  Gran  Bretaña 
la  razón,  en  derecho  estricto;  pero  tampoco  puede  negarse  que 

*  Wheaton,  Elementos^  ibídem,  §  19.  Él  mismo,  Historia  del  De- 
recho Internacional,  tomo  II,  pajinas  187  i  sig-uientes  (traducción  es- 
pañola de  don  Carlos  Cairo). 
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ejercita  durameiite  un  derecho  que  es  de  suyo  demasiado  rigo- 
roso: que  su  conducta  respecto  do  la  navegación  del  San  Lo- 
renzo está  en  flagrante  i  poco  honrosa  inconsecuencia  con  la 
que  habia  adoptado  respecto  del  Misisipi.  A  pretexto  de  que 
poseia  el  pequeño  espacio  en  que  tenia  su  nacimiento  el  Misi- 
sipi, reclamaba  el  derecho  de  navegar  todo  el  volumen  de  sus 
aguas,  i  ahora  alegando  pertenecer  le  ambas  riberas  del  San 
Lorenzo  donde  este  rio  desemboca  en  el  mar,  rehusa  a  los  Es- 
tados Unidos  el  derecho  de  navegarlo;  sin  embargo  de  que  la 
mitad  de  las  aguas  de  los  lagos  Ontario,  Eric,  Hurón  i  Supe- 
rior, i  todo  el  lago  Michigan,  por  los  cuales  corre  el  rio,  son 
propiedad  de  los  Estados  Unidos. 

«No  podemos  menos  que  expresar  la  esperanza  de  que  este 
summum  juSj  que  en  este  caso  se  aproxima  a  summa  ínjií- 
ria,  sea  voluntariamente  abandonado  por  la  Gran  Bretaña;  i 
parece  haber  también  bastante  razón  para  prometernos  que  los 
estados  del  Paraguai,  Bolivia,  Buenos  Aires  i  el  Brasil,  proce- 
diendo sobre  iguales  principios,  abrirán  el  rio  Paraná  a  la  na- 
vegación del  mundo.»* 

Tal  era  el  estado  de  cosas  en  1854,  cuando  Phillimore  daba 
a  luz  el  tomo  I  de  su  importante  obra.  Pero  tardaron  poco  en 
realizarse  sus  esperanzas,  en  cuanto  a  la  apertura  del  caudalo- 
so rio  San  Lorenzo,  a  que  accedió  por  fin,  i  con  suma  liberali- 
dad, la  Gran  Bretaña,  gozando  asi  el  mundo  entero  el  benefi- 
cio de  este  gran  canal  de  comercio.  Así  lo  anuncia  Phillimore 
en  el  prefacio  de  su  tomo  111  (1857),  apuntando  al  mismo  tiem- 
po otras  plausibles  innovaciones.  La  libre  navegación  del  Da- 
nubio, asegurada  por  el  tratado  de  París  (1856),  coloca  este 
maí^nífico  caudal  de  aguas  bajo  el  mismo  réjimen  a  que  por 
el  tratado  de  Viena  (1815)  estaban  sujetos  otros  de  los  princi- 
pales ríos  de  Europa;  i  por  una  convención  entre  el  Austria, 
Parma  i  Módena,  se  hizo  mas  expedita  la  navegación  del  Po. 

*  Phillimore,  tomo  II,  pajinas  182  i  siguientes. 
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CAPITULO  IV 

Del  Dominio,  el  Imperio  i  la  Jurisdicción 

1.  Dominio. — 2.  Enajenación  del  dominio.— 3.  Derecho  estricto,  i  cor- 
tesía internacional. — 4.  Bienes  raíces  i  muebles. — 5.  Imperio  sobre 
los  habitantes,  inclusos  los  extranjeros.— 6.  Efectos  extraterritoria- 
les de  las  leyes. — 7.  Jurisdicción. — 8.  Materia  de  la  jurisdicción. — 
9.  Valor  extraterritorial  de  los  actos  jurisdiccionales. 

1 

La  utilidad  pública  exíje  que  el  Robcrano  tenga  la  facultad 
de  disponer  de  todas  las  especies  de  bienes  que  pertenecen  co- 
lectiva o  distributivamente  a  la  nación;  al  estaljlccerse  la  cual, 
se  presume  que  no  concedió  a  los  particulares  la  propiedad  de 
ciertas  cosas  sino  con  esta  reserva.  La  facultad  de  diaponer, 
en  caso  necesario,  de  cualquier  cosa  contenida  en  el  eMado,  se 
llama  dominio  eminente  o  simplemente  dominio,* 

Hai,  pues,  dos  especies  de  dominio  inherente  a  la  soberanía: 
el  uno  semejante  al  de  los  particulav'es,  que  es  el  que  se  ejerce 
sobre  los  bienes  públicos;  i  el  otro  superior  a  éste,  en  virtud 
del  cual  puede  el  soberano  disponer,  no  solo  de  los  bienes  pú- 
blicos, mas  también  de  las  propiedades  de  los  particulares,  si 
la  salud  o  la  conveniencia  del  estado  lo  requiere. 

Emana  de  este  dominio  la  facultad  de  establecer  impuestos, 
i  el  derecho  de  expropiación^  por  el  cual  se  dispone  do  una 
propiedad  particular  para  algún  objeto  do  utilidad  pública,  in- 
demnizando al  propietario. 


♦  Vattel,  libro  I,  capítulo  20,  §  24í. 


78  DERECHO  INTERNACIONAL 


Cuando  se  dice  que  tal  o  cual  extensión  de  país  está  sujeta 
al  dominio  de  un  soberano,  se  entiende  al  dominio  eminente, 
i  los  territorios  sobre  los  cuales  éste  se  ejerce,  se  llaman  tam- 
bién dommio.s. 

Un  estado  puedo  tener  propiedades  en  el  territorio  do  una 
potencia  extranjera,  pero  no  podrá  entonces  ejercer  sobre 
ellas  mas  que  el  dominio  ordinario,  semejante  al  de  los  parti- 
culares, porque  el  dominio  eminente  pertenece  al  soberano  del 
territorio. 

Los  efectos  del  dominio  consisten  en  dar  a  la  nación  el  dere- 
cho exclusivo  de  disfrutar  sus  bosques,  minas,  pesquerías,  í  en 
jeneral  el  de  hacer  suyos  todos  los  productos  de  sus  tierras  i 
aguas,  ya  sean  ordinarios,  ya  extraordinarios  o  accidentales; 
el  do  prohibir  que  se  transite  o  navegue  por  ellas,  o  permi- 
tirlo bajo  determinadas  condiciones,  quedando  a  salvo  los 
derechos  de  necesidad  i  de  uso  inocente  i  los  establecidos  por 
tratado  o  costumbre;  el  de  imponer  a  los  transeúntes  i  nave- 
gantes contribuciones  por  el  uso  de  los  caminos,  puentes, 
calzadas,  canales,  puertos,  muelles,  etc.;  el  de  ejercer  juris- 
dicción sobre  toda  clase  de  personas  dentro  del  territorio;  i  el 
de  exijir  que  las  naves  extranjeras  que  entran  o  pasan  hagan 
en  reconocimiento  de  soberanía  los  honores  acostumbrados/ 


Como  el  derecho  de  enajenar  los  bienes  públicos**  no  es 
necesario  para  las  funciones  ordinarias  de  la  administración, 
no  se  presume  en  el  príncipe,  que  no  está  investido  de  una 

*  cCada  soberano  tione  derecho  para  fijar  ol  ceremonial  marítimo 
que  ha  de  observarse  por  sus  propias  naves  entro  sí,  o  con  las  de  otras 
naciones,  en  alta  mar,  o  dentro  de  la  jurisdicción  del  estado;  i  asi- 
mismo ol  ceremonial  que  las  naves  de  todas  las  otras  naciones  obser- 
ven dentro  de  la  jurisdicción  del  estado,  ya  entre  sí,  ya  con  sus  forta- 
lezas o  naves  de  guerra,  i  los  honores  con  que  estas  fortalezas  o  naves 
correspondan  a  los  que  reciban.  Estos  ceremoniales  se  establecen  por 
sus  propias  ordenanzas  o  por  tratados  con  otras  naciones.»  (Wheaton, 
Elementos,  parto  11,  capítulo  3,  §  7.) 

**  En  este  artículo,  se  ha  seguido  principalmente  a  Vattel,  libro  I, 
capitulo  'ii. 
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soberanía  plena,  a  menos  que  la  nación  se  lo  haya  conFerido 
expresamente;  pero  se  presume  en  la  autoridad  lejislativa,  hí 
por  las  leyes  fundamentales  no  le  ha  sido  expresamente  rehu- 
sado; i  en  este  último  caso  no  es  válida  la  enajenación  de  los 
bienes  públicos  exceptuados  por  las  leyes  fundamentales,  entre 
los  cuales  suele  figurar  en  primera  línea  el  territorio,  si  no  es 
con  autoridad  de  la  nación,  o  en  virtud  de  una  necesidad  im- 
l)eríosa,  que  da  al  soberano  todas  las  facultades  indispensables 
para  la  salud  del  estado. 

Los  diferentes  miembros  de  la  asociación  política  se  hallan 
reunidos  para  trabajar  de  concierto  en  la  felicidad  común,  ¡ 
por  consiguiente,  ni  el  depositario  de  la  soberanía,  ni  la  nación 
misma  tiene  la  facultad  de  traficar  en  ellos,  enajenándolos; 
cualesquiera  que  sean  las  ventajas  que  se  prometa  de  semejan* 
te  tráfíco.  La  nación  no  está  facultada  para  la  desmembración 
de  sus  provincias  sino  con  el  consentimiento  de  ellas  o  cuando 
una  necesidad  extrémalo  requiere  para  salvar  el  estado. 

Los  publicistas  solían  hacer  sobre  este  punto  una  distinción 
que  aun  no  parece  enteramente  olvidada.  Dividían  los  estados 
en  ]>atrimoniales  i  usufructuaricis,  mirando  a  los  primeros  como 
propietarios,  de  la  misma  manera  que  lo  son  los  particulares 
en  las  c-osas  en  que  tienen  pleno  dominio  i  de  que  pueden  dis- 
poner libremente;  al  paso  que  cuentan  entre  los  usufructua- 
rios, los  estados  o  príncipes  elejidos  por  la  nación.  De  aquí 
deducían  que  los  reinos  patrimoniales  no  necesitíiban  de  la 
sanción  nacional  para  ser  enajenados  por  sus  dueños  i  que  solo 
estaban   sujetos  a  ella  los  usufructuarios.  Vattel  repudia  con 
indignación  esta  doctrina,  que  él  mira  como  injuriosa  a  la 
humanidad.    No  admite  ni  aun  la  denominación  de  pa/rímo- 
nialeSj  porque  la  cree  peligrosa  en  sus  efectos  por  la  impre- 
sión que  puede  hacer  en  el  ánimo  de  los  soberanos.  «Me  lison- 
jeo, dice,  de  que  tendré  a  mi  favor  el  sufrajio  de  todo  hombre 
de  buena  razón  i  los  sentimientos  de  todo  verdadero  ciudada- 
no.»* I  sin  embargo  se  ha  pretendido  probar  en  1814,  citando 
a  Grcx^io,   el  delito  de  la  forzada  anexión  de  la  Noruega  a  la 


*  Vattel,  prefacio. 
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Suecia.  «Es  doloroso  i  humillante  para  un  ingles,  dice  Phi- 
llimore,  el  recordar  que  esta  aborrecida  unión  se  llevó  a  efecto, 
en  parte,  por  el  bloqueo  de  una  escuadra  británica.  Se  alegaba 
que  esta  unión  formaba  parto  de  las  provisiones  de  un  tratado 
jeneral  de  paz,  que  tenia  por  objeto  el  restablecimiento  i  paci- 
ficación de  la  Europa,  después  do  tantos  años  de  sangre  i 
miseria;  pero  esto  no  justificaba  la  grave  injusticia,  la  intrín- 
seca ileí^alidad  del  acto.  La  entrega  de  Jénova  a  Cerdeña, 
después  que  aquella  república  se  había  rendido  a  nuestras 
armas  sobro  la  fe  de  que  se  le  conservaría  su  independencia 
nacional,  fué  otro  acto  igualmente  torticero,  con  la  agravación 
de  violar  una  promesa  específicamente  otorgada.»* 

En  el  caso  en  que  la  nación  o  una  provincia  desmembrada, 
según  las  leyes  precedentes,  os  llamada  a  expresar  directa- 
mente su  voluntad,  se  preguntará  de  qué  manera  puede  hacerlo 
estando  inhibidas  las  potestades  supremas  que  ordinariamentt; 
la  fijen.  No  por  otro  medio  que  el  sufrajio  universal  de  que 
se  han  visto  notables  ejemplos  en  nuestro  siglo.  Verdad  es  que 
la  ejecución  de  este  medio  requeriria  reglas  fijas  que  asegura- 
sen la  pureza  de  los  votos  individuales;  poro  esto  dependerá 
siempre  de  las  circunstancias. 

Asi  como  el  dominio  eminente  no  comprende  por  lo  común 
la  facultad  de  desmembrar  el  estado,  tampoco  es  lícito  a  una 
provincia  separarse  de  la  asociación  de  que  es  miembro,  aun- 
que sea  por  sustraerse  a  un  peligro,  i  aunque  el  estado  ño  se 
halle  en  situación  de  darle  un  socorro  eficaz  e  inmediato.  Pero 
esta  regla  tiene  sus  excepciones:  primera,  si  una  provincia  so 
halla  en  la  dura  alternativa  de  rendirse  a  un  enemigo  o  pere- 
cer, la  irresistible  lei  de  la  necesidad  le  permite  sucumbir  sin 
deshonrarse:  jurando  fidelidad  al  vencedor,  no  hará  injuria  a 
su  soberano  natural;  pero  aun  entonces  hai  un  sentimiento 
popular  instintivo  que  glorifica  los  sacrificios  del  patriotismo 
individual  i  las  temeridades  heroicas;  segunda,  si  se  alteran 
las  leyes  fundamentales  del  estado,  los  miembros  de  la  asocia- 
ción política  a  quienes  no  agrade  el  nuevo  orden  de  cosas, 

**  Phillimore,  tomo  I,  pajinas  284  i  siguientes. 
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][)aedeQ  erijirse  en  estados  independientes  o  agregarse  a  otras 
naciones;  tercera,  si  el  estado  se  descuida  en  socorrer  a  un 
pueblo  que  hace  parte  suya^  s¡  una  provincia  sufre  una  opresión 
cruel,  o  ve  que  se  sacrifícan  constantemente  sus  intereses  a  los 
de  otros  miembros  favorecidos,  este  pueblo  vilipendiado  o 
maltratado  tiene  derecho'  para  proveer  a  su  seguridad  i  bien- 
estar, separándose  de  aquellos  que  han  quebrantado  primero 
las  obligaciones  reciprocas. 


Todo  estado  soberano  tiene,  con  exclusión  de  cualquiera 
^tro,  la  facultad  de  dar  leyes  sobre  los  derechos  personales  de 
sus  subditos  o  ciudadanos,  i  sobre  los  bienes  raíces  o  muebles 
situados  en  su  propio  territorio,  i  pertenecientes  a  sus  súbdi« 
tos  o  a  personas  extranjeras.  Pero  sucedo  amenudo  que  un 
individuo  tiene  bienes  en  otro  estado  o  que  ejecuta  actos  jurí- 
dicos (como  contratos  o  testamentos)  en  un  territorio  extraño, 
o  que  en  territorio  extraño  ocurren  sucesiones  testamen- 
tarias o  ab  intestato  que  de  algún  modo  le  interesen;  i  en 
todos  estos  casos  puede  verse  bajo  la  influencia  de  dos  o  tres 
pot^tades  soberanas:  la  de  su  patria,  la  del  lugar  en  que  estén 
situados  los  bienes,  o  la  del  lugar  en  que  se  han  ejecutado  los 
actos. 

La  sumisión  a  la  potestad  soberana  de  su  patria  existe  desdo 
el  nacimiento  del  individuo  i  continua  mientras  conserva  su 
nacionalidad.  En  los  otros  dos  casos,  so  le  considera  sometido 
a  las  leyes  de  su  estado,  poro  de  un  modo  restricto:  en  los 
países  extranjeros  en  que  tiene  bienes,  se  le  llama  foráneo;  en 
aquellos  en  que  ejecuta  actos  jurídicos  sin  haber  adquirido 
vecindad  o  domicilio,  pasa/ero  o  trainseunte;  i  como  en  jene- 
ral  algunos  de  estos  diferentes  países  se  rijen  por  leyes  pecu- 
liares, sarjen  conflictos  entre  ellas,  es  decir,  que  se  trata  de 
determinar  cuál  de  las  diferentes  lejislaciones  es  aplicable  al 
caso  en  cuestión.  El  conjunto  de  reglas  que  sirven  para  diri* 
mír  estos  conflictos,  es  la  materia  del  derecho  internacional 
privado. 
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El  primer  principio  quo  ha  de  tenerse  presente,  es  que  las 
leyes  de  cada  estado  son  completamente  obligatorias  respecto 
de  todos  los  bienes  raíces  o  muebles  que  se  encuentran  en  su 
territorio,  i  respecto  de  todas  las  personas  que  lo  habitan, 
aunque  no  liayan  nacido  en  ól  i  asimismo  resi>ecto  de  todos 
los  contratos  i  demás  actos  jurídicos- celebrados  en  ese  mismo 
territorio.  Compete,  por  consiguiente,  a  cada  soberano  fijar  las 
condiciones  necesarias  para  la  adquisición  i  trasmisión  de  los 
bienes;  determinar  el  estado  civil  i  capacidail  de  las  personas, 
lo  mismo  que  el  valor  de  los  contratos  i  otix>s  actos,  i  los  de- 
rechos i  obligaciones  que  de  ellos  resulten;  i  fínalmente  pres- 
cribir el  modo  do  hacer  valer  las  acciones  judiciales' que  se 
intenten  ante  las  judicaturas  nacionales. 

De  lo  cual  se  deduce  quo  a  ningún  estado  compete  disponer 
cosa  alguna  sobre  los  puntos  arriba  indicados  como  pertene- 
cientes a  otro  estado  en  su  territorio  propio,  aun  cuando  las 
personas  o  cosas  estén  jenoralmente  sometidas  al  primero,  por 
el  hecho  del  nacimiento  o  de  la  situación. 

De  los  prinrjpios  que  acabamos  de  enunciar,  se  deduce  otra 
consecuencia  importante,  i  es  que  todos  los  efectos  que  las 
leyes  extranjeras  pueden  producir  en  el  territorio  de  un  esta- 
do dependen  absolutamente  del  consentimiento  expreso  o 
tácito  de  esc  mismo  estado,  el  cual  puede  sin  duda  prohibirlas 
en  su  territorio,  sea  que  la  prohibición  las  abrace  todas  o  que 
se  limite  a  algunas  de  ellas  solamente,  permitiendo  que  las 
otras  produzcan  sus  efectos  en  todo  o  parte.  Si  la  lejislacion 
del  estado  se  refiere  a  cualquiera  de  estos  puntos  de  vista,  las 
judicaturas  i  las  administraciones  deben  necesariamente  con- 
formarse a  ella.  En  caso  de  silencio  de  la  lejislacion  del  estado, 
i  solo  entonces,  toca  a  los  jueces  apreciar  ea  cada  ocurrencia 
hasta  qué  punto  sea  conveniente  aplicar  las  disposiciones  de 
las  leyes  extranjeras.  El  consentimiento  expreso  del  estado 
resulta  de  sus  propias  leyes  o  de  las  convenciones  que  haya 
celebrado  con  otros;  el  consentimiento  tácito  se  manifiesta 
por  las  decisiones  de  las  autoridades  judiciales  i  adminis- 
trativas, siempre  que  hayan  establecido  claramente  una  cos- 
tumbre. 
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Caanlj  los  lejisladores  i  las  autoridades  públicas  han  admi- 
tidlo la  observancia  de  una  lei  extranjera,  no  obran  en  el  con- 
cepto de  una  obligación  perfecta,  que  autorizase  contra  ellas 
el  empleo  ds  la  fuerzi,  sino  únicamente  por  consideraciones 
de  utilidad  i  da  cortesía   recíproca;   porque  conviene  a  cada 
esta  1 1,  en  el  interés  de  sus  propios  subditos,  conceder  cierto 
valora  lasleyasde  otro  país,  para  que  sus  subditos  encuentren 
en  ese  país  un  tratamiento  análogo.  Estas  concosioncs  mutuas 
no  son  en  todas  partes  semejantes:  ali^unos  estados  adoptan  el 
principio  do  la  rejiprocidad  completa,  tratando  a  los  extranje- 
ros de  la  misma  manera  que  éstos  tratan  a  los  subditos  de 
aquéllos;  pero  lo  recular  es  que  cada  estado  considere  ciertos 
derechw  como  inherentes  a  la  calidad  do  ciudadano,  rehusán- 
dolos a  los  extranjeros,  o  que  repugne  la  observancia  de  toda 
lei  extranjera,  incompatible  con  el  espíritu  de  sus  instituciones 
o  contraria  a  los  intereses  de  sus  subditos. 

No  ocurriendo  motivos  de  restricción,  haí  una  disposición 
jeneral  en  los  pueblos  civilizados  a  reconocer  las  leyes  i  actos 
jurídicos  de  las  naciones  extranjeras;  tal  es  a  lo  menos  la  con- 
ducta que  aconsejan  todos  los  autores  que  han  escrito  sobre  la 
materia. 

Conviene,  emporo,  tener  presentes  algunas  observaciones 
jeneralas  para  la  debida  intelijencia  i  aplicación  de  lo  que 
precede. 

i.*  La  adquisición  de  vecindad  o  domicilio  en  el  territorio 
de  otro  estado,  aun  conservando  la  nacionalidad  anterior,  hace 
pasar  los  domiciliados  al  imperio  de  las  leyes  del  domicilio 
nuevamente  adquirido,  distinguiéndose,  empero,  dos  especies 
de  domicilio:  el  domicilio  do  oríjen,  que  es  el  del  nacimiento 
del  individuo^  i  que  bajo  ciertos  respectos  conserva  siempre 
alguna  preponderancia  (domicilium  originis)  i  el  que  se  ad- 
quiere por  la  aquiescencia  del  estado  a  que  se  traslada  el  indi- 
viduo i  con  los  requisitos  que  ha  fijado  la  lei  o  la  costumbre 
de  ese  mismo  estado. 

2.*  Es  una  regla  universalmente  admitida  que  ningún  esta- 
do administre  en  su  territorio  la  lejislacion  penal  de  otro  estado, 
salvo  en  cuanto  se  halle  comprometido  a  la  extradición  de  los 
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criminálea,  reglada  por  pactos  precedentes  o  voluntariamente 
concedida/ 

Nosotros  no  pretendemos  mencionar  en  esta  obra  todas  las 
prácticas  adoptadas  por  la  naciones  civilizadas  en  materia  de 
conflictos  entre  sus  diferentes  lejislaciones. 


La  soberanía,  que  en  cuanto  dispone  de  las  cosas  se  llama 
clominiOy  en  cuanto  da  leyes  i  órdenes  a  las  personas  se  llama 
propiamente  imperio.  Las  funciones  del  uno  i  del  otro  se 
mezclan  amenudo,  i  un  mismo  acto  puede  pertenecer  ya  al 
dominio,  ya  al  imperio,  según  se  considera  con  relación  a  las 
personas  o  a  las  cosas. 

Del  dominio  i  del  imperio,  emana  la  potestad  de  dar  leyes 
sobre  la  adquisición,  goce,  enajenación  i  trasmisión  de  las  pro- 
piedades existentes  en  el  territorio  del  estado. 

La  lei  del  estado  en  que  se  hallan  los  bienes  (lex  loci  rei 
sil8e)y  es  la  que  determina  lo  concerniente  a  los  bienes  raíces, 
aun  cuando  sean  poseídos  por  extranjeras  o  por  personas  do- 
miciliadas en  país  extraño;  de  donde  se  infiere,  según  la  doc- 
trina común,  que,  si  un  extranjero  posee  bienes  raíces  en  nuestro 
suelo,  no  puede  disponer  de  ellos  a  titulo  gratuito  sino  hasta 
concurrencia  de  lo  que  permitan  las  leyes  locales;  que  no  pue- 
de hipotecarlos  sino  por  lo»  medios  i  con  las  formalidades 
prescritas  por  la&  mismas  leyes;  i  que  en  las  sucesiones  ab 
intestato-  los  bienes  raíces  son  rejidos,  no  precisamente  por 
las  leyes  del  país  a  que  ha  pertenecido  el  difunto,  sino  por  las 
del  territorio  en  que  están^  situados. 

Estas  dedueoiencs  pueden  admitirse  o  nó,  según  se  hallen 
establecidas  por  Ici  o  por  la  cortesía  internacional.  No  debemos 
confundir  las  que  miran  especial  i  directamente  a  los  bienes 

*   MTieaton,  Droit  intei*nacional,  parte   II,  eapítulo  2,    (edición 

francesa).  Philliraore,  tomo  IV,  capítulb  \.  Este  autor  llama  jws  gen^ 

ilum  al  derecho  internacional  privado,  i  jus  tnler  gentes  al  derecho 

internacional  público:  denominaciones  que  han  sido  imitadas  por  otros 

'  escritores. 
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raíces,  llamadas  e.^lalulos  reales,  coa  la»  que  tocan  directa- 
mente  a  las  personas,  i  |K)r  medio  de  éstas  a  los  bienes,  sin 
consideración  a  su  calidad  de  muebles  o  inmuebles,  o  a  su 
situación  en  territorio  nacional  o  extraflo  (estatutos  persona* 
M,  Pero  sobre  la  materia  de  unos  i  otros  puedo  la  lejislacion 
patria  estatuir  lo  que  se  creyese  conveniente. 

Wheaton  observa  que,  según  el  derecho  internacional  pri 
vado  que  reconocen  las  naciones  continentales*  de  Europa,  Un 
acto  de  venta,  donación  o  testamento,  ejecutado  con  las  forma- 
lidades requeridas  por  la  lei  del  lugar  del  acto  o  contrato  (lex 
loci  aclus  vel  coníractus)y  es  válido,  no  solo  en  cuanto  a  los 
muebles,  sino  en  cuanto  a  los  inmuebles,  cualquiera  que  sea 
la  situación  de  estos  últimos,  c«in  tal  que,  se;2;un  las  loye.s 
del  país  en  que  estén  situados  los  inmuebles,  puedan  éstos 
enajenarse  por  acto  entre  vivos  o  por  testamento;*  sin  perjui- 
cio de  las  solemnidades  externas  que  son  necesarias  para  que 
conste  la  autenticidad  del  acto  en  el  país  donde  debe  producir 
sus  efectos. 

En  los  muebles,  la  lei  del  domicilio  del  difunto  regla  jeneral- 
mente  la  trasmisión  hereditaria  i  ab  intestato. 

Finalmente,  cualquiera  influencia  que  se  conceda  a  las  leyes 
de  un  abitado  sobre  los  bienes  situados  en  suelo  extraño,  debe 
siempre  quexlar  a  salvo  el  derecho  del  fisco  de  cada  nación  para 
suce<ler  en  los  bienes  que  en  ella  existen,  a  falta  de  todo  otro 
heredero;  bien  que  el  fisco  en  este  caso  sucede,  menos  como 
heredero,  que  por  su  derecho  a  ocupar  los  bienes  vacantes;  de- 
recho inherente  a  la  soberanía  territorial. 

5 

El  imperio  recae  ya  sobre  los  ciudadanos,  ya  sobre  los  ex- 
tranjeros. 

El  imperio  sobre  los  extranjeros  tiene  los  mismos  límites 
que  el  territorio;  el  estado  no  puede  dar  leyes  ni  órdenes  a  los 
individuos  que  no  son  miembros  de  la  asociación  civil,  sino 
mientras  que  se  hallan  en  sus  tierras  o  sus  aguas. 

•  Wheatoo»  F/cmenfos,  parte  II,  capítulo  2,  §  b.  Locua  regil  actum, 
íbidem,  §  8. 
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Sin  embargo,  liai  objetos  de  administración  doméstica  en 
que  se  tolera  el  ejercicio  del  imperio,  i  por  consiguiente  de  la 
jurisdicción,  fuera  de  los  limites  del  territorio.  Por  un  estatuto 
británico  de  Jorje  II,  estaba  prohibido  el  trasbordo  de  merca- 
derías extranjeras  a  la  distancia  de  menos  de  cuatro  leu^uas  de 
la  costa,  sin  pagar  derechos;  i  una  acta  del  congreso  america- 
no, de  2  de  marzo  de  1799,  contiene  igual  proliibicion.  Sir 
WilHam  Scott  declaró  en  el  caso  del  Louis,  que  los  estados 
marítimos  se  han  atribuido  el  derecho  de  visita  i  rejistro,  en 
tiempo  de  paz,  dentro  do  ciertas  porciones  de  mar  adyacente 
que  por  la  cortesía  de  las  naciones  han  siilo  consideradas  como 
partes  de  los  dominios  do  aquéllos  para  varios  objetos  domés- 
ticos, i  sobre  todo  para  los  reglamentos  fiscales  i  defensivos, 
mas  inmediatamente  dirijidos  a  su  salud  i  bienestar:  tales  son, 
dijo,  nuestras  leyes  do  resguardo  marítimo,  que  sujetan  las 
naves  extranjeras  a  este  examen,  a  moderadas  distancias  de 
la  costa.*  En  Francia,  la  aduana,  por  medio  de  sus  embarca- 
ciones, ejerce  la  pi;licía  hasta  la  distancia  de  cuatro  leguas  de 
la  costa.**  La  corte  suprema  de  los  Estados  Unidos,  guardan- 
do consonancia  con  esta  costumbre,  ha  reconocid*)  que  el 
ejercicio  de  jurisdicción  sobre  todo  ese  espacio  de  mar  a  lya- 
cente,  con  la  mirado  protejer  la  observancia  de  los  reglamentos 
de  navegación  i  comercio,  era  conforme  a  las  leyes  i  usos  de 
las  naciones.*** 

La  misma  suprema  corte  ha  declarado  re|)et¡das  veces  que 
las  embarcaciones  extranjeras,  a  (ronsecuencia  do  una  ofensa 
contra  las  leyes  del  estado,  cometida  en  oí  territorio,  podían 
ser  ¡Derseguidas  i  apresadas  en  alta  mar,  i  llevadas  a  los  j)uerf 
tos  americanos  para  el  competente  juzgamiento.****  Esto,  sin 
embargo,  no  se  extiende  al  derecho  de  visita  i  rejistro.  El  que 
aprende  la  nave  lo  hace  bajo  su  responsabilidad:  si  prueba  de- 

*  Kent,  Coinentarios,  tomo!,  pajina  31.  (edición  do  1832).  Dodson's 
R(*ports,  tomo  II,  pajina  245. 

**  Vincens,  Législation  Commerciale,  tomo  II.  pajinas  516  i  517. 

***  Véase  la  sentencia  del  juez  Marshall  en  el  ca550  do  Church  v, 
Hubbert,  Crnnch's  Reports,  tomo  II,  pajinas  171  i  siguientes. 

****  Cranch's  Rf^ports,  tomo  VI,  pajina  281. 
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lito  que  merezca  confiscación,  queda  justificado;  si  no  lo  prue- 
ba, del)e  compensar  plenamente  los  ijcrjuicios*  En  un  esta- 
tuto británico  de  Jorja  IV,  se  proviene  que  todo  ])U([ue  nacional 
u  extranjero,  que  se  descubriese  hnhcr  espiado  a  distancia  de 
menos  lie  una  legua  de  las  islas  de  Ouernesey,  Jei'sey,  Alder- 
ney,  Sark  o  Man,  o  dentro  de  cualquiera  bahía,  ensenada  o  rio 
de  alguna  de  dichas  islas,  teniendo  a  bordo  efectos  de  ilíci- 
to comercio,  sea  con  tincado  con  eHos.** 

Otra  decisión  de  aíjuella  corte,  pronunciada  en  1824,  esta- 
blece que  el  derecho  de  visitar  i  rejistrar  los  buques  naciona- 
les, i  hifi  cxLranjeros  destinados  a  puertos  nmoricnnos^  con 
la  mira  de  protejer  la  obsprvatu'ia  de  las  leyes  relativas  al  co- 
mercio i  a  ia  hacienda  piílilica,  podia  verificarse  lejítimamente 
en  alta  mar,  pero  no  en  el  territorio  particular  de  otra  na- 
ción,*** Pero  la  alta  corte  del  almirantazgo  británico  en  el  caso 
del  Loiiís  arriba  citado,  expresó  nmi  diversa  opinión:  «El  de- 
recho (dijosir  William  Scotl)  que  recientemente  se  ha  atribuidlo 
laSuccia  de  rejistrar  en  alta  mar  los  buques  extranjeros  desti- 
nados a  puertos  suecos,  fué  resistido  por  nuestro  gobierno 
como  ilegal,  i  la  Suecia  dejó  por  fin  de  insistir  en  él.*'** 

Con  respecto  a  los  ciudadanos,  el  imperio  no  estji  circunscri- 
to al  territorio.  Así  es  que  son  responsables  al  estado  de  su 
conducta  por  actos  de  infracción  de  las  leyes  patrias,  aun  co- 
metidos en  territorio  extranjero. 

Hai  leyes  meramente  locales,  que  solo  obligan  al  ciudadano 
mientras  se  halla  dentro  de  los  límites  del  territorio.  Hai  otras 
de  cuya  observancia  no  podemos  eximirnos  donde  quiera  que 
estemos,  como  son  aquéllas  que  nos  imponen  obligaciones 
particulares  para  con  el  estado  o  para  con  los  otros  miembros 
do  la  asociación  civil  a  que  pertenecemos.  Así  todo  acto  de  hos- 
tilidad de  un  ciudadano  contra  su  patria  es  un  crimen  donde 
quiera  que  se  cometa.  Así  el  ciudadano  que  testa  en  país  ex- 


•  Caso  do  la  Aíaríana  Flora,  Wheaton's  Reports^,  tomo  XI,  pajina  43. 
**  Mac  Culloch,  Diciionary  of  Commercc:  v.  Smuggling. 
***  Caso  del  Apollan,  Wheaton's  R^ports,  tomo  IX,  pajina  371. 
*••*  Dodíion's  Reports,  tomo  II,  pajina  2i6. 


)fó  DERECHO  INTEHNAniOVAL 


tranjcro,  debe  dejar  a  &us  hijos  o  a  sus  i)tros  hcrcdcpos  forzo- 
sos, ciudadanos  del  mismo  estado  que  él,  las  lejítimas  que  por 
las  leyes  patrias  les  pertenecen;  i  estos  herederos,  defraudados 
de  sus  lejítimas,  tendrían  acción  para  que  se  les  indemnizara 
por  medio  de  los  bienes  del  testador  existentes  en  dicho  eB- 
tadoZ 

Es  digna  de  recordarse,  cx)mo  un  ejemplo  de  las  obligaciones 
creadas  por  la  Ici  del  territorio  de  oríjen  i  que  no  pueden  ja- 
mas cancelarse,  la  prohibición  de  comprar  o  servirse  de  escla- 
vos en  cualquiera  parte  del  mundo,  impuesta  por  la  Gran  Bre- 
taña a  todo  subdito  británico. 

En  jeneral,  las  leyes  relativas  al  estado  civil  i  capacidad  per- 
sonal de  Tos  ciudadanos,  ejercen  su  imperio  sobre  ellos  donde 
quiera  que  residan.  Tales  son  las  que  determinan  la  edad  en 
que  se  puede  contraer  matrimonio,  la  necesidad  del  consenti- 
miento de  los  padres  para  contraerlo,  los  impedimentos  que  lo 
hacen  ilícito  o  nulo,  i  las  obligaciones  a  que  por  la  unión  con- 
yugal so  sujetan  ambos  consortes.  Lo  mismo  se  aplica  a  las 
leyes  que  reglan  la  lejitimidad  de  los  hijos,  los  años  de  la  pu- 
bertad i  de  la  edad  mayor,  la  capacidad  o  incapacidad  do  los 
menores  para  ciertas  funciones,  i  los  requisitos  i  formalidades 
de  la  emancipación.  Todas  estas  leyes  so  puede  decir  que  via- 
jan con  los  ciudadanos  a  donde  quiera  que  se  trasladen.**  Su 
patria  puede  por  consiguiente  desconocer  i  castigar  todos  los 
actos  ejecutados  en  contravención  a  ellas,  cualquiera  que  fue- 
se el  valor  que  se  diese  a  tales  actos  en  país  extranjero. 


♦  ♦¥ 


*  Vattel,  libro  II,  p:ijiiia  8,  §  IIÍ.  Biirlamaqui,  Droit  de  la  Nature 
et  des  GenU,  libro  VII,  parto  3.  capítulo  10. 

**  Wheaton,  Elementos,  libro  II,  pajina  2,  §  7.  Pardessus,  Droit 
Gommercialy  parte  VI,  título  7,  capítulo  2,  §  1. 

***  En  algunas  naciones,  se  observa  con  menos  rijidez  este  principio. 
El  matrimonio  de  un  extranjero  que  se  casó  según  las  leyes  del  país 
en  que  había  fijado  de  buena  fe  su  domicilio,  es  válido,  según  la  doc« 
trina  de  varios  tribunales  i  publicistas,  en  todos  los  países  del  mun- 
do, i  debe  serlo  en  la  patria  misma  del  extranjero,  cualquiera  que  sea 
la  lejislaciou  que  rija  en  ósta.  I  aunque  la  induljencia  no  parece  que 
debiera  extenderse  a  los  que  mudan  de  domicilio,  i  mucho  menos  a 
los  que  se  ausentan  momentáneamente  del  suyo,  con  el  objeto  de  sus- 
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La  misma  regla  se  aplica  a  la  disolución  del  matrimonio, 
llanüicstos  son  los  inconvenientes  quo  se  seguirían,  si  el  que 
se  ha  casado  bajo  el  imperio  de  leyes  que  lo  hacen  indisoluble, 
pudiese  disolverlo  mudando  de  domicilio,  o  lo  que  sería  peor, 
trasladándose  momentáneamente  a  otro  pais,  donde  las  leyes 
autorizasen  la  disolución.  El  divorcio  quoad  vinculiim  pro- 
nunciado en  estas  circunstancias  no  tendría  valor  alguno  ante 


traerse  a  las  leyes  patrias,  porque  este  seria  un  acto  ejecutado  do  pro- 
pósito ad  eversionem  juris  nostri  (Huber,  PreBÍectionps,  título  De 
confliciu  legum,  sección  8),  con  todo,  aun  en  ese  caso,  el  principio  que 
se  sigue  en  algunas  partes,  relativamente  al  matrimonio,  en  que  la  lei 
del  domicilio  prevalece  sobre  la  lei  de  la  nacionalidad  del  individuo, 
i  la  lei  del  lugar  del  contrato  sobre  las  otras.  Esta,  según  los  juzga- 
dos eclesiásticos  de  Inglaterra,  cr  una  parte  del  derecho  de  jen  tes  do 
las  naciones  cristianas,  i  se  seguir ia  mucha  confusión  i  perjuicio  con 
respecto  a  la  lejitimidad  del  nacimiento,  la  sucesión  por  causa  de  muer- 
te, i  varios  otros  importantes  derechos,  bí  no  se  adoptase  como  crite- 
rio de  la  validez  del  matrimonio  la  lei  del  país  en  que  se  ha  celebrado. 
La  corte  suprema  de  Massachussets  ha  sido  de  la  misma  opinión,  aun 
cooiesando  que  semejante  doctrina  repugnaba  a  los  principios  jene- 
rales  relativos  a  los  contratos.  (Kent,  Comentarios,  parte  IV,  lec- 
ción 16.) 

Pero  en  materia  de  matrimonio  hai  consideraciones  de  otro  orden 
que  alteran  notablemente  la  doctrina  eclesiástica  de  la  Gran  Bretaña. 
Desde  luego  se  reconoce  casi  jeneralmente  por  los  publicistas  la  difí- 
cultad  de  aplicar  las  reglas  relativas  al  estado  civil  i  capacidad  de  las 
personas  [estatutos  personales)  por  la  variedad  de  prácticas  que  so 
observan,  dependientes  en  gran  parte  de  los  principios  políticos  i  re- 
lijiosos  de  los  diferentes  estados,  especialmente  con  relación  al  ma- 
trimonio. fNo  puede  esperarse,  dice  Phillimore,  que  ningún  es'ado 
aiilorice  la  ejecución  de  lei  alguna  que  lastime  el  sentimiento  rclijio- 
so  de  la  comunidad.»  Tomo  IV,  pajina  15. 

Expondremos  aquí  las  observaciones  jeneralcs  del  mismo  autor  so- 
bre la  validez  del  matrimonio. 

El  principio  que  sostienen  los  Estados  Unidos  es  que^  la  capacidad 
de  los  contrayentes  i  las  formalidades  del  contrato  de  matrimonio  de« 
ben  determinarse  por  la  lex  loci  contractus  i  no  por  la  lex  domicí" 
lii.  La  Inglaterra  no  reconoce  esta  práctica. 

lid  Francia  i  jeneralmente  los  estados  del  continente  europeo,  de- 
terminan la  capacidad  de  los  contrayentes  por  la  lei  del  domicilio  de 
éstos;  de  manera  quo  un  matrimonio  válido  por  la  If^x  loci  contraO' 
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las  leyos  bajo  cuyo  imperio  se  celebró  el  matrimonio.*  Con 
i'especto  al  divorcio  a  mensa  el  toro^  es  otra  la  réjala.  Este 
divorcio  tiene  por  ohjelo  la  tranquilidad  de  las  familias  i  la 
seguridad  personal  i  doméstica,  que  no  pueden  protejerse  ofi- 


fus  puede  declararse  nulo  por  la  Icx  domicHiif   en  virtud  de  la  falta 
de  capacidad. 

La  leí  do  Baviera  prohibe  teóricamente  todo  matrimonio  de  smh 
subditos  en  país  extranjero,  aunque  en  la  práctica  concede  frecuentes 
dispensas. 

La  lei  sarda  permitía  el  matrimonio  en  país  extranjero,  poro  solo 
conforme  al  ritual  de  la  iglesia  romana. 

La  Inorlaterra  desconoce  la  lei  del  Instar  del  contrato,  pero  con  una 
excepción  notable:  el  matrimonio  do  un  insoles  en  Escocia,  aun  cuan- 
do es  contraído  en  fraude  de  la  lei  doméstica,  se  reputa  válido;  i  sin 
embaríro  el  divorcio  Iquond  innculum)  de  personas  incrlesas  pronun- 
ciado en  Escocia,  no  solo  se  reputa  inválido,  sino  que,  cuando  se  trata 
de  la  disolución  de  un  matrimonio  inicies,  contraído  por  ingleses  do- 
miciliados en  E«<cocía,  i  las  partes  contrayentes  se  casan  otra  vez, 
creyéndose  le^^almente  divorciadas,  las  sujeta  a  penas  p^raves  i  decla- 
ra bastarda  la  prole;  mientras  en  otras  partos  del  mismo  reino  el  ma- 
trimonio es  válido  i  lejitima  los  hijos. 

Se  ha  sostenido  con  calor  que  sería  mui  conveniente  al  interés  del 
jénero  humano  que  prevaleciese  en  materia  de  matrimonio  la  lei  del 
lugar  de  la  celebración,  a  costa  do  todas  las  otras.  Pero  el  costo  sería 
demasiado  jurando  por  la  violación  que  acarrearía  de  otras  lej'os  i 
otros  derechos  no  menos  importantes  i  sacrrados. 

Debe  también  sentarse  que  una  erran  mayoría  de  juristas  i  canonis- 
tas del  continente,  anti^^uos  i  modernos,  están  de  acuerdo  en  consi- 
derar la  incapacidad  personal,  como  causa  de  nulidad  del  matrimonio. 

Es  importante  observar  que,  aunque  se  admita  la  proposición  locus 
rogit  acfam,  no  se  sigue  de  aquí  que  deba  mirarse  como  nulo  el  ma- 
trimonio no  celebrado  en  conformidad  a  ellas.  La  práctica  jeneral  de 
las  naciones  es  permitir  a  las  partes  que  elijan  entre  la  lei  de  su  do- 
micilio i  la  lei  del  luirar  del  contrato,  reconociendo  como  válido  el 
matrimonio  celebrado  con  las  formalidades  de  la  una  o  la  otra. 

Todo  lo  precedente  es  extractado  de  Phillimorc,  tomo  IV,  pajinas  284 
i  siguientes;  i  creo  que  basta  para  convencernos  de  la  completa  inexac- 
titud de  los  juzgados  eclesiásticos  de  Inglaterra,  en  la  doctrina  de  que 
arriba  hemos  hecho  mención. 

*  Los  doce  jueces  de  Inglaterra  decidieron,  el  año  1812.  en  el  caso 
de  LoUy,  que,  siendo  por  las  leyes  inglesas  indisoluble  el  matrimonio 
sin  la  intervención  del  parlamento,  los  divorcios  (^uoací  vinculum) 
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cazniente  sino  por  la  autoridad  local.  Así  vemos  quo  en  toda» 
partes  se  concede  con  arrc<?lo  a  las  leyes  locales.* 

La  excepción  mas  frecuente  al  principio  de  la  indelebilidad 
délas  obligaciones  emanadas  de  la  ciudadanía  nativa,  es  la  que 
nace  del  derecho  de  los  estados  soberanos  a  naturalizar  extran- 
jeros, a  domiciliarlos,  í  a  conferirlos  los  privilejios  de  su  nue- 
va naturaleza  o  domicilio.  Esto,  relativamente  a  los  privilejios 
comerciales,  está  jeneralmente  admitido,  i  así  lo  observa  la 
Gran  Bretaña,  no  obstante  que  sus  leyes  desconocen  de  todo 
puntojel  derecho  de  abdicar  la  ciudadanía  nativa.** 


Las  leyes  de  un  estado  no  tienen  mas  fuerza  en  otro  que  la 
que  el  segundo  haya  querido  voluntariamente  conoexloiles;  por 
consisruiente,  no  producen  por  sí  mismas  oblipraciím  alguna  en 
loa  subditos  de  los  otros  estados,  que  existen  fuera  del  territo- 
rio del  primero;  i  de  aquí  es,  por  ejemplo,  que  una  garantía 
de  neutralidad  en  una  póliza  de  seguro  no  se  falsifica  por  la 
sentencia  de  un  tribunal  extranjero,  que  haya  condenado  el 
buque  neutral  por  contravención  a  cualquiera  ordenanza  o  re- 
glamento, que  adicione  o  altere  en  alguna  cosa  el  derecho  co- 
mún de  jentcs,  i  que  no  tenga  a  su  favor  los  pactos  entro  la 
nación  que  condena  la  presa  i  la  nación  a  que  jDertencce  el  bu- 
que.*** 


obten  idoR  fuera  del  reino  eran  nulos  i  de  niiicrun  valor  en  I  n  2^1  a  térra. 
Discutióse  una  cuestión  semejante,  el  año  de  1813,  en  la  cámara  de 
los  pares  de  la  Gran  Bretaña,  como  tribunal  de  apelación.  Disputába- 
se si  un  matrimonio  ingles  podía  ser  disuelto  por  xnm  corto  escocesa, 
aun  suponiendo  que  las  partes  se  hubiesen  domicilindo  en  Escocia;  i 
si  bien  no  lle<2ró  a  sentenciarse  la  causa,  el  canciller  lord  Eldon  emitió 
un  juicio  conforme  al  de  los  doce  jueces  expresado  el  año  anterior, 
negando  la  competencia  de  juzgado  alguno  extranjero  para  disolver 
un  matrimonio  celebrado  en  Iní,'laterra.  (Kcnt,  ibídcm). 

•  Kent,  Comentarios,  parte  II,   lección  16.  Pero  véanse  las  obser- 
vaciones de  Phillimore  en  el  texto,  escritas  en  186!. 

**  Whcaton,  Elementos,  parto  II,  pajina  2,  §  7. 

*••  Chitty's  ^ommercial  Law,  volumen  I,  capítulo  i. 
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Las  leyes  du  un  estado  se  suponen  ignoradas  por  los  otros; 
is  cuales,  por  consiguiente,  si  no  intervienen  tratados  en  con- 
'ario,  no  están  obligados  u  prostar  la  fuerza  de  la  autoridad 
liblica  para  compeler  a  persona  alguna  a  obedecerlas.  Son 
Eilpables  los  inconvenientes  que  resultarían  de  un  sistema 
jntrario.  Las  naciones  ejercerían  una  continua  intervención 
1  los  negocios  domésticos  una  de  otra;  de  lo  que  resultarían 
loques  i  desavenencias.  Ni  sería  conciliable  semejante  dero- 
lü  con  los  de  expatriación  voluntaría  i  de  asilo.  Con  res|>ec- 
p  a  los  ciudadanos  que  no  han  abandonado  su  patria  para 
emprc,  ésta,  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  tiene  mediuit 
entro  de  sí  misma  para  hacer  respetar  sus  leyes. 

Las  naciones  modernas  han  llevado  esta  independencia  recí- 
roca  mas  allá  de  los  limites  que  la  equidad  natural  parece 
rescribirles.  Es  una  regla  establecida  en  la  Inglaterra  i  en  los 
stados  Unidos  de  América,  que  una  nación  no  cata  obligada 
darse  por  entendida  de  los  reglamentos  comerciales  o  fiscales 
i  otra;  i  por  una  consecuencia  de  esta  regla,  no  se  rehusa  la 
rotecciun  de  las  leyes  a  los  contratos  relativos  al  tráfico  de 
is  ciudadanos  con  los  subditos  de  las  potencias  extranjeras, 
jnquo  en  los  contratos  mismos  se  eche  de  ver  que  se  trata  de 
na  especie  de  trauco  que  las  leyes  de  estas  potencias  prohi- 
m.  En  los  tribunales  ingleses,  so  ha  decidido  que  no  era  ile- 
il  el  segui'O  de  un  viaje  en  que  se  trataba  de  defraudar  al  fia- 
>  de  una  nación  amiga  con  documentos  ficticios.  Moa,  aunque 
itá  tolerada  esta  práctica,  es  dificíl  concillarla  con  los  princi- 
os  universales  de  justicia.  Para  hacer  el  contrabando  en  paía 
[tranjero,  es  necesario  inducir  a  los  subditos  a  quebrantar  las 
yes  que  están  obligados  a  obedecer,  lo  cual  es  instigarlos  al 
imen.  Agrégase  a  esto  la  obligación  natural  de  observar 
s  leyes  del  estado  que  nosdispensa  hospitalidad,!  nos  pormi- 

traficar  con  sus  subditos  bajo  la  condición  tácita  do  confor- 
ar  a  ella.s  nuestra  conducta.  Obrar  de  otro  modo  es  pro- 
idor  de  mala  fe;  i  un  contrato  dírijido  a  fomentar  semejante 
imercio  no  delie  producir  obligación.  No  se  puede  alegar  a 
vor  de  esta  práctica  la  dificultad  de  saber  los  complicados 
glamentoa  Cácales  de  las  naciones   con  quienes  tenemos 
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comercio.  Difíciles  son  tambion  de  conocer  las  leyes  extranjem.H 
relativas  a  loa  contratos,  i  con  todo  eso  no  se  dejan  de  inter- 
pretar i  juzgar  según  ellas  loa  que  se  han  celebrado  en  pain 
extranjero.  No  se  divisa  motivo  alpcuno  para  que  las  naciunen 
cultas  no  concurran  desde  luego  a  la  total  abolición  de  un  hím- 
tema  tan  directamente  contrario  a  las  reglas  de  probidad  entre 
hombro  i  hombre,  si  no  es  el  lucro  mezquino  que  produce  a  las 
potencias  marítimas.* 

Aunque,  un  estado  solo  atiende  a  sus  propias  leyes  para  cali- 
fícar  de  legales  o  ilegales  los  actos  que  se  ejecutan  bajo  su 
imperio,  los  actos  ejecutados  en  otro  territorio  i  bajo  el  imperio 
de  otras  leyes  deben  calificarse  do  legales  o  ilegales  con 
arreglo  a  éstas.  La  comunicación  entre  los  pueblos  estarla 
sujeta  a  gravísimos  inconvenientes,  si  asi  no  fuese;  una  dona- 
ción o  testamento  otorgado  en  un  país  no  nos  daría  titulo 
alguno  a  la  propiedad  situada  en  otro;  dos  esposos  no  serian 
reconocidos  por  tales  desde  que  saliesen  del  país  cuyas  leyes 
i  ritos  han  consagrado  su  unión;  en  suma,  nuestros  mas  pre- 
ciosos derechos  desaparecerían,  o  solo  tendrían  una  existen-' 
cía  precaria,  luego  que  dejasen  de  hallarse  bajo  la  tutela  de 
las  instituciones  civiles  a  cuya  sombra  han  sido  creados. 


La  jurisdicción  es  la  facultad  de  administrar  justicia.  Su  ex- 
tensión es  la  misma  que  la  del  imperio.  A  los  tribunales  de  la 
nación,  corresponde  tomar  cono(;imiento  de  todos  los  actos  que 

*  Chitty,  ibidem.  Es  práctica  corrionto  recibirse  como  válido  por 
los  tríbunales  de  justicia  los  contratos  de  sejc^uros  de  mercaderías 
que  se  destinan  a  un  comercio  de  contrabando.  Las  razones  a  favor 
de  ella  pueden  verse  en  Merlin,  Réperloire,  v.  Arrét  de  Prince, 
Se  ha  querido  fundarla  principalmente  en  el  derecho  de  retorsión. 
cTalvez  Pothier  hubiera  sido  menos  ríjido,  dice  Emerigon,  Tf atada 
de  seguros,  tomo  I,  pajina  ^15,  si  hubiese  considerado  que  el  contra- 
bando es  un  vicio  común  do  todos  los  países  comerciantes:  los  espa- 
ñolea i  los  ingleses  lo  hacen  en  Francia^  i  por  tanto  nos  es  permitido 
por  una  especie  de  represalias  hacerlo  en  Inglaterra  i  España,  t  De-^ 
fender  una  práctica  por  el  derecho  de  retorsión  es  reconocer  su  io^- 
justicia. 
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están  sometidos  a  la  influencia  ilc  sus  leyes,  i  prestar  la  fuerza 
de  la  autoridad  pública  a  la  defensa  i  vindicación  de  todos  los 
derechos  creados  por  ellas. 

Las  personas  que  cxistcín  dentro  del  territorio  se  hallan  pri- 
vativamente sujetas  a  la  jurisdicción  del  estado.  Las  naciones 
extranjeras  no  tienen  facultad  para  instituir  en  él  un  tribunal 
o  judicatura  de  niní^una  clase,  si  no  es  que  el  soberano  del 
territorio  se  la  haya  conferido.  Fundada  en  este  principio,  de- 
claró la  corte  suprema  de  la  Federación  Americana,  el  año  de 
1794,  que  no  era  legal  la  jurisdicción  del  almirantazgo  ejercida 
por  los  cónsules  de  Francia  en  el  territorio  de  aquellos  estados, 
pues  no  se  apoyaba  en  pacto  alguno.* 

La  misma  corte  declaró  el  año  de  1812,  en  un  caso  célebre 
a  que  estuvieron  presentes  todos  los  jueces:  que  la  jurisdicción 
de  los  tribunales  es  una  parte  do  la  que  reside  en  el  estndo, 
en  virtud  de  su  independencia  i  soberanía;  que  la  jurisdicción 
del  estado  en  su  territorio  es  necesariamente  exclusiva  i  abso- 
luta, i  no  es  susceptible  de  ninguna  limitación,  que  él  no  se 
haya  impuesto  a  sí  mismo;  que  toda  restricción  a  que  se  inten- 
tase someterla  i  que  se  orijinase  de  una  fuente  externa  menos- 
cabaría su  poder  soberano  en  esa  parte  i  lo  trasladarla  al  estado 
de  que  emanase  la  restricción;  i  que,  por  consiguiente,  todo 
lo  que  limita  esa  plenitud  de  jurisdicción  dentro  del  territorio 
debe  rastrearse  al  consentimiento  de  la  nación  misma,  i  no 
puede  derivarse  do  otra  fuente  lejítima.** 

Cesa  la  jurisdicción  de  un  estado  dentro  de  su  propio  terri- 
torio: 

1.**  Cuando  la  persona  de  un  soberano  entra  en  las  tierras 
de  una  potencia  amiga.  Representando  la  dignidad  i  soberanía 
de  su  nación,  i  pisando  el  territorio  ajeno  con  el  beneplácito 
del  gobierno  local  (beneplácito  que  en  tiempo  de  paz  se  presu- 
me), está  exento  de  la  jurisdicción  del  país  en  que  momentá- 
neamente reside. 

2.®  Respecto  de  los  ajentes  diplomáticos. 

*  Dallas'  Reports,  tomo  III,  pajina  16. 
**  Cranch's  Reports,  tomo  VII,  pajina  136. 
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3/  Respecto  de  los  ejércitos,  escuadras  o  naves  de  guerra, 
que  transitan  por  nuestras  tierras,  o  navegan  o  anclan  en 
nuestras  aguas.  Para  el  tránsito  de  tropas  por  tierra,  se  nece- 
sita ol  permiso  expreso  de  la  autoridad  local;  pero,  f?i  no  hai 
prohibición  expresa,  los  puertos  de  una  potencia  se  consideran 
abiertos  a  las  naves  de  las  otras  con  quienes  la  primera  está 
eu  paz/ 

La  territorialidady  o  el  territorio  independiente  que  se 
atribuye  a  las  naves  de  guerra  i  a  los  ajentes  diplomáticos, 
expresa  por  medio  de  una  ficción  o  metáfora  esta  inilependcn- 
cia  de  la  jurisdicción  local. 

En  alta  mar,  los  buques  de  toda  potencia,  sean  públicos  o 
}Kirticulares,  permanecen  sujetos  a  su  jurisdicción.  Si  se 
comete  un  crimen  a  bordo  de  un  buque  en  alta  mar,  solo  la 
nación  a  que  pertenece  el  buque  puedo  juzgar  i  castigar 
al  reo." 

El  derecho  de  visitar  i  rejistrar  los  buques  extranjeros  en 
alta  mar,  no  existe  en  ningún  tiempo  respecto  de  las  naves 
públicas  o  de  guerra,  ni  en  tiempo  de  paz  respecto  de  las  naves 
privadas,  a  no  ser  que  se  haya  concedido  por  tratados.  Como 
la  piratería  es  a  un  mismo  tiempo  un  crimen  i  un  estado  de 
guerra  contra  todas  las  naciones,  cada  una  de  ellas  puede  apre- 
sar la  nave  pirática  en  alta  mar,  i  apoderarse  de  los  que  la 
mandan  i  tripulan  para  enjuiciarlos  i  castigarlos.  Pero,  sobre 
la  nave  pirática  que  se  acerca  a  la  costa,  solo  tiene  jurisdicción 
el  soberano  que  manda  en  ella;  i  aunque  no  tendría  razón 
para  llevar  a  mal  que  una  fuerza  extranjera  aprendiese  en  sus 
agitas  a  un  enemigo  común  del  jénero  humano,  estaría  sin 


*  Wheatan,  Elfimentos,  parte  II,  capítulo  2,  §  10. 

**  Discurso  del  juez Marshall  en  la  camarade  representantes  de  los 
Estados  Unidos.  Apéndice  al  tomo  V  de  Wheaton's  Reports. 

f  Los  tribunales  de  los  Estados  Unidos  ejercen  jurisdicción  sobre  un 
homicidio  cometido  en  alta  mar  desde  un  buque  de  los  Estados  Uni- 
dos por  un  extranjero  que  iba  a  su  bordo,  siendo  el  muerto  extranjero 
i  hallándose,  al  recibir  la  muerto,  a  bordo  de  un  buque  también  ex- 
tranjero. (Juzgado  así  en  la  corte  suprema  de  Cstados  Unidos,  Whea- 
ton's Reporls,  tomo  V,  pajina  18i.) 
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duda  autorizado  para  exijir  que  el  aprensor  le  entregase  a  lá 
justicia  local.* 

El  comercio  de  esclavos,  que  antes  era  considerado  como 
lejítimo,  está  ho¡  prohibido  por  casi  todas  las  naciones  cristia- 
nas, i  aun  declarado  en  algunas  de  ellas  piratería.  Pero  esta 
piratería  no  es  la  del  derecho  de  j entes;  es  creada  por  las  leyes 
civiles;  i  no  nos  confiere,  sino  por  medio  de  pactos,  la  facul- 
tad de  visitar  i  rejistrar  un  buque  extranjero  en  alta  mar  i  en 
tiempo  de  paz,  ni  la  de  aprender  i  juzgar  a  los  traficantes  de 
esclavos.** 

Como  varias  potencias  han  rehusado  conceder  a  otras  esa 
facultad  de  visita  i  rejistro,  se  abusa  amenudo  de  su  ban  !era 
para  cubrir  el  comercio  de  esclavos;  i  la  Gran  Bretaña,  empe- 
ñada, con  tanto  honor  suyo,  en  abolir  este  infame  tráfico,  ha 
reclamado  i  sostenido  el  dereolio  de  visitar  en  todo  tiempo 
cualesquiera  embarcaciones  sospechosas  con  el  solo  objeto  do 
reconocer  si  es  jonuína  la  bandera  que  llevan,  dejándolas  ir  en 
libertad  con  su  carga,  aunque  sea  de  esclavos,  si  las  embarca- 
ciones pertenecen  a  estados  que  no  han  concedido  a  la  Gran 
Bretaña  la  facultad  de  rejistro  i  jurisdicción.  Es  preciso  confe- 
sar que,  sin  ese  derecho  de  visita,  los  otros  vendrían  a  ser  en 
gran  parte  ilusorios.*** 

Las  naciones  cristianas  que  han  adherido  a  la  Gran  Bretaña 
en  la  prohibición  del  tráfico  de  esclavos,  observan  jeneralmente 
la  regla  de  declarar  libre  toda  persona  que  piso  su  territorio, 
no  obstante  las  reclamaciones  del  dueño,  i  sin  concederle  in- 
demnización alguna. 


*  Schmalz,  tomo  I,  parte  5,  capítulo  2. 
**  Wheaton,  Elementos ,  parte  II,  §  17. 

***  Esta  jurisdicción,  según  los  tratados  que  la  Gran  Bretaña  ha  ce- 
lebrado con  varias  potencias  para  la  abolición  del  comercio  do  esclavos 
se  ejerce  por  tribunales  mixtos  en  que  concurren  la  potencia  apresa- 
dora  i  la  potencia  a  que  pertenece  la  nave.  Otros  gobiernos  han  atri- 
buido esta  jurisdicción  a  sus  juzgados  nacionales.  Los  Estados  Unidos 
i  la  Francia,  con  algunos  otros  estados,  no  conceden  el  derecho  do 
visita  i  rejistro,  pero  se  obligan  a  mantener  escuadras  en  la  costa  de 
África  para  impedir  el  trcifico.  (Phillimore,  tomo  I,  pajina  333.) 
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Habiendo  examinado  la  extensión  de  la  jurisdicción,  se  sigue 
ahora  considerar  la  materia  sobre  que  recae. 

!.•  El  conocimiento  de  los  delitos  cometidos  en  cualquiera 
parte  del  territorio  de  la  nación,  sean  ciudadanos  o  extran- 
jeros los  delincuentes,  compete  privativamente  a  sus  juz- 
gados.* 

*  I  Cuando  un  extranjero  ha  delinquido  on  nuestro  territorio,  es 
castigado  por  nuestras  autoridades  i  según  nuestras  leyes;  su  sobera- 
no no  puede  pedir  su  extradición,  i  el  extranjero  persej^uido  puede 
por  su  parte  reclamar  todos  los  derechos  de  los  ciudadanos  de  nuestro 
fótado  en  igual  caso.    Ni  seria  justo  tratarle  con  mas  rigor  que  ai 
ciudadano,  ni  hai  razón  para  mostrarle  mas  induljencia,  a  pretexto 
de  que  su  delito  le  habria  acarreado  una  pena  menos  severa  en  su 
patria:  el  no  ha  contravenido  a  las  leyes  de  su  nación,  sino  a  las  nues- 
tra. Esta  re^sfla  se  aplica  igualmente  a  las  acciones  que  no  son  injus- 
tas en  si  mismas,  i  por  consiguiente  no  acarrean  castiga  en  todas 
partes:  por  ejemplo,  la  introducción  de  mercaderías  prohibidas....  Si 
la  leí  amenaza  indistintamente  a  todos  los  individuos,  el  majistrado 
debe  aplicarla  sin  distinción,  aun  cuando  el  extranjero  hubiese  obrado 
por  orden  de  su  gobierno.  Atravesando  nuestras  fronteras,  se  somete 
a  nuestras  leyes,  i  es  justamente  castigado,  cuando  en  corresponden- 
cia de  la  hospitalidad  con  que  le  acojcmos,  se  conduce  entre  nosotros 
como  un  enemigo  pérfido....  Si  se  comete  en  un  país  alguna  ofensa 
contra  un  gobierno  o  soberano  extranjero,   el  gobierno  o  soberano 
ofendido  puede  de  la  misma  manera  que  los  particulares  solicitar  el 
castigo  i  reparación.  Si  se  publican  libelos  contra  una  corte  extranjera, 
es  conforme  al  derecho  i  a  la  costumbre  satisfacerla  castigando  al  de- 
lincuente. Mas  este  castigo  no  podrá  exijirsc  sino  conforme  a  las  leyes 
del  estado  on  que  se  ha  perpetrado  el  delito.»  Schmalz   (Droit  d(*. 
Gens,  libro  IV,  capítulo  3.) 

Suelen  ser  frecuentes  las  quejas  de  los  soberanos  por  los  libelos  que 
se  publican  contra  ellos  en  país  extranjero  i  especialmente  por  el  len- 
guaje abusivo  de  la  prensa  periódica.  Pero  en  esta  parte  no  están  su- 
jetos los  extranjeros  a  diferentes  reg'as  que  los  naturales.  En  los 
países  que  no  conocen  la  libertad  de  la  prensa,  el  gobierno  es  respon- 
sable de  los  abusos  de  ésta  para  con  las  naciones  extranjeras;  en  el 
caso  contrario,  que  es  el  que  afortunadamente  prevalece  en  el  dia,  los 
abusos  de  la  prensa  se  castigan  con  arreglo  a  la  lei,  i  no  se  hace  difo- 

DCHO. INT.  13 
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Por  consií^fuiente,  el  cUiIito  cometido  a  bordo  de  cualquier 
buque  mercante  en  nuestras  aguas,  debe  ser  privativamente 
juzí^ado  i  casti|2:ado  por  nuestras  judicaturas,  entendiéndose  por 
delito  la  contravención  a  nuestras  leyes.  Si  un  acto,  pues, 
cometido  en  una  nave  extranjera  surta  en  nuestras  aguas  no 
fuese  prohibido  por  nuestras  leyes,  pero  lo  fuese  por  las  leyes 
del  país  a  que  pertenece  la  nave,  el  conocimiento  i  castigo  de 
ese  delito  no  corresponderían  a  nuestros  juzorados  nacionales. 
Por  el  mismo  principio,  las  infracciones  de  la  disciplina  interior 
del  buqueextranjero  cometidas  por  individuos  de  la  tripulación 
no  son  de  la  comi>etencia  de  nuestros  juzgados.* 

2.**  En  las  obligaciones  civiles,  la  consideración  do  la  matiTÍa 
está  íntimamente  unida  con  la  de  las  personas. 

En  primer  lugar,  es  un  princiixio  jenoralmente  reconocido 
que  todo  contrato  confiere  jurisLÜccion  a  los  tribunales  del  país 
en  que  se  ha  celebrado.** 

Sin  embargo,  las  leyes  de  cada  estado  pueden  limitar  la 
jurisdicción  de  sus  judicaturas  respecto  de  los  extranjeros 
transeúntes.  Así,  según  las  leyes  francesas,  cuando  un  contra- 

rencia  entre  naturales  i  extranjeros.  En  el  año  de  1803,  Juan  Peltier, 
refujiado  francés,  fué  acusada  en  Londres  por  un  libelo  contra  Napo- 
león Bonaparte,  que  ora  entonces  primer  cónsul  do  la  república  fran- 
cesa; el  jurado  declaró  culpable  al  reo,  que  hubiera  sin  duda  sufrido 
la  pena,  si  ésta  hubiese  llepfado  a  pronunciarse:  afortunadamente  ohíh- 
lió  de  nuevo  la  guerra  entre  las  dos  naciones.  {Phillimore,  tomo  V, 
capítulo  I,  pajina  417.) 

*  «Un  dictamen  del  consejo  de  estado,  aprobado  el  20  de  noviem- 
bre de  1800,  contiene  la  exposición  de  los  principios  admitidos  en 
Francia  sobre  esta  materia.  En  él,  se  declaró  que  un  buque  extranjero 
está  ipso  yare  sometido  a  las  leyes  de  policía  del  territorio  en  que  so 
halla;  que  los  individuos  de  la  tripulación  están  sujetos  a  los  tribuna- 
les del  país  en  toda  clase  de  delitos  cometidos  contra  personas  que  no 
pertenecen  a  ella,  aun  cuando  fuesen  cometidos  a  bordo;  que,  en  cuanto 
a  los  cometidos  a  bordo  por  un  individuo  do  la  tripulación  contra  otro 
individuo  de  la  misma,  si  solo  conciernen  a  la  disciplina  interior,  en 
que  la  autoridad  local  no  debe  injerirse,  mientras  no  se  invoque  su 
auxilio  o  no  peligre  la  ti*anquilidad  del  puerto,  la  represión  de  tales 
delitos  se  deja  al  cónsul  de  la  nación  a  que  pertenece  el  buque.»  Par- 
dcssus  Droil  Commercial,  parte  VJI,  título  6,  capítulo  4,  sección   1. 

**  Lci  19,  §g  I  i  2,  D.  De  judiciis. 
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to  celebrado  en  Francia  tiene  por  objeto  la  construcción,  equi- 
po, abastecimiento,  o  venta  de  un  buque,  el  contratante 
extranjero  puede  ser  demandado  nnie  los  tribunales  franceses 
para  su  ejecución,  aunque  no  esté  domiciliado  en  el  reino.  La 
misma  protección  se  concede,  seíi^un  aquellas  leyes,  a  los  con- 
tratos celebrados  en  Francia  entre  extranjeros,  con  obligación 
de  entregar  una  mercadería  o  su  precio  en  Francia.  De  la 
misma  manera,  un  extranjero,  aunque  no  esté  domiciliado, 
puede  ser  citado  ante  los  tribunales  franceses  para  el  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  que  ha  contraído  con  un  francés 
en  Francia.  Pero  en  los  otros  casos  no  serian  competentes 
los  tribunales  franceses,  a  menos  que  los  contratantes  extran- 
jeros les  prorrogasen  la  jurisdiccnon,  o  que  hubiesen  elojido 
domicilio  en  el  reino  para  La  ejecución  del  contrato. 

I  así  seria,  aunque  se  probase  que  en  la  nación  del  deman- 
dado acostumbraban  los  tribunales  conocer  de  contratos  otor- 
gados en  ella  por  extranjeros,  o  que  sus  leyes  ordenaban  a  los 
ciudadanos  someterse,  relativamente  a  los  contratos  celebrados 
en  otro  país,  a  los  juzgados  locales.  «Es  innegable,  dice  Merlin^ 
que  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos  de  América,  a  quien 
toca  administrar  justicia  a  sus  ciudadanos,  puede  delegar  esta 
administración  a  nuestro  gobierno  para  mientras  residan  en 
Francia;  pero  que  sus  leyes  obliguen  al  gobierno  francés  a 
tomar  sobre  sí  este  cargo,  repugna  a  todos  los  principios,  por 
que  la  delegación  do  jurisdicción,  de  potencia  a  potencia,  es 
un  verdadero  mandato,  para  cuyo  valor  es  indispensable  que 
concurra  la  voluntad  del  mandatario.  El  consentimiento  del 
gobierno  americano  a  que  sus  ciudadanos   litiguen  ante  los 
tribunales  franceses,  fuera  de  aquellos  casos  en  que  pueden  ser 
líonstreñidos  a  ello  por  nuestras  leyes,  no  puede  imponer  obli- 
gación alguna  a  los  tribunales  franceses,  sino  después  que 
nuestro  gobierno  haya  aceptado  este  encargo  i  proclamado  la 
aceptación.    Hasta  entonces  ni  aun  debe  presumirse  que  lo 
sepan,  pues  a  nuestro  gobierno  corresponde  exclusivamente 
hacer  sater  las  reglas  que  determinan  la  competencia  de  la» 
judicaturas  francesas.»* 

*  Répertoire,  V.  Etranger. 
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En  cuanto  a  los  contratos  celebrados  en  país  extranjero, 
están  igualmente  discoixles  las  opiniones  de  los  escritores,  i  la 
práctica  de  las  grandes  naciones. 

«La  protección  que  debe  concederse  a  los  extranjeros,  no  se 
limita,  dice  Fritot,  a  asegurar  la  ejecución  de  las  obligaciones 
contraídas  con  ellos  en  el  territorio,  antes  bien  abraza  el  cum- 
plimiento de  las  obligaciones  contraídas  en  país  extranjero,  i 
según  las  leyes  i  formas  de  otras  naciones;  i  no  solo  en  las 
controversias  entre  extranjeros  de  un  mismo  país,  sino  entre 
los  de  países  diversos,  i  aun  entre  extranjeros  i  ciudadanos... 
En  Inglaterra  i  en  los  Estados  Unidos  de  América,  un  extran- 
jero tiene  acción  contra  otro  por  deuilas  contraídas  en  país 
extranjero.   Nada  mas  natural  ni   mas  justo  que  dar  a  las 
partes  los  medios  de  hacer  cumplir  sus  obligaciones  recíprocas. 
Se  dice,  es  verdad,  que  la  Inglaterra  lleva  en  esto  la  mira  de 
atraer  el  comercio  a  sus-  puertos,  haciendo  participar  a  los 
extraños  del  amparo  de  sus  instituciones  civiles.    Pero  ¿por 
ventura  hace  mal   la   Inglaterra  en  consultar  su  interés  do 
ese  modo?   ¿I  no  deberían  los  demás  pueblos  seguir  su  ejem- 
plo? Se  dice  también  que  los  majistrados  de  una  nación  igno- 
ran las  leyes  do  las  otras  i  es  dé  temer  que  las  interpreten  i 
apliquen  mal.   Pero  la  razón  i  la  moral,  que  deben  ser  la 
base  de   toda  lejislacion,   son  inmutables  i  universales,   do 
todos  los  tiempos  i  países;  i  a  las  partes  que  imploran  el  auxi- 
lio de  los  tribunales  es  a  quienes  toca  dar  a  conocer  el  e^ípíritu 
de  sus  convenciones  i  el  de  las  leyes  bajo  cuyo  imperio  con- 
trataron.»* 

Según  esta  jurisprudencia,  todo  contrato  por  lo  que  toca  a 
su  valor,  su  intelijencia,  las  obligaciones  que  impone  i  el  modo 
de  llevarlas  a  efecto,  debe  arreglarse  a  las  leyes  del  país  en 
que  se  ajustó;  pero,  si  ha  de  ejecutarse  en  otro  país,  se  le  apli- 
can las  leyes  de  este  último.  Por  consiguiente,  se  suponen 
incorporadas  en  el  contrato  mismo  todas  las  leyes  que  lo  afec- 
tan; i  los  tribunales  de  cualquier  país  que  tengan  actual  juris- 
dicción sobre  las  partes,  pueden  hacerles  cumplir  sus  obliga- 


*  Science  du  Publícistn,  tomo  II,  pajinas  36í,  3G5,  etc. 
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cienes  recíprocas  con  arreijlo  a  las  cláusulas  expresas  del 
contrato  i  a  las  leyes  incorporadas  en  él/ 

La  capacidad  jiersonal  de  los  contratantes  depende  de  su 
condición  civil  en  el  estado  de  que  son  miembros,  la  cual, 
oomo  vimos  arriba,  viaja  con  ellos  adonde  quiera  que  se  tras- 
ladan. Si  la  mujer  casada,  si  el  menor,  seüfun  las  leyes  de  su 
patria,  o  del  pais  en  que  han  fijado  su  domicilio,  son  inhábiles 
l>ara  contratar,  sus  contratos  serán  inválidos,  cualesquiera  que 
sean  las  leyes  del  país  en  que  se  han  celebrado,  o  del  país  en 
que  se  quiere  llevarlos  a  efecto.  Pero,  en  materias  comerciales, 
(*uando  el  país  de  la  celebración  del  contrato  es  el  mismo  en 
que  se  ha  de  ejecutar,  se  atiende  solamente  a  sus  leyes  para 
calificar  la  capacidad  de  los  contratantes.  Son  manifiestos  los 
inconvenientes  que  se  seguirían  de  adoptar  otra  regla. 

La  forma  externa  del  contrato  depende  enteramente  de  las 
leyes  del  país  en  que  se  celebra.  Si  no  se  observan  éstas,  el 
contrato  es  nulo  ab  ¿niíío,  i  no  puedo  llevarse  a  efecto  en 
ninguna  parte.  Pero  hai  diferencia  entre  las  formas  extt»rnas 
del  contrato,  i  las  pruebas  de  su  existencia.  Las  formas  externas 
(por  ejemplo,  si  ha  de  ser  por  escritura  privada  o  pública,  con 
el  .sello  de  las  partes,  etc.),  se  determinan  por  la  lei  del  país 
en  que  se  contrata  (¡ex  loci  contractus);  las  pruebas  de  su 
existencia  (por  ejemplo,  sí  son  o  no  admisibles  en  juicio  las 
testimoniales),  se  determinan  por  las  leyes  del  país  a  cuyas  ju- 
dicaturas se  recurre  (lex  fori),*"^ 

El  efecto  de  las  leyes  incorporadas  en  los  contratos  no  so 
extiende,  pues,  a  alterar  las  formas  de  los  procedimientos  judi- 
ciales que  son  propios  del  país  a  cuyos  juzgados  se  ocurre,  ni 
las  reglas  que  éstos  siguen  relativamente  a  las  pruebas  o  a  la 
prescripción.*** 

Aunque  la  forma  en  que  debe  otorgarse  un  testamento  so 
sujeta  a  las  leyes  locales,  para  que  sea  protejido  por  los  tribu- 


♦  Elliofs  Diplomattic  Code,  Reí.  248,   249,  262,  297,  ato..    Kont, 
Comentarios,  parte  V,  lección  39,  tomo  II,  capítulo  457. 

**  Wheaton,  Elementos,  parte  II.  capítulo  2,  J22. 

***  Wheaton,  Elementos,  parte  II,  capítulo  2,  J  9. 
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nales  de  otro  país  es  necesario  que  primeramente  se  autorice, 
o  como  dicen  los  franceses,  se  homologue  en  éste.* 

Notaremos  también  que  las  leyes  o  reglamentos  puramente 
fiscales  no  obran  fuera  del  territorio.  La  falta  de  un  sello  pú- 
blico, que  pidan  las  leyes  de  un  país  con  el  objeto  de  producir 
una  renta  fiscal,  no  puede  alegarse  como  causa  do  nulidad 
ante  los  juzgados  de  otro.** 

Finalmente,  ninguna  nación  está  obligada  a  reconocer  una 
especie  de  derecho  que  sus  leyes  han  condenado  o  proscrito 
como  contrario  a  la  lei  divina  positiva,  a  la  justicia  natural  o  a 
las  buenas  costumbres.  Así  el  dueño  de  un  esclavo  no  puede 
reclamar  los  derechos  de  tal  en  países  cuya  lejislacion  ha 
abolido  la  esclavitud,  i  declarado  libre  a  todo  hombre  que 
pise  su  suelo,  como  sucede  en  Inglaterra,  Francia,  Prusia  ¡ 
Chile. 

9 

Resta  ver  cual  os  el  valor  de  los  actos  jurisdiccionales  fuera 
del  territorio  del  estado;  Las  reglas  siguientes  adoptadas  por 
la  suprema  corte  americana  parecen  conformes  a  los  mas  sanos 
principios.  «Si  un  tribunal  extranjero  no  puede,  según  el  de- 
recho de  jen  tes,  ejercer  la  jurisdicción  que  asume,  sus  senten- 
cias no  tienen  valor  alguno.»  «Acerca  de  la  jurisdicción  que 
los  tribunales  extranjeros  puedan  ejercer  segiin  las  leyes  de  la 
nación  a  que  pertenecen^  el  juicio  de  los  mismos  tribunales 
es  la  única  autoridad  a  que  debe  estarse.»  «Toda  sentencia  de 
adjudicación,  pronunciada  por  un  tribunal  que  tiene  jurisdicción 
en  la  materia  del  juicio,  da  sobre  la  cosa  adjudicada  un  título 
incontrovertible  en  los  países  extranjeros.»  «Los  tribunales  de 
un  soberano  no  pueden  revisar  los  actos  ejecutados  bajo  la 
autoridad  de  otro.  »*** 

Para  la  mejor  intelijencia  i  aplicación  de  estas  reglas  jene- 
rales,  haremos  algunas  observaciones. 


*  Wheaton,  Elementos,  parte  II,  capitulo  2,  §  19. 
Wheaton,  Elemantos,  parte  II,  capítulo  2,  ^  22. 
*  Elliot's  Ref.  números  31,261.  Cranch's  Rnports  tomo  ÍV,  pajina 
?G7. 
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I.*  Una  sentencia  criminal  pronunciada  en  un  estado  no  pro- 
(l«(«  efecto  en  otro,  porque  ni  puede  ejccutarHC  en  la  persona 
o  bienes  del  reo,  que  se  hallen  fuera  de  los  límites  del  estado, 
ni  le  acarrea  las  inhabilidades  civiles  a  que,  convencido  de  un 
crimen  infame,  quedaría  sujeto  en  otro  país.  Con  todo,  una 
sentencia  de  condenación  o  absolución,  pronunciada  por  auto- 
ridad competente,  daría  al  supuesto  delincuente  la  excepción 
(le  cosa  juzí^ada  contra  el  que  le  persio^uicse  por  el  mismo  de- 
lito en  otro  país.  Pronunciada  por  autoridad  incompetente 
sería  nula,  i  no  serviría  de  nada  al  reo  contra  la  justicia  del 
país  a  cuyas  leyes  hubiese  contravenido/ 

2.'  El  juzgamiento  do  un  tribunal  competente  que  procede 
in  rem  es  decisivo  en  cuanto  a  la  propiedad  de  la  cosa  de  que 
se  trata;  i  el  titulo  que  conQore  a  ella  debe  reconocerse  en  los 
(lemas  estados.  Tienen  este  valor,  no  solo  las  sentencias  en 
causas  de  presas  bajo  el  derecho  de  jentes,  sino  los  fallos  de 
las  almirantazgos,  cortes  de  hacienda  i  demás  judicaturas  que 
aplican  las  leyes  civiles.  Por  dudosa  que  parezca  la  autoridad 
de  una  sentencia  extranjera  en  cuanto  al  mérito  de  los  hechos 
accesoriamente  envueltos  en  el  juicio,  la  paz  del  mundo  civi- 
lizado i  la  seguridad  i  conveniencia  jeneral  del  comercio  exijen 
manifíestamente  que  se  dó  pleno  i  completo  efecto  a  tales  sen- 
l(?ncías,  cuando  en  otro  país  se  trata  de  controvertir  el  título 
específico  de  propiedad  declarado  por  ellas.** 

3/  Aunque  la  división  de  la  herencia  mueble  de  un  extran- 
jero se  sujete  a  las  leyes  del  país  en  que  tuvo  su  domicilio,  no 
[wr  esto  se  sigue  que  la  distribución  deba  siempre  hacerse  por 
los  juzgados  de  eso  país  con  exclusión  de  los  de  aquel  en  que 
se  hallan  los  bienes.  Siendo  un  deber  de  todo  gobierno  prote- 
jera sus  ciudadanos  en  el  cobro  de  sus  créditos,  no  sería  justo, 
cuando  la  sucesión  está  solvente,  dejar  salir  los  fondos  i  poner 
a  los  acreedores  en  la  necesidad  de  perseguir  sus  derechos  en 
país  extranjero. 


¥** 


*  Wheaton,  Elementos,  ibídem,  §  15. 
Whoaton,  Elementos,  ibídem,  $  20. 

Whcaton,  Elementos,  ibídem,  §  19.    Kciit,  ComenUri^s,   parto 
V,  lección  37. 


•* 
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4.°  Los  principios  adoptados  por  la  Inglaterra,  la  Es}>aña  í 
los  Estados  Unidos,  sobre  el  valor  extraterritorial  de  los  actos 
jurisdiccionales,  no  son  tan  universalmente  seguidos  que  deban 
considerarse  como  estrictamente  obligatorios.  La  autoridad  de 
las  leyes  de  un  país  i  de  los  actos  jurisdiccionales  que  se  ejer- 
cen bajo  su  imperio,  se  admite  en  otros  países,  no  ex  proprio 
vigore,  sino  ex  comitate,  o  según  la  doctrina  de  Huber, 
quatenus  sine  praejudicio  indulgentium  fieripotest.*  Así, 
la  jurisprudencia  francesa  ha  adoptado  en  esta  materia  otros 
principios.  Las  sentencias  de  los  tribunales  extranjeros  pro- 
nunciadas entre  extranjeros  se  ejecutan  en  Francia  sin  nuevo 
examen  i  a  virtud  de  un  simple  2)areaí¿/?;  pero,  si  se  trata  de 
dar  valor  a  una  sentencia  extranjera  contra  un  francés  o  contra 
un  extranjero  domiciliado  en  Francia,  su  autoridad  se  desva- 
nece, no  hai  sentencia;  el  francés  i  el  extranjero  domiciliado 
tienen  derecho  para  pedir  que  la  causa  se  ventile  de  nuevo 
ante  sus  juec/Cs  naturales.** 

La  distinción  que  vamos  a  exponer  entre  los  actos  jurisdic- 
cionales extranjeros  que  pueden  reformarse  i  los  que  no  pue- 
den, es  la  que  parece  mas  fundada  en  justicia. 

Si  estos  actos  jurisdiccionales  recayeron  sobre  obligaciones 
contraídas  bajo  la  influencia  de  las  leyes  del  mismo  país  a  que 
el  tribunal  pertenece,  deben  ser  siempre  reconocidas  en  los 
otros  países,  ciñéadose  los  juzgados  de  otros  a  hacer  cumplir 
por  un  simple  exequátur  o  auto  do  pareatis  las  decisiones  que 
han  intervenido  en  la  materia. 

Pero  no  sería  lo  mismo  si  se  tratase  de  convenciones  cele- 
bradas bajo  el  imperio  de  nuestras  leyes,  ya  entre  un  ciudada- 
no i  un  extranjero,  ya  entre  dos  ciudadanos,  o  entro  dos 
extranjeros.  Los  actos  de.  jurisdicción  extranjera  que  han 
recaído  sobre  estas  convenciones,  i  que  les  han  dado  una  in- 
terpretación contraria  al  espíritu  de  las  leyes  patrias,  pudieran 
ciertamente  reformarse;  i  no  hai  duda  que  nuestras  autoridades 


*  Kent»  Comentarios,  ibídem, 

**  Fritot,  Science  du  Publiciste,  tomo  II,  pajina  365.   Merlin,  /?<*- 
pertoirCf  V.  Souveraineté,  §  5. 
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judiciales  tendrían  derecho  para  restablecer  su  verdadera  inter- 
pretación según  las  realas  de  justicia  i  de  eí{u¡dad  bajo  cuyo 
imperio  se  ajustaron.* 

Según  la  doctrina  de  Vattcl,  «no  debe  un  soberano  dar  oídos 
a  las  quejas  de  sus  subditos  contra  un  tribunal  extranjero,  ni 
tratar  de  sustraerlos  a  los  efectos  do  una  sentencia  pronunciada 
por  autoridad  competente;  eso  seria  lo  mas  a  propósito  para 
excitar  desavenencias  continuas.»  Es  verdad  que  el  mismo 
autor  añade:  «que  se  debo  obligar  a  los  subditos,  en  todos  los 
caaos  dudosos,  i  a  menos  que  haya,  una  lesión  yuRnifiesla^ 
a  someterse  a  las  sentencias  do  los  tribunales  extranjeros  por 
quienes  han  sido  juzgados.»  Pero,  ¿porqué  esa  restricción? 
Para  averiguar  si  hai  lesión,  es  necesario  examinar  la  causa  a 
fondo;  i  entonces  ¿a  qué  se  reduce  el  principio?** 

La  distinción  que  dejamos  expuesta  es  la  mas  racional  i 
equitativa;  i  cuando  fuera  de  ella  ocurriese  un  caso  de  injusti- 
cia manifiesta,  quedaría  siempre  al  agraviado  el  recurso  de  la 
reparación  solicitada  de  soberano  a  soberano  por  el  conducto 
de  los  ajen  tes  diplomáticos;  como  en  las  causas  de  presas  ma- 
rítimas condenadas  contra  el  derecho  de  jentes. 


*  Fritot,  ibídem,  pajina  372. 
'*  Fritot,  ¡bidem,  pajina  375. 


CAPÍTULO  V 

De  los  Ciudadanos  1  los  Extranjeros 

1.  Modo8  de  adquirir  la  ciudadanía.— 2.  Modos  de  perderla.— 3.  En- 
trada de  los  extranjeros  en  el  territorio.— 4.  Refnjio.— *.  Asilo  i 
extradición. — 6.  Xaufrajio. — 7.  Mansión  de  los  extranjeros  en  el 
territorio;  sus  derechos  i  obligaciones  según  sus  diferentes  clases. 
—8.  Sus  derechos  civiles. 


1 


Ciudadano^  en  el  derecho  de  jen  tes,  eB  todo  miembro  <lcla 
asociación  civil,  todo  individuo  que  pertenece)  a  la  nación. 

Esta  cualidad  se  adquiere  de  varios  modos,  según  las  leyesi 
de  cada  pueWo.  En  muchas  partes,  el  nacimiento  es  suficiente 
para  conferirla,  de  manera  que  el  hijo  de  un  extranjero  es  ciu- 
dadano por  el  hecho  de  haber  nacido  en  el  territorio.*  En  algu- 
nas países,  basta  la  extracción;  i  el  hijo  de  un  ciudadano,'* 
aunque  jamas  haya  pisado  la  tierra  de  sus  padres,  es  también 
ciudadano.***  En  otros,  el  domicilio^  esto  es,  cierta  manera  de 


*  Así  es  en  la  Inglaterra  i  en  los  Estados  Unidos  de  América.  Lo  mis- 
rao  ora  en  España  (lei  1,  título  20,  Partida  II,  i  leí  19,  título  13,  libro 
1,  Ordenayninnto  Real),  La  lei  7,  título  14,  libro  i  de  la  Novísima 
Rpcopilaciojif  fija  otra  regla:  es  ciudadano  el  que  nace  en  dominio 
español,  de  padre  i  madre,  o  a  lo  menos,  de  padre,  que  hayan  nacido 
o  contraído  domicilio  en  los  reinos  de  España. 

**  El  hijo  lejítimo  sifjiie  la  condición  del  padre;  el  ilejítimo,  la  de  la 
madre.  Según  la  citada  lei  7,  el  hijo  lejítimo  i  el  natural  siguen  la 
condición  del  padre:  el  espurio,  la  de  la  madre. 

***  Así  es  en  Inglaterra  por  el  estatuto  de  4  Geo.  II,  capítulo  21.  El 
pidre,  no  la  madre,  es  quien  trasmite  la  calidad  de  subdito  natural 


108  DERECHO  INTEIlNACl'iNAL 


establecimiento,  o  cierto  número  de  años  de  residencia  conti- 
nua, de  que  se  infiere  el  ánimo  de  permanecer  para  siempre, 
habilita  a  los  extranjeros  para  obtener  la  ciudadanía.  I  en  to- 
dos puede  el  soberano  concederla  por  privilejio  a  un  extraño. 
La  mera  extracción  es  el  menos  natural  de  estos  títulos, 
porque  no  supone  por  sí  misma  una  reciprocidad  de  beneficios 
ni  de  afecciones  entre  el  ciudadano  i  la  patria.  El  mero  domi- 
cilio i  el  privilejio,  jeneralmonte  hablando,  no  pueden  compe- 
tir con  el  nacimiento.  La  sociedad  en  cuyo  seno  hemos  recibi- 
do el  ser;  la  sociedad  que  protejió  nuestra  infancia,  parece 
tener  mas  derecho  que  otra  alguna  sobre  nosotros;  derecho 
sancionado  por  aquel  afecto  al  suelo  natal,  que  es  uno  de  loa 
sentimientos  mas  universales  i  mas  indelebles  del  corazón  hu- 


mano.* 


Para  que  el  privilejio,  el  mero  domicilio  o  la  mera  extrac- 
ción imix)ngan  las  obligaciones  propias  de  la  ciudadanía,  es 
necesario  el  consentimiento  del  individuo.** 

ingles  al  hijo  nncido  on  país  extranjero.  En  Francia,  por  el  artículo 
10  del  Código  Cimly  ol  padre  o  la  madre.  En  España,  según  la  citada 
lei  7,  ae  siq^ue  la  misma  roíala  que  en  Inglaterra,  con  tal  que  el  padre 
no  haya  contraído  domicilio  fuera  de  España. 

*    Ncscio  qua  natale  solura  dulcedine  cuñetes 
Ducit.  et  immomores  non  sinit  esse  sui. 

(Ovidio.) 

tPor  mayor  to vieron  los  sabios  antiguos  aquella  naturaleza  que  los 
ornes  han  con  la  tierra  por  nascer  en  ella.»  Lei  1.»,  título  20,  Par- 
HdsL  II. 

**  Cuando  las  leyes  de  un  país  conceden  la  ciudadanía  al  que  ha 
residido  cierto  número  de  años,  o  al  que  compra  una  finca  o  ejerce 
cierto  ramo  de  industria,  se  debe  entender  que  solo  ofrecen  al  extran- 
jero que  se  halla  en  uno  de  estos  casos  la  calidad  de  ciudadano,  de- 
jándole en  libertad  para  aceptarla  o  nó.  Pero  puede  suceder  que  las 
leyes  impongan  expresa  i  forzosamente  esta  calidad  al  extranjero  que 
ha  contraído  alq^una  de  esas  especies  de  domicilio.  El  que,  por  ejem- 
plo, compra  una  finca  en  los  países  en  que  las  leyes  hacen  forzosa- 
melite  ciudadanos  a  los  poseedores  de  fincas,  declara  por  el  mismo 
hecho  su  aceptación  de  la  ciudadanía.  La  posesión  de  la  finca  se  lo 
concede  bajo  esa  condición,  i  debe  someterse  a  ella. 
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El  nacimiento  por  si  solo  no  excusa  tampoco  la  necesidad  de 
este  consentimiento;  porque,  si  debe  presumirse  que  el  extran- 
jero conserva  el  ánimo  de  volver  a  su  patria,  i  pnra  desvanecer 
esta  presunción  se  necesita  que  la  parte  declare  de  un  modo 
füfinal,  o  a  lo  menos  por  hechos  inequívocos,  su  voluntad  do 
incorporarse  en  otro  estado,  i  si  es  conforme  a  la  razón  que  el 
hijo  no  emancipado  siga  la  condición  del  padre,  es  manifiesto 
que  las  leyes,  propendiendo  a  separai'los,  obrarían  de  un  mo- 
do violento;  que  la  naturalización  del  hijo  que  vive  bajo  la  po- 
testad paterna,  se  opera  ipso  fado  por  la  naturalización  del 
padre;  i  que  de  otro  modo  es  indispensable  el  consentimiento 
del  hijo,  luego  que  tenga  la  facultiid  de  prestarlo.* 

Ciudadanos  nativos  o  naturales  son,  pues,  pro])iamento  los 
que  han  nacido  de  padres  ciudadanos  i  en  el  territorio  del  es- 
tajo; los  otros  son  adoptivos  o  naLuralizados^  i  su  consenti- 


EI  privilejio  por  sí  solo  es  claro  que  no  confiore  la  ciudadanía  sin  el 
CDiwen  ti  miento  del  agraciado:  Benfíficiuin  invito  non  rJUitur. 

La  mera  extracción  se  halla  en  el  mismo  caso,  pero  por  una  razón 
diferente.  Sería  injusto  forzara!  que  se  halla  lip^ado  por  el  nacimiento 
a  un  país  i  por  la  extracción  a  otro,  a  romper  el  mas  fuerte  de  estos 
dos  vínculos,  haciéndole  miembro  de  una  sociedad  que  quizá  no 
conoce  i  de  quien  no  ha  recibido  ningún  beneficio.  Sin  embar;^:©,  como 
el  extranjero  está  sujeto  a  las  leyes  patrias  donde  quiera  que  existo, 
i  el  hijo  del  extranjero  sigue  naturalmente  la  condición  del  padre, 
mientras  se  halla  bajo  su  potestad,  la  emancipación  sola  puede  darla 
el  derecho  de  elejir  entre  la  ciudadanía  de  extracción,  i  la  ciudadanía 
de  nacimiento. 

■  Fritot,  tomo  III,  pajinas  65  i  66.  Scj^un  el  Código  Civil  de  los 
franceses,  el  niño  nacido  en  Francia  de  un  extranjero  sigue  la  condi- 
ción del  padre,  pero,  llegando  a  la  mayor  edad,  puede  reclamar  la 
calidad  de  francés. 

El  principio,  qtie  todo  hombre  pertenece  por  naturaleza  al  estada 
**!!  CTiyo  suelo  nace,  está  en  conflicto  con  el  otro  principio,  que  todo 
hombre  pertenece  por  naturaleza  a  la  patria  de  sus  padres,  dondo 
quiera  que  nazca.  Si  una  lejislacion  los  promulgase  ambos,  i  mantu- 
viese al  mismo  tiempo  que  nemo  patriam  exnorp  potost,  pugnarla  con 
aquella  resfla  eterna  de  moral  i  justicia:  nodie  debe  pretender  par¿r 
si  lo  que  en  igualdad  de  circunstnncias  no  concede  a  otros. 
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miento  es  necesario  para  lejitimar  su  naturalización  según  el 
derecho  ele  jen  tes.* 

Son  también  ciudadanos  nativos  los  que  nacen  bajo  el  pabe- 
llón nacional  en  bucjues  del  estado  o  campamentos  del  ejérci- 
to, o  en  la  familia  de  un  embajador  o  del  soberano  a  quien 
acontece  viajar  por  i>aís  extranjero.**  Los  que  nacen  en  buques 
mercantes,  deben  sujetarse  a  la  misma  regla  según  la  costum- 
bre jeneral. 

Como  todo  estada  tiene  un  derecho  indisputable  al  servicio 
do  sus  ciudadanos,  tiene,  estrictamente  hablando,  igual  dere- 
cho a  prohibir  su  salida  del  país,  como  todavía  lo  hacen  algu- 
nas de  las  potencias  continentales  de  Europa. 

Todo  estado  tiene  asimismo  el  derecho  de  ordenar  la  vuelta 
<le  sus  ciudadanos  ausentes,  jiis  aoocandi,  especialmente  para 
vi  servicio  militar.  Pero  esto  orijinaria  diñcultades  graves^ 
porque  ninguna  nación  extranjera  es  obligada  a  circular  i  mu- 
cho menos  a  contribuir  a  la  ejecución  de  semejante  llamado, 
i  algunas  veces  ha  ocurrido  la  cuestión  de  si  el  estado  puede, 
en  demanda  de  sus  súbiUtos,  visitar  i  rejistrar  un  buque  ex- 
tranjero en  alta  mar.  Esta  cuestión  respondida  aíirmativamen- 


*  No  estará  de  mas  exponer  aqtri  brevemente  la  mistancia  de  las 
]e}*es  de  los  Estados  Unidos  relativas  a  la  naturalización.  El  extran- 
jero que  tiene  inteneion  de  naturalizarse,  debe  declarar  bajo  juramen- 
to, dos  años  antes,  su  intención  de  hacerse  ciudadano  de  los  Estados 
Unidos  i  de  abjurar  su  calidad  de  vasallo  del  soberano  cuyo  subdito 
es.  Ademas,  al  tiempo  de  su  admisión,  debo  prestar  juramento  do 
fidelidad  a  la  constitución  de  los  Estados  Unidos  i  renunciar  también 
con  juramento  su  calidad  de  ciudadano  o  subdito  de  todo  otro  estado 
i  en  especial  de  aquel  a  quien  ha  pertenecido  últimamente.  Debe  pro- 
bar asimismo  cinco  años  a  los  menos  do  residencia  continua  en  el 
territorio  de  los  Estados  Unidos,  i  un  año  dentro  de  la  jurisdicción  del 
respectivo  juze^ado.  Los  hijos  menores  de  personas  debidamente  natu- 
ralizadas son  considerados  como  ciudadanos  americanos,  si  permane- 
cen residiendo  en  el  territorio  de  los  Estados  Unidos.  (Kent,  Comen- 
tarios, volumen  II,  pajina  6i,  segunda  edición.)  I  seí^un  la  opinión 
de  este  jurisconsulto,  basta  la  naturalización  del  padre  para  naturalizar 
al  menor  (ibídem,  pajina  52;. 

**  Phillimore,  tomo!,  pajina  345. 
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te  por  la  Gran  Bretaña  i  en  sentido  contrario  por  los  Estados 
Unidos,  ha  ocasionado  serias  querellas  entre  las  dos  naciones. 
Se  ha  dicho  que  el  jus  avocandi  era  aplicable  a  los  natura- 
hzados,  lo  mismo  que  a  los  ciudadanos  nativos.  Pero  hai  una 
clase  que,  estrictamente  hablando,  no  puede  incluirse  en  nin- 
guna de  estas  dos  denominaciones,  es  a  saber,  la  de  aquéllos 
que  han  dejado  de  residir  en  su  país  nativo  i  han  tomado  en 
otra  parte  una  residencia  permanente  [domicil'unn  sirte  anU 
mo  revertendi)  sin  adquirir  una  nueva  ciudadanía  con  las  so- 
lemnidades legales.  Ellos  son  do  /lec/io,  pero  no  de  dereckOj 
ciudadanos  del  país  de  su  residencia. 

Se  duila  si  una  pei'sona  puede  ser,  a  un  mismo  tiempo,  ciu- 
dailano  de  dus  estados;  pero  este  punto  debe  decidirse,  no  por 
el  derecho  de  jentes,  sino  por  la  constitución  de  cada  uno  de 
eUos.* 


La  ciudadanía  cesa  o  {X^r  la  expatriación  penal,  o  por  la 
expatriación  voluntaria. 

En  el  primer  caso,  la  patria  renuncia  todos  sus  derechos 
sobre  el  individuo. 

En  el  segundo,  los  pierde,  si  las  leyes  permiten  a  los  indivi* 
(luos  la  expatriación  voluntaria. 

Pero,  aun  cuando  no  la  permitan,  los  la/os  que  unen  al  ciu- 
dadano  con  su  patria  no  son  indisolubles.  Maltratado  por  ella, 
comjielido  a  buscar  en  otro  suelo  el  bienestar  i  la  felicidad  que 
no  puede  encontrar  en  el  suyo,  le  es  licito  abondonar  la  aso- 
ciación a  que  pertenece,  e  incorporarse  en  otra.  Este  es  un  de- 
recho de  que  las  leyes  civiles  no  pueden  privarle,  i  en  el  ejer- 
cicio del  cual,  como  en  el  de  todos  aquellos  que  envuelven  la 
disolución  del  vínculo  social,  cada  individuo  juzga  i  decide 
por  sí  mismo.**  Puede  sin  duda  abusar  de  él;  pero,  si  abusa  o 
nó,  es  una  (cuestión  cuyo  examen  seria  difícil  a  las  naciones* 
extranjeras  i  en  que  éstas  no  son  jueces  comi^etentes. 

*  Philümore,  pajinas  46  i  siguientes. 

••  Paley.  Moral  Pliilosophy,  B.  VI,  capítulo  3. 
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Aun  en  el  supuesto  de  qne  los  otros  estados  debiesen  mirar 
la  emigración  como  un  delito,  no  podrían  negar  al  extranjero 
refujiado  on  su  seno  el  asilo  que  por  humanidad  i  por  costum- 
bre se  concede  a  los  delincuentes  que  no  han  cometido  críme- 
nes atroces. 

De  lo  dicho,  se  sigue:  primero,  que,  si  la  antigua  patria  del 
emigrado  lo  reclama,  los  otros  estados,  aun  mirándole  como 
delincuente,  no  tendrían  obligación  de  entregarle;  i  segundo, 
que,  si  el  emigrado,  después  de  naturalizarse  en  otro  país,  cae 
en  poder  del  estado  a  que  perteneció  primero,  i  éste  le  trata 
como  delincuente,  su  nueva  patria  no  tiene  derecho  para  con- 
siderar semejante  procedimiento  como  una  injuria.* 

*  Hai  estodos  que  proliiben  la  expatriación;  otros  la  permiten,  per- 
diendo el  expatriado  una  parte  de  sus  bienes.  Se^un  la  lei  inglesa,  el 
subdito  ¡n?les  tiene  con  el  soberano  una  oblig'acion  de  fidelidad  i  va- 
sallaje [alLfífj idnce)  intrínseca  i  perpetua,  deqae  no  puede  desnudarse 
pt)r  nin'JTun  acto  suyo.  Los  tribunales  ingleses  han  declarado  repetidas 
veces  que  un  subdito  inicies  que  recibe  comisión  do  un  principe  ex- 
tranjero i  pelea  contra  su  patria,  es  reo  de  alta  traición;  que  no  puede 
el  subdito  deponer  su  vasallaje  ni  trasportarlo  a  un  principe  extran- 
jero, ni  puede  príncipe  alguno,  empleando  o  naturalizando  a  un  ingles, 
disolver  el  vínculo  que  le  liga  con  su  soberano  nativo.  En  los  Estados 
Unidos,  han  discordado  los  jurisconsultos.  Por  una  parte,  se  ha  dicho 
que  el  derecho  abstracto  de  los  individuos  a  separarse  de  la  sociedad 
de  que  son  miembros,  es  antecedente  i  superior  a  la  lei  de  la  sociedad 
i  está  reconocido  por  los  mas  sabios  publicistas  i  por  la  práctica  do 
las  naciones;  que  ese  inextinguible  vasallaje  es  una  emanación  del 
sistema  feudal  en  que  los  hombres  estaban  encadenados  a  la  tierra; 
que  el  derecho  de  expatriación  es  incontestable,  si  se  ejercita  de  con- 
formidad con  las  obligaciones  morales,  esto  es,  de  buena  fe,  en  tiempo 
adecuado  i  por  un  acto  público;  que  la  facultad  de  naturalizar,  tan 
ampliamente  usada  por  los  Estados  Unidos,  reconoce  virtualmente  en 
los  otros  gobiernos  la  facultad  de  naturalizar  a  los  ciudadanos  de 
aquellos  estados.  Pero,  por  otra  parte,  se  alega  que  la  adopción  du 
una  nueva  patria  no  hace  perder  a  la  tierra  natal  sus  derechos  sobre 
nosotros,  porque  un  hombre  puede  ser  ciudadano  de  dos  naciones; 
que  así  como  el  individuo  tiene  derecho  a  la  protección  social,  está  a 
su  vez  sujeto  a  deberes  sociales,  de  que  no  le  es  dado  eximirse  aban- 
donando la  sociedad;  i  que  una  persona  puede  bien  naturalizarse  en 
otro  país,  pero,  mientras  no  ha  sido  legal  mente  exenta  de  su  natural 
dependencia,  conserva,  su  antiguo  carácter,  no  obstante  las  dificulta- 
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Pasemos  a  los  extranjeros  no  naturalizados,  ¡  consideremos 
primeramente  su  entrada  en  el  territorio. 

Según  el  derecho  externo,  el  soberano  puede  prohibir  la 
entrada  en  su  territorio,  ya  constantemente  i  a  todos  los  extran- 
jeros en  jeneral,  ya  en  ciertos  casos,  o  a  cierta  clase  de  perso- 
nas, o  para  ciertos  objetos.  Según  el  derecho  interno,  la  pro- 
des  a  que  se  exponga  por  el  conflicto  de  los  derechos  de  dosn<aciones. 
La  opinión  mas  conforme  al  lenguaje  de  las  judicaturas  americanas 
parece  ser  que  no  se  puede  abjurar  la  ciudadanía   sin  permiso  legal 
del  gobierno,  i  que,  pues  el  congreso  do  los  Estados  Unidos  ha  guarda- 
do silencio  sobre  la  materia,  permanecen  allí  sin  alteración  los  princi- 
pios de  la  leí  común  de  Inglaterra.  (Kent,  Comentarios,  parte  IV,  lec- 
ción 25,  volumen   II,   pajina  43,  segunda   edición.)   Lo  que  habia, 
pues,  de  abusivo   i  contrario  al    derecho  de  jentes  en  el  impress- 
mmt  de  marineros  ingleses;  o  la  práctica  que  la  Gran  Bretaña  adop- 
tó de  extraerlos  de  los  buques  mercantes  que  navegaban  con  bandera 
americana,  no  era  el  que  ella  reclamase  las  personas  i  servicios  de  los 
que  habían  nacido  subditos  suyos,  sino  el  apoderarse  de  ellos  bajo  el 
pellón  de  una  nación  amiga,  i  el  confundir  amcnudo  con  ellos  a  los 
ciudadanos  americanos  nativos.   Ni  durante  la  última  guerra  contra 
la  Gran  Bretaña  tuvieron  razones  los  Estados  Unidos  para  mirar  como 
contrario  al  derecho  de  jcnt^s  (pues  ni  aun  lo  era  a  sus  propias  leyes) 
el  que  los  ingleses  que,  sirviendo  en  los  ejércitos  do  la  Federación, 
hablan  sido  hechos  prisioneros  por  las  armas  británicas  fuesen  juzga- 
dos i  castigados  como  traidores  en  Inglaterra.  Sobre  una  i  otra  cues- 
tión, pueden  verso  discusiones  interesantes  en  los  American  State 
Papers. 

La  lei  francesa  es  enteramente  conforme  a  lo  que  dicta  la  razón:  el 
francés  puede  abdicar  su  patria,  pero  no  puedo  nunca  tomar  servicio 
bajo  un  soberano  extranjero  contra  la  Francia. 

Si  del  derecho  externo  trasladamos  la  cuestión  al  interno,  i  la  refe- 
rimos al  principio  supremo  de  la  utilidad  del  jénero  humano  (quo 
nitiil  homini  esse  debet  antiquius)  es  evidente  que,  dejando  a  los 
siibditos  de  cada  estado  la  facultad  de  fijarse  en  aquel  país  i  bajo 
aquellas  instituciones  a  que  están  ligados  mas  poderosamente  sus 
ideas  i  afectos,  se  multiplican  los  medios  de  promover  la  felicidad 
íadividual;  el  talento,  la  intelijencia,  la  actividad,  se  dirijon  al  país  en 
que  es  mas  fácil  i  fructífero  su  desarrollo;  se  establece  un  premio  para 
los  gobiernos  bien  administrados;  i  no  por  eso  perderían  los  estados 
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hibicion  debe  fundarse  en  justicia,  en  motivos  razonables  de 
seguridad  o  conveniencia.  De  todos  modos,  es  necesario  quo 
.sea  pública,  i  que  lo  sean  también  la  pena  en  quo  se  incurm 
l)or  la  desobediencia,  i  las  condiciones  con  que  se  permite  la 
entrada. 

4 

El  derecho*  de  un  desterrado  a  la  acojida  de  la  nación  en 
que  se  refujia,  es  imperfecto.  Ésta,  a  la  verdad,  debe  tener 
mui  buenas  razones  para  rehusarla.  Consultando  las  reglas  de 
la  prudencia,  que  le  manda  alejar  de  su  suelo  a  los  advenedi» 
zos  que  quieran  introducir  enfermedades  contajiosas,  corrom- 
per las  costumbres  de  los  ciudadanos,  o  turbar  la  tranquilidad 
pública,  no  debe  olvidar  la  conmiseración  a  que  son  acreedores 
los  desgraciados,  aun  cuando  hayan  caido  en  infortunio  por 
su  culpa.  Pero  a  la  nación  es  a  quien  corresponde  hacer  juicio 
de  los  deberes  q^ue  la  impone  la  humanidad  en  tales  casos;  i 
si  se  engaña,  o  si  obra  contra  su  conciencia,  no  es  responsable 
a  los  hombres. 

Los  proscriptos  no  deben  abusar  de  la  hospitalidad  que  se 
les  dispensa,  para  inquietar  a  las  naciones  vecinas.  Si  lo  hacen, 
el  estado  en  cuyo  territorio  residen,  'puede  expelerlos  o  casti- 
tigarlos;  i  la  tolerancia  seria  mirada  justamente  como  una 
señal  de  malevolencia  que  podría  tener  consecuencias  gpraveS| 
i  tal  vez  como  una  infracción  de  la  paz. 


La  nack>n*^  no  tiene  derecha  para  castigar  a  los  extranjeros 
que  llegan  a  su  suelo  por  delito  alguno  que  hayan  cometido 

a  quienes  fuese  desfavorable  el  cambio  de  las  emigraciones.  La  ener* 
jía  moral  comprimida  es  en  todas  partes  un  elemento  peligroso;  i  la 
emigración  no  ha  despoblado  jamas  a  ningún  país,  sino  el  mal  gobier- 
no. I  después  de  todo,  ¿de  qué  servirían  las  restricciones  en  esta  ma* 
teria?  A  los  que  no  detiene  el  amor  al  suelo  natal^  ¿qué  cadenas 
pueden  sujetar  en  un  orden  social  que  reprueban  o  en  que  carecen  de 
los  medios  de  subsistencia? 
*  Vattel,  tomo  I,  capitulo  19,  §  23!. 

Ibidem,  §§  232,  233.  Schmalz,  libro  IV,  capitulo  3. 
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CQ  Otra  parte,  si  no  es  que  sean  de  aquellos  que,  como  la  pira- 
tería, constituyen  a  sus  perpetradores  enemigos  del  jénera 
humano.  Pero,  si  el  crímenes  do  grande  atrocidad  o  de. con- 
secuencias altamente  perniciosas,  como  el  homicidio  alevoso, 
el  incendio,  la  falsificación  de  moneda  o  documentos  públicos, 
i  el  soberano  cuyas  leyes  han  sido  ultrajadas  reclama  los  reos, 
es  práctica  bastante  autorizada  entregárselos  para  que  haga 
justicia  en  ellos;  porque  en  el  teatro  de  sus  crímenes  es  donde 
pueden  ser  mas  fácilmente  juzgados;  i  porque  a  la  nación  ofen- 
dida es  a  la  que  mas  importa  su  castigo.  Llámase  extradición 
esta  entrega. 

Como  la  entrega  del  delincuente  nace  del  derecho  que  tiene 
cada  estado  para  juzgar  i  castigar  los  delitos  cometidos  dentro 
de  su  jurisdicción,  se  aplica  igualmente  a  los  subditos  del  es- 
tado a  quien  se  pide  la  extradición  que  a  los  del  estado  que  la 
solicita  i  a  los  de  otro  cualquiera.* 

Asilo  es  la  aoojida  o  refujio  que  se  concedo  a  los  reos, 
acompañada  de  la  denegación  de  sus  personas  si  la  justicia  los 
persigue.  «Sobre  el  derecho  de  asilo,  dice  Fritot,**  bai  que 
hacer  una  distinción  importante.  £1  que  ha  delinquido  contra 
las  leyes  de  la  naturaleza  i  los  sentimientos  de  humanidad,  no 

*  Kent  (parte  I,  lección  2,)  parece  hacer  perfecta  ?a  obligación  do 
entregar  a  los  reos  en  los  casos  que  indica.  Según  Phillimore  (tomo  I, 
pajina  413),  la  extradición  es  do  pura  cortesía;  no  de  derecho  estricto, 
a  menos  que  se  haya  pactado  expresamente.    En  cuanto  a  ser  igual- 
mente obligatoria  la  entrega  de  los  delincuentes  que  son  ciudadanos 
del  estado  a  quien  se  hace  la  demanda,  no  es  esa,  según  Schmalz,  la 
práctica  de  Buropa.  Si  el  gobierno  del  país  en  que  se  ha  cometido  el 
delito  no  se  queja  al  soberano  del  fujitivo,  este   soberano  se  abstiene 
ordinariamente  de  castigarle.    Si  se  le  pide  su  entrega,  so  declina  el 
requerimiento,  sea  que  el  crimen  presente  motivos  de  excusa,  o  que 
la  conducta  irreprensible  que  el  delincuente  ha  guardado  en  su  patria 
h^ible  a  favor  suyo.    Un  soberano  no  entrega  nunca,  o  a  lo  menos 
rarísima  vez,  a  sus  propios  subditos;  lo  que  hace  es  reservarse  su 
castigo;  i  en  este  caso  el  delito  es  castigado  conforme  a  las  leyes  del 
país  en  que  se  cometió,  si  son  allí  menos  severas  las  leyes,  o  según 
las  leyes  de  la  patria  del  delincuente,  si  éstas  le  son  mas  favorables. 
Ibidem. 

**  Tomo  III,  pajina  32 
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debe  hallar  protección  en  parte  alc^una;  porque  la  represión  do 
estos  crímenes  interesa  a  todos  los  pueblos  i  a  todos  los  hom- 
bres, i  el  mal  que  causan  debe  repararse  en  lo  posible.  El  de- 
recho de  jentes,  según  el  marques  de  Pastoret,  no  es  protejer 
un  estado  a  las  malhechores  de  otro,  sino  ayudarse  todos  mu- 
tuamente contra  los  enemigos  de  la  sociedad  i  de  la  virtud.  Se- 
gún M.  de  Real,  los  reyes  entregan  los  asesinos  i  los  demás  reos 
de  crímenes  atroces  a  sus  soberanos  ofendidos,  conformándose 
en  esto  a  la  lei  divina,  que  hace  culpables  del  homicidio  a  los 
encubridores  del  homicida.  Pero,  si  se  trata  do  delitos  que  pro- 
vienen del  abuso  de  un  sentimiento  noble  en  sí  mismo,  pero 
extraviado  por  ignorancia  o  preocupación,  como  sucede  en  el 
caso  del  duelo,  no  hai  razón  para  rehusar  el  asilo,  b 

Se  concede  jeneralmente  el  asilo  en  los  delitos  políticos  o  de 
lesa  majestad;  regla  que  parece  tener  su  fundamento  en  la 
naturaleza  de  los  actos  que  so  califican  con  este  título,  los 
cuales  no  son  muchas  veces  delitos,  sino  a  los  ojos  de  los 
usurpadores  i  tiranos;  otras  veces  nacen  de  sentimientos  puros 
i  nobles  en  sí  mismos,  aunque  mal  dirijidos;  de  nociones  exa- 
jeradas  o  erróneas;  o  de  las  circunstancias  peligrosas  de  un 
tiempo  de  revolución  i  trastorno,  en  que  lo  difícil  no  es  cum- 
plir nuestras  obligaciones,  sino  conocerlas.  Pasiones  crimi- 
nales los  producen  también  muchas  veces;  pero  no  es  fácil  a 
las  naciones  extranjeras  el  examen  de  estos  motivos,  ni  son 
jueces  competentes. 

Un  estado  puede  tener  justas  razones  para  no  permitir  la 
residencia  en  su  territorio  a  esta  clase  de  reos,  pero  el  entre- 
garlos se  miraría  como  un  acto  inhumano  i  bárbaro. 

Aquellos  jefes  de  bandidos,  que,  apellidando  la  causa  de  la 
libertad  o  del  trono,  la  deshonran  con  toda  especie  de  crímenes 
i  no  respetan  las  leyes  de  la  humanidad  ni  de  la  guerra,  lio 
tienen  derecho  al  asilo. 

Es  costumbre  conceder  asilo  a  todos  los  delitos  que  no  están 
acompañados  de  circunstancias  muí  graves.  Pero  las  naciones 
pueden  limitar  por  tratados  el  derecho  de  asilo,  estipulando  en 
qué  casos  r  con  qué  requisitos  deba  efectuarse  la  extradición. 
Es  práctica  entre  pueblos  vecinos  o  que  tienen   frecuentes 
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comunkationi^s  comerciales,  obligarfie  recípixK'amento  a  la 
entrega  de  los  soldados  o  marineros  desertores,  de  los  ladro- 
nes, ete.  Ward  considera  estos  tratados  como  una  priu»ba  de 
los  proorresos  que  hacen  las  naciones  en  regularidad  i  orden. 
]jaí  lejislatura  de  Nueva  York  se  ha  extendido  a  mas  todavía, 
autorizando  al  gobernador  para  la  entrega  de  todo  delincuente 
a<!usadü  de  homicidio,  falsifícacion,  hurto  o  cualquiera  otro 
crimen,  a  que  las  leyes  de  Nueva  York  impongan  la  i>ena  de 
miierre  o  prisión  en  la  cárcel  del  estíido,  siempre  que  las  prue- 
lias  del  hecho  sean  suficientes,  según  las  mismas  leyes,  para 
prender  i  enjuiciar  al  reo.* 

6 

Los  náufragos,  i  jeneralmente  aquellos  que  una  tempestad 
u  otro  accidente  forzoso  obliga  a  arribar  a  nuestras  costas, 
tienen  un  derecho  particular  ala  conmiseración  i  hospitalidad. 
Nada  mas  bárbaro  que  la  costumbre  de  pillar  sus  efectos,  que 
en  otro  tiempo  fué  jeneral  en  la  Grecia,  la  Italia,  las  Galias  i 
toíla  la  Europa.  Los  romanos  a  la  verdad  reconocieron  que  los 
tfffK'los  náufragos  no  debian  pertenecer  ni  al  fisco  ni  al  primer 
ocupante,  porque  permanccia  dueño  de  ellos  el  que  lo  era  antes 
del  naufrajio,  en  quien  no  se  debia  presumir  la  intención  de 
aMicar  su  dominio/*  Pero  con  la  avenida  de  las  naciones 
septejitrionalos  revivió  la  antigua  barbarie.  Durante  la  edad 
del  feudalismo,  los  señores  vecinos  a  la  costa,  después  de 
haber  participado,  como  particulares,  de  la  rapiña  de  estos 
efectos,  se  la  apropiaron,  como  un  derecho  exclusivo,  inheren- 
te al  dominio  territorial.  La  influencia  de  las  luces  i  del  co- 
mercio ha  desterrado  al  fin  esta  práctica.  En  todos  los  pue- 
blos civilizados,  se  han  establecido  reglas  para  prohibir  el 
pillaje  de  propiedades  náufragas,  i  para  su  conservación  i  cus- 
todia a  beneficio  de  los  propietarios,  sujetándolas  a  un  premio 
moderado  de  salvamento.  Cuando  durante  algún  tiempo  no  se 

*  Kcnt,  Comentarios,  parte  1,  lección  2. 

'*  Pardcs3us,  Collcction  des  Lois  MariíímcSt  tomo  I,  pajina  77. 
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hace  reitlamax^ion  alguna  por  los  náufragos  o  sus  representan- 
tes, se  adjudicaii  a  las  personas  a  que  se  debe  su  conservación, 
o  al  ñsco.  * 


Las  restricciones**  i  desventajas  a  que  por  las  leyes  de  mu- 
chos países  están  sujetos  los  extranjeros,  se  miran  jeneralmente 
como  contrarias  al  incremento  de  la  población  i  al  adelanta- 
miento de  la  industria;  i  los  países  que  han  hecho  mas  progre- 
sos en  las  artes  i  comercio  i  se  han  elevado  a  un  grado  mas  alto 
de  riqueza  i  poder,  son  cabalmente  aquellos  que  han  tratado 
oon  mas  humanidad  i  liberalidad  a  los  extranjeros.  Pero,  si 
prescindimos  de  lo  que  es  o  no  conveniente  en  política  i  eco- 
nomía, i  solo  atendemos  a  lo  que  puede  o  no  hacerse  sin  violar 
los  derechos  perfectos  de  las  otras  naciones,  podemos  sentar 
como  una  consecuencia  incontestable  de  la  libertad  e  indepen- 
dencia de  los  estados,  que  cada  uno  tiene  facultad  para  impo- 
ner a  los  extranjeros  todas  las  restricciones  que  juzgue  conve- 
nientes, inhabilitándolos  para  el  ejercicio  de  ciertas  profesiones 
i  artes,  cargándolos  con  impuestos  i  contribuciones  particulares, 
etc.  Estas  reglas  deben  ser  conocidas  de  todos,  i  no  es  lícito 
alterarais  caprichosamente.  En  caso  do  hacerse  en  ellas  alguna 
novedad  que  empeore  la  condición  de  los  extranjeros,  dicta  la 
justicia  que  se  «conceda  un  plazo  razonable  a  los  que  no  quie- 
ran conformarse  con  el  nuevo  orden,  para  que  se  trasladen 
con  sus  bienes  a  oLia  parte.  La  salida  de  los  extranjeros  debe 
ser  enteramente  libre,  si  no  es  que  momentáneamente  la  im- 
pida alguna  importante  razón  de  estado,  verbigracia,  en  el 
caso  de  temerse  que  fuesen  a  dar  a  los  enemigos  noticias  de 
que  resultase  peligro.  En  fin,  es  obligación  del  soberano  que 
les  da  acojida  atender  a  su  seguridad,  haciéndoles  justicia  en 
sus  pleitos,  i  protejiéndolos  aun  contra  los  naturales,  demasia- 
do dispuestos  a  maltratarlos  i  vejarlos,  particularmente  en 
países  de  atrasada  civilización  i  cultura.    El  extranjero  a  su 

•  Martens,  Précis,  libro  IV,  capítulo  4,  §§  l.li,  713. 
^  Vattel,  libro  II,  capítulo  Jl. 
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entrada  contrae  tácitamente  la  obligación  de  Hujetarsc  a  la» 
Jeyes  i  a  la  jurisdicción  local,  i  el  ostado  le  ofrece  de  la  niinma 
manera  la  protección  de  la  autoridad  pública,  depositada  en 
Io8  tribunalas.  Si  éstos  contra  derecho  rehusasen  oír  sus  que- 
jas, o  le  hiciesen  una  injusticia  manifiesta,  puede  entonces 
interponer  la  autoridad  de  su.  propio  soberano,  para  que  soli- 
cite se  le  oiga  enjuicio,  o  se  le  indemnicen  los  perjuicios  cau- 
sados. 

No  hai  denegación  de  justicia  si  no  se  ha  solicitado  la  repa- 
ración por  todos  los  medios  rep^ulares  que  ofrece  el  réjimen 
judicial  de  la  nación  en  que  se  ha  perpetrado  la  ofensa. 

Como  un  ejemplo  de  la  aplicación  do  esta  regla,  se  me  per- 
mitirá compendiar  aquí  la  exposición  del  célebre  caso  de  don 
Pacífico,  que  encontramos  en  el  tomo  III  de  Ro))erto  Phillí* 
more,  pajinas  29  i  siguientes. 

El  año  de  1850,  la  Oran  Bretaña,  entre  varias  reclamaciones 
omtra  el  gobierno  de  Grecia  por  alegadas  injurias  sufridas  por 
subditos  británicos,  introdujo  la  de  don  Pacífico,  que  como 
nativo  ele  Jibraltar  era  subdito  ingles.  Demandaba  éste  el 
valor  de  propiedades  suyas,  destruidas  en  1847  en  un  alboroto 
|)opular,  con  la  intervención  de  soldados  i  jendarmes.  La  suma 
reclaTníuU  por  don  Pacífico  por  sus  pérdidas  personales  i  las  de 
su  familia,  ascendía,  según  la  valuación  británica,  a  qui- 
nientas libras  esterlinas. 

La  cuestión  de  derecho  internacional  so  reducía  a  saber  si 
el  estado  de  los  tribunales  griegos  era  tal  que  autorizase  al 
ministro  ingles  a  exijir  la  reparación  antes  que  don  Pacífico 
hubiese  agotado  los  remedios  legales.  Alegábase,  por  parte  del 
gobierno  griego,  que  las  autoridades  encargadas  de  la  investi- 
gación, hicieron  todos  los  esfuerzos  posibles,  así  para  impedir 
la  consumación  del  atentado,  como  para  poner  a  sus  autores  a 
disposición  de  la  justicia.  Estos  esfuerzos  no  tuvieron  completo 
suceso  por  causas  independientes  do  la  voluntad  de  dichas  au- 
toridades; pero,  según  la  lejislacion  griega,  que  es  la  de  otras 
naciones  europeas,  i  según  las  reglas  del  derecho  internacional, 
quo  la  Gran  Bretaña  misma  había  invocado  a  su  favor  en 
ana  cuestión  con  Prusia  el  año  de  1752,  la  cual  figura  entro  loa 
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causas  célebres  de  derecho  de  jentes  por  Martens,  el  señor 
Pacífico  debió  haber  intentado  una  acción  de  perjuicios  ante 
las  judicaturas  griegas,  contra  los  perpetradores  del  daño, 
lo  que  le  habría  sido  facilísimo  por  haber  acaecido  el  hecho  a 
la  luz  del  dia,  interviniendo  en  el  personas  que  le  eran  bien 
conocidas,  como  a  muchos  otros  testigos  presenciales;  i  que 
esta  acción  intentada  oportunamente,  i  apoyada  en  pruebas 
fidedignas  del  monto  do  los  perjuicios,  habría  tenido  sin  duda 
alguna  mejor  suceso. 

El  gobierno  británico  insistió  en  la  reclamación  í  el  gobier- 
no griego  en  su  negativa;  el  primero  procedió  entonces  a  vías 
de  hecho,  a  lo  cual  siguió  la  digna  i  templada  protesta  del 
ministro  griego,  dirijida  al  almirante  ingles.  «He  recibido,  le 
dice,  la  nota  que  ayer  me  hicisteis  el  honor  de  escribirme.  Es 
imposible  expresaros  los  sentimientos  con  que  la  han  leído  el 
reí  do  Grecia  i  sus  ministros,  í  do  que  participará  la  nación 
entera.  La  Grecia  es  débil,  señor,  í  no  esperaba  que  se  le  ases- 
tasen semejantes  golpes  por  un  gobierno  a  quien  contaba  con 
orgullo  í  confianza  entre  sus  bienhechores.  A  presencia  de  una 
fuerza  como  la  que  tenéis  para  el  cumplimiento  de  vuestras 
instrucciones,  el  gobierno  de  S.  M.  puede  solo  oponeros  sus 
derechos  i  una  protesta  solemne  contra  hostilidades  ejecu- 
tadas en  profunda  paz,  í  que,  sin  referirme  a  otros  intereses 
de  primer  orden,  violan  en  el  mas  alto  grado  su  dignidad  i  su 
independencia.  En  tan  penosa  coyuntura,  seguros  del  apoyo 
de  la  nación  griega  i  de  las  simpatías  del  mundo  civilizado,  el 
reí  do  Grecia  i  su  gobierno  aguardan  con  dolor,  pero  sin  fla- 
queza, los  tratamientos  que  por  orden  de  S.  M.  B.  queráis 
inflijirles.» 

El  almirante  británico,  que  ya  habia  prohibido  la  salida  de 
buques  pertenecientes  al  gobierno  griego,  añade  a  esta  medida 
de  rigor  el  embargo  de  todos  los  buques  mercantes  griegos  i 
el  apresamiento  de  los  que  se  encontrasen  en  el  mar. 

La  Francia  ofreció  sus  buenos  oficios  para  el  ajusfe  del 
reclamo;  í  aunque  el  gobierno  de  Grecia  fué  compelido  a  acep- 
tar pura  i  simplemente  los  términos  impuestos  por  la  Ingla- 
terra, la  mediación  francesa  fué  prácticamente  aceptada.  Nom- 
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bráronse  tres  comisionados,  para  examinar  la  demanda  de  don 
Pacífico,  que  exijia  21,295  lihi'as  esterlinas,  un  chelin  i  cuatro 
peniques  por  via  de  indemnización,  i  le  concedieron  150  libras. 
Este  caso  excitó  una  gran  sensación  en  Inglaterra  i  en  el  con- 
tinente. Una  resolución  de  la  cámara  de  los  pares  censuró  la 
conducta  del  gabinete  británico  en  aquel  caso.  En  la  cámara 
de  los  comunes,  se  extendió  la  censura  a  toda  la  política  extran- 
jera del  ministro  británico,  después  de  un  debato  notable  por 
su  animación  i  elocuencia,  i  por  la  brillante  defensa  del  minis- 
tro. La  Rusia,  como  coprotectora  de  la  Grecia,  dirijió  una 
fuerte  reconvención  al  gobierno  británico  i  la  terminó  con  estas 
palabras:  «Falta  ver  si  la  Gran  Bretaña,  abusando  de  las  ven- 
tajas que  le  proporciona  su  inmensa  superioridad  marítima,  se 
propone  observar  en  lo  sucesivo  una  política  aislada,  desesti- 
mando los  pactos  que  le  ligan  con  otros  gabinetes,  i  si  trata 
de  desembarazarse  de  toda  obligación  i  de  toda  comunidad  de 
acción,  i  autorizar  a  todas  las  grandes  potencias  para  no  reco- 
nocer con  los  débiles  otra  regla  que  su  voluntad  propia,  ni 
otro  derecho  que  el  de  la  fuerza  ñsica. » 

Los  actos  jurisdiccionales  de  una  nación  sobre  los  extran- 
jeros que  en  ella  residen,  deben  ser  respetados  de  las  otras 
naciones,  porque,  al  poner  el  pié  en  el  territorio  de  un  estado 
extranjero,  contraemos,  según  se  ha  dicho,  la  obligación  do 
someternos  a  sus  leyes,  i  por  consiguiente,  a  las  reglas  que 
tiene  establecidas  para  la  administración  de  justicia.  Pero  el 
estado  contrae  también  por  su  parte  la  obligación  de  obser- 
varlas respecto  del  extranjero,  i  en  el  caso  de  una  palpable 
infracción,  el  daño  que  se  infiere  a  éste,  es  una  injuria  contra 
las  naciones  a  que  pertenecen  los  agraviados.  Si  el  estado 
instiga,  aprueba  o  tolera  los  actos  de  injusticia  o  violencia  de 
sus  subditos  contra  los  extranjeros,  los  hace  verdaderamente 
suyos,  i  se  constituye  responsable  do  ellos  para  con  las  otras 
naciones. 

Ya  hemos  dicho  que  hai  dos  clases  do  extranjeros:  los  íran- 
seunleSj  que  transitan  por  el  territorio,  o  hacen  mansión  en  él 
como  simples  viajeros  o  para  el  despacho  de  negocios  que  no 
suponen  ánimo  de  permanecer  largo  tiempo;  i  los  domicilia^ 
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río.^,  que  son  a([uélIos  a  quienes  se  permite  establecerse  per- 
manentemente en  el  país  sin  adquirir  la  calidad  de  ciudadano». 
Se  consideran  transeúntes  los  empleados  de  una  potencia  ex- 
tranjera que  desempeñan  alguna  comisión  relativa  al  servicio 
de  ella,  verbigracia,  los  cónsules  i  ajentes  comerciales. 

Lo  que  se  ha  dicho  en  este  artículo  se  aplica  a  loa  extranje- 
ras de  cualquier  clase  i  condición  que  sean,  exceptuando  loa 
ministros  públicos,  de  los  cuales  se  tratará  en  la  tercera  parte 
de  este  curso.  Resta  manifestar  las  dírerencias  que  se  observan 
entre  los  transeúntes  i  los  domi>íiliados. 

Toca  indudablemente  a  la  jurisdicción  local  fijar  las  condi- 
ciones bajo  las  cuales  se  contrae  voluntaria  o  forzosamente  el 
domicilio.  Los  extranjeros  domiciliados  deben  soportar  todas 
las  caryfas  que  las  leyes  i  la  autoridad  ejecutiva  imponen  a  los 
ciudadanos.  Están,  por  consiguiente,  obligados  a  la  defensa  del 
estado,  si  no  es  contra  su  propia  patria.  Pero  es  necesario  que 
el  peso  de  los  servicios  i  gravámenes  de  esta  especie  se  reparta 
en  una  proporción  equitativa  entre  los  ciudadanos  i  los  extran- 
jeros, i  que  no  haya  exenciones  o  preferencias  odiosas  entre 
los  do  diversas  naciones.* 

Los  transeúntes  están  exentos  de  la  milicia  i  de  los  tributos 
i  demás  cargas  personales;  pero  no  de  los  impuestos  sobre  los 
efectos  de  uso  i  consumo. 

8 

La  sana  política  aconseja  igualar  a  los  extranjeros  con  los 
naturales  en  lo  que  respecta  a  la  adquisición  de  los  títulos  de 
propiedad,  i  al  uso  i  disposición  de  los  bienes  que  posean  den- 
tro del  territorio  del  estado.  Los  bienes  raíces  son  los  únicos 
que  pueden  razonablemente  exceptuarse  de  esta  regla. 

Una  nación,  pues,  consultando  su  propia  utilidad,  se  absten- 
drá de  arrogarse  sobre  los  extranjeros  aquel  derecho  odioso  de 
extranjería,  peregrinidad  o  albinajio  (droit  d'aubaíne^,  por 
el  cual  se  les  menoscababa  el  derecho  de  sucesión,  ya  fuese 
en  los  bienes  de  un  ciudadano,  ya  en  los  de  un  extranjero;  i 


•  Vattcl,  libro  I,  capítulo  19,  §  213. 
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en  algunas  partes  no  podían  ser  instituidos  Iiei'ederos  por  ten- 
tamento,  ni  recibir  legado  als^uno;  i  Heneando  a  morir  en  el 
territorio  del  estado,  se  apoderaba  el  ñsay  de  todos  los  bienes 
que  poseían  «n  él,  i  despajaba  a  sus  herederos  lejitimos  de  una 
gran  parte  de  la  sucesión  i  a  veces  de  toda  ella/  Las  leyes  de 
algunos  países  han  llevado  «I  rigor  en  este  punto  hasta  inca- 
pacitar a  la  viuda  de  un  extranjero,  aunque  nacida  en  el  país, 
de  las  sucesiones  que  le  habían  cabido  durante  el  matrimonio, 
porque  la  mujer  seguía  la  condición  del  marido.  Entre  las 
naciones  cristianas,  apenas  ha  quedado  vestijio  de  este  bárbaro 
derecho.  La  Asamblea  Constituyente  lo  suprimió  del  todo  en 
Francia,  haciendo  a  los  extranjeros  capaces  de  suceder  en  todos 
casos,  aun  a  los  ciudadanos  franceses.  El  Código  Civil  en  los 
artículos  11  i  726  limitó  esta  liberal  disposición  a  los  extran- 
jeros de  los  países  en  que  se  trataba  del  mismo  modo  a  los 
franceses;  pero  fué  restablecida  en  toda  su  integridad  el  año 
de  1819. 

El  derecho  de  detracción  (droit  de  traite  foraine,  gabelle 
(fémigration,  jus  detractus^  right  of  detraction)^  derecho 
en  virtud  del  cual  so  retiene  una  moderada  porción  de  los 
bienes,  tanto  de  los  subditos  naturales,  como  de  los  extranjeros, 
cuando  dejan  para  siempre  el  territorio  del  estado  en  que  han 
nacido  o  residido  largo  tiempo,  no  tiene  la  odiosidad  del  ante- 
rior, porque  la  extracción  de  estos  bienes  se  supone  ser  una 
pérdida  para  el  estado,  que  tiene,  por  consiguiente,  algún  titulo 
a  esta  especie  de  indemnización.**    Pero  esta  doctrina  es  dis- 


*  Vattel,  libro  II,  capítulos,  §  112.  Pothier,  Traite d^s personnes  et 
des  chases,  parte  I,  título  I,  sección  2.  Fritot,  Sci(*nce  du  Publiciste, 
tomo  II,  pajina  397.  No  conociendo  ninpma  palabra  castellana  que 
corresponda  a  la  francesa  aúhaine  en  el  sentido  particular  de  que 
aquí  se  trata,  me  he  atrevido  a  traducirla  por  la  voz  Hlbinajio,  deri- 
vada de  albanagium  o  albinagium,  que  en  la  baja  latinidad  signifi- 
caba lo  mismo  que  aubairn*,  Als^unos  autores  distinguen  el  derecho 
de  percgrinidad  o  extranjería  i  el  de  albinajio:  el  primero,  según  ellos, 
se  refiere  a  la  facultad  de  suceder,  i  el  se.opundo.  a  la  de  disponer  do 
los  bienes  por  causa  de  muerte.  Llamábase  también  derecho  de  extran- 
jería el  de  detracción,  de  que  se  hablará  mas  adelante. 

^*  Vattel,  libro  II,  capítulo  8,  §  113. 
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putablo.  Lo  que  se  pierdo  por  la  salida  se  compensa  por  lo 
que  se  gana  con  la  entrada  de  valores,  cuando  no  se  embaraza 
con  desfalcos  la  circulación  natural  de  las  propiedades  entre 
las  diversas  naciones;  o  .si  hai  alguna  diferencia  es  contra  los 
países  cuyos  re2:lamentos  opresivos  o  mal  entendidos  ahuyen- 
tan las  personas  i  capitales  extranjeros/ 

«Supuesto  que  el  extranjero  permanece  ciudadano  de  su 
patria,  los  bienes  que  deja,  dice  Vattel,  deben  pasar  natural- 
mente a  sus  herederos  según  las  leyes  del  estado  de  que  es 
miembro;  lo  cual  no  se  opone  a  que  en  los  bienes  raíces  se 
sigan  las  leyes  del  país  en  que  están  situados.»  Burlamaqui 
establece  la  misma  doctrina.  Pero,  sí  el  extranjero  somete  a 
las  leyes,  costumbres  i  usos  de  (íada  pueblo,  no  solo  las  propie- 
dades raíces  que  adquiere  en  él,  sino  también  los  bienes  mue- 
bles que  allí  posee,  i  aun  su  persona  misma,  parece  natural  que 
dejando  viuda,  hijos  lejítimos  o  naturales,  u  otras  personas, 
que  sean  ciudadanos  del  estado,  o  se  hallen  domiciliados  en  él, 
i  a  quienes  por  las  leyes  locales  toque  el  todo  o  parte  de  los 
bienes,  tengan  estas  personas  derecho  para  reclamar  su  cuota 
legal  en  el  patrimonio  del  difunto.** 


*  Se  da  también  el  nombre  de  derecho  de  detracción  (droit  de 
détraction,  jus  dnAractus)  al  derecho  do  albinajio,  reducido  por  algu- 
nas convenciones  particulares  al  cobro  do  una  parte  de  la  herencia  eu 
que  sucede  el  extranjero.  (Fritot,  Science  du  Publiciste^  tomo  II,  pa- 
jina 398.) 

••  Fritot,  ibídem,  pajina  887, 
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Del  Dereclio  Comercial  1  Harítimo  en  tiempo  de  paz 

1.  Obligación  que  tienen  las  naciones  de  comerciar  entre  si. — 2.  Li- 
bertad de  comercio,  seorim  el  derecho  externo. — 3.  Tratados  de 
oomercio. — A.  Fuentes  dol  derecho  consuetudinario,  comercial  i 
marítimo. — 5.  Gravámenes  a  que  está  sujeto  el  comercio  de  las  na- 
ciones amigas.  —6.  Cuarentena. 

t 

Mientras  duróla  comunión  primitiva,* los  hombres  tomaban 
las  cosas  de  que  tenian  necesidad  donde  quiera  que  so  les  pre- 
sentaban ,  si  otro  no  se  había  apoderado  primero  de  ellas  para 
Kus  propios  menesteres.  La  introducción  del  dominio  no  ha 
podido  veriOcarse,  sino  en  cuanto  se  dejaba  jeneralmente  a  los 
hombres  algún  medio  de  procurarse  lo  que  les  fuese  útil  o 
necesario.  Este  medio  es  el  comercio;  porque  de  las  cosas  que 
han  sido  ya  apropiadas  no  podemos  hacernos  dueños  sin  el 
consentimiento  del  actual  propietario^  ni  obtener  este  consenti- 
miento, sino  comprándolas  o  dando  cosas  equivalentes  en  cam* 
bio.  Elstán,  pues,  obligados  los  hombres  a  ejercitar  unos  con 
otros  este  comercio  para  no  apartarse  de  las  miras  de  la 
naturaleza,  que  les  prescribe  favorecerse  unos  a  otros  en  cuanto 
puedan,  siempre  que  les  sea  dable  hacerlo  sin  echar  en  olvido 
lo  que  se  deben  a  sí  mismos. 

De  aqui  se  sigue  que  cada  nación  está  obligada  a  permitir  i 
protejer  este  comercio  por  todos  los  medios  posibles.  La  segu- 


*  Vattel,  libro  II,  capitulo  2. 
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ridad  i  comodidad  de  los  caminos,  puertos  i  mercados  es  lo 
mas  conducente  a  ello;  i  de  los  costos  que  estos  objetos  le  oca- 
sionen, puedo  fácilmente  indemnizarse  estableciendo  peajes, 
portazgos  i  otros  derechos  moderados. 

Tal  es  la  regla  que  la  razón  dicta  a  los  estados  i  que  los 
obliga  en  conciencia.  Fijemos  ahora  los  principios  del  derecho 
externo. 


El  derecho  que  tiene  cada  pueblo  a  comprar  a  los  otros  lo 
que  necesita,  está  sujeto  enteramente  al  juicio  i  arbitrio  del 

w 

vendedor.  Este  por  su  parte  no  tiene  derecho  alguno  perfecto 
ni  imperfecto,  a  que  los  otros  le  compren  lo  que  él  no  necesita 
para  sí.  Por  consiguiente,  cada  estado  es  arbitro  de  poner 
Hus  relaciones  comerciales  sobre  el  pié  que  mejor  le  parezca, 
a  menos  que  él  mismo  haya  querido  limitar  esta  libertad,  pac- 
tando concesiones  o  privilejios  particulares  en  favor  de  otros 
estados. 

Un  simple  permiso  o  tolerancia,  aunque  haya  durada  algún 
tiempo,  no  basta  para  establecer  derechos  perfectos,  porque  la 
autoridad,  inherente  al  soberano,  do  arreglar  las  relaciones 
comerciales  de  sus  subditos  con  las  otras  naciones,  es  un  jus 
meTBd  facultatiSj  que  no  prescribe  por  el  no  uso.* 

Las  pretensiones  de  dictar  leyes  al  comercio  i  navegación  de 
otros  pueblos  han  sido  constantemente  rechazadas.  Los  por- 
tugueses, en  el  tiempo  do  su  preponderancia  naval  en  el  orien- 
te, trataron  de  prohibir  a  las  domas  naciones  de  Europa  todo 
comercio  con  los  pueblos  de  la  India.  Pero  esta  pretensión  se 
miró  como  absurda;  i  los  actos  de  violencia  con  que  quisieron 
sostenerla,  dieron  a  las  otras  naciones*  justo  motivo  para  ha- 
cerles la  guerra. 


*  Los  derechos  de  mera  facultad  son  tales  por  su  naturaleza,  que 
el  que  los  posee  puede  usarlos  o  nó,  según  le  parece,  i  de  consiguien- 
te no  pueden  prescribirse  por  el  no  uso,  porque  la  prescripción  se 
funda  en  un  consentimiento  presunto,  i  la  omisión  de  lo  que  podemos 
ejecutar  o  nó  a  nuestro  arbitrio,  no  da  motivo  para  presumir  que  con- 
sentimos en  abandonarlo.  (Vattel,  libro  I,  capitulo  8,  §  95.) 
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En  virtud  de  esta  libertad  de  comercio,  el  soberano  está  auto- 
rizado: primero,  para  prohibir  cualquiera  especie  de  importa- 
ción o  exportación,  i  aun  para  cerrar  totalmente  sus  puer- 
tos al  comercio  extranjero;  segundo,  para  establecer  adua- 
na» i  aumentar  o  disminuir  a  su  arbitrio  los  impuestos  que  so 
cobran  en  ellas;  tercero,  para  ejercer  jurisdicción  sobre  los 
comerciantes,  marineros,  naves  i  mercaderías  extranjeras, 
dentro  de  los  límites  de  su  territorio,  imponiendo  penas  a  los 
contraventores  de  sus  ordenanzas  mercantiles;  i  cuarto,  para 
hacer  las  diferencias  que  quiera  entre  las  naciones  que  trafican 
Gun  la  suya,  concediendo  gracias  i  privilejios  particulares  a 
algunas  de  ellas/ 

Pero  es  evidente  que  estos  principios  abstractos  no  pueden 
ponerse  en  práctica  sin  mucho  discernimiento,  pues  todo  lo  que 
restrinjo  el  comercio  exterior  tiende  a  embarazar  i  menoscabar 
las  ventajas  que  los  pueblos  reportan  do  sus  comunicaciones 
recíprocas,  i  refluye  muchas  veces  contra  los  gobiernos  que  en 
sus  relaciones  comerciales  observan  una  política  suspicaz  i 
mezquina. 

Cuando  se  imponen  prohibiciones  o  restricciones  nuevas, 
dicta  la  equidad  que  se  dé  noticia  anticipada  de  ellas,  porque 
de  otro  modo  podrían  ocasionarse  graves  perjuicios  al  comercio 
extranjero. 

Una  nación  obrará  cuerdamente  si  en  sus  relaciones  con 
otras  se  abstiene  de  parcialidades  i  preferencias  siempre  odio- 
sas; pero  ni  la  justicia  ni  la  prudencia  reprueban  las  ventajas 
comerciales  que  franqueamos  a  un  pueblo  en  consideración  a 
los  privilejios  o  favores  que  éste  se  halla  dispuesto  a  conce- 
demos. 


Los  tratados  de  comercio**  tienen  por  objeto  fijar  los  dere- 
chos comerciales  entre  los  contratantes  ya  sea  durante  la  paz, 
ya  en  el  estado  de  guerra  entre  los  contratantos,  ya  en  el  esta- 

•  Chitty'a  Commercial  Law,  volumen  I,  capítulo  4. 
*•  Vattel,  ibidem. 
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do  de  neutralidad,  esto  es,  cuando  el  uno  de  ellos  es  belijerante 
i  el  otro  neutral. 

En  cuanto  al  primer  punto,  es  costumbre  especificar  los 
privilejios  relativos  a  las  personas  i  propiedades,  concedidos 
por  cada  una  de  las  partes  contratantes  a  los  subditos  do  la 
utra,  que  vengan  a  hacer  el  comercio  en  sus  puertos,  o  residen 
en  su  territorio,  verbigracia,  la  exención  de  ciertas  cargas,  de 
confiscaciones  i  secuestros,  el  libre  ejercicio  de  su  industria,  la 
facultad  do  tostar  o  trasmitir  sus  bienes  ab  intestato  según  las 
leyes  de  la  patria  del  testador,  las  franquezas  relativas  a  adua- 
nas, tonelada,  anclaje,  etc.  Agrégase  frecuentemente  una 
tarifa  o  enumeración  de  los  artículos  de  mutuo  comercio,  con 
sus  precios,  para  que  éstos  sirvan  de  norma  en  el  cobro  de  los 
derechos  de  aduana;  pero  la  tarifa  no  es  necesariamente  inal- 
terable en  toda  la  duración  del  tratado.  Suelen  también  deter- 
minarse en  él  la  autoridad,  jurisdicción  i  privilejios  de  los 
cónsules. 

En  cuanto  al  estado  de  guerra,  el  principal  objeto  de  los 
tratados  es  eximir  de  apresamiento  i  embargo  las  personas  i 
propiedades  de  los  subditos  de  cualquiera  de  los  contratantes, 
que  al  tiempo  de  estallar  la  guerra  residan  en  el  territorio  del 
otro;  concederles  un  plazo  para  la  salida  de  sus  personas  i 
efectos,  después  del  rompimiento  de  las  hostilidades;  o  especi- 
ficar las  condiciones  bajo  las  cuales  pueden  permanecer  allí 
durante  la  guerra.  En  algunos  tratados,  se  ha  estipulado  la 
continuación  de  ciertos  ramos  de  comercio  a  pesar  de  la  gue- 
rra. 

En  cuanto  al  tercer  punto,  se  suele  estipular  en  los  tratados 
de  comercio  la  exención  de  angarias  a  favor  de  los  buques 
del  estado  neutral;  se  enumeran  las  mercaderías  que  deberán 
considerarse  como  contrabando  de  guerra,  i  se  fijan  las  penas 
a  que  estarán  sujetos  los  traficantes  en  ellas;  se  determinan 
las  reglas  i  formalidades  de  los  bloqueos  i  de  la  visita  de  las 
naves;  i  se  especifican  los  ramos  de  comercio  que  han  do  gozar 
de  las  inmunidades  neutrales. 

Los  tratados  do  comercio  pueden  ser  o  do  duración  indefini- 
da o  por  tiempo  limitado.  Lo  mas  prudente  es  no  obligarse 
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para  siempre,  porque  es  mui  posible  que  ocurran  después  cir- 
cunstancias que  hagan  pernicioso  i  opresivo  para  una  de  las 
partes  el  mismo  tratado  de  que  antes  reportó  beneficio. 

Los  derechos  comerciales  adquiridos  por  tratados  son  tam- 
bién de  mera  facultad,  i  por  tanto  no  se  pierden  por  dejar  de 
usarse,  i  deben  reputarse  vij entes  durante  el  tiempo  estipula- 
do. Hai,  con  todo,  circunstancias  que  podrían  invalidar  esta 
r^la.  Si,  por  ejemplo,  pareciese  evidente  que  la  nación  ha 
concedido  un  privilejio  o  monopolio  comercial  con  la  mira  de 
proporcionarse  una  mercadería  de  que  necesitaba,  i  la  nación 
agraciada  dejase  de  proporcionársela,  no  hai  duda  que  la  pri- 
mera podría  revocar  el  privilejio  i  concederlo  a  otra,  por  haber 
faltado  la  segunda  a  la  condición  tácita. 

Cuando  solo  un  pueblo  posee  cierta  especio  de  producciones 
naturales,  otro  puede,  por  un  tratado,  adquirir  el  privilejio 
exclusivo  de  comprárselas,  para  revenderlas  al  resto  de  la 
tierra.  Si  un  pueblo  no  abusa  de  este  monopolio  vendiendo 
a  un  precio  exorbitante,  no  peca  contra  la  lei  natural;  mas,  aun 
dado  caso  que  lo  hiciese,  el  propietario  de  una  cosa  de  que  los 
otros  no  tienen  necesidad  indispensable,  podria,  según  el  de- 
recho externo,  o  reservarla  para  sí,  o  venderla  al  precio  que 
gustase. 


Por  lo  que  hace  al  derecho  comercial  fundado  en  la  costum- 
bre,* bastará  presentar  aquí  una  breve  enumeración  histórica 
de  los  códigos  mercantiles  que  han  gozado  de  mas  autoridad 
entre  los  estados  de  Europa,  como  documentos  de  las  reglas  a 
que  han  consentido  sujetarse.  Casi  todas  las  provisiones  de 
estos  códigos  son  relativas  al  tráfico  marítimo,  porque,  a  causa 
délas  ventajas  del  acarreo  por  agua,  i  déla  situación  marítima 
de  las  principales  potencias,  la  mayor  parte  del  comercio  exte- 
rior se  ha  hecho  por  mar. 

*  Lo  que  sigue  se  ha  tomado  en  gran  parte  de  la  Colección  de  Zc- 
y<!«  maritimas  de  M.  Pardessus.  También  se  ha  tenido  presente  a 
Chitty,  temo  I,  capituló  2. 

DCHO.    INT.  17 
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El  ma»ani¡í]^uo  sistema  de  leyes  marítimas  »e  tliee  haber  sk\o 
compilado  por  los  rodios  como  novecientos  años  áí>tes  de  la  era 
cristiana.  Corro,  impresa  una  colección  con  el  título  de  Leyes 
RodiaSj  pero  manifiestamente  espuria.  Todo  lo  que  sainamos 
de  la  jurisdicción  marítima  de  aquel  pueblo,  so  reduce  a  lo  que 
nos  dicen  Cicerón,  Tito  Livio,  Estrabon  i  otros  escritores  an- 
tijQTuos,  i  a  los  fragmentos  conservados  en  el  Dijesto,*  Parece 
por  un  rescripto  de  Antonino  que  las  controversias  marítimas 
se  dirimían  por  el  derecho  rodio,  en  todo  lo  que  no  era  contra- 
rio a  textos  positivos  de  las  leyes  romanas. 

Acaso  la  parte  principal  del  derecho  marítimo  de  los  rodios 
se  conserva,  aunque  esparcida,  según  la  conexión  de  materias 
en  el  Dijesto  i  Código  de  Justiniano.  M.  Pardessus  ha  recopi- 
lado todas  las  leyes  romanas  relativas  a  negociaciones  maríti- 
mas, i  por  ellas  se  ve  cuánto  deben  a  la  jurisprudencia  de  Roma 
las  naciones  modernas,  aun  relativamente  al  comercio  de  mar, 
que  se  supone  haber  sido  mirado  con  indiferencia  por  los  con- 
quistadores del  mundo. 

Una  de  las  colecciones  de  costumbres  i  usos  marítimos  que 
l»an  gozado  de  mas  celebridad,  i  acaso  la  mas  antigua  do  todas 
en  el  occidente,,  es  la  conocida  con  el  título  de  Roles  o  juzga- 
mientos de  Oleron.  Diversas  han  sido  las  opiniones  sobre  su 
oríjen  i  sobre  la  edad  en  que  se  redactó,  atribuyéndola  algunos 
a  Ricardo  I  de  Inglaterra,  otros,  a  su  madre  Eleonora,  duque- 
sa do  Aquitania,  i  suponiéndola  otros  tomada  de  las  orde- 
nanzas de  Wisby  o  de  la  Flándes.  M.  Pardessus  cree  que  estas 
leyes  son  de  oríjen  francés,  i  que  se  recopilaron  algún  tiempo 
antes  de  que  por  el  casamiento  do  Eleonora  pasase  a  un  reí 
de  Inglaterra  la  Aquitania,  esto  es,  antes  de  1152.  Lo 
cierto  es  que  en  el  siglo  XIV  servían  ya  para  la  decisión  de 
las  causas  marítimas,  i  que  desde  el  siglo  XIII  gozaban  de 
cierta  autoridad  en  España,  donde  se  tuvieron  presentes  para 
varias  disposiciones  contenidas  en  el  código  de  las  Sielc  Par- 
tidas/* 


*  Título,  De  lege  rhodia  dejnctu. 

**  Capmani,   Costumbres  maritimas,  tomo  II,   pajina  M.  Azuná,, 
parte  I,  capítulo  i,  articulo  10»  Pardessus,  Coíeccioriy  capitulo  8. 
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Sin  detenernos  en  las  colecciones  a  que  so  han   dado  los 
nombres  de  Darnme  i  de  Weslcapelle^  ciudades  de  los  Países 
Bajos  meridionales,  porque  está  probado  que  son  meras  traduc- 
ciones de  los  Roles;  sin  hacer  alto  en  las  Costumbres  de  AniS" 
terdam^  de  Eachuysen,  de  SLavern,  tomadas  en  parte  de  los 
íioíes,  en  parte  de  las  ordenanzas  de  varias  ciudades  del  Báltico; 
mencionaremos  la  compilación  que  se  conoce  jencralmente  con 
el  título  de  Derecho  marítimo  de  Wisby^  en  Glotlandia,  pre- 
sentada por  los  jurisconsultos  e  historiadores  del  norte  como 
el  mas  antiguo  monumento  de  la  lejislacion   marítima  de  la 
edaíl  media.  Pero  él  contiene,  según  M.   Pardessus,  pruebas 
claras  de  haberse  formado,  no  por  autoridad  soberana,   sino 
por  una  persona  privada,  que  quiso  reunir  en  un  solo  cuerpo 
varias  disposiciones  de  los  juzgamientos  de  Oleron,  de  los  de 
Damrae,  del  derecho  de  Lubeck,  observado  por  los  marcantes 
de  la  Union  Hanseática,  i  de  las  costumbres  de  Amsterdam, 
Enchuysen  i  Stavern.  Su  redacción  no  puede  ser  anterior  al 
siglo  XV. 

De  todas  las  antiguas  recopilaciones  de  leyes  marítimas,  El 
Consulado  del  mar  es  la  mas  célebre,  la  mas  completa  ¡  la 
mas  jeneralmente  respetada.  Fuera  de  los  reglamentos  pura- 
mente comerciales  que  contiene,  deslinda  con  bastante  preci- 
sión los  derechos   mutuos  de  belijerantes  i  neutrales  en  lo 
concerniente  al  comercio  de  mar,  i  ha  contribuido  mucho  a 
formar  en  esta  parte  el  derecho  internacional   que  hoi  rije. 
Casi  todos  los  que  mencionan  esta  obra  ponderan  su  mérito; 
i  algunos  parecen  como  embarazados  para  hallar  palabras  con 
que  signifícar  la  admiración  que  les  inspira.  Se  echará  menos 
en  ella  el  orden  o  el  buen  gusto,  dice  Pardessus,  pero  no  puede 
desconocerse  la  sabiduría  de  sus  disposiciones,  que  han  servido 
de  base  a  las  leyes  marítimas  de  Europa. 

Los  jueces  domésticos  a  quienes  tocaba  el  conocimiento  de  las 
causas  relativas  al  comercio,  se  llamaban  cónsules;  su  auto- 
ridad í  jurisdicción,  consulado:  de  aquí  el  título  de  esta  famosa 
colección.  Se  ha  exajerado  su  antigüedad  refiriéndola  al  año 
900  de  la  era  cristiana.  Según  Capmani,  se  compiló  por  los 
majístrados  de  Barcelona  en  tiempo  del  reí  don  Jaime  el  Con- 
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quistador;  i  como  en  ella  no  se  hizo  mas  que  consignar  los 
usos  ya  establecidos  i  antiguos  en  los  puertos  del  Mediterráneo, 
no  es  extraño  que  la  atribuyesen  tanta  antigüedad,  i  que  Pisa, 
Jénova  i  otros  países  disputasen  a  los  catalanes  la  gloria  de 
haberla  dado  a  luz.  Pero  el  sabio  escritor  de  quien  tomamos 
estas  noticias,  adhiere  a  la  opinión  de  Capmani  en  cuanto  al 
oríjen  barcelonés  del  consulado.  El  catalán  fué  ciertamente  el 
idioma  en  que  se  compuso,  i  el  siglo  XIV  la  época  de  su  re- 
dacción. 

Otro  sistema  de  leyes  marítimas  que  ha  merecido  mucha 
aceptación  es  el  de  la  Liga  Hanseática,  formado  sucesivamento 
en  varios  de  los  recesos  o  dietas  que  celebraban  en  Lubeck  los 
diputados  de  la  Liga,  i  mas  particularmente  en  los  de  1591  i 
16Ü4. 

Pero  el  euerpo  mas  extenso  i  completo  es  la  Ordenanza  de 
marina^  de  Luis  XIV,  dada  a  luz  en  1681,  obra  maestra  que 
se  forma  bajo  la  dirección  de  Colbert,  entresacando  lo  mejor 
de  todas  las  antiguas  ordenanzas  de  mar,  i  a  que  concurrieron 
los  mas  doctos  jurisconsultos  i  publicistas  de  la  Francia,  prece- 
diendo consulta  de  los  parlamentos,  cortes  de  almirantazgo  i 
cámaras  de  comercio  del  reino.  Hai  en  ella  ciertas  disposicio- 
nes sujeridas  por  el  interés  nacional;  pero,  a  pesar  de  este  de- 
fecto, es  mirada  como  un  código  de  grande  autoridad,  i  con  el 
juicioso  comentario  de  Valin,  es  una  de  las  fuentes  mas  copio- 
sas i  puras  de  jurisprudencia  marítima. 
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El  permiso  de  comerciar  con  una  nación,  i  de  transitar  por 
sus  tierras,  mares  i  rios,  está  sujeto  a  varios  importantes  dere- 
chos. Tal  es  primeramente  el  de  anclaje,  impuesto  que  se  per- 
cibe de  toda  embarcación  extranjera,  siempre  que  eche  el  ancla 
en  un  puerto,  aunque  venga  de  arribada,  o  forzada  por  algún 
temporal;  salvo  que  habiéndolo  pagado  saliese,  i  algún  acci- 
dente la  obligase  a  volverse,  antes  de  haber  hecho  viaje  a  otra 
parte.* 

*  Azuni,  Derecho  marüimo,  parte  I,  capitulo  2,  articulo  4. 
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De  aquí  proceilen  también  las  angariRS^  o  ol  sítvícío  que 
deben  prestar  a  un  gobierno  los  buques  anclados  en  sus  puer- 
tos, err  picándose  en  trasjíortarlo  soldados,  armas  i  municione», 
cuando  se  ofrece  alguna  expedición  do  guerra,  mediante  el 
j»ago  de  cierto  flete  i  la  indemnización  de  todo  perjuicio.  El 
capitán  de  una  embarcación  extranjera  que  se  pusiese  en  fu.s^a 
para  sustraerse  a  esta  obligación  o  que  retardase  con  astucia  el 
trasporta,  o  de  cualquiera  otro  modo  suscitase  dificultades  que 
perjuclic^sen  al  suceso  de  la  expedición,  estaría  desde  luego 
sujeto  ala  confiscación  de  su  buque,  recayendo  también  sobro 
la  tripulación  las  penas  proporcionadas  a  su  complicidad.  I  si 
el  capitán  aporta  maliciosamente  a  otra  parte  i  vende  allí  las 
provisiones  o  aprestos  de  guerra,  se  acostumbra  castigarle  ri- 
gorosamente, i  aun  con  el  ultimo  suplicio,  exponiéndose  tam- 
bién a  graves  penas  los  que  comprasen  estos  efectos  a  sabiendas. 
Pero  sería  contra  la  equidad  el  precisar  a  una  embarcación  a 
que  luciese  segundo  viaje. 

Ninguna  embarcación  puede  excusarse  de  las  angarias  bajo 
pretexto  de  dignidad,  o  de  privilejio  particular  do  su  na- 
ción. 

Derívase  del  mismo  principio  el  derecho  de  embargo^  por 
*íl  cual  una  potencia  prohibe  la  salida  de  los  bucjues  anclados 
«*n  sus  puertos,  i  se  sirve  do  ellos  para  algún  objeto  de  necesi- 
dad pública  i  no  de  guerra,  indemnizando  a  los  interesados. 
Este  derecho  i  el  anterior  se  sujetan  a  unas  mismas  reglas. 
Azuni  pretende  que  en  el  uso  del  derecho  do  angarias  no  se 
halla  el  gobierno  obligado  a  indemnizar  la  pérdida  por  causa 
de  naufrajio,  apresamiento  de  enemigos  o  de  piratas;  pero  es 
mucho  mas  conforme  a  la  equidad  natural  conceder  esta  repa- 
ración en  ambos  casos,  cuando  el  accidente  que  ha  causado 
la  pérdida,  proviniendo  de  la  naturaleza  del  servicio,  no 
debe  mirarse  como  enteramente  fortuito,  i  cuando,  por  otra 
parte,  el  flete  no  es  bastante  grande  para  compc^nsar  el  pe- 
li  gro. 

Otra  carga  conocida  también  con  el  nombre  de  embargo  es 
la  que  consiste  en  prohibirse  la  salida  de  todos  k»s  buques 
surtos  en  un  puerto,  para  que  no  den  aviso  al  enemigo  de  al- 
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la  cosa  <¡iie  importa  ocultarle,  verbigracia,  el  apresto  o  dcs- 
'  (le  una  expedición  militar.' 

iolo  una  absoluta  urjencia  pueile  autorizar  esta  suspensión 
os  derechos  de  los  estados  amigos.  Pero,  como  la  part« 
¡recada  es  el  único  juez  de  la  necesidad  que  se  alc^a,  es 
losible  evitar  el  abuso.  Do  aquí  es  que  las  nacioTies  han 
curado  eximirse  de  este  gravamen,  estipulando  que  sus  na- 
,tri|Uilaciones  i  mercaderías  no  puedan  embarfíarse  a  virtud 
linguna  orden  jeneral  o  particular,  ni  aun  so  color  de  la 
servacion  o  derensa  del  estado,  sino  concediendo  a  los  inte- 
idos  una  plena  indemnización. 

íel  derecho  de  preension  (jun  pnefímptionis),  por  el  cual 
estado  detiene  Ia.s  mercaderías  que  pasan  por  3»h  tierras  o 
las  para  proporcionar  a  sus  subditos  la  preferencia  de  com- 
;  del  de  escala,  forzada,  que  consiste  en  obligar  laa  embar- 
iones  a  hacer  escala  en  determinados  parajes,  para  reoono- 
las,  para  cobrar  por  ellas  ciertos  impu-stos,  o  para  sujetarlas 
derecho  anterior;  del  de  mercado  o  feria,  (droit  d'étape, 
ht  ofstaple),  que  consiste  en  obliíiar  a  los  traficantes  extran- 
js  a  que  expongan  al  público  en  un  mercado  particular  los 
:tos  que  llevan  de  transito;  i  de!  de  trasbordo  forzado,  para 
porcionar  a  las  naves  nacionales  el  beneficio  del  flete,  acaso 
queda  ya  ejemplo,  ni  aun  en  los  ríos  de  Alemania;  i  por  la 
dencia  do  las  naciones  modernas  a  la  inmunidad  del  comer- 
i  a  la  facilidad  de  las  comunicaciones,  se  puede  anunciar 
',  si  subsisten  algunos  de  estos  derechos,  desaparecerán 
i  presto.  La  convención  de  15  de  agosto  de  1804  entre  la 
tmania  i  la  Francia  i  los  reglamentos  del  Congreso  de  Vicna 
trinjieron  considerablemente  su  ejercicio. 


Entre  tos  gravámenes  a  que  está  sujeto  el  comercio  en  todo 
mpo,  no  debe  omitirse  la  cuareníena.  Cuando  un  buque  es 
ligado  a  hacerla,  por  venir  de  un  puerto  apestado,  o  porque 

Aziini,  ibídem,  artículos  5,  6.  Bcawee,  Lex  Mercatoria,  volumen 
jájiTfa  392,  (edición  de  Chittj}.   El  nombre  de  embargo  (como  sua 
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hai  otro  molivo  de  tenier  que  propaj^ne  una  enfermedad  con- 

tajiüsa,  «e  le  pone  en  un  estado  completo  do  incomunicación 

pop  un  espacio  de  tiempo  que  en  jencral  es  de  cuarenta  dins, 

aunque  puede  ser  mayor  o  menor  según  las  circunstancias. 

El  principal  documento  que  sirve  para  averiguar  si  el  Inique 

d(*bc  hacer  cuarentena  i  por  cuanto  tiempo,  es  el  certificado, 

Meta  o  fe  de  sanidad,  dada  en  el  puerto  de  donde  pro.ede 

el  buque.  En  este  documento,  se  notifica  el  estado  de  salud  de 

aquel  puerto.  Se  llama  certificado  limpio  el  que  atestigua  que 

el  puerto  se  hallaba  exento  de  ciertas  enfermedades  contajiosas, 

como  la  \yestQ  o  la  fiebre  amarilla;  so.spec/io.so,  si  habia  solo 

rumores  de  infección;  i  sucio,  si  la  plaza  estaba  apostada.  Su 

falta,  cuando  el  buque  viene  de  paraje  sospechoso,  se  consido- 

raria  como  equivalente  a  un  certificado  sucio, 

Eii  todos  tiempos,  ha  habido  gran  diversidad  do  opiniones 
Robre  el  carácter  contajioso  de  varias  enfermedades.  El  de  la 
peste  de  Levante,  por  ejemplo,  se  ha  revocado  en  duda  por 
muchos  hábiles  profesores  de  medicina,  que  la  han  observado 
en  los  países  donde  aparece  mas  amonudo.  No  obstante  las 
frecuentísimas  comunicaciones  comerciales  de  Inglaterra  con 
las  plazas  en  que  suele  hacer  mas  estragos  la  peste,  i  sin  em- 
barfljo  de  la  notoria  facilidad  con  que  se  eluden  los  reglamentos 
<le  sanidad  en  los  puertos  británicos,  no  hai  ejemplo  de  que  en 
mas  de  un  siglo  haya  prendido  la  infección  en  ellos,  o  en  los 
empleados  i  sirvientes  de  los  lazaretos.  Ni  hai  motivo  de  creer 
que  la  peste  que  aflijió  a  Londres  en  1665  i  66  fuese  la  misma 
de  Levante,  i  parece  mas  verosímil  que  la  enjendrasecspontá- 
n^mente  una  viciosa  constitución  de  la  atmósfera,  orijinada 
de  la  estrechez  de  las  calles,  la  densidad  de  la  población,  la 
escasez  de  agua  para  los  menesteres  domésticos,  la  acumulación 
de  inmundicias  i  otras  circunstancias  que  contribuian  a  la  in- 
salubridad de  Londres  antes  del  grande  incendio  de  1666, 
desde  cuya  época  no  ha  ocurrido  un  solo  caso  do  peste.  Es 

eijníTalentcs  arrflt  de  prince,  urrét  de  puissance)  suelo  tomarse  en 
im  Mentido  jencral,  comprendiendo  las  angarias.  Llám.iHo  onhargo 
civil  para  distinguirle  del  hostil  o  bélico,  do  qua  se  hablará  maa 
adelante. 


136  DERECHO  INTERNACIONAL 


«abido  que  los  turcos  no  tienen  el  menor  recelo  de  usar  la  ropa 
de  los  que  han  muerto  de  la  peste,  i  que  los  vestidos  i  sábanas 
que  quedan  en  los  lazaretos  forman  uno  de  los  emolumentos 
de  los  gobernadores,  i  se  venden  públicamente  en  los  bazares. 
De  la  fiebre  amarilla  se  cree  ya  casi  universalmente  que  no  es 
oontajiosa.    Pero   pocas  enfermedades  habrán  causado  tanto 
terror  por  la  actividad  del  supuesto  contajio  que  la  produce, 
como  el  cólera  morbo,  que  ha  visitado  varias  veces  la  Europa 
i  algunos  países  de  América.    En  todas  partes,  han  sido  sin 
fruto  las  vigorosas  providencias  que  se  han  tomado  para  atajar 
su  carrera,  i  la  opinión  que  en  el  dia  parece  tener  mas  séquito 
es  que  el  cólera  no  es  contajioso  tampoco;   que  nace  de  una 
constitución  atmosférica  particular,  i  que  contra  sus  efectos  es 
mucho  mas  eficaz  la  policía  sanitaria  doméstica,  que  las  cua- 
rentenas i  lazaretos,  porque,  dado  caso  que  no  detenga  la  mar- 
cha del  contajio,  a  lo  menos  modera  su  actividad  í  disminuye 
el  número  de  sus  víctimas.  Admitiendo,  pues,  que  sobre  los 
misteriosos  medios  de  propagación  de  éstas  i  otras  dolencias 
no  se  sabe  todavía  lo  bastante  para  formar  un  juicio  seguro 
de  la  utilidad  de  las  cuarentenas,  lo  cierto  os  que,  para  puri- 
ficar el  aire  i  mantener  la  sanidad  de  las  poblaciones,  se  debo 
atender  principalmente  a  la  limpieza  i  ventilación  de  las  ciu- 
dades i  casas,  a  la  desecación  de  los  pantanos  i  marjales,  buena 
calidad  de  las  provisiones  de  abasto,  abundancia  de  agua  para 
el  servicio  de  las  habitaciones,  i  otros  bien  conocidos  objetos 
de  policía  doméstica. 


CAPITULO  VII 


De  los  Cónsules 

r  Oficio  i  clasificación  de  los  cóisules;  idea  jcncral  (U*  su«  atribucio- 
nes; requisitos  para  serlo. — 2.  Autoridad  judicial  de  los  cónsulos. — 
3.  Funciones  de  los  cónsules  a  favor  del  comercio  i  d(»  \o^  indivi- 
duos de  su  nación. — 4.  Inmunidades  de  los  cónsules. 
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Los  cónsules*  son  ajentes  que  se  envían  a  las  naciones  ami- 
gas con  el  encargo  de  ppotejer  los  derechos  o  intereses  comer- 
ciales de  su  patria,  i  favorecer  a  sus  compatriotas  comerciantes 
en  las  difícultades  que  les  ocurran. 

El  objeto  principal  de  la  misión  del  cónsul  es  velar  sobre 
los  intereses  del  comercio  nacional,  sujerir  los  medios  de  me- 
jorarlo i  extenderlo  en  los  países  en  que  residen,  observar  sí 
s«  cumplen  i  guardan  los  tratados,  o  de  qué  manera  se  infrin- 
jen  o  eluden,  solicitar  su  ejecución,  protejer  i  defender  a  los 
wmerciantes,  capitanes  i  jente  de  mar  de  su  nación,  dar  a  to- 
dos los  individuos  de  ella  los  avisos  i  consejos  necesarios,  man- 
tenerlos en  el  goce  de  sus  inmunidades  i  privilejios,  i  en  fin, 
ajostar  i  terminar  amigablemente  sus  diferencias,  o  juzgarlas 
i  decidirlas,  si  está  competentemente  autorizado. 

Cuando  el  comercio  llevó  a  puertos  lejanos  multitud  de  na- 
vegantes i  traficantes  de  varias  naciones,  que  regularmente 


*  Mucha  parte  de  la  doctrina  de  este  capitulo  se  ha  tomado  do 
Chítty  (Commercial  Law,  volumen  I,  capítulo  3,)  i  de  Kent  (parte  I. 
lección  2).  IjO  que  se  ha  sacado  de  otros  autores  se  anota  separada- 
mente. 
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viajaban  con  sus  propi:is  mercaderías,  los  de  cada  país  solían 
clejir  un  arbitro,  que  dirimiese  sus  diferencias  según  las  leyes 
i  usos  patrios.  Ya  con  la  mira  de  adelantar  el  comercio  extran- 
jero, ya  por  la  influencia  de  aquel  principio  que  prevaleció 
tanto  en  la  época  de  la  emií?racion  de  los  pueblos  del  norte, 
cuando  se  juntaban  varias  razas  en  un  mismo  suelo:  «que  cada 
uno  debe  guardar  las  leyes  de  la  sociedad  en  cuyo  seno  ha  na- 
cido;» los  soberantjs  de  los  puertos  dispensaban  de  buena  gana 
a  estos  arbitros  una  autoridad  semejante  a  la  de  sus  propios 
jueces,  i  sft  la  otorg¿iron  algunas  veces  por  privilejios  escritu- 
rados. Dióse  a  esta  especie  de  majistrados  el  título  de  cón^ 
sules,  porque  tal  cfa  el  que  tenían  los  jueces  domésticos  de 
comercio  en  Pisa,  Luca,  Jénova,  Venecia  i  Barcelona.  Pero, 
cuando  los  comerci^intes  dejaron  de  viajar  ellos  mismos  con 
sus  mercaderías,  i  los  contratos  i  operaciones  mercantiles  se 
lucieron  por  escrito,  i  por  medio  de  factores  i  ajentes,  fué  men- 
guando poco  a  poco  la  jurisdicción  consular,  i  prevaleciendo  la 
de  las  justicias  locales;  a  lo  que  contribuyó  grandemente  la 
semejan:&a  de  leyes  i  usos  de  los  pueblos  cristianos.  Por  eso, 
vemos  que  subsisten  los  antiguos  privilejios  de  los  cónsules 
enrólleos  en  los  puertos  de  naciones  infieles.* 

Los  estados  mas  civilizados  no  empezaron  a  emplear  esta 
clase  de  ajentes  en  sus  relaciones  recíprocas  hasta  íínes  del  si- 
glo XV  o  princi|)ios  del  XVI. 

Nómbranse,  ademas  de  los  cónsules  ordinarios,  cónsules  je- 
nerales  i  vizcónsules;  éstos  para  los  puertos  de  menor  impor- 
tancia, o  para  obrar  bajo  la  dependencia  de  un  cónsul;  aquéllos, 
para  jefes  de  cónsules,  o  para  atender  a  muchas  plazas  comer- 
ciales a  un  tiempo.  Las  atribuciones  i  privilejios  de  estos 
empleados  son  unos  mismos  respecto  de  los  gobiernos  extran- 
jeros. 

Los  cónsules  pueden  también,  cuando  han  recibido  facultad 
para  ello,  nombrar  ajentes  de  comercio,  cuya  obligación  es 
prestar  todos  los  buenos  ofícios  que  están  a  su  alcance,  a  los 
subditos  del  estado  a  quien  sirven,  manteniendo  corresponden- 
<*ia  con  el  cónsul  respectivo  i  ejecutando  sus  órdenes.  Algunos 

*  Schmalz,  libro  V,  capítulo  3. 
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eataJos  conceden  a  sus  ministros  diplomáticos  ¡  a  sus  cónsulc» 
la  facultad  de  nombrar  vízcónsulcs. 

Aunque  las  funciones  consulares  parecen  requerir  que  el 
cónsul  no  sea  subdito  del  estado  en  que  reside,  la  práctica  de 
las  naciones  marítimas  es  bastante  laxa  en  este  punto;  i  nada 
es  mas  común  que  valerse  de  extranjeros  para  que  desempe- 
ñen este  cargo  en  los  puertos  de  su  misma  nación.  Las  leyes 
españolas  exijen  que  los  cónsules  sean  ciudadanos  naturales 
del  estado  a  quien  sirven,  i  no  domiciliados  en  España;  pero  a 
los  vizcónsules  se  les  dispensa  del  primer  re([UÍsito.* 

Alíennos  gobiernos  prohiben  a  sus  cónsules  ejercer  la  profe- 
sión de  comerciantes;  pero  jenoralmente  se  les  permite.  Es 
una  regla  recibida  que  el  carácter  de  cónsul  no  proteje  al  de 
tx)merciante,  cuando  concurren  ambos  en  una  misma  per- 


sona.'* 


Ninguna  nación  está  obligada  a  recibir  esta  clase  de  emplea- 
dos, si  no  se  ha  comprometido  a  ello  por  tratado,  i  aun  en  este 
caso  no  está  obligada  a  recibir  la  persona  particular  que  se  le 
envía  con  este  carácter;  pero,  si  no  la  admite,  es  necesario  que 
haga  saber  al  gobierno  que  la  ha  nombrado  los  motivos  en  que 
se  funda  su  oposición.  El  cónsul  viene  provisto  de  un  despa- 
cho o  patente  de  la  suprema  autoridad  ejecutiva  de  su  nación; 
i  su  nombramiento  se  notifica  al  jefe  del  estado  en  que  va  a 
residir,  el  cual  expido  una  declaración,  llamada  exequátur^ 
aprobándole  i  autorizándole  para  ejercer  funciones  de  tal. 


Ningún  gobierno  puede  conferir  a  sus  cónsules  poder  algu- 
no que  se  ejerza  sobre  sus  subditos  o  ciudadanos  en  país  ex- 
tranjero, sin  el  consentimiento  de  la  autoridad  soberana  del 
mismo.  De  aquí  es  que  en  los  tratados  de  navegación  i  comer- 

*  Lei  6,  título  XI,  libro  VI,  Nomsima  Recojnlacion. 

*•  La  experiencia  ha  probado  la  necesidad  de  una  tarifa  que  señale 
lo«  emolumentos  de  los  cónsules;  pero  la  práclica  que  deberia  prefe- 
rirse, consultando  su  dignidad  i  el  bien  del  comercio,  sería  la  de  re- 
raunei-arlos  con  salarios  fijos.  Alégase  en  contra  que  los  que  reportan 
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cío  so  tiene  particular  cuidado  do  determinar  las  facultades  i 
funciones  públicas  de  los  cónsules.* 

tíi  un  soberano  concediese  a  su  cónsul  atribuciones  judicia- 
les  que  no  estuviesen  fundadas  en  tratado  o  costumbre,  los 
juzgamientos  de  estos  cónsules  no  tendrían  fuerza  alguna  en 
el  país  de  su  residencia,  ni  serian  reconocidos  por  las  autori- 
datles  locales,  pero  podrian  tenerla  en  la  nación  del  cónsul  i 
obligarían  bajo  este  respecto  a  los  ciudadanos  de  ella,  i  a  los 
extranjeros  en  sus  relaciones  con  ella. 

Los  cónsules  en  los  países  europeos  no  ejercen  comunmente 
sobre  sus  compatriotas  otra  jurisdicción  que  la  voluntaria;  i 
en  las  controversias  sobre  negocios  de  comercio,  sus  facultades 
se  limitan  de  ordinario  a  un  mero  arbitraje.**  La  Inglaterra  no 
les  confiere  autoridad  judicial  ninguna.  El  gabinete  de  Was- 
hington, en  las  instrucciones  circuladas  a  sus  cónsules  en  [.• 
de  julio  do  1805,  les  hace  saber  que  no  pertenece  a  su  oficio 
ninguna  especie  de  autoridad  judicial,  sino  la  que  expresamen- 

el  beneficio  de  las  instituciones  deben  pag^ar  sus  costos;  pero  cesta, 
decía  Mr.  Livingaton,  secretario  de  estado  de  la  República  Norte-Ame- 
ricana, no  parece  una  respuesta  satisfactoria,  porque  el  país  entero, 
i  no  solamente  loa  individuos  comerciantes,  reportan  el  beneficio  de 
la  institución  consular.  Los  jueces  reciben  salarios;  i  apenas  una  dé- 
cima parte  de  los  habitantes  se  hallará  en  el  caso  de  recurrir  a  los 
tribunales.  Otro  tanto  puede  decirse  de  los  demás  empleados  asala- 
riados». Remunerando  de  esa  manera  los  cónsules,  no  sería  necesario 
tolerar  que  lo  fuesen  los  comerciantes.  cEn  muchos  casos,  se  solicita 
la  investidura  consular  por  la  utilidad  e  influjo  que  proporciona  para 
dar  ensancha  a  los  negocios  mercantiles  del  cónsul.  ¿I  podrá  creerse 
que  este  influjo  se  ejercerá  con  rectitud  i  pureza?  I  dado  caso  que  así 
se  ejerza,  ¿no  se  sospecharía  lo  contrario^  De  aquí  celos  i  rivalidades 
que  degradan  la  dignidad  consular,  i  menoscaban  la  influencia  salu- 
dable que  el  cónsul  podría  tener  con  las  autoridades  locales.  >  (Re- 
port  ofthe  2d  Marc/i,  1833;  Elliots  Code.) 

*  La  jurisdicción  consular  cno  emana  del  soberano  que  los  estable- 
ce, el  cual  no  tiene  poder  sobre  sus  subditos  en  país  extranjero.  Ella 
se  deriva  del  soberano  del  estado  en  que  los  cónsules  rebidon,  i  por 
tanto  supone  siempre  tratados  en  que  ha  sido  estipulada.»  De  Steck, 
Des  ConsuLs.  pajina  tí4. 

**  Martens,  Précis  du  Droü  de  Gens,  libro  IV,  capítulo  3,  §  li8. 
— Schmalz,  Droitde  Gens,  libro  V,  capítulo  3. 
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te  se  les  baya  concedido  por  una  lei  de  los  Estados  Unido»,  i 
sea  tolerada  por  el  gobierno  en  cuyo  territorio  residen,  i  que 
todo  incidente  que  por  su  naturaleza  pida  la  intervención  do 
la  justicia,  debo  someterse  a  las  autoridades  locales  en  caso  de 
no  poder  componerse  por  los  consejos  i  amonestacioncís  del 
cónsul.*  Las  leyes  esj^añolas  declaran  que  los  cónsules  no 
pueden  ejercer  jurisdicción  alguna,  aunque  sea  entre  vasallos 
de  su  propio  soberano,  sino  solo  componer  amigable  i  extra- 
judicialmente  sus  diferencias,  i  procurar  que  se  les  dé  la  pro- 
tección que  necesiten  para  que  tengan  efecto  sus  arbitrarias  i 
extrajudiciales  providencias.**  Si  rejistramos  los  tratados  de 
navegación  i  comercio  i  las  convenciones  consulares,  apenas 
hallaremas  estipulación  alguna  que  les  confíera  mas  extensas 
facultades  en  la  administración  de  justicia.  En  la  convención 
de  13  de  mayo  de  1769  entre  la  España  i  la  Francia,  se  previe- 
ne que  «los  cónsules  no  intervengan  en  los  buques  de  sus  res- 
pectivas naciones,  sino  para  acomodar  amigablemente  las  dife- 
rencias entre  la  jentede  mar  o  entre  sus  compatriotas  pasajeros, 
de  manera  que  cada  individuo,  sea  capitán,  marinero  o  pasa- 
jero, conserve  el  derecho  natural  de  recurrir  a  los  juzgados  del 
país  cuando  crea  que  su  cónsul  no  le  hace  justicia».***  En  la 
antigua  convención  entre  los  Estados  Unidos  i  la  Francia,  se 
les  dio  cierta  especie  de  jurisdicción  en  la  policía  de  los  buques 
i  en  las  causas  entre  los  transeúntes  de  sus  naciones  respecti- 
vas; pero  al  presente  no  hai  en  pié  tratado  alguno  que  conce- 
da a  los  cónsules  extranjeros  residentes  en  el  territorio  de  la 
Union  ni  aun  estas  limitadas  facultades.****  Hacen  al  mismo 
propósito  el  tratado  de  comercio  de  1 785  entre  el  Austria  i  la  Ru- 
sia, artículo  19;  el  de  1781  entre  la  Francia  i  la  Rusia,  artículo» 
6,  7  i  8;  el  de  la  misma  fecha  entre  el  Portugal  i  la  Rusia,  artícu- 
lo 4;  el  de  1816  entre  América  i  Suecia,  artículo  5;  el  de  1818 

*  Estas  i  otras  instrucciones  consulares  se  hallan  insertas  a  la  le- 
tra en  el  tomo  II  del  Código  Diplomático  de  Elliot. 

**  Novísima  Recopilación,  lei  6,  título  II,  libro  VI. 

***  Martens,  Recueil  des  Traites,  tomo  I,  pajina  631  (segunda  edi- 
ción). 

•*'*  Kent,  Comentarios,  parte  I,   lección  2. 
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entre  Prusia  ¡  Rusia,  artículo  G;  i  otros  varios.*  Es  de  notar 
que  las  naciones  en  que  mas  ha  florecido  el  comercio  han  sido, 
a  excepción  de  la  Francia,  las  mas  cuidadosas  en  restrinjir  las 
atribuciones  de  sus  cónsules  extranjeros,  i  esto  en  aquellas 
mismas  convenciones  que  se  dirijian  a  protejerlo  i  fomentarlo; 
lo  que  prueba  que,  aun  en  el  concepto  de  estas  naciones,  la  au- 
toridad judicial  de  los  cónsules  produce  mas  inconvenientes 
que  ventajas. 

La  Francia  hubiera  querido  seguir  otro  sistema.  Ella  ha  con- 
ferido a  sus  cónsules  la  facultad  de  juzgar  todo  jéncro  de  con- 
troversias entre  los  comerciantes,  navegantes  i  demás  france-* 
ses,  i  aun  ha  prohibido  a  éstos  llevar  los  pleitos  que  tuvieren 
unos  con  otros  a  ninguna  autoridad  extranjera,  conminando  a 
los  infractores  con  una  multa  de  mil  quinientos  francos.  Pero 
oigamos  sobre  este  asunto  a  uno  de  los  mas  respetables  juris- 
consultos i  publicistas  de  la  Francia: 

«El  derecho  de  poner  en  ejecución  una  sentencia  empleando 
la  fuerza  pública,  es  una  emanación  de  la  soberanía:  todos  los 
estados  están  interesados  en  mantener  esta  regla,  i  todos  la 
invocan  cuando  les  llega  el  caso.  Las  cortes,  tribunales  i  fun- 
cionarios a  quienes  se  ha  confiado  el  ejercicio  de  la  jurisdicción 
voluntaria  o  contenciosa,  solo  por  delegación  tienen  este  dere- 
cho; i  en  las  lejislaciones  mas  conformes  a  los  verdaderos  prin- 
cipios, los  decretos  judiciales  que  llevan  aparejada  ejecución, 
suelen  ir  revestidos  de  una  fórmula  en  que,  a  nombre  del  so- 
berano mismo,  se  manda  emplear  en  caso  necesario  la  fuerza 
púbhca  del  estado.  I  de  aquí  es  que  ningún  gobierno  recono- 
ce fuerza  ejecutoria  en  las  sentencias  o  decretos  extranjeros,  i 
que,  por  consiguiente,  ningún  soberano  tiene  derecho  para  ins- 
tituir en  país  extranjero,  por  su  sola  autoridad,  judicatura  al- 
guna que  decida  las  controversias  entre  sus  subditos,  i  cuyas 
sentencias  tengan  fuerza  ejecutoria  en  él. 

«Estos  principios  jenerales  pueden  modificarse  por  las  con- 
venciones que  intervienen  entre  los  soberanos,  no  solo  por  lo 
que  concierne  a  la  ejecución  de  las  sentencias  i  decretos  ex- 


*  En  la  colección  de  Martens. 
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tranjeros  en  su  territorio,  sino  también  por  lo  tocante  a  la  ju- 
risdicción de  los  cónsules,  i  al  cumplimiento  de  lo  que  éstos 
provean.  En  esta  materia,  conocimientos   )>ositiv()S  son  mas 
necesarios  que  teorías.  Pero  no  debemos  dejar  de  advertir  que 
la  diferencia  extremada  de  civilización  entre  los  países  ilumi- 
nados por  el  cristianismo  i  los  que  profesan  otras  creencias,  ka 
producido  necesariamente  otra  diferencia  no  menos  parando  en 
la  jurisdicción  consular.  Los  cónsules  extranjeros  tienen  ex- 
tensas facultades  en  los  pueblos  infieles:  el  rei  se  ha  procurado 
allí  una  especie  de  extraterritorialidad  que  da  a  sus  cónsules, 
sobre  todos  los  individuos  de  nación  francesa,  casi  los  mismos 
derechos  que  ejercería  sobre  ellos  un  majistrado  ordinario  en 
su  patria,  i  esto  aun  para  la  policía,  i  para  la  persecución  i 
castigo  de  los  delitos.  En  las  naciones  cristianas,  no  es  así. 
Hai  pocos  países  en  que  las  sentencias  de  los  cónsules  lleven 
aparejada  ejecución,  como  las  de  los  jueces  locales;  pues  el 
mero  hecho  de  haber  admitido  cónsules  con  derecho  de  juz- 
gar, no  basta  para  dar  fuerza  ejecutoría  a  sus  juzgamientos. 
A  veces  debe  pedirse  esta  ejecución,  i  no  se  concede  sin  cono- 
cimiento de  causa;  a  veces  la  jurisdicción  consular  está  redu- 
cida a  un  mero  arbitraje. 

*Por  eso  mismo,  la  obligación  impuesta  a  los  franceses  de  no 
intentar  acción  alguna  contra  un  compatriota,  sino  ante  su  cón- 
sul, requiere  una  distinción.  Las  leyes  no  deben  aplicarse  de 
un  modo  contrario  a  la  intención  del  lejislador.  El  fin  que  se 
propone  el  litigante  obteniendo  una  condenación,  es  el  constre- 
ñir a  su  adversario  a  que  la  cumpla.  Si  las  relaciones  políticas 
entre  la  Francia  i  la  nación  en  que  reside  el  cónsul  son  tales 
que  la  condenación  consular  no  serviría  de  nada  al  litigante, 
porque  no  sería  posible  hacerla  ejecutar  allí,  no  parece  justo 
que  se  le  castigue  por  haber  recurrido  a  la  jurisdicción  local, 
como  la  sola  que  pudiese  acojer  eficazmente  la  demanda.  Asi 
un  francés  interesado  en  obtener  una  sentencia  que  deba  lle- 
varse a  efecto  en  un  país  donde  los  tratados  no  aseguran  la 
ejecución  de  los  juzgamientos  consulares,  no  debería  incurrir 
en  ninguna  pena  por  haber  demandado  a  su  compatriota  ante 
la  justicia  local. 
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«Mas  aun  en  este  caso  el  francés  que  quiere  proceder  ulte- 
riormente contra  su  adversario  en  Francia,  tiene  interés  en 
provocar  una  sentencia  de  su  cónsul,  que,  si  bien  destituida  de 
fuerza  en  país  extraño,  cuando  el  soberano  territorial  no  ha 
consentido  en  revestirla  de  un  carácter  ejecutorio,  no  por  eso 
es  nula  en  si  misma  i  respecto  de  la  Francia;  antes  bien  tiene 
allí  igual  valor  que  los  actos  de  cualquier  otro  juzgado  fran- 
cés  

«Por  claros  i  verdaderos  que  sean  estos  principios,  se  modi- 
fican, cuando  por  una  desconfianza,  acaso  mal  entendida,  pero 
a  que  puede  ser  necesario  someterse  para  evitar  mayores  in- 
convenientes, el  gobierno  local  no  permita  al  cónsul  ejercer 
funciones  judiciales  sobre  sus  compatriotas,  aun  cuando  las 
sentencias  no  hayan  de  ejecutarse  sino  en  Francia.  En  tal  caso, 
el  cónsul  debe  abstenerse  de  ellas,  i  la  Francia  tendrá  el  dere- 
cho de  retorsión  contra  los  cónsules  del  gobierno  que  trata  de 
este  modo  a  los  suyos.»* 

Según  el  mismo  autor,  es  de  derecho  común  que  todas  las 
disputas  relativas  a  los  salarios  i  demás  condiciones  de  engan- 
che de  la  jentc  de  mar,  i  todas  las  contiendas  que  se  suscitan 
en  la  tripulación  de  un  buque  o  entro  los  marineros  i  el  capi- 
tán, o  entre  los  capitanes  de  dos  o  mas  buques,  sean  decididas 
por  el  cónsul.  Los  jueces  locales,  aún  cuando  se  ocurre  a  ellos 
con  esta  clase  de  demandas  o  querellas,  tienen  la  cortesía  de 
remitirlas  al  cónsul  respectivo,  auxiliándole  para  que  so  cum- 
plan sus  disposiciones,  sin  apreciar  el  mérito  de  éstas.  El  in- 
terés común  dicta  esas  reglas:  sin  ellas,  no  se  podría  mantener 
el  orden  en  las  tripulaciones,  ni  obligarlas  a  continuar  el 
viaje. 

En  esta  especie  de  jurisdicción  de  los  cónsules  (ejercida  a. 
falta  de  funcionarios  consulares  por  los  capitanes  respecto  de 
cada  buque),  i  en  la  que  se  les  haya  concedido  por  capitulacio- 
nes o  costumbre,  se  comprenden  todos  los  oficiales  i  jente  de 
mar  de  las  naves  mercantes  do  su  nación,  aunque.no  sean  ciu- 


*  Pardessus,  Droit  Commercial,  parte  VI!,  título  6,  capitulo  2,  soc- 
cion  1.»  i  2.a 
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dadanos  de  ella;  pues  entrando  a  servir  bajo  su  bandera,  so 
someten  tácitamente  a  sus  leyes  i  usos  marítimos.* 

Es  práctica  jeneral  que  el  cónsul  legalice  los  documentos 
otorgados  en  el  país  de  su  residencia  para  que  hagan  fe  en  su 
nación.  Con  el  mismo  objeto,  atestigua  los  actos  relativos  al 
estado  natural  i  civil  de  las  personas,  como  matrimonios,  na- 
cimientos i  muertes;  da  certificados  do  vida;  toma  declaracio- 
nes juradas  por  comisión  de  los  tribunales  de  su  país;  recibe 
protestas;  autoriza  contratos  i  testamentos.  Donde  las  leyes  lo- 
cales lo  permiten,  se  encarga  de  los  bienes  de  sus  conciudada- 
nos difuntos,  que  no  dejan  representantes  lej ¡timos  en  el  país, 
i  asegura  los  efectos  de  los  náufragos,  en  ausencia  del  capitán, 
propietario  o  consignatario,  pagando  el  acostumbrado  premio 
de  salvamento.** 


Como  encargados  de  velar  sobre  la  observancia  de  los  trata- 
dos de  comercio,  toca  a  los  cónsules  reclamar  contra  sus  in- 
fracciones, dirijiéndose  a  las  autoridades  del  distrito  en  que 
residen,  i  en  caso  necesario  al  gobierno  supremo  por  medio  del 
ájente  diplomático  de  su  nación,  si  lo  hai,  o  directamente,  en 
caso  contrario. 

El  cónsul  lleva  ordinariamente  un  rojistro  de  la  entrada  i 
salida  de  los  buques  que  navegan  bajo  su  bandera,  expresan- 
do en  él  los  capitanes,  cargas,  procedencias,  destinos  i  consig- 
naciones. Suele  hallarse  facultado  para  exij  ir  a  los  capitanes 

*  Pardessus,  ibídem. 

•*  Kent,  ComentarioSy  parte  I,  lección  2;  instrucciones  consulares 
do  los  Estados  Unidos,  on  Elliot's  Diplomatic  Code,  pajinas  430  i  si- 
guientes (edición  do  1834);  Whcaton's  Elements  o f  Internacional  Law, 
parte  II,  capítulo  2,  §  12. 

La  institución  de  los  consulados  se  debe  a  la  cortesía  internacional; 
el  cónsul  por  el  mero  hecho  de  ser  aceptado,  goza  de  los  mismos  pri- 
vilejios  que  sus  predecesores,  según  el  principio  jeneral,  que  cada  na- 
ción se  presume  que  sigue  la  costumbre  establecida  en  su  tratamiento 
délos  extranjeros,  i  está  obligada  a  notifícar  previamente  su  intención, 
si  la  tiene,  de  mudar  de  conducta  con  respecto  a  ellos  (Phillimore,  to- 
mo II,  pajinas  245  i  246). 
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de  cstüs  buques  manifiestos  jurados  de  la  carjja  de  entrada; 
como  también  de  la  carga  de  salida,  cuando  llevan  destino  a 
las  puertos  de  la  nación  del  cónsul;  i  esto  segundo  suele  ha- 
cerse extensivo  a  los  buques  de  otras  naciones.  El  cónsul  tras- 
mite los  duplicados  de  estos  manifiestos  a  su  gobierno. 

Según  la  práctica  de  la  Gran  Bretaña  i  de  otras  naciones,  el 
cónsul  no  debe  permitir  que  un  buque  mercante  de  la  suya 
salga  del  puerto  en  que  reside  sin  su  pasaporte;  ni  concedér- 
selo hasta  que  el  capitán  i  tripulación  han  satisfecho  todas  las 
justas  demandas  de  los  habitantes  o  prestado  seguridad  sufi- 
ciente; a  cuyo  efecto  les  exije  el  pase  o  licencia  de  las  autori- 
dades locales. 

El  cónsul  debe  protejer  contra  todo  insulto  a  sus  conciuda- 
danos, ocurriendo,  si  es  necesario,  al  gobierno  supremo.  Si 
sucediere  que  las  autoridades  locales  tomen  conocimiento  do 
delitos  cometidos  por  los  conciudadanos  del  cónsul  fuera  del 
territorio  a  que  so  extiende  la  jurisdicción  local,  reclamará 
contra  tales  procedimientos,  requiriendo  que  se  reserve  cada 
caso  de  éstos  al  conocimiento  de  su  juez  competente,  i  que  se 
le  entreguen  los  delincuentes  aprehendidos  por  las  autoridades 
locales. 

Debe  también  el  cónsul,  en  caso  de  ser  solicitado  a  hacerlo 
por  sus  compatriotas  ausentes,  inquirir  el  estado  do  los  nego- 
4'Jos  de  éstos  en  el  distrito  consular,  i  comunicar  a  las  partes 
el  i'esultado  de  sus  jestiones.  Un  cónsul,  según  la  doctrina  re- 
conocida por  los  Estados  Unidos  de  América,  es,  en  virtud  de 
su  oficio,  apoderado  nato  de  sus  compatriotas  ausentes  que  no 
sean  representados  de  otro  modo,  pudiendo  en  consecuencia 
parecer  en  juicio  por  ellos,  sin  que  so  le  exija  mandato  espe- 
cial, si  no  es  para  la  actual  restitución  de  la  propiedad  recla- 
mada.* 

Si  el  país  de  su  residencia  está  en  guerra,  es  de  la  particu- 
lar incumbencia  del  cónsul  cuidar  que  por  parte  de  los  buques 

*  VóasG  en  Wheaton's  Reporls,  libro  VI,  pajina  15'i,  il  caso  del 
Bello  Coruñés f  jiiz;?ado  por  la  corte  suprema  do  los  EsUidos  Unidos 
a  petición  del  cónsul  de  España;  i  libro  X,  pajina  66,  el  caso  de  la  An- 
tilnpe. 
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de  su  nación  no  se  quebrante  la  neutralidad,  e  informar  a  los 
aseguradores  compatriotas  si  se  han  invalidado  las  pólizas  por 
la  conducta  ilegal  de  los  capitanes  o  de  otras  personas  intere- 
sadas en  los  buques  o  cargas. 


Se  ha  disputado  mucho  si  los  cónsules  tienen  o  nó  el  carde-* 
ter  de  ministros  públicos.  Si  por  ministro  público  se  entiende 
un  ájente  diplomático,  no  hai  fundamento  para  dar  eso  titulo 
a  un  cónsul.  Lo  que  constituye  al  ájente  diplomático,  es  la 
carta  credencial  de  su  soberano,  en  la  cual  se  le  acredita  para 
todo  lo  que  diga  de  su  parte.  El  cónsul  no  va  revestido  de  esta 
ilimitada  confianza.  Su  misión  no  es  a  la  autoridad  soberana 
de  un  pais  extranjero,  sino  a  sus  compatriotas  residentes  en  éL 
Por  consiguiente,  no  le  conviene  el  dictado  de  ministro  público, 
sino  en  el  sentido  jcncral  en  que  lo  aplicamos  a  todos  los  em-^ 
pleados  civiles. 

De  aquí  es  quo  los  cónsules  no  gozan  de  la  protección  cspe- 
tíal  que  el  derecho  de  jentes  concede  a  los  embajadores  i  de- 
más ministros  diplomáticos.  En  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
son  independientes  del  estado  en  cuyo  territorio  residen,  i  sus 
archivos  i  papeles  son  inviolables.  Mas,  por  lo  tocante  a  su» 
personas  i  bienes,  tanto  en  lo  criminal  como  en  lo  civil,  so  ha- 
llan sujetos  a  la  jurisdicción  local.  En  la  convención  de  1769 
entre  la  España  i  la  Francia,  solo  se  da  a  los  cónsules  (que 
sean  ciudadanos  del  estado  que  los  nombra)  la  inmunidad  de 
prisión,  si  no  es  por  delitos  atroces;  si  son  comerciantes,  esta 
inmunidad  no  se  extiende  a  causa  criminal  o  cuasi  criminal, 
ni  a  causa  civil  que  proceda  de  sus  negocios  de  comercio;  i 
ademas  se  determina  que^  cuando  el  majistrado  local  tenga 
necesidad  de  la  declaración  jurídica  del  cónsul,  no  podrá  éste 
rehusarla,  ni  retardarla,  ni  faltar  al  dia  i  hora  señalados.  En 
la  convención  de  comercio  de  3  de  julio  de  1815  entre  la  Gran 
Bretaña  i  los  Estados  Unidos  de  América,  se  estipula  que  en 
caso  de  portarse  el  cónsul  de  una  manera  ilegal  u  ofensiva  al 
gobierno  del  país,  se  le  pueda  castigar  con  arreglo  a  las  Icyesj 
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a  ofensa  está  a  el  alcance  do  éstas,  o  se  le  haga  Ralir  del  país, 
lilícando  el  jjobierno  ofendido  al  otro  gobierno  las  razone» 
I  Iiaya  tenido  para  tratarle  de  este  modo.  Los  mismos  Esta- 
Unidos  i  la  Suecia  estipularon,  en  4  de  setiembre  de  1816, 
en  el  caso  de  mala  conducta  del  uónsul  se  lo  pudiese  custi- 
conforme  a  las  leyes,  privarle  de  sus  funciones,  o  hacerlo 
r  del  país,  dándoso  cuenta  del  hecho  al  otro  gobierno;  bien 
andido  que  los  archivos  i  jiapeles  del  consulado  no  liabían 
examinarse  por  ningún  motivo,  sino  que  deberían  guar- 
ne cuidadosamento  bajo  los  sollos  del  cónsul  í  de  la  auto- 
Á  local. 

'attel  creo  que  el  cónsul,  por  la  importancia  de  las  funcío- 
que  ejerce,  debe  estar  exento  do  la  jurisdicción  criminal  del 
;,  a  menos  que  cometa  algún  ci-imen  enorme  contra  el  de- 
10  de  jentes;  í  que  en  todos  los  otros  casos  se  le  debe  poner 
sposicion  de  su  propio  gobierno  para  que  haga  Justicia  en 
Otros  escritores*  han  sido  de  la  misma  opinión,  Pero  la 
¡tica  moderna  (dice  Kcnt)  no  concede  semejantes  inmuni- 
}s  a  los  cónsules;  i  puede  mirarse,  como  fuera  de  duda,  que 
erccho  de  jentes  no  dispensa  una  protección  mas  especial 
tos  empleados,  que  a  las  personas  que  han  entrado  en  el 
torio  de  la  nación  bajo  salvo  conducto,  las  cuales  en  lo  cí- 
criminal  están  sujetas  a  la  jurisdicción  del  país." 
3r  la  citada  convención  entre  la  España  i  la  Francia,  se  les 
lite  poner  sobre  la  puerta  de  sus  casas  un  cuadro  con  un 

0  pintado  i  esta  inscripción:  Consulado  de  Efipaña.  o  de 
ncia;  pero  so  declara  al  mismo  tiempo  que  esta  insignia 
iipone  derecho  de  asilo,  ni  sustrae  la  casa  o  sus  habitantes 

1  pesquisas  de  los  majiatrados  locales,  siendo  meramente 
seña  de  la  morada  del  cónsul  para  la  conveniencia  de  los 
mjeros  que  necesiten  recurrir  a  él. 

i  constitución  de  los  Estados  Unidos  de  América  ha  dado 
suprema  corto  de  la  Federación  el  conocimiento  privativo 

Vardcn  (On  tke  origirx,  nnf.uvi'.,  etc.,  of  consitlnr  cstabiUlimcnlsl: 
rauquoiíay  (Le  Minislrp.  Publir.j;   Borcl  (De  l'origtnc,  etc.,  des 
ions  des  consuls).  citados  por  Chitty. 
7oinflní.7ríos,  ibídem;  Elliofs  niplomatic  Codi*,  Rrferenccs,  h3o. 
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de  las  causas  que  conciernen  personalmente  a  lo»  cónsules, 
como  a  los  embajadores  i  ministros  públicos.  En  España,  para 
proceder  alomar  a  los  cónsules  una  declaración  jurídica,  debe 
el  majistrado  trasladarse  a  su  casa,  i  prevenírselo  de  antema- 
no por  un  recado  atento,  señalándoles  día  i  hora.  Es  costum- 
bre solicitar  del  mismo  modo  su  asistencia  a  los  tribunales, 
cuando  es  necesaria,  i  darles  asiento  en  ellos  al  lado  do  las 
autoridades  locales. 

Los  cónsules,  como  los  demás  transeúntes,  están  exentos  de 
la  carga  de  alojamientos,  tributos  i  contribuciones  personales; 
pero  no  de  los  derechos  impuestos  sobre  los  efectos  de  uso  i 
consumo.* 


*  Para  formar  idoa  do  la  variedad  e  importancia  de  las  funciones 
encomendadas  a  los  cónsules,  pueden  verse,  ademas  de  las  instruccio- 
nes consulares  de  los  Estados  Unidos  ya  citadas,  las  ordenanzas  del 
rci  de  los  franceses,  Archives  du  Commerce,  tomo  IV,  pajinas  245  i 
piguienteg.  Para  mejor  conocer  los  principios  i  prácticas  peculiares 
de  España,  consúltense  los  Elementos  de  Derecho  Público  Interna' 
cional  por  don  Antonio  Riquclmc,  tomo  I,  pajinas  492  i  siguientes. 

La  innovación  introducida  por  la  Francia  i  la  Inglaterra  en  la» 
repúblicas  sur-americanas  (i  no  sé  si  en  otras  partes)  de  asociar  al 
carácter  de  cónsul  jenoral  el  de  encargado  de  negocios,  produce  el 
efecto  de  dar  a  e^to  funcionario  las  inmunidades  diplomáticas  i  lo 
asimila  a  los  cónnulfs  de  las  naciones  cristianas  en  los  estados  berbe- 
rificos  i  en  otros  países  mahometanos.  Logran  asi  hacer  mas  expedita 
la  Rccion  de  las  grandes  sobre  las  pcqueíi<is  potencias. 


CAPÍTULO    VIII 

De  loa  Titalos  i  de  las  Preaedeaolas 

!.  TítulM. — 2.  Precedencia  entro  las  naciónos. — 3.  Práctica  moderna 
relativa  al  rango  de  los  estados  i  do  los  ajentcs  diplomáticos,  i  a  los 
honores  reales. 

1 

Aunque  la  nación*  puede  dar  a  su  conductor  los  dictados  i 
honras  que  quiera,  es  conveniente  que  en  esto  punto  se  con- 
forme al  uso  jeneralmente  recibido,  proporcionándolos  al  po- 
der efectivo.  Un  estado  de  corta  extensión  i  población,  sin 
rentas,  comercio,  artes,  ni  letras,  decorado  con  el  nombre  de 
imperio,  lejos  de  granjearse  mas  consideración  i  respeto,  se 
haría  ridiculo. 

Las  potencias  extranjeras,  por  su  parte,  no  están  obligadas 
a  deferir  a  los  deseos  del  soberano  que  se  arroga  nuevos  hono- 
res. Verdad  es  que  si  en  éstos  no  hai  nada  de  extravagante  ni 
de  contrario  al  uso,  nada  que  anuncie  pretensiones  nuevas  en 
perjuicio  de  otros  estados,  no  sería  justo  rechazarlos.  Negar 
en  tal  caso  a  un  gobierno  extranjero  el  título  que  le  ha  confe- 
rido su  nación,  se  miraría  fundadamente  como  una  señal  do 
mala  voluntad  i  un  disfavor  gratuito. 

Los  soberanos  que  desean  recibir  nuevos  títulos  i  honores 
de  parte  de  las  naciones  extranjeras,  procuran  asegurárselos 
por  tratados.  A  falta  de  éstos,  la  costumbre  hace  regla. 

Algunas  veces  el  reconocimiento  de  un  nuevo  dictado  se 
concedo  bajo  la  condición  expresa  de  que  por  esta  novedad  no 

•  -Vattel,  libro  11,  capítulo  3. 
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»e  alterará  el  orden  establecido.  Cuando  la  España  i  la  Francia 
reconocieron  la  dignidad  imperial  do  la  Rusia,  se  hicieron  dar 
letras  revérsales;  i  como  Catalina  11  rehusase  después  renovar- 
las, la  corte  de  Francia  en  18  de  enero  i  la  España  en  5  de  fe- 
brero de  1763,  declararon  que  adherian  al  reconocimiento  del 
nuevo  dictado;  pero  que,  si  en  lo  sucesivo  alguno  de  los  suce- 
sores de  la  emperatriz  llegase  a  formar  pretensiones  contrarias 
al  orden  de  precedencia  establecido  por  el  uso,  volverían  por 
el  mismo  hecho  al  estilo  antiguo.* 


Como  las  naciones  son  todas  iguales  e  independientes,  nin- 
guna de  ellas  puede  atribuirse  naturalmente  i  de  derecho  la 
primacía  sobre  las  otras.  Pero,  supuesto  que  un  vasto  i  pode- 
roso estado  es,  en  la  sociedad  universal,  mucho  mas  impor- 
tante que  un  estado  pequeño,  la  razón  dicta  que  el  segundo 
ceda  el  paso  al  primero  en  todas  las  ocasiones  en  que  sea  ne- 
cesario que  el  uno  de  los  dos  lo  ceda  al  otro.  En  esto,  no  hai 
mas  que  una  prioridad  de  orden,  una  precedencia  entre  igua- 
les. Los  otros  estados  han  de  dar  la  primacía  al  mas  fuerte,  i 
por  consiguiente  sería  tan  inútil,  como  ridículo,  que  el  mas  dé- 
bil se  obstinase  en  negarla. 

La  antigüedad  es  otro  punto  de  que  pende  el  rango  do  los 
estados,  es  decir,  el  orden  de  precedencia  entre  ellos.  Una 
nueva  nación  no  puede  desposeer  a  las  otras  del  lugar  que  tie- 
nen ya  ocupado. 

La  forma  de  gobierno  influye  poco  o  nada  en  el  rango.  Si  la 
república  romana  se  atribuyó  en  otro  tiempo  la  preeminencia 
sobre  todos  los  monarcas  de  la  tierra,  si  los  emperadores  i  re- 
yes se  la  arrogaron  después  sobre  las  repúblicas,  ha  consistido 
solo  en  la  superioridad  de  fuerzas,  de  que  a  la  sazón  gozaban. 
Las  provincias  unidas  de  los  Países  Bajos,  la  república  de  Ve- 
necia,  la  Confederación  Helvética,  reconocían  la  precedencia 
de  los  emperadores  i  reyes;  i  con  todo  eso,  Cromwell  supo  ha- 


*  Martcns,  Rncueil  de  Traites,  tomo  I,  pajinas  133  i  135  (segunda 
«dicion). 
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ccr  respetar  a  todas  las  testas  coronadas  la  dignidad  de  la  re- 
pública de  Inglaterra,  tratando  con  ellas  de  igual  a  igual,  i 
la  Francia  democrática  no  se  hizo  respetar  menos  en  sus  rela- 
ciones con  las  monarquías  mas  antiguas  de  Europa.  En  el  dia, 
la  Union  Americana  no  reconoce  primacía  en  ninguna  de  las 
potencias  del  mundo.  Así  que,  por  el  hecho  de  mudar  un  pue- 
J»lo  su  gobierno,  ni  sube  ni  baja  en  la  escala  de  las  naciones. 
En  fin,  si  los  tratados,  o  un  uso  constante  fundado  en  un 
ronscntimiento  tácito,  han  fijado  el  rango  de  las  naciones,  es 
pretnso  atenerse  a  ellos. 

3 

Como  por  la  división  de  los  estados  de  Carlomagno  pasó  el 
imperio  al  hijo  primojénito,  el  menor,  que  heredó  el  reino  de 
Francia,  le  cedió  tanto  mas  fácilmente  el  paso,  cuanto  estaba 
todavía  reciente  en  aquel  tiempo  la  idea  do  la  majestad  del 
verdadero  imperio  romano.  Sus  sucesores  siguieron  lo  que  ha- 
llaron establecido,  i  fueron  imitados  por  los  otros  reyes  de 
Europa.  De  este  modo,  la  corona  imperial  de  Alemania  se  ha- 
lló en  posesión  de  la  primacía  entre  los  pueblos  cristianos,  i 
el  título  de  emperador  so  consideró  como  el  mas  eminente  de 
todos. 

Los  reglamentos  que  dictaron  los  papas,*  i  principalmente 
Juho  11^  para  dirimir  las  dudas  i  controversias  acerca  de  la 
precedencia  de  los  soberanos  de  Europa,  no  han  sido  jamas 
reconocidos  ni  observados  fuera  del  recinto  de  los  concilios. 
Los  soberanos  tampoco  han  acordado  de  un  modo  formal  sus 
pretensiones  recíprocas,  i  en  el  Congreso  de  Viena  se  ajitó  esta 
cuestión  vanamente. 

Las  potencias  católicas  conceden  el  primer  lugar  al  sumo 
pontífice,  en  su  carácter  de  vicario  de  Jesucristo  i  sucesor  de 
San  Pedro.  Los  otros  príncipes  que  gozan  de  honores  reales, 
aunque  no  le  miran  sino  como  soberano  temporal  de  los  Esta- 
dos Pontificios,  i  alegan  tener  derecho  a  precederle,  sin  embar- 

*  Barón  Charles  de  Martens,  Manual  Diplomático^  capítulo  VIII, 
{Í79,  80  181. 
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pop  cortesía.  En  el  Congreso  de  Viena, 
sia  i  de  la  Gran  Bretaña  lo  cedieron  al 

1  o  real*  do  que  cataban  revestidos  los 
os  de  Europa  al  tiempo  que  el  ct-rerao- 
le,  i  la  importancia  que  se  díó  entóncea 
los  omperadorea  i  reyes,  han  sido  laa 
is  prerrogativas  que  ellos  se  han  arcó- 
los otros  estados,  i  que  se  miran  toda- 
i  señaladas  a  que  pueden  aspirar  las 
cativas,  llamadas  honores  reales,  con- 
estados  en  la  precedencia  a  todos  Ion 
le  nombrar  ministros  de  primera  clase 
)mática3  (prerrogativas  que  fueron  con- 
randes  repúblicas,  como  la  Confedcra- 
;ia);  i  por  parte  do  los  soberanos  en  la 
nperial  o  real,  i  en  el  tratamiento  mu- 
ector  de  Ilesse  i  los  grandes  duques  rei- 
mas  o  menos  de  todas  ellas. 
)zan  de  honores  reales  sin  tener  el  título 
ien  el  paso  a  estos  últimos;  así  como 
en  posesión  do  los  honores  reales,  lo 
:ozan  de  ellos. 

ingo  suelen  concederse  unas  a  otras  la 
I  entro  ellas  la  precedencia,  ya  en  cierto 
po,  ya  por  sorteo,  ya  tomando  cada 
1  los  documentos  expedidos  por  ella. 
nte  en  los  protocolos  de  los  plenipo- 
ina  conferencia  o  congreso,  es  colocar 
alfabético  de  sus  respectivas  potencias, 
d,  cada  gobierno  está  autorizado  para 
:s  comunicaciones  con  otros.  La  conve- 
I  la  Europa  adoptase  por  muchos  siglos 
sucedió  casi  jeneralniente  la  francesa 
is  XIV.  Los  estados  que  todavía  retio- 


MÍ  Diplomático.  Ciipítulo  Vllt,  g  71. 
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nen  la  suya,  suelen  agregar  a  los  documentos  internacionales 
expedidos  por  ellos  una  traducción  en  el  idioma  de  los  estados 
con  quienes  tratan,  o  en  francos,  dado  que  por  parte  de  éstos 
se  corresponda  con  igual  cortesía.  Asilo  observan  la  Confe- 
deración Jermánica,  la  España  i  las  cortes  italianas.  Los  que 
hablan  un  idioma  común,  se  entienden  siempre  en  él,  como 
sucede  entre  los  miembros  de  la  Confederación  Jermánica, 
entre  los  estados  de  Italia,  entre  la  Gran  Bretaña  i  los  Estados 
Unidos  de  América.* 

El  rango**  que  los  ajenies  diplomáticos  acreditados  a  una 
misma  corte  han  de  guardar  entre  sí,  se  ha  reglado  por  el  acta 
del  Congreso  de  Vlena  de  9  de  junio  de  1815,***  a  que  concu- 
rrieron los  plenipotenciarios  de  Austria,  España,  Francia,  Gran 
Bretaña,  Portugal,  Prusia,  Rusia  i  Suecia,  las  cuales  invitaron 
alas  otras  potencias  a  adoptarlo.  En  él,  se  estableció: 

1.®  Que  los  empleados  diplomáticos  se  dividiesen  en  tres 
clases:  primera,  embajadores,  legados  o  nuncios;  segunda, 
onviados,  ministros,  u  otros  ajen  tes  acreditados  de  soberano  a 
soberano;  i  tercera,  encargados  de  negocios,  acreditados  con 
los  secretarios  de  relaciones  exteriores  ( a  las  cuales  añadieron 
los  plenipotenciarios  de  Austria,  Francia,  Gran  Bretaña,  Pru- 
sia i  Rusia  en  el  Congreso  do  Aquisgran  o  Aix-la-Chapelle, 
sesión  de  21  de  noviembre  de  1818,  laclase  de  ministros  resi- 
dentes, intermedia  entre  los  de  segundo  orden  i  los  encarga- 
dos de  negocios). 

2.*  Que  solo  los  ministros  do  primera  clase  tuviesen  el  ca- 
rácter representativo  (en  virtud  del  cual  se  les  dispensan  en 
algunas  ocasiones  las  mismas  honras  que  a  sus  soberanos,  si 
se  hallasen  presentes). 

3.*  Que  los  enviados  extraordinarios  no  tuviesen  a  título  de 
tales  superioridad  alguna. 

4.**  Que  en  cada  clase  la  precedencia  entro  los  empleadlos 


*  \\Ticaton,  Elementos^  parte  lí,  capítulo  3,  §  5. 

•*  Oh.  de  Martens^  Manual  Diplomático ^  capítulo  4,  §  83. 

**•  Pieza  XVIII  Martens,  Recueil  de  Traites,  Supp,  tomo  VI,  pájl- 
na  449. 
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diplomáticos  se  reglase  por  la  fecha  de  la  notificación  oficial  de 
su  llegada;  pero  sin  hacer  innovación  con  respecto  a  los  repre- 
sentantes del  papa, 

5.^  Que  en  cada  estado  se  estableciese  un  modo  uniforme  de 
recepción  para  los  empleados  diplomáticos  de  cada  clase. 

6.®  Que  ni  el  parentesco  entre  los  soberanos,  ni  las  alianzas 
políticas,  diesen  un  rango  particular  a  los  empleados  diplo- 
máticos. 

7."  Que  en  las  actas  o  tratados  entre  varias  potencias  que 
admitiesen  la  alternativa,  la  suerte  decidiese  entre  los  minis- 
tros para  el  orden  do  las  firmas.  (Hoi  se  sigue  generalmente  el 
de  las  letras  del  alfabeto;  i  asi  se  hizo  en  este  mismo  regla- 
mento, firmando  los  plenipotenciarios  en  el  orden  siguiente: 
Austria,  España,  Francia,  Gran  Bretaña,  Portugal,  Prusia, 
Rusia,  Suecia). 


CAPÍTULO  IX 

De  los  Tratados 

I.  Tratados  en  jeneral.— 2.  Diveraas  especies  do  tratados. — 3.  Diso- 
lución de  los  tratados. — 4.  Pactos  hechos  por  las  potestades  infe- 
riores: esponsión. — 5.  Pactos  del  soberano  con  los  particulares. — 
6.  Pactos  accesorios. 

1 

Tratado  (fcedin^)  es  un  contrato  entre  naciones.*  Son  hábi- 
les para  celebrar  tratados,  no  solamente  los  estados  que  gozan 
de  una  plena  i  absoluj^i  independencia,  sino  los  federados,  o 
los  que  se  han  colocado  bajo  la  protección  de  otros,  siempre 
que  por  el  pacto  de  unión  o  alianza  no  hayan  renunciado  este 
derecho. 

Contratan  válidamente  a  nombre  de  las  naciones  sus  jefes, 
si  ejercen  una  soberanía  ilimitada,  o  si  por  las  leyes  funda- 
mentales están  autorizados  para  hacerlo. 

Las  potestades  supremas,  o  las  que  tienen  el  derecho  de 
representar  a  la  nación  en  sus  pactos  con  los  otros  estados, 
tratan  por  medio  de  procuradores  o  mandatarios  revestidos  do 
plenos  poderes  i  llamados  por  esta  razón  'pleni'potenciQ.rios. 
Cada  uno  de  estos  mandatarios  tiene  derecho  para  que  se  le 
exhiban  los  plenos  poderes  del  que  negocia  con  él  un  tratado; 
pero  no  las  instrucciones.**  Las  facultades  de  estos  plenipo- 
tenciarios son  definidas  por  el  mandato;  i  todo  lo  que  prometen 
sin  exceder  los  términos  de  su  comisión  i  de  sus  poderes,  liga 
a  sus  comitentes.  En  el  dia,  para  evitar  peligros  i  dificultades, 

•  La  doctrina  de  este  capítulo  so  ha  sacado  principalmente  de  Vattel, 
libro  n,  capítulos  12,  13.  14.  15,  16. 

••  Schmalz,  Droií  des  Gens  Europi'^en,  libro  II,  capítulo  3. 


e  se  ha  pactado  a  nom- 
ara  que  pueda  rehusar- 
n,  es  necesario  quo  el 
10  el  de  haber  exuedido 
¡potenciarlo,  o  el  de  no 
Icjislatura,  donde  esta 
lueda  válidamente  rati- 

ester  el  consentimiento 
cosas  que  para  llevarse 
erza  do  leyes,  ¿estará  o 
•tud  de  una  ratificación 
.  forma,  o  dependerá  de 
un  pacto  debidamente 
puede  darse  regla  segu- 
it  entre  la  Francia  i  la 
el  parlamento  británico 
t  comercio  i  navegación 
]ue  exijen  inversión  de 
tánico  es  estipular  que 
ecesaria  apropiación  de 
titucion  de  los  Estados 
acuitad  de  ratíQcar  con 
acionales  ratiUcados  de 
tas,  parece  entenderse 
íar  la  fe  publica,  cxpi- 
ucion." 

^,  por  la  inhabilidad  de 
a  de  su  consentimiento 


;  que  por  una  convención 
lidad,  o  que  sea  nocesario 
haber  esta  necesidad  sino 
orma  los  diplomas  de  las 

lio  2,  §  6' 
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mutuo,  suGcien  temen  te  declarado*,*  tercero,  por  la  omisión  do 
los  requisitos  que  exijo  la  constitución  del  estado;**  cuarto, 
por  lesión  enorme,  quo  entre  estados  no  puede  ser  sino  la  que 
envuelve  poco  menos  de  una  ruina  completa;  i  quinto,  por  la 
iniquidad  o  torpeza  del  objeto. 

Los  tratados  producen  derechos  perfectos;  de  que  se  sig^e, 
primeramente,  que  un  soberano  ligado  ya  con  una  potencia 
por  un  tratado  no  puede  celebrar  con  otras  potencias  nuevos 
tratados  contrarios  al  primero;  segundo,  que,  si  un  tratado  se 
halla  en  contradicción  con  otro  anterior  celebrado  con  diversa 
potencia,  el  tratado  anterior  prevalece;  tercero,  que,  si  media 
pacto  secreto  entre  dos  potencias,  se  procederia  de  mala  fe 
contrayendo  obligaciones  opuestas  con  otra,  la  cual,  descubierto 
el  engaño,  tendrá  a  su  arbitrio  renunciar  el  nuevo  tratado,  o 
contentarse  con  la  ejecución  de  las  cláusulas  que  no  se  opongan 
al  tratado  anterior,  exijiendo  la  indemnización  de  los  perjuicios 
que  a  consecuencia  experimente;  cuarto,  que,  si  llegan  a  ser 
incompatibles  las  promesas  hechas  en  diferentes  tratados  con 
diferentes  potencias,  las  anteriores  so  entienden  absolutas,  i  las 
posteriores  condicionales. 

Cuando  un  tratado,  por  la  mudanza  de  circunstancias,  llega 


*  Las  causas  jcnerales  que  vician  el  consentimiento,  a  saber,  el 
error,  la  fuerza  i  el  dolo,  no  son  aplicables,  sino  con  grandes  restric- 
ciones, a  los  pactos  internacionales.  Si,  por  ejemplo,  apareciese  clara- 
mente que  d  tratado  había  tenido  por  fundamento  la  suposición  erró- 
nea de  un  hecho,  sería  inicuo  exijir  su  cumplimiento.    De  la  misma 
manera,  el  dolo  para  producir  nulidad  debe  ser  evidente;  i  la  fuerza, 
ilejitima.  I  como  entre  naciones  es  lejítimo  el  uso  de  la  fuerza  o  de  la 
amenaza  para  sostener  los  derechos  que  cada  cual  cree  le  pertenecen, 
esta  última  especie  de  nulidad  tiene  cabida  solo  en  aquellos  casos  en 
que  el  empleo  de  la  fuerza  no  puedo  ser  autorizado  por  el  derecho  do 
la  guerra.  Asi  Bonaparte  no  hubiera  podido  retractar  su  abdicación 
de  Fontainebleau,  como  pudo  Fernando  VII  la  de  Bayona.  La  abdica- 
ción del  primero  fué  el  resultado  de  una  guerra  franca  i  regular;  el 
segundo  fué  atraído  alevosamente  a  las  redes  del  usurpador.  Véase 
Grocio,  De  jure  belli  et  pacis,  libro  II,  capítulo  H,  §§  6,  7.  Schmalz, 
ibídem. 


** 


Véasearriba,  capitulo  I,  §  1. 
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en  la  dignidad  de  los  contratantes.  Pero  estas  dos  especies  de 
desigualdad  andan  frecuentemente  unidas. 

S^unda  división:  tratados  propiamente  dichos  i  convert' 
dones.  Los  primeros  están  destinados  a  durar  perpetuamente 
o  por  largo  tiempo,  verbigracia,  un  tratado  de  paz,  de  comer- 
cio o  de  limites.  Las  segundas  se  consuman  por  un  acto  único, 
pasado  el  cual,  quedan  enteramente  cumplidas  las  obligaciones 
¡extinguidos  los  derechos  de  los  contratantes,  verbigracia,  una 
convención  para  el  canje  de  los  prisioneros  que  dos  belijerantes 
se  han  hecho  uno  a  otro.^ 

Tercera  división:  tratados  personales  i  reales.  Los  tratados 
personales  se  refieren  a  las  personas  de  los  contratantes  i  ex- 
piran con  ellas;  los  tratados  reales  no  dependen  de  las  personas, 
i  los  derechos  i  obligaciones  que  constituyen  son  inherentes  a 
las  naciones.  Para  distinguir  unos  de  otros,  se  debe  atender  a 
las  reglas  siguientes: 

1.'  Todo  tratado  concluido  por  una  república  es  real,  i  con- 
siguientemente no  se  invalida  por  las  mudanzas  que  sobre- 
vengan en  la  forma  de  gobierno,  salvo  que  se  refiera  a  ella. 

2.'  Los  tratados  concluidos  por  monarcas  se  presumen 
jencralmente  reales. 

3."  Los  que  obligan  para  siempre  o  por  tiempo  determinado 
son  reales,  pues  no  dependen  de  la  duración  de  la  vida  de  los 
contratantes. 

4.*  Lo  son  igualmente  aquéllos  en  que  el  soberano  se  em- 


*  Dase  también  no  pocas  veces  el  non)bre  de  convenciones  a  trata- 
dos cuyos  efectos  son  jenerales  i  permanentes,  de  lo  que  so  pueden 
ver  bastantes  ejemplos  en  la  colección  de  Martens. 

Según  Whoaton,  parte  III,  capítulo  II,  §  9,  hai  convenciones  tran- 
úlarias  que  por  su  naturaleza  son  perpetuas,  de  manera  que,  una  vez 
ejecutadas,  subsisten  sin  embargo  sus  efectos,  cualesquiera  mudanzas 
que  sobrevengan  en  la  soberanía  i  en  la  forma  de  gobierno  de  los 
contratantes;  i  en  esta  clase  coloca  el  autor  los  pactos  de  cesión,  de  lí- 
mites, de  permutas  territoriales,  i  los  que  crean  una  servidumbre  per- 
manente a  favor  desuna  nación  sobre  el  territorio  de  otra. 

La  palabra  convenio  se  toma  en  castellano  en  el  sentido  jeneral  de 
psícto,  que  también  suele  darse  a  la  palabra  convención. 

DCHO.  INT.  21 
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peña  por  tú  i  sus  sucesores,  o  en  que  se  declara  expresamente 
qiie  tienen  por  objeto  el  bion  del  estado. 

&.'  Sii  el  pacto  es  do  aquéllos  que  granjean  un  beneficio  per- 
manente al  estado,  hai  motivo  para  presumirlo  real,  a  menos 
que  se  exprese  o  se  demuestre  claramente  que  se  ha  concedido 
este  lx)nerk.'ÍD  por  consideración  a  la  persona  del  principe 
reinante. 

6.*  En  caso  de  duda,  se  presume  real  el  i>acto,  si  rueda  sobre 
cosas  favwables,  esto  os,  que  tiendan  a  la  común  utilidad  de 
las  partes;  i  personal  en  el  caso  contrario. 

En  el  día,  para  evitar  dudas,  los  soberanos  determinan  cui> 
dadosamente  la  duración  de  los  tratados,  expresando  que  se 
obligan  a  si  mismos,  sus  herederos  i  sucesores  para  siempre, 
o  por  cierto  número  de  años,  o  que  solo  tratan  por  el  tiempo 
de  su  reinado,  o  por  un  asunto  personal  o  de  familia,  eto. 
Acostumbran  también  confirmar  las  alianzas  reales  estipuladas 
por  sus  predecesores;  precaución  que  no  os  del  todo  inútil, 
pues  los  hombres  suelen  hacer  mas  caso  de  las  obligaciones 
que  ellos  mismos  han  contraído  expresamente,  que  de  aquéllas 
que  les  han  sido  impue.stas  por  otros. 

Cuando  un  tratado  personal  expira  por  la  muerte  de  uno  do 
los  contratantes,  se  puede  dudar  si  se  extinguen  o  nó  por  el 
mismo  hecho  las  obligaciones  del  otro.  Si  el  tratado  establece 
prestaciones  determinadas  i  ciertas,  que  se  suponen  equivalen- 
tes, i  que  las  dos  partes  se  prometen  una  a  otra  como  por  via 
do  cambio,  el  que  ha  recibido  el  beneOcio  debe  dar  lo  que  ha 
prometido  en  retorno,  o  por  lo  menos  compensarlo,  o  restituir 
las  cosas  in  integrum.  Pero,  si  se  trata  de  prestaciones  con- 
tinjentes  e  inciertas,  que  no  obligan  si  no  se  presenta  el  caso 
de  cumplirlas,  su  retomo  es  también  continjente,  i  llegado  el 
término  del  tratado,  todas  las  obligucíoncs  expiran. 

Si  el  sobreviviente,  creyendo  que  el  pacto  era  extensivo  al 
sucesor,  obra.se  en  consecuencia,  verbigracia,  suministrándolo 
tropas  o  víveres,  el  soberano  beneficiado  o  debe  mirar  el  pacto 
como  renovado  tácitamente,  o  recompensar  los  servicias  reci- 
bidos. 

Los  pac/os  fíe  familia  son  una  especie  de  tratados  persona- 
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les  con  la  diferencia  de  no  limitarse  a  un  individuo  solo, 
extendiéndose  a  la  familia  entera  o  a  los  herederos  naturales 
de  los  contratantes. 

Los  tratados  pueden  ademas  dividirse  en  tantas  especies, 
como  son  los  diferentes  negocios  de  que  los  sol>eranos  pueden 
tratar  unos  con  otros.  Hai  tratados  do  paz,  de  alians^.a,  do 
neutralidad,  de  subsidio,  do  navegación  i  comercio,  de  límites, 
etc.  Los  tratados  que  se  hacen  con  el  sumo  pontífice,  como 
jefe  de  la  iglesia  católica,  para  la  administración  do  los  negó-  \ 

cios  eclesiásticos,  se  llaman  concordatos. 


Los  tratados  so  disuelven,  primeramente,  por  liabcrse  cum- 
plido su  objeto.  Así  una  alianza  estipulada  para  una  guerra 
particular  expira  por  el  tratado  de  paz. 

2.*  Se  disuelven  por  haber  llegado  su  término,  ya  sea  fijo, 
como  en  los  tratados  de  comercio  que  se  estipulan  por  tiempo 
limitado,  ya  eventual,  como  en  los  tratados  personales,  cuando 
acaba  la  vida  o  reinado  de  uno  de  los  principes  contratantes, 
o  como  en  los  pactos  de  familia,  por  la  extinción,  abdicación  o 
destronamiento  de  la  dinastía  reinante. 

Se  pregunta  si  la  alianza  personal  expira,  cuando  por  algu^ 
na  revolución  uno  de  los  contratantes  ha  sido  despojado  de  la 
corona.  Si  un  reí  es  injustamente  destronado  por  un  usurpador 
no  pierde  el  carácter  de  tal  por  el  solo  hecho  de  perder  la 
posesión  del  reino,  i  conservando  sus  derechos,  conserva  con 
ellos  sus  alianzas.  Pero,  si  la  nación  depone  al  reí,  no  toca  a 
ningún  otro  estado  o  principe  erijirso  en  juez  de  su  conducta; 
i  el  aliado  personal  que  tratase  de  auxiliarle,  baria  sin  duda 
una  grave  injuria  al  pueblo  que  ha  usado  de  sus  derechos  de- 
poniéndole. Pero,  en  los  casos  dudosos,  i  cuando  la  voluntad 
nacional  no  se  ha  declarado  libremente,  se  debe  naturalmente 
sostener  i  defender  al  aliado. 

Nótese  que  la  denominación  de  aliados  suele  llevar  a  veces 
un  sentido  jeneral,  designándose  con  ella,  no  solo  a  los  quo 
han  contraído  un  pacto  formal  de  alianza,  sino  un  pacto  per- 
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mancnte  cualquiera  que  obligue  a  prestaciones  sucesivas  con 
cualquier  otro  objeto  especial. 

Un  tratado  cuyo  término  llegó  a  expirar,  puede  renovarse 
por  el  consentimiento  expreso  o  tácito  de  las  partes.  El  con- 
sentimiento tácito  no  se  presume  fácilmente;  es  necesario  fun- 
darlo en  actos  que  solo  pudieron  ejecutarse  a  virtud  de  lo 
pactado,  i  aun  entonces  es  necesario  averiguar  si  de  estos  actos 
se  infiere  la  renovacioyi  o  solo  una  extensión  del  pacto. 
Cuando  cumplido  el  número  de  años  por  el  cual  so  acordaron 
ciertas  franquicias  comerciales  siguen  los  contratantes  gozan- 
do de  ellas  a  sabiendas,  han  consentido  tácitamente  en  exten^ 
der  la  duración  del  pacto;  i  cualquiera  do  los  dos  tiene  la 
facultad  de  terminarlo  cuando  guste,  notificándolo  anticipada- 
mente al  otro.  Pero  supongamos  que  un  soberano  hubiese 
estipulado  con  otro  la  facultad  de  mantener  guarnición  en  una 
de  sus  plazas  durante  diez  años,  pagándole  en  ellos  un  millón 
de  pesos.  Si  expirado  el  término,  en  vez  de  retirar  su  guarni- 
ción, entrega  otro  millón  de  pesos  i  su  aliado  lo  acepta,  el  tra- 
tado en  tal  caso  se  renueva  tácitamente. 

Aunque  expirado  el  término  de  un  tratado  cada  cual  do  los 
contratantes  queda  libre,  con  todo,  si  solo  el  uno  de  ellos  hu- 
biese reportado  el  beneficio,  parecería  poco  honroso  que  se 
negase  a  renovar  el  pacto,  mayormente  aproximándose  ya  el 
caso  de  utilizarlo  el  otro  a  su  vez. 

3.^  Los  tratados  se  disuelven  por  la  infidelidad  de  uno  de 
los  coi^tratantes.  El  injuriado  puede  entonces  o  apelar  a  las 
armas  para  hacerse  justicia,  o  declarar  roto  el  pacto. 

Cuando  entre  dos  naciones  l^i  mas  de  un  tratado,  por  la 
infracción  de  uno  de  ellos  no' se  exime  directamente  la  parte 
injuriada  de  las  obligaciones  que  los  otros  le  impongan;  pero 
puede  intimar  al  infractor  que,  si  no  le  hace  justicia,  romperá 
todos  los  lazos  que  la  ligan  con  él,  i  en  caso  necesario  llevar 
a  efecto  la  amenaza. 

Algunos,  extendiendo  esta  regla  a  los  diversos  artículos  de 
un  mismo  tratado,  pretenden  que  la  violación  de  uno  de  ellos 
no  es  suficiente  motivo  para  rescindir  inmediatamente  los 
artículos  que  no  tienen  conexión  con  él.  Pero  no  se  trata  aquí 
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do  lo  que  puedo  hacerse  por  principios  de  moderación  i  jene- 
rosidad,  sino  de  estricta  justicia.  Bajo  este  aspecto,  parece  mas 
fundada  la  doctrina  de  Grocio.  Toda  cláusula  de  un  tratado 
tiene  la  fuerza  do  una  condición,  cuyo  defecto  lo  invalida. 
Estipúlase  algunas  veces  que  por  la  infracción  do  uno  de  los 
artículos  no  dejarán  de  observarse  los  otros;  precaución  cuer- 
da, para  que  las  partes  no  se  desdigan  lijeramente  de  sus 
empeños. 

4.*  So  disuelven  los  tratados,  cuando  una  de  las  naciones 
aliadas  se  destruye  o  pierde  su  cualidad  de  ración,  esto  es,  su 
independencia  política.  Así  cuando  un  pueblo  se  dispersa,  o  es 
subyugado  por  un  conquistador,  todos  sus  tratados  perecen. 
Pero  los  derechos  cedidos  a  perpetuidad  por  la  nación  no  se 
invalidan  por  la  conquista.  Lo  mismo  decimos  de  las  deudas 
nacionales,  i  especialmente  de  aquéllas  para  cuya  seguridad  se 
ha  hipotecado  alguna  ciudad  o  provincia. 

Si  un  pueblo  so  pone  bajo  la  protección  o  dependencia  de 
otro,  no  puede  ser  sino  con  la  reserva  de  las  alianzas  o  tratados 
anteriores,  a  los  cuales  no  puede  irrogar  detrimento  por  este 
nuevo  pacto.  Si  lo  hace  obligado  de  la  necesidad,  sus  an- 
tiguas obligaciones  subsisten  en  cuanto  no  son  incompatibles 
con  él. 

La  mudanza  de  forma  de  una  sociedad  no  cancela  sus  obli- 
gaciones anteriores;  i  si  tuviese  algunas  que  fuesen  incompa- 
tibles con  la  nueva  forma,  solo  por  una  necesidad  imperiosa  le 
sería  permitido  tomarla. 

5.*  Se  disuelven  los  tratados  por  mutuo  consentimiento  de 
las  partes. 

6.*  Se  disuelven  también  por  la  imposibilidad  absoluta  de 
llevarlos  a  efecto. 

7.*  En  fin,  la  guerra  cancela  los  tratados  que  antes  de  ella 
existían  entre  los  belijerantes.*  Mas  esto  no  debe  entenderse 
de  un  modo  absoluto.  Hai  tratados  que,  suspensos  durante  la 
guerra,  reviven  luego  sin  necesidad  de  acuerdo  expreso.  Tales 
soQ  los  de  cesión,  límites,  cambios  de  territorio,  i  en  jeneral 


Bchmalz,  ibidem. 
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por  medio  de  protestas  secretas,  ni  por  la  mudanza  de  rclijion 
de  uno  de  los  contratantes;  i  que  no  hai  autoridad  sobre  la 
tierra  que  pueda  al)£K)l\'erlos  de  .^us  obligaciones  reciprocas.* 


Ligan  iprualmentc  a  las  naciones  los  pactos  celebrados  a  su 
noml)re  por  las  potestades  inferiores^  a  virtud  de  una  comi- 
sión expresa,  o  de  las  facultades  inherentes  a  ellas.  Be  llaman 
potestades  inferiores  o  subalternas  las  personas  públicas  que 
ejercen  una  parte  del  imperio  a  nombre  i  por  autoridad  del 
soberano,  como  los  jonerales,  gobernadores  i  majistrados. 

Si  una  persona  pública  hace  un  tratado  o  convención,  sin 
orden  del  soberano,  i  sin  estar  autorizado  a  ello  por  las  facul- 
tades inherentes  a  su  empleo,  el  tratado  es  nulo,  i  solo  puede 
darle  valor  la  voluntaria  ratificación  del  soberano,  expresa  o 
tácita.  La  ratificación  tácita  se  colije  de  aquellos  actos  que  el 
soberano  se  presume  ejecutar  a  virtud  del  tratado,  porque  no 
hubiera  podido  proceder  a  ellos  de  otro  modo.  Esta  especie  de 
convenio  se  llama  esponsión  [sponsio].** 

El  esponsor,  si  el  estado  no  confirma  sus  actos,  no  se  ha- 
lla por  eso  en  el  caso  de  un  particular  que  hubiese  prometido 
pura  i  simplemente  a  nombre  de  otro,  sin  comisión  para  ello. 
El  particular  está  obligado,  si  no  se  ratifican  sus  promesas,  a 
cumpUrlas  por  sí  mismo,  o  a  restituir  las  cosas  a  su  estado  an- 
terior, o  en  fin,  a  indemnizar  a  la  persona  con  quien  ha  trata- 
do. Su  esponsión  no  puede  tomarse  en  otro  sentido.  Pero  no 
sucede  asi  regularmente  con  el  hombre  público  que  ha  prome- 
tido sin  orden  ni  facultades.  Con  respecto  a  él,  se  trata  de  cosas 

*  Según  Schmalz,  puede  disolverse  un  tratado  por  la  simple  re- 
tractación de  uno  de  les  contratantes.  «Cualesquiera  estipulaciones 
que  hayan  intervenido  entre  dos  potencias,  puede  una  de  ellas  apar- 
tarse del  tratado  si  la  otra  en  virtud  do  lo  convenido  no  ha  hecho 
prestación  alguna,  ni  tomado  o  dejado  de  tomar  alguna  medida.  En 
tal  caso,  la  retractación  de  uno  de  los  contratantes,  hecha  de  buena 
fe,  no  irroga  perjuicio  al  otro.»  Libro  II,  capítulo  3.  Es  difícil  conci- 
liar este  principio  con  el  honor  i  la  justicia. 

^*  Grocio,  De  jure  belli  cfpaci's,  libro  II,  capítulos  15  i  3. 
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amenté  sus  medios.  Si  ha  obrado  de 
.  autoridad  que  no  tenia,  puede  el  en- 
lero,  si  él  mismo  ha  dado  a  entender 
ara  ligar  a  su  gobierno,  sí  nada  ha 
ra  parte  a  creerlo  asi,  se  debe  presu- 
correr  un  riesgo,  esperando  que  por 

0  por  otros  motivos  ae  ratificaria  la 
3  corresponde  a  sus  esperanzas,  solo 

1  imprudencia. 

>  de  desaprobarse  lo  que  ha  pactado 
obligado  a  entregársele,  si  no  se  ha 
ite  a  ello,  o  si  la  costumbre  no  le  im- 
iftcaba  en  el  derecho  fecial  do  los  ro- 
leño  haciendo  de  su  parte  todo  lo  que 
obtener  la  ratificación.  Pero,  si  le  es 
imo  el  convenio,  o  dar  una  indemni- 
desempeñar  su  palabra.' 
r  toca  manifestar  desdo  luego  su  opo- 
^  ánimo  de  ratificarlo,  i  restituir  todo 
tud  do  él,  o  en  caso  de  no  serle  esto 
onraria  abusando  de  la  credulidad  o 
itante,  aun  cuando  fuese  su  enemigo, 
niíanza  de  éste  en  un  pacto  cuya  ra- 
>iese  logrado  sustraerse  a  un  peligro, 
bligaria  a  colocarse  otra  vez  en  él. 


bien  hacer -contratos  oon  los  particu- 
^a  de  las  extrañas.  Las  reglas  a  que 
smaa  quo  entre  personas  privadas; 
ndo  de  su  dominio  omínente,  puede 

Qua)  ab  Hannibale  ¡nterposita  pactione 
im  a  scnatu  non  priestareatur,  miaso  íd 
nícum  possidebat  vendidit,  ejusquepre- 
aoravi.t.  (Valerio  Miximo,  libro  IV,  cajií- 
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alguna  vez  anular  los  pactos  hechos  con  los  subditos,  lo  cual 
ya  se  sabe  que  solo  tiene  cabida  cuando  una  grave  considera- 
cion  de  bien  público  lo  exije,  i  concediendo  una  liberal  indem- 
nización a  los  interesados. 


Resta  hablar  de  aquellos  contratos  internacionales  que  tie- 
nen por  objeto  asegurar  la  observancia  de  otros  contratos.  Se 
pueden  reducir  a  cuatro:  garantía,  fianza,  prenda  i  rehenes. 

La  garantid  es  un  pacto  en  que  se  promete  auxiliar  a  una 
nación  para  constreñir  a  otra  a  que  le  cumpla  lo  pactado.  La 
garantía  puede  prometerse  a  todas  las  partes  contratantes,  o 
solamente  a  algunas  de  ellas  o  a  una  sola.  Sucede  también  que 
los  contratantes  se  garantizan  reciprocamente  la  observancia 
de  lo  pactado. 

Hé  aquí  las  reglas  principales  a  que  está  sujeta  la  garantía: 
1 .'  el  garante  no  interviene,  sino  cuando  es  requerido  a  ha- 
cerlo; 2.*  si  las  partes  quieren  de  común  acuerdo  revocar  o 
modificar  sus  obligaciones  reciprocas,  no  puede  el  garante  im* 
pedírselo;  regla  importante  para  precaver  el  peligro  de  que  un 
soberano  poderoso,  a  pretexto  de  una  garantía,  se  injiera  en 
los  negocios  de  sus  vecinos,  i  trate  de  dictarles  leyes;  3.*  expi« 
ra  la  obligación  del  garante,  si  las  partes  alteran  lo  pactado^ 
sin  su  aprobación  i  concurrencia;  4.'  no  está  obligado  a  inter- 
venir con  la  fuerza,  sino  cuando  la  potencia  garantida  no  se 
halla  en  estado  de  hacerse  justicia  a  sí  misma;  5.*  si  so  susci- 
tan disputas  sobre  la  intelijencia  del  pacto  garantido,  i  el  ga- 
rante halla  infundadas  las  pretensiones  de  la  parte  a  quien  ha 
prometido  auxiliar,  no  le  es  lícito  sostenerlas;  por  lo  cual  es  de 
su  obligación  averiguar  desde  el  principio  el  verdadero  sentido 
del  pacto;  6.'  es  nula  de  suyo  la  garantía  que  recae  sobre  un 
pacto  inmoral  o  inicuo;  7.*  en  caso  de  duda,  se  presume  que  la 
garantía  no  expira  sino  con  el  pacto  principal. 

Los  soberanos  se  garantizan  a  veces  el  orden  do  sucesión  de 
una  familia,  o  la  posesión  de  sus  estados  respectivos.  La  ga- 
rantía no  es  entonces  un  pacto  accesorio^  sino  un  tratado  de 
alianza. 
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branta  la  fo  dada,  quedan  prisioneros;  mas,  según  el  derecho 
de  jentcs  que  hoi  se  observa,  no  es  licito  darles  la  muerte;  8.* 
Se  pueden  tomar  las  precauciones  necesarias  para  su  custodia; 
hoi  día  su  palabra  de  honor  se  considera  como  seguridad  sufi- 
ciente; 9-*  Si  se  permite  que  alguna  persona  so  sustituya  por 
cierto  tiempo  a  la  que  estaba  en  rehenes  i  ésta  muere,  la  pri- 
mera queda  libre  de  todo  empeño;  si  muere  el  sustituto,  dura 
la  obligación  del  principal;  10.*  Si  un  principe  dado  en  rehe- 
nes sucede  a  la  corona,  debe  permitirse  su  canje  por  otra  per- 
Rona  o  personas,  que  constituyan  una  seguridad  equivalente; 
11.*  Cumplida  la  obligación  del  soberano  de  los  rehenes,  son 
ípso  fado  libres,  i  no  es  permitido  retenerlos  por  otro  motivo, 
si  no  es  que  durante  el  empeño  hayan  cometido  algún  crimen 
o  contraído  deudas  en  el  territorio  del  otro  soberano. 


CAPÍTULO  X 

Interpretación  de  los  Tratados,  Leyes  i  otros  Doonmentos 

i.  Necesidad  de  las  reglas  de  interpretación. — 2.  Axiomas  jenerales. 
—3.  Reglas  particulares.— 4.  Reglas  relativas  a  la  distinción  entre 
lo  favorable  i  lo  odioso. — 5.  Reglas  relativas  a  los  casos  de  contra- 
dicción o  incompatibilidad. 

1 

Es  necesario  fijar  reglas  para  la  interpretación  de  los  trata- 
dos,* testamentos,  leyes  i  demás  actos  escritos,  que  sirvan  para 
fundar  derechos  entre  los  diferentes  estados;  primeramente,  por 
la  inevitable  ambigüedad  a  que  da  márjen  muchas  veces  la  im* 
perfección  del  lenguaje;  segundo,  por  la  jcneralidad  de  las  ex- 
presiones que  es  necesario  saber  aplicar  a  los  casos  particulares 
que  se  presentan;  tercero,  por  la  perpetua  fluctuación  de  las 
cosas  humanas,  que  produce  nuevas  ocurrencias  difíciles  de 
reducir  a  los  términos  de  la  lei  o  tratado,  sí  no  es  por  induc- 
ciones sacadas  del  espíritu  del  lejislador  o  de  los  contratantes; 
cuarto,  por  las  contradicciones  e  incompatibilidades  aparentes 
o  reales  que  en  lo  escrito  se  nos  ofrecen,  i  que  es  necesario 
examinar  cuidadosamente  para  conciliarias,  o  a  lo  menos  para 
elejir  entre  los  diferentes  sentidos;  i  quinto,  por  la  estudiada 


*  La  hermenéutica,,  o  arte  de  interpretar,  es  propiamente  ana  parte 
de  la  lójica.  Ha  parecido  conveniente  dar  aquí  una  lijera  idea  de  la 
hermenéutica  legal,  imitando  el  ejemplo  de  Vattel  í  otros  publicistas,, 
í  para  llenar  el  vacío  que  presentan  en  este  punto  los  tratados  de  ló- 
jica que  hoi  dia  tienen  mas  boga  en  las  escuelas.  Hemos  seguido  a 
Vattel.  libro  JI,  capítulo  17.  Se  ha  consultado  también  a  PhUlimore„ 
tomo  II,  capitules  8  i  9. 
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Pasando  a  las  reglas  particulares  que  se  deducen  de  estos 
axiomas,  me  limito  jeneralmente  a  dar  un  catálogo  desnudo 
de  ellas,  remitiéndome,  por  lo  tocante  a  sus  ilustraciones,  a 
Vattel  i  Phíllimorc. 

1.  En  todo  pasaje  oscuro,  el  objeto  que  debemos  proponer* 
DOS  es  averiguar  el  pensamiento  de  la  persona  que  lo  dictó;  de 
que  resulta  que  debemos  tomar  las  expresiones  unas  veces  en 
nn  sentido  particular  i  otras  en  el  jeneral,  según  los  casos/ 

2.  No  debemos  apartarnos  del  uso  común  de  la  lengua,  si 
no  tenemos  Tortísimas  razones  para  hacerlo  así.  Si  se  expresa 
que  las  palabras  se  han  de  tomar  precisamente  en  su  mas 
propia  i  natural  signifícacíon,  habrá  doble  motivo  para  no  se- 
paramos del  uso  común;  entendiendo  por  tal  el  del  tiempo  i  país 
en  que  se  dictó  la  lei  o  tratado,  i  comprobándolo,  no  con  vanas 
etimolojias,  sino  con  ejemplos  i  autoridades  contemporáneas. 

3.  Cuando  se  ve  claramente  cuál  es  el  sentido  que  conviene 
a  la  intención  del  lejislador  o  de  los  contratantes,  no  es  licito 
dar  a  sus  expresiones  otro  distinto. 

4.  Los  términos  técnicos  deben  tomarse  en  el  sentido  pro- 
pio que  les  dan  los  profesores  de  la  ciencia  o  arte  respectiva*,^ 
menos  cuando  consta  que  el  autor  no  estaba  suficientemente 
versado  en  ella. 

5.  Si  los  términos  se  refieren  a  cosas  que  admiten  diferen- 
tes formas  o  grados,  deberemos  entenderlos  en  la  acepción  que 
mejor  cuadre  al  razonamiento  en  que  se  introducen  i  a  la  ma- 
teria de  que  se  trata. 

6-  De  que  se  sigue  que  es  necesario  considerar  todo  el  dis- 
curso o  razonamiento  para  penetrar  ol  sentido  do  cada  expre- 
sión, i  darle^  no  tanto  el  significado  que  en  jeneral  pudiera 
convenirle,  cuanto  el  que  le  corresponde  por  el  contexto. 


■»♦ 


*  In  conventionibuscontrahentium  voluntatem  potius  quam  verba 
ftpcctari  placuit:  Ici  219,  D.  De  verborum  significatione, 

**  Incivile  cst,  nisi  tota  Icjü^o  porspecta,  una  aliqua  partícula  cju» 
proposita,  judicaro  et  responderé:  Ici  24  De  legibus. 


\=^ 
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niesen  a  establecerse  en  un  paí«.  Si  no  hai  en  él  necesitlad  de 
poblatlorea,  sino  meramente  de  artesanos,  i  no  so  tolera  otra 
relíjion  que  la  católica,  es  manifiesto  que  el  promisor  exijo 
ambas  condiciones  para  que  se  verifiquen  las  promesas.  Si  por 
el  contrario  el  país  está  escaso  de  población,  i  sobre  todo  de 
artesanos,  i  es  dominante  en  él  la  relijion  católica,  pero  no  se 
excluyen  las  otras,  hai  motivo  de  creer  que  solo  so  exije  una 
de  las  dos  condiciones.* 

Í4.  Conocida  la  razón  suficiente  de  una  disposición  (esto 
es,  la  razón  o  conjunto  de  razones  que  la  han  dictado),  se  ex- 
tiende la  disposición  a  todos  los  casos  a  que  es  aplicable  la 
razón,  aunque  no  estén  comprendidos  en  el  valor  de  las  pala- 
bras; i  por  el  contrario,  si  ocurre  un  caso  a  que  no  es  aplicable 
la  razón  suficiente,  debemos  exceptuarlo  de  la  disposición, 
aunque  atendiendo  a  lo  literal  parezca  comprenderse  en  ella. 
En  el  primer  cascóla  interpretación  se  llama  extensiva;  i  en 
el  segundo,  restrictiva.  Requiérese  para  una  i  otra  conocer 
con  toda  certidumbre  la  razón  suficiente. 

15.  No  debe  estarse  al  rigor  de  los  términos  cuando  éstos 
en  su  sentido  literal  envolverían  alguna  cosa  contraria  a  la 
equidad  natural,  o  impondrían  condiciones  demasiado  duras, 
queno  as  presumible  hayan  entrado  en  la  mente  del  que  habla.** 

16.  En  todos  los  casos  en  que  la  natural  latitud  del  signifi- 
cado pugna  con  las  circunstancias  que  el  autor  ha  tenido  a  la 
vista,  i  que  no  ha  querido  o  podido  variar,  es  necesaria  la 
interpretación  restrictiva. 


*  No  debemos  separarnos  sin  muí  graves  motivos  del  sentido  na- 
tural de  la  frase.  Extranjeros,  artesanos  i  católicos  ofrece  natural- 
mente un  sentido  copulativo;  de  otro  modo,  la  expresión  propia  i  obvia 
hubiera  sido  exlranjaros,  artesanos  o  católicos.  Si  so  concediese 
cierto  prívilejio  a  las  mercaderías  británicas  i  conducidas  en  buques 
británicos  se  supondría  la  coexistencia  de  las  dos  condiciones;  si  solo 
se  tratase  de  una  de  ellas,  se  diria;  las  mercaderías  británicas  i  las 
conducidas  en  buques  británicos,  o  bien.  Zas  mercaderías  británicas 
o  conducidas  en  buques  británicos. 

**  Esta  es  una  regla  que  debe  solo  aplicarse  a  casos  extremos;  de 
otro  modo,  abriría  puertas  a  cavilaciones  i  pretextos  para  eludir  lo 
pactado. 

DCHO.  INT.  23 
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es  manifiesto  quo  la  cons¡(Icra(;ron  drl  estado  on  que 
in  las  cosas  (lió  motivo  ala  dísixisícion  o  promesa,  de 
nc,  faltando  a<|ut'l  no  sehuljiera  pensado  en  ésta,  t-l 
a  disposición  o  promesa  depende  de  la  permanencia 
ias  en  el  mismo  estado.  Asi  loa  aliados  que  hubiesen 
)  auxilios  a  una  potencia  poco  temible  por  sus  fuerzas 
justo  motivo  para  reliusarlus,  i  aun  para  oponerse  a 
,  desde  el  momento  qne  viesen  que,  lejos  de  haberlos 

amenazaba  a  la  libertad  de  sus  vecinos, 
los  casos  imprevistos,  debemos  estará  la  intención 

que  a  las  palabras,  interpretando  lo  escrito,  como 
nil  que  lo  intei'pretaria  su   autor,  si  estuviese   pi-e- 

indo  el  temor  de  un  suceso  continjente  es  el  motivo 
'  del  convenio,  solo  pueden  exceptuarse  los  casos  en 
eso  es  manifiestamente  imposible, 
caso  de  duda,  si  se  trata  de  cosas  favorables,  es  mas 
ipliar  la  significación;  i  si  se  trata  de  cosas  odiosas, 
^uro  restrinjirla.* 


stinguir  to  favorable  de  lo  odioso,  atenderemos  a  las 
dientes:  1,',  todo  lo  que  sin  causar  un  gravá- 
ílo  a  persona  alguna  cede  en  beneficio  jeneral  de  la 
iimana,  es  favorable,  i  lo  contrario  es  o<lioso;  2.' 
le  tiende  a  la  utilidad  común  i  a  la  igualdad  de  las 

favorable,  i  lo  contrario  es  odioso;  3.',  todo  lo 
ludar  el  estado  presente  haciendo  consistir  la  ganan- 
unos  en  la  pérdida  de  los  otros,  es  odioso;  incom- 
antis  rnelior,  qvamcommoda  petentis  est  causa; 

lo  que  contiene  una  pena,  es  odioso;  5.',  todo 
ipende  a  inutilizar  un  pacto  í  hacerle  ilusorio,  es 
',  en  las  cosas   que  participan   de  lo  favorable  i  de 

obligando  quteritur,  propojisiorca  esao  debemus,  ai  occa- 
eamua,  ad  negnndum;  ubi  de  liberando,  ex  diverso;  ut 
id  liberal  ion  em:  leí  47.  ¡De  ohiigatione  et  actione. 
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lo  odioso,  debo  compararse  el  bien  con  el  mal,  i  mirarse  como 
favorable  aquello  en  que  prepondera  el  bien,  i  como  odioso  lo 
contrario.* 

5 

Si  hai  oposición  entre  dos  o  mas  leyes  o  pactos,  hó  aquí  las 
reglas  jenerales  que  pueden  guiarnos:  i/,  si  el  permiso 
llega  a  ser  incompatible  con  el  precepto,  prevalece  el  precepto; 
2/,  si  el  permiso  liega  a  ser  incompatible  con  la  prohi- 
bición, prevalece  la  prohibición;  3.%  si  la  lei  o  cláusula 
que  manda  llega  a  ser  incompatible  con  la  Ici  o  cláusula  pro- 
hibitiva, prevalece  esta  última;  4.",  en  jcncral,  lo  mas 
reciento  prevalece;  5.',  en  el  conflicto  de  dos  disposiciones, 
se  debe  preferir,  cseteris  paribus,  la  monos  jeueral,  esto  es, 
la  que  concierne  mas  especialmente  al  caso  de  que  so  trata; 
6.*,  lo  que  exijo  una  ejecución  inmediata,  prevalece  sobre  lo 
que  puede  diferirse  a  otro  tiempo;  7.*,  en  el  conflicto  de 
dos  deberes,  se  preQere  el  que  mas  importa  al  jénero  humano; 
8.',  en  el  conflicto  de  dos  tratados,  el  uno  jurado  i  el  otro 
nó,  caBteris  paribus^  el  segundo  debo  ceder  al  primero;  9.', 


•  Do  las  tres  especies  do  interpretaciones  establecidas  por  loa  ju- 
ristas, es  a  saber,  la  declarativa,  la  extensiva,  i  la  restrictiva,  las  dos 
últimas,  particularmentí'j*  en  cuanto  fundadas  en  la  discusión  entre 
lo  favorable  i  lo  odioso,  han  ofrecido  graves  dificultades.  Según  Bar- 
beyrac,  una  misma  cosa  puedo  parecer  odiosa  para  una  do  las  partos 
i  favorable  para  la  otra,  bajo  diferentes  puntos  do  vista;  que,  por  con- 
siguiente, estas  cualidades  no  son  susceptibles  do  una  defínicion  pre- 
cisa, i  que  muchas  veces  las  encontramos  reunidas  i  amalgamadas  en 
un  mismo  sujeto.  Phillimore  añade  que  el  catálogo  de  cosas  favora- 
bles a  que  Vattel  aplica  la  interpretación  extensiva,  i  do  cosas  odiosas 
a  que  conviene,  según  él,  la  interpretación  restrictiva,  son  do  un 
carácter  muí  vago  i  disputable.  Vattel  establece  que  lo  que  propendo 
a  mudar  el  estado  presente  de  cosas  debe  mirarse  como  odioso;  poro, 
¿no  es  maniliesto,  dice  Story,  que  esta  proposición  es  en  muchos  casos 
íandamen  tal  mente  errónea?  Si  un  pueblo  so  lovanta  contra  el  despo- 
tismo, ¿podrá  decirse  quo  este  cambio  do  gobierno  es  odioso  i  lo  que 
a  él  se  refiero  ha  de  sujetarse  a  la  interpretación  restrictiva? 


-J   ■-„■ 


CAPÍTULO  XI 

De  los  medios  de  evitar  un  rompimiento  eatre  las  naoiones 

i.  Medios  conciliatorios:  transacción,  mediación,  arbitraje.— 2.  Elec- 
ción entre  estos  medios. — 3.  Medios  en  que  se  emplea  la  fuerza  sin 
llegar  a  un  rompimiento. 

1 

Entre  los  particulares  que  han  recibido  una  injuria*  i  laa 
naciones  que  se  hallan  en  el  mismo  caso,  hai  esta  diferencia, 
que  un  particular  puede  abandonar  su  derecho,  o  desentender- 
se de  la  injuria  recibida;  pero  a  las  naciones  no  es  posible 
obrar  del  mismo  modo  sin  comprometer  su  seguridad,  porque, 
viviendo  en  el  estado  de  natural  independencia,  a  cada  una 
de  ellas  toca  la  protección  i  vindicación  de  los  derechos  pro- 
pios, i  porque  la  impunidad  de  un  acto  de  injuria  o  de  insulto 
le  acarrearía  probablemente  muchos  otros;  a  lo  que  se  agrega 
que  los  negocios  de  las  naciones  son  administrados  por  sus 
conductores  o  jefes,  a  los  cuales  no  es  licito  ser  jenerosos  en  lo 
ajeno. 

Una  nación  injuriada  se  halla,  pues,  mui  pocas  veces  en  el 
caso  de  ceder  do  su  derecho,  i  todo  lo  que  puede  i  debe  en 
obsequio  de  la  paz,  es  recurrir  primeramente  a  los  medios 
suaves  i  conciliatorios  para  que  se  lo  haga  justicia.  Éstos,  des- 
pués que  por  la  via  de  las  negociaciones  ha  hecho  valer  las 
razones  que  la  asisten  i  solicitado  inútilmente  una  justa  ave- 
nencia sobre  la  base  do  una  satisfacción  completa,  se  reducen 
a  la  transacción  j  la  mediación^  i  el  juicio  de  arbitros. 


*  Se  ha  seguido  principalmente  a  Vattel,  libro  II,  capítulo  18. 
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transacción  es  un  medio  en  quo  cada  uno  de  los  conten- 
es renuncia  una  parto  de  sus  pretensiones  a  trueque  de 
irar  el  resto. 

la  mediación,  un  amigo  común  interpone  sus  buenos 
s  para  facilitar  la  avenencia.  líl  motlladordebe  ser  impar- 
mitigar  ios  re.scntim¡cnto3,  conciliar  las  pretensiones 
¡tas.  No  le  toca  insistir  en  una  rigorosa  justicia,  porque 
rácter  no  es  el  del  juez.  Las  partes  contendientes  no  están 
adas  a  aceptar  la  mediación  no  solicitada  por  ellas,  o  a 
irmarse  con  el  parecer  del  mediador,  aunque  hayan  soli- 

0  su  asistencia;  ni  el  mediador  por  el  hecho  de  serlo  se 
ituye  garante  del  acuerdo  que  por  su  intervención  se  haya 

ibado  ti  compromiso,  esto  es,  convenidas  las  partes  en 
terse  a  la  sentencia  de  un  arbitro,  están  obligadas  a  eje- 
la,  si  no  es  que  por  una  sentencia  manífíestamentc  injus- 
haya  cKto  despojado  del  carácter  de  tal.  Mas,  para  quitar 
pretexto  a  la  mala  fe  por  una  parte  o  por  otra,  conviene 
claramente  en  el  compromiso  el  asunto  de  la  controversia 
pretensiones  respectivas,  para  poner  limites  a  las  facul- 

1  del  arbitro.  Si  la  sentencia  no  sale  do  estos  límites,  es 
lario  cumplirla,  o  dar  pruebas  indubitables  de  que  ha  sido 
de  la  parcialidad  o  la  corrupción. 


ta  medios  de  que  hemos  hablado,  se  emplean  con  el  objeto 
i  evitar,  ya  de  poner  íin  a  la  guerra.  Para  facilitarlos,  se 
)lan  conferencias  i  congresos,  en  que  se  reúnen  los  pleni- 
iciarios  de  tres  o  mas  potencias,  a  fin  de  conciliar  las  pre- 
ones  de  algunas  de  ellas,  o  dirimir  controversias  üe  interés 
■al. 

T  lo  quo  toca  a  la  elección  de  estos  medios,  debemos  dia- 
lir  los  casos  ciertos  de  los  dudosos,  i  aquéllos  en  que  so 
de  un  derecho  esencial,  do  aquéllos  en  que  se  ajitan  pun- 
ió menor  importancia.  La  transacción  i  el  arbitraje  con- 
¡n  particularmente  a  los  casos  en  quo  las  pretcnsiones 
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presenten  algo  de  dudoso.  Cuando  se  trata  de  un  derecho  cla- 
ro, cierto,  incontestable,  el  soberano  puede  defenderlo  a  todo 
trance,  sin  admitir  términos  medios,  ni  someterse  a  la  decisión 
de  arbitros;  mayormente  si  hai  motivo  de  creer  que  la  parto 
contraria  no  abrazarla  los  medios  conciliatorios  de  buena  fe, 
sino  para  ganar  tiempo  i  aumentar  nuestro  embarazo. 

En  las  cuestiones  de  poca  importancia,  podemos  abandonar 
nuestros  intereses  hasta  cierto  punto,  i  aun  estamos  obligados 
a  hacerlo  en  obsequio  de  la  paz  i  por  el  bien  do  la  sociedad  hu- 
mana. Pero,  si  se  intenta  despojarnos  de  un  derecho  esencial, 
si,  por  ejemplo,  un  vecino  ambicioso  amenaza  a  nuestra  inde- 
pendencia, no  debemos  vacilar  en  defenderlo,  cerrando  los 
oídos  a  toda  especie  do  transacción  o  de  compromiso. 

La  mediación  es  de  un  uso  mucho  mas  jeneral.  Sin  embar- 
go, estamos  autorizados  a  rechazarla,  como  los  otros  medios 
conciliatorios,  cuando  es  patente  la  mala  fe  del  adversario,  i 
con  la  demora  pudiera  aventurarse  el  éxito  de  la  guerra.  Pero 
la  aplicación  de  esta  máxima  es  algo  delicada  en  la  práctica. 
El  que  no  quiera  ser  mirado  como  un  perturbador  de  la  tran- 
quilidad pública,  se  guardará  do  atacar  atropelladamente  al 
estado  que  se  presta  a  las  vias  conciliatorias,  si  no  puede  jus- 
tificar a  los  ojos  del  mundo  que  con  estas  apariencias  de  paz 
solo  se  trata  de  inspirarle  una  falaz  seguridad  i  do  sorprender- 
le. I  aunque  cada  nación  es  el  único  juez  de  la  conducta  que 
la  justicia  i  el  interés  de  su  conservación  la  autorizan  a  adop- 
tar, el  abuso  de  su  natural  independencia  en  esta  parte  la  hará 
justamente  odiosa  a  las  otras  naciones,  i  las  incitará  talvez  a 
favorecer  a  su  enemigo  i  a  ligarse  con  él. 


Agotados  los  medios  de  conciliación,  llega  el  caso  de  hacor 
uso  de  otros,  que,  sin  romper  enteramente  las  relaciones  de  paz 
i  amistad,  .son  ya  un  empleo  de  la  fuerza. 

El  primero  de  estos  medios  es  el  /a/io?i,  que  consiste  en  ha- 
cer sufrir  a  la  potencia  ofensora  la  misma  especie  de  daño  que 
ella  ha  inferido  a  la  potencia  agraviada. 
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El  talíon  consitlerado  como  una  pena,  destinada,  no  a  repa- 
rar el  daño  Iicdho,  e¡no  a  i)ropoix-ionar  una  seguridad  para  lo 
futuro  escarmentando  a]  or<:-nsor,  ea  un  medio  demasiado  cos- 
toso entro  particulares,  porque  dobla  el  mal  a  que  se  aplica 
como  rometliü,  i  aun  os  menos  conveniente  a  las  naciones, 
porque  entre  estas  la  pena  caería  diíícilnunto  subrc  Io9  auto- 
res del  daño,  ¿Qnó  derecliu  habría  para  curiar  la  nariz  o  las 
orejas  al  embajador  de  un  bárbaro  que  hubiese  tratado,  al 
nuestro  de  este  modo?  Semejante  procedimiento  ptxlria  solo 
justificarse,  cuando  el  acto  talionado  fuese  liabítual  en  la  na- 
ción ofensora,  cuyos  subditos  serian  entonces  responsables  do 
la  conducta  de  su  gobierno,  i  cuando,  por  otra  parte,  fuese 
necesario  el  tulion  para  la  seguridad  de  los  subditos  propios. 

Señalarenias  las  especies  do  tallón  que  no  tienen  nada  de 
contrario  at  derecho  natural  i  están  autorizadas  por  la  eos- 
tunibrc. 

Cuando  cl  tratamiento  que  reciben  en  un  estado  los  subdi- 
tos do  otro,  sin  llegar  a  violar  sus  derechos  ¡MTÍectos,  no  pa- 
rece bastante  liberal  o  equitativo,  la  nación  que  se  cree  tratada 
con  poca  consideración  o  favor,  puede  intimar  que  usará  do  r<J- 
to7'sion¡  esto  es,  que  tratará  del  mismo  modo  a  loa  subditos 
de  la  otra;  i  nada  le  prohibe  llevar  a  efecto  la  intimación  como 
un  medio  de  obligar  al  otro  soberano  a  variar  de  conducta.  Así 
se  practica  frccueutenientc  on  materias  de  navepacion  i  comer- 
cio, adoptando  un  estado  respecto  de  otro  reglamentos  parti- 
culares, semejantes  a  los  que  el  segundo  ha  establecido  con 
re.speetii  al  primero. 

En  materia  do  injurias  contra  las  jKrsonas,  a  todo  lo  (|uc  so 
extiende  el  derecho  de  jentes  reconocido  por  las  naciones  mo- 
dernas, es  a  apresar  i  detener  a  los  subditos  de  otro  estado,  sea 
para  lograr  de  este  mudo  la  seguridad  do  los  subditos  propios, 
cuando  hai  fundajncnto  para  temer  que  se  les  maltrate,  sea 
para  obtener  la  reparación  competente,  cuando  se  ha  inferido 
la  injuria.  Las  pei-sonas  así  detenidas  so  consideran  como  una 
prenda,  i  su  libertad  sola  está  empeñada.  No  hai,  pues,  un  ver- 
dadero talion  en  esto  caso. 

Cuando  se  trata  de  ima  deuda  reconocida,  o  cuyo  reconcí- 


I  _ 
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miento  se  demora  con  pretextos  frivolos,  o  se  niega  a  virtud 
de  una  sentencia  manifiestamente  parcial  e  injusta;  o  cuando 
se  trata  do  una  injuria  o  daño  que  puede  valuarse  en  dinero, 
i  resarcirse  por  el  apresamiento  de  propiedades  de  igual  valor, 
86  acostumbra  hacer  uso  do  represgiliaSj  apoderándose  la  na- 
ción agraviada  de  lo  que  pertenece  a  la  nación  ofensora,  i 
apropiándoselo  basta  concurrencia  de  la  deuda  o  de  la  estima- 
ción del  daño  recibido,  con  los  intereses  correspondientes.  Si 
la  orcnsa  ha  sido  cometida  por  particulares,  no  es  lícito  orde- 
nar o  conceder  represalias,  sino  a  consecuencia  de  la  denega- 
ción de  justicia  del  soberano  de  la  parte  ofensora,  el  cual  hace 
de  este  modo  suya  la  culpa. 

Las  propiedades  apresadas  pueden  ser  públicas  o  de  parti- 
culares. De  estado  a  estado,  lo  que  pertenece  a  los  miembros 
se  mira  como  perteneciente  al  cuerpo;  de  que  so  sigue  que  en 
el  ejercicio  de  las  represalias  no  se  hace  diferencia  entre  los 
bienes  de  los  particulares  i  los  del  público.  Es  verdad  que  de 
este  modo  parece  recaer  sobre  los  individuos  la  satisfacción  por 
unos  actos  en  que  no  han  tenido  pai'tc;  pero  esta  culpa  es  del 
estado  deudor,  a  quien  toca  indemnizar  a  sus  ciudadanos  por 
los  daños  que  les  ha  acarreado  su  propia  injusticia.* 


*  iLa  lesión  que  se  trata  de  venprar  por  las  reprogalias,  puedo  haber 
sido  cometida,  ya  en  el  estado  o  soberano,  ya  en  los  particulares;  i  las 
repr^alias  pueden  hacerse  por  los  mismos  medios  que  se  emplearon 
para  cometer  la  ofensa.  Cuando  un  soberano  ha  violado  los  derechos 
de  otro,  la  satisfacción  que  éste  toma  debe  ser  sobre  los  derechos  del 
agresor  mismo,  i  no  extenderse  a  los  subditos.  Si  un  soberano  ex- 
tranjero ha  hecho  aprisionar  ilegíilmente  a  nuestro  enviado,  podemos 
hacer  otro  tanto  con  el  suyo,  o  ejercer  represalias  sobre  cualquiera 
otro  de  los  derechos  que  lo  pertenecen;   pero  no  sería  justo  vengar 
aquella  injuria,  confiscando  las  mercaderías  de  los  subditos.  Los  es- 
tados de  Europa  siguen  tan  estrictamente  como  les  es  posible  la  Icl 
del  talion....  Las  represalias  deben  limitarse  a  los  derechos  de  cuyo 
despojo  puede  un  soberano  indemnizar  á  los  subditos;  la  detención  i 
confiscación  están  permitidas;  pero  la  responsabilidad  del  extranjero 
por  los  tuertos  de  su  nación  no  debe  extenderse  a  la  vida:  solo  la 
guerra  da  lugar  a  semejantes  represalias....»  cEn  todos  los  casos  en 
que  nos  es  lícito  auxiliar  a  un  aliado,  nos  es  permitido  usar  de  repre- 
salias contra  la  potencia  que  ha  violado  sus  derechos.  ¿Será  necesa* 
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sujetas  al  ejercicio  de  las  represalias  tudas  las  propic- 
ie lo  están  al  apresamiento  en  tiempo  de  guerra.  Las 
mes  son  las  mismas  con  respecto  al  uno  i  al  otro,  i  se 
le  ellas  en  la  parto  sogunila. 

a  potestad  suprema  tiene  la  facultad  de  ordenar  o  con- 
presalias.  Cuandu  un  particular  se  cree  dañado  en  sua 
i  por  una  potencia  extranjera,  recurre  a  su  soberano 
e  le  permita  uiíar  de  represalias,  i  se  le  autoriza  al 
)r  una  patente,  que  se  llama  íeícas  de  represalia  o  le- 

marca.  Sin  ella,  correría  peligro  de  ser  tratado  como 
I  pirata. 

la  protección  que  el  soberano  debe  a  sus  subditos  es 

que  autoriza  este  medio  do  obtener  justicia,  se  sigue 
letras  de  represalia  no  pueden  darse  nunca  a  favor  de 
ros  no  domiciliados.  Pero  el  dcrccbo  de  jentes  no  se 
que  los  tenedores  o  ejecutores  de  estas  letras  sean  súb- 
otros  estados, 

justas  las  represalias,  es  permitida  la  violencia  con- 
uo  se  resistan  a  ellas,  i  si  so  hace  nece.sarÍo  quitarles 
se  debe  echar  la  culpa  de  esta  desgracia  a  su  injusta 
1. 

labra  represabas  suele  tomarse  en  un  sentido  mas 
\\ie  el  que  acaba  de  dársele,  aplicándola  a  todo  acto 

as  veces  en  lugar  de  confiscarse  desde  luego  los  eíec- 
;ado.s,  se  detienen  solamente,  sea  con  el  objeto  de  res- 
on  caso  de  obtenerse  por  otros  medios  la  reparación 
I  recibido,  sea  como  una  medida  de  segundad,  cuando 
Tundadamcnte  que  van  a  ser  violados  los  derechos  do 
d  de  U  nación  o  do  los  subditos.  Esta  medida  de 
n  provisional  se  llama  eííi¡»ar:;o,  i  participa  de  la  na- 

tir  quo  ol  liso  de  i-epi'osali.is  poiitra  wn  tercero  que  no  ha 
)lico  da  ]u,  injuria  es  un»  injusticia  cviilcntc?  Si  un  bclijc- 
riolado  un  territorio  neutral  a  pretexto  de  haberse  cometido 
veraario  una  Iraagresion  igual,  aemojanto  ejemplo  no  os  su- 
wa  establecer  costumbre  lejítima.t  (Schmalz,  libro  VI,  ca- 
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turaleza  del  embargo  hostil  o  bélico,  de  que  »e  tratará  mas 
adelante. 

El  ultimo  medio  que  tenemos  de  hacernos  justicia,  es  ai)elar 
a  las  armas,  rompiendo  todas  las  relaciones  de  paz  i  amistad 
con  la  nación  ofensora.  Pasamos  entonces  al  estado  de  guerra, 
que  va  a  ser  la  materia  de  los  capítulos  que  siguen. 


PARTE   SEGUNDA 


ESTADO  DE  GUERRA 


'^/-f  r\.'".'^/»-<^ 


CAPÍTULO  PRIMERO 

Oonslderaoiones  Jenerales  relativas  a  la  guerra 

1.  Definición.'— 2.  Lejitimidad  de  la  guerra. — 3.  Sus  causas.— 4.  For* 
malidades  previas.— 5.  Instrumentos  de  la  guerra. 

1 

GuEBiiA  es  la  vindicación  de  nuestros  derechos  por  la  fuerza. 
Dos  naciones  se  hallan  en  estado  de  guerra,  cuando  a  conse- 
cuencia del  empleo  de  la  fuerza  se  interrumpen  sus  relaciones 
de  amistad. 

8e  dice  que  la  paz  es  el  estado  natural  del  hombre;  i  que, 
8i  se  emprende  la  guerra,  es  para  obtener  una  paz  segura,  su 
único  fin  i  objeto  lejítimo.  Es  preciso  confesar  que  la  casi  no 
interrumpida  serie  de  contiendas  hostiles  que  presentan  los 
anales  del  jénero  humano,  da  algún  color  a  la  quervB.  jeneral 
i  constante  de  todos  contra  todos^  que  es  la  base  dé  la  extra- 
vagante teoría  de  Hobbes,  i  á  la  opinión  de  varios  autores, 
que,  habiendo  observado  el  carácter  de  las  tribus  indias,  sos- 
tienen que  el  hombre  en  el  estado  salvaje  tiene  un  instinto  i 
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lativo  de  guerra.  Pero  tampoco  admite  duda  que  uno 
irimeros  rcsultadoa  de  la  civilización  es  el  amor  a  la 
justo  aprecio  de  sus  inestimables  bienes.* 


ima  guerra  pública,  la  que  se  hace  entre  naciones,  i 
privada,  la  que  se  hace  entre  particulares.  Desde  el 
imiento  de  la  sociedad  civil,  el  derecho  de  hacer  la 
)ertenece  exclusivamente  al  soberano;  i  los  particulares 
en  ejercerlo,  sino  cuando  privados  de  la  protección  del 
iocial,  la  naturaleza  misma  los  autoriza  a  repulsar  una 
[)or  lodos  los  medios  posibles. 

ti,  pues,  guerra  lojltima.  sino  la  que  se  hace  por  la 
id  soberana.  La  constitución  del  estado  determina  cuál 
;ano  de  la  soberanía  a  quien  compote  declarar  i  hacer 
■a.**  Poro  esta  facultad,  como  todas  las  otras,  reside 
amenté  en  la  nación.  De  aqui  es  que  toda  guerra  na- 
e  debe  considerar  como  lejítima,  aunque  no  se  haya 
lo  i  ordenado  por  la  autoridad  constitucional  compe- 
jS  guerra  que  declararon  las  provincias  de  España  a 
poleon,  sostenido  por  las  armas  del  imperio  francas, 
deel  principio  un  carácter  incontestable  de  lejitimidad, 
argo  de  haberle  faltado  el  pronunciamiento  de  todos 
nos  reconocidos  de  la  soberanía. 


ausas  de  la  guerra  son  de  dos  especies:  razones  jus ti' 
s  i  motivos  de  conveniencia.. 

,  lejitimo  do  la  guerra  es  impedir  o  repulsar  una  inju- 
íner  su  reparación,  i  proveer  a  la  seguridad  futura  del 
o,  escarmentando  al  agresor.  Por  consiguiente,  las 
justificativas  se  reducen  todas  a  injurias  inferida-s  o 
itamente  amagadas  (entendiendo  siempre  por  injuria 
3¡on  de  un  derecho  perfecto),  i  a  la  imposibilidad  de 

>1,  libro  11,  capitulo  I.    Kent,  parto  I,  lección  3. 
tcl,  libro  ni,  capítulo  I. 
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obtener  la  reparación  o  seguridad,  sino  por  medio  de  las  armas. 
Es  guerra  justa  la  que  se  emprendo  con  razones  justificativas 
suficientes.* 

Los  motivos  de  conveniencia  o  de  utilidad  pública  pueden 
ser  de  varias  especies,  como   la  extensión  del  comercio,   la 
adquisición  de  un  territorio  fértil,  de  una  frontera  segura,  etc.. 
Por  grandes  que  sean  las  utilidades  que  nos  prometamos  de 
la  guerra,  ellas  solas  no  bastarían  para  hacerla  lícita.  Al  con- 
trario, hai  casos  en  que  una  guerra  justísima  ocasionará  peli- 
gros i  daños  de  mucho  mayor  importancia  que  el  objeto  que 
nos  proponemos  en  olla.   Kntóneos  nos  aconseja  la   pruden- 
cia desentendernos  del  agravio  o  limitarnos  a  los  medios  pa- 
cíficos de  obtener  la  reparación,   antes   que  aventurar   los 
intereses  esenciales  o  la  salud  del  estado  en   una  contienda 
temeraria. 

Se  llaman  pretextos  las  razones  aparentemente  fundadas, 
que  se  alegan  para  emprender  la  guerra^  pero  que  no  son  do 
bastante  importancia,  i  solo  se  emplean  para  paliar  designios 
injustos. 

La  guerra  es  defensiva  u  ofensiva.  El  que  toma  las  armas 
para  rechazar  a  un  enemigo  que  le  ataca,  no  hace  mas  que 
defenderse;  si  atacamos  una  nación  que  actualmente  se  halla 
en  paz  con  nosotros,  hacemos  una  guerra  ofensiva. 

La  defensa  no  es  justa,  sino  contra  un  agresor  injusto.  Mas, 
aunque  toda  nación  está  obligada  a  satisfacer  las  justas  de- 
mandas de  las  otras  i  reparar  los  daños  que  les  haya  hecho, 
no  por  eso  debe  ponerse  a  la  merced  de  un  enemigo  irritado. 
Atacada,  le  toca  ofrecer  una  satisfacción  competente;  si  no  se 
le  admite,  ose  le  imponen  términos  demasiado  duros,  la  resis- 
tencia es  justa. 

Para  que  la  guerra  ofensiva  sea  justa,  es  necesario  que  lo 
sea  su  objeto,  que  reclamemos  el  goce  de  un  derecho  fundado 


*  Los  escritores  latinos,  ¡  a  su  ejemplo  los  publicistas  modernos, 
suelen  llamar  justiun  bellum,  guerra  justa,  la  que,  acercándonos 
mmt  a  la  signifícacion  ordinaria  de  las  palabras,  llamamos  guerra 
lejítima. 


'•f^WWf 


192  DERECHO  INTERNACIONAL 

O  la  satisfacción  de  una  injuria  evidente,  i  que  la  guerra  sea 
ya  el  único  arbitrio  que  nos  queda  para  lograrlo. 

El  incremento  de  poder  de  un  estado  no  autoriza  a  los  otros 
a  hacerle  la  guerra,  a  pretexto  del  peligro  que  amenaza  a  su 
seguridad.  Es  preciso  haber  recibido  una  injuria,  o  hallarse 
visiblemente  amagado,  para  que  sea  permitido  el  recurso  a  las 
armas.  No  so  debe  objetar  que  la  salud  pública  es  la  suprema 
lei  del  estado.  El  poder  i  la  intención  do  hacer  mal  no  están 
necesariamente  unidos.  Solo,  pues,  cuando  una  potencia  ha 
dado  pruebas  repetidas  de  orgullo,  i  de  una  desordenada 
ambición,  hai  motivo  para  mirarla  como  un  vecino  peligroso. 
Mas  aun  entonces  no  son  las  armas  el  único  medio  do  precaver 
la  agresión  de  un  poderoso  estado.  El  mas  eficaz  es  la  confe- 
deración de  otras  naciones,  que,  reuniendo  sus  fuerzas,  se 
hagan  capaces  de  equilibrar  las  de  la  potencia  que  les  causa 
recelos,  i  de  imponerle  respeto.  So  puede  también  pedirlo  ga- 
rantías, i  si  rehusase  concederlas,  esta  negativa  la  haria  fun- 
dadamente sospechosa,  i  justificaría  la  guerra.  Últimamente, 
cuando  una  potencia  da  a  conocer  sus  miras  ambiciosas,  ata- 
cando la  independencia  de  otra,  o  llevando  sus  demandas  mas 
allá  de  lo  que  es  justo  i  razonable,  es  lícito  a  las  demás, 
aun  en  el  derecho  interno,  después  de  tentar  los  medios  pací- 
ficos interponiendo  sus  buenos  oficios,  favorecer  a  la  nación 
oprimida. 

Cuando  un  vecino  en  medio  de  una  paz  profunda  construye 
fortalezas  sobre  nuestra  frontera,  equipa  escuadras,  junta 
numerosos  ejércitos,  provee  sus  almacenes,  en  una  palabra, 
hace  preparativos  de  guerra,  tenemos  derecho  para  solicitar 
que  se  explique  i  nos  dé  a  conocer  la  causa  de  ellos,  i  aun 
para  pedirle  seguridades,  si  se  nos  ha  hecho  sospechosa  su 
buena  fe.  La  negativa  sería  suficiente  indicio  do  malos  de- 
signios. 

No  so  debe  mirar  como  justo  motivo  de  guerra  la  conducta 
viciosa  o  criminal  de  una  nación,  siempre  que  no  viole  o  pon- 
ga en  peligro  los  derechos  perfectos  de  otra.  Nada  produciría 
mayores  inconvenientes  que  la  facultad  que  algunas  potencias 
se  han  arrogado  de  castigar  a  un  pueblo  independiente,  eri- 
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jiéndosc  de  su  propia  autoridad  en  vengadores  de  la  causa  de 
Dios  i  de  las  ])uenas  costumbres. 

Toca  principalmente  a  la  nación  ofendida  la  vindicación  de 
sus  derechos.  Aunque  la  guerra  no  puede  ser  por  ambas  par- 
tes justa,  es  muí  posible  que  ambas  estén  de  buena  fe.  I  como 
un  estado  no  puede  erijirse  en  juez  de  los  otros,  debe  con- 
siderar las  armas  de  los  dos  belijerantes  como  igualmente 
justas,  a  lo  menos  por  lo  tocante  a  los  efectos  externos  i  hasta 
que  la  controversia  se  decida.  Tal  es  la  regla  jeneral  que  se 
deriva  de  la  independencia  de  las  naciones.  Pero  esa  misma 
independencia  da  a  un  tercero  el  derecho  de  hacer  causa  común 
con  el  belijerante  que  le  parece  tener  de  su  parte  la  justicia, 
asi  como  da  a  cualquiera  de  las  otras  naciones  el  derecho  de 
doclararse  contra  esta  intervención  i  resistirla  con  las  armas, 
si  la  considera  inicua. 

El  soberano  que  emprende  una  guerra  injusta,  comete  el 
mas  grave,  el  mas  atroz  de  los  crímenes,  i  se  hace  responsable 
de  todos  los  males  i  horrores  consiguientes:  la  sangre  derra- 
mada, la  desolación  de  las  familias,  las  rapiñas,  violencias, 
devastaciones,  incendios,  son  obra  suya.  Él  es  reo  para  con 
la  nación  enemiga,  cuyos  ciudadanos  ataca,  oprime  i  mata  de- 
sapiadadamente; reo  para  con  su  propio  pueblo,  arrastrándolo 
a  la  injusticia,  i  exponiéndolo,  sin  necesidad,  a  todo  jénero  de 
peligros;  reo,  en  fin,  para  con  el  jénero  humano,  cuyo  reposo 
turba,  i  a  quien  da  ejemplo  tan  pernicioso.  El  está  obligado 
a  la  reparación  de  todos  estos  daños;  pero  por  desgracia  mu- 
chos de  ellos  son  irreparables  por  su  naturaleza,  i  el  resarci- 
miento de  los  que  pueden  repararse  excede  mucho  a  sus 
fuerzas.  La  restitución  de  las  conquistas,  do  los  prisioneros  i 
de  los  efectos  que  se  hallan  en  ser,  no  admite  dificultad,  cuan- 
do se  reconoce  la  injusticia  do  la  guerra.  La  nación  en  cuerpo 
i  los  particulares  deben  desprenderse  de  la  mal  habida  posesión 
de  estos  bienes,  i  restituirlos  a  los  dueños  antiguos. 

Pero  los  jenerales,  oficiales  i  jento  de  guerra  no  están  obli- 
gados en  conciencia  a  la  reparación  de  los  daños  que  han  hecho 
como  instrumentos  del  soberano,  sino  cuando  la  guerra  es  tan 
palpablemente  inicua  que  no  se  puede  suponer  ninguna  secre- 
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m  tic  estatlo  capa/,  dp  justificai-la,  porriue  on  todos  los 
lusccptibles  de  du(t;i,  los  partiuiilares,  i  especialmente 
litares,  deix'ii  aleiici-se  al  juicio  del  guhicrno.' 
3S  la  justicia  de  la  guerra,  considerada  en  cl  derecho 
I,  o  con  respecto  a  la  conciencia,  lín  el  derecho  externo, 
,  atendiendo  a  los  efectos  que  na<'en  de  la  liljertad  e  in- 
cncia  de  las  naciones,  toda  [guerra  lejítima  es  juüta,  de 
1  que  los  derechos  fundados  sobre  este  estado  de  hosti- 
verbigracia,  la  propiedad  de  las  adijuisiciones  hechas 

armas,  dependen,  no  de  las  razones  justiOcati vas,  sino 
ijitimidad  de  la  guerra;  de  lo  cual  se  sigue  que  todo  lo 

lícito  al  uno  de  los  bclijerantes  en  virtud  del  estado 
irra,  lo  ea  también  al  otro.  Pero  no  debe  perderse  de 
ue  este  derecho  no  disminuye  el  reato,  ni  puedo  tran- 
r  la  conciencia  del  agresor  inicuo,  porque  solo  produce 
;tos  exteriores  de  la  justicia  i  la  impunidad  entre  los 


layor  parte  de  los  publicistas  opinan  que,  para  la  jusÜ- 
a  guerra,  no  basta  que  tengamos  un  motivo  fundado  de 
i  que  se  no-s  haya  rehusado  la  satisfacción  competente, 

su  legitimidad,  que  la  autorice  el  soijerano.  Según 
lebemos  ademas  tí ec/a raí-  /a  giieri'a,  esto  e.^,  intimar 
mente  a  la  nación  ofensora  que  vamos  ya  a  recurrir  al 
remedio,  a  emplear  la  fuerza  para  rcihicirla  a  la  razón. 
3sttenen  que,  dcmanilatla  la  satisfacción  i  rehusada  por 

adversario,  no  necesitamos  ninguna  otra  formalidad 
ciar  a  las  armas.  Hé  aquí  las  razones  (jue  por  una  i 
•te  se  alegan. 

juo  están  por  la  necesidad  tie  la  declaración  formal, 
jc  el  declarar  la  guerra  es  un  deber  para  con  los  súb- 
opios,  a  quienes  es  necesario  instruir  de  lo-s  peligros 
I  a  correr  por  mar  i  tierra;  i  que,  por  otra  parlo,    la 

■I,  libro  III.  (.-apitulo  II. 
k'l.  libro  IIJ,  cnpitiilo  IJ. 
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guerra  crea  ciertos  dercclios,  cuyo  principio  es  preciso  fijar. 
¿Cómo,  ¡x)r  ejemplo,  se  conocer¿i  si  una  presa  hecha  al  ene- 
migo hacia  la  época  del  rompimiento  es  buena  o  mala,  si  no  es 
señalando  por  medio  de  una  declaración  formal  i  solemne  el 
punto  fijo  en  que  expira  la  paz  i  principia  Ta  guerra?  Añaden 
que  debemos  en  obsequio  de  la  paz  hacer  un  último  esfuerzo, 
intimando  al  enemigo  la  inevitable  alternativa  de  someterse  a 
la  satisfacción  pedida,  o  de  remitirse  a  la  decisión  do  las  armas; 
que  hai  una  especie  de  alevosía  en  atacarle  sin  previa  denun- 
ciación; i  que,  si  no  se  notifica  el  nuevo  estado  de  cosas  a  las 
demás  naciones,  no  podrán  contraer  ni  cumplir  las  obligaciones 
propias  del  carácter  neutral. 

Los  que  sostienen  la  opinión  contraria,  responden  que,  s¡  el 
soberano,  haciendo  la  guerra  antes  de  declararla,  adopta  la 
medida  que  le  parece  mas  conveniente  a  la  salud  del  estado, 
en  nada  falta  a  lo  que  debe  a  sus  subditos;  i  que  su  conducta 
para  con  ellos  es  un  punto  en  que  las  otras  naciones  nada  tie- 
nen que  ver,  i  que  por  tanto  no  influye  en  la  justicia  externa, 
ni  en  la  lejitimidad  de  la  guerra.  Según  ellos,  el  rompimiento 
efectivo  de  las  hostilidades  determina  de  un  modo  tan  claro  el 
principio  do  las  hostilidades,  como  pudiera  hacerlo  una  decla- 
ración solemne;  i  una  vez  demandada  la  satisfacción  i  rehusa- 
da, se  pueden  tomar  todas  las  medidas  conducentes  a  la  mas 
pronta  i  fácil  reparación  del  agravio.    El  derecho  de  jentes, 
dice  el  mismo  Vattel  (que  es  uno  de  los  que  sostienen  la  nece- 
sidad de  la  declaración),  no  nos  obliga  a  dar  tiempo  a  nuestro 
adversario  para  prevenir  una  injusta  defensa.  Podemos,  según 
él,  diferir  la  declaración  hasta  el  punto  mismo  de  invadir  su 
frontera,  i  aun  hasta  después  de  haber  entrado  en  su  territorio 
i  ocupado  en  él.  un  puesto  ventajoso,  con  tal  que  en  este  últi- 
mo caso  no  se  proceda  a  cometer  hostilidades,  sino  aquellas 
que  la  resistencia  de  los  habitantes  haga  indispensables.  «Si 
el  que  entra  así  en  el  territorio  de  otra  nación  (dice  esto  autor) 
guarda  una  severa  disciplina,  i  declara  que  no  viene  como 
enemigo,  que  no  cometerá  ninguna  violencia,  i  hará  saber  al 
soberano  la  causa  de  su  venida,  no  deben  los  habitantes  ata- 
carle, i  si  se  atreven  a  ello,  le  será  lícito  escarmentarlos.    No 
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los  súhditoíí  comcnziir  las  hostiiitlailcs  sin  orden 
iino  limitarse  a  ocuirac  los  puestos  ventajosos  i 
1  ellos,  si  son  atácalos, »  Pero  cl  entrar  en  tcrri- 
lano  armada,  es  una  operación  hostil,  un  inaul- 
lye  im  estado  deyucrra,  i  solo  pue<Io  jiistificarso 

la  doctrina  misma  de  Vattel,  se  hallan  los  súh- 
s  i  aun  obligados  a  resistirlo,  porque  la  aulorí- 
ino  se  presumo  lejíti  nía  mente  en  todo  acto  de 
sa.  ¿Qué  gobernador  do  provincia,  pudiendo  re- 
erza  extraña  que  intentase  ocuiJar  el  territorio 
itiado,  dejaría  da  hacerlo,  o  creeria  que  el  espo- 

dcl  comandante  de  esta  fuerza  dejaba  su  res- 
cubierto?  Vattel,  pues,  admite  en  sustancia 
xntc  al  enemigo,  se  pueden  comenzar  las  opera- 

sin  declarar  la  guerra. 

i  on  el  estado  actual  del  mundo  no  es  posible 

!¡a  equipe  un»  flota  o  levanto  un  ejército,  sin 

instante  la.s  otras.  La  nación  amenazada  cono- 
)  el  peligro  que  corre.  Si  se  exijo,  pues,  la  decla- 
Q  un  pueblo  que  reposa  tranquilo,  confiado  en 
1  sus  vecinos,  no  sea  pérfidamente  atacado,  i 
iducta  do  la  potencia  agresora  no  se  parezca  a 
■  que  se  lanza  improvisamente  sobre  el  pasajero- 
objeto  se  logra  completamente  con  la  facilidad 
I  comercio  ha  dado  a  las  comunicaciones,  con 
jilancia  do  los  intereses  privados,  demasiado 
Ivez,  de  alarmarse,  i  con  la  práctica  de  legacio* 
)3,  que  da  a  cada  estado  los  medios  do  observar 

loa  gabinetes  extranjeros.  Ni  se  debe  llamar 
esion  de  una  potencia  que  apela  a  las  armas 
un  procedimiento  de  su  adversario,  después  do 
do  que  lo  miraría  como  un  acto  de  hostilidad.* 
iscita  una  controversia  delicada  entre  dos  po- 
idamento  para  temer  que  .sea  necesario  recurrir 
a  cual  de  ellas  enijiieza  a  tomar  medidas  para 

■o  VI,  ciipítulo  í. 
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un  inmediato  rompimiento;  i  nadie  ¡ignora  lo  perniciosas  que 
son  e^tas  alarmas  a  la  industria,  al  comercio,  a  la  hacienda 
pública,  a  la  felicidad  jeneral;  pero  ¿podria  prevenirlas  una 
declaración  que  solo  se  hiciese  el  momento  antes  de  atravesar 
la  frontera  con  un  ejército,  o  de  dar  orden  para  el  apresamien- 
to de  las  propiedades  enemip^as  en  el  mar? 

En  cuanto  a  las  otras  potencias,  no  sería  razón  exijir  que  se 
pí)rtasen  como  neutrales,  aun  cuando  la  guerra  se  hubieso 
dtrlarado  formalmente,  sino  después  de  trascurrir  el  tiempo 
necesario  para  que  hubiese  Iletrado  el  hecho  a  su  noticia.  Sus 
obligaciones  emanan  del  conocimiento  positivo  o  presunto  del 
estado  de  guerra,  i  este  conocimiento  pueden  adquirirlo  o  por 
la  mera  notoriedad  del  rompimiento,  o  por  una  notificación 
posterior  a  él. 

Bynkershoeck  sostiene  que  este  es  un  punto  que  depende 
enteramente  de  la  costumbre,  i  cita  varios  ejemplares  do  gue- 
rras comenzadas  sin  una  declaración  previa,  en  los  dos  siglos 
que  le  precedieron.  Del  tiempo  de  Bynkershoeck  al  nuestro, 
parece  haberse  decidido  por  la  práctica  de  las  naciones  que 
las  hostilidades  pueden  principiar  lejítimamente  sin  ella.  Des- 
de la  paz  de  Versálles  de  1769,  se  ha  procedido  en  el  concep- 
to de  que  todas  las  consecuencias  necesarias  i  lejítimas  de  la 
guerra,  respecto  de  las  potencias  neutrales,  nacen  de  la  exis- 
tencia de  las  hostilidades,  notificada  por  uno  do  los  belijoran- 
tes.  Con  respecto  al  enemigo,  el  retiro  del  ministro  se  ha 
mirado  como  casi  equivalente  a  una  declaración  en  forma. 
Pero  aun  esto  paso  previo  se  ha  omitido  algunas  veces  entre 
las  naciones  mas  civilizadas.  En  el  rompimiento  de  los  Esta- 
dos Unidos  contra  la  Inglaterra  en  1812,  comenzaron  las  hos- 
tilidades por  parte  de  la  república  americana,  luego  que  las 
autorizó  el  congreso,  sin  dar  tiempo  a  que  llegase  a  la  Gran 
Bretaña  la  noticia.  Sin  embargo,  es  preciso  observar  que  la 
opinión  pública  se  ha  declarado  casi  siempre  contra  semejante 
conducta.* 

Podemos  sentar  con  alguna  seguridad  las  proposiciones  si- 
guientes: 

*  Kont,  parte  I,  lección  3. 


DERECHO  INTEIINACIONAÍ. 

qiic  constituye    una  verdadera  altívo-súi,  es  la  sor- 

i'ompimicnto  no  precedido  de  la  aserción  de  nuestros 
de  la  demanda  de  satisfacción,  es  una  sorpresa, 
pTOcedi miento  de  nuestro  advei-sario  que  de  antenia- 
declarado  se  miraría  como  un  auto  de  hostilidad,  lia- 
arin  una  nueva  declaración  para  dar  principio  a  la 

ímision  de  esta  formalidad  es  claramente  licita  con- 
tcncias  que  no  acostumbran  observarla, 
ique  la  notoriedad  de  la  guerra  equivale  a  una  noti- 
ispecto  de  las  jwtcncias  nculrales,  es  mas  conveniente 
i  de  un  modo  formal  i  solemne  que  no  dé  lugar  a 

declaración  es  supcrflua  con  respecto  al  enemigo, 
B  liostilidadoa  han  principiado  por  su  parte,  i  con  res- 
s  neutrales,  cuando  el  otro  belijcranto  les  ha  notifi- 
:istencia  del  estado  de  guerra. 
promulgación  do  la  guerra  es  m-oesaria  para  que  los 
;ontraigan  las  obligaciones  del  estado  de  guerra, 
aracion  de  guerra  es  simple  o  condicional.  En  la 
se  declara  positivamente  la  guerra;  en  la  segunda, 
oca  hacerla  si  nuestro  adversario  no  so  allana  inme- 
tc  a  la  satisraceion  demandada. 

)  después  de  comenzar  la  guerra,  suelen  los  belijo- 
bltcar  una  exposición  de  las  causas  justificativas  de 
se  dice  manifiesto,  i  va  a  veces  incorporada  en  la 
m.  Suele  asimismo  el  uno  o  la  otra  contener  laa 
^neralea  que  ol  soberano  da  a  sus  subditos  relativa- 
as  operaciones  hostiles.  Pero  el  objeto  principal  del 
3  es  conoiliarnos  la  opinión  de  los  otras  estados,  ha- 
tente  ia  justicia  de  nuestra  causa.  Apenas  es  necesa- 
;¡r  que  el  lenguaje  de  estos  documentos  debe  ser  noble 
);  una  nación  culta  no  olvida,  ni  aun  con  su  enemigo, 
I  que  debe  a  las  otras. 

ibíden. 
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Sigúese  hablar  do  los  instrumentos  de  la  guerra,*  bajo  cuyo 
título  entendemos  aquí  las  personas  que  componen  la  fuerza 
armada  de  mar  i  tierra.  El  derecho  de  jentes  se  limita  a  con- 
siderar esto  punto  en  cuanto  puede  poner  en  conflicto  los  de- 
rechos de  diversos  estados. 

1.*  Toda  potencia  puede  alistaren  sus  ejércitos  a  los  extran- 
jeros que  voluntariamente  se  presentan  a  servirle  en  ellos:  se 
llaman  mcixetiarios  los  (jue,  no  estando  domiciliados  en  el 
país,  sientan  plaza  bajo  ciertas  condiciones.  Como  no  deben 
servicio  alguno  a  un  soberano  extraño,  sino  en  virtud  del  pac- 
to de  enganche,  es  necesario  cumplirles  puntualmente  lo  pro- 
metido, i  si  se  les  falta  a  ello,  pueden  retirarse  i  abandonar  el 
servicio  de  un  príncipe  infiel;  pero  bajo  todos  los  otros  respec- 
tos contraen  por  su  voluntario  empeño  las  obligaciones  do  los 
soldados  nativos.  No  se  deben  confundir  con  los  mercenarios 
los  SLUxiliares,  esto  es,  las  tropas  quo  un  soberano  suministra 
a  otro,  para  que  le  sirvan  en  la  guerra. 

2.''  Como  el  derecho  de  alistar  tropas  pertenece  exclusiva- 
mente al  soberano,  no  se  puede  sin  su  permiso  hacer  reclutas 
CQsu  territorio  para  el  servicio  de  otro  estado;  i  el  que  contra- 
viene a  esta  regla,  aunque  solo  emplee  la  seducción,  se  haco 
culpable  de  plajio  o  hurto  de  hombres,  i  se  expone  a  la  pena 
de  muerte.  El  soberano  que  autoriza  este  delito  en  las  tierras 
do  otro  estado,  le  hace  una  injuria  que  podría  mirarse  como 
justo  motivo  de  guerra. 

3.**  IjOs  extranjeros  transeúntes  están  exentos  de  todo  servi- 
cio mihtar  compulsivo. 

4.'  Aunque  los  extranjeros  domiciliados  no  tienen  derecho  a 
i^al  exención,  no  es  costumbre  obligarlos  a  alistarse  en  la 
tropa  de  línea,  i  lo  mas  que  suele  exijirsc  de  ellos  es  el  servicio 
en  los  cuerpos  cívicos  o  guardias  nacionales,  que  por  lo  común 
toman  poca  o  ninguna  parte  en  las  operaciones  de  la  guerra. 
Ni  a  los  extranjeros  domiciliados,  ni  aun  a  aquellos  que  han 

•  Vattel,  libro  in,  capítulo  ?. 
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CAPITULO  II 

Efectos  inmediatos  de  la  Guerra 

\.  Principios  jcnerales.— 2.  Efectos  del  rompimiento  sobre  las  perso- 
ñas  i  cosas  de  un  belijerante  situadas  en  el  territorio  del  otro. — 
3.  Suspensión  de  todo  trato  i  comercio  entro  los  dos  belijerantes. 

1 

Según  el  derecho  de  la  guerra,  reconocido  por  las  naciones 
antiguas,  i  aun  en  gran  parte  por  los  pueblos  modernos,  lue« 
go  que  un  soberano  la  declara  a  otro,  todos  los  subditos  del 
primero  pasan  a  ser  enemigos  de  todos  los  subditos  del  segun- 
do: los  enemigos  conservan  este  carácter  donde  quiera  que 
estén,  mientras  no  dejan  de  ser  miembros  de  la  sociedad  con 
quien  nos  hallamos  en  guerra;  es  lícito  usar  de  violencia  con- 
tra ellos  en  cualquier  parte,  como  no  sea  territorio  neutral; 
las  cosas  del  enemigo,  ya  consistan  en  efectos  materiales,  ya 
en  derechos,  créditos  o  acciones,  se  vuelven  respecto  do  noso- 
tros res  nullius;  podemos  apoderarnos  do  ellas  donde  quiera 
que  se  encuentren,  menos  en  territorio,  neutral;  i  ocupadas 
verdaderamente,  podemos  luego  trasferir  su  propiedad  aun  a 
las  naciones  neutrales.* 

Pero  el  rigor  de  estas  máximas  se  halla  considerablemente 
mitigado  en  la  práctica,  sobre  todo  en  las  hostilidades  terres- 
tres; i  es  de  creer  que  el  influjo  de  la  cultura  i  el  ascendiente 
del  comercio  extiendan  cada  dia  mas  las  excepciones,  hasta 
que  la  guerra  venga  a  ser  una  contienda  de  soberanos,  en  quo 
no  se  ataquen  las  personas,  ni  se  haga  daño  a  las  propiedades 

*  Vattel,  libro  III,  capítulos  5  i  13. 


lo  lo  exijan  las  operaciones  de  los 
las  exclusivamente  a  la  ocupación 
bienes  públicos.  En  esta  impor- 
,Jo  ya  algunos  pasos;  i  ol  objeto 
^uparnos  desJc  ahora,  es  deslindar 
las  aplii^aciones  i  restricciones  do 
enerales  que  acaban  de  indicarse. 


ion  las  propiedades  enemigas  que 
~io  al  estallar  la  guerra,  i  pueden 
^nas  enemitras  en  el  mismo  caso? 
jeros  lian  entrado  en  el  país  con 
i)  la  protección  de  la  fe  pública;  oí 
trar  i  morar  en  sus  tierras,  l6.s  ha 
libertad  i  seguridad  para  salir.  Es 
suficiente  para  que  se  retiren  con 
liJos  por  algún  obstáculo  insupe- 
rmedad,  se  les  debe  prolongar  esto 
[ue  so  fuuíla  la  regla,  parece  mas 
ierra  pone  fin  o  sus[}ende  a  lo  mé- 
tos  i  solemnes;  ¿por  qué  lia  de  ser 
o  tácito?  Otra  razón  de  mas  peso 
se  observEise  ¡eneralmente,  serta 
por  la  inseguridad  i  alarma  quo 
adero  o  falso,  de  una  desavenencia 
venciones  comercrales  en  que  tan 
lii.lo  la  libertad  <le  las  personas  i 
a  potencia  en  tos  dominios  do  otra 
bas  la  guerra,  prueban  suficiente- 
le  los  gobiernos  mismos,  «I  bene- 
i  pudieran  reportar  de  la  regla 
inc.mveuientes  i  pérdidas  a  quo 
iservándola.  Podemos,  pues,  dar 
quo  se  trata  en  su  resultado  total 
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as  perniciosa  al  jcnero  humano,  i  que,  por  cons¡;juiente,  no  esta 
fundada  en  ningún  vorJaJero  derecho  dolos  bclijerantos,  por- 
que el  funvlamento  de  todo  derecho  eá  la  utilidad  que  produce 
a  los  homl)res. 

No  estará  de  mas  observar  cuál  ha  sido  i  es  actualmente  la 
doctrina  i   la  práctica  de  algunas  de  las  principales  naciones 
modernas  con  relación  a  este  punto.   La  inagna  charla  de  los 
ingleses  disponía  que  los  comerciantes  subditos  del  enemigo 
que  se  hallaran  en  el  reino  al  estallar  la  guerra,  fuesen   dete- 
nidos sin  daño  de  sus  propiedades  i  efectos,  hasta  saberse  cómo 
eran  tratadlos  por  el  enemigo  los  comerciantes  ingleses;  i  sí 
nuestros  comerciantes,  decia  la  carta,  son  bien  tratados  por  el 
enemigo,  los  suyos  lo  serán  también  por  nosotros.  Mostcsquieu 
se  admira  de  que  so  hubiese  dado  lugar  a  esta  liberal  provi- 
dencia en  un  convenio  entre  un  rei  feudal  i  sus  barones  hecho 
con  el  objeto  de  asegurar  las  lil)crtades  i  fueros  de  los  ingleses. 
Pero  esta  medida  se  limitaba  a  los  comerciantes  residentes,  i 
según  se  croe,  domiciliados  en  Inglaterra.  Mucho  mas  liberal 
fué  la  ordenanza  de  Carlos  V,  de  Francia,  en  que  se  provenia 
que  los  comerciantes  extranjeros,  residentes  en  el  reino  al 
principiar  las  hostilidades  con  su  nación,  no  tuviesen  nada  que 
temer,  antes  bien  so  les  dejase  partir  libremente  i  llevar  sus 
efectos.  Por  un  estatuto  de  Eduardo  lll  de  Inglaterra,  se  or- 
denó también  que  se  les  diese  la  competente  noticia  i  un  plazo 
de  cuarenta  dias  para  que  saliesen  con  sus  efectos  libremente 
o  los  Tendiesen;  i  si  por  algún  accidente  se  viesen  imposibili- 
tados de  hacerlo,  se  les  doblase  este  plazo.   El  congreso  norte- 
americano pareció  animado  de  iguales  sentimientos  de  equi- 
dad en  su  acta  de  6  de  julio  de  1798,  autorizando  al  presidente 
para  que  en   caso  de  guerra  concediese  a  los  subditos  de  la 
nación  enemiga  todo  el  tiempo  compatible  con  la  seguridad 
pública,  durante  el  cual  pudiesen  recobrar,  enajenar  i  remo- 
ver sus  propiedades,  i  verificar  su  salida.* 

No  va  acorde  con  esta  práctica  la  doctrina  que  los  tribuna- 
les británicos  profesan  actualmente.  Ellos  reconocen  la  lejiti- 


*  Kent,  (omcntarioSf  parte  I,  kccion  3. 


ItBGHO   INTERNAOIOXAL 

)stil  O  bélico,  esto  es,  la  facultad  de 
1  enemigas  existentes  en  el  territorio  en 
iar  la  guerra,  o  de  temerse  un  rompi- 
|ui  las  expresiones  de  que  se  valió  sir 
well),  juez  de  lacorte  del  almirantazgo, 
ntes  public¡st<i9  de  la  Gran  nrctaña,  en 
ides  Boeder  Lust,  i  en  circunstancias 
i  embargo  de  las  propiedades  holande- 
m  de  guerra.  La  conducta  de  Holanda, 
te,  debía  mirarse  como  una  declaración 
fueron  confirmados  i  sancionados  por 
jue  sobrevino  después.  «La  detención 
arácter  equívoco,  i  si  la  controversia 
1  avenencia  amigable,  aquel  procedi- 
i'ertido  en  un  mero  embargo  civil,  i 
.a  avenencia  hubiera  obrado  retroacti- 
suerte,  sobreviniéndola  guerra,  da  un 
go,  qne  deja  de  ser  desde  este  momento 
ptible  dedos  intorpretaeiones  diversas, 
lida  de  hostilidad  ab  initio.  Los  efec- 
ya  mirarse  como  propiedad  do  personas 
rías  i  rehusado  resarcirlas.  Este  es  un 
no  interviene  contrato  expreso  para  la 
lad  embargada  antes  do  la  declaración 
ú  caso  del  Herstelder,  declaró  el  mia- 
lo  las  hostilidades  no  comenzaba  a  la 
formal,  porque  ésta  se  aplicaba  ontón- 
atroartiva.»'  Lord  Manslíeld  expresó 
unal  del  Bancodul  Reí:  «Todos  los  bu- 
etenidos  en  nuestros  puertos  al  tiempo 
Lierra,  para  confiscarse  después,  sí  no 

peso  de  las  autoridades  que  Iiaí  a  favor 
tnigna  interpretación  de  las  reglas  del 


.aw,  tomo  I,  pajinas  416.  417. 
arto  I,  locoion  3. 
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derecho  iaternacional  sobre  esta  materia,  la  cuestión,  dico  un 
publicista  americano,  está  ya  decidida  en  sentido  contrario  por 
los  tribunales  de  este  pais,   los  cuales  han  declarado,  como 
principio  incontrovertible,  que  la  guerra  autoriza  al  soberano 
para  apresar  las  personas  i  confíscar  las  propiedades  del  ene* 
migo  en  cualquiera  parte  que  se  encuentren^  i  que  las  mi- 
tigaciones de  esta  rijida  máxima,  introducidas  por  la  sabia  i 
humana  política  de  los  tiempos  modernos,  podían  influir  mas  o 
menos  en  el  ejercicio  del  derecho,  pero  no  podian  menoscabar- 
lo. Las  naciones  comerciales  tienen  siempre  una  gran  cantidad 
de  efectos  i  valores  en  manos  del  extranjero.  Si  sobreviene 
un  rompimiento,  la  conducta  que  debe  observarse  con  las  pro- 
piedades enemigas  existentes  en  el  territorio  propio,  es  mas 
bien  una  cuestión  de  política  que  de  estricta  justicia,  i  su  reso- 
lución no  compete  a  los  juzgados.  El  derecho  do  apresarlas 
existe  en  el  congreso;  i  sin  un  acto  Icjislativo  que  autorice  su 
confíscacion,  están  bajo  el  amparo  de  la  leí.»* 

De  todos  modos,  el  lenguaje  ofícial  i  la  práctica  de  los  di- 
versos estados  no  han  sido,  por  lo  tocante  al  embargo  de  las 
mercaderias  enemicjas  al  estallar  la  guerra^  bastante  uni- 
formes para  deducir  de  ello  una  regla  cualquiera,  i  mucho 
menos  la  regla  que  parece  dictada  por  el  interés  del  comercio. 
Las  personas  han  sido  mas  jeneralmonte  respetadas. 

Las  deudas  contraídas  por  los  ciudadanos  propios  con  los 
subditos  de  la  potencia  enemiga  antes  de  la  declaración  de 
guerra,  deben  naturalmente  sujetarse  a  la  misma  regla  que  las 
propiedades  enemigas  tanjibles.  El  derecho  de  confiscarlas  ha 
sido  reconocido  por  los  moralistas  de  la  antigüedad,  entre  ellos 
Cicerón,  por  las  leyes  civiles  romanas,  por  Grocio,  Puffondorf, 
Bynkcrshoeck,  etc.  Hasta  mediados  del  siglo  XVIII,  se  puede 
decir  que  la  opinión  estaba  jcneralmente  a  su  favor.  Hoi  dia 
prevalece  entre  los  escritores  el  dictamen  contrario;  i  aunque 
los  juzgados  de  Norte  América  han  sostenido  terminantemente 
la  existencia  del  derecho,  sujetando  su  ejercicio,  como  en  el 
caso  anterior,  a  la  decisión  de  la  lejislatura,  han  admitido  al 

*  Kent,  ibídcni. 


DHRBCna  ENTSn  NACIONAL 

)o  que  la  práctica  universal  era  abstenerse  de 

)  podemos  dududr:  1.°  que  las  naciones  civiliza- 
ovocaclo  expresamente  el  derecho  de  eonliscacion 
Klades  i  créílitos  del  enemigo  existentes  en  el 
1  época  del  rompimiento;  2,"  que  la  opinión  pú- 
lecididamente  contraria  al  ejei-cicio  de  semejante 
,'  que  los  gobiernos  mismos  lo  consideran  como 
permanentes  i  mas  esenciales  intereses. 
1  mas  autorizada  es  conceder  a  los  enemigos  un 
(lo  para  que  dispongan  de  sus  efectos  i  verifiquen 

cual  se  hace  jeneralmente  en  la  declaración  de 
lersonas  o  bienes  no  se  apresan  o  embargan,  sino 

de  talion  o  do  segundad,  cuando  las  personas  o 
ciudadanos  propios  han  sido  detenidos  en  el  te- 
igo,  o  fundadamente  se  teme  que  lo  sean.  Algu- 

les  permite  permanecer  en  el  país  durante  la 
tando  sus  ocupaciones  ordinarias.  En  fin,  por  lo 
ontratos  entre  los  subditos  de  los  dos  beligerantes, 
mina  o  suspende  su  ejecución;  i  los  derechos 
le  la  terminación  o  suspensión  no  ha  extinguido 
antes,  pueden  hacerse  valer  en  los  tribunales, 
restablece  la  paz. 


ierra"  pone  fin  a  todo  trato,  a  toda  comunicación 
erantes,  no  solo  termina  o  suspende  la  ejecución 
existentes,  sino  que  hace  de  todo  punto  nulos 
los  particulares  de  las  dos  naciones,  sin  permiso 
I  respectivos  soberanos,  celebren  entre  sí  durante 

letrina  de  los  tribunales  ingleses,  ningún  contrato 


líenlo,  su  ha  compendiado  la  doctrina  do  Chitty  (Com- 
íolitmcn  I,  capitulo  8,  sección  1)  i  do  Kent  (Comcnía- 
oc'ion  3), 
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hecho  por  un  subdito  con  un  enemigo  en  tiempo  de  guerra, 
puede  ser  reconocido  i  llevado  a  efecto  por  una  judicatura  bri- 
tánica, aunque  se  intente  la  acción  después  de  restablecida  la 
paz;  de  manera  que  si  A,  subdito  de  la  nación  enemiga,  tenien- 
do valores  en  poder  de  B,  subdito  británico  residente  en  la 
Gran  Bretaña,  jira  una  libranza  contra  B,  a  favor  de  C,  subdito 
británico  residente  en  país  enemigo,  i  éste,  restablecida  la  paz, 
demanda  a  B,  se  ha  decidido  que  es  inadmisible  la  acción. 

El  seguro  de  ima  propiedad,  la  remesa  de  fondos  en  letras  o 
dinero,  en  una  palabra,  la  constitución  de  todo  derecho  entre 
los  subditos  de  los  dos  belijerantes,  son  actos  ilícitos  que  no 
producen  ningún  efecto  en  juicio,  i  la  prohibición  se  extiende 
aun  a  las  comunicaciones  que  se  hacen  indirectamente  o  por 
rodeo,  es  decir,  por  la  intervención  de  terceros.  El  valerse, 
pues,  de  un  puerto  neutral  en  las  expediciones  de  ida  o  vuelta, 
con  el  objeto  de  disfrazar  el  comercio  con  el  enemigo,  no  le 
da  un  carácter  lejítimo. 

Déla  inhabilidad  de  los  belijerantes  i  de  sus  respectivos  ciu- 
dadanos para  comerciar  entre  si,  es  consecuencia  precisa,  quo 
aun  los  contratos  anteriores  a  la  guerra,  si  no  son  susceptibles 
de  suspenderse,  quedan  terminados  por  ella.  De  aquí  es  que 
las  compañías  de  comercio,  compuestas  de  socios  que  a  virtud 
del  estado  de  guerra  se  hallan  en  la  relación  do  enemigos,  so 
disuelven  inmediatamente,  a  diferencia  de  otros  contratos  que 
solo  se  suspenden  para  revivir  a  la  paz. 

Vn  ájente  neutral  empleado  por  un  subdito  en  operaciones 
de  comercio  con  el  enemigo,  no  les  da  un  carácter  legal  que 
exima  de  confiscación  las  mercadorías.  Pero  pueden  mui  bien 
los  neutrales  trasferir  a  los  subditos  la  propiedad  de  sus  bu- 
ques i  cargas,  surtos  en  aguas  enemigas,  sin  que  la  localidad 
de  los  buques  haga  ilícita  la  traslación;  bien  entendido  que  los 
comerciantes  domiciliados  en  territorio  enemigo,  a  cualquiera 
nación  que  pertenezcan,  no  se  consideran  bajo  este  respecto 
como  neutrales. 

Tan  ríjida  es  en  este  punto  la  práctica,  que  no  se  permite  a 
los  ciudadanos  extraer  de  país  enemigo  sus  propiedades  sin 
permiso  especial,  i  la  infracción  de  esta  regla  las  sujeta  a  con- 
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Esta  prohibición  de  comerciar  con  el  enemigo  comprende,  i 
aun  con  mayor  severidad,  a  los  carteles  o  buques  parlamen- 
tarios que  se  emplean  en  el  canje  o  rescate  de  los  prisioneros 
de  guerra,  i  sujeta  a  la  pena  de  confiscación  todo  comercio  que 
se  baga  a  bordo  de  estos  buques  sin  expreso  permiso  de  uno  i 
otro  bclijerante.  El  interés  do  la  humanidad  cxije  (¡ue  no  so 
abuse,  para  objetos  de  especulación  mercantil,  do  las  limita* 
das  comunicaciones  que  las  leyes  de  la  guerra  permiten  con  el 
enemigo,  i  que  tan  necesarias  son  para  templar  de  algún  modo 
sus  horrores  i  acelerar  su  fin. 


Hope,  Dodson's  Reports,  I,  pajina  226^  i  Wheaton,  Elementos,  parte 
IV,  capítulo  3,  §  13. 


DCHO.  INT. 


-Tí' 


CAPÍTULO    III 

De  las  hostilidades  en  Jeneral,  1  de  las  liostilidades 

contra  las  personas 

i.  Hostilidades  en  jeneral;  derecho  de  los  particulares  en  la  gnierra. 
— %  Principio  relativo  a  todo  jénero  de  hostilidades. — 3.  Cómo  so 
debe  tratar  al  enemigo  que  se  rinde.—4.  Al  enemigo  que  por  su 
edad,  sexo  o  profesión  no  opone  resistencia. — 5.  I  a  los  prisioneros 
de  guerra. ~6.  Miramiento  particular  a  la  persona  de  los  soberanos 
i  jefes. — 7.  Modos  de  hostilidad  ilícitos. 

1 

No  solamente*  es  privativo  del  soberano  determinar  i  de- 
clarar la  guerra,  sino  dirijir  las  operaciones  de  ella. 

Los  subditos,  según  Vattcl,  no  pueden  cometer  hostilidades 
sin  orden  del  soberano,  si  no  es  en  el  caso  de  una  necesaria 
defensa.  La  orden  del  soberano  es  jeneral  o  particular.  La  pri- 
mera se  dirijo  a  la  nación  toda.  Las  declaraciones,  maniñestos 
i  proclamas,  que  hablan  a  todos  los  habitantes  notificándoles 
el  estado  de  guerra,  i  exhortándolos  a  sostener  los  derechos 
de  la  patria  o  a  repulsar  al  enemigo  que  la  invade,  son  órdenes 
jenerales.  Las  órdenes  particulares  se  comunican  a  los  jefes 
militares,  a  los  oficiales,  soldados,  armadores  i  guerrilleros. 
Las  órdenes  jenerales,  según  el  escritor  citado,  no  nos  facul- 
tan sino  para  detener  las  personas  i  propiedades  enemigas  que 
Tienen  a  nuestro  poder;  de  manera  que,  cuando  los  paisanos 
cometen  actos  de  hostilidad  sin  comisión  pública,  se  les  trata 
como  ladrones  i  bandidos;  lo  cual  no  se  opone  a  que  se  presu- 


Se  ha  compendiado  la  doctrina  de  Vattel,  libro  III,  capítulo  15. 
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mos  casos  la  autorización  titíl  sobera- 
II  una  comisión  tácita;  verbigracia, 
i  ciudad  ocupada  por  el  enemigo  se 

so  al  pié  de  la  letra  las  expresiones 
o  en  las  declaraciones  de  guerra  i 
nandando  a  los  ciudadanos  correr  a 
ha  dado  a  este  lenguaje  una  inter- 

enta  que,  «si  los  subditos  tienen  ne- 
soberano  para  hacer  la  guerra,  no  ea 
:ac¡on  para  con  el  enemigo,  porque 
a  nación  toma  las  armas  contra  otra, 
los  los  individuos  de  ésta,  i  los  auto- 
lué  razón  tendría,  pues,  para  qucjar- 
0  las  personas  privatlas  cometiesen 
irior?  Asi  que,  la  regla  de  que  habla- 
.1  dereclio  público  jeneral,  que  al  de- 
ntó diclio, » 

solo  el  soberano  está  autorizado  a 
:uando,  cometiendo  hostilidades  sin 
na  de  las  leyes  esenciales  de  toda  so- 

hostilidíides,  aunque  opuestas  a  la 
wligrosas,  no  son  actos  do  latrocinio 
ren  deben  ser  tratados  como  bandi- 
a  conducta  atixiz  o  péríida,  contraria 
s  de  la  i;isticia  natural  i  del  derecho 
jnemigos  del  jénoro  humano.  Fuera 
)  el  otro  beligerante  puedo  extender- 
leOcio  de  las  leyes  mitigadas  do  la 
an  entre  los  puel)los  cultos, 
ücho  que,  por  lo  tocante  al  enemigo, 
;chas  por  personas  privadas  sin  co- 
íi  se  ba  discutido  varias  veces  en  la 
dos  Unidos  de  América,  la  cual  ha 
Icl  derecho  de  jontes,  que,  si  los  súb- 

enemigas  sin  autoridad  del  sobera- 
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no,  SO  exponen  a  ser  castigados  por  éste,  pero  no  infrinjcn 
ninguna  de  las  leyes  de  presa,  i  el  enemigo  no  tiene  razón  para 
considerarlos  como  delincuentes.* 


El  fin  lejítimo**  de  la  guerra  da  derecho  a  los  medios  nece- 
sarios para  obtenerlo;  todo  lo  que  pasa  de  este  límite,  es  con- 
trario a  la  lei  natural.  I  aunque,  según  esta  máxima,  el  derecho 
a  tal  o  cual  acto  de  liostilidad  depende  de  las  circunstancias, 
i  un  mismo  acto  puede  ser  lícito  o  nó  según  la  variedad  de  los 
casos,  sin  embargo,  como  es  difícil  sujetar  a  reglas  precisas  la 
exijencia  do  cada  caso,  i  por  otra  parte  al  soberano  solo  es  a 
quien  toca  juzgar  de  lo  que  su  situación  particular  le  permite, 
es  menester  que  las  naciones  adopten  principios  jenerales  que 
dirijan  en  esto  punto  su  conducta.  Si  un  acto,  pues,  conside- 
rado en  su  jeneralidad,  es  necesario  para  vencer  la  resistencia 
del  enemigo  i  alcanzar  el  objeto  de  una  guerra  lejítima,  debe- 
rá tenerse  por  lícito  según  el  derecho  do  jcntes,  sin  embargo 
de  que,  empleado  sin  necesidad,  i  cuando  medios  mas  suaves 
hubieran  sido  suficientes,  sea  criminal  ante  Dios  i  en  la  con- 
ciencia. 

Tratándose  en  la  guerra  do  obligar  por  la  fuerza  al  que  no 
quiere  oír  la  voz  de  la  justicia,  tenemos  el  derecho  de  ejecutar 
contra  nuestro  enemigo  todo  aquello  que  fuere  necesario  para 
debilitarle  i  hacerle  incapaz  de  sostener  su  iniquidad,  i  pode- 
mos valemos  de  los  medios  mas  eficaces  de  lograrlo,  siempre 
que  no  sean  ilícitos  en  sí  mismos  i  contrarios  a  la  lei  natural. 

De  este  principio,  deduciremos  primeramente  las  reglas  par- 
ticulares relativas  a  las  hostilidades  contra  las  personas. 


3 


El  enemigo***  que  nos  acomete  injustamente,  nos  obliga 
repulsar  su  violencia;  i  el  que  nos  opone  las  armas,  cuanc 


a 
cuando 


•  Kent,  parte  I,  lección  5. 

**  Vattel,  libro  III,  capítulo  8. 

*"  Vattel,  libro  III,  capítulo  8. 
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IOS  justicia,  se  hace  verdadoro  aijpesor.  S¡  en  esto 
rio  <le  la  fuerza  llega  el  caso  de  matarle,  so  lo  dolie 
sí  mismo;  pues  si  para  no  atentar  contra  au  vida, 
s  de  tolerar  sus  injurias,  los  hueuos  serían  constan- 
etimas  de  los  malos.  Tal  es  el  onjen  del  derecho  do 
memigo  en  una  guerra  lejítíma,  entendiendo  por 
10  solo  al  primer  autor  de  la  guerra,  sino  a  todos  los 
ten  por  au  causa. 

a(|uí  también  se  sigue  que,  desdo  el  punto  que  ui) 
1  somete,  no  es  lícito  quilarle  la  vida.  Debemos,  pues, 
1  a  todos  los  que  rinden  las  armas  en  el  combate,  i 
ida  salva  a  la  guarnición  que  capitula. 
I  caso  en  que  se  puedo  rehusar  la  vida  al  enemigo 
le,  i  toda  capitulación  a  una  plaza  que  so  halla  en 
ixtromidad,  es  cuando  e!  enemigo  se  ha  hecho  reo 
!0-S  enormes  contra  el  derecho  de  jentes:  la  muerte 
í  necesaria  como  una  segundad  contra  la  re]>eticion 
;  pero  esta  pena  no  sería  justa,  sino  cuando  recayese 
erdaderoa  delincuentes.  Si  semejantes  actos  fuesen 
en  la  nación  enemiga,  todos  sus  individuos  partici- 
5ncoa  del  reato,  i  el  castigo  podria  caer  iadefinida- 
re  cualquiera  de  ellos.  A?ii,  cuando  guerreamos  con 
feroz  que  no  da  cuartel  a  los  vencidos  i  no  observa 
na,  es  licito  escarmentarle  en  la  persona  do  los  pri- 
ue  le  hacemos,  porque  solo  con  esta  rigoro$a  tneili- 
s  proveerá  nuestra  seguridad,  obligándole  a  variar 
;a. 

eral  enemigo  acostumbra  matar  a  los  renditli)s  o  co- 
3  actos  de  atrocidad,  podemos  notificarle  que  trata-' 
mismo  modo  a  los  suyos;  i  si  no  varía  de  conducta, 
ble  el  talion.  La  frecuencia  de  estos  actos  hace  a  los 
articipantes  de  la  responsabilidad  del  jefe, 
ílo  XVII,  se  crcia  contrario  a  las  leyes  de  la  guerra 
na  plaza  hasta  la  última  extremidad  sin  esperanza 
,,  o  atreverse  en  un  puesto  débil  a  hacer  cara  a  un 
il;  i  por  consiguiente  se  daba  la  muerte  al  coman- 
n  se  pasaba  la  tropa  a  cuchillo,  como  culpables  da 
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una  inútil  efusión  de  sangre.  Pero  este  es  un  punto  de  que  el 
enemipfo  no  puede  ser  juez  imparcial.  Esta  porfiada  resisten- 
cia ha  salvado  muchas  veces  plazas  cuya  conservación  parecía 
totalmente  desesperada;  por  otra  parte,  deteniendo  las  armas 
enemigas  da  tiemjx)  a  la  nación  invadida  para  juntar  i  poner 
en  movimiento  sus  fuerzas.  No  se  debe,  pues,  mirar  como  ente- 
ramente inútil  la  resistencia;  i  es  mucho  mas  conforme  a  la 
razón  la  práctica  que  hoi  rije,  no  solo  de  perdonar  la  vida,  sino 
de  conceder  todos  los  honores  de  la  f^uerra  al  ¡efe  i  tropa  en 
tales  casos.  Una  conducta  contraria  so  reprobaría  como  cruel  i 
ati*oz;  i  la  intimación  de  la  muerte  con  el  objeto  do  intimidar 
a  los  sitiados,  pasaría  por  un  insulto  bárbaro. 

Cuando  se  rinde  una  plaza,  se  acostumbra  castigar  con  la 
pena  de  muerte  a  los  desertores  que  se  encuentran  en  ella,  a 
menos  cf uc  se  haya  capitulado  lo  contrario;  pero  es  porque  se 
les  consivlera  como  ciudadanos  traidores  a  su  patria,  no  como 
enemigos.  Es  común  en  las  capitulaciones  conceder  al  jefe 
que  evacúa  una  plaza  la  facultad  de  sacar  cierto  número  de 
carros  cubiertos,  de  los  cuales  se  sirve  para  ocultar  a  los  de- 
sertores i  salvarlos. 

4 

Las  mujeres,*  niños  i  ancianos,  los  heridos  i  enfermos,  son 
enemigos  que  no  oponen  resistencia,  i  por  consiguiente  no  hai 
derecho  de  quitarles  la  vida,  ni  de  maltratarlos  en  sus  perso- 
nas mientras  que  no  toman  las  armas.  Lo  mismo  se  aplica  a 
los  ministros  del  altar  i  a  todas  las  profesiones  pacificas.  Una 
severa  disciplina  debo  reprimir  los  actos  de  violencia  a  que  se 
abandona  la  soldadesca  desenfrenada  en  las  plazas  que  se  to- 
man por  a.salto.  Pero  en  nue.stros  días  hemos  visto  demasiadas 
veces  violada  esta  regla. 

Después  de  un  combate,  debe  e!  vencedor  cuidar  de  los  heri- 
dos que  el  enemigo  deja  en  el  campo  de  batalla.  Las  leyes  de 
la  humanidad  i  las  del  honor  vedan  matarlos  o  desnudarlos. 
Se  ajustan  a  veces  armisticios  para  enterrar  a  los  muertos  i 
trasportar  a  los  heridos. 


*  Vattcl,  ibtdem;  Schmalz,  libro  VI,  capítulo  3. 
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Cuando  se  espera  reducir  una  plaza  por  hambre,  se  rehusa 
dejar  salir  las  bocas  inútiles.  Vattol  cree  que  las  leyes  de  la 
guerra  autorizan  esta  conducta.  Otros  escritores  la  condenan 
como  un  resto  de  barbarie. 


Aunque  las  leyes  estrictas  de  la  guerra  permiten  hacer  pri- 
sioneras a  toda  clase  de  personas  con  el  objeto  de  debilitar  al 
enemigo,  entre  las  naciones  civilizadas  no  tiene  ya  lugar  esta 
práctica,  sino  con  los  individuos  que  manejan  las  armas;  si  al- 
guna vez  se  extiende  a  otros,  es  menester  que  haya  razones  plau- 
sibles, que  hagan  necesario  este  rigor/ 

No  es  lícito  matar  a  los  prisioneros,  sino  en  los  casos  extre- 
mos, cuando  su  conocida  disposición  a  la  resistencia,  o  el  apa- 
recimiento de  una  fuerza  enemiga,  que  viene  a  librarlos,  hace 
imposible  o  peligrosa  su  guarda.  Solo  la  mas  imperiosa  nece- 
sidad pudiera  justificar  diferente  conducta.** 

El  antiguo  derecho  de  jentes  autorizaba  para  esclavizar  a 
los  prisionci'os.  Esta  era  una  de  las  compensaciones  que  daba 
la  guerra  a  la  nación  injuriada.  La  influencia  benéfica  de  la  re- 
lijion  cristiana  ha  hecho  desaparecer  esta  costumbre.  Se  les 
4ctíene,  pues,  hasta  la  terminación  de  la  guerra,  o  basta  que 
por  mutuo  consentimiento  se  ajusta  un  convenio  de  canje  o 
rescate. 

En  otro  tiempo,  los  prisioneros  estaban  obligados  a  rescatar- 
se, i  el  rescate  pertenecía  a  los  oficiales  o  soldados  que  se  habían 
apoderado  de  sus  personas  en  la  guerra.  Do  esta  costumbre, 
se  ven  muchos  ejemplos  en  la  edad  feudal.  La  de  los  tiempos 
modernos  es  mas  suave.  El  estado  que  no  puede  conseguir 
durante  la  guerra  la  libertad  de  los  ciudadanos  que  han  caído 
en  poder  del  enemigo,  la  obtiene,  a  lo  menos,  por  medio  del 
tratado  de  paz. 


*  En  este  i  los  siguientes  artículos  del  presente  capítulo,  so  ha  se- 
guido principalmente  a  Vattcl,  libro  IIl,  capítulo  8;  a  Schmalz,  libro 
VI,  capítulo  3;  i  a  Whcaton,  parte  I,  capítulo  2,  |§  1,  2,  3,  4. 

**  Rutherforth,  libro  II,  capítulo  9,  §  15. 


DE  LAS  HOSTILIDADES  EN  JENERAL  !f  7 


Se  retienen  a  veces  los  prisioneros  para  obtener  de  su  sobe- 
rano la  satisfacción  de  una  injuria  como  precio  de  su  lil)ertad. 
No  estamos  entonces  obliíjados  a  soltarlos,  sino  después  de  ha- 
ber sido  satisfechos. 

Se  pueíle  asegurar  a  los  prisioneros  do  guerra,  encerrarlos 
i  aun  atarlos  si  se  teme  que  so  levanten.  No  es  lícito  maltra- 
tarlos de  otro  modo,  a  no  ser  en  pena  de  algún  crimen.  En  los 
oficiales,  so  considera  como  suficiente  seguridad  su  palabra  de 
no  salir  de  cierto  distrito,  o  de  no  tomar  las  armas  mientras 
dura  8U  condición  de  prisioneros,  i  en  este  último  caso,  suele 
dárseles  la  facultad  de  ir  a  residir  donde  gusten  i  aun  en  su 
misma  patria.  La  infidelidad  en  el  cumplimiento  de  este  empe- 
ño sagrado,  no  solo  es  una  fea  mancha  en  el  honor,  sino  un 
rimen  contra  la  humanidad,  porque  es,  en  cuanto  depende 
del  oficial  infiel,  desacreditar  la  palabra  de  los  demás  in- 
dividuos que  se  hallen  en  una  situación  semejante,  hacer 
necesaria  su  confinación,  i  agravar  las  calamidades  de  la 
¿ruorra. 

Es  injusto  forzar  o  seducir  a  un  prisionero  do  guerra  a  ser- 
vir bajo  las  banderas  de  su  enemigo  o  de  una  tercera  potencia. 
Lo  que  lleva  consigo  un  individuo,  no  pasa  al  que  le  hace 
prisionero,  sino  en  cuanto  el  apresador  se  apodera  actualmente 
de  ello.  Pero  en  el  dia  se  mira  como  una  acción  villana  despo- 
jarle; a  lo  menos,  un  oficial  se  deshonraría  si  le  quitase  la  me- 
nor cosa.  Los  soldados  franceses  qiio  en  la  batalla  de  Rocoux 
apresaron  a  un  jeneral  ingles,  solo  creyeron  tener  derecho  pa- 
ra tomar  sus  armas.* 

Es  necesario  proveer  al  mantenimiento  de  los  prisioneros; 
pero  no  es  obligatorio  suministrarles  objetos  de  lujo  o  do  pura 
comodidad.  Lo  que  se  gasta  en  ellos,  es  por  cuenta  del  sobera- 
no enemigo;  i  en  la  paz,  i  aun  durante  la  guerra,  suelen  los 
belijerantes  saldar  entre  sí  estos  gastos.  Mas  la  demora  en  pa- 
gar un  saldo  no  sería,  después  de  hecha  la  paz,  motivo  sufi- 
ciente para  detener  a  los  prisioneros,  pues  éstos  no  son  respon- 
sables do  las  deudas  de  sus  soberanos. 


•  Vattel.  libro  III,  capítulo  17,  §  285. 


IBCIIO  tNTKH NACIONAL 


)3  cíe  Europa,  i  aun  entre  loa  jencrales, 
don  tácita  de  respetarse  mutuamente 
■  sude  enviar  algunas  veces  proviniom'!» 
es  costumbre  no  hacer  fuego  hacia  la 
í  jeneral  enemigo.  Pero  esta  eapecie  do 
es  obligatoria,  i  nada  tendría  de  razo- 
0  im  tirano  que,  por  contentar  au  am- 
na.loH  pueblos. 


iiinar  si  se  puede  emplear  toda  especie 
i  vida  a  un  enemigo. 
ato  en  la  guerra?  Primeramente  del>e- 
1  de  este  palabra,  distinguiendo  el  aae- 
loppresas  que  el  estado  de  guerra  hace 
r  ejemplo,  en  el  campo  enemigo  por  la 
enda  del  príncipe  o  jeneral  i  matarle, 
tierra  lejítima.  El  ejecutor  de  un  hecho 
id,  para  llevarlo  a  cabo,  de  mucho  va- 
,  i  se  e:ipone  a  ser  tratado  con  la  ma- 
emigo,  on  (¡uien  es  lícito  escarmentar 
8  atrevidos  que  emplean  tan  peligrosos 
mejor  no  hacer  uso  de  ninguna  eape- 
íiga  al  enemigo  en  la  precisión  de  em- 
inariamente  severas  para  precaverla, 
ato  el  que  ae  comete  alevosamente,  em* 
tus  del  mismo  a  quien  se  da  la  muerte 
índunus  de  emisarios  que  se  introducen 
istcrrados  que  bu-i^can  asilo,  como  men- 
no  extranjeros.  La  frecuente  repetición 
ulos  introcluciria  la  desconfianza  mu- 
1  las  relaciones  sociales,  i  sobre  todo, 
ibles  en  las  comunicaciones  entre  los 
que  la  opinión  unánime  del  jiínero  hu- 


D£  LAS  HOSTILIDADES  EN  JENERAL  '219 


mano,  los  ha  vedado  bajo  las  mas  severas  penas,  i  los  ha  tiz- 
nado con  la  nota  de  infamia. 

£i  envenenamiento  es  aun  mas  odioso  que  el  asesinato  a 
hierro,  porque  sus  efectos  serian  mas  inevitables,  i  por  consi- 
guiente mas  funestos  al  jénero  humano.  I  si  este  modo  de  hos- 
tilidad es  justamente  detestado,  aun  cuando  el  veiieao  se  em- 
plea contra  determinadas  personas,  ¿qué  será  cuando  se  admi- 
nisti*a  en  las  fuentes  i  pozos,  haciendo  recaer  la  destrucción,  no 
solo  sobre  los  enemigos  armados,  sino  sobre  las  personas  mas 
inocentes?  El  uso  de  armas  enherboladas  es  mas  tolerable, 
porque  en  él  no  hai  alevosía  ni  clandestinidad.  Sin  embargo, 
está  proscrito  entre  las  naciones  cultas.  Son  patentes  las  per- 
niciosas consecuencias  que  resultarían  de  poner  en  manos  de 
los  soldados  un  medio  de  destrucción,  de  que  es  tan  fácil  abu- 
sar. Por  otra  parte,  si  es  preciso  herir  al  enemigo,  no  lo  es  que 
muera  inevitablemente  de  sus  heridas:  una  vez  que  se  le  ha  in- 
liabiUtado  para  volver  en  algún  tiempo  a  tomar  las  armas,  se  ha 
alcanzado  todo  lo  que  el  derecho  de  la  guerra  concede  sobre 
su  persona.  En  fin^  el  uso  de  armas  envenenadas,  haciendo 
mortal  toda  herida,  da  a  la  guerra  un  carácter  infructuosamen- 
te cruel  i  funesto,  porque,  si  el  uno  do  los  belijerantes  enherbo- 
la sus  armas,  el  otro  imitará  su  ejemplo,  i  la  guerra  será  igual- 
mente costosa  a  los  dos. 

Se  pueden  cegar  las  fuentes  i  turcer  el  curso  de  las  aguas, 
con  el  objeto  de  obligar  al  enemigo  a  rendirse.  Cortar  los  di- 
ques para  inundar  una  extensión  considerable  de  país,  hacienda 
perecer  a  los  moradores  inocentes  que  no  han  podido  prever 
esta  calamidad,  es  un  acto  horrible,  que  solo  podria  disculpar- 
se alguna  vez  para  protejer  la  retirada  de  un  grande  ejército, 
i  habiendo  precedido  una  intimación  al  enemigo. 


■^í^»Pí3r  =«nn!v^?;T3W5: . 
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CAPÍTULO  IV 

De  las  hostilidades  contra  las  cosas  del  enemigo  en  la  guerra 

terrestre 

1.  Máximas  jeneralcs. — 2.  Diferencia  entre  las  hostilidades  marítimas 
i  las  terrestres. — 3.  Regla  relativa  a  las  hostilidades  terrestres:  con- 
tribuciones.— 4.  Botin  que  suele  permitirse  al  soldado. — 5.  Tala.— 
5.  Destrucción  de  propiedades  públicas  i  privadas. — 7.  Salvaguar- 
dias.—8.  Derecho  de  postliminio, 

1 

El  derecho  estricto  de  la  guerra*  nos  autoriza  para  quitar  al 
enemigo,  no  solamente  las  armas  i  los  demás  medios  que  tenga 
de  ofendernos,  sino  las  propiedades  públicas  i  particulares, 
ya  como  sati.staccion  de  lo  que  nos  debe,  ya  como  indemniza- 
ción de  los  gastos  do  la  guerra,  ya  para  obligarlo  a  una  paz 
equitativa,  ya  en  firi  para  escarmentarle  i  retraerlo  a  él  i  a 
otros  de  injuriarnos. 

Se  llama  conquista  la  captura  bélica  del  territorio,  bothi  la 
de  las  cosas  muebles  en  la  guerra  terrestre,  i  el  nombre  de 
presa  se  aplica  particularmente  a  las  naves  i  mercaderías 
que  so  quitan  al  enemigo  en  el  mar.  El  derecho  de  propiedad 
sobre  todas  e.stas  cosas  pertenece  inmediatamente  al  soberano, 
que,  reservándose  el  dominio  eminente  de  la  tierra,  suele  dejar 
a  los  captores  una  parte  mas  o  menos  considerable  de  los  efec- 
tos apresados. 

El  derecho  de  apropiarnos  las  cosas  de  nuestro  enemigo 
incluye  el  derecho  de  destruirlas.  Pero,  como  no  estamos  auto- 

*  En  este  capítulo,  he  seguido  principalmente  a  Vnttel,  libro  III, 
capítulo  9^  I  i. 
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)s  a  hacer  mas  dafio  de!  n^^^sario  para  obtener  el  iin  !«• 
I  de  la  guerra,  es  c!aro  que  nr)  debemos  destruir  sino 
lo  do  que  no  podemos  privar  al  enemigo  de  otro  modo, 
uees  conveniente  privarle;  aquello  que  tomado  no  puede 
arso,  i  que  no  es  posible  dejar  en  pié  sin  perjuici*  de  las 
sioncB  militares.  Si  traspasamos  alguna  vez  estos  limi- 
i  solo  cuando  el  enemigo,  ejerciendo  el  dc-recbo  de  cap- 
ón demasiada  dureza,  nos  obliga  a  talionar  para  contener 


práctica  de  las  naciones  civilizadas  ha  introducido  una 
ncia  notable  entre  las  hostilidades  que  so  hacen  por  líe- 
las que  se  hacen  por  mar,  relativamente  al  derecho  de 
ra.  Kl  objeto  do  una  guerra  marítima  es  debilitar  o  ani- 
'el  comercio  i  navegación  enemiga,  como  fundamentos 
¡XHler  naval.  El  apresamiento  o  destrucción  do  las  -pro- 
les privadas  se  considera  necesario  para  lograr  este  fín. 
en  la  guerra  terrestre  se  tratan  con  mucho  menos  rigor 
3nes  de  los  particulares,  como  vamos  a  ver.* 


pillaje  del  campo  í  de  los  pueblos  indefensos  se  ha  susti- 
en  los  tiempos  modernos  el  uso,  intinitamento  mas  igual 
lano,  de  imponer  moderadas  contribuciones  a  las  cíuda- 
provincias  que  se  conquistan.  Se  ocupa,  pues,  el  terríto> 
ja  con  el  objeto  de  retenerlo,  o  de  obligar  al  enemigo  a 
;.  Se  toman  igualmente  los  bienes  muebles  pertenecientes 
t)lico.  Poro  las  propiedades  privadas  se  respetan,  t  solo 
pone  a  los  particulares  el  gravamen  de  las  contribuciones 
e  acabo  de  hablar. 

án  sujetos  a  pagarlas,  no  solamente  los  ciudadanos,  sino 
■opíctarios  de  los  bienes  raíces,  aunque  sean  extranjeros; 
c,  siendo  estos  bienes  una  parte  del  territorio  nacional, 
jeños  so  deben  mirar  bajo  esto  respecto  como  miembros 

mt,  parte  I,  lección  5. 
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de  la  asociación  civil,  8¡n  embargo  de  que  biijo  otros  respectos 
BO  lo  sean.  Por  una  consecuencia  de  este  principio,  los  bienes 
raíc^  que  los  ciudadanos  de  un  estado  enemigo  ban  adquirido 
antes  de  la  guerra  en  nuestro  suelo,  se  miran  como  nacionales; 
i  reciprocamente  los  que  nuestros  ciudadanos  ban  adquirido 
en  el  territorio  enemigo  que  ocupamos  con  las  armas,  son 
rigorosamente  enemigos;  bien  que  está  al  arbitrio  del  conquis- 
tador moderar  el  uso  de  sus  derechos  a  beneficio  de  sus  com* 
patriotas  o  de  los  neutrales. 

Los  extranjeros  avecindados  poro  no  naturalizados  en  el 
país  enemigo,  se  miran  como  neutrales  por  lo  tocante  a 
los  efectos  de  comercio  i  bienes  muebles  que  posean,  a  me* 
nos  que  voluntariamente  hayan  tomado  parte  en  las  opera- 
ciones militares,  o  auxiliado  al  enemigo  con  armas,  naves  o 
dinero. 


Los  efectos  muebles  que  se  toman  a  un  individuo  armado, 
pueden  hacerse  propiedad  del  apresador.  A  los  habitantes  pa- 
cíficos se  permite  la  tranquila  posesión  de  sus  bienes  mediante 
el  pago  de  las  contribuciones  de  guerra.  Las  excepciones  a 
este  principio  son,  en  primer  lugar,  las  represalias,  que,  sin 
embargo,  serian  injustas,  si  solo  tuviesen  por  objeto  una  ven- 
ganza inútil.  En  segundo  lugar,  si  los  moradores  de  territorio 
que  ocupan  nuestras  armas,  lejos  de  conducirse  como  ciuda- 
danos pacifícos,  nos  hostilizan,  es  lícito  saquear  o  incendiar 
sus  habitaciones.  En  fin,  este  tratamiento  es  el  castigo  con  que 
se  conmina  i  se  escarmienta  a  los  que  resisten  el  pago  de  las 
contribuciones  de  guerra  o  de  otras  requisiciones  semejan- 
tes.* 

Se  permite  a  los  soldados  el  despojo  do  los  enemigos  que 
quedan  en  el  campo  de  batalla,  el  de  los  campamentos  forza- 
dos, i  a  veces  el  de  las  ciudades  que  se  toman  por  asalto.  Mas 
esta  última  práctica  es  un  resto  de  barbarie,  por  cuya  abolición 
elama  tiempo  há  la  humanidad,  aunque  con  poco   fruto.  El 


♦  Scfamalz^  libro  VI,  capítulo  3. 
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re  con  un  titulo  mucho  mas  justo  lo  que  toma  a 
ligas  en  laa  <Icscubiertaa  i  en  otros  jéneros  do 
to  las  armits,  municiones,  convoyes  de  provisión 
e  aplican  a  las  necesidades  del  ejército. 


rrasar  los  sembrados  de  que  el  enemigo  saca 
3  SU  Hulisiatencia,  no  lo  es  arrancar  las  viñas  i 
es  frutales,  porque  esto  sería  desolar  el  país  para 
i  causarle  estragos  que  no  son  necesarios  para 
e  la  guerra.  Semejante  conducta  parecería  mas 
r  el  rencor  i  por  una  doga  ferocidad,  quo  por  la 

verdad,  el  terrible  derecho  de  la  guerra  permite 
is,  saquear  los  pueblos,  llevar  por  todas  partea 
ego,  pero  solo  para  castigara  una  nación  injus- 
ira  oponer  una  barrera  a  las  incursiones  de  un 
a  es  posible  detener  de  otra  suerte.  El  medio  es 
■  qué  no  ha  de  emplearse  contra  el  enemigo, 
í  progresos,  cuando  con  osto  mismo  objeto  se 
I  partido  de  asolar  ol  territorio  propio?* 


odo  caso  respetar  los  templos,  los  palacios,  los 
lunumentos  nacionales,  loa  archivos,  en  suma, 
os  públicos  de  utilidad  i  adorno,  todos  aquellos 
no  se  puede  privar  al  enemigo  sino  destruyén- 
estrucuion  en  nada  contribuye  al  logro  del  fin 

le  Ias  plazaü,  es  permitido  quemar  los  suburbios.  Lo 
ar  n  los  parajes  on  quo  estalla  un  incendio,  para  que, 
estrago,  apresure  la  rendición.  Pero  no  deben  diri- 
os  campanarios,  salvo  que  la  guarnición  se  valga  de 
señales  o  para  otros  actos  do  hostilidad.  En  las  ciu- 
dcbo  tener  cuidado  de  parar  los  relojes  do  las  torres; 
le  la  rendición,  pertenecen  al  vencedor;  bien  que  es 
arlos. 1  (Schmalz,  libro  VI,  capítulo  4.) 
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lejítimo  do  la  guerra.  Lo  mismo  decimos  de  las  casas,  fábricas 
i  talleres  de  los  particulares.  So  arrasan,  pues,  los  castillos^ 
muros  i  fürtifícaeiojies,  pero  no  se  liace  injuria  a  los  edificios 
de  otra  cspcjíe,  antes  bien  se  toman  providencias  para  prote- 
jerlos  contra  la  furia  i  la  licencia  del  soldado.  No  es  i)ermit¡do 
destruirlos  o  exponerlos  al  estraijode  la  artillería,  sino  cuando 
es  inevitable  para  alguna  operación  militar.* 

En  el  bombardeo  de  una  ciudad,  es  difícil  no  hacer  mucho 
daño  a  los  edificios  públicos  i  a  las  casas  de  los  particulares. 
De  aquí  e.s  que  no  se  debo  proceder  a  semejante  extremidad, 
sino  cuando  es  imposible  reducir  do  otro  modo  una  plaza  im- 
portante, cuya  ocupación  puede  influir  en  el  suceso  de  la 
guerra. 

7 

Se  dan  salvaguardias  a  las  tierras  i  casas  que  el  invasor 
quiere  sustraer  a  los  estragos  de  la  guerra,  sea  por  puro  favor, 
o  a  precio  de  contribuciones.  Salvaguardia  es  un  piquete  de 
soldados  que  proteje  una  hacienda  o  casa,  notificando  a  los 
otros  individuos  o  cuerpos  de  su  nación  la  orden  del  jeneral, 
que  manda  no  se  le  haga  daño.  La  tropa  empleada  en  este 
servicio  de  beneficencia  debe  ser  inviolable  para  el  enemigo. 

8 

La  captura  bélica  nos  conduce  al  derecho  de  postliminio, 
Djuse  esto  nombre  al  derecho  por  el  cual  las  personas  o  cosas 

*  En  el  siglo  pasado,  so  miraba  todavía  como  una  barbarie  despojar 
los  palacios  del  enemigo,  tomando  los  muebles,  estatuas,  cuadros, 
trofeos  militares,  bibliotecas  i  otros  efectos  preciosos.  Federico  II,  en 
la  guerra  de  los  siete  años,  se  creyó  obIÍ£?ado  a  justificarse  de  haberse 
apropiado  ciertos  cuadros  do  la  galería  do  Dresde.  Recientemente  so 
ha  tenido  en  eso  menos  escrúpulo.  Los  franceses  pusieron  a  contribu- 
ción las  colecciones  de  los  países  que  invadieron,  con  la  mira  de  hacer 
a  su  patria  centro  de  las  ciencias  i  de  las  artes,  reuniendo  en  ella  todas 
las  preciosidades  que  la  victoria  ponia  a  su  alcance.  La  necesidad  en 
que  después  se  vieron  de  restituir  la  mayor  parte  do  esta  presa,  con- 
tribuirá tal  vez  a  restablecer  la  usanza  antigua  de  no  tocar  esta  clase 
de  objetos.  (Schmalz,  libro  VI,  capítulo  3.) 
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Con  respecto  a  las  cosas,  ha¡  diferencia:  o  se  trata  de  bienes 
raíces  o  de  bienes  muebles. 

La  adquisición  de  las  ciudades,  provincias  i  territorios  con- 
quistados por  un  belijeranto  al  otro,  no  se  consuma  sino  por 
el  tratado  de  paz,  cuando  en  él  se  confirman  las  adquisiciones 
del  uno  o  del  otro  belijeranto,  o  por  la  entera  sumisión  i  ex- 
tinción del  estado  cuyas  eran.  Antes  de  uno  de  estos  dos  even- 
tos, el  conquistador  tiene  meramente  la  posesión,  no  el  dominio 
del  territorio  conquistado;  de  modo  que,  si  lo  trasfiríese  a  un 
neutral,  no  por  eso  sufriría  menoscabo  el  derecho  del  otro  bo- 
lijerantc  para  recobrarlo  empleando  la  fuerza,  de  la  misma 
manera  que,  si  so  hallase  en  poder  de  su  enemigo,  í  recobran» 
dolo,  no  adquiriría  solamente  la  posesión,  sino  la  plena  propie- 
dad, que  podría  trasferir  a  quien  quisiese.  Lo  mismo  so  verifica 
respecto  de  las  cosas  i  heredades  privadas.  Si  el  conquistador 
confiscase  alguna  de  ellas,  i  la  enajenase  a  un  neutral,  recon- 
quistado el  territorio  o  restituido  por  el  tratado  de  paz,  rovivi- 
rian  los  derechos  del  propietario  antiguo,  a  menos  que  el  tra- 
tado contuviese  una  estipulación  contraria.   Asi,  pues,  por  lo 
que  respecta  a  los  bienes   raíces,  tanto  particulares  como 
públicos,  el  derecho  de  postliminio  solo  expira  por  el  tratado 
de  pass  o  por  la  completa  subyugación  del  estado. 

Mas,  en  esta  última  suposición,  se  preguntará  si  el  levanta- 
miento del  pueblo  subyugado  hace  revivir  el  derecho  de  postli- 
minio. 

Para  resolver  esta  cuestión,  es  necesario  distinguir  dos  casos. 
Ola  subyugación  presentad  aspecto  do  involuntaria  i  violenta 
i  entonces  subsiste  el  estado  de  guerra,  i  por  consiguiente,  el 
derecho  de  postliminio;  o  bien  el  dominio  del  conquistador  ha 
sido  lejitimado  por  el  consentimiento,  a  lo  menos  tácito,  de  los 
vencidos,  el  cual  se  presumo  por  la  pacífica  posesión  de  algu- 
nos años,  i  entonces  se  supone  terminada  la  guerra,  i  el  derecho 
de  postliminio  se  extingue  para  siempre.  Solo,  pues,  en  este 
segundo  caso  serán  válidas  las  enajenaciones  hechas  por  el 
conquistador  i  conferirán  un  verdadero  título  do  propiedad, 
que  en  ningún  evento  podrá  ya  ser  estorbado  ni  disputado  por 
los  antiguos  dueños. 
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Si  de  (los  potencias  aliadas  ha  sido  completamente  subyuga- 
da una,  i  la  otra  no  depone  las  armas,  subsiste  la  sociedad  de 
guerra,  i  con  ella  el  derecho  de  postliminio.  Si  sucediese, 
pues,  que  en  el  cur.so  de  la  guerra  recobrase  su  libertad  la  na- 
ción subyugada,  todos  los  territorios  i  casas  podrían  entonces 
ser  reivindicados  por  los  propietarios  antiguos. 

Con  respecto  a  los  muebles,  esmui  diferente  la  regla,  ya  por 
la  difícultad  de  reconocerlos  i  de  probar  su  identidad,  lo  que 
da  motivo  para  que  se  presuman  abandonados  por  el  propieta- 
rio, luego  que  se  ha  verificado  su  captura;  ya  por  la  imposibi- 
lidad en  que  se  hallan  los  neutrales  de  distinguir  los  efectos 
que  los  belijerantes  han  apresado,  de  los  que  poseen  por  otro 
cualquier  título,  de  que  resultaría  gran  número  de  embarazos 
e  inconvenientes  al  comercio  si  subsistiese  largo  tiempo  con 
resj>ecto  a  los  primeros  el  derecho  de  postliminio. 

Se  adquiere,  pues,  la  propiedad  de  las  cosas  muebles  apre- 
sadas, desde  el  momento  que  han  entrado  en  nuestro  poder.  Do 
aquí  el  principio  reconocido  por  los  romanos  i  por  las  naciones 
moílernas:  per  vieram  occupationem,  domínium  prsedcB 
hostilis  acquiritur.  Pero  es  necesario  que  la  presa  haya  en- 
trado verdaderamente  en  poder  del  captor,  lo  que  no  se  entien- 
de sino  cuando  es  conducida  a  lugar  seguro,  o  como  dicen  los 
publicistas,  infrtk  prtesidia.  Sin  esta  circunstancia,  no  se  cre- 
ería consumada  la  ocupación,  ni  extinguido  el  derecho  de 
postliminio.* 

Si  apresada,  pues,  i  asegurada  una  alhaja,  se  vendiese  luego 
a  un  neutral,  el  título  adquirido  por  éste  prevalecería  sobro 
el  del  propietario  antiguo,  que  no  podria  vindicarla  ni  aun  ante 
los  tribunales  de  su  propia  nación,  aunque  probase  indubita- 
blemente su  identidad.  Lo  mismo  sucede  si  los  efectos,  después 
de  llevados  a  paraje  seguro,  son  represados  por  una  fuerza 
nacional  o  amiga.  El  represador  adquiere  entonces  un  título 
de  propiedad  que  no  puedo  ser  disputado  por  los  propietarios 
antiguos. 

Sin  embargo,   como  la  propiedad  de  todo  lo  que  se  adquiere 

*  Kent,  Comentarios,  parto  J,  lección  5. 
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en  la  guerra  pertenece  oriji  nal  mente  al  soberano,  las  leyes 
civiles  pueden  modificar  en  esta  parte  con  respecto  a  los  subdi- 
tos la  refala  del  derecho  de  jentes;  i  otro  tanto  puede  verificar- 
se respecto  de  las  naciones  extranjeras  por  medio  de  conven- 
ciones especiales.  Así  el  término  de  veinte  i  cuatro  horas  que 
exijcn  algunos  escritores  para  consumar  la  adquisición  por 
el  título  de  captura  bélica,  debe  mirarse  o  como  lei  civil  de 
ciertos  estados,  o  como  una  institución  del  derecho  de  jentes 
convencional  o  consuetudinario,  que  solo  obliga  a  las  naciones 
que  exprosa  o  tácitamente  la  han  adoptado. 

De  los  principios  expuestos  en  este  artículo,  se  colije  eviden- 
temente que  los  efectos  apresados,  i  después  abandonados  por 
el  captor,  no  pasan  a  ser  res  nuLlius^  ni  su  ocupación  confiere 
un  título  de  propiedad,  mientras  subsisto  el  derecho  de  postli- 
minio  sobre  ellos. 


CAPÍTULO  V 

De  las  Presas  Marítimas^ 

1.  Circua9tanc¡a53  que  dan  un  carácter  hostil  a  la  propiedad.— 2.  Cor- 
sarios,—3.  Presas. — 4.  Juzu;ado9  do  presas. — 5.  Reglas  relativas  a 
los  juicios  de  presas. — 6.  Derecho  do  postliminío  en  las  presas  ma- 
rítimas.—7.  Represa. — S.  Recobro.— 9.  Rescate. 

1 

líai  un  carácter  hostil  accidental,  relativo  al  comercio  marí- 
tíiTio;  carácter  que,  mientras  subsiste  su  causa,  hace  que  cier- 
tas merca(lería.s  sean  lejítimamento  confiscables  jiu  •  hclliy 
aunque  las  otras  del  mismo  propietario  no  lo  sean.  Importa, 
pues,  mucho  en  una  guerra  marítima,  determinar  con  preci- 
sión las  circunstancias  que,  independientemente  de  la  verdade- 
ra nacionalidad  de  un  individuo,  le  constituyen,  por  lo  que  a 
ellas  toca,  enemigo,  i  dan  el  mismo  carácter  a  sus  efectos  mer- 
cantiles, mientras  que,  bajo  los  otros  aspectos,  se  le  considera 
neutral  o  ciudadano.  El  derecho  de  jentesdel  mundo  comercial 
reconoce  en  el  dia,  con  relación  a  esta  materia,  varias  reglas 
que  voi  a  exponer  en  el  presente  artículo.* 

Se  adquiere  un  carácter  hostil:  i.**,  por  tener  bienes  raíces 
en  territofio  enemigo;  2  ",  por  domicilio  comercial,  esto  es, 
por  mantener  un  establecimiento   o  casa  de  comercio  en  tcrri- 

*  Se  ha  compendiado  en  ella  doctrina  de  Chiííy('^ommnrcial  Lnw;, 
volumen  I,  capítulo  8,  sección  '2);  Kcnt  (Comentarios,  parte  I,  lec- 
ción 4.);  i  Wheaton's  Eloments  of  intprnniionnl  Law,  parte  IV,  capí- 
tulo 1,  S§  17,  18,  etc.. 
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torio  enemigo;  3.**,  por  domicilio  personal;  4.**,  por  navegar  con 
bandera  i  pasaporte  de  potencia  enemiga. 

1.*  El  que  posee  bienes  raices  en  el  territorio  de  la  potencia 
enemiga,  aunque  resida  en  otra  parto,  i  sea  bajo  todos  los  otros 
aspectos  ciudadano  de  un  estado  neutral  o  subdito  íh  nuestro 
propio  estado,  en  cuanto  propietario  de  aquellos  bienes,  debo 
mirarse  como  incorporado  en  la  nación  enemiga.  «La  posesión 
del  suelo  (dijo  sir  William  Scott  en  el  caso  del  PIiopmíx)  daal  pro- 
pietario el  carácter  del  país,  en  cuanto  concierno  a  las  produc- 
ciones do  aquel  fundo  en  su  trasporte  a  cualquiera  otro  país. 
Esto  se  ha  decidido  tan  repetidas  veces  en  los  tribunales  bri- 
tánicos, que  no  puede  discutirse  de  nuevo.  En  ninguna  es- 
pecie de  propiedad,  aparece  mas  claramente  el  carácter  hos- 
til, que  en  los  frutos  de  la  tierra  del  enemigo,  como  que  la 
tierra  es  una  de  las  grandes  fuentes  de  la  riqueza  nacional,  i 
en  sentir  de  algunos  la  única.  Es  sensible  ciertamente  que,  en 
nuestras  venganzas  contra  nuestro  adversario,  quede  algunas 
veces  lastimado  el  interés  de  nuestros  amigos;  poro  es  imposi- 
ble evitarlo,  porque  la  observancia  de  las  reglas  públicas  no 
admito  exceixjiones  privadas,  i  el  que  se  apega  a  las  ganancias 
do  una  conexión  hostil,  debe  resignarse  a  participar  también 
de  sus  pérdidas.»* 

2.®  Otro  tanto  se  aplica  a  lus  establecimientos  comerciales 
en  país  enemigo.  El  buque  President  fue  hecho  presa  en  un 
viaje  del  cabo  de  Buena  Esperanza,  posesión  holandesa  enton- 
ces, a  un  puerto  do  Europa,  i  reclamado  a  nombre  de  Mr.  Elm- 
slie,  cónsul  americano  en  aquella  colonia.  «La  corte  (dijo 
sir  William  Scott)  tendría  que  retractar  todos  los  principios 
que  han  dirijido  su  conducta  hasta  ahora,  si  hubiese  de  resti- 
tuir este  buque.  El  reclamante  se  dice  haber  residido  muchos 
años  en  el  Cabo  con  una  casa  de  comercio,  i  en  cuanto  comer- 
ciante de  aquella  colonia,  debe  mirarse  como  subdito  del  es- 
tado enemigo.» 


*  Vóaso  por  lo  tocante  ales  Estados  Unidos  la  opinión  do!  juczMar- 
shall  en  el  caso  de  Denizon  v.  Boyle;  Cranch's  ReporlSj  libro  IX,  pa- 
jina 191, 
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Fué  al  principio  bastante  jeneral  en  los  comerciantes  ameri- 
canos el  en'ónco  concepto  de  que  podían  retener  sin  menoscabo 
losprivilejios  de  neutralidad  del  carácter  americano  a  pesar  do 
su  residencia  i  ocupación  en  cualquiera  otro  país.  Este  error 
fué  desvanecido  en  gran  número  de  decisiones  de  los  tribuna- 
les británicos.  En  el  caso  de  la  Anna  Cafharuiay  el  reclaman- 
te apareció  como  ciudadano  i  comerciante  de  América,  pero  en 
el  cui*80  de  la  causa  resultó  que  tenia  su  residencia  i  casa  de 
comercio  en  Curazao,  entonces  posesión  holandesa;  i  la  corte 
fallo  que  se  le  debia  considerar  como  enemigo  al  principio  de  la 
operación  mercantil  en  que  se  hizo  la  presa,  porque  la  Holanda 
i  la  Gran  Bretaña  eran  en  aquella  época  enemigas. 

La  regla joneral  «que  el  establecimiento  de  una  persona  im- 
prime en  ella  el  carácter  nacional  del  país  en  que  se  halla  esta- 
blecida,» no  se  limita  a  los  establecimientos  en  territorio  enemi- 
go, antes  bien  se  extiende  con  imparcialidad  a  todos  los  casos. 
Así,  un  extranjero  que  tiene  casa  de  comercio  en  territorio 
hritánico,  se  mira  como  subdito  do  la  Gran  Bretaña  en  cuanto 
concierna  a  las  operaciones  mercantiles  do  esta  casa.  Por  con- 
siguiente, se  halla  imposibilitado  de  comerciar  por  medio  de  ella 
con  el  enemigo.  Un  cargamento  perteneciente  a  Mr.  Millar, 
cónsul  americano  en  Calcuta,  fué  apresado  en  una  operación 
mercantil  de  esta  especie,  i  condenado  como  propiedad  de  un 
comerciante  británico  empleada  en  un  tráfico  ilícito.  «Se  mira 
como  cosa  dura  (dijo  sir  William  Scott)  que  Mr.  Millar  so 
halle  comprendido  en  la  inhabilidad  de  los  subditos  británicos 
para  comerciar  con  el  enemigo,  no  estándolo  en  las  ventajas  i 
privilejios  afectos  a  semejante  carácter;  pero  no  puedo  conve- 
nir en  este  modo  de  presentar  la  cuestión,  porque  las  armas  1 
leyes  británicas  protejen  su  persona  i  comercio,  i  aunque  esté 
sujeto  a  ciertas  limitacionas  que  no  obran  sobre  los  ciudadanos 
de  la  Gran  Bretaña,  es  necesario  que  reciba  el  beneficio  de 
aquella  protección  con  todas  las  cargas  i  las  obligaciones  a- 
nexas  a  ella,  una  de  las  cuales  es  la  de  no  comerciar  con  el 


enemigo. 


Del  mismo  principio,  se  sigue  que  un  ciudadano  de  nuestro 
estado  goza  de  las  inmunidades  del  carácter  neutral  por  lo  to- 
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los  opei'arioncs  nion^antileH  de  los  establecí mietitOH  que 
n  país  Dtiutrul,  Pueclo,  pur  consiguiente,  comerciar  en 
n  el  enemigo.  En  el  almirantazgo  británico,  se  ha  doci- 
e  un  ciuitadaiio  de  la  Gran  Bretaña  que  está  domicilia- 
nís  neutral,  i  comeroia  con  los  enemigos  tle  su  solwra- 
iral,  no  hace  mas  que  ejercer  los  privilejios  legales 
a  su  domicilio.  Esta  regla  fué  rcconociila  terminantc- 
n  Inglaterra  el  año  1802  por  lo.s  lorci  del  almirantazgo, 
es  declararon  ((ue  un  subdito  británico  residente  en  Por- 
gue era  enrtónccs  país  neutral,  pudo  licitamente  co- 
cón la  Holanda,  enemigado  la  Oran  IJretaña.  Pero  hai 
itacíon:  el  domicilio  neutral  no  protejo  a  los  ciudada- 
tra  los  derecho»  bálicos  de  su  patria,  ni  ao  ha  adquirido 
te  bello.  Eu  los  tribunales  de  los  Estados  Unidos,  Be 
rvado  uniformemente  la  misma  regla, 
se  asimismo  de  lo  dicho  que  un  ciudadano  del  estado 
)  se  mira  como  neutral  en  todas  las  operaciones  mer- 
de  tus  establecimientos  de  comercio  que  tenga  en  país 
Por  consiguiente,  las  propiedades  empleadas  en  ellas 
tonliscables  jure  bolli.  De  manera  que  el  comerciante 
i  de  las  ventajas  o  desventajas  de  la  nación  en  que 
,  comercio,  sea  cual  fuere  su  país  nativo;  en  territorio 
es  neutral;  i  en  territorio  enemigo,  enemigo, 
itúanse  de  este  principio  jeneral  las  factorías  que  las 
}  europea.?  tienen  en  los  países  de  oriento,  en  la  India, 
Lcia,  o  la  China.  uBs  una  regla  de  deroi-ho  intcrnacio- 
fUn  sir  William  Scott  en  el  caso  del  Iiidia.n  Clüef, 
amercio  délos  euru|»e(»s  que  trafican  bajn  laprotcceion 
factorías,  toma  el  carácter  nacional  de  la  asociación 
il  a  cuya  sombra  se  hace,  i  no  el  de  la  potencia  en  cuyo 
3  está  la  factoria.  La  diferencia  entre  esta  práctica  i  la 
)bscrva  jeneralmento  eu  Europa  i  los  países  de  occi- 
roviene  de  la  diferencia  de  costumbres.  En  el  occiden- 
-alicantcs  extranjero.^  .se  mezclan  con  la  sociedad  indi- 
íD  puede  decir  que  se  incorporan  completamente  en 
ro,  on  el  oriente,  desde  loa  siglo»  maa  remotos,  se  ha 
do  una  línea  de  separación;  los  extranjeros  nj  entran 
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on  la  masa  de  la  sociedal  nacional;  i  .so  miran  siompro  cí  mo 
aílvcnedizos  ¡  peregrinos.  Con  arreglo  a  esta  máxima,  «e  ha 
(ledararto  que  un  individuo  que  comercialia  en  lisminia  bajo 
la  protección  del  cónsul  holandés  en  aquella  plaza,  debia  re- 
putarse holandés,  i  que,  por  consiguiente,  su  buque  i  morca- 
íleríos,  en  virtud  de  la  orden  de  represalias  exiiedida  contra  la 
Holanda,  debían  condenarse  como  propiedad  holandesa. » 

En  fin,  para  que  el  domicilio  comercial  produzca  sus  efectos, 
no  es  necesario  que  el  comerciante  resida  en  el  país  donde  se 
halla  el  establecimiento.  En  el  caso  de  la  Nancij  i  de  otros 
buques  antela  corte  de  los  lores  del  almirantazgo,  el  9  de 
abril  de  1798,  se  decidió  formalmente  que  si  un  individuo  era 
socio  de  una  casa  do  comercio  enemiga  en  tiempo  de  guerra, 
o  continuaba  en  esta  sociedad  durante  la  guerra,  su  residencia 
personal  en  territorio  amigo  no  podía  protejerle  contra  el  otro 
belijcrante  en  negocios  de  la  sociedad.  La  regla  de  que  el  que 
niantíeno  un  establecimiento  o  casa  de  comercio  en  país  ene- 
migo, aunque  no  resida  en  él  personalmente,  se  reputa  enemi- 
go ]x>r  lo  tocante  a  las  operaciones  mercantiles  de  esta  casa,  so 
ha  Confirmado  en  varios  otros  casos,  los  cuales  prueban  también 
que  la  regla  es  una  misma,  ora  sea  único  interesado  en  el 
establecimiento,  o  solamente  socio.* 

3.°  La  residencia  o  domicilio  personal  en  país  enemigo  es 
otra  circunstancia  que  imprime  un  carácter  hostil  al  comercio. 
Por  consiguiente,  es  menester  determinar  que  es  lo  que  consti- 
tuye esta  residencia  o  domicilio.  El  ánimo  de  permanecer  es  el 
punto  sobre  que  rueda  la  cuestión.  La  actual  residencia  da  lugar 
a  la  presunción  del  animus  manendi;  incumbe,  pues,  a  hiparte 
desvanecer  esta  presunción  para  salvar  su  p\\  piedad.  Si  resul- 
ta que  ha  tenido  ánimo  de  establecer  una  residencia  j)ennanen- 
te,  lo  mismo  es  que  esta  haya  durado  ya  algunos  años,  o  que 
cuente  un  solo  día,  Pero,  si  tal  intención  no  ha  existido,  si  la 
residencia  ha  sido  involuntaria  o  forzada,  entonces,  por  larga 

Si  el  socio  do  una  eiiRH  neutral  tiene  su  domicilio  en  país  cncmi- 
ÍTO,  su  parte  en  la  casa  neutral  está  sujeta  a  confiscación  jure  bclli: 
el  juez  Story  en  el  caso  de  la  Antonia  Jofianna,  Whcaton's  ¡loporla, 
parte  I.  pajina  159. 
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que  sea,  no  altera  el  carácter  primitivo  de  la  persona,  ni  lo 
convierte  ele  neutral  en  hostil  Las  reglas  en  esta  materia  son 
flexibles  i  fáciles  de  acomodar  a  la  verdad  i  equidad  de  los 
casos.  Se  necesitan,  por  ejemplo,  menos  circunstancias  para 
constituir  domicilio  en  un  ciudadano  que  vuelve  a  su  patria  i 
reasume  su  nacionalidad  orijinal,  que  para  dar  el  carácter  del 
territorio  a  un  extranjero.  La  cuestión  quo  aLiiimo  es  en  todos 
los  casos' el  objeto  de  laaverij^uacion.* 

*  «Para  constituir  domicilio,  dice  sir  William  Scott,  el  ingrediente 
principal  es  el  tiempo.  Dícese  que  cl  qno  se  traslada  a  un  país  con 
algún  objeto  especial,  no  contrae  domicilio  en  él;  pero  esta  regla  no 
es  absoluta:  es  preciso  tomar  en  cuenta  el  tiempo  quo  pueda  o  deba 
sor  necesario  para  la  consecución  del  objeto;  porque,  si  éste  es  de  tal 
naturaleza  quo  probablemente  produzca,  o  si  en  efecto  produce,  una 
larga  mansión  en  el  país,  del  objeto  particular  puede  nacer  una  resi- 
dencia jcneral.  Un  objeto  particular  puede  detenernos  en  un  país  toda 
la  vida  i  contra  una  demora  tan  prolongada  no  sería  justo  alegar  la 
especialidad  de  la  intención,  porque  en  tal  caso  es  de  presumir  que 
con  el  objeto  especial  se  han  mezclado  inevitablemente  otros  varios 
que  han  estampado  en  nosotros  el  carácter  de  la  nación  en  que  resi- 
dimos. Si  un  hombre  se  dirije  al  territorio  do  un  belijerante  al  prin- 
cipio de  la  guerra  o  antes  de  ella,  no  sería  ciertamente  razonable  atri- 
buirle un  nuevo  carácter  sin  que  primero  hubiese  trascurrido  algún 
tiempo;  pero,  si  continúa  residiendo  allí  durante  una  buena  parte  do 
la  guerra,  pagando  los  impuestos  i  contribuyendo  por  otros  medios 
a  la  fuerza  del  estado,  no  podria  ya  alegar  «1  motivo  particular  de  su 
viaje  contra  los  efectos  del  domicilio  hostil.  De  otra  manera,  no  habría 
medio  de  precaver  los  fraudes  i  abusos  de  pretendidos  objetos  espe- 
ciales para  paliar  una  larga  residencia.  En  prueba  de  la  eficacia  de 
la  sola  consideración  del  tiempo,  no  estará  domas  observar  que  la 
misma  cantidad  de  ne?ocio  especial  que  no  constituiria  domicilio  en 
cierto  espacio  de  tiempo,  pudiera  producir  esc  efecto  distribuida  sobre 
\v\  tiempo  mas  largo.  El  domicilio  debe  fijarse  por  una  razón  com- 
puesta del  tiempo  i  de  la  ocupación;  pero,  dando  siempre  una  gran  pre- 
ponderancia al  tiempo,  sea  cual  fuere  la  ocupación,  no  es  imposible, 
a  no  ser  en  casos  raros,  que  se  contraiga  domicilio  por  cl  mero  lapso 
do  tiempo. »  Caso  de  la  Ilarmony,  Robinson's  Reports^  libro  II,  pá- 
jina  324;  Wheaton's  E/emenís,  parte  IV,  capítulo  1,  §  17. 

So  ha  protendido  que,  cuando  un  subdito  nativo  o  naturalizado  so 
encuentra  domiciliado  en  territorio  hostil  al  tiempo  de  estallar  la 
guerra,  debo  dársele  tiempo  para  que  elija  entre  permanecer  allí  o 
restituirse  a  su  patria,   respetándose  entretanto  las  propiedades  por 
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Una  vez  qae  la  parte  ha  contraído  el  car¿icter  de  la  nación 
en  que  reside,  no  lo  depone  i>or  las  ausencias  que  haga  do 
tiempo  en  tiempo,  aunque  sea  para  visitar  su  país  natal. 

Ni  es  invariablemente  necesaria  la  residencia  personal  en 
territorio  enemigo  para  desneutralizar  al  comerciante,  porque 
haí  una  residencia  virtual,  que  se  deduce  de  la  naturaleza  del 
tráfico.  En  el  caso  de  la  Anyia  Catharina,  apareció  que  so 
habia  celebrado  con  el  gobierno  español,  entonces  enemigo, 
una  contrata  que,  por  los  privilejios  peculiares  que  se  acorda- 
ban a  los  contratistas,  los  igualaba  con  los  vasallos  españoles. 


los  cruceros  de  ésta.  Pero  se  ha  rechazado  esa  doctrina:  !.•>  porque  so 
funda  en  laprosuncíon  do  quo  el  domiciliado  se  restituirá  a  su  patria, 
como  es  su  deber  hacerlo;  presunción  falsa:  el  deber  del  domiciliado 
se  limita  a  no  hostilizar  a  su  patria,  i  a  darlo  ayuda,  requerido;  i  por 
oso  no  es  raro  en  los  tratados  de  comercio  estipular  que  en  caso  de 
rompimiento  se  permitirá  a  los  ciudadanos  do  un  belijeranto  per- 
manecer en  el  territorio  del  otro;  2.o  porque,  mientras  el  domiciliado 
no  elija  volver,  su  carácter  subsiste  el  mismo  que  antes,  i  si  sus  pro- 
piedades se  respetasen  entretanto,  prefiriendo  después  permanecer  las 
habría  sustraído  injustamciite  a  la  persecución  del  belijerante  enemi- 
go; tío  que  violaria,  dijo  la  corte  suprema  de  los  Estados  Unidos,  los 
principios  quo  han  rejido  largo  tiempo  en  los  juzgados  de  prosas  en 
Ins^laterra,  i  que  (no  habiendo  fuertes  razones  quo  los  hiciesen  inapli- 
cables a  la  América)  no  deben  desatenderse  en  los  Estados  Unidos. 
¿Cuáles  serian,  en  efecto,  las  consecuencias  de  la  regla  contraria?  So 
apresa  una  propiedad  del  domiciliado;  el  propietario  escojo  entre  el 
país  de  su  domicilio  i  el  país  nativo.  Si  la  captura  ha  sido  hecha  por 
el  primero,  elije  ser  ciudadano  suyo;  si  por  el  segundo,  prefiere  per- 
tenecer a  ésto.  ¿Puede  tolerarse  por  ninguno  de  los  dos  belijcrantes 
una  posición  tan  privilejiada?  Por  el  contrario,  la  regla  de  los  juzga- 
dos ingleses  que  le  mira  como  subdito  del  estado  a  quo  todavía  ad- 
hiero i  a  cuya  fuerza  contribuye  mientras  reside  i  comercia  en  él,  no 
tiene  nada  de  duro;  porque,  si  antes  do  volverá  su  patria,  está  expues- 
ta su  propiedad  a  sor  apresada  en  el  océano  por  los  cruceros  de  ésta,  . 
no  solo  está  exentado  captura,  sino  protojida  por  las  armas  del  esta- 
do bajo  cuyas  leyes  vive.  El  doble  privilejio  que  se  reclama  es  con- 
trario a  la  razón  i  no  puede  otorgarse.»  Cranch's  Reports,  libro  VIII, 
pajina  253. 

Pueden  verse  otras  decisiones  sobre  el  mismo  asunto  en  Wheaton's 
Elements,  parte  IV,  capítulo  I,  §  17;  Wheaton's  Reports,  libro  II, 
apéndice  número  i. 
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i  aun  podia  decirse  que  los  hacía  de  mejor  condición.  Los 
contratistas,  para  llevarla  a  efecto,  juzgaron  conveniente  no 
residir  ellos  mismos  en  el  territorio  espaiiol,  sino  comisionar 
un  ájente.  Con  este  motivo,  declaró  sir  William  Scott  en  la 
sentencia  que,  aun([ue  jencralmente  hablando,  un  individuo 
no  se  desneutraliza  ix)r  el  hecho  de  tener  un  ájente  en  el  país 
enemigo,  esto  sin  embargo  solo  se  entiende  cuando  el  indivi- 
duo comercia  en  la  forma  ordinaria  de  los  extranjeros,  no  con 
privilejios  particulares  que  le  asimilan  a  los  subditos  nativos, 
i  aun  le  conceden  alguna  ventaja  sobro  ellos.  En  el  caso  déla 
Auna  Catharina^  se  declaró  también  que  un  cónsul  extranjero 
contrae  residencia  en  el  país  para  donde  ha  sido  nombrado, 
aunque  ejerza  sus  funciones  por  medio  de  un  vizcónsul  o  di- 
putado, i  no  resida  actualmente  en  él.* 

No  es  necesaria  tampoco  la  existencia  de  un  establecimiento 
o  casa  do  comercio  para  constituir  residencia  personal.  En  el 
caso  de  la  Jorje  Klasina^  se  alegó  que  no  habia  residencia  por- 
que la  parte  no  tenia  casa  do  comercio  en  el  país;  pero  el  tri- 
bunal declaró  que  esta  circunstancia  no  era  decisiva,  í  que 
bastaba  que  el  comerciante  residiese  i  traficase  en  territorio  do 
potencia  enemiga  para  que  se  le  considerase  como  enemigo  en 
todo  lo  relativo  a  este  tráfico. 

El  carácter  nacional  que  se  adquiere  por  la  residencia,  cesa 
solamente  por  la  ausencia  sirte  animo  revertendi.  I  como 
consecuencia  de  este  principio  se  ha  declarado  por  las  cortes 
de  almirantazgo  que,  si  un  individuo  establece  su  domicilio  en 
el  territorio  do  una  potencia  extranjera,  i  ésta  llega  a  estar  en 
guerra  con  otra,  su  propiedad  embarcada  antes  de  tener  cono- 
cimiento de  la  guerra,  i  mientras  aquel  domicilio  continua, 
puede  ser  apresada  por  otro  belijerante.  La  doctrina  del  ca- 
rácter hostil  emanado  de  la  residencia,  se  suele  tomar  estric- 
tamente; i  las  excepciones  fundadas  en  consideraciones  de 
equidad  se  desatienden  para  hacer  mas  precisa  i  cierta  la  regla 
i  evitar  los  fraudes  a  que  los  derechos  de  los  belijerantes  que- 
darían expuestos  de  otro  modo. 

*  Puedo  vorsc  esto  caso  en  Robinsons  Reports,  libro  IV,   pajina 
187. 
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Mas,  aunque  un  bolijorante  puede  lejítimamonto  mirar  como 
enemigo  a  todo  el  que  reside  o  tiene  bienes  raíces  o  estableci- 
miento do  comercio  en  territorio  hostil,  sin  emlxirgo  do  quo 
bajo  otix»s  respectos  sea  verdaderamente  neutral  o  ciudadano, 
puede  solo  considerarle  como  enemigo  con  relación  a  la  captura 
de  las  propiedades  a  que  está  afecta  la  residencia,  estableci- 
miento o  bienes  raices  en  territorio  hostil.  Se  ha  declarado,  por 
consiguiente,  que  un  individuo  que  tiene  establecimiento  o  do* 
micilio  en  dos  países,  se  halla  en  el  caso  de  considerarse  como 
ciudadano  del  uno  o  del  otro,  según  el  oríjen  i  dependencia  de 
sus  operaciones  mercantiles,  de  manera  que,  mientras  goza  de 
las  inmunidades  neutrales  en  las  unas,  se  le  tratará  como  ene- 
migo en  las  otras/ 

4."  Navegar  con  bandera  i  pasaporte  del  enemigo  hace  ene- 
miga la  nave,  i  la  sujeta  a  confíscacion,  aunque  sea  propiedad 
de  un  neutral.  Las  mercaderías  pueden  seguir  otra  regla;  pero 
los  buques  se  revisten  siempre  del  carácter  de  la  potencia  cuya 
bandera  toman;  i  los  papeles  de  mar  son  en  ellos  una  estampa 
de  nacionalidad,  que  prevalece  contra  cualesquiera  derechos  o 
acciones  de  personas  residentes  en  países  neutrales.  Si  el  bu- 
que lleva  licencia  especial  o  pasaporto  do  protección  del  ene- 
migo, que  dé  motivo  de  sospechar  que  sirve  o  coadyuva  de 
algún  modo  a  sus  miras,  esto  se  consideraría  como  suficiente 
motivo  para  conñscar  buque  i  carga,  cualquiera  quo  fuese  el 
objeto  ostensible  i  el  destino  del  viaje.  Pero,  no  habiendo  esta 
protección  especial,  se  confisca  solo  el  buque. 

*  Un  subdito  de  España,  que  pasó  a  los  Estados  Unidos  en  un  tiem- 
po de  paz  entre  la  España  i  la  Gran  Bretaña  para  comerciar  entro  los 
Estados^  Unidos  i  las  provincias  de  España  en  virtud  do  una  licencia 
del  rei,  i  que  después  do  estallar  la  guerra  entre  la  Gran  Bretaña  i  la 
España  continúa  residiendo  en  los  Estados  Unidos  i  ejercitando  aquel 
comercio,  debo  considerarse  como  un  comerciante  americano,  aunque 
el  tráfico  en  que  se  ocupa  sea  de  aquellos  que  solo  pueden  hacerse 
lejítimamente  por  un  subdito  español.  La  nacionalidad  del  carácter 
comercial  de  un  individuo  debe  determinarse  por  su  domicilio,  i  no 
por  la  naturaleza  do  su  tráfico.  Decisión  de  la  corte  suprema  do  los 
Estados  Unidos  en  el  caso  de  Livingston  contra  la  compañía  de  se- 
guros  de  ^fa)'yland,  Cranch's  Rrports,  libro  VII,  pajina  50G. 
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i'incipales  circunstancias  que,  en  el  concepto 
do  tlproclio  internacional,  dan  tm  carácter 
No  estará  (lemas  advertir  que  la  propiedad 
el  viiijc  lienc  un  carácter  hostil  no  lo  píenle 
03  O  enajenaciones  que  se  hagan  in  transitu, 
s  deja  de  estar  sujeta  a  captura.  Una  regla 
a  puerta  a  un  sinnúmero  de  fraudes  para 
dades  contra  el  dcreclio  de  la  guerra  por 
:iunes  simuladas.  Durante  la  paz,  puede  !a 
■se  in  transita;  pero,  cuando  existe  o  amc- 
regta  que  siguen  los  belijerantcí  es  que  los 
iedad  do  las  mercaderías  no  experimentan 
Jesde  el  embarque  hasta  la  entrega.  Sucede 
,  para  protojer  una  propiedad  emharcada,  se 
e  el  viaje  a  un  neutral.  Los  tribunales  de 
Icciarado  que  esta  práctica  no  servia  do  nada, 
de  reoonocerse  como  lejitima  durante  la 
!  se  embarcase  en  pais  enemigo  podria  fácil- 
¡o  la  capa  de  traslaciones  ficticias.  I  aun  ha 
,  en  el  caso  del  Da.nekebaar  Africaan,  quo 
da  de  una  colonia  enemiga  i  apresada  en 
mudado  de  carácter  in  transitu,  aunque 
icnto  los  propietarios  habían  pasado  a  ser 
!  por  la  capitulación  do  la  colonia, 
j  los  consignadores  neutrales  suelen  hacer 
olo  sobre  sí,  han  sido  tratadas  por  los  almí- 
udulontase  inválidas.  En  el  caso  de  la  Soíí  y, 
abia  embarcado  ostensiblemente  por  cuenta 
mericaiius,  i  el  capitán  declaró  que  croia 
¡nto  de  su  desembarque  habia  pasado  a  ser 
irno  francés.  Era,  pues,  claro  que  se  había 
ta,  i  quo  el  embarque  por  cuenta  i  riesgo 
era  un  pretexto  para  evadir  la  captura,  a 
o  sujetas  las  mercaderías  como  propiedad 

jre  una  regla  de  los  juzgados  de  presaa 
acia  de  esta  causa )  que  los  efectos  que  se 
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llevan  a  país  enemigo  bajo  contrato  de  pasar  a  ser  propiedad 
del  enemigo  a  su  llegada,  so  miran  como  propiedad  enemiga  si 
se  apresan  in  transita.  En  tiempo  de  paz  i  no  habiendo  temo- 
res de  guerra  inmediata,  esto  contrato  sería  perfectamente  lejí- 
timo  í  produciría  todos  sus  efectos  en  juicio.  Pero,  en  un  caso 
como  el  presente,  en  que  la  forma  del  contrato  lleva  manifies- 
tamento  por  objeto  prvícavcr  los  peligros  de  una  próxima  gue- 
rra, la  regla  antedicha  debe  inevitablemente  llevarse  a  efecto. 
El  conocimiento  expresa  cuenta  i  riesgo  de  comerciantes  ame- 
ricanos; pero  los  papeles  no  hacen  prueba,  si  no  son  corro- 
borados por  declaración  del  capitán,  i  aquí  el  capitán,  en  vex 
(le  apoyar  el  contenido  do  los  conocimientos,   depone  que  los 
efectos  a  su  llegada  iban  a  ser  del  gobierno  francés,  i  los  pa- 
p^^les  ocultos  dan  mucho  color  de  verdad  a  esta  deposición.  No 
se  necesita  mas  prueba.   Si  el  cargamento  iba  a  ser  propiedad 
enemiga  a  su  llegada,  el  apresamiento  es  equivalente  a  la  entre- 
ga. Los  captores  por  el  derecho  do  la  guerra  se  ponen  en  el  lu- 
gar del  enemigo.» 

En  jeneral,  todo  contrato  hecho  con  la  mira  de  paliar  una 
propiedad  enemiga,  os  ilegal  e  inválido.   Los  arbitrios  de  que 
8c  valen  los  comerciantes  para  lograr  este  objeto,  son  tan  va- 
rios, como  puede  fácilmente  imajinarse  por  el  grande  ínteres 
que  tienen  en  hacer  ilusorios  los  derechos  do  los  belijerantes.  Así 
as  que  en  las  causas  de  presa  la  cuestión  rueda  frecuentemente 
sobre  la  interpretación  que  se  trata  de  dar  a  los  títulos  de 
propiedad  por  los  apresadores  i  por  los  que  reclaman  la  res- 
titución de  la  presa,    esforzándose   los  unos  en   rastrear  el 
fraudo  i  los  otros  en  eludir  la  investigación.  Cada  nueva  espe- 
cie de  fraude  produce  necesariamente  nuevas  reglas  de  adju- 
dicación en  los  juzgados  de  presa,  i  al  mismo  paso  que  estas 
reglas,  se  multiplican  losefujios  i  los  arbitrios  paliativos  para 
evadir  la  captura;  de  manera  que  esta  parte  de  la  lejislacion 
internacional  se  va  complicando  cada  vez  mas  i  mas.  Lo  peor 
CH  que  no  hai  en  la  práctica  de  las  diferentes  naciones  toda  la 
uniformidad  que  sería  de  desear.  Cada  una  de  las  principales 
potencias  forma  su  código  particular,  a  que  los  estados  menos 
fuertes  tienen  que  someterse  en  sus  relaciones  con  ella. 
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Las  potencias  marítimas, 'ademns  de  las  naves  tic  giierm 
del  estado,  suelen  emplear  el  voluntario  auxilio  de  armadores 
particulares  o  covS(irios^  que  apresan  las  embarcaciones  i  pro- 
piedades enemigas,  i  a  los  cuales  ceden  en  recompensa  do  esto 
servicio  una  parto  o  todj  el  valor  de  las  presas.  Llámase  pro- 
piamente armador  el  que  dispono  el  armamento  o  corre  con 
el  avío  de  una  eml)arcacion  destinada  al  corso;  ¡  corsario^  la 
persona  elcjida  por  el  armador  para  salir  al  mar  con  el  objeto 
de  hacer  presa  en  los  bajeles  i  propiedades  enemigas,  aunque 
modernamente  suele  entenderse  por  armador  el  mismo  corsario 
o  comandante  del  buque  armado  en  corso,  acaso  porque  estas 
dos  calidades  se  juntan  amenudo  en  una  misma  persona. 

En  la  edad  media,  no  se  consideraba  necesaria  una  comisión 
del  soberano  para  apresar  las  propiedades  enemigas,  ni  hasta 
el  siglo  XV  empezó  la  práctica  de  expedir  patentes  a  los  parti- 
culares en  tiempo  de  guerra  para  que  pudiesen  hacer  el  corso. 
En  Alemania,  Francia  o  Inglaterra,  se  promulgaron  entonces 
varias  ordenanzas  exijiendo  para  la  lejitimidad  do  las  presas 
este  requisito,  que,  según  la  práctica  de  las  naciones  civilizadas, 
es  ahora  de  necesidad  indispensable. 

Sir  Matthew  Hale  calificó  de  acto  depredatorio  el  de  atacar 
las  naves  del  enemigo  sin  una  patente  o  comisión  pública, 
a  no  ser  en  defensa  propia.  Pero  esta  doctrina  parece  demasia- 
do severa.  Ya  se  ha  expuesto*'*  la  opinión  do  Vattel  sobre  la 
lejitimidad  de  las  hostilidades  cometidas  por  los  particulares  sin 
autoridad  del  soberano.  De  ella  se  sigue  que,  si  los  particulares 
sin  patente  de  corso  apresan  naves  i  mercaderías  de  los  ene- 
migos de  su  nación,  no  por  eso  so  les  debe  considerar  como 
piratas.  A  los  ojos  de  las  naciones  extranjeras,  son  combatientes 
lejítimos.   Delinquen,  pero  nó  contra  la  leí  universal  de  las 

*  En  este  i  los  siguientes  artículos,  se  ha  compendiado  a  Chitty  (vo- 
lumen I,  capitulo  8,  sección  3)  i  a  Kent  (parte  I,  lección  5).  Adcrajis  so 
han  tenido  presuntos  las  ordenanzas  francesas  do  corso. 

**  Parte  TI,  capítulo  3,  artículo!. 
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naciones,  sino  contra  la  do  su  patria.  Toca,  pues,  a  esta  sola 
castigarlos  por  ello,  si  lo  cree  conveniente,  i  privarlos  do  todo 
derecho  sobre  los  efectos  apresados,  que  es  lo  que  coiiummento 
se  hace.  La  propiedad  de  las  presas  hechas  sin  autoridad  pú- 
bhca  pertenece  privativamente  al  soberano. 

La  patente  do  cors.)  tiene  un  término  limitado,  que  por  las 
ordenanzas  francesas  puede  sor,  según  la  mas  o  menos  distan- 
cia do  los  cruceros,  de  6,  12,  18  i  24  meses.  I  ademas  de  la 
patente  do  corso  suelen  darse  a  los  capitanes  corsarios  comisio- 
nes o  despachos  para  los  conductores  de  presas.  También  es 
costumbre  dar  a  los  corsarios,  junto  con  la  patente,  instruccio- 
nes i  reglas  para  el  ejercicio  del  derecho  do  captura,  i  exijirlea 
fianza  parala  indemnización  do  los  perjuicios  que  ilejítimamen"» 
te  infiriesen.  Se  ha  disputado  sobro  si  los  armadores  i  coman- 
dantes de  las  naves  de  corso  eran  responsables  con  sus  bienes 
al  pleno  resarcimiento  de  los  daños  causados  por  su  ilegal  con- 
ducta o  solo  hasta  concurrencia  de  la  fianza.  Bynkershoeck 
atribuye  a  los  armadores  colectiva  i  separadamente  una  respon- 
sabilidad in  solidum  i  a  los  fiadores  hasta  el  valor  de  la  fian- 
za.* Esta  regla  puedo  modificarse  por  las  leyes  locales.  La 
ordenanza  de  presas  de  Francia  era  conforme  en  un  todo  con 
la  doctrina  de  Bynkershoeck.  Mas,  por  el  código  comercial  mo- 
derno, se  eximo  a  los  propietarios  do  las  naves  de  corso  do  la 
responsabilidad  de  los  daños  cometidos  en  el  mar,  sí  no  es  hasta 
el  valor  do  las  seguridades  otorgadas  por  ellos,  a  monos  que 

*  Exercitores  puto  tena^i  doñee  omne  damnum  resarcivorint, 
Quoestiones  juris  publici  \f  19.  Conviene  notar  quo  cl  armador  no  o» 
responsable  a  mas  do  lo  que  monta  la  fianza  quo  las  loyes  le  obligan 
a  dar  i  ala  pérdida  del  buque  por  actos  de  piratería  do  que  so  hayan  he- 
cho culpables  el  capitán  i  la  tripulación  del  buque.  El  dorecho  marf- 
timo  no  lo  impone  responsabilidad  in  solidum.  por  la  conducta  del 
capitán  i  tripulación,  sino  en  cuanto  estos  so  ocupan  en  la  ejecución 
del  mandato,  quo  es  el  apresamiento  do  propiedades  hostiles  (Kent), 

La  responsabilidad  de  los  armadores)  se  extiendo  a  los  capitanes:  Est 
nobis  clectio  utrum  exercitorem  an  magistrum  conven irc  velimus: 
iei  I,  §  17,  D.  Deexcrcit,  act. 

Donde  cosa  la  responsabilidad  del  captor^  principia  la  del  estado  a 
quien  sirve.  (Wheaton's  Eleincnts,  parto  IV,  capitulo  2,  %  15.) 
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Jiayan  tenido  alguna  complicidad  en  los  liecliosi.  Dorute  callan 
las  leyes  locales,  como  sucede  en  los  Estado»  Unidos,  debe  se- 
guirse tíl  princi¡)io  jcneral  (jue  la  responsabilidad  se  conmen- 
sura por  el  valor  de  los  daños  i  recae  sobre  cada  uno  do  lo» 
armadores  in  solidum.'' 

\  pesar  de  éstas  precauciones,  suele  ser  t;d  el  carácter  de 
los  que  abrazan  esto  servicio,  sobretodo,  cuando  se  emplean  en 
él  extranjeros,  i  tan  frecuentes  son  los  desórdenes  en  que  incu- 
rren i  las  quejas  i  reclamaciones  a  que  dan  motivo  do  parto 
de  las  naciones  amigas,  que  so  ha  ¡wnsado  en  abolirlo  o  por  lo 
menos  restrinjirlo  considerablemente.  La  ordenanza  francesa 
de  1681  prohibea  los  extranjeros  hacer  el  corso  bajo  el  pabe- 
llón francés.  Kn  los  tratados  de  aliíunas  potencias,  se  ha  esti- 
pulado que,  sobreviniendo  entre  ellas  la  guerra,  no  darían  pa- 
tentes de  corso  i>ara  bostili^arse  una  a  otra.  Varios  estados" 
lian  prohibido  bajo  severas  {>enas  a  sus  subditos  aceptar  co- 
misiones o  equipar  naves  para  cruzar  bajo  pabellón  extranjero 
i  hacer  presa  en  ol  comercio  de  naciones  amigas.  Otros  estados 
han  estipulado  entre  sí  que  los  subditos  de  cada  uno  de  ellos 
no  recibirian  patente  do  corso  de  los  enemigos  del  otro  para 
hostilizarlo  en  el  mar,  so  pena  de  ser  tratados  como  piratas. 
La  abolición  del  corso  ba  sido  estipulada  en  la  Üoclaractoii  de 
París,  de  que  hablaremos  mas  adelante. 

El  corsario  que  cruza  con  dos  o  mas  [tatentes  de  diversas 
potencias,  se  expone  a  ser  considerado  como  pirata;  pero  la 
nave  que  cruza  Icjítimamente  contra  un  estado  se  halla  por 
esto  solo  autorizada  para  cruzar  contra  un  nuevo  enemigo  del 
suyo.  Por  las  ordenanzas  francesas  de  1650,  1674  i  1681,  con- 
firmadas en  la  de  prairial  año  1 1 ,  se  sujeta  a  la  pena  de  pira- 
tería a  todo  capitán  francés  convencido  de  halwr  hecho  el  curso 
bajo  diferentes  pabellones;  i  so  delara  de  buena  presa  toda  na- 
ve que  pelee  bajo  otro  pabellón  que  el  de!  estado  cuya  patente 
lleva,  oque  llevo  patentes  de  diversas  potencias,  i  si  está  arma- 

'  Véase  el  caso  de  /,'e¡  Col  v.  Arnold,  juzgado  por  la  corte  suprema 
de  los  Estados  Unidoa,  Dallas'  ¡teporis,  libro  Jll,  pAjina  333;  i  el  dd 
Karnssn,  por  sir  William  Scott,  Rob.  Rep.  libro  V.  pajina  291. 

"  EnlrccIIos,  la  Francia.  Véase  Morliii,  R^pertoiie,  v.  Armatcur. 


r" 
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da  ílo  <»uerra,   se  impono  a  su  capilan  i  oficiales  la  pona  de 
píratns. 

Las  ordenanzas  francesas  de  1681  i  1693,  confirmadas  por 
el  decirte  de  13  termidor  año  6,  prohiben  bajo  pena  de  des- 
titución í  otras  mas  graves  a  los  oficiales,  administradores, 
ajcntes  diplomáticos  i  consulares,  i  otros  empleados  públicos 
a  quienes  toque  velar  sobre  la  ejecución  do  las  ordenanzas  de 
corso,  o  concurrir  al  juicio  de  la  lejitimidad  de  las  presas,  el 
tener  intereses  directos  o  indirectos  en  los  armamentos,  o  ha- 
cerse directa  o  indirectamente  adjudicatarios  de  los  efectos 
apresados  cuya  venta  haya  sido  ordenada  por  ellos. 

Los  capitanes,  por  las  ordenanzas  francesas  de  1696  i  1704 
(confirmadas  por  la  del  2  prairial  año  11),  deben  arbolar  el 
pai>eIlon  nacional  antes  de  tirar  con  bala  al  bajel  a  que  dan 
caza,  bajo  pena  do  ser  privados  ellos  i  los  armadores  de  todo 
el  producto  de  la  presa,  que  se  confisca  a  favor  del  estado,  si 
el  bajel  es  eneminfo;  i  si  éste  resulta  ser  neutral,  son  condena- 
(U>s  en  daños,  perjuicios  e  intereses  a  favor  de  los  propieta- 
rios. 

«Navegar  i  dar  caza  con  bandera  falsa  (dijo  sir  William 
Scott  en  el  caso  del  Peacoch)  puede  ser  permitido  como  cstra- 
tajema  en  la  guerra;  pero  hacer  fuego  con  bandera  falsa,  las 
leyes  marítimas  de  esto  país  no  lo  toleran,  porque  puede  aca- 
rrear consecuencias  inicuas;  puedo  ocasionar  la  muerte  de  per- 
sona.s  que,  conociendo  el  verdadero  carácter  de  la  embarca- 
ción que  las  persigue,  se  pondrían  talvez  bajo  su  protección  en 
vez  de  resistirse.»'  En  este  caso,  el  captor  ingles  acriminaba  a 
los  reclamantes  haber  arrojado  papeles  al  agua;  i  se  decidió 
que  era  justificable  este  hcclio,  porque,  creyendo  que  los  ataca- 
ba un  buque  franr^,.s,  tuvieron  motivo  para  deshacerse  de  cartas 
que  hubieran  lejitimado  la  presa  anto  los  tribunales  franceses. 

Aunque  es  lícito  a  los  corsarios  tener  a  bordo  los  pabellones 
que  quieran  i  hacer  uso  do  ellos,  sea  para  reconocer  mas  fá- 
cilmente por  este  medio  las  navosque  encuentran,  sea  para  evi- 
tar que  otros  mas  fuertes  les  den  caza,  hai  varias  naciones  que 

*  Robinson's  Reports,  libro  IV,  pajina  187. 


24()  UEHECIÍÜ  INTEÜNACIONaI 

miran  como  un  acto  ilcf^al  tirar  el  cañonazo  de  llamada  liajo 
otro  pabellón  que  el  del  soberano.*  Otras,  por  el  contrario, 
dan  i>oca  importancia  a  este  acto.  Los  juzí^'adu»  aniericaiios 
han  declarado  que,  para  eximir  do  perjuicios  i  costas  al  captor, 
en  caso  de  un  apresamiento  orijinaclo  del  error  mutuo  de  ca- 
da uno  de  los  contendientes  sobre  la  nacionalidad  del  otro, 
DO  «ra  necesario  quo  hubiese  afirmado  su  bandera  con  un 
cañonazo,  pues  aunque  esta  era  la  costumbre  de  Francia,  Es- 
j>aña  i  Portugal,  no  lo  era  do  la  Gran  Bretaiía  i  de  los  Estados 
Unidos.** 

Inmediatamente  después  del  apresamiento  do  una  nave,  el 
capitán  captor  ee  apodera  de  las  licencias,  pasaportes,  letras 
de  mar,  contratas  de  íletamento,  conocimientos  i  demás  pape- 
les que  haya  a  bordo.  Todo  se  deposita  en  un  cofre  o  saco  a 
presencia  del  capitán  de  la  nave  apresada,  que  es  requerido  a  se- 
llarlo con  su  sello  propio.  El  capitán  captor  hace  cerrar  las  es- 
cotillas i  toma  las  llaves  de  todos  los  cofres  i  armarios.  Se 
imponen  severas  ])onas  a  los  capitanes,  oficiales  o  marineros 
apresadores  que  sustraigan  alguno  de  los  papeli'S  de  la  nave 
apresada. 

Hecha  una  presa,  debe  conducirse  a  un  puerto  del  soberano 
del  corsario  para  su  adjudicación."'  Si  los  captores  no  quieren 
hacerse  cargo  de  la  nave  apresada,  i  toman  solamente  las 
mercaderías,  o  lo  dej;in  todo  por  composición,  se  les  obliga  por 
las  ordenanzas  do  Francia  a  quedarse  con  los  papeles  i  a  dete- 
ner a  lo  menos  los  dos  principales  oficiales,  sin  duda  con  el 
objeto  de  que  pueda  calificarse  la  legalidad  de  la  presa  ante  un 
Juzgado  francés. 

■  Viilin.  Commeiilal reedita  ordonances  dfí  Franca,  titulo  Des  pri- 
si'fi,  nrticulo  5. 

'•  Caso  doln.Vaiíam  Florn,  Whoatoiis  íícjjí)íÍi!,  libro II,  pajina 48. 

"*'bi  las  instrucciones  (Id  goltiurno  facultan  al  captor  para  conducir 
eu  prcü3  al  puerto  mas  convoniontc,  no  por  eso  lo  dan  una  libre  i  ab- 
soluta discreción  aobre  esta  matL'ria,  sino  una  discrocion  racional,  en 
quo  Bo  consulla,  junto  con  su  pmpia  comodidad,  el  Ínteres  que  pue- 
dan tenor  los  neutrales.  Sir  William  Scott,  en  el  caso  del  Peacocft, 
,Rubinson's  Rcpocís,  libro  IV,  pajina  187. 
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Cuando  no  es  posible  conducir  la  prosa  a  puerto  sep^nro,-  i  el 
eacmijfo  no  la  rescata,  es  lícito  al  apresador  destruirla;  pero 
en  tal  caso  es  obligación  suya  proveerse  de  los  documentos 
n(*cesarios  para  caliñcar  su  conducta  i  la  lejitímidad  do  la  presa 
i  hacer  que  se  reciban  las  declaraciones  juradas  de  los  princi- 
pales oficiales  de  ella,  por  ante  un  majistrado  de  su  nación  o 
de  un  aliado,  o  por  ante  un  cónsul  de  su  nación  residente  en 
país  neutral. 

Las  ordenanzas  francesas  do  corso  son  en  jeneral  un  modelo 
digno  de  imitación  para  los  estados  que  deseen  poner  un  freno 
a  la  licencia  de  los  corsarios  i  evitar  las  quejas  i  demandas  de 
reparación  de  los  estados  neutrales.  Estas  ordenanzas,  adop- 
tadas en  gran  parte  por  la  España  i  por  otras  naciones,  han 
contribuido  mucho  a  fijar  el  derecho  consuetudinario  de  Eu- 
ropa. Aquí  solo  puedo  indicarse  lo  mas  principal  i  loque  tiene 
mas  inmediato  enlace  con  las  obligaciones  i  derechos  entre  los 
diferentes  estados. 

Es  libre  a  cada  nación  dar  a  sus  armadores  i  corsarios  las 
reglas  que  quiera.  En  tanto  que  estas  reglas  so  dirijcn  sola- 
mente a  los  subditos,  nadie  puede  disputar  la  comixítcncia  del 
soberano  para  establecerlas.  Pero  no  sucede  lo  mismo  con 
respecto  a  los  extranjeros.  No  hai  autoridad  para  sujetarlos  a 
requisitos  de  esta  o  aquella  especie  particular,  sino  en  cuanto 
las  reglas  que  se  les  impongan  sean  conformes  al  derecho  uni- 
versal de  jentes,  a  la  costumbre  o  los  tratados. 

3 

Una  presa*  puede  ser  ilejítima,  ya  por  el  tiempo  del  apre- 
samiento, si  ha  sido,  por  ejemplo,  después  de  la  fecha  del 
^  tratado  de  paz,  o  después  del  plazo  prefijado  en  este  para  la 
Icjitimidad  do  las  presas;  ya  por  el  lugar  del  apresamiento,  si 
ha  sido  bajo  el  cañón  o  dentro  de  la  jurisdicción  de  un  estado 
neutral;  ya  por  haberse  violado  en  el  apresamiento  algunas  de 
las  inmunidades  acordadas  al  enemigo  en  tratados  anteriores 

*  Chitty  i  Kcnt,  en  los  luGrares  arriba  dichos,    han   suministrado 
casi  toda  la  doctrina  de  este  artículo. 
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a  la  guerra  i  relativos  a  ella,  o  alguna  excepción  o  privilejio 
particular,  como  el  de  los  salvoconductos,  pasavantes  o  licen- 
cias concedidas  por  un  belijerante  a  las  naves  o  mercaderías 
del  otro. 

Si  el  apresamiento  so  hace  antes  de  la  declaración  formal 
de  guerra,  es  necesario  examinar  si  ha  sido  a  virtud  de  una 
orden  de  represalias  expedida  por  la  autoridad  competente. 
La  presa  es  entonces  lojítima,  no  en  virtud  del  derecho  de  la 
guerra,  sino  del  derecho  de  represalias;  o  mas  bien  las  repre- 
salias constituyen  en  este  caso  un  estado  parcial  de  guerra, 
supuesto  que  en  ellas  empleamos  la  fuerza  para  hacernos  jus- 
ticia. 

Un -apresamiento  hecho  dentro  de  territorio  neutral  es  ilejí- 
timo,  según  se  ha  dicho;  pero  esta  ilejitimidad  se  entiende  con 
respecto  al  soberano  de  aquel  territorio,  no  con  respecto  al 
apresado,  el  cual  tiene  solamente  derecho  para  reclamar  la 
protección  del  estado  neutral,  como  ésto  lo  tiene  para  que  el 
apresador  repare  la  violación  de  su  neutralidad,  poniendo  la 
presa  en  sus  manos.  Pero  si  la  nave  apresada  fue  la  que  co- 
menzó las  hostilidades  en  aguas  neutrales,  no  tiene  derecho  a 
la  protección  del  territorio,  i  la  captura  subsiguiente  no  es  una 
injuria  de  que  el  soberano  neutral  esté  obligado  a  exijir  repa- 


ración.* 


Cuando  se  toma  una  plaza  marítima  por  capitulación,  las 
propiedades  que  están  en  el  mar  no  parecen  hallarse  en  el  mis- 
mo predicamento  que  las  propiedades  en  tierra.  La  licencia 
que  se  concede  a  los  conquistados  para  salir  con  su  dinero, 
mercaderías  i  efectos  por  mar  o  por  tierra,  no  comprende  ne- 
cesaria ni  comunmente  el  permiso  de  llevarse  las  propiedades 
flotantes,   porque  semejante  licencia  no  deroga  la  costumbre 

*  Caso  de  la  Anne  oa  l«i  corte  suprema  do  los  Estados  Unidos, 
Whcatons  Reports,  parte  III,  pajina  447.  Según  Schnialz,  so  mira  co- 
mo ilícito  a  un  corsario  (no  a  un  buque  do  guerra  de  la  armada)  el  dar 
caza  a  un  buque  enemigo  en  los  rios  del  territorio  enemigo,  i  si  el 
corsario  cayese  en  manos  do  los  naturales,  no  se  le  trataría  con  las 
consideraciones  que  a  los  prisioneros  do  «▼uerra.  Droil  des  Gens  Eu^ 
ropt''(*n,  libro  VI,  capítulo  3. 


DE  LAS  PBESAS  MaHÍTIMAS  12 'i 9 


establecida  de  apresar  esta  clase  de  bienes.  Por  el  caso  de  /as 
nares  apresadas  en  Jénova^  parece  también  que  las  circuns- 
tancias de  haberse  acordado  en  la  capitulación  una  entera 
libertad  de  comercio  no  protcje  las  propiedades  flütantes,  por- 
que, según  sír  William  Scott,  es  práctica  ordinaria  apresarlas, 
aunque  se  haya  capitulado  esta  libertad  de  comercio.* 

Los  efectos  apresados  cuya  restitución  no  se  reclama  ante  el 
tribunal  competente,  se  condenan  como  presa  lejítima.**  Con 
todo,  si  aparece  que  el  carácter  nacional  de  la  presa  es  neutral 
o  dudoso  i  no  se  interpone  reclamo,  la  práctica  de  los  Estados 
Unidos  es  conceder  a  los  propietarios  un  año  i  un  dia  de  plazo, 
contados  desde  la  iniciación  de  los  procedimientos  judiciales, 
para  que  hagan  valer  sus  derechos;  i  si  no  lo  hacen  dentro  de 
este  plazo,  se  adjudica  la  propiedad  a  los  captores.*** 

La  comisión  que  da  un  soberano  belijcrante  para  apresar 
propiedades  enemigas,  se  extiende  a  las  propiedades  neutrales 
apresadas  en  el  acto  do  violar  la  neutralidad.****  De  los  dere- 
chos i  obligaciones  propias  de  este  carácter,  se  tratará  mas 
adelante.  Aquí  nos  limitaremos  a  advertir  que  los  efectos  en- 
contrados a  bordo  de  buques  enemigos  se  presumen  propiedad 
enemiga,  a  menos  que  presenten  claras  señales  i  los  acompa- 
ñen documentos  fehacientes  del  carácter  neutral;***"  bien  que 
sobre  este  punto  se  ha  estipulado  otra  cosa  en  la  declaración 
de  Parifij  como  después  veremos. 


Para  que  la  presa  marítima  dé  un  título  auténtico  de  pro- 
piedad, trasferiblea  los  neutrales  o  al  represador,  es  necesaria, 
sogun  la  práctica  mas  jeneral  de  las   naciones  modernas,  la 


*  Robinson's  Reports,  libro  IV,  pajina  397. 

**  Caso  do  la  Adelina,  Cranch's  Reports,  libro  IX,  pAjiíia  2'ii. 

***  After  the  insiitution  of  the  prize  proceedings,  caso  dol  //a- 
rrison,  \Vheaton*s  Reports,  libro  I,  pajina  299. 

****  Elliot's  Diplomatic  Code^  References,  número  257. 
*****  Elliot's    Diplomatic  Code,  Rcferences,  número  26S.    Véaí»a 
también  Robinson's  fíepor/s,  libro  IV,  pajina  398. 
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on  lie  un  tribunal  quo  debe  pertenecer  al  soberano 
,  i  resÍLÜr  en  el  territorio  (le  esto  soberano  o  (le  sus 

sidad  do  los  juzgamientos  de  presas  nace  prineipal- 
peiiyro  deque, en  el  ejercicio  delderet-liodecaptui-a, 
lan  las  propiedades  neutrales  con  las  enemiíjaH  jior 
ilieia  de  lus  captores.  Es  evidente  que,  si  el  juicio  do 
lad  do  las  presas  se  dejase  a  éatos,  la  guerra  se  con- 
,  un  sistema  de  pillaje,  i  la  propiedad  de  aquéllos  que 
n  ({uc  ver  con  la  guerra  cori-eria  no  menor  ¡Xíligro 
(piedad  délos  bolijerantes,  «El  derecho  do  jentes, 
Mansfield,  hace  a  los  pueblos  reciprocamente  respon- 
as  injurias  que  se  cometen  por  mar  o   tierra.   Los 

naturales  de  justicia,  la  conveniencia  mutua  i  el 
¡ento  de  las  naciones  han  oslabk-cido  ciertas  reírlas 
miento,  un  código  i  tribunales   destinados  a  juzqar 

Los  ciudadanos  de  un  estado  ocurren  a  las  tiibu- 
;ro,  i  se  les  administra  justicia  conforme  a  una  misma 
ente  conocida  de  todos.  1  para  dar  cficiieia  a  lo  que 

derecho  internacional  en  esta  materia,  las  leyes  o 
e  so  promulgan  al  principio  de  la  guerra  dcterniinari 

jeneral  que  los  buques  i  efectos  aprcindos,  sea  ¡Kii" 
soberano  o  do  los  particulares,  hayan  de  condenarse 
te  en  una  corte  de  almirantazgo  para  que  los  tap'.o- 
I  gozar  de  ellos  o  enajenarlos.  >•' 
jimionto  de  las  causas  do  prosas  es  privativo  de  la 
'esadora.  Esta  es  una  consecuencia  necesaria  í'.c  la 

la  absoluta  independencia  do  los  csUidoa  soberanos, 
arto,  i  la  obligación  de  observar  una  imparcial  i 
eutralidad,  por  otra.  En  virtud  del  primer  principio, 
ano  es  el  arbitro  reconocido  de  toda  controversia  que 
a  sus  derechos  propios,  i  no  puede  sin  degradar  su 
ipareccr  en  el  foro  de  las  otras  naciones  a  defender 
e  sus  ajentes  i  comisionados,  i  mucho  menos  la  lega- 
fifia  de  las  ro^i^las  de  conducta  quo  les  ha  prescrito. 

volumen  III,  capitulo  13,  p.ñjina  COK, 
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I  en  virtud  del  segundo  es  prohibido  a  los  neutrales  intervenir 
(le  modo  alguno  entre  el  apresador  i  el  apresado,  ¡  no  pueden 
menos  de  considerar  el  hecho  de  la  posesión  como  una  prueba 
concluyente  del  derecho.  Así  los  corsarios  no  están  sujetos  a 
otras  tribunales  que  los  del  estado  cuya  bandera  llevan,  a  lo 
menos  en  todo  aquello  que  comierne  al  ejercicio  de  la  comisión 
pública  que  se  les  ha  conferido.  I  tan  jeneral  es  esta  regla, 
que,  según  la  doctrina  de  los  tribunales  americanos,  es  un  acto 
ilegal  quitar  al  captor  la  posesión  de  las  naves  i  mercaderías 
de  la  nación  neutral  a  que  arriba,  siempre  que  hayan  sido  apre- 
sadas a  título  de  enemigas  o  de  confiscables  jure  belli^  aunque 
realmente  no  lo  sean.* 

Azuni  indica  las  excepciones  siguientes:  1."  cuando  el  apro- 
sador  ha  quebrantado  aquellas  leyes  de  la  naturaleza  que  so 
miran  como,  sagradas  aun  entre  enemigos,  ejecutando  cruel- 
dades monstruosas  en  la  jente  del  buque  apresado;  pues  en- 
tonces podrá  el  estado  neutj'al  a  cuyo  puerto  ha  llegado  la 
presa,  poner  en  salvo  a  los  prisioneros,  i  aun  prender  al  capitán 
i  ofícialida:!  del  corsario;  2.'  cuando  el  captor  es  acusado  de 
piratería;  3.'  cuando  éste  ha  violado  la  neutralidad,  aju'esando 
en  aguas  neutrales,  rompiendo  los  documentos  que  probaban 
la  inocencia  de  la  carga,  o  cometiendo  otros  desafueros  seme- 
jantes; sí  el  corsario  ha  violado  la  neutralidad  del  estado  en 
que  se  halla^  no  puedo  declinar  su  jurisdicción,  alegando  el 
privilejio  de  los  buques  armados  en  guerra.**  Pero  dejo  esta 
materia  para  cuando  se  trate  de  los  derechos  i  obligaciones  de 
los  neutrales.*** 

Tan  estrictamente  es  privativo  del  soberano  del  apresador 
el  conocimiento  de  las  causas  de  presas,  que  la  sentencia  de 
un  tribunal  de  una  potencia  aliada  no  se  miraría  como  lejí- 
tima. 

Parece,  porima  multitud  de  casos  sustanciados  en  los  tribu- 
nales británicos,  que  la  sentencia  de  un  tribunal  de  presas 


*  Elliot's  Code,  Rcferences,  número  207.  Lo  mismo  en   Inglaterra. 
En  Francia,  como  veremos  mas  adelante,  no  se  sigue  esta  regla. 
Azuni,  Derecho  Maritimo,  parte  II,  capítulo  A,  artículo  3. 
Mas  adelante,  capitulo  7,  artículo  7. 
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le  juzga  pur  coniÍHÍon  de  un  belijerante  en  territopiu  neutral, 
invalida  jior  esta  última  cin-unstancía,  aunque  senicjanU-s 
icios  se  in-sUtuyan  con  aprobación  o  aquiescencia  de  la  poten- 
i  neutral.' 

La  posesión  del  captor  da  jurisdicción  a  su3  juzgadns  nació- 
les; í  si  se  pierde  la  posesión  por  represa,  escape,  o  abandono 
luntariOjCcsa  la  jurisdicción  conferida  por  el  apresamiento,*' 
Las  causas  do  presa  son  siempre  m  rem  contra  la  nave,  la 
rga  o  ambas,  o  qiiasi  in  rem,  contra  el  producío  de  ellas. 
ts,  para  dar  jurisdicción  a  los  tribunales  de  la  nación  apresa- 
ra, no  es  necesario  que  la  prosa  sea  conducida  a  sus  aguas  o 
rras.  Basta  que  el  captor  la  haya  ocupado  jure  belli,  i  que 
iga  tranquitii  posesión  de  ella  en  territorio  neutral."'  Su- 
sose  por  algún  tiempo  que  un  tribunal  de  presas  residente 
el  país  del  soberano  cuya  autoridad  rcprcsenla,  o  de  un 
n.rano  aliado,  no  tenia  jurisdicción  sobro  las  presas  que  per- 
mccian  en  puertea  neutrales,  ¡JOPtluo  carecía  de  la  ¡(osesion 
jeaapia  para  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  in  reni.  Sir  Wi- 
im  Scolt  reconoció  que  esta  máxima  era  fundada,  pero  «ivia 
a  el  almirantazgo  británico  liabia  mantenido  tan  coprosa  i 
minantemente  el  valor  de  las  condenaciones  de  presas  cxis- 
ites  en  país  neutral,  que  ya  no  era  posible  abandonar  esta 
íctica  i  volver  al  principio  antiguo.  La  regla  del  almiran- 
go  británico  se  halla  ahora  dermitivamonte  ejitiddecida  por 
costumbre  jeneral  de  las  naciones.  Anliquc  la  presa  se  halle 
territorio  neutral,  si  el  apresador  está  en  posesión  de  ella,  ' 
tiene  bajo  su  potestad,  esto  se  estima  sufieiento  para  la  leji- 
lidad  del  juicio  in  rem.'*" 

Vó.1.10  ci  caso  del  Fiad  OyAíi,  Robinson'a  ¡icpcrls.  libro  I,  pitjina 
;  i  a  Who.iton,  Elemcnls.  parto  IV,  c^npitiilo  2.  g  li.  Keat  ostableco 

nlíina  rugía  que  Whoatoü.  iNo  seria  lezal  quo  so  juzfiaso  la  prosa 
uti  tribunal  rcsidanto  on  paiit  neutral.  Ríita  prohibioion  ao  so  apo- 
3olo  oti  lo  impropio  i  poligrow  quo  noria  el  liacor  la  tierra  neutral  un 
tro  de  proccdiin lentos  hosLilus,  iiiiiu  en  laprtlctica  do  las  n.tcioiica.  > 
■Ajina  103. 

'  Elliot's  Code,  ücferenccs.  número  34. 
'•  i:i!¡ofs  Ücferenccs,  niimeros  296,  301,  ote. 
'*•  Kont,  Cnmfiita)ios,  tomo  I,  pijinífi  11)3,  104,  segunda  edición. 
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Lf^s  sentencias  de  estos  juzgados  tienen  toda  fuerza  i  valor 
en  las  naciones  extranjeras,  como  pronunciadas  por  autoridad 
lejítima  sobre  materias  de  su  fuero.  Ellas  dan  a  los  adjudica- 
tarios de  la  propiedad  apresada  un  título  incontrovertible.  Los 
juzgados  americanos  han  sentado  en  principio  que  la  sentencia 
de  un  tribunal  extranjero  que  condena  propiedades  neutrales 
en  conformidad  con  una  lei  o  edicto  injusto  en  sí  mismo,  con- 
trario al  derecho  de  jentes,  derogatorio  de  las  inmunidades  de 
los  neutrales,  i  declarado  tal  por  el  presidente  i  congreso  de  los 
Estados  Unidos,  trasficro  no  obstante  el  dominio  de  la  propie- 
dad condonada.  Consecuentes  a  este  principio,  declararon  que 
los  prt)pietarios  americanos  no  j)odian  reclamar  ante  los  tri- 
])unales  do  su  patria  las  propiedades  apresadas  i  condenadas 
en  los  tribunales  franceses  a  consecuencia  del  decreto  de 
Milán.* 

Otro  corolario  de  la  fuerza  i  valor  que  se  da  por  el  derecho 
de  jentes  a  las  decisiones  de  los  juzgados  do  presas,  es  que 
cada  sentencia  pronunciada  por  uno  de  ellos  se  recibe  como 
prueba  concluyenteen  los  juicios  sobro  pólizas  do  seguros,  aun 
dado  caso  que  haya  sido  injusta,  con  tal  que  la  injusticia  no 
aparezca  en  la  sentencia  misma.  Por  consiguiente,  no  se  admi- 
te prueba  contraria  dirijida  a  falsificar  los  hechos  que  so  afir- 
man expresamente  en  ella,  o  a  manifestar  que  el  fallo  ha  sido 
infundado.*' 

En  un  juicio  sobro  el  seguro  de  una  propiedad  que  habia 
sido  condenada  en  Francia  por  una  supuesta  infracción  de  un 
tratado  entre  Francia  i  América,  decia  lord  Ellenboroug:  «¿No 
se  funda  la  sentencia  de  condenación  en  la  circunstancia  de  no 
llevar  el  buque  los  documentos  de  que,  ajuicio  del  tribunal 
francés,  debió  estar  provisto  según  el  tratado?  Yo  no  digo  que 
fuese  corre<5ta  la  interpretación  que  dieron  a  este  tratado  loa 
jueces;  pero,  por  inicua  que  haya  sido,  teniendo  jurisdicción 
competente  para  interpretarlo  ¡  habiéndolo  hecho  en  efecto,  el 
respeto  i  coi*tesía  que  las  naciones  civilizadas  se  guardan  unas 
a  otras,  nos  obligan  a  dar  crédito  a  la  adjudicación.  Alegúese  lo 

*  Elliot's  Reforences,  números  50,  53. 

**  Chitty's  Commercial  LaH\  tomo  III,  pajina  487. 
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que  se  quiera;  el  almirantazgo  frannes  ha  condonado  el  biniuo 
por  una  infracción  do  tratado  que  riilsifiea  la  garantía  de  neu- 
tralidad; o  hemos  de  disputar  su  jurisdiecion,  o  debemos  atc- 
nerniKS  a  la  senteneia.»* 

Pero,  se-íiin  la  práutica  del  almirantazgo  británico,  la  sen- 
tencia no  iiaria  prueba,  sí  en  ella  so  expusieran  los  motivos 
especiales  que  hablan  inducido  a  la  coiilenacion  (circunstancia 
que  no  es  necesaria  para  su  validez  en  derecho),  i  si  estos  mo- 
tivos no  justificaran  la  decisión  del  juzgado,"  De  aquí  ea 
que  la  garantía  de  neutralidad  no  se  falsificaria  por  la  senten- 
cia do  un  tribunal  de  presas  extranjero  que  condonase  a  un 
buque  neutral  por  haber  infrinjido  las  leyes  u  ordenanzas  par- 
Ucularas  del  estado  belijerante,  que  no  fuesen  conformes  al 
derecho  de  jentes,  o  que  no  hubiesi'n  sido  aceptadas  por  la 
nación  neutral.'" 

La  autoridad  de  cosa  Juzgada  que  la  costumbre  jeneral  de 
las  naciones  da  a  los  actos  de  los  tribunales  de  presas,  no  so 
opone  al  derecho  que  tienen  los  estados  extranjeros  para  soli*  . 
citar  la  reparación  do  los  daños  que  hayan  sufriilopor  la  ilega- 
lidad o  injusticia  de  las  sentencias.  Si  un  belijerante  establece 
para  el  juzgamiento  do  sus  presas  reglas  arbitrarias,  opuestas 
a  los  principios  del  derecho  de  jentes  reconocido,  las  potencias 
extranjeras  no  mirarán  por  eso  como  justas  las  condonaciones 
pronunciadas  con  arreglo  a  ellas.  La  sentencia  no  dejará  por 
eso  de  dar  a!  captor  un  dominio  irrevocable  sobre  la  propiedad 
apresada;  pero  el  belijerante  se  hallará  obligado  a  indemnizar 
los  perjuiciasque  los  subditos  de  los  otros  estados  hayan  sufri- 
do por  ella.  Mucho  menos  los  privará  de  este  derecho  una  sen- 
tencia pronunciada  contra  las  reglas  que  reconoce  la  iwtonuia 
aprcsadora,  o  contra  los  pactos  que  ésta  haya  celebrado  con 
otras.  Los  reclamos  de  indemnización  se  hacen  entonces  pjr 
los  órganos  diplomáticos,  i  se  deciden  por  ajustes  privados  o 

'  Chitty,  libro  III,  capitulo  13,  piijiíia  609.  Elliot's  References,  p;t- 
jiña  35.  Ka  Francia,  hüíuii  Chitty,  no  sa  rcxpotan  igualmente  las  doci- 
HÍ0UC3  do  los  juzgados  do  almirantaz^'os  oxtranjoros. 

*■  Chitty,  libro  III,  capitulo  10,  pajina  187, 

"*  Chitty,  ¡bidüm,  p\jina  «rt. 
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convenciones  solomncs.  Tal  fué  la  de  agosto  de  1802,  ratificada 
en  1818,  entre  la  España  i  los  Estados  Unidos  de  Antórica,  para 
el  arreglo  de  las  indemnizaciones  solicitadas  por  anilxis  partes 
a  consecuencia  de  los  excesos  cometidos  en  la  guerra  anterior 
por  individuos  de  una  u  otra  nación  contra  el  derecho  de  jentes, 
o  contra  los  pactos  que  existían  entre  ellas;*  arreglo  que  vino 
a  terminar  en  la  cesión  de  las  Floridas,  estipulada  en  el  tratado 
de  Washington  el  22  de  febrero  de  1819  entre  las  mismas  na- 
ciones.** 

Pueden,  pues,  los  interesados  en  una  prosa  indebidamente 
condenada,  recurrir  al  g.>bierno  de  su  país  para  que  reclamo 
la  competente  indemnización  del  gobierno  cuyos  juzgados  han 
pronunciado  la  sentencia  injusta.  Pero  la  ecpiidad  natural  no 
permite  que  un  estado  sea  responsable  de  la  conducta  do  sus 
miembros,  mientras  los  actos  de  éstos  no  hayan  sido  examina- 
dos por  todos  los  medios  que  el  estado  ha  provisto  al  efecto. 
Como  regularmente  no  solo  hai  juzgados  inferiores  de  presas, 
sino  tribunales  de  revisión  o  apelación,  a  que  tienen  recurso 
los  que  han  sido  agraviados  por  los  juzgamientos  de  aquéllos, 
los  neutrales  no  pueden  interponer  justamente  la  autoridad 
de  su  gobierno  contra  un  fidlo  del  juzgado  inferior,  mientras 
no  han  hecho  uso  del  recurso  o  recursos  de  apelación,  que  les 
conceden  las  leyes  del  belijerante. 


*•» 
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Luego  que  los  captores  llegan  a  tierra,  es  su  obligación  pre- 
sentar los  papeles  do  mar  de  la  nave  o  propiedad  apresada  al 
tribunal  de  presas,  i  hacer  que  so  proceda  al  examen  de  los 
oficiales  i  marineros.  Sobre  estos  papeles  i  declaraciones,  debe 
juzgarse  la  causa  en  primera  instancia.  Si  en  virtud  de  estas 
pruebas  aparece  claramente  que  la  propiedad  apresada  es  hos- 

*  Martcns,  Supplcment  au  Rfícueil  des  Trai/ás,  tomo  VIII,  pajina 
508. 

••  Martcns,  Supplcmo.nt,  tomo  IX,  pajina  3*28. 

***  Ruthcforth's  Inslit.   tomo  II,  1.  2,   capitulo    1,  §  99,  citado  por 
Whcaton,  parto  IV,  capítulo  í,  §  15. 
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til  O  neutral,  se  pronuncia  desde  luego  su  condenación  o  resti- 
tución. Pero,  si  el  carácter  de  la  presa  ea  dudoso,  o  se  presentan 
fiirulados  motivos  de  sospecha,  se  manda  esclarecer  !a  materia 
i  ampliar  las  pruebas.  Cuando  el  apresado  se  ha  liecho  culpable 
de  fraiiile,  ilegalidad  o  mala  conducta,  no  se  le  admiten  mas 
pruebas  i  se  condena  desde  luego  la  presa.  Finalmente,  si  la 
parte  que  solicita  la  restitución  intenta  engañar  al  tribunal, 
reclamando  como  suyo  propio  lo  que  pertenece  a  otros,  pierde 
su  derecho  aun  a  aquella  parte  de  la  prosa  cuya  propiedad 
llegase  a  probar  satisfactoriamente.  Si  propiedades  enemigas 
se  confunden  fraudulentamente  con  propiedades  neutrales  en 
un  mismo  reclamo,  éstas  sufren  i'egularmcnte  la  suerte  de 
aquéllas.' 

Las  partes  que  so  crean  perjudicadas  por  el  apresamiento, 
deben  recurrir  formalmente  al  tribunal;  bien  que,  aun  sin  este 
recurso,  el  tribnnal  exije  siempre  a  los  captores  que  establez- 
can, alo  menos  prima  /acie.la  legalidad  de  la  presa.  En  Ingla- 
terra, se  observa  que,  si  la  propiedad  reclamada  vale  monos  do 
cien  libras  esterlinas,  so  permite  restituirla  sin  necesidad  do 
recurso  formal,  para  no  cargarla  con  gastos  desproporcionados. 
En  jeneral,  no  se  da  oídos  a  ningún  reclamo  que  esté  en  con- 
tradicción con  los  papeles  de  la  nave  í  las  declaraciones  de  la 
jente  de  ella.  Pero  hai  excepcione.s  a  esta  regla.  En  el  caso  do 
la  Flora.,  la  propiedad  parcela  ser  holandesa  por  los  papeles  de 
mar  i  la  declaración  del  capitán;  poro,  habiéndose  probado  que 
pertenecía  veriladoramente  a  personas  domiciliadas  en  Suiza, 
por  cuya  cuenta  i  riesgo  era  el  viaje,  se  admitió  la  instancia  do 
los  propietarios  suizos  i  se  les  restituyó  la  propiedad." 

En  cuanto  al  tiempo  dentro  del  cual  puede  intentarse  la  ac- 
ción de  perjuicios  por  un  apresamiento  ilegal,  expondré  aquí 
la  doctrina  del  almirantazgo  ingles  en  el  caso  del  Mentor,  buque 
americano,  que  había  sido  destruido  por  las  fragatas  británicas 
Centurión  i  Vulture,  después  de  terminadas  las  hostilidades, 
pero  antes  de  saberlo  los  apresadores.  «Este  caso,  dijo  sir  Wi- 


•  Elliot's  References  números  tío  i  118. 

*•  Cliitty'B  Commercial  Law,  volúmon  III,  capitulo  Í3,  pajina  6 
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lliam  Scütt,  es  pcculiarisimo  en  sus  circunstancias;  i  la  primo* 
ra  particularidad  que  observo  en  él,  os  el  intentarse  la  acción  a 
la  distancia  de  cerca  de  diez  i  siete  años  del  hecho.  No  recuerdo 
que  jamas  se  haya  permitido  entablar  en  esta  corte  un  caso 
de  tanta  antigüedad.  No  quiero  decir  que  el  estatuto  de  limita- 
ciones (lei  civil  do  prescripciones)  se  extienda  a  las  causas  do 
presas;  pero  no  hai  quien  no  vea  que  el  principio  de  equidad 
en  que  se  funda  aquel  estatuto  alcanza  hasta  cierto  punto  a  los 
procedimientos  do  esta  corte,  i  es  sumamente  propio  que  ella, 
a  su  juicio,  fije  las  limitaciones  (prescripciones).  I  si  hai  ca- 
sos de  remota  antigüedad  a  que  no  deba  dar  acojida,  aquél 
seria  uno,  en  que  apareciese  claramente  que  el  demandante 
había  tenido  cabal  conocimiento  de  la  injuria  i  del  remedio 
legal  correspondiente.»* 

En  el  caso  del  Haldack,  se  intentó  la  acción  ante  la  alta 
corte  de  almirantazgo  un  año  i  nueve  meses  después  de  la  sen- 
tencia de  condenación  de  la  presa,  pronunciada  por  un  tribu- 
nal do  Santo  Domingo,  incompetente  para  ejercer  esta  juris- 
dicción. «Este  es  un  caso  (dijo  sir  William  Scott)  durísimo 
para  los  apresadores;  pero  no  creo  que  me  sea  lícito  eximirlos 
de  lá  necesidad  de  proceder  a  un  juicio.  Mientras  existe  la  co- 
misión de  presas,  no  hai  un  tiempo  preciso  i  determinado  que 
impida  a  los  interesados  intentar  la  acción;  aunque  también 
sea  cierto  que  debe  haber  un  tiempo  que  produzca  ese  efecto... 
El  único  medio  de  asegurarse  el  captor,  es  el  recurrir  a  una 
corte  de  jurisdicción  competente;  si  no  lo  hiciese,  se  haría  reo 
de  una  culpa  grave;  i  si  por  equivocación  recurriese  a  un  tri- 
bunal impropio,  aunque  esta  circunstancia  le  relevase  de  aquel 
reato,  no  le  protejeria  contra  los  interesados  que  le  citasen  ante 
el  tribunal  competente.  En  el  caso  presente,  no  se  imputa  mala 
conducta  a  los  captores;  pero  la  sentencia  condenatoria  pro- 
nunciada en  Santo  Domingo  es  nula,  i  no  ha  producido  efectos 
legales  de  ninguna  clase.  Por  otra  parte,  era  un  deber  del  re- 
clamante haber  intentado  su  acción  lo  mas  pronto  posible, 
puesto  que  siempre  le  era  dado  compeler  al  captor  a  un  juicio, 

*  Robinson's  Reports,  libro  I,  pajina  179. 
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cuando  éste  habia  dejado  de  provocarlo.  Quizá  creyó  el  recla- 
mante que  el  juzgado  de  Santo  Domingo  tenia  la  jurisdicción 
necesaria,  pero  pudo  haber  apelado;  i  si  bien  es  cierto  que  no 
se  hubiera  admitido  la  apelación  por  la  incompetencia  del  juz- 
gado a  quOj  hubiera  así  manifestado  dilijencia;  punto  sustan- 
cial de  la  reclamación  de  perjuicios.  Hubo,  con  todo,  una  espe- 
cie de  dificultad;  hubo  como  una  nube  de  incertidumbre  en  la 
opinión  do  muchos  acerca  de  la  competencia  del  juzgado  infe- 
rior; i  esto  bastaba  para  explicar  una  parte  de  la  demora. 
Como  quiera  que  sea,  el  reclamante  ha  ocurrido  ahora  a  esta 
corte,  i  soí  de  dictamen  que  debe  admitirse  la  demanda.»* 

En  el  caso  de  la  Susana:  «Se  hace  este  reclamo  contra  un 
oficial  de  la  armada  para  que  proceda  a  la  adjudicación  de  un 
|/  buque  apresado  sois  años  ha.  El  hecho  es;  pues,  do  una  fecha 

S  mui  antigua.  No  digo  por  eso  que  el  mero  lapso  de  tiempo  se- 

ria un  obstáculo  perentorio,  si  el  reclamante  probase  haber 
empleado  toda  la  dilijencia  debida,  i  se  hubiese  visto  imposibi- 
litado do  intentar  oportunamente  la  demanda  en  fuerza  de  cir- 
cunstancias inevitables  e  irremediables...»** 

Los  juzgados  de  presas  podrán,  pues,  oponer  por  equidad 
en  estas  causas  los  principios  de  la  prescripción  judicial;  i  des- 
pués de  un  largo  lapso  de  tiempo,  no  recibirán  una  demanda  de 
perjuicios  contra  los  captores  por  apresamiento  ilegal.*** 

No  se  permite  a  los  reclamantes  alegar  que  los  captores  no 
tenian  patente  lejítima;  pero,  si  resulta  en  efecto  que  el  apresa- 
miento de  propiedad  enemiga  se  ha  hecho  sin  ella,  la  presa  es 
a  beneficio  del  estado.  Que  el  apresador  haya  o  nó  tenido  co- 
misión lejítima,  es  una  cuestión  entre  él  i  su  gobierno  exclusi- 
vamente, i  que  do  ningún  modo  concierne  al  apresado.**** 

Es  una  regla  de  los  tribunales  de  presas  que  el  onus  proban- 
di  incumbe  al  que  reclama.* 


***♦ 


*  Robinson's  Reports,  libro  III,  pajina  235. 

**  Robinson's  Reports,  libro  VI,  pajina  48. 

***  Wheaton's  Reports^  libro  II,  Apéndice,  pajina  12. 

****  Elliot's  Rcferences,  número  181. 

*****  Elliot's  Rcferences,  número  183. 
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Los  daños  i  perjuicios  se  abonan  a  los  propietarios  siempre 
que  aparece  haber  sido  infundado  el  apresamiento,  o  que  el 
apresador  se  ha  hecho  culpable  do  alguna  irregularidad,  o  no 
ha  cuidado  suficientemente  de  la  presa.  Pero  es  justificable  la 
detención  de  la  propiedad,  i  el  apresador  no  es  obligado  a  in* 
demnizar  al  dueño,  siempre  que  por  parte  de  aquél  ha  habido 
bastante  motivo  para  dudar  del  carácter  de  la  propiedad  i  so- 
meterla a  examen.  Si  el  apresamiento  aparece  justificable  a 
primera  vista,  i  después  se  encuentra  infundado  i  se  restituye 
la  propiedad,  el  apresador  no  está  obligado  a  reintegrar  el 
déficit  que  resulte  de  la  venta  del  cargamento  hecha  de  bue- 
na fo. 

En  el  caso  del  WiUiam,  se  condenó  al  captor  en  los  perjui- 
cios orijinados  de  no  haberse  empleado  toda  la  dilijencia  debida. 
Con  esto  motivo,  dijo  el  juez  que  en  cuestiones  de  esta  especie 
solia  sentarse  una  regla  que  no  era  de  su  aprobación,  a  saber: 
que  los  captores  no  eran  responsables  de  mas  dilijencia  que  la 
que  solían  emplear  en  sus  propios  negocios;  porque  un  hombre 
puede,  cuando  se  trata  de  lo  suyo,  correr  riesgos  por  motivo  de 
interés  o  por  una  temeridad  natural;  lo  que  no  podría  discul- 
parse, cuando  aventurase  la  propiedad  ajena  venida  a  sus 
manos  por  violencia.  Cuando  confiamos  nuestras  co^s  a  una 
persona  cuyo  carácter  nos  es  conocido  o  se  presume  serlo,  el 
cuidado  que  ella  suele  emplear  en  lo  suyo  es  una  norma  razo- 
nable; pero  no  so  puede  decir  que  hacemos  confianza  de  la 
persona  a  quien  dejamos  forzadamente  lo  nuestro.* 

En  el  caso  de  la  Detsey,  estableció  sir  William  Scott  las  re- 
glas siguientes:  «Los  puntos  principales  a  que  debemos  aten- 
der son  estos:  ¿Ha  sido  legal  i  de  buena  fe  en  su  principio  la 
posesión  de  los  captores?  I  suponiendo  que  lo  haya  sido,  ¿se  ha 
convertido  después  en  ilegal  i  torticera?  Porque  sobre  estos  dos 
puntos  es  precisa  la  leí:  un  poseedor  de  buena  fe  no  es  respon- 
sable de  accidentes  fortuitos,  pero  puede  por  su  mala  conducta 
subsiguiente  perder  la  protección  a  que  era  acreedor  por  la 
aparente  justicia  do  su  título,  i  exponerse  a  que  se  le  considere 


*  Robinson's  Reports,  tomo  VI,  pajina  316. 
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como  un  injusto  detontador  ab  initio.  Tal  es  la  lei\  no  solo  de 
este  juzgado,  sino  de  todos  las  juzgadas,  i  uno  de  los  primero» 
principios  de  la  jurisprudencia  universal.»* 

Si  la  detención  fué  justificable  a  primera  vista  i  se  absuelve 
la  propiedad,  el  captor  es  en  jenoral  responsable  do  los  per- 
juicios que  sufren  los  dueños  por  no  haberse  llevado  la  presa 
al  puerto  conveniente.**  Las  circunstancias,  con  todo,  pueden 
a  veces  autorizar  a  los  comandantes  de  los  buques  de  guerra 
del  estado  para  desviarse  do  esta  regla  por  el  interés  del  servi- 
cio que  se  les  ha  encargado. 

El  apresador  es  responsable  de  la  conducta  del  capitán  do 
presa,  aun  cuando  la  del  primero  haya  sido  intachable.*** 

«El  captor  (según  el  mismo  juez)  no  es  responsable  de  la 
pérdida  o  menoscabo  que  sobrevenga  a  los  efectos  mientras  so 
hallan  bajo  la  custodia  de  la  lei.****  Pero  se  dice  que  esta  regla  no 
debo  obrar  contra  el  propietario  extranjero,  i  que  no  es  razona- 
ble oponer  a  los  subditos  de  otro  estado  una  excepción  fundada 


*  Robinson's  Reporte,  tomo  I,  pajina  96. 

**  f  La  conveniencia  es  un  término  jeneral  i  amplio,  quo  deja  cierta 
latitud  discrecional,  pero  ceñida  a  los  limites  de  la  prudencia....  hai 
convenionciaa  menos  importantes,  otras  casi  indispensables.  Una  do 
las  mas  importantes  es  que  el  puerto  sea  tal  quo  pueda  fondearse  en 
él  con  seguridad.  Es  preciso  también  que  el  puerto  tenga  bastante 
profundidad  para  quo  no  sea  menester  descargar  el  buque,  porque  los 
apresadores  no  deben  manejar  la  carga  en  manera  alguna  sin  autori- 
dad del  juzgado....  También  es  de  desear  que  sea  breve  i  fácil  la  co- 
municación del  puerto  con  los  juzgados,  para  que  las  partes  puedan 
obtener  prontamente  los  consejos  e  informes  quo  necesiten,  i  no  so 
demore  el  cumplimiento  do  las  ordeños  de  la  corte  de  almirantazgo. 
La  elección  de  su  propio  puerto  es  un  priviiojio  quo  puede  concederse 
cwíeris  paribus  a  los  apresadores.»  Caso  del  Washington,  Robinson's 
Rcporls,  tomo  VI,  pajina  276. 

Caso  del  DerMorr,  Robinson's  iícpor¿s,  tomo  III,  pajina  129. 

So  entienden  estar  bajo  la  custodia  de  la  lei  los  efectos  que  el 
captor  en  virtud  de  una  comisión  del  juzgado  [desembarca  i  deposita 
en  almacenes.  Si  en  el  desembarque  no  sufren  un  accidente  imputable 
a  descuido  del  captor  o  do  sus  ajentes,  si  so  depositan  en  almacenes 
suficientemente  seguros,  el  captor  no  es  responsable  de  hurto  o  robo. 
Chitty,  tomo  III,  pajina  015. 
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del  nuestro.  Si  la  loÍ  toma  una 
a  es  responsable  de  su  consor- 
c  la  excusa  do  hurto  o  robo  con 
ven  bajo  la  protección  do  una 
esta  protección  nacía  tienen  quo 
ue  este  modo  do  raciocinar  es 
los  captores  i  contra  todas  las 
s,  cuando  se  comete  un  hurto, 

paredes,  la  persona  en  cuyo 
ad  no  es  resi^onsable  do  la  pér- 
ersal  de  !aa  cosas  en  este  mun- 

advertir  quo  en  Inglaterra  el 
itazgo  es  obligado  a  reparar  las 

hurtos,  mientras  la  propiedad 
altemos,** 

afrecido  i  aceptado  pura  i  »im- 
e  juzgarse  la  causa,  no  pueden 

su  gobierno,  el  responsable.  En 
recibido  un  buque  neutral  con- 
uacion  del  paraje  en  que  se  le 
de  opinión  el  juzgado  que,  no 
itea  este  accidento,  so  represen- 
a  que  reparase  el  daño,  como 
tente,  bajo  la  dirección  de  los 

detención,  el  captor  es  conde- 
lente  a  los  propietarios.  En  el 
Seott  condenó  al  captor  en  el 
srías,  i  diez  por  ciento  mas,  en 
ietario  déla  carga;  i  en  el  valor 
le.  Se  condena  también  al  cap- 
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tOF  a  pagar  estadías  cuando  ha  demorado  la  restitución,  siendo 
maníñesto  el  derecho  de  los  propietarios  a  ella. 

Es  práctica  del  almirantazgo  británico  hacer  avaluar  los 
perjuicios  por  un  jury  de  comerciantes,  que  se  llaman  en  este 
caso  asesores. 

Con  respecto  a  las  costas  del  juicio,  la  regla  os  condenar  en 
ellas  al  captor,  si  no  tuvo  motivo  suficiente  para  la  detención, 
o  si  teniéndolo,  su  conducta  subsiguiente  fué  irregular  o  injus- 
ta. Por  el  contrario,  aunque  la  prosa  resulte  ilejítima  i  se 
ordene  la  restitución,  el  captor  tendrá  derecho  a  las  costas,  si 
ha  obrado  de  buena  fe.* 


La  trasmisión  de  la  propiedad,  por  lo  que  respecta  a  los  be- 
lijerantes,  se  puede  decir  que  se  consuma  por  ol  mero  hecho 
de  la  captura,  luego  que  ésta  so  ha  verificado  de  un  modo 
completo,  es  decir,  cuando,  terminada  la  resistencia,  se  presu- 
me que  los  vencidos  abandonan  toda  esperanza  de  recuperar  los 
efectos  de  que  el  enemigo  ha  hecho  presa.  Pero  este  título  de 
propiedad  está  sujeto  a  disputa  luego  que  la  cosa  apresada  sale 
de  la  posesión  do  la  potencia  captora  por  la  enajenación  a  un 
neutral,  por  un  abandono  voluntario  o  por  una  represa  o  re- 
cobro. Nace  de  aquí  la  necesidad  de  señalar  los  límites  del 
derecho  depostliminio.  Algunos  escritores  opinan  que,  para  la 
extinción  de  este  derecho,  se  necesita  solamente  que  la  propie- 
dad haya  estado  veinticuatro  horas  en  poder  del  captor;  otros 
sostienen  que,  si  ha  sido  llevada  infra  2^í'ces¿día,  es  decir,  si 
ha  sido  colocada  al  abrigo  do  los  puertos,  fortificaciones  o  es- 
cuadras do  la  potencia  captora,  esto  basta  para  la  adquisición 
de  un  dominio  perfecto,  que  el  aprcsador  puede  trasferir  a 
quien  quiera,  i  otros  han  trazado  otras  líneas  igualmente  arbi- 
trarias. Actualmente  se  exijo  una  posesión  mas  auténtica.  «Yo 
concibo,  decia  sir  William  Scott  en  el  caso  del  Fiad  Oyen^ 
que  por  la  práctica  jeneral  de  las  naciones  una  sentencia  de 
condenación  es  casi  siempre  necesaria  para  la  propiedad  de  las 

*  Chitty,  tomo  III,  pajinas  GiG,  617. 
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presas;  i  que  el  neutral  que  compra  durante  la  guerra,  mira 
cata  sentencia  como  uno  de  los  títulos  indispensables  para  ase- 
gurar su  adquisición.  Tal  vez  no  hai  ejemplo  de  que  un  hom- 
bre que  ha  comprado  una  nave  apresada  se  haya  creído  com- 
pletamente seguro  porque  la  nave  ha  estado  en  poder  del 
enemigo  veinticuatro  horas,  o  ha  sido  llevada  infra  prsasidia. 
En  Inglaterra,  hace  ya  mucho  tiempo  que  se  considera  necesa- 
ria la  condenación  de  un  tribunal  de  presas  para  extinguir  el 
derecho  de  postliminio.»  En  el  reinado  do  Carlos  II,  se  ordenó 
solemnemente  la  restitución  de  una  nave  reprasadapor  un  cor- 
sario después  de  haber  estado  catorce  semanas  en  poder  del 
enemigo,  porque  no  había  sido  condenada;  i  en  otro  caso,  la 
posesión  de  cuatro  años  i  el  haber  ejecutado  varios  viajes  no  se 
creyeron  suficientes  para  trasferir  la  propiedad  do  una  nave  que 
no  había  sido  declarada  buena  presa. 

Pero,  si  se  hace  la  paz  después  que  el  enemigo  ha  trasferido 
la  presa  a  un  neutral,  la  traslación  conferirá  un  verdadero 
título  de  propiedad,  aunque  la  prosa  no  haya  sido  condenada 
en  forma.  El  derecho  de  postliminio  termina  con  el  estado  do 
guerra.  La  amnistía  jeneral  de  la  paz,  que  lejitima  el  título  de 
captura  por  vicioso  que  sea,  produce  el  mismo  efecto  sobre  la 
propiedad  apre.sada,  cualesquiera  que  sean  las  manos  a  que  el 
captor  ha  trasferido  aquel  título. 

Si  la  enajenación  se  ha  hecho  por  el  captor  de  un  modo  re- 
gular i  de  buena  fe,  i  la  parte  a  quien  se  ha  trasmitido  la 
propiedad  era  entonces  subdito  do  un  estado  neutral,  el  título 
del  nuevo  propietario  no  so  invalida  por  la  circunstancia  de 
pasar  su  nación  al  estado  de  guerra.  El  antiguo  dueño  ha  per- 
dido ya  su  derecho;  i  si  la  propiedad  de  que  se  trata  es  arre- 
batada al  actual  poseedor  ji/7'e  í>e i /¿,  se  mirará  entonces,  no 
como  una  represa  (en  que  por  las  leyes  civiles  podría  durar  el 
derecho  de  ix)stliminio  entre  los  subditos  hasta  la  terminación 
de  la  guerra),  sino  como  una  nueva  presa  quo  pertenecerá  al 
captor  o  al  estado,  según  las  circunstancias  del  caso.* 

La  enajenación  de  la  presa  antes  de  haber  sido  condenada 

*  Chitty,  volumen  I,  capitulo  8,  pajinas  43?,  43ÍÍ,  ^i34. 
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por  el  tribunal  competente,  se  valida,  i  confiero  un  título  com- 
pleto de  propiedad  al  nuevo  poseedor  en  virtud  do  la  condena- 
ción subsiguiente.* 

Puede  suceder  que  un  buque  encalle  en  la  playa  del  estado 
enemigo,  o  entro  en  sus  aguas,  forzado  de  vientos  contrarios,  i 
sea  entonces  apresado  por  individuos  que  carecen  de  comisión 
pública.  En  tal  caso,  para  la  extinción  del  derecho  de  postlimi- 
niodclos  primitivos  propietarios,  es  también  necesaria  la  con- 
denación del  juez  competente.** 


Vamos  a  considerar  ahora  las  modificaciones  que  recibe  la 
regla  anterior  relativa  al  derecho  de  postliminio  en  el  caso  de 
represa j  esto  es,  cuando,  hecho  el  apresamiento,  sobreviene  una 
fuerza  del  belijerante  a  quien  pertenecía  la  presa  o  de  sus  alia- 
dos, i  arranca  al  captor  la  propiedad  apresada.  Estas  modifi- 
caciones provienen  o  de  las  leyes  particulares  de  algunos  esta* 
dos,  o  de  los  pactos  que  han  celebrado  entre  si. 

Las  leyes  civiles  pueden  extender  o  restrinjircon  respecto  a 
los  subditos  la  dliracion  del  derecho  de  postliminio.  Si  un  bu- 
que francés  es  represado  por  otro  buque  francés  veinticuatro  ho- 
ras después  de  haber  sido  hecho  presa,  las  ordenanzas  do  Fran- 
cia lo  declaran  propiedad  del  represador;  pero,  si  la  represa 
se  verifica  antes  de  las  veinticuatro  horas,  se  restituye  el  bu- 
que a  los  propietarios,  dando  éstos  un  tercio  de  su  valor  a  loa 
represadores como  premio  do  salvamento.***  Entre  los  subditos 
británicos,  el  derecho  de  postliminio' expira  solo  por  la  paz 
(menos  con  respecto  a  las  naves  que  el  enemigo  ha  armado  en 
guerra,  o  que  fueron  apresadas  en  alguna  especio  de  tráfico 
prohibido  por  las  leyes  de  la  Gran  Bretaña,  pues  unas  i  otras 
se  adjudican  a  los  represadores).  I  la  misma  regla  se  observa 
con  las  naciones  amigas,  mientras  no  conste  que  ellas  se  portan 
menos  libcralmentc  con  los  subditos  de  la  Gran  Bretaña;  en 

*  Elliot's  RofercnccSy  número  289. 

**  Ibídcm,  número  28. 

***  Título  Des  priscs,  artículo  8, 


las  una  exacta  reciprocidad.'  Los 
lucta  semojantc.  Tur  KcntoncJa  do 
j  do  !a  goleta  Adelina  i  su  carga, 
üd  de  individuos  domiciliados  en 
3anos,  franceses  o  extranjeros)  era 
iba  veinticuatro  lioras  después  do 
enomiíto,  por  sor  esa  la  regla  adop- 
cses."  I  esto  sin  embargo  de  que 
raímente  hablando,  no  se  sujetan 
a  (i  en  cuestiones  de  derecho  do 
?far,  se  declaró,  por  punto  jeneral, 
anas,  debe  estarse  a  la  regla  de  re- 
■epresa  de  propiedades  de  naciones 

civiles  con  rcs¡>ecto  a  los  subditos, 
j  a  las  naciones  extranjeras  loa  tra- 

í  a  los  represadores  a  título  de  sal- 
lad represada  so  restituye  a  los  pri- 
s  son  ciudadanos  de  la  nación  rc- 
que  varían  mucho  los  reglamentos 
fa  hemos  visto  cuál  es  la  regla  ob- 
Gran  Bretaña,  el  premio  do  sálva- 
le la  propiedad  represada,  si  la  pro- 
I  marina  real,  í  una  sexta  parto,  si 
íes  mercantes."*" 
to  se  deba  al  reprosador  cuando  la 
icee  a  una  potencia  amiga,  es  una 
es  que  debo  decidirse  o  por  la  regla 
enciones,  o  por  una  regulación  pru- 
icias  del  caso.  Es  costumbre  igualar 
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a  los  aliados  con  los  subditos,  pero  no  hai  una  obligación  es- 
tricta de  hacerlo  así.* 

Las  propiedades  neutrales  represadas  se  devuelven  a  sus 
dueños  sin  premio  do  salvamento,  a  menos  que  por  la  natura- 
leza del  caso  o  por  la  práctica  del  enemigo  haya  motivo  do 
creer  que  hubieran  sido  condenadas  por  él,  en  cuyo  caso  hai 
derecho  al  premio.  En  la  última  guerra  entre  la  Inglaterra  i 
la  Francia,  la  conducta  délos  corsarios  i  de  los  juzgados  fran- 
ceses daba  motivo  de  temer  que  toda  propiedad  neutral  apresa- 
da por  aquéllos  en  alta  mar  sería  condenada  en  los  tribunales 
de  presas.  Era,  pues,  justo  cjue  los  propietarios  neutrales  paga- 
sen un  premio  de  salvamento  a  los  represadores,  i  así  lo  ordenó 
repetidas  voces  el  almirantazgo  británico.** 

El  represadorno  adquiere  ningún  derecho  a  la  propiedad  si 
la  presaba  sidoilejítima;  pero  se  le  concedo,  en  todos  los  casos 
de  esta  especie,  una  razonable  remuneración  a  título  de  salva- 
mento. Esta  regla,  sin  embargo,  puede,  como  las  otras,  rcs- 
trinjirse  por  las  leyes  civiles.  En  Francia,  la  propiedad  represa- 
da a  un  pirata  puede  reclamarse  por  el  primitivo  dueño  hasta 
dentro  de  un  año  i  un  dia  contados  desdo  la  declaración 
hecha  al  efecto  en  el  almirantazgo.***  Pero  en  otros  países, 
según  Grocio,  era  costumbre  adjudicarla  al  represador,  por 
lo  desesperado  del  cobro  i  del   presunto  abandono   del  due- 


ño.**** 


No  hai  represa  ni  recobro,  ni  por  consiguiente  derecho  algu- 
no al  premio  de  salvamento,  si  la  presa  no  llegó  a  estar  verda- 
deramente en  poder  del  enemigo,  o  por  lo  menos  tan  a  punto 
de  sucumbir  que  se  considerase  inevitable  la  captura.  «No  ten- 
go noticia  de  ningún  caso  (dijo  sir  William  Scott  en  el  del  Fran- 
hlin)  en  que  se  haya  concedido  la  remuneración  de  salvamento, 
si  la  propiedad  salvada  no  estaba  en  posesión  del  enemigo,  o 
próxima  a  caer  irremediablemente  en  sus  garras,  como  cuando 

*  Chitty,  libro  I,  pajina  437. 

*•  Chitty,  ibídcm. 

***  Ordonnances  de  1C81,  titulo  Des  priscs,  artículo  10. 

^***  De  jure  bolli  oA  pacis,  libro  III,  capítulo  9,  §§  17  i  18. 
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la  nave  ha  arriado  bandera,  i  el  enemigo  se  halla  a  tan  corta 
di.<9tancia,  que  es  imposible  la  fuga.* 

Lo  dicho  acerca  da  la  represa,  puede  aplicarse  al  abandono 
voluntario  de  la  presa  por  el  captor.  Si  no  ha  precedido  senten- 
cia do  condenación,  subsiste  el  derecho  de  los  primitivos  pro- 
pietarios; pero,  si  ha  precedido  la  condenación  al  abandono  del 
captor,  la  presa  es  res  nidlius  i  cede  al  primer  ocupante;  a  me- 
nos que,  por  las  leyes  del  estado  a  quien  fué  tomada,  el  derecho 
de  postliminio  entre  los  subditos  dure  hasta  la  terminación  de 
la  guerra;  pues  entonces,  si  el  primer  ocupante  es  un  subdito, 
está  obligado  a  restituir  la  presa  al  propietario  primitivo,  i  solo 
es  acreedor  a  un  premio  de  salvamento  que  se  regula  por  las 
circunstancias  del  caso.  Las  ordenanzas  de  Francia  prescriben 
otra  regla  independiente  de  la  condenación.  Si  la  nave  antes 
de  entrar  en  puerto  enemigo  es  abandonada  i  viene  a  poder 
de  los  subditos,  se  restituyo  al  propietario  que  la  reclama  den- 
tro de  un  año  i  un  dia,  aunque  haya  estado  mas  de  veinte  i  cua- 
tro horas  en  la  posesión  del  captor.** 

8 

El  estado  de  presa  puede  también  terminar  por  el  recobro^ 
que  es  cuando  la  tripulación  de  la  nave  apresada  encuentra 
modo  do  salvarla,  levantándose  contra  los  captores  o  valiéndose 
de  algún  accidente  favorable.  No  se  entiendo  haber  recobro, 
si  la  nave  no  ha  llegado  a  estar  en  posesión  actual  de  los  cap- 
tores. 

Si  es  un  deber  de  los  ciudadanos  o  de  los  aliados  procurarla 
represa  de  las  propiedades  que  han  caído  en  manos  del  enemi- 
go socorriéndose  mutuamente,  no  se  puede  decirlo  mismo  del 
recobro  efectuado  por  los  marineros  de  la  nave  apresada,  el 
cual  en  ellos  es  un  acto  do  mérito,  pero  enteramente  voluntario. 
La  presunción  es  que,  cuando  se  rindo  la  nave,  se  ha  perdido 
toda  esperanza  de  salvarla;  i  en  tales  circunstancias,  debe  que- 
dar al  juicio  i  voluntad  de  cada  uno  de  los  que  van  en  ella  la 


*  Chitty.  libro  I,  pajina  436. 
**  Título  Des  priscs,  articulo  y. 
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posibilidad  u  oportunidad  de  una  insurrección  subsiguiente.* 
Si  el  buque  es  recobrado  por  la  tripulación,  en  cualquier 
tiempo  que  esto  suceda,  vuelven  las  cosas  a  la  propiedad  de  los 
interesados  respectivos,  que  deben  dar  un  premio  de  salvamen- 
to a  los  recobradores.** 

Los  juzgados  de  presas  de  los  Estados  Unidos  han  declara- 
do que  el  recobro  intentado  por  el  capitán  o  tripulación  de  un 
buque  apresado  por  violación  de  la  neutralidad,  es  una  infrac- 
ción del  derecho  de  jentes  i  una  causa  lejítima  de  condena- 
ción.*** En  el  mismo  sentido,  se  ha  expresado  el  almirantazgo 
británico.**** 


Antiguamente,*****  era  costumbre  jeneral  rescatar  las  presas, 
esto  es,  obtener  del  enemigo  su  restitución  por  una  cantidad 
de  dinero.  Este  contrato  es  sin  duda  lícito  i  válido,  si  no  se 
opone  a  los  reglamentos  nacionales.  La  Inglaterra  prohibe  a 
sus  subditos  el  rescate  de  las  propiedades  apresadas  por  el  ene- 
migo, a  no  ser  en  caso  de  gravísima  necesidad  de  que  deben 
juzgar  las  cortes  del  almirantazgo.  Esto  ha  sido  sin  duda  con 
el  objeto  de  mantener  la  enerjía  de  la  guerra  marítima  por  el 
interés  de  las  represas;  pero  el  ejemplo  de  la  Inglaterra  no  ha 
sido  imitado  por  las  otras  potencias,  antes  bien  ,  so  mira  jene- 
ralmente  el  rescate  como  una  de  las  mas  inocentes  i  benéficas 
relajaciones  de  los  rigores  de  la  guerra. 

El  rescate  es  equivalente  a  un  salvoconducto  concedido  por 
el  soberano  del  captor  i  obligatorio  para  los  demás  comandan- 
tes de  buques  armados,  públicos  o  particulares,  tanto  de  la 
nación  del  captor,   como  de  las  potencias  aliadas.  Este  salvo- 

*  Chitty,  libro  I,  pajina  423. 

•*  Chitty,  Hbro  I,  pajina  43G. 

Elliot  s  References,  números  465  i  517. 

Caso  do  la  Cotharina  E¿úa5eí/i,  Robinson's  Rcports,  libro  V, 
pajina  232. 

*****  En  este  artículo,  he  soguido  principalmento  a  Valin,  Commen- 
taires,  libro  III^  pajinas  9  i  19;  i  a  Kent,  lección  V,  volumen  I,  paji- 
na 105. 
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conducto  oxije  que  el  buque  no  salga  de  la  ruta  ni  exceda  el 
plazo  estipulado,  si  accidentes  mayores  no  le  fuerzan  a  ello. 

Si  el  buque  rescatado  naufragase  antes  do  llegar  al  puerto, 
so  debería,  sin  embargo,  el  rescate,  esto  es,  el  precio  estípula- 
do  por  la  restitución,  a  menos  que  expresamente  se  hubiese 
pactado  lo  contrario.  Cuando  se  estipula  esta  condición  para 
el  pago,  debe  limitarse  al  caso  de  pérdida  total  por  naufrajio, 
i  no  al  de  encallar  en  la  costa.  En  este  último  caso,  se  presu- 
miria  que  se  había  hecho  voluntariamente  encallar  la  nave,  pa- 
ra eludir  el  pago  del  rescate  salvando  la  carga. 

Si  el  buque  es  apresado  do  nuevo  fuera  de  la  ruta  o  después 
del  plazo  prescrito,  i  es  condenado  como  presa  Icjítima,  so 
duda  si  los  deudores  del  rescate  permanecen  obligados  al  pago. 
La  práctica,  según  Valin,  es  que  cesa  la  obligación  de  los  deu- 
dores, i  el  precio  del  rescato  se  deduce  del  producto  de  la  presa 
i  se  da  al  primer  captor.  Si  el  captor  mismo  es  apresado  con  el 
pagaré  del  rescate,  pasando  éste  a  poder  del  enemigo  queda 
cancelada  la  deuda. 

Danse  a  veces  rehenes  para  la  seguridad  de  estos  contratos, 
1  si  mueren  o  se  escapan,  no  por  eso  se  extingue  la  obligación 
de  los  deudores.  En  Francia,  se  observa  que,  cuando  un  buque 
nacional  se  rescata  dejando  rehenes,  los  jueces  del  almiran- 
tazgo embargan  la  nave  i  la  carga  para  compeler  a  los  dueños 
a  obtener  la  libertad  de  los  rehenes,  pagando  el  rescate;  provi- 
dencia digna  de  ser  imitada. 

No  puede  hacerse  lejitimamente  un  contrato  de  rescate  al- 
gún tiempo  después  del  apresamiento  i  a  consecuencia  de  un 
nuevo  viajo  emprendido  con  este  especial  objeto.  Semejante 
viaje,  según  la  doctrina  de  los  tribunales  americanos,  está 
comprendido  en  la  prohibición  jeneral  de  comerciar  con  el 
enemigo,  i  sujetaría  la  nave  a  la  pena  do  confiscación.* 

Durante  la  guerra,  no  es  admisible  ninguna  acción  de  un 
subdito  enemigo  en  los  tribunales  británicos;  i  esta  regla  so 
aplica  a  las  acciones  fundadas  en  una  escritura  de  rescato,  aun 
en  los  casos  en  que  el  contrato  pareciese  lejítimo,  sin  cmbar- 

*  EUiot's  fíe  fe  rencos,  número  273. 
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go  do  que  esta  especie  de  pactos  es  del  número  de  aquéllos 
que  el  derecho  do  la  guerra  autoriza.*  Sería,  pues,  necesario 
para  la  admisión  do  la  demanda  a  beneficio  del  captor,  que  fue- 
se intentada  a  nombre  de  los  rehenes,  i  con  el  objeto  de  obte- 
ner su  libertad.  Pero  esta  formalidad  solo  se  exije  en  los  tribu- 
nales británicos,  porque  en  los  de  Francia  i  Holanda  es  prácti- 
ca corriente  admitir  los  reclamos  de  los  propietarios  del  pagaré 
do  rescato.** 


*  Robinson's  Reports,  libro  I,  pajina  201. 

**  Whoaton,  Elementos,  parte  IV,  capítulo  2,  §  27. 


J 


I 


CAPÍTULO  VI 

De  la  bnena  fe  en  la  guerra 

1.   Fidelidad  en  los  pactos. — 2.  Estratajcmas.— 3.  Seducción  do  los 

subditos  del  enemigo. 

1 

La  guerra*  pone  fín  a  los  tratados  entre  las  naciones  belije- 
rantes,  excepto  los  que  son  relativos  al  estado  mismo  de  guerra, 
porque,  si  éstos  no  produjesen  el  efecto  único  que  se  propusie- 
ron los  contratantes  al  celebrarlos,  serian  del  todo  nugatorios. 
Deben,  pues,  observarse  en  la  guerra  aquellos  pactos  que  fijan 
reglas  de  conducta  para  el  caso  de  sobrevenir  un  rompimiento 
entre  los  contratantes,  verbigracia,  el  tiempo  que  se  dará  a 
los  subditos  del  uno  para  retirarse  del  territorio  del  otro,  la 
neutralidad  de  un  puerto,  ciudad  o  provincia  do  uno  de 
ellos,  etc. 

Aun  es  mas  necesaria  la  observancia  do  los  pactos  que  se 
celebran  en  la  guerra  misma,  como  son  las  capitulaciones  de 
plazas,  las  convenciones  de  tregua,  las  relativas  al  canje  o  res- 
cate de  los  prisioneros,  i  otras  varias  do  que  después  se  hará 
mención.  Porque  no  todo  deber  cesa,  ni  todos  los  vínculos  de 
la  humanidad  se  rompen  entre  las  naciones  que  se  hacen  la 
guerra;  i  bien  lejos  do  suspenderse  en  ellas  la  obligación  de 
guardar  fo,  nunca  es  mas  importante  a  los  hombres;  pues 
en  el  curso  de  la  guerra  hai  mil  ocasiones  en  que,  para  poner 
a  raya  sus  furores  i  moderar  las  calamidades  que  acarrea, 
la  salud  de  ambos  belijerantes  exije  que    traten  i  estipulen 

*  Eato  capitulo  es  un  resumen  de  la  doctrina  de  Vattcl,  libro  III, 
capitulo  10. 
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sobre  varias  materias;  sin  lo  cual  la  guerra  dejoneraria  on 
una  atroz  i  dcscn frenada  licencia,  a  que  sería  difícil  poner 
termino. 

Solo  en  el  caso  de  infidelidad  por  parte  del  enemigo  en  el 
cumplimiento  de  sus  promesas,  nos  hallamos  autorizados  a 
faltar  a  las  nuestras;  i  esto  aunque  se  trate  de  convenciones 
separadas  que  no  tengan  conexión  entre  sí.  Pero  no  podemos 
contravenir  a  una  convención  a  pretexto  de  los  actos  do  perfi- 
dia del  enemigo  anteriores  a  ella. 


La  buena  fe  entre  enemigos,  no  solo  requiere  que  cum- 
plamos fielmente  lo  prometido,  sino  que  nos  abstengamos  do 
engañar  en  todas  las  ocasiones  en  que  el  interés  de  la  guerra 
no  está  en  conflicto  con  los  deberes  comunes  do  la  humanidad. 
Así,  por  ejemplo,  cuando  el  príncipe  o  jeneral  enemigo  pide 
noticias  de  una  esposa  o  de  un  hijo  que  se  halla  en  poder 
nuestro,  sería  vileza  engañarle. 

Pero,  si  por  un  ardid,  por  una.  estratajema  exenta  de  perfidia, 
podemos  apoderarnos  de  una  plaza  fuerte,  sorprender  al  ene- 
migo o  reducirle,  vale  mas  lograr  nuestro  objeto  de  esto  modo, 
que  por  medio  de  una  batalla  sangrienta.  Hubo  un  tiempo  en 
que  se  condenaba  a  muerte  a  los  que,  intentando  sorprender 
una  plaza,  caían  en  manos  del  enemigo.  En  el  día,  se  acos- 
tumbra tratarlos  como  a  los  demás  prisioneros  de  guerra. 

No  es  lícito  abusar  de  la  humanidad  i  jenorosidad  del  ene- 
migo para  engañarle.  Un  corsario  que  hiciese  la  señal  de 
peligro  para  atraer  otro  buque  i  apresarlo,  o  que,  socorrido 
efectivamente  por  él,  le  hiciese  presa,  doshonraria  las  armas  de 
su  nación  i  se  haria  digno  de  un  castigo  ejemplar. 

Es  costumbre  jeneral  valerse  de  espías,  que  observan  loque 
pasa  entre  los  enemigos  i  penetran  sus  designios  para  dar 
noticia  de  ellos;  i  también  es  costumbre  castigarlos  con  el  úl- 
timo suplicio,  cuando  son  descubiertos.  Un  hombre  de  honor 
se  creería  degradado  si  se  le  emplease  en  esta  especio  do  ma- 
nejos clandestinos,  que  presentan  siempre  algo  de  bajo  i  repug- 
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nante;  i  el  príncipe  no  tiene  derecho  para  exijirlos  de  sus 
subditos.  Limítase,  pues,  a  emplear  en  él  a  los  que  volunta- 
riamente se  lo  ofrecen,  movidos  por  el  aliciente  de  una  recom- 
pensa pecuniaria.  No  le  es  lícito  corromper  la  fidelidad  do  los 
subditos  del  enemigo  ni  abusar  de  su  hospitalidad  para  descu- 
brir sus  secretos. 


Por  punto  jeneral,  la  seducción  de  los  subditos  del  enemigo 
para  que  cometan  actos  de  infidencia,  i  sobro  todo  para  que 
traicionen  una  confianza  especial  depositada  en  ellos,  entre- 
gando, verbigracia,  una  plaza,  o  revelando  los  secretos  del 
gobierno,  es  un  medio  reprobado  por  la  Ici  natural,  por  inducir 
a  un  crimen  abominable.  Cuando  mas,  dice  Vattel,  pudiera 
excusarse  esta  práctica  en  una  guerra  injustísima,  i  para  salvar 
la  patria  amenazada  por  un  conquistador  inicuo.  Vattel  cree 
también  que  nos  es  lícito  aceptar  los  servicios  de  un  traidor  que 
espontáneamente  nos  los  ofrece;  pero  el  hacernos  cómplices  do 
un  delito  i  premiarlo  es  en  realidad  incitar  a  él.  Lo  único  que 
puede  decirse  a  favor  de  semejante  conducta,  es  que  está  tole- 
rada. 

Admitiremos,  sin  embargo,  primero,  que  el  ejemplo  del 
enemigo  nos  da  licencia  para  obrar  de  esta  suerte,  porque  un 
estado  que  seduce  los  ciudadanos  do  otro,  vulnera  él  mismo 
los  derechos  sagrados  de  la  soberanía,  i  relaja  en  cierto  modo 
las  obligaciones  de  sus  propios  subditos;  i  segundo,  que,  si  se 
introduce  la  división  en  el  estado  enemigo,  podemos  mantener 
intelijencia  con  uno  de  los  partidos  para  lograr  una  paz  equi- 
tativa por  su  medio;  porque  esto  viene  a  ser  lo  mismo  que 
valemos  del  auxilio  do  una  sociedad  independiente. 

Se  llama  intelijencia  doblo  la  de  un  hombre  que  aparenta 
hacer  traición  a  su  partido  para  engañar  al  enemigo  i  sorpren- 
derle. Es  un  acto  infame  iniciar  de  propósito  deliberado  esta 
especie  de  tratos.  Pero,  si  el  enemigo  es  quien  da  principio  a 
ellos  tentando  la  fidelidad  de  los  subalternos,  pueden  éstos,  o 
espontáneamente  o  por  mandado  de  sus  jefes,  finjir  que  dan 
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as  proposiciones  i  que  se  prestan  a  las  miras  dv^  se- 
ara  hacerle  caer  oii  el  lazo;  pues  el  fiiltíir  a  la  promoKa 
imen  no  es  violar  la  fe  mutua  lu  obrar  do  un  modo 
■  al  Ínteres  del  jéiiero  humano.  Decimos  de  los  su- 
s,  porque  seria  muclio  mas  propio  de  un  jefe  rechazar 
^nación  una  propuesta  insultante. 


'    CAPÍTULO    VII 

Obligaciones  i  derechos  de  los  neutrales 

1.  Dog  reglas  jenerales. — 2.  Falsas  limitaciones  de  la  primera.—' 
3.  Derecho  consuetudinario. — \.  Levas  en  país  neutral.— 5.  Trán- 
sito de -las  fuerzas  de  los  belijerantes  por  tierras  o  aguas  neutrales. 
— 6.  Acojida  i  asilo  de  las  tropas  i  naves  armadas  de  los  belijeran- 
tes en  territorio  neutríil.— 7.  Jurisdicción  de  los  neutrales  en  los 
casos  de  presas. 

1 

Pueblos  neutrales*  en  una  guerra  son  aquellos  que  no  to- 
man parte  en  ella,  permaneciendo  amigos  comunes  de  ambos 
belijerantes,  i  no  favoreciendo  al  uno  en  perjuicio  del  otro. 
Aquí  vamos  a  tratar  de  las  obligaciones  i  derechos  do  la  neu- 
tralidad en  jeneral,  reservando  para  el  capítulo  siguiente  lo 
que  en  lo  relativo  al  comercio  marítimo  exija  consideraciones 
particulares. 

La  imparcialidad  en  todo  lo  concerniente  a  la  guerra  cons- 
tituye la  esencia  del  carácter  neutral,  i  comprende  dos  cosas. 
La  primera  es  no  dar  a  ninguno  de  los  belijerantes  socorro  de 
tropas,  armas,  buques,  municiones,  dinero  o  cualesquiera  otros 
artículos  que  sirvan  directamente  para  la  guerra.  No  solo  les 
68  prohibido  dar  socorro  a  uno  de  los  belijerantes,  sino  auxiliar 
igualmente  a  uno  i  otro;  porque  esto  sería  mantener  la  misma 


•  En  este  capítulo,  so  han  seguido  jencralmente  el  7.o  del  libro  III  de 
Vattel,  los  Comentfirios  do  Kcnt,  parto  I,  lección  6,  i  la  Leí  Comer- 
cial de  Chitty,  volumen  I,  capitulo  9.  Las  otras  autoridades  se  indican 
separadamente. 


u  ui^rtEciiü  ihtkknacio.'íal 

•oporcion  entre  sus  fuerzas  i  expentler  la  sanf^re  ¡  los  cauda- 
9  ele  la  nación  a  pura  pérdida,  alejanilu  (jiiizá  la  termina- 
un  (le  la  contienda;  i  púnpie  ademas  no  sería  fácil  guardar 
ia  exacta  igualdad,  aun  procediendo  de  buena  fe,  pues  la  im- 
)rUncía  de  un  socorro,  no  depende  tanto  de  su  valor  absoluto 
imo  d«  laa  circunstancias  en  que  se  presta.  La  segunda  cosa 
I  (¡uc,  en  lo  que  no  tiene  relación  con  la  guerra,  no  se  delje 
húsar  a  ninguno  de  los  belijeranles  lo  que  se  (íoncede  al  otro; 
cual  tampoco  se  0|H»ne  a  las  preferencias  de  amiblad  i  co- 
erció, fundadas  en  tratados  anteriores  o  en  razones  de  con- 
íuiencia  propia. 


Vattel  pone  una  limitación  a  la  primera  de  estas  dos  reglas. 
!gun  él,  se  puetle,  sin  faltar  a  la  imparcialidad,  conceder  a 
10  de  los  belijerantes  los  socorros  moderados  que  se  le  deban 

virtud  de  una  antigua  alianza  defensiva  que  no  se  ha  hecho 
rticularmente  contra  el  otro.  Pero  no  es  fácil  apoyar  esta  ex- 
pcion  en  los  principios  del  derecho  natural.  El  contraer  por  un 
cto  la  obligación  de  prestar  un  servicio,  no  alterad  carácter 

é.stc  con  relación  a  una  tercera  persona,  que  no  ha  consen- 
lü  en  el  pacto.  El  prestar,  pues,  un  socorro  que  sin  un  con- 
nio  precedente  violada  la  neutralidad,  no  ilejará  do  violarla 
nque  haya  precedido  el  convenio.  Se  ha  tolerado  esta  con- 
cta,  porque  en  la  alternativa  de  ver  aumentar  las  fuerzas 

nuestro  enemigo  con  ün  auxilio  moderado,  o  con  todos  los 
idius  que  el  supuesto  neutral  pudiera  poner  en  movimiento 

le  declarásemos  la  guerra,  nos  vemos  muchas  voces  en  la 
aesidadde  preferir  el  primer  partido.  En  1788,  la  Dinamarca 
ministró  naves  i  tropas  a  la  Rusia  contra  la  Suecia,  acon- 
luencia  de  un  tratado  anterior,  declarando  que  en  ello  no 
ña  contravenir  a  la  amistad  i  a  las  relaciones  comerciales 
e  subsistían  entre  ella   i   la  Suecia;   i  en  contradeclaraeion 

esta  última,  se  respondió  que,  aunque  la  Suecia  no  pwlia 
iciliar  semejante  conducta  con  el  derecho  de  jentes,  sin  em- 
rgo  aceptaba  la  declaración  de  Dinamarca,  i  ceñiría  sus  hos- 
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tiliclades,  con  respecto  a  esta  potencia,  a  los  auxiliares  .sumi- 
nistrados por  ella  a  la  Rusia. 

Phillimore  esta  enteramente  d€  acuerdo  con  la  doctrina  que 
dejamos  expuesta.  Ha  sucedido  muchas  veces,  dice,  que  seme- 
jante conducta,  por  parte  de  un  estado  neutral,  ha  sido  tolera- 
da por  el  belijerante  a  quien  ella  infiere  agravio,  porque,  en 
las  circunstancias  políticas  en  que  éste  se  encuentra,  le  convie- 
ne proceder  así;  pero  aquí  no  se  trata  de  la  conveniencia  ca- 
sual, sino  de  lo  que  el  derecho  prescribe.* 

La  predilección  de  Vattel  a  su  patria  le  lleva,  dice  en  otra 
parte  Phillimore,  hasta  el  punto  de  defender  la  práctica  de  la 
Suiza,  declarando  que,  no  solo  cuando  un  tratado  anterior  a  la 
guerra  obliga  a  un  estado  a  socorrer  a  otro,  sino  que,  aun  sin 
tratado  alguno,  la  .sola  costumbre  del  país  basta  para  justificar 
al  neutral  que  auxilia  con  tropas  a  uno  de  los  belijerantea  con 
exclusión  del  otro;  de  manera  que,  cuando  un  estado,  para  ocu- 
])ar  i  ejercitar  a  sus  subditos,  acostumbra  permitir  levas  de 
tropa  en  favor  de  la  potencia  a  quien  quiere  confiarlas,  el  ene- 
migo de  esta  potencia  no  debe  considerar  estos  permisos  como 
actos  de  hostilidad  (a  menos  que  se  concedan  para  invadir  sus 
dominios,  o  para  la  defensa  de  una  causa  odiosa  i  manifiesta- 
mente injusta);  i  ni  aun  tiene  el  derecho  de  pretender  otro 
tanto,  pues  el  pueblo  a  quien  hiciese  esta  demanda  podría  te- 
ner motivos  para  negarse  a  ella,  que  no  militasen  respecto  de 
la  parte  contraria,  i  a  él  solo  tocaria  apreciar  estos  motivos. 
Pero  el  mismo  Vattel  reconoce,  como  vacilando  entre  su  amor 
a  la  Suiza  i  su  respeto  a  la  razón  i  la  justicia,  que,  si  estas  le- 
vas formasen  la  principal  fuerza  de  mi  enemigo,  i  a  mí  se  me 
rehusasen  absolutamente,  sin  alegar  razones  sólidas,  tendría 
yo  bastante  fundamento  para  mirar  al  neutral  como  ligado  con 
mi  enemigo;  i  en  tal  caso  el  cuidado  de  mi  propia  seguridad 
me  autorizaria  para  hacerlo  la  guerra. 

Pretende  Vattel  que  es  lícito  al  estado  neutral  enviar  tropas 
i  armas  a  un  belijerante,  porque  tiene  la  costumbre  de  ocupar 
i  ejercitar  de  este  modo  a  sus  ciudadanos.   ¡Bella  razón,  por 

*  Tomo  III,  pajina  ?03. 
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Tto!  ¿No  poílria,  según  eso,  un  estado  marítimo,  sin  que- 
antar  la  neutralidad,  enviar  una  escuadra  en  auxilio  de  un 
lijerante,  alegando  que  tiene  la  costumbre  de  ejercitar  así  sus 
irinos?  Puede  hacerlo  así,  dirá  Vattel,  si  el  neutral  no  abra- 
una  causa  manifiestamente  injusta  i  odiosa,  o  si  las  levaa 
fuesen  considerables.  Pero,  ¿quién  lia  de  averiguar  ai  estas 

9tilicacÍoncs  existen? La  nación  tan  hostilmente  tratada 

me  un  derecho  incontestable  para  declarar  la  guerra  al  su- 
lesto  neutral;  que  lo  ejercite  o  nó  ea  una  cuestión  de  pura 
nveniencia, 

Vattel,  que  por  [mrcialidad  patriótica  justificaba  la  conducta 
la  Suiza,  acostumbrada  a  traficar  con  el  exceso  de  su  pobla- 
)n  permitiendo  a  los  estados  extranjeros  engancharla,  celebra- 
»,  si  viviese,  que  los  cantones  hayan  reconocido,  con  gran 
Sdito  suyo,  los  verdaderos  principios,  como  lo  han  hecho  dl- 
naniente,  prohibiendo  el  alistamiento  de  sus  ciudadanos  en 
rvicio  extranjero." 

No  se  puedo  negar  quo  catas  doctrinas  de  Phillimore  se  apo- 
in  incontestablemente  en  el  derecho  natural;  pero  no  parecen 
dlarseen  perfecta  armonía  con  el  derecho  consuetudinario  de 
Europa  moderna,  como  veremos  luego. 

3 

Cuando  sobreviene  una  guerra  entre  dos  naciones,  las  otras 
ancn  derecho  para  raantersc  neutrales;  i  si  por  una  de  las 
ttencias  que  hacen  o  preparan  la  guerra  o  por  los  neutrales 
ismoa  se  proponen  tratados  de  neutralidad,  -es  conveniente 
iceder  a  ellos  para  fijar  con  toda  precisión  lo  que  cada  uno 
!  los  contratantes  ]H)drá  hacer  o  exijir  sin  violarla.  Asimismo 
3ncn  derecho  las  otras  naciones  para  abrazarla  causa  de  uno 
;  los  belijcrantcs,  si  lo  creen  justo  i  conveniente,  o  para  man- 
ncr  con  ambos  las  relaciones  anteriores  de  amistad  i  comer- 
0,  salvas  las  restricciones  de  que  hablaremos  en  el  capitulo 
ie  sigue. 


'  Phiilimorc,  tomo  III,  pájin 
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Si  un  soberano  que  acostumbraba  antes  de  la  guerra  prestar 
a  usura  a  mi  enemigo,  sigue  haciéndolo  en  ella,  i  rehusa 
tratar  conmigo  en  ¡guales  términos,  porque  no  le  inspiro  la 
misma  confíanza,  no  infrinje  la  neutralidad.  Tampoco  la  in- 
frinjirian  los  subditos,  ya  liaciendo  este  negocio  en  tiempo  de 
guerra,  aunque  no  lo'  hubiesen  acostumbrado  en  la  paz,  ya 
tratando  con  ambos  belijerantes  o  con  uno  de  ellos  del  modo 
que  les  pareciese  mas  conveniente  a  su  interés  mercantil.  Pero 
los  subsidios  o  préstamos  que  un  estado  hiciese  a  mi  enemigo 
para  ayudarle  a  defenderse  o  atacarme,  dcberian  mirarse  como 
una  intervención  en  la  guerra. 

I  si  una  nación  comercia  en  armas,  municiones  de  guerra, 
naves  o  maderas  de  construcción,  no  debo  llevar  a  mal  que 
venda  estos  artículos  a  mi  adversario,  sin  perjuicio  de  las 
reglas  internacionales  relativas  al  contrabando  de  guerra  i  al 
bloqueo. 

4 

Podemos,  según  varios  publicistas,  aplicar  los  mismos  prin- 
cipios a  las  levas  de  soldados  o  marineros  en  país  neutral  para 
servir  en  los  ejércitos  o  naves  armadas  de  uno  de  los  belije- 
rantes. Los  hombres  deben  considerarse  como  un  artículo  en 
que  es  libre  a  todas  las  naciones  comerciar  de  la  misma  manera 
que  en  los  otros  i  con  iguales  restricciones.  Pero  esta  especie 
de  negocio,  si  el  estado  tiene  por  conveniente  permitirlo  para 
desahogarse  de  una  población  superabundante,  para  ocupar  a 
sus  ciudadanos  o  acostumbrarlos  al  manejo  de  las  armas,  debe 
dejarse  enteramente  a  los  particulares,  porque,  desde  el  mo- 
mento que  se  mezcla  en  ello  el  soberano,  sea  contratando  anti- 
cipadamente el  auxilio,  sea  prestándolo  durante  la  guerra,  o 
toma  sobre  sí  un  empeño,  cuyo  cumplimiento  ha  do  estar  en 
contradicoion  con  los  deberes  de  la  neutralidad  o  la  viola  en 
efecto.  Es  necesario  también  que  las  facilidades  i  favores  que 
se  conceden  bajo  este  respecto  al  uno  de  los   belijerantes,  so 
extiendan  en  los  mismos  términos  al  otro.  Finalmente,  el  alistar 
tropas  en  el  territorio  del  estado  para  el  servicio  de  las  nacio- 
nes extranjeras,  ha  de  ser  bajo  la  condición  de  no  emplearlas 
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;nsiva.  De  otro  modo,  poJria  llegar  el 
con  otros  los  ciudadanos  de  un  mismo 
ixiliares  en  los  ejércitos  de  ambos  belije- 
lido  a  los  suizos. 

yor  latitud  compatible  con  el  carácter 
icho  consuetudinario  do  Europa;  aunque 
ubicse  mas  precisión  i  mas  conformidad 
liferentes  publicistas  i  en  la  conducta  do 

cias  han  traspasado  amenudo  estos  li- 

ntitulada  de  Alistamiento  Extranjero 
t  Bill),  reproduciendo  varios  estatutos 
18  alistamientos  con  bastante  severidad, 
del  ejecutivo  relajar  las  prohibiciones; 
se  lian  visto  ejemplos  notables.  En  1835, 
ló  el  tratado  do  la  cuádruple  alianza  en 
abel  II  de  España,  cuando  era  asolado 
erra  civil;  i  poco  después  de  firmado  el 
.  consejo  eximió  a  los  subditos  británicos 
un  servicio  do  Isabel,  de  todas  las  penas 
tquel  estatuto.  Formóse  en  consecuencia 
compuesta  do  soldados  ingleses,  al  man- 
)  oficial  británico,  sir  de  Lacy  Evans. 
ra  de  los  comunes  sobre  la  conveniencia 
■o  la  competencia  do  la  corona  para  ordo- 
a.*  No  se  inquinó  si  el  estatuto  autoriza- 
contrarias  al  derecho  de  jentes;  solo  se 
ico  de  la  Oran  Bretaña  i  do  la  contormi- 
laa  la  orden  en  consejo. 
de  la  Gran  Bretaña  la  politica  quo  reco- 
ig  a  la  cámara  de  los  comunes  en  1823, 
estioii  semejante.  «No  pretendo,  dijo, 
de  ningún  sisLcnia  de  neutralidad;  pero, 
i  que  nos  proponemos  permanecer  nou- 

I,  pnjmaSlS. 
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trales,  exhorto  a  la  cámara  a  que  proceda  en  conformidad  de 
esta  declaración,  mientras  no  tenga  por  conveniente  alte- 
rarla. 

«No  importa  qué  conducta  ulterior  nos  inclinemos  a  adop- 
tar; no  importa  que  mas  adelante  el  honor  i  los  intereses  de 
cate  país  nos  fuercen  a  la  guerra;  pero  mientras  nos  declare- 
uios  neutrales,  evitemos  traspasar  la  estricta  linea  do  esta 
demarcación. 

«Cuando  llegue  la  guerra,  si  es  que  ha  de  llegar,  hagámosla 
con  todo  el  espíritu  i  toda  la  enerjía  do  una  nación  indepen- 
diente i  grande...  Pero,  por  Dios!...  obremos  como  neutrales, 
mientras  nos  proponemos  serlo.»* 


5 


La  nación  neutral  debe  usar  con  ambos  belijcrantcs  los 
oficios  do  humanidad  que  los  miembros  de  la  gran  sociedad 
humana  se  deben  mutuamente,  i  prestarles,  en  todo  lo  que  no 
concierne  a  la  guerra,  los  servicios  i  auxilios  que  pueda,  sin 
rehusar  al  uno  de  ellos  cosa  alguna  por  la  sola  razón  do  ha- 
llarse en  guerra  con  el  otro. 

A  todas  las  naciones  con  quienes  vivimos  en  paz,  se  debe  el 
tránsito  inocente;  i  este  deber  se  extiende  a  las  tropas  i  naves. 
Pero  toca  al  dueño  del  territorio  juzgar  si  el  tránsito  es  ino- 
cente o  nó;  i  como  el  de  cuerpos  de  tropa,  i  sobre  todo  el  de 
ejércitos,  es  difícil  que  deje  de  causar  peligros  i  daños,  el  beli- 
jerante  que  desea  pasar  con  jente  armada  por  territorio  extraño, 
debo  ante  todo  solicitar  el  permiso  del  soberano.  Entrar  de 
otro  modo  en  su  territorio  sería  violar  sus  derechos,  porque 
no  se  puede  prasumir  un  permiso  tácito  para  la  entrada  de  un 
cuerpo  de  tropa,  entrada  que  pudiera  tener  consecuencias  mui 
serias. 

Si  el  soberano  neutral  cree  que  le  asisten  buenas  razones 
para  negar  el  tránsito,  no  está  obligado  a  concederlo,  porque 
en  tal  caso  deja  de  ser  inocente.  Los  belijerantes  deben  respe- 
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tar  on  e±jta  parte  su  jiik'iv),  i  fionietorse  a  la  negativa,  aun 
«HliinániJuIa  injusta.  Sin  embargo,  .si  el  paso  aparecípsc  inJu- 
Ijitablenicnte  innoL-uo,  pudiera  entóneos  la  nación  belijerante 
que  lo  pide,  liacerse  justicia  a  sí  misma,  i  obtenerlo  a  viva 
fuerza.  Pero  asta  e:s  una  exi:epciun  que  solo  debe  tener  cabida 
en  aquellos  rarisimos  casos  en  que  se  puede  manifestar  con  la 
mayor  evidencia  que  el  tránsito  carece  do  todo  inconveniente 
i  peligro.  Otra  cxceiH;ion  es  la  de  una  extrema  necesidad. 
Cuando  un  ejército  se  ve  en  la  alternativa  de  perecer  o  de 
pasar  por  tierras  neutrales,  tiene  derecho  para  hacerlo  aun 
contra  la  X'oluntad  del  soberano,  i  para  abrirse  el  pa.so  (si  no  es 
posible  de  otro  modo]  con  las  armas. 

Phillimore  no  reconoce  otra  limitación  al  derecho  del  neutral 
pafd  conceder  o  nej?ar  el  tránsito  a  tropas  del  belijerante,  sino 
la  (jue  resulta  de  una  necesidad  extremada,  esto  es,  de  uno  de 
aquellos  rarísimos  casos  en  que,  según  él,  se  suspenden  to  las 
las  leyes,  para  atender  a  la  lei  suprema  de  la  propia  conser- 
vación. 

Una  necesidad  semejante  pudiera  talvez  autorizar  a  un  beli- 
jerante para  apoilerfirse  de  una  plaza  neutral  i  poner  guarni- 
ción en  ella  con  el  objeto  de  defenderse  o  impedir  los  designiíKS 
de  su  enemigo;  .suponiendo  que  el  soberano  neutral  no  se  halle 
en  estado  de  guardarla.  Pero  en  tal  caso  debe  aquél  restituirla 
pasado  el  peligro  i  abonar  todos  los  perjuicios  causados. 

Si  el  neutral,  para  conceder  el  tránsito,  exije  algunas  seguri- 
dades, es  natural  concedérselas.  La  mejor  de  todas  es  el  trán- 
sito en  pequeñas  partidiis  i  consignando  las  armas.  Rehenes  i 
fianzas  no  serian  suficientes  en  algunos  casos.  ¿De  qué  me 
servirá  recibir  rehenes  de  una  nación  que  trata  de  apoderarse 
de  mi?  ¿I  qué  seguridad  puede  dar  una  lianza  contra  un  con- 
quistador poderoso? 

Pero,  si  el  tránsito  es  absolutamente  necesario,  i  si  el  permi- 
so de  pasar  se  nos  concede  bajo  condiciones  sospechosas  en 
que  no  podemos  consentir  sin  exponernos  a  un  gran  peligro, 
nos  es  licito  en  este  caso,  después  do  habernos  allanado  inútil- 
mente a  todas  las  condiciones  compatibles  con  nuestra  seguridad 
propia,  recurrir  a  la  fuerza  para  al>rÍrno.s  el  paso,  empleando 
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la  moderación  mas  escrupulosa,  de  manera  que  no  salgamos 
de  los  límites  del  derecho  que  la  necesidad  nos  concede. 

Si  el  estado  neutral  franquea  o  niega  el  tránsito  al  uno  de 
los  belijerantes,  debe  franquearlo  o  negarlo  en  los  mismos 
términos  al  otro;  salvo  que  haya  sobrevenido  un  cambio  en 
las  circunstancias  capaz  de  justificar  esta  variedad  de  con- 
ducta. 

Si  no  tengo  motivo  de  rehusar  el  tránsito,  el  belijoranto 
contra  quien  lo  permito  no  debe  mirar  esta  concesión  como 
una  injuria.  Aun  cuando  yo  tuviese  algún  motivo  de  rehusarlo, 
me  sería  licito  no  usar  de  mi  derecho.  I  si  la  nep^ativa  me 
hubiese  de  poner  en  la  precisión  de  sostenerla  con  las  armas, 
¿quien  osaría  quejarse  de  que  yo  le  dejase  expuesto  a  las  con- 
tinjencias  de  la  guerra,  o  le  embarazase  talvez  la  persecución 
de  su  enemigo,  para  evitar  un  ataque  contra  mí  mismo?  Nadie 
debe  exijir  que  yo  tome  las  armas  a  favor  suyo,  si  no  me  he 
comprometido  a  ello  por  un  pacto.  Las  naciones,  sin  embargo, 
mas  atentas  a  sus  intereses  que  a  la  justicia,  alzan  amenudo 
el  grito  contra  esta  pretendida  injuria;  i  si  por  medio  de  recon- 
venciones i  amenazas  consiguen  que  el  neutral  vede  el  paso  a 
las  fuerzas  enemigas,  creen  que  en  esto  no  hacen  mas  que 
seguir  los  consejos  de  una  sabia  política.  Un  estado  débil  debe 
proveer  a  su  salud;  i  esta  indispensable  consideración  le  auto- 
riza a  negar  un  favor,  que,  exponiéndole  a  graves  peligros,  ha 
dejado  de  ser  inocente. 

Puedo  suceder  también  que,  si  franqueásemos  el  paso  al  uno 
de  los  belijerantes,  el  otro  lo  pidiese  por  su  parte,  para  salir  a 
encontrar  al  enemigo.  El  territorio  neutral  vendría  entonces  a 
ser  el  teatro  de  la  guerra.  Los  males  incalculables  que  de  aquí 
nacerían  presentan  la  mejor  de  todas  las  razones  para  negar 
el  tránsito. 

La  concesión  del  tránsito  comprende  la  de  todo  aquello  que 
es  necesario  para  verificarlo,  verbigracia,  el  permiso  de  con- 
ducir la  artillería,  bagajes  i  demás  objetos  materiales  propios 
de  un  ejército,  el  de  observar  las  ordenanzas  militares  ejer- 
ciendo jurisdicion  sobre  los  oficiales  i  soldados,  i  el  de  com- 
prar por  su  justo  precio  las  provisiones  de  boca,  a  menos  que 


}ara  si.  El  que  concede  el 
ble,  prestarlo  seguro;  tío 
■  mas  que  un  lazo. 
lita,  se  abstenga  de  causar 
trde  la  mas  «overa  disci- 
i^utnJnistra.  Las  injurias 
deben  castigarse  i  repa- 
rcito  no  podría  menos  de 
ilca  de  avaluar,  nada  pro- 
pago de  una  cantidad  do 

s  bolijerantes  por  el  torn- 
os i  daños  que  el  de  las 
n  jeneral,  no  so  requiero 
efectuarlo, 

se  ha  rehusado  expresa- 
í  lia  obtenido  con  falsos 
iiguiente,  líl  estado  cuya 
irecho  para  pedir  la  rea- 


>  on  país  neutral,  ni  fo- 
ades.  Conducir  prisione- 
Bon  actos  de  guerra;  por 
crritorio  neutral,  i  el  que 
tes  de  la  neutralidad,  ía- 
:ontra  el  otro.  Pero  aquí 
s  de  que  el  enemigo  no 
apresamiento,  por  decirlo 
e  estarlo,  tampoco  puede 
meros  para  mantenerlos 
continuación  do  la  hosti- 
propiedad  del  apresador, 
edencia,  ni  embarazar  rl 
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El  bclijerantp  derrotado  goza  de  un  rcfujio  segure 
territorio  neutral;  pero  no  debe  abusar  del  asilo  que  se 
cedo  para  rehacerse  i  espiar  la  ocasión  de  atacar  do  n 
su  adversario;  i  la  potencia  quo  se  lo  tolerase  violaría  1 
tr  al  i  dad. 

No  es  permitido,  por  con  si  guie»  te,  a  los  buques  armí 
las  naciones  bidijeranteg  )>erst'gtiir  ni  enemigo  fiijitivo 
refujia  en  aguas  neutrales;  i  si  ambos  contendientes  han 
do  en  ellas,  la  costumhre  da  las  naciones  exije  que,  ei 
salida  del  uno  i  la  del  otro,  medie  a  lo  menos  el  espa 
veinticuatro  horas.  La  infracción  de  este  privüejio  de  1( 
trales  les  daria  dercelio  para  reclamar  la  restitución 
captura  subsiguiente.' 

En  el  caso  de  la  Anna,  sir  William  Scott  se  nianife 
diñado  a  creer  con  Bynkershoeck  que,  si  un  buquf 
resistencia  a  la  visita  i  rejistro,  i  se  refujiaba  a  lugarí 
cados  dentro  del  ternlorio  neutral,  pero  enteramente  d< 
como  las  islas  de  la  boca  de!  Misisipi,  i  el  corsario,  pera 
dolo  basta  alli  sin  causar  daiíos  ni  molestia  alguna  a  ui 
ro,  lo  apresaba,  no  era  tan  rijido  el  principio  de  la  in^'i 
dad  del  país  neutral,  que  por  esto  solo  se  estimase  ilegal 
tura.  Pero,  en  esta,  como  en  las  otras  ocurrencias  de  la 
e.«pecie,  hai  slricto  jiire  una  violación  de  los  privilejk 
trales,  i  el  soberano  del  territorio  tendria  derecbo  para 
en  la  restitución  de  la  propiedad  apresada." 

•  Hartens,  Précis  du  Droit  cíes  G<íiis,  libro  VIII,  §312,  nol 
**  Dynkershoeck  (Qiixsliones,  libro  I,  Ciipitiilo  8)  cita  varias 
ncs  do  los  cííU<Ioíi  jcncralcs  do  las  Provincias  Unidas,  au[;tin  la 
aiinquo  no  pucüe  principiarlo  la  aírcsion  en  ai^uas  noutrale 
continuarse  la  ni;rcsion  principiada.  El  extiendo  el  mismo  ] 
A  la  tierra.  tQuod  jiiris  cst  in  mari,  idcm  est  et  ín  torra,  ut  i 
hic  in  altertus  imperio  recto  porscquoraur  hostom,  ct  rcccii 
fugicntem.»  «Uno  verbo,  dico  mas  adelante,  terrilorium  ct 
amici  valet  ad  prohibcndnm  qun^  ibt  íncbo.atur,  non  valot  ai 
bcndam  qure  extra  tcrritorium  inchoata,  diim  forvet  opns 
territorio  continuatur.»  Poi-o  e!  mismo  Dynkershoeck  recoi 
no  se  encuentra  esta  doctrina  en  otros  escritores  do  derecho 
ni  está  autorizada  por  la  práctica  de  las  n.icioücs  curopca.s,  e: 
Holanda. 
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>1o  a  la  potencia  neutral  toca  disputar  la  lejitimidad  do 
captura  ea  que  se  ha  violado  su  territorio,  i  el  gobierno  de 
ipresados  no  puede  producir  con  este  motivo  queja  alguna, 
j  es  al  ffobierno  neutral,  por  su  cobarde  o  fraudulenta  au- 
on  a  semejante  injuria;  i  si  éste  no  se  hace  justicia  a  sí 
no,  el  bclijerante  que  ha  sufrido  la  captura  tendrá  derecho 

tratarle  del  mismo  modo,  persiguiendo  i  apresando  on  su 
torio  las  propiedades  enemigas. 

que  principia  las  hostilidades  en  las  tierras  o  aguas  de 
potencia  neutral,  pierde  todo  derecho  a  la  protección  del 
torio. 

1  neutral  no  debe  permitir  que  las  naves  armadas  de  loa 
erantes  se  aposten  al  abrigo  de  sus  puertos,  golfos  o  an- 
das, con  el  objeto  de  acechar  las  naves  enemigas  que 
n  o  de  enviar  sus  botes  a  apresarlas."    El  armar  buques 

el  servicio  de  la  guerra,  aumentar  sus  fuerzas,  adorczar- 

preparar  expediciones  hostiles,  son  actos  ilejítimos  en 
torio  neutral;  i  las  capturas  subsiguientes  a  ellos  se  miran 
D  viciosas  en  el  foro  de  la  potencia  neutral  ofendida,  que 
(  derecho  para  restituir  la  presa  a  los  primitivos  propieta- 

si  es  conducida  a  sus  puertos.  La  corte  suprema  de  los 
dos  Unidos  ha  sentenciado  gran  número  de  casos  en  con- 
LÍdad  con  este  principio."  Es  verdad  que,  por  el  tratado  de 
s,  de  6  do  febrero  de  1778,  se  estipuló  para  los  subditos 
íeses  el  privilejio  de  equipar  i  armar  sus  buques  en  los 
■tos  de  aquellos  estados  i  llevar  a  ellos  sus  presas,"*  pero 

i  otros  privilejios  obtenidos  entonces  por  la  Francia,  i 
amenté  incompatibles  con  las  obligaciones  de  la  neutrali- 

han  sido  después  derogados,""' 

iobro  chLü  punto  ea  diiína  do  k'crgo  la  sciitüticia  do  air  William 
.  cu  cl  ca-so  de!  Twcn  Gcbrocders,  Robinson'fi  Rcports,  libro  III, 
a  16!. 

El  di!l  Alfírta,  Cranoh's  /ícporfs.  libro  IX,  pajina  3j;  el  do  la 
!¡/a,  Wheaton,  libro  IV,  pajina  Ü98;  cl  de  la  Concepción,  Whoa- 
libro  VI,  pAjina  23j;  ol  do  la  Sanlísima   Trinidad,    Wheaton, 

VII,  pajina  283,  ote. 

Martons,  íííchpí/,  tomo  II,  pajina  535  (segunda  edición). 
*  Elliot's,  fífffíi-fnci's,  número  88. 
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Nada  se  opone  a  que  los  belijerantes  apresten  naves  de  co- 
mercio en  los  puertos  neutrales,  las  tripulen  i  surtan  de  todo 
lo  necesario;  lo  cual  se  extiende  a  las  naves  que  pueden  des- 
tinarse indistintamente  al  comercio  o  la  guerra.  También  es 
costumbre  permitir  en  ellos  a  los  buques  armados  públicos  i 
particulares  proveerse  de  víveres  i  otros  artículos  inocentes. 
Es  lícito  a  los  belijerantes  llevar  sus  presas  a  puerto  neutral  i 
venderlas  en  éí,  si  no  se  lo  prohibe  el  soberano  del  territorio, 
a  quien  es  libre  conceder  este  permiso  o  rehusarlo,  observando 
con  ambos  belijerantes  una  conducta  igual.*  Algunos  ju- 
risconsultos creen  que  es  mas  conforme  a  los  deberes  de  la 
neutralidad  rehusarlo.  En  1656,  los  estados  jenerales  de  las 
Provincias  Unidas  prohibieron  a  los  corsarios  extranjeros  ven- 
der o  descargar  sua  presas  en  el  territorio  de  Holanda;  i  las 
Ordenanzas  Marítimas  de  Luis  XIV  repitieron  la  misma 
prohibición,  añadiendo  que  los  corsarios  extranjeros  no  pudie- 
sen permanecer  con  sus  presas  en  los  puertos  de  Francia  mas 
do  veinticuatro  horas,  a  menos  que  fuesen  detenidos  por  vien- 
tos contrarios.**  Finalmente,  no  tienen  derecho  los  belije- 
rantes para  establecer  tribunales  de  presas  en  país  neutral,  a 
menos  que  se  les  haya  concedido  este  favor  por  un  tratado.*** 
Pero  una  convención  de  esta  especie,  si  no  se  dispensase 
igual  favor  al  otro  belijerante,  no  eximiría  de  la  nota  de  par- 
cialidad la  conducta  del  soberano  neutral,  porque,  según  he- 
mos sentado  antes,  una  convención  entre  dos  naciones  no 
altera  la  cualidad  de  un  acto  con  relación  a  un  tercero  que  no 
ha  tenido  parte  en  ella.  Hoi  se  miran  casi  jeneralmente  como 
ilejítimos  los  juzgamientos  de  presas  en  país  neutral. 

Sean  cuales  fueren  las  restricciones  que  un  soberano  esta- 
blezca para  el  uso  de  sus  aguas  i  tierras  (i  no  hai  duda  que 
tiene  autoridad  para  establecer  las  que. quiera),  están  obligados 
los  belijerantes  a  someterse  a  ellas,  sobre  todo  cuando  no 
favorecen  al  uno  de  los  partidos  mas  que  al  otro,  ni  son  con- 

*  Ibídem,  número  292. 

**  Titulo  Des  prises,  artículo  i  4. 

***  Elliot's  Referenccs,  306. 
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trarias  a  los  oficios  de  hospitalidad  i  asilo  que  se  <Iisi>cnsan  a 
las  naciones  amigas,  i  que  la  humanidad  concede  siempre  al 
infortunio. 


El  único  remedio  délas  injurias  que  la  licencia  de  la  guerra 
hace  sufrir  demasiadas  veces  a  latí  naciones  amibas,  es  en  la 
mayor  parte  de  los  casos  la  imparuial  justicia  administrada 
por  los  belijerantes  en  materia  de  presas,  i  la  restitución  de  las 
propiedades  ilegítimamente  apresadas;  restitución  que,  sí  no  se 
hace  oportunamente  por  los  tribunales  que  juzgan  esta  e3])ecie 
do  causas,  produce  después  embarazosos  reclamos  í  contro- 
versias delicadas.  Pero  también  hai  circunstancias  en  que  el 
derecho  de  jentes  permite  a  los  neutrales  hacerse  justicia  a  si 
mismos,  ejerciendo  jurisdicción  sobre  las  presas  de  los  belije- 
rantes, que  llegan  forzada  o  voluntariamente  a  sus  puertos. 

Los  publicistas  no  están  acordes  sobre  los  límites  de  esta  in- 
tervención judicial.  Las  ordenanzas  de  marina  de  Francia  es- 
tablecen que,  si  en  las  presas  llevadas  a  puertos  franceses  se 
hallan  mercaderías  pertenecientes  a  los  subditos  o  aliados  de 
la  Francia,  se  les  restituyan,  sin  distinguir  sí  ha  sido  o  nó  ile- 
gal el  apresamiento;  lo  que  Valin  explica  suponiendo  que  esta 
restitución  se  exije  como  una  especie  de  recompensa  por  la 
acojida  que  se  da  a  los  capt<)re3  i  a  sus  presas;  favor  que,  se- 
gún hemos  visto,  es  extremadamente  limitado.  A  los  corsarios 
mismos  que  son  obligados  a  esta  restitución,  no  se  les  permite 
almacenar  ni  vender  las  mercaderías  restantes  bajo  ningún 
pretexto.  Pero,  cualquiera  que  haya  sido  el  motivo  de  esta  dis- 
posición, ella  exijiria  sin  duda  el  juicio  de  un  tribunal  francés 
sobre  la  nacionalidad  de  las  mercaderías.'  Azuni  da  mucha 
mas  latitud  a  la  jurisdicción  de  los  neutrales.  «Es  constante, 
dice,  que  un  buque  armado  en  guerra  conserva  su  independen- 
cia en  el  territorio  neutral  por  lo  tocante  a  su  réjimen  interior, 
i  que  el  soberano  del  puerto  en  que  ha  entrado  no  puedo  obli- 
gar a  la  tripulación  a  que  obedezca  sus  leyes.  Así  que,  joneral- 


*  Tituln  Des  prisos,  articulo  15. 
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mente  hablando,  no  lo  es  lícito  poner  en  libertad  una  presa 
ilejítima.  Pero  esta  prerrogativa  de  loa  buques  de  guerra  o  cor- 
sarios no  se  extiendo  a  los  casos  en  que  los  subditos  del  sobe- 
rano del  puerto,  i  aun  de  cualquiera  otra  potencia  neutral,  tie- 
nen interés  en  el  biiquc  apresado.  Entonces  se  debe  proceder 
según  las  reglas  de  la  mas  severa  justicia.  El  apresador  está 
obligado  a  probar  que  el  buque  ha  sido  apresado  lejítimamen- 
te,  porque  ha  violado  las  leyes  de  la  neutralidad.  Por  consi- 
guiente, me  parece  indubitable  que  un  armador  que  entra  en 
los  puertos  de  un  estado  extranjero  conduciendo  predas  neu- 
tratos,  no  puede  negarse  a  reconocer  la  jurisdicción  del  sobera- 
no del  puerto,  si  la  reclama  el  capitán  del  buque  apresado,  i 
sobre  todo  si  son  subditos  de  este  soberano  los  que  tienen  ín- 
teres en  la  presa.»' 

Pero  esta  doctrina  no  parece  conlormarso  a  la  cJiístumbre 
actual.  Pocas  naciones  lian  defendido  con  mas  celo  i  tesón  los 
privilejios  de  los  neutrales  ijue  los  Estados  Unidos  de  Améri- 
ca; i  ya  hemos  visto  que  sus  juzgados  se  abstienen  de  conocer 
en  la  lejitimidad  de  las  presas  hechas  a  sus  propios  ciudadanos 
a  título  de  inrraccion  de  neutralidad.  En  el  caso  do  L'Invinci- 
ble,  declaró  la  corte  suprema  que  a  los  tribunales  de  América 
no  competía  correjir  los  agravios  que  se  supusiesen  cometidos 
en  alta  mar  contra  las  propiedades  de  los  ciudadanos  de  aque- 
llos estados  por  un  corsario  que  tuviese  comisión  lejítima  de 
lino  nntencia  amiga," 

:^sos,  con  todo,  en  que,  según  la  práctica  de  los  mismos 
s,  es  competente  la  jurisdíwion  de  los  neutrales;  á  saber, 
I  el  corsario  cuya  presa  es  conducida  a  un  puerto  amigo, 
lado  la  neutralidad  de  la  potencia  en  cuyo  territorio  so 
itra,  ya  armando  o  tripulando  allí  sin  su  consentimiento, 
leticndo  actos  de  hostilidad  en  sua  aguas."*  En  el  caso 
i-sírcíía,  se  declaró  por  la  corte  suprema  que  el  derecho 

•echo  Marítimo,  parte  11,  capitulo  4,  articulo  S. 

Iliot's  ¡leferences,  número  270;  Wheaton's  Reporls,  libro  I,  pá- 

8. 

Iliofa  References,  285;  caso  citado  de  !a  Sanfisíma  Trinidad. 

on's  Reporls,  libro  I,  pajina  283. 
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(le  acljuJicar  la»  prefía»  i  cío  dirimiír  todas  las  controversias  re- 
lativas a  cllarS,  pertenece  exclusivamente  a  los  tribunales  de 
la  nación  del  apresador,  pero  que  es  una  excq^cion  de  esta  re- 
gla, que,  cuando  el  buKjue  apresado  sehalla  bfijo  las  l^aierias  de 
la  potencia  neutral,  lo»  juzgacVos  de  ésta  tienen  facolta<i  do  in- 
vestiíjar  si  la  nave  appcsadora  ha  infrinjido  su  neutralidad;  i 
que,  siendo  así,  están  obligados  a;  restituirá  los  primitivos  due- 
ños las  propiedades  apresadas  por  corsarios  ilegal  mente  arma- 
dos, aparejados  o  tripulados  en  sus  puertas.*  I  es  de  notar 
que  la  exención  de  que  gozan  los  buques  de  la  marina  pública  de 
un  estado  extranjero  que  entran  en  los  puertos  do  una  ix)ten- 
cia  neutral  con  licencia  del  sol)erano,  expresa  o  presunta,  no  se 
extiende  a  las  naves  o  mercaderías  que  llevan  a  ellos,  apresa- 
das en  contravención  a  los  privilejios  de  la  neutralidad  de  esa 
potencia.** 

Esta  línea  de  sejxiracion  entre  los  belijerantes  i  los  neutra- 
les, por  lo  tocante  a  la  jurisdicción  de  presas,  es  clara  i  precisa. 

La  expresión  violar  la  neutralidad  tiene  dos  sentidos  dife- 
rentes: ya  signilíca  un  acto  del  neutral  que  interviene  ilejítima- 
mente  en  la  guerra,  favoreciendo  al  uno  de  los  belijerantes  mas 
que  al  otro;  i  ya  se  aplica  a  la  conducta  de  los  l)elijerantes, 
que  infrinjen  la  inmunidad  del  territorio  neutral,  atacando  o 
persiguiendo  al  enemigo  en  él,  o  haciendo  armamentos  hostiles 
en  contravención  a  las  leyes.  De  las  infracciones  de  la  primera 
especie,  la  potencia  belijerante  agraviada  es  el  únicojuez:  si  sus 
buques  armados  apresan  propiedades  neutrales  alegando  que 
sus  dueños  se  han  hecho  culpables  de  alguna  de  las  delincuen- 
cias que  por  el  derecho  de  jentes  se  castigan  con  la  confisca- 
ción del  buque  o  la  carga,  toca  a  los  tribunales  de  los  captores 
pronunciar  sobre  la  Icjitimidad  del  apresamiento.  Pero,  si  es  el 
belijerante  el  que  infrinje  los  derechos  del  neutral,  abusaiMlo 
de  su  hospitalidad  i  cometiendo  en  su  territorio  actos  hostiles, 
correspondo  entonces  a  la  potencia  neutral  agraviada  defender 
sus  inmunidades,  compeliendo  al  ofensor  a  la  reparación  de  los 
daños  hechos;  de  manera  que,  cuando  la  presa  es  conducida  a 

*  Whoaton's  Reports,  libro  ÍV,  pajina  298. 
**  Caso  citado  de  la  SaiitisiiHa  Trinidad. 
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un  puerto  suyo,  puede  ejercer  juriadiccion  sobro 
darla  restituir  a  lo3  propietarios  primitivos;  i  esto 
extiende,  según  Kent,  aun  a  apretientlcr  en  alta 
ques  extranjeros  que  han  atropellado  sus  privilejii 
venido  a  sus  leyes,  i  a  conducirlos  a  sua  puertos 
men  judicial  de  loa  hechos  i  la  restitución  de  las  [ 

lié  aquí  las  reglas  que  los  tribunales  american 
en  esta  adjudicación. 

Los  armamentos  o  aprestos  ilegales  solo  vicia 
hechas  en  el  crucero  o  viajo  de  corso,  para  que  fu( 
dos;  i  no  producen  vicio  alguno  después  de  la  ter 
este  viaje," 

Si  la  terminación  del  crucero  es  puramente  p 
buque  corsario  se  aprestó  i  armó  en  territorio 
el  objeto  de  emplearse  en  el  viaje  de  corso,  duran 
hizo  la  presa,  el  vicio  do  la  captura  no  se  coi 
gado." 

La  jurisdicción  del  neutral  en  estos  caaoa  se  cif 
recho  de  jcntes  a  la  restitución  de  la  propiedad 
la  indemnización  de  los  perjuicios  causados  i  el 
costas  del  juicio;  pero  no  comprende  la  facultac 
multas  penales  como  en  los  casos  ordinarios  de  in 
tidas  en  el  mar.'"* 

El  que  pide  la  restitución  alegando  ilegal  arma 
probarlo.'"* 

Si  se  prueba  contra  el  apresador  el  hecho  de  h 
marineros  en  el  territorio  neutral,  i  él  alega  en  su 
esto-i  marineros  eran  subditos  de  la  potencia  bajo  < 
se  ha  hecho  la  presa,  i  domiciliados  en  territorio 
obligado  el  apre-sador  a  probar  la  excepción.*"" 

La  condenación  de  la  presa,  pronunciada  por  u 

*  CaíMJ  cititdo  do  la  Saníisíma  Trinidad- 

*'  Caso  del  Gran  Para,  Whcaton,  libro  Vil,  pajina 

*'"  Caao  de  la  ^mísíad  de  Rucs,  Wheaton,  libro  V, 

••**  Caso  citado  do  la  Amistad  de  Rwea. 

"'"  Casracitadodc  laSaiiüsíma  Trinidad. 
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embaraza  la  jurisdicción  del  juzgado 
)d¡a  de  la  propiedad  apresada.' 
ena  la  íestitucion  de  la  presa  al  duc- 
ue  (lemanda  la  propiedad  a  título  do 
>  que  infrinjió  la  neutralidad;  lo  cual 
2  haber  sido  condenada  la  presa  por 
1  del  cajitor."  Pero,  si  el  que  liauo 
condenación  de  la  presa,  no  es  el  que 
lia  tenido  complicidad  en  ella,  i  prue- 
t  título  oneroso,  no  puede  el  juzgado 
dad  al  primitivo  dueño.'*' 


rcelones,  Wheatoii,  libro  Vil,  pajina  4QG. 
^heatün,  libro  VIH.  pajina  108. 


CAPITULO 

Heatriooíones  impneatas  por  el  dareo! 
neutral  aotlro,  i  prlnolpaln 

1.  Mercaderías  enemi<;a.<)  en  buqiion  ni 
traleBonbuqiiescnom¡(;os. — 3.  ObBcrv; 
opuestoB:  el  de  la  propiedad  i  el  del  pab 
rra.— 5. Bloqueo.— 6.  Protección enenii 
lea  en  la  guerra. — 7.  Deferencia  servil  i 
enemisro. — 8.  Comercio  colonial  i  de  ca 
bur^o  do  Ion  buques  neutrate<i  para 
Visita.— 11.  Documentos  juntiílcativoa 
duración  do  París. 

i 

¿Tenemos  derecho*  para  cimíise 
jKi-s  embarcadas  en  buques  itciitraU 

cantes  do  una  nación  como  una 

13  leyes,  parece  q'je  no  nos  es 
tan  declarado  de  hostiUdadj  ci 
ades  de  nuestro  adversario.  P< 
sa  es  una  ficción,  imajinada  para 
Eida  estado  sobre  ellas  i  sobre  I 
!o.  No  debemos  dar  a  esta  fice 
ise  mucho  mas  perjuicio  a  los  b 
contraría  a  los  neutrales.  Supon 
as  propiedades  enemigas  bajo  p 
sen  a  los  dueños  del  buqne  los 

la  este  capitulo,  se  ha  se;>uido  p 
I,  capítulo  9);  i  a  Kent  (parte  I,  leci 
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lé  pudieran  alegar  las  naciones  amigas 
1  racional  i  moderado  del  derecho  de  eap- 
d  de  la  visita  del  buque  i  del  examen  de  la 
ita  i  examen  serian  siempre  necesarios 
buques  pertenecen  efectivamente  a  la  na- 
;remolan,  si  su  carga  es  contrabando  de 
i  una  plaza  sitiada  o  bloqueada,  etc.  Toda 
en  la  necesidad  de  llevar  documentos  que 
dad  de  la  carga,  i  de  someterse  a  veces  a 
ipulosú  i  prolijo.  Pero  estos  inconvenien- 
jndantemente  compensados  por  las  gran- 
2recen  en  tiempo  de  guerra  al  tráfico  de 

puesto  de  que  el  derecho  de  la  guerra  nos 
en  el  mar  las  propiedades  do  los  subditos 
it  qiie  reconocen  actualmente  todos  los  cs- 
ia  de  desear  que  en  esta  materia  se  adop- 
lálogas  al  espíritu  mitigado  i  liberal  del 
oderno.  Pero,  si  so  admite  que  ea  lícito  i 
elación  i  el  comercio  marítimo  del  ene- 
)a  de  donde  saca  los  mas  poderosos  medios 
para  lograr  esto  objeto,  nos  es  permitido 
:)iedados  particulares  empleadas  en  ellos, 
ibíeit  las  consecuencias  que  se  derivan  de 
nto  que  no  se  siga  de  ellas  ningún  incon- 
neutrales. 

naves  de  guerra  neutrales,  se  admite  je- 
estáo  sometída.s  a  esta  visita  i  rejístro,  ni 
isdiccion  de  otro  estado:  mueho  menos  en 

as  propiedades  enemigas  en  buques  mer- 
ra  de  una  potencia  neutral,  pero  estamos 
1  sus  ciudadanos  los  danos  que  el  ejercicio 
lasione.  La  regla  que  se  observa  es  que,  si 
uena  presa  i  el  capitán  no  ha  olu-ado  de 

/s,  parte  IV,  capjtiilo  3,  g  15. 
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mala  fe,  o  en  contravención  a  la  neutralidad,*  se  le  abona  el 
flete,  i  ademas  so  le  concede  una  razonable  indemnización  por 
la  demora,  dado  caso  que  el  apresamiento  le  haya  causado  al- 
¡pxndL.  El  flete  de  los  efectos  condenados  se  le  abona  por  en- 
tero, como  si  los  hubiese  entregado  a  los  consignatarios,  i  no 
a  proporción  de  la  i>arte  del  viaje  que  efectivamente  ha  hecho; 
porque  el  captor  so  sustituye  al  enemigo,  i  apoderándose  de 
sus  propiedades,  contrae  con  los  dueños  del  buque  las  obliga- 
ciones inherentes  a  ellas. 

Si  una  parte  de  la  carga  so  condena,  i  se  absuelve  i  resti- 
tuye la  parte  restante,  el  flete  no  debe  imputarse  a  toda  la 
carga,  sino  solamente  a  la  que  ha  siilo  adjudicada  al  captor;  es 
decir  que  el  captor  no  es  obligado  a  pagar  otro  flete  que  el 
correspondiente  a  los  efectos  condenados.  «Los  captores  (dijo 
el  juez  Story  en  la  corte  suprema  do  los  Estados  Unidos)  no 
pueden  ser  obligados  a  mas  que  al  flete  de  los  efectos  que  se 
les  adjudican.  La  detención  de  un  buque  neutral  que  lleva 
mercaderías  enemigas  es  un  ejercicio  estrictamente  justificable 
de  los  derechos  de  la  guerra.  No  se  hace  en  ello  agravio  al  neu- 
tral, aunque  se  le  frustre  el  viaje.  Los  captores  no  deben,  pues, 
responder  de  los  perjuicios  que  ocasione  al  neutral  el  justo 
ejercicio  de  los  derechos  de  un  belijerante.  Habrá  en  ello  una 
desgracia  para  el  neutral,  pero  nó  una  injuria  del  l^elijcrante. 
Por  el  apresamiento,  los  captores  se  sustituyen  a  los  dueños,  i 
adquieren  la  propiedad  con  el  gravamen  inherente  a  ella.  Por 
consiguiente,  son  resj>onsables  del  flete  de  aquellos  efectos,  de 
que  la  sentencia  les  declara  el  dominio,  i  en  que  los  subroga  a 
los  primitivos  propietarios.  Hasta  aquí,  la  regla  es  i)erfecta- 
mente  equitativa.  Extenderla  mas,  i  cargarles  el  flete  de  mer- 
caderías que  no  han  recibido,  o  gravarlos  con  las  obligaciones 
de  un  contrato  de  fletamento  en  que  no  han  intervenido,  no 
sería  razonable  en  sí,  ni  conciliable  con  los  principios  reconoci- 
dos en  materia  de  presas.  De  esa  manera,  en  un  caso  de  cap- 

*  Por  ejemplo,  tratando  de  encubrir  con  falsas  apariencias  la  pro- 
piedad dol  enemigo  íElIiot's  Rfíferences,  número  3'i3),  destruyendo  u 
ocultando  papeles,  llevando  pliegos  alenemicco,  efectos  de  contrabando, 
etc.  (Elliot's  Ri*fermtcofif  número  603.) 


*" 
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tura  lejítima,  la  condenación  de  un  solo  fardo  pudiera  envolver 
a  los  captores  en  una  ruina  completa,  gravándolos  con  el  flete 
estipulado  para  toda  la  carga.  i>* 

No  so  considera  como  perjuicio  que  deba  abonarse  a  los  neu- 
trales la  mera  privación  de  un  lucro  que  nace  del  estado  de  gue- 
rra. De  aquí  es  que  no  siempre  se  abona  el  flete  estipulado  en 
la  contrata  de  fletamento,  que  puede  ser  a  veces  mui  alto  en  ra- 
zón de  las  circunstancias  de  la  guerra,  i  a  veces  abultado  con 
€l  objeto  de  defraudar  al  captor.** 


¿Tenemos  derecho  para  confiscar  las  propiedades  neutrales 
embarcadas  en  bajeles  enemigos?  No  hai  principio  alguno  so- 
bre que  pueda  fundarse  una  pretensión  semejante.  Los  males 
de  la  guerra  deben  limitarse,  en  cuanto  os  posible,  a  las  poten- 
cias belijerantes;  las  otras  no  hacen  mas  que  continuar  en  el 
estado  anterior  a  ella;  conservan  con  las  dos  partes  las  mismas 
relaciones  que  antes;  i  nada  les  prohibe  seguir  su  acostumbra- 
do comercio  con  la  una  i  la  otra,  siempre  que  esto  pueda  ha- 
cerse sin  intervenir  en  la  contienda. 

Las  propiedades  neutrales  son,  pues,  inviolables,  aunque  se 
encuentren  a  bordo  de  embarcaciones  enemigas.  Pero,  en  este 
caso,  no  se  les  debe  indemnización  alguna  por  la  pérdida,  me- 
n9scabo  o  desmejora  que  sufran  sus  mercaderías  a  consecuen- 
<*ia  del  apresamiento  del  buque.  El  perjuicio  que  reciben  en- 
tonces los  neutrales  es  una  contínjencia  a  que  se  exponen 
voluntariamente,  embarcando  sus  propiedades  bajo  un  pabellón 
que  no  les  ofrece  seguridad  alguna;  i  el  captor,  ejercitando  el 
derecho  de  la  guerra,  no  es  responsable  de  los  accidentes  que 
ocasione,  como  no  lo  sería  si  una  desús  balas  matase  a  un  pa- 
sajero neutral  que  desgraciadamente  se  hallase  a  bordo  déla 
navcenemiíía. 

*  Caso  do  la  Antonia  Johanna.  Wheaton's  Reports,  libro  I,  pa- 
jina lü9.  Véase  otra  decisión  semejante  en  Elliot's  Rcferences,  nú- 
jTiero  31G. 

-"*  Caso  del  T\*;illi)ig  Rigety  Robinson,  libro  V,  pajina  82. 
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Enta  regla  no  ^Mirece  haber  nido  siempre  Ilion  entendida;  i 
en  twrnipo  de  Grucio,  pasalia  por  una  máxima  anticua  que  los 
efectos  encontrados  en   buques   hostiles  se  reputaban  hostiles, 

Perocl  sentido  racional  de  esta  máxima  es  que,  en  tal  caso, 
so  presóme  jeneralmento  que  los  efuctos  son  de  propiedad  ene- 
miga; presunción  que  puede  desvanecerse  con  pruebas  leha- 
fflentea  de  lo  contrario.  Juzgólo  así  la  corte  soberana  de  Holan- 
da durante  la  guerra  de  1333  con  las  ciudades  hanseáticas;  i 
<le  entonces  acá  ha  venido  a  ser  éste  un  principio  de  derecho 
marítimo;  do  tal  manera  que,  si  un  neutral  fuese  socio  de  una 
compañía  de  comercio,  i  emprendiese  algún  tráfico  o  jiro,  que 
fuese  ilegid  para  otro  de  los  socios,  esta  ilegalidad  no  viciaría 
la  parte  que  tuviese  el  neutral;  de  lo  que  so  presenta  un  ejem- 
plo en  el  caso  del  FranAím  juzgado  por  el  almirantazgo  britá- 
nico. Juan  i  Guilllermo  Bcll,  neutrales,  aquél  residente  en 
América,  país  neutral,  i  éste  en  Inglaterra,  país  beüjcrante, 
estal}an  ««ocnados  i  comerciaban  con  el  enemigo  de  Inglaterra 
en  tabacos,  tráfico  que,  respecto  de  Juan,  residente  en  país 
neutral,  era  perfectamente  lejítimo,  pero  respecto  de  Guiller- 
mo, revestido  del  carácter  nacional  de  su  residencia,  ora  ¡lejíti- 
mo, como  toda  especie  de  tráfico  o  jiro  entre  los  dos  belijeran- 
tes.  Embargóse  el  tabaco:  la  parte  de  Guillermo  se  confiscó; 
pero  la  de  Juan,  {[ue  retuvo  su  carácter  neutral,  fue  restituida. 
Si  el  subdito  neutral  se  constituye  ájente  de  un  subdito  enemi- 
go e  hidese  uso  de  papeles  fidsos,  el  caso  seria  diferente:  la 
parte  tlel  neutral  e.staria  sujeta  a  confiscación.' 

La  corte  suprema  do  los  Estados  Unidos  ha  declarado  que  los 
efectos  neutrales  eran  libres  aun  a  bordo  de  naves  enemigas, 
armadas  en  guerra,  i  sin  embargo  de  la  resistencia  que  estas 
naves  liiciesen  al  apresamiento,  siempre  que  los  dueños  de  los 
efectos  no  hubiesen  tenido  parte  en  el  armamento  ni  en  laa 
hostilidades  cometidas  por  ellas;*' pero  el  almirantazgo  britá- 
nico lia  (lei;idi<lo  lo  contrario, 

*  RoWneon,  libro  VI,  pajina  127.  Puede  verse  también  el  easo  de  la 
Zuiema,  AVheaton's  íieporls,  libro  I,  pajina  M. 

"  Este  punto  fué  discutido  a  la  largn  en  el  caso  de  la  Ncreyde  ante 
la  oorte  s^^irenia,  el  año  de  161»  (Crnnch,  tomo  IX,  pajina  4l?j.    La 
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iros  {ie  mercíiderías  neutrales  en  naves  «nemigas 
clio  al  flete  cuando  sa  ordena  la  restitución  de 
ias,  a  menos  que  sean  conducidas  a  su  destino, 
;Íon  de  los  contratantes.* 


e  apresar  las  propiedades  enemigas  a  honlo  de 
es  fué  ya  reconocido  en  la  antigua  compilación 
itimo  llamada  Conaulado  del  mar.  Inglaterra, 
Eieparado  de  esta  práctica  en  algunos  tratados, 

por  cerca  de  dos  siglos  como  perteneciente  al 
L  i  primitivo  de  las  nacione-s.  Otras  potencia.^ 
o  en  varias  éiwcas  el  principio  contrario,  que 
3ncs  libres  hacen  igualmente  libres  his  merca- 

a  su  bordo.»  .4.sí  lo  hicieron  lus  holandeses  en 
56,  Pero  Mr.  Jenkinson  (después  lonl  Liverj(ool) 
siguiente  un  discurso  en  que  manifosló  del  mo- 

He  adhiriñ  al  voto  dol  ¡aex  mayor  Marsliall:  seíun  ol 
\¿  do  contraria  opinión,  el  noiitrnl  no  piiedi;  sin  Caltar 
13  poner  sus  mercaderías  n  bordo  do  im  buque  cne- 
a  quo  ol  buqito  totisa  patento  do  corito  o  no  la  tensra: 
ól  mero  ai^to  de  embarcarlas  en  di  fuoso  iiiflccnto,  la 
ipitan  enemigo  coinproineleria  siempre  el  carácter 
;a.  «T,a  resistencia  drl  buque  ea  resisConciailo  la  car- 
íue  armado  en  ijuerra  o  no  lo  esto:  i-ra  llevo  patente 
la  llovó,  lil  qno  aventui-a  rh  propiedad  a  la  fortuna 
)0  atenerse  a  I9  (¡uc  ésta  docida.  Cuando  bo  apela  a 
os  do  los  neutrales  callan,  i  ol  captor  tiene  derecho  a 
uida  por  su  valor  i  bizarría.  Kn  dos  grandes  nacione-i 
mcia  i  la  Inglaterra,  la  confiscación  es  la  pena  de  la 
isita,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  do  la  nave  o 
fun  Valin.  esa  es  también  la  regla  de  España;  i  no 

Francia  a  las  naves  ¡  cargaa  neutrales,  sino  a  las 
encuentra  en  el  códij^.  marítimo  do  ninguna  nación, 

ali^'uuo  de  leyes  marítimas,  la  menor  vislumbre  de 
^eer  quo  en  caso  do  resistirse  la  visita  haya  diferencia 

9  la  carira  i  la  del  buquo.  Existiendo  esa  distinción. 

10  la  osclarccicso  alcrun  rayo  de  hiz  en  tantos  slglox 
laritimas.) 

■enees,  número  ifí. 
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duinas  ciinrluyento  la  legalidad  del  apresamien 
número  de  autoridades  i  ejemplos.  La  condu< 
francés  ha  sido  caprichosa  i  íluctuiinte,  ya  sast 
guo  derecho,  i  aun  extendiéndolo  haata  el  pui 
la  nave  neutral,  sí  el  embarque  de  propiedadei 
biese  hecbo  a  sabiendas;'  ya  limitando  la  co 
nave  a  los  casos  en  que  su  neutralidad  apan 
en  que  et  sobrecargo  u  oQcial  mayor  o  mas  d 
de  la  marinería  fuesen  subditos  de  un  estadi 
que  el  rol  de  tripulación  no  fuese  autorizar 
c-ionaríos  públicos  del  puerto  neutral  de  qu 
nave." 

Tal  era  el  estado  de  cosas  en  1780,  cuando  1 
Rusia,  Catalina  II,  expidió  la  célebre  declara 
lidad  armada,  proclamando  como  una  regla  i 
derecho  primitivo  de  jentes:  «que  los  ncutrale 
gar  libremente  de  puerto  a  puerto  i  sobre  1 
naciones  en  Ruerra,  siendo  igualmente  libre 
estas  naciones  que  vayan  a  su  bordo,  excepte 
bando,"  o  intimando  que,  para  mantenerla  i  ]■ 
de  su  pabellón  ¡  el  comercio  i  navegación  t 
babia  mandado  aparejar  una  parte  consíderab 
navales,'"  Accedieron  a  esta  declaración  la 
paña,  la  Holanda,  la  Suecia,  la  Dinamarca,  1 
pcrador  de  Alemania,  el  Portugal  i  las  dos  í 
oposición  de  una  potencia  de  tan  decidida  supi 
ma  como  la  Gran  Bretaña  era  un  obstáculo  p 
aquella  lei  convencional  de  neutralidad.  Asi  fi 
insistir  en  ella.  Ijís  esfuerzos  que  las  poten 
hicieron  en  1801  para  restablecerla,  fueron 
contrarrestados  por  la  Inglaterra;  la  Rusia  r 

•  Ordenanzas  do  1681,  i  decretos  de  i692  i  1703. 

*'  Rcpíameiiío  do  1778;  Recucil  do  Martena,  tí 
(edición  do  1818}. 

"*  Véanse  loa  (Actos  relativo.i  a  la  nctitralid 
coleccioa  de  Martcns,  tomo  III,  pajinas  11)8  i  siguí' 


7)  de  junio  de  ISOl.cHti- 
;tos  embarcados  en  naves 
de  log  contrabandos  de 
,'  i  el  Austria  siguió  este 
ilidad  de  7  de  agosto  de 
de  derecho  üomun,  sin 
(Ule  la  derogasen  o  mo- 

aJmitiÓ  la  legalidad  de 
jngadas  guerras  que  se 
lero  posteriormente  se  ha 
la  regla  prescrita  por  el 
iipuesto  derecho  de  con- 
Kjues  neutrales,  no  tiene 
im'jue  la  alta  mar  es  co- 
cción privativa  sobre  sus 
:¡mas  de  la  Europa  mo- 
otra,  han  accedido  a  la 
adcs  enemigas  en  naves 
al  está  obligada  a  deferir 
lo  tolerado  en  un  tiempo, 
?tener  oportunamente  la 
Lcepcion  que  admiten  los 
de  los  helijerantes  puede 
nunidad  protectora,  si  el 
1  todo  eso,  la  autoridad  i 
a  regla  contraria,  dice  el 
gado  reconocimiento  de 
lO  darles  ya  márjen  para 

irporado  esta  nueva  doc- 
íblicas  americanas,  cuya 
na  coyuntura  favorable 
mas  humanos  i  liberales 
3e  una  numerosa  familia 

,  tomo  II,  pijina  177. 
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(le  pueblos,  llamados  a  un  extenso  comercio  con  las  naciones 
de  Europa.  Mucha  parte  del  actual  poder  i  prosperidad  de  los 
anglo-americanos  se  debe  sin  duda  a  las  reñidas  contiendas 
que  han  ajitado  el  mundo  antiguo,  i  en  que  han  tenido  la  cor- 
dura de  no  mezclarse;  su  política  os  la  neutralidad;  i  por  con- 
siguiente, esforzándose  en  extender  las  inmunidades  do  los 
neutrales,  no  han  hecho  otra  cosa  que  promover  su  intere» 
propio.  Pero  éste  coincide  con  el  interés  jeneral,  porque  tiende 
a  suavizar  la  guerra  i  protejer  el  comercio. 

La  libertad  de  los  efectos  neutrales  bajo  pabellón  enemigo 
no  es  menos  antigua,  ni  está  menos  frecuentemente  reconocida. 
Encuéntrase  ya  en  el  Consulado  del  mar.  Las  ordenanzas 
francesas  de  1543,  1584  i  1681  declararon  estos  efectos  buena 
presa,  pero  en  el  dia  la  opinión  i  la  práctica  jeneral  se  oponen 
a  ello. 

En  los  tratados  de  la  Confederación  Americana  con  las  nue- 
vas repúblicas,  se  ha  unido  la  exención  antedicha  de  las  mer- 
caderías enemigas  en  naves  neutrales  con  la  regla  contraria 
do  la  confiscación  de  mercaderías  neutrales  bajo  pabellón  ene- 
migo; subordinando  en  todos  casos  la  propiedad  a  la  bandera. 
Pero  talvez  en  esto  han  llevado  miras  mas  nacionales  i  exclu- 
sivas. El  efecto  natural  de  esta  regla  es  atraer  el  comercio  de 
acarreo  do  los  belijerantes  a  las  potencias  neutrales,  movi- 
miento a  que  propende  bastante  por  sí  solo  el  estado  de  gue- 
rra. 

Las  dos  proposiciones  distintas,  que  «las  mercaderías  ene- 
migas, bajo  pabellón  neutral,  pueden  lícitamente  apresarse,» 
i  que  ttlas  mercaderías  neutrales,  bajo  pabellón  enemigo,  de- 
ben restituirse  a  sus  dueños»,  han  sido  explícitamente  incor- 
poradas en  la  jurisprudencia  de  los  Estados  Unidos,  cuya  corte 
suprema  las  ha  declarado  fundadas  en  el  derecho  común  de 
jentes.  Ellas  reposan,  según  la  doctrina  de  aquel  tribunal, 
sobre  un  principio  claro  i  sencillo,  os  a  saber,  que  tenemos  un 
derecho  incontestable  para  apresar  las  propiedades  de  nuestro 
adversario,  pero  no  las  de  nuestros  amigos.  La  bandera  neutral 
no  constituye  protección  para  la  carga  enemiga,  i  la  bandera 
enemiga  no  comunica  este  carácter  a  la  carga  neutral.  El  ca- 
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rácter  de  la  carga  no  depende  de  la  nacionalidad  del  vehículo, 
sino  de  la  del  propietario. 

Los  paotoa  que  las  naciones  han  hecho  para  derogar  este 
Himple  i  natural  principio,  solo  obligan  a  los  contratante»  en 
mis  relaciones  reciprocas.  En  lo  domas,  no  se  hace  mudanza. 
Los  anglo-americanos,  por  ejemplo,  conTiscarán  los  propieda- 
des liosLiles  bajo  el  pabellón  neutral  británico,  i  las  respetarán 
bajo  el  de  Venezuela  o  Chile,  mientras  permanezcan  en  vigor 
los  tratados  ([ue  han  celebrado  con  estas  repúblicas.  Mas,  aun 
en  las  relaciones  reciprocas  de  los  contratantes,  hai  casos  en 
que  es  necesario  atenerse  al  derecho  común.  Supongamos,  por 
ejemplo,  que  la  Gran  Bretaña  so  hallase  en  guerra  con  los 
Estados  Unidos.  Como  la  Gran  Bretaña  conUscaria  las  propie- 
dades hostiles  bajo  bandera  neutral,  seria  necesario  que  los 
Estados  Unidos  hiciesen  lo  mismo  por  su  parte;  do  otro  modo, 
darian  una  ventaja  a  su  enemigo.  Por  consiguiente,  se  ha  in- 
troducido en  los  tratados  de  las  repúblicas  americanas  esta 
excepción:  que,  si  una  de  las  partes  contratantes  se  hallase  en 
guerra  con  una  tercera  potencia  que  no  admitiese  como  regla 
que  ía  í>aíif/era  ítfcre  ftace  libre  la  carga,  i  la  otra  parto 
contratante  permaneciese  neutral  en  la  guerra,  la  bandera  de 
esta  última  nación  no  cubriria  la  propiedad  de  aquella  tercera 
potencia. 

Esta  excepción  conduce  naturalmente  a  otra.  Si,  en  el  caso 
que  hemos  supuesto,  las  mercaderías  de  la  potencia  neutral, 
bajo  el  pal}elIon  británico,  fuesen  confiscadas  por  los  america- 
nos, i  las  mercaderías  de  la  Oran  Bretaña,  bajo  el  pabellón  de 
la  potencia  neutral,  fuesen  igualmente  confiscables  por  los 
americanos,  la  potencia  neutral  se  habria  hecho,  en  virtud  del 
tratado,  de  mucho  peor  condición  que  los  demás  neutrales. 
Fuera  de  eso,  la  Gran  Bretaña  tendría  derecho  para  considerar 
la  conducta  del  neutral  como  opuesta  a  los  deberes  de  la  neu- 
tralidad; sujetándose  éste  a  la  prohibición  de  valerse  do  naves 
británicas  para  el  acarreo  de  sus  productos  mercantiles,  auto- 
rizaba a  la  Gran  Bretaña  para  imponerle  por  su  parte  la  pro- 
hibición de  valerse  de  naves  americanas.  Dejarla,  pues,  de 
respetar  los  productos  de  aquella  potencia  neutral  embarcados 
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bajo  el  pabellón  do  su  enemigo.  De  aquí  es  que,  en  los  tratado» 
de  las  repúblicas  americanas,  se  ha  inti\>duc¡do  esta  excepción: 
que,  cuando  el  enemigo  de  una  de  las  partes  contratantes  no 
reconociese  el  principio  de  la  bandera  sino  el  do  la  propiedad, 
las  mei*caderias  del  otro  contratante,  embarcadas  en  las  naves 
de  este  enemigo,  fuesen  libres. 

Ilai  cierta  conexión  natural  entre  la  regla  que  absuelve  la 
carga  enemiga  en  buque  neutral  i  la  que  condena  la  carga 
neutral  en  buque  enemigo.  Pero  este  enlace  no  es  necesario. 
La  primera  regla  es  una  concesión  de  los  l>elijerantes  que  con- 
fiere a  la  bandera  neutral  un  privilejioa  queno  tiene  derecho; 
la  segunda  regla  es  una  concesión  de  los  neutrales  que  renui>- 
cian,  a  favor  de  los  belijerantes,  una  inmunidad  natural.  Si 
un  tratado  estableciese  una  de  estas  dos  reglas,  i  guardase 
silencio  con  respecto  a  la  otra,  se  entendería  que  en  esta  parto 
la  intención  de  los  contratantes  habia  sido  mantener  el  dere- 
cho común. 

Concluiremos  este  artículo  con  dos  observaciones.  La  pri- 
mera es  relativa  al  principio  de  la  propiedad  i  al  modo  de  cali- 
ficarla. El  derecho  ad  rem  o  in  revi  que  un  neutral  puede 
tener  sobre  la  propiedad  hostil,  no  borra  en  ella  este  carácter 
ante  los  juzgados  de  presas.  Una  nave,  por  ejemplo,  no  dejará 
de  ser  adjudicada  al  captor,  porque  el  neutral  a  quien  la  haya 
comprado  el  enemigo  no  haya  recibido  el  precio  de  la  venta. 
De  otro  modo,  no  sabrían  jamas  los  captores  a  qué  efectos  les 
sería  lícito  echar  mano;  los  mas  auténticos  documentos  servi- 
rían solo  para  inducirlos  en  error,  si  hubiesen  de  tomarse  en 
cuenta  los  privüejios  e  hipotecas  a  que  pudieran  estar  afectas 
las  mercaderías.  Los  juzgados  mismos  se  verían  sumamente 
embarazados,  si  admitievsen  consideraciones  semejantes,  porque 
la  doctrina  relativa  a  las  hiix>tecas  no  es  uniforme,  i  depende 
enteramente  de  los  principios  de  jurisprudencia  civil  que  cada 
nación  ha  adoptado. 

La  segunda  observación  es  jeneral.  Cada  belíjerante  tiene 
facultad  (con  el  consentimiento  de  sus  aliados)  para  mitigar 
el  ejercicio  de  sus  derechos,  eximiendo  de  confiscación  cual- 
quiera especie  de  tráfico  en  épocas  i  lugares  determinados; 
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En  una  guerra  marítima,  tienen  el  carácter  de  contrabando 
las  naves  i  toda  especie  de  efectos  destinados  al  servicio  de  la 
marina.  Valin  dice  que  estos  efectos  se  lian  calificado  de  con- 
trabando desde  principios  del  siglo  XVIII,  i  las  reglas  britá- 
nicas relativas  a  la  captura  marítima  son  terminantes  en  la 
materia.  Alquitrán,  pez,  cáñamo  i  cualesquiera  otros  materia- 
les a  propósito  para  la  construcción  i  servicio  de  naves  de 
g'uerra,  se  han  declarado  contrabandos  en  el  derecho  de  jentcs 
moderno;  aunque  en  tiempos  pasados,  cuando  el  mar  no  era 
tan  amenudo  el  teatro  de  las  hostilidades,  su  carácter  fuese 
mas  disputable.  La  lona  se  mira  como  contrabando  uni- 
versalmente,  aun  cuando  su  destino  es  a  puertos  de  que  el 
enemigo  se  sirve  solo  para  el  comercio,  i  no  para  expediciones 
hostiles. 

Con  respecto  a  la  madera  de  construcción,  no  exclusiva- 
mente aplicable  a  la  guerra,  las  opiniones  no  están  acordes. 
El  gobierno  americano  ha  concedido  frecuentemente  que  esta 
especie  de  mercancía  era  contrabando  de  guerra.  Pero  el  con- 
sejo de  presas  de  Paris  declaró  en  1807,  en  el  caso  de  la  nave 
austríaca//  Volanlc^  que  la  madera  de  construcción  no  exclu- 
sivamente aplicable  a  la  marina  de  guerra,  no  estaba  compren- 
dida en  la  prohibición  del  derecho  de  jen  tes. 

Aun  a  las  provisiones  de  boca  destinadas  a  puerto  enemigo 
no  bloqueado,  se  ha  extendido  a  veces  la  calificación  de  con- 
trabando, como  a  los  granos  i  harinas  por  el  decreto  de  9  do 
mayo  de  1793  de  la  convención  nacional  francesa,  i  por  las 
instrucciones  dadas  a  los  marinos  británicos  en  8  de  julio  si- 
guiente. La  Inglaterra  sostuvo  que  debían  considerarse  como 
tales  toda  clase  de  víveres  cuando  el  privar  de  ellos  al  ene- 
migo era  uno  de  los  me  líos  de  reducirle  a  términos  razo- 
nables de  paz,  i  que  este  meJío  se  adaptaba  particularmente 
a  la  situación  de  la  Francia,  que  habia  puesto  sobro  las  armas 
casi  toda  su  clase  trabajadora  con  el  objeto  de  hostilizar  a  todos 
los  gobiernos  de  Europa.  Los  anglo-americanos  rechazaron 
esta  pretensión  con  el  vigor  que  saben  emplear  en  la  defensa 
desús  intereses  nacionales.  La  cuestión,  sin  embargo,  quedó 
indecisa  en  el  tratado  (pie  eebíbraron  con  la  Gran  Bretaña  en 
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la  lista  de  artículos  de  contrabanilo 

la tonales  destinados  a  la  construcción 
D  en  bruto  i  tahlaa  do  i)ino,  con  res- 
declaró  que  jcneralmente  no  eran  do 
;unel  derecho  actuaUlejcntes,  podían 
uo  no  so  especificaron;  í  se  esti])uló, 
pena  le^^al,  que,  cuando  su  coiifisca- 
fucrr»,  si^ahonarian  por  los  captures 
cío  de  ellos,  el  ficto  i  una  razonable 
iracricano  ha  reconocido  repetidag 
enumeración  do  artículos  do  contra- 
neramentc  declaratorio  del  derecho 

;uIos  de  contrabando  (según  expuso 
ritiínico  en  el  caso  de  la  Jo»go  Mnr- 
Igunas  veces  de  tal  modo,  que  era 
,des,  porque  éstas  dopeiidian  do  cir- 
cuya historia  no  acompañaba  a  la 
En  1 673,  se  consideraban  como  con- 
j,  el  aceite,  i  en  épocas  posteriores 
mantenimiento.  En  1747  i  48,  pasa- 
roz,  la  iiiantüca  i  el  pescado  salado, 
rije,  es  que  las  provisiuncs  de  boca 
se,  pero  pueden  tomar  este  carácter 
le  la  ^crra  i  la  situación  do  las  po- 

ii  que  so  tratan  los  artículos  tanto  de 
tras  especies,  influye  mucho,  se^un 
go  británico,  la  circunstancia  do  ser 
I  país  a  que  [>ertenece  la  nave.  Otro 
;1  hallarse  on  su  estado  nativo,  i  no 
na  forma  que  los  haga  a  propósito 
e  el  trigo,  el  cáñamo  i  el  hierro  éii 
1  de  lícito  tráfico,  mas  no  la  galleta, 
ro  la  distinción  mas  importante  que 
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(lobo  hacerse  ea  si  loa  artículua  se  destinan  al  consumo  jeneral 
o  (le  la  marina  mercante,  o  -si  hai  pri>babilísinia  presunción  de 
tjue  van  a  empicarse  en  operaciones  hostiles.  En  esto  punto, 
laa  circunstancias  del  puerto  aque  se  llevan,  ofrecen  un  razo- 
nable criterio.  Si  el  puerto  es  puramente  de  comercio,  se  pre- 
sume que  Io,s  artículos  ambitjuos  se  destinan  a  usos  civiles, 
aunque  accidentalmente  hayan  servido  para  la  construcción 
de  un  navio  de  guerra.  Pero,  si  es  de  aquéllos  en  que  suelen 
hacerse  aprestos  militares,  como  Portsmouth  en  Inglaterra  o 
Drest  en  Francia,  .so  pre.sume  que  los  artículos  se  destinan  a 
usos  militares,  aunque  pudieran  aplicarse  a  otro  objeto.  Co- 
mo no  h:ii  modo  de  averiguar  el  destino  final  de  efectos  cuyo 
uso  es  indefinido,  no  debe  mirarse  como  injurio-na  la  regla 
que  se  fija  en  el  carácter  del  puerto  a  quo  bo  dírije  la  na- 
ve; i  crece  en  gran  manera  la  vehemencia  de  la  presunción, 
cuando  es  notorio  quo  so  baco  en  esto  puerto  un  armamen- 
to considerable,  para  ol  cual  serian  de  mucha  utilidad  los 
efectos. 

Esta  doctrina  de  los  juzgados  ingleses  coincido  esencialmente 
con  la  del  congreso  americano  en  1775,  cuando  declaró  quo 
toíla  nave  que  llevase  provisiones  u  otros  artículos  de  necesario 
consumo  a  los  ejércitos  o  escuadras  británicas,  estaba  sujeta 
a  confiscación.  Adoptóla  taitibien  plenamente  la  corte  auprcma 
de  los  Estados  Unidos;  como  se  vio  el  año  de  1815  en  el  caso 
del  Commercen,  buque  neutral  quo  llevaba  provisiones  para  el 
servicio  del  ejército  ingles  en  España.  La  corto  suprema  decla- 
ró que  las  provisiones  eran  contrabando  siempre  que  fuesen 
producción  do  país  enemigo,  i  que  se  destinasen  al  consumo  do 
las  fuerzas  terrcstr&s  o  navales  del  mismo  enemigo,  pero  que 
no  debian  mirarse  como  contrabando  si  eran  producción  neu- 
tral, i  so  destinaban  al  usocomun.'  uEsta  especio  do  artículos 
(añadió  la  corte)  no  son  jenoralmonte  ilícitos;  pero  el  objeto 
del  viaje  i  las  circunstancias  do  la  guerra  pueden  darles  este 
carácter.  Si  van  a  servir  a  los  habitantes  del  país  enemigo 
sin  distinción  de  personas,  es  lícito  su  trasporto;  pero  el  caso 

•  Whcaton'a  Reporta,  libro  I,  p.-ijina  382. 
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servir  particularmente  a  las  tropas  o  cs- 
,  o  se  llevan  a  los  puertos  on  que  suelen 
imentos.  I  esto  so  aplica  aun  al  caso  en 
¡adras  tlisl  enemigo  so  hallan  en  territorio 

tíiío  (lü  los  mismos  estados  declaró  el  año 
isioncs  pasan  a  ser  de  tnífico  ilícito,  sicm- 
a  un  puerto  en   que  se  hacen  aprestos  de 

:le  la  guerra  de  un  tiempo  a  otro,  artículos 
ntes  |nicdcn  dejar  de  serlo  a  consecuencia 
nplcarse  en  algún  nuevo  jiínei-o  de  hostili- 
lon  sioníprc  unos  n?ismos,  pero  su  aplica- 
itc.  Compete,  pues,  al  soberano  belijeran- 
fluüvos  artículos  de  contrabando,  cuando 
introducidas  en  la  práctica  de  la  guerra 
lientos  de  destrucción  las  cosas  que  antes 
íza  inocenlCH, 

lüea  a  los  infractores  de  las  leyes  Intcrna- 
■on trabando,  es  la  confiscación  délas  espe- 
.  Una  ve?,  que  los  neutrales  tienen  noticia 
ilucen  a  mí  enemigo  mercaderías  de  que 
1  dañarme,  no  deben  quejarse  de  mí  si  las 
limitarme  a  tomarlas  pagando  el  precio  de 
'ía  contraer  con  los  neutrales  la  obligación 
.  los  efectos  de  esta  especia  que  afectasen 
n  otro  límite  que  el  de  sus  medios  do  pro- 
mbargo  de  los  efectos  sería  por  otra  parte 
icaz  para  intimidar  la  codicia  de  los  empé- 
ñente en  la  mar,  donde  es  imposible  eor- 
puerlos  de  los  belijerantes, 
echo  las  naciones  qutí  se  bailan  en  guerra 
confiscar  los  efectos  de  contrabando.  Pero 
[uejarsc  del  soberano  cuyos  subditos  lian 
o  en  estos  erectos.  En   1790,  pretendió  la 
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i-epúblíca  francesa  que  los  jfohicrnos  neutrales  estaban  oblifja- 
düs  a  prohibir  i  castigar  cslc  tráfico.  Pero  los  Estados  Unidos 
sostuvieron  la  libertad  de  los  neutrales  para  vender  en  su  te- 
rritorio o  llevar  a  los  belijerantes  cualesquiera  artículos  de 
contrabando  sujetándose  a  la  pena  de  confiscación  en  cl  trán- 
sito. El  derecho  de  los  neutrales  al  acaixeú  de  estos  artículos 
está  en  conflicto  con  cl  derecho  del  belijerante  a  confiscarlos, 
i  ninguno  de  los  dos  soberanos  puede  imputar  una  ofensa  al 
otro. 

La  confiscación  se  conmuta  algunas  veces  en  la  simple  prc- 
encion  o  preferencia  do  compra;  ca  decir,  que  loa  captores  retie- 
nen los  artículos  do  contrabando,  satisfaciendo  su  valora  los 
neutralos.  Obsérvase  esta  regla  con  las  sustancias  alimenticias 
que  no  han  recibido  su  última  preparación,  como  el  trigo  o  la 
harina,  i  con  algunos  otros  articulos,  verbigracia,  alquitrán  i 
pez,  cuando  son  producciones  del  país  a  que  pertenece  la  nave. 
So  paga  por  ellos  un  precio  equitativo,  no  el  que  pueden  tener 
accidentalmente  por  un  efecto  de  la  guerra  en  el  puerto  a  que 
van  destinados. 

El  contrabando,  según  la  expresión  de  los  juzgados  de  almi- 
rantazgo, contajia  los  demás  efectos  que  se  liallan  a  bordo  de  la 
misma  nave  i  pertenecen  al  mismo  propietario.  Antiguamente 
se  confiscaba  también  el  buque;  hoi  solo  recaen  sobre  él  la  pér- 
dida del  flete  i  los  gastos  consiguientes  a  la  captura,  a  monos 
que  sea  también  propiedad  del  dueño  de  los  artículos  do  con- 
trabando, o  que  en  el  viajóse  descubran  eircun.stancias  de  par- 
ticular malignidad,  entre  las  cuales,  la  de  navegar  con  papeles 
simulados  se  mira  como  la  mas  odiosa  de  todas.  En  este  i  los 
demás  casos  de  fraudo  por  parte  del  propietario  del  buque  o  do 
su  ájente,  la  pena  se  extiende  a  la  confiscación  dol  buque  i  do 
toda  la  carga. 

El  delito  dol  contrabando  .se  purga,  según  el  lenguaje  do  los 
juzgados  do  presas,  por  la  terminación  del  viaje;  es  decir,  que 
no  puede  apresarse  el  producto  de  los  efectos  ilícitos  en  el  via- 
jo de  vuelta.'  Poro,  en  el  caso  de  halierse  debido  el  buen  suceso 

•  La  ¡oninn.  Roljiíison,  libro  III.  pAjina  107. 
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primer  viaje  a  papeles  falsos  que  palialian  el  verdadero 
ilino  de  la  expedición,  se  puede,  según  el  almirantíizgo  bri- 
ico,  apresar  i  confiíscar  a  la  vuelta  el  producto  de  los  efectos 
contrabando. ' 

í*ara  evitar  el  peligro  de  confiscación,  es  necesario  que  ol 
itral  que  tiene  efectos  do  contrabando  a  bordo,  sea  suma- 
nte cirounspecto  en  su  viaje;  porque  no  puede  tocar  con  im- 
nidad  en  ningún  puerto  enemigo  bajo  el  pretexto,  por  espe- 
so que  parezca,  de  vender  artículos  inocentes.  Para  hacerlo, 
)e  dirijirsc  primero  a  un  paraje  en  que  no  se  halle  estable- 
0  el  enemigo  i  se  puedan  descargar  lícitamente  laa  merca- 
bas de  contrabando. 


3tra  restricción  impuesta  a  los  neutrales  es  la  de  no  comer- 
r  en  ninguna  manera  con  las  plazas  sitiadas  o  bloqueadas, 
i  belijerante  que  pone  sitio  a  una  plaza  o  que  la  bloquea 
ze  Vattel),  tiene  dereclio  para  impedir  a  loa  demás  la  entra- 
en  ella,  i  para  tratar  como  enemigo  al  que  quiera  entrar, 
levar  algo  a  los  sitiados,  sin  su  permiso,  porque  estorba  su 
ipresa,  i  puede  hacerla  abortar,  i  envolverle  de  este  modo 
todas  las  calamidades  que  trae  consigo  la  fortuna  adversa 
las  armas.»  Entre  los  derechos  de  la  guerra,  ninguno  hai 
is  puesto  en  razón,  ni  mas  autorizado  por  la  práctica  de  los 
yores  tiempos. 

Para  la  legalidad  de  la  pena  que  recae  sobre  los  quebranta- 
res ele  esto  dcreulio,  son  necesarias  tres  cosas:  actual  blo- 
eo,  noticia  previa,  violación  efectiva.** 
1.  Un  simple  decreto  no  basta  para  constituir  bloqueo;  es 
jnester  también  que  delante  de  la  plaza  bloqueada  haya  una 
;rza  suficiente  para  llevarlo  a  efecto.  Si  se  bloquea,  no  solo 
,a  plaza,  sino  una  costa  algo  extensa,   es  necesario  que  la 

'  La  Uosalie  und  Ueüy,  Robinson,  libro  II,  pAjina  3í3;  i  la  A'aJicy, 

binson,  libro  111,  pajina  122. 

"  Caso  de  la  fli-lscy.  Robinson,  libro  I,  pajina  93. 
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fuerza  3ea  bastante  grande  para  obrar  a  un  mismo  tiempo  so- 
bre toda  la  línea* 

La  ausencia  accidental  do  la  escuadra  bloqueadora  en  el  caso 
do  una  tempestad,  no  se  mira  como  interrupción  del  bloqueo;  i 
así  es  que,  si  un  neutral  quisiese  aprovecharse  de  esta  circuns- 
tancia para  introducirse  en  el  puerto  bloqueado,  la  tentativa 
se  consideraría  fraudulenta.**  Pero,  si  el  servicio  de  la  es- 
cuadra fucs-e  remiso  i  descuidado,  o  si  so  la  emplease  acciden- 
talmente en  otros  objetos  que  distrajesen  una  parte  considera- 
ble de  su  fuerza,  de  manera  que  no  quedase  la  necesaria,  estas 
interrupciones,  aunque  fuesen  por  un  tiempo  limitado,  suspen- 
derían verdaderamente  el  bloqueo.  «Es  en  vano  (decía  sir  \Vi- 
lliam  Scott  en  caso  de  la  Juffrow  María  Schroeder)  que  los 
gobiernos  impongan  bloqueos,  si  los  que  están  encargados  do 
este  servicio  no  lo  desempeñan  como  deben.  El  inconveniente 
que  de  ello  resulta  es  muí  grave.  Cunde  el  rumor  de  haberse  le- 
vantado el  bloqueo,  los  especuladores  extranjeros  so  aprove- 
chan de  esta  noticia,  cae  en  el  lazo  la  propiedad  de  personas  in- 
cautas, i  se  compromete  el  honor  mismo  do  los  belijerantes.»*** 
Si  se  suspende  voluntariamente  el  bloqueo,  o  si  la  presencia 
do  una  fuerza  contraria  obliga  a  levantarlo,  so  le  mira  como  ter- 
minado, i  es  necesaria  nueva  noticia  para  que  produzca  otra 
vez  sus  efectos.**** 

2.  La  segunda  circunstancia  indispensable  para  la  aplicación 
legal  de  la  pena,  es  que  el  neutral  tenga  conocimiento  del  blo- 
queo. Este  conocimiento  se  le  puede  dar  de  dos  modos:  por  no- 
tificación formal  del  gobierno  belijorante  a  los  gobiernos  neu- 
trales, o  por  noticia  especial  dada  a  la  nave  que  so  dirije  al 


*  fNo  se  concedo  la  dciiomi nación  de  puerto  bloqueado,  sino  ^ 
aquél  en  que,  por  la  disposición  de  la  fuerza  bloqueadora  en  buques 
apostados  allí  o  suQciontemento  coreanos,  hai  pelií^ro  evidente  do  en- 
trar.» Convención  do  17  do  junio  de  1801  entre  la  Gran  Bretaña  I  la 
Rusia:  Martcns,  Supplement,  tomo  II,  pajina  470. 

**  Caso  del  Ficderick  Molhc,  Robinson,  libro  I,  pajina  80. 

Robinson'e  Reports,  libro  III,  pajina  1  i 7. 

Whoaton's  Elnmo/ntíi,  parto  IV,  capítulo  3,  §  Vy. 
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•to  bloqueado.  Puede  también  scrsuíieicnte 
la  notoriuJatl  del  bloqueo. 
ara  que  una  notificación  sea  válida  [según  si 
1  caso-del  Rolla),  bastaque  sea  digna  de  fi 
:e  con  mas  o  menos  solemnidad  importa  pt 
'asmita  de  manera  que  no  quede  duda  algu 
ad,  pues  entonces  debe  oí  neutral  dirijir  ] 
a.  Lo  que  conviene  en  todos  caaos,  es  que  c 
j  de  un  modo  que  no  dé  lugar  a  equivoca 
mbres,* 

I  efecto  do  la  notificación  a  un  gobierno  e: 
s  sus  subditos  se  reputan  comprendidos  en 
lo  pueden  entonces  alegar  ignorancia,  por 
gobierno  comunicar  la  noticia  a  todos  los 
iridad  le  está  encomendada."  Pero  se  conc 
ible  para  la  circulación  de  la  noticia,  que,  pi 
)resume  sabida;  bien  que  la  presunción  j 
prueba  contraria,'" 

uando  ol  neutral  ha  recibido  efectiva  o  pre 
ficacion,  no  se  le  permite  acercarse  a  la  fue 
etexto  de  informarse  de  si  subsistco  noel  L 
cito  al  comerciante  (decia  sir  Witliam  Sct 
pes  i  la  Irene)  enviar  bu  buque  al  puerto 
,  no  encontrandij  la  escuadra  bloqueadora,  i 
dola,  pidiese  una  intimación  i  se  dirijiesc 
fraudes  no  daría  lugar  semejante  conduct 


[íobinaon'a  Rppoi-ls,  libro  VI,  pAjiíia  364.  El  ji 
ct  modo  uiuul  ora  dirijir  hkiiotincncioit  ¡\  los  [fo 
a,  con  todo,  sor  válida  i  producir  efectos  legales 
por  un  almirante  o  comandante  al  g-obermidor 
»  para  conocimiento  do  los  neutrales  que  no  tui 
Dado  esto  paso,  los  extranjeros  que  Bo  hallas 
\  debían  considerarse  como  sabedores  del  bloq 
Neptunus,  Robinson,  libro  11,  piijiniv  110. 
'  Jonge  PelmiiBlla,  Roliinson.  libro  II,  pajina  I 
on,  libro  11,  pajina  293,— ^(íeí.iüí'?,  Robinson, 
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regla  es  que,  sabida  la  existencia  (h\  lilnqiicn,  ni>  es  líci 
neutrales  dirijirse  al  puertu  mismo  blofiuoailu  so  color 
mar  iafürme."' 

En  el  caflo  del  Xoplii  no,  sentenciado  jior  el  mismo  jue; 
claró  ([up,  precediendo  notiíicacion  formal,  el  aeti'denai 
puerto  bloqueado  con  destino  continjento,  esto  es,  cor 
cion  (lo  entrar  en  ó!  si  se  ha  levantado  el  bloqueo,  o  si  t 
dirijií-sc  a  otra  parte,  basta  para  constituir  ofensa;  pe 
neutral  di'be  presumir  que  se  alzará  formalmenle  el  i'nf 
i  se  le  dará  noticia,  i  miéuti'as  esto  no  suceda,  debe  r 
puerto  como  cerrado.  Asi  que,  desde  el  mumenlo  (pío  za 
este  destino,  se  hace  delincuente  i  su  pi-ojiieilad  está  ¡ 
coní¡S(^cion.'* 

Los  tribunales  brÍtáni(.os  han  relajado  esta  repla  con 
to  a  los  viajes  distantes.  «A  las  naves  procedentes  de  / 
(.ieciit  sir  Wiiliam  Seott  en  el  caso  citado  do  la  S¡h's  i  la 
se  permite  recibir  noticia  esiieeial  en  cl  puerto  mismo  b 
do,  si  salTerun  de  América  antes  de  tenerse  allí  conocimii 
bíoqueo;  i  las  que  zarpan  después  de  llegada  la  notif 
puedpn  navegar  con  destino  continjVmtc  al  mismo  puei 
ciendo  escala  primeramente  en  un  puerto  neutral  o  b 
para  informarse  del  estado  de  cosas.»  A  tanta  distancio 
observó  el  mismo  juez  en  el  caso  de  la  Hotscij],  noespo; 
ner  noticias  constantes  de  la  continuación  o  suspens 
bloqueo,  i  so  hace  necesario  muchas  veces  atenerse  a  j: 
lidades  i  conjeturas.  Los  comerciantes  do  naciones  i 
serian  do  peor  condición  si  estuviesen  sujetes  a  lamisn 
que  los  de  Europa,  que  uel  bloqueo  se  dolie  suponer  e^ 
mientras  no  se  ha  notiricado  su  revocación;»  porque  te 
queo  duraría  dos  meses  nías  para  ellos,  que  para  las  r 
de  Europa,  quo  reciben  esta  notificación  inmcdiatamem 
en  ningún  caso  so  puede  ir  a  la  boca  misma  del  puerto 
si  subsiste  el  bloqueo,  de  que  ya  se  tiene  noticia."* 

'  líobinson,  libro  V,  pajina  76. 
*'  Robinson,  libro  I,  pajina  170. 
*"  Robínson,  libro  I,  pajina  332. 
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cgular  i  precisa.  Bloqueando  a 
ijmanilanto  de  la  fuerza  notiRuó 
I  fjne  todos  los  puertos  de  Holan- 
Qtiflcacion  fué  considerada  como 
otros  puertos,  fiino  respecto  de 
i  observación  del  mismo  juez)  se 
ra  dirijirse  a  otro  puerto  de  Ho- 
íbe  poner  a  un  neutral  en  aemo- 
1  (dijo)  que  si  el  neutral  hubiese 
a  irregularidad  hubiera  justifi- 

•a  que  se  suponga  a  la  nave  neu- 
l;  porque,  si  la  comunicación  de 
¡imocimiento  de  los  individuos, 
1  todavía  mejor  este  objeto", 
wun  la  doctrina  del  almirantazgo 
o  equivalente  a  la  notificación,  i 
le  imputar  a  los  neutrales  cl  co- 
ntimacion  do  la  fuerza  bloquoa- 
lua.*"  Por  consiguiente,  no  es 
(  naves  que  están  surtas  en  el 
le  en  este  caso  ignorar  la  exis- 
enfreilicho  al  comercio,'"* 
a  la  boca  de  un  puerto,  aunque 
istituye  un  bloqueo  de  suficiente 
ral,  a  menos  que  se  le  convenza 
pecificos.  Por  el  contrario,  si  cl 
[e  i  notorio,  tudu  navegante  que 
)  presume  prtms  fació  hacerlo  a 
rgo,  relativamente  a  los  efectos 
el  conocimiento  quo  se  supone 

,  Robiiison,  libro  I,  pajina  216. 

;  pajina  80. 

I,  pajina  154. 

bro  I,  pajina  150. 

.  libro  III,  pijina  3n. 
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adquirido  por  notoriedad  i  el  que  se  ha  dado  por  notificación 
formal.  La  excepción  do  ignorancia,  que  no  puede  alegarse  en 
este  caso,  es  admisible  a  prueba  en  el  otro  Si  ha  precedido  no- 
tificación, el  acto  de  zarpar  con  destino  al  puerto  bloqueado 
constituye  delito;  pero,  si  el  bloqueo  existe  solo  de  hecho,  los 
neutrales  no  tienen  motivo  de  presumir  que  se  les  notificará 
formalmente  su  terminación,  i  pueden  dirijirse  al  puerto  Ido- 
queado,  haciendo  escala  en  un  paraje  no  sospechoso,  para  in- 
formarse del  estado  de  cosas.* 

A  las  reglas  anteriores,  fecundas  sin  duda  de  inconvenientes 
graves  para  los  neutrales,  se  ha  sustituido  por  convenciones 
otra  mas  induljente  i  cómoda,  que  prescribe  para  todos  los 
casos  la  noticia  especial;  de  manera  que  es  siempre  lícito  a  los 
neutrales  dar  vela  con  destino  a  un  puerto  bloqueado,  i  el  diri- 
jirse a  él  no  constituye  infracción  de  la  neutralidad,  mientras  no 
se  recibe  o  no  «o  evita  dolosamente  la  notificación  especial/* 

3.  Veamos  ahora  qué  es  lo  que  constituye  violación  de  blo- 
queo. La  opinión  jeneral  es  que,  ademas  del  conocimiento  efec- 
tivo o  presunto  de  la  existencia  del  bloqueo,  es  necesario,  para 
constituir  violación,  que  se  pueda  imputar  al  neutral  el  desig- 
nio de  quebrantarlo,  acompañado  de  alguna  tentativa  actual. 
La  probanza  del  designio  i  del  acto  variará  según  las  circuns- 
tancias, i  en  las  inferencias  que  so  saquen  de  éstas,  influirán  su 
carácter  i  el  juicio  del  tribunal;  pero  rara  vez  se  han  disputa- 
do los  principios.  Dirijirse  a  un  puerto  bloqueado  es  en  sí  un 
acto  inocente,  si  no  se  sabe  que  lo  está.  A  la  nave  que  se 
halle  en  esto  caso,  debe  hacerse  una  intimación  del  bloqueo; 
i  si  después  de  recibirla  procura  entrar,  se  la  considera  delin- 
cuente. 

En  los  tribunales  norte-americanos,  se  ha  disputado  a  veces 
la  justicia  de  la  doctrina  inglesa,  «que  el  acto  de  navegar  a  un 
puerto  bloqueado,  sabiendo  que  lo  está,  es  criminal  desde  el 
principio,  sea  cual  fuere  la  distancia  entre  la  procedencia  i  el 
destino  de  la  nave.»  Pero,  después  de  la  relajación  admitida  por 
los  ingleses  en  los  viajes  trasatlánticos,  hai  bastante  confor- 

*  Casos  citados  del  Ilurtidge  llane  i  del  Neptunus. 
**  Cranch's  Reports^  libro  IV,  pajina  185. 
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llai  circunstancias  que  pueden  disculpar  la  violación  de  las 
reglas,  por  ejemplo,  una  serie  de  accidentes  que  no  ha  permiti- 
do saber  el  bloqueo,  un  temporal,  o  una  necesidad  extrema  de 
víveres,  pero  es  necesario  probarlas;  i  por  inocente  que  haya 
sido  la  conducta  del  capitán  o  de  los  carj^adores,  se  debo  dar 
cuenta  de  ella  i  ajustar  las  pruebas  a  las  reglas  que  el  tribunal 
ha  creído  necesario  lijar  para  la  protección  do  los  derechos  de 
los  belijcrantes,  i  sin  las  cuales  hubieran  de  ser  ilusorios.  La 
necesidad  de  procurarse  un  piloto  para  hacer  viaje  a  otro 
puerto,  no  se  considera  excusa  lejítima.*  Tampoco  lo  es  en  jc- 
neral  la  falta  de  provisiones,  que  obligaría  sin  duda  a  tomar 
puerto;  pero  no  exclusivamente  el  puerto  bloqueado,  sino  en 
circunstancias  muí  raras.** 

A  la  fértil  inventiva  de  los  neutrales,  nunca  faltan  pretextos 
i  excusas  con  que  dar  color  a  las  infracciones;  pero  se  reciben 
jeneralmente  con  desconfianza,  i  para  que  se  admitan  es  me- 
nester probar  una  compulsión  irresistible. 

Una  vez  consumada  la  ofensa,  no  se  purga  hasta  la  termina- 
ción del  viaje.  Si  la  infracción  ha  consistido  en  salir  del  puerto 
bloqueado  con  mercaderías  cargadas  en  tiempo  inhábil,  o  elu- 
diendo la  visita  o  examen,  puede  el  buque  ser  apresado  por 
cualqU'iera  nave  de  guerra  o  corsaria  i  a  cualquiera  distancia 
de  la  plaza  bloqueada,  antes  de  llegar  a  su  verdadero  destino. 
I  si  la  infracción  ha  sido  entrando,  puede  apresarse  a  la  salida 
i  durante  todo  el  viaje  de  vuelta.  Según  la  exposición  de  sir 
William  Scott  (lord  Stowell)  en  el  caso  del  Christianberg^ 
acuando  el  buque  ha  consumado  el  delito,  entrando  en  un  puer- 
to que  está  en  entredicho,  no  hai  otra  ocasión  de  hacer  efectiva 
la  lei,  que  la  que  él  mismo  da  a  su  regreso.  Se  objeta  que,  si  en 
el  viaje  subsiguiente  subsiste  todavía  la  culpa,  se  puede  supo- 
ner con  igual  razón  que  acompaña  al  buque  para  siempre.  En 
estricto  derecho,  no  sería  tal  vez  inj.usto  aprehenderlo  después; 
pero  es  sabido  que  en  la  práctica  la  persecución  de  la  pena  se 

*  Arthur,  Edward's  Ueports^,  pajina  202. 

**  Fortuna,  Robinsons  Roports,  libro  V,  pajina  27. 
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extiende  solo  al  viajo  inmediato,  que  es  el  que  ofrece  la  prime- 
ra oportunidad  de  aprehensión.»* 

El  delito,  cualquiera  que  haya  sido,  se  borra  enteramente 
por  la  terminación  del  bloqueo,  porque  con  ella  cesa  la  nece- 
sidad de  aplicar  la  pena  para  impedir  trasgresiones   futuras.** 

La  confiscación  del  buque  es  la  pena  ordinaria  que  por  el 
derecho  de  jentcs  se  impone  a  los  infractores  del  bloqueo.  A 
primera  vista,  la  carga  se  considera  sujeta  a  la  misma  sentencia 
que  el  buque.  Poro  es  costumbre  oír  las  pruebas  que  presentan 
los  cargadores  para  exonerarse  de  complicidad  en  el  reato  do 
la  nave;  pues  aunque  la  presunción  está  contra  ellos,  pue- 
de suceder  que  el  patrón  o  el  capitán  haya  sido  el  único  cul- 
pable.*** 

Hai  circunstancias  que  hacen  la  carga  de  peor  condición  que 
la  misma  nave,  como  se  vio  en  el  caso  de  la  Juffrow  Maria 
Schroeder.  Este  buque  fué  restituido  por  haber  tenido  licen- 
cia para  introducir  un  cargamento  en  el  puerto  bloqueado,  lo 
cual  lo  daba  libertad  para  sacar  un  cargamento  de  retorno; 
pero,  habiendo  aparecido  en  los  dueños  de  la  carga  la  intención 
(le  exportarla  clandestinamente  a  la  primera  ocasión,  fué  con- 
fiscada por  el  almirantazgo  británico.**** 

La  costumbre  antigua  era  mucho  mas  severa  en  esta  parte, 
porque,  fuera  de  condonarse  las  propiedades  implicadas  en  el 
delito,  que  es  a  lo  que  se  limita  el  derecho  de  jentes  moderno, 
se  imponían  prisión  i  otros  castigos  personales  a  los  trasgre- 
sores. 

*  Robinson,  libro  VI,  pajina  376, 

**  Robinson,  libro  VI,  pajina  387. 

***  Neptunus,  Robinson,  libro  III,  pajina  173. 

****  Robinson,  libro  III,  pajina  147. 

Mo  ha  parecido  conveniente  ofrecer  aquí  a  mis  lectores  un  brcvo 
extracto  de  la  doctrina  de  Ilautefcuillo  sobro  los  bloqueos  ilcg'alcs. 
Después  de  hablar  del  bloqueo  ficticio,  llamado  comunmcnto  de  papel, 
que  consiste  en  la  simple  proclamación  de  uno  do  los  belijerantes,  i 
del  cual  se  ha  dicho  lo  bastante  en  el  texto,  trata  del  quo  llama  blo- 
queo de  crucero,  i  se  exprosa  así:  «La  Inglaterra,  después  do  haber, 
en  2  de  abril  de   l8'Jl,  atacado  i  destruido  la  escuadra  danesa  en  el 
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Los  trilninales  de  los  Estados  Unidos  ha»  declarado  fr 

teniente  (jiic  el  navegar  con  licencia  o  pasaporte  de  prol 

tncniiijo  con  el  objeto  de  promover  sus  miras  o  ínt 

in  at:to  de  ¡legalidad  que  sujetaba  tanto  la  carga  ci 

í  a  la  pena  de  confiscación." 

to  mismo  do  Copcahairud,  sin  dcclnratioa  de  guorr».  iinpi 
a,  la  Dinamarca  i  la  Sitocia  un  tratado  en  que  insertó  las 
diaposicionos  de  su  derecho  marilicuo.  Adoptiiba  a  prime 
finicion  del  bloqueo  dada  por  los  tratados  do  la  nüutrali 
i  do  1780:  no  se  da  la  denominación  de  pnarlo  bloquea: 
te  es  atacado  por  la  potencia  bloqueadora  con  buques  ap 
Icienlemente  cercanos,  de  manera  qwc  hagan  eoidenl 
irosa  la  entrada.  Pero  la  versión  inglesa  pono  aposíados 
íemenfe  cercanos,  a  us  ti  luyendo  a  la  panícula  i  la  partíc 
irtiendo  el  sistema  déla  neutralidad  armada  en  elsialem; 
en  virtud  do  esta  versión  no  es  necesario  que  los  buqu 
tados;  basta  que  estén  su ficieu tómente  cercanos,  determin 
erante,  como  único  juez  do  sus  actos,  la  cercanía  que  é 
ionte.  Un  buque  en  crucero  delante  do  una  costa  era  todi 
}ccsiL-iba  para  bloquearla  por  extensa  que  fuese,  pues  estí 
í  cercano  para  apresar  a  todos  loa  neutrales  que  so  dirijior 
res  nominalmente  bloqueados. 

II  cru<;ero  consisto  en  que  uno  o  mas  buques  do  guerra  o  c 
pran  ciertos  parajes  con  el  objeto  do  apresar  los  buques  ei 
impedir  a  los  neutrales  quo  Uovou  a!  belijcranto  objetos 
indo  do  ffuerra.  El  crucero  puedo  hacerse  por  medio  de  pt 
adras;  poro,  on  jonoral,  corsarios  i  pequeños  buques  son 
icargan  do  esto  servicio.  El  espacio  en  que  una  goleta  e 
rueero,  puedo  abrazar  centonares  de  Icijuas.  El  carácter  c 
del  bloqueo  es  la  posición  fija  do  loa  buques  i  el  del  cpuci 
:  en  su  movilidad.  Es  do  sentir  quo  la  declaración  del  c 
'aris,  de  tti  do  abril  do  1356,  no  haya  sido  mas  esplíci 
iuostion  do  los  bloqueos  efectivos,  para  proscribir  bc 
iO.  > 

;ro  do  los  bloqueos  ¡leíalos  deaunciados  por  esto  celoso  pi 
I  quo  llama  pacírico. 

Jaco  alífunos  años  quo  varias  naciones,  entre  ellas  la  Fr¡ 
aterra  i  la  Rusia,  han  formado  bloqueos,  pretendiendo  sin  < 
Kont's  Cammenl.,  parte  \,  lección  í. 
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L^tiua  del  almirantazgo  británico  es  menos  severa, 
ie  los  buques  empleados  en  un  acto  de  ilegal  asis- 
■iiemiifo  o  de  intervención  directa  en  la  guerra;  pero 
?nda  la  misma  pena  a  la  carga,  sino  cuando  apai-c- 
i   ducfios   de   ella  lian    tenido   participación   en   la 


'  011  puz  con  las  potencian  bloqiioadaí  i  exijicndo  de  loa 
uo  respetasen  estos  pretendidos  bloqueos.  El  primer  ejcm- 
18¡;.  Hacía  cerca  do  seis  años  qiio  el  Imperio  Otomano  so 
en  aojuzííar  la  Grecia  rebelde,  i  las  hostilidadüs  hablan 
car.ictcr  do  crueldad  atroz.  Rusia.  Francia  e  Inglaterra 
poner  fin  a  esta  guerra  de  exterminación;  i  con  esto  obje- 
iron  un  plan  de  arreglo  a  las  dos  partes  i  ofrecieron  su 
doelarajHlo  que,  ni  nl^^KD.^  dg  ellas  rehusaba  aceptarla, 
j  concierto  para  lograr  lo  que  solicitaban.  La  Puerta  do- 
intcrvencion;  i  entonces  los  aliados  bloquearon  todas  las 
Irecia  en  que  se  encontraban  cjérciLos  turcci;  en  seguida, 
quo  este  bloqueo  era  oblí^'atorio  a  los  neutrales.  Lo  mas 
ló  que  los  represen  tan  les  de  las  tros  potoncina  en  Cons- 
10  dejaron  do  protestar  que  no  so  había  turbado  la  paz,  i 
itad  de  sus  soberanos  aubsistia  sin  alteración.    Todo  el 

0  el  éxito  del  supuesto  bloqueo:  la  batalla  do  Navarino 
,s  fiierziis  navales  musulmanas  i  puso  a  loa  turcos  en  la 
cesidad  do  suscribir  a  las  condiciones  dictadas  por  loa 

de  esta  época,  la  Inglaterra  se  valió  dil  mismomedio  para 
lio  de  los  nuevos  e.'itados  do  América  a  concederle  ciertas 
es.  La  Francia  lo  empleó  igualmente  contra  Méjico;  i 
dos  años  do  bloqueo,  cuando  un  ataque  de  loa  mas  vivos 

1  sus  manos  la  fortaleza  de  San  Juan  de  Ulloa  (Ulúa).  pro- 
ivia  quo  no  estaba  en  guerra  con  loa  mejicanos. 

ite,  en  \S¡H,  la  Iii^laterra  i  la  Francia  establecieron  do 
1  bloqueo  pacífico  sobre  los  puertos  de  la  liepública  Ar- 
cabo  de  mas  do  diez  años  do  existencia  de  ciite  acto  do 
:inian  todavía  los  bloqucadoros  quo  la  paz  no  habiacas.ido 
inar  entro  olios  i  la  república.  Tales  bloqueos  fueron  do- 
lííatorios  para  los  neutrales,  i  aun  se  notificaron  diplóma- 
las cortes  amigas,  líl  bloqueo  de  Buenos  Aires  atrajo  gran 
expediciones  en  quo  las  riaves  de  guerra  i  las  embarcacio- 
as  o  inglesas,  tomando,  quemando  o  destruyendo  buques 
lian  observado  una  conducta  que,  apcsar  do  tuda  mi  buena 
i>  me  es  posible  llamar  pacífica.» 
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Con  el  objeto  de  dar  a  conocer  la  opinión  dominante  del  dia 
relativa  al  carácter  hostil  de  los  despachos  de  un  belijerante 
a  bordo  de  un  buque  neutral,  nos  parece  oportuno  aludir  bre- 
vemente a  las  discusiones  entre  los  Estados  Unidos  i  la  Ingla-  ^ 
térra  en  el  caso  del  San  Jacinto  i  el  Trent,  ¡ 

El  8  de  noviembre  de  1861,  el  vapor  ingles  Trent,  buque 
mercante  contratado  para  servir  de  correo,  llevaba  a  bordo  a 
los  señores  Masón  i  Slidell,  que  se  dirijian  a  Europa,  con  sus 
respectivos  secretarios,  en  calidad  de  enviados  de  la  Gonfede-  '^ 

ración  del  Sur,  i  fué  abordado  por  el  San  Jacinto^  corsario  | 

federal,  cuyo  capitán  Wilkcs  extrajo  por  fuerza  a  los  dos  co- 
misarios, considerándolos  como  una  especie  de  contrabando 
vivo,  puesto  que  se  daba  el  título  de  contrabando  a  los  despa- 
chos hostiles  encontrados  en  embarcaciones  neutrales.  Los 
cuati'o  pasajeros  fueron  llevados  violentamente  a  bordo  del 
San  Jacinto^  a  pesar  de  las  protestas  del  capitán  ingles,  mién-» 
tras  que  el  Trent  continuaba  en  libertad  su  ruta.  El  capitán 
Wilkes,  según  su  declaración,  habia  obrado  sin  órdenes  de  su 
gobierno;  i  teniendo  el  derecho  de  apresar  los  despachos  es- 
critosj  creyó  que  podia  también  apresar  a  los  comisarios  del 
Sur  como  despachos  vivientes.  Pero  el  gobierno  británico,  Ij 

considerando  como  simples  pasajeros  a  los  individuos  apresa- 
dos, cualquiera  que  fuese  su   nacionalidad^  una  vez  que  no 
eran  portadores  de  comunicaciones  escritas,  miró  el  hecho 
como  una  infracción  del  derecho  de  jentes  i  como  un  insulto 
a  su  bandera.  Envióse,  en  consecuencia,  a  Washington  una 
breve  i  enérjica  reclamación  (30  de  noviembre),  que  terminaba 
asi:  «El  gobierno  do  S.   M.  se  persuade  a  que,  sometida  la 
cuestión  al  gobierno  de  los  Elstados  Unidos,  el  gabinete  de 
Washington  ofrecerá  de  su  propio  motivo  la  única  rei)aracion 
que  puede  satisfacer  a  la  nación  inglesa,  es  a  saber,  la  libera- 
ción de  los  prisioneros,  su  entrega  a  lord  Lyons  (ministro  ingles. 
en  Washington),  para  que  se  restituyan  a  la  protección  de  In- 
glaterra, i  las  competentes  excusas  por  la  agresión  cometida.  »• 
Los  gabinetes  europeos  i  la  opinión  pública  se  impresiona- 
ron vivamente  de  la  cuestión  de  derecho.  La  Francia  se  coloco 
sobre  el  terreno  de  la  justicia  i  dijo  francamente  su  opinión  u 
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adherían  al  modo  de  pensar  del  emperador  frai 
do  los  despachos  oficiales  de  las  potencias  con 
ron  a  los  Estados  Unidos,  la  cuestión  estaba 
decía  Mr.  Seward,  haber  mostrado  que  el  goh 
no  ha  proyectado,  ni  ejecutado,  ni  sancionado  u 
premeditada,  en  el  hecho  que  se  ha  prcsentat 
i  quo,  por  el  contrario,  lo  que  ha  sucedido  ha 
la  inadvertencia  do  un  oficial  que,  sin  ningui 
prensible,  faltó  a  una  regla  que  noestátodaví 
probablemente  era  mal  comprendida  por  un 
ea  que  no  les  era  enteramente  desconocida.  A 
este  error,  el  gobierno  británico  tiene  el  derec! 
nosotros  la  misma  reparación  que  nosotros,  i 
dependiente,  esperaríamos  en  igual  caso  de  1 
cualquier  otro  astado  amigo."  Mr,  Seward  c 
las  instrucciones  dadas  en  í804  por  el  gobierno 
ministro  en  Londres,  para  manifestar  que  en  la 
le  no  hacía  mas  que  seguir  las  máximas  quo  1 
<!os  hahian  profesado  constantemente.  I  conch 
que  hagamos  ¡«ir  la  Inglaterra  precisamente  h 
moa  cxijido  de  todas  las  naciones  para  nosotr 
que,  si  la  seguridad  de  la  Union  obligase  a  ro 
prisioneros,  hubiera  sido  el  deber  i  el  derec 
americano  retenerlos;  pero  que  las  circunstanc 
caban  para  recurrir  a  este  ar])itrio;  después  de 
ba  que  los  cuatro  prisioncnis  serian  puestos  di 
na  en  libertad  i  entregados  a  lord  Lyons.  Lorc 
de  enero  de  186'2,  declaró  terminado  el  negoei 
de  su  gobierno,  reservándose  solamente  el  di 
separado  algunas  de  las  opiniones  emitidas  j 
sobre  ciertos  puntos  de  derecho  maríLimo  qi 
pntendia  de  diverso  modo  que  los  Estados  Uni 
efcctivamento  en  23  de  enero  de  1862;  pero  e¡ 
teramente  teórico,  tenia  por  principal  objeto  t 
lo  futuro  las  máximas  profesadas  por  ambas  n 
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}  de  jeittes  reconocida  por  la  Gran 
ia  neutral  so  someto  a  las  pretensio- 
inte,  perjudicando  en  ello  al  otro, 
ir  que  la  potencia  neutral  ee  someta 
de  manera  que  su  defercncíaal  uno, 
1,  no  agrave  las  calamidades  de  la 
anga  en  una  situación  desventajosa, 
emigo  prohibiese  al  neutral  comer- 
lueslros  puertos,  el  neutral  nos  ha- 
llo a  un  entredicho  qae  nadie  tiene 
hace  por  parcialidad  a  nuestro  ene- 
ai;  i  hí  por  temor  o  por  cualquiera 
ludulonto,  el  derecho  natural  de  la 
para  obligarle  a  que  trate  a  las  dos 
tera  igualdad  i  se  allane  a  sufrir  do 
,  nuestro  adversario;  de  otro  modo, 
con  el  a  costa  nuestra  i  ol>raria  íro- 

taüon  contra  los  neutrales  parece 
puede  negar  que  en  la  práctica  está 
ntes.  Se  alegan  hechos  particulares 
meralcs;  i  aumentando  a  porfía  los 
i  rigor  (Ic  las  restricciones  i  penas 
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que  imponen  al  comercio  neutral,  la  aplicación  del  principio  lle- 
ga a  no  tener  otro  límite  que  la  fuerza;  de  lo  que  nos  ofrece 
repetidos  ejemplos  la  historia  de  las  guerras  entre  la  Gran  Bre- 
taña i  la  Francia.  Sobre  la  especie  de  talion  de  que  se  trata  en 
esto  artículo,  se  fundaba  en  parte  el  célebre  decreto  de  Berlín, 
de  21  de  noviembre  de  1806,  en  que  el  emperador  Napoleón 
prohibió  todo  comercio  i  comunicación  con  las  islas  británicas, 
declarándolas  en  estado  de  bloqueo,  i  ordenando  que  ningún 
bajel  que  procediese  directamente  de  Inglaterra  o  de  dominios 
ingleses,  o  que  hubiese  estado  en  cualquier  punto  sujeto  a  In- 
glaterra, fuese  recibido  en  puerto  alguno.  Esta  rigorosa  pro- 
videncia, según  el  decreto  imperial,  era  justificada  por  el  dere- 
cho natural  de  oponer  al  enemigo  las  mismas  armas  de  que  él 
se  servia;  i  como  la  Gran  Bretaña  declaraba  plazas  bloqueadas, 
no  solo  aquéllas  delante  de  las  cuales  no  tenia  ni  un  solo  buque 
de  guerra,  sino  costas  dilatadas  que  todas  sus  fuerzas  navales 
eran  incapaces  de  bloquear,  «hemos  resuelto  (decia  Napoleón) 
aplicar  a  la  Inglaterra  los  usos  que  ella  ha  consagrado  en  su 
lejislacion  marítima.»  El  decreto,  sin  embargo,  daba  una  exor- 
bitante latitud  al  talion,  porque,  prescindiendo  de  si  eran  o  nó 
exactos  los  hechos  que  se  alegaban  contra  Inglaterra,  nadie 
jamas  habia  pretendido  que  los  neutrales  contribuyesen  a  la 
ejecución  de  un  bloqueo,  real  o  nominal,  cerrando  sus  puertos 
a  las  naves  que  lo  hubiesen  violado.  Condonábase  ademas  como 
buena  presa,  no  solo  toda  propiedad  británica,  sino  toda 
mercadería  de  producción  o  fábrica  inglesa,  sin  distinción  algu- 
na. No  se  limitaba,  pues,  aquel  nuevo  sistema  a  exijir  de  los 
neutrales  lo  que  éstos  de  grado  o  por  fuerza  toleraban  a  la  In- 
glaterra. 

La  misma  regla  fué  reconocida  en  la  orden  del  consejo  bri- 
tánico de  7  de  eneró  de  1807,  expedida  a  consecuencia  del  de- 
creto citado.  La  Inglaterra  alegaba  tener  un  derecho  irrecusa- 
ble para  retorcer  contra  la  Francia  la  proscripción  de  todo 
comercio.  Era  repugnante  (decia  la  orden)  seguir  semejante 
ejemplo,  i  llegar  a  un  extremo  do  que  debia  resultar  tanto  daño 
al  comercio  de  las  naciones  que  no  habian  tomado  parte  en  la 
guerra;  mas,  para  protejer  los  derechos  de  la  Gran  Bretaña,  era 
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necesario  rechazar  las  medidas  violentas  de  la  Francia,  hacien- 
do recaer  sobre  olla  las  consecuencias  funestas  de  su  propia  in- 
justicia. Se  ordenó,  pues,  que  no  se  permitiese  a  buque  alguno 
comerciar  de  uno  a  otro  de  los  puertos  de  Francia  o  de  sus 
aliados,  u  ocupados  por  sus  armas,  o  sometidos  de  tal  modo  a 
su  influjo  que  no  admitiesen  el  libre  comercio  de  las  naves  bri- 
tánicas. Con  esta  prohibición  (según  otra  orden  del  consejo,  a 
11  de  noviembre  del  mismo  año),  se  habia  propuesto  la  Gran 
Bretaña  obligar  al  enemigo  a  retirar  sus  providencias,  o  indu- 
cir a  los  neutrales  a  obtener  la  revocación;  pero,  no  habiéndose 
logrado  este  objeto,  se  insistió  en  el  mismo  entredicho,  aña- 
diendo la  confiscación  de  todo  comercio  de  jéneros  producidos 
o  fabricados  en  los  dominios  de  la  Francia,  de  sus  aliados,  o  de 
los  soberanos  que  sin  declarar  la  guerra  habian  excluido  de  sus 
puertos  la  bandera  británica;  i  castigando  con  la  misma  pena 
el  uso  de  los  cerlificados  de  orijen^  expedidos  por  los  ajentes 
consulares  del  enemigo,  i  de  que  se  servian  los  comerciantes 
para  hacer  constar  que  las  mercaderías  no  eran  de  producción 
o  fábrica  inglesa. 

En  esta  misma  orden,  i  sobre  todo  en  la  de  25  de  noviembre, 
se  exceptuaban  de  aquel  imajinario  bloqueo  las  naves  neutrales 
que  hiciesen  el  comercio  con  el  enemigo  desde  puertos  ingle- 
ses, obteniendo  para  ello  pasavantes  del  gobierno  ingles,  i  pa- 
gando varios  derechos  de  entrada  i  salida  según  las  circuns- 
tancias del  viaje.  Esto  provocó  el  decreto  de  Milán  de  17  de 
diciembre  de  1807.  El  emperador  francés  declaró  desnacionali- 
zada i  convertida  en  propiedad  enemiga,  i  por  tanto  confiscable, 
toda  nave  que  hubiese  sufrido  la  visita  de  un  bajel  británico, 
o  sometídoso  a  aquella  escala,  o  pagado  cualquier  impuesto  al 
enemigo;  subsistiendo  en  toda  su  fuerza  el  bloqueo  de  las  islas 
británicas,  hasta  que  el  gobierno  ingles  volviese  a  los  princi- 
pios del  derecho  de  j entes. 

Posteriormente  (por  la  orden  del  consejo  de  26  de  abril  de 
1809),  so  limitó  el  bloqueo  británico  a  la  Francia,  Holanda  i 
reino  de  Italia  con  las  respectivas  colonias.  De  esta  manera,  el 
sistema  de  represalias  de  la  Gran  Bretaña  no  se  hacía  sentir 
Indistintamente  a  todos  los  países  donde  estaban  en  vigor  los 
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atado  de  paz  entre  las  mismas  potencias,  debiese  con- 
como  uii  acto  declaraturio  del  derecho  de  jentes.  La 

Napoleón  puso  (in  a  osta  contiemla,  i  a  una  guerra 
que  ha  sido  de  las   mas  vejatorias  i  desastrosas  para 

:io  neutral. 


bligacion  impuesta  a  loa  neutrales  es  ol  abstenerse 
a  guerra  de  aquellos  ramos  do  comercio  que  las  po- 
slijerantes  no  acostumbraban  conceder  a  los  extran- 
:iempo  de  paz,  como  suelen  ser  el  do  cabotaje  en  sus 
1  de  sus  colonias. 

sido  de  largo  tiempo  atrás  la  práctica  de  las  naciónos 
para  sus  propios  ciudadanos  todo  el  comercio  que  so 
e  diferentes  partes  de  sus  costas,  i  solo  las  insuijera- 
lltades  de  la  guerra  han  podido  desviarlas  accidental- 
csta  politica.  El  neutral,  pues,  cuando  se  emplea  en 
Tcio  so  nos  presenta  con  el  carácter,  no  do  un  neutral 
nte  dicho,  sino  de  un  aliado  del  enemigo-,  báccso 
jn  instrumento  voluntario  del  uno  de  los  beligerantes 
;  de  los  embarazos  i  dificultados  a  que  el  otro  le  tenia 

"¿So  es  desviarse  de  los  rijidos  deberes  que  imjMne 
lidad,  de<,'¡a  sir  William  Soott  {lord  Stowell),  entro- 

amparar  a  la  parto  que  sufre,  haciendo  el  comercio 
íclusivamentc  propio  de  ella,  i  cuya  extinción  entraba 
1  do  la  guerra,  como  medio  necesario  de  obtener  una 
asa?  ¿No  es  esto  interponerse  de  un  modo  nuevo, 
do,  prohibido  por  el  enemigo  en  el  estado  ordinario, 
trar  los  designios  del  vencedor,  hacer  inútil  la  supe* 
le  BUS  armas  i  levantar  cl  apremio  con  que  estrecha 
sraario  i  le  obliga  á  que  reconozca  su  inj  usticia  i  la 
Urque,  suponiendo  que  el  comercio  de  cabotaje  no 
to  de  ordinario  a  los  extranjeros,  ¿qué  asistencia  mas 
de  prestarse  a  una  nación,  que  hacer  este  comercio 
[|e  ella,  cuando  elta  no  lo  puede  hacer  por  si  misma? 
!Ío  de  cabotaje  trasporta  las  producciones  de  un  gran 
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reino,  llevándolas  (I«  lo«  distritos  on  quo  s 
los  distritOH  en  que  we  necesitan  para  el  ce 
verdad  que  no  introduce  nada  de  afuera, 
efeutos.  Supongamos  que  la  marina  franc 
pon  de  rancia  decidida  sobre  la  nuestra,  i  h 
comunicación  entre  la  parte  septentrional 
esta  isla,  i  que  en  semejante  estado  de  coi 
loB  neutrales,  trayendo,  por  ejemplo,  el 
provincias  del  nort«  para  las  manufactura: 
eos  de  esta  capital;  ¿pudiera  hacerse,  fuen 
a  mano  armada,  una  oposición  mas  abit 
operaciones  bélicas  de  la  Francia?" 

■No  es  neutralidad  aprovecharse  de  tod; 
la  guerra  para  hacer  lucro,  aunque  sea  coi 
alguno  de  los  belijerantes,  sino  observa: 
rigorosa,  restrinjiendo  nuestro  comercio  a 
manera  que  no  demos  ayuda  al  uno  de  ell 
obligación  del  neutral  es:  non  interpo 
íiosti  immineiiti  hostem  eripere.-" 

En  otro  tiempo,  las  cortes  de  almíranta 
taña  imponian  la  pena  de  confiscación  a 
empicados  en  cl  comercio  de  cabdtaje  del 
tnente,  i  hasta  la  éjioca  de  las  órdenes  dol 
en  el  articulo  anterior,  solo  recaía  sobre 
del  (lüte.  Es  justo  indemnizar  al  neutral  i 
los  perjuicios  que  le  ocasionamos  por  la 
propiedades  enemigas  que  lleva  a  su  he 
ocupa  en  una  especie  de  tráfico  quo  no 
derecho  a  la  misma  indemnización,  i  se 
induljcncia  absolviendo  la  nave. 

Esta  relajación  de  la  i>ena  antigua  no 
la  naturaleza  del  tráfico  se  juntan  otra 
agravan  la  ofensa.  En  el  caso  do  la  John 

*  Caso  del  Emmanucl,  Robínson.  libro  I, 

bien  el  dol  Ebenezer,  Robínson,  libro  VI,  páj 

■*  Lord  Ilowick,  citado  por  Chitty,  f'ommc 
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scutió  las  líos  reglas,  anticua  i 
ccr  un  comercio  propio  del  ene- 
etiiba  la  nave  a  cunfiscadon.' 
;  los  apresadores  el  verdadero 
itir  de  la  curte,  una  aj^ravaeion 
■  la  ile^alidal  del  tráfico. 
:le  enero  do  1807  puso  otra  vez 
üoniíscauion  de  la  nave;  pero, 
1  del  extraordinario  sistema  de 
ípoca  por  la  Gran  Bretaña  i  la 
ervir  de  ejemplo  para  lo  suce- 

zn  su  principio  es  la  regla  que 
so  en  el  comercio  colonial  propia 
materia,  me  parece  convenienfe 

doctrina  del  derecho  déjenles, 
ntaza[o  británico  en  el  caso  del 
ierra,  dijo  sir  William  Scott,  loa 
eguir  haciendo  su  acostumbrado 
de  contrabando,  o  con  los  puer- 
ir  que,  con  motivo  de  los  acci- 
íllc  muchas  veces  envuelta  en 
En  la  naturaleza  de  las  cosas 
itar  <Ie  todo  punto  este  ineonve- 
lagan  a  sabiendas  un  comercio 
edailes  enemigas,  i  habrá  otros 
ncntc  esta  orensa.  Este  daiío  es 
jeneficio  que  las  disensiones  do 
lereio  neutral.  La  circulación 
iartc  por  la  Riicrra,  reHuyc  en 
ales  libres.  Pero,  prescindiendo 

es  que  el  neutral  tiene  derecho 
[)0  de  guerra  su  acostumbrado 
a  extensión  de   que  es  suscopti- 

que  se  halla  un  comercio  que 
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el  neutral  no  ha  poseído  jamas,  que  solo  debe  al  ascendiente 
de  las  armas  de  uno  de  los  belijerantes  sobre  el  otro,  i  que 
redunda  en  daño  de  aquel  mismo  belijcrante,  cuya  preponde- 
rancia es  la  causa  de  que  se  haya  concedido.  En  este  caso,  se 
halla  el  comercio  colonial,  jeneralmente  hablando;  porque  este 
es  un  comercio  que  la  metrópoli  se  reserva  exclusivamente 
con  dos  fines:  abastecerse  de  los  frutos  peculiares  de  las  colo- 
nias, i  proporcionarse  un  mercado  ventajoso  i  seguro  para  el 
expendio  de  sus  producciones  propias.  Cuando  la  guerra  inte- 
rrumpe este  cambio,  ¿cuáles  son,  con  respecto  a  las  colonias, 
los  deberes  mutuos  de  los  belijerantes  i  neutrales?  Es  un  de- 
recho incontestable  del  belijerante  apoderarse  de  ellas,  si  puede; 
i  tiene  un  medio  casi  infalible  de  efectuarlo,  si  se  hace  dueño 
del  mar.  Las  colonias  se  proveen  de  afuera;  i,  si  cortando  sus 
comunicaciones  marítimas,  se  logra  privarlas  de  lo  necesario 
para  la  subsistencia  i  defensa,  les  será  forzoso  entregarse.  Su- 
poniendo, pues,  que  el  belijerante  ponga  los  medios  para 
obtener  este  resultado,  ¿a  qué  título  podrá  un  neutral  entro- 
meterse a  estorbarlo?  El  neutral  no  tiene  derecho  para  convertir 
en  conveniencia  i  lucro  suyo  las  consecuencias  de  un  mero 
acto  del  belijerante;  no  tiene  derecho  para  decirle:  Es  verdad 
que  tus  armas  han  puesto  en  peligro  la  dominación  do  tu 
adversario  en  esos  países;  pero  es  menester  que  yo  participe 
del  fruto  de  tus  victorias,  aunque  esta  participación  las  ataje 
i  malogre.  Tú  has  arrancado  al  enemigo  por  medios  lejítimos 
esc  monopolio  que  habia  mantenido  contra  todo  el  mun- 
do hasta  ahora  i  que  nunca  presumíamos  disputarle;  pero 
yo  voi  a  interponerme  para  impedir  que  completes  tu  triun- 
fo. Yo  traeré  a  las  colonias  de  tu  enemigo  los  artículos  que 
necesitan  i  exportaré  sus  productos.  Has  expendido  tu  sangre 
i  dinero,  no  para  tu  utilidad  propia,  sino  para  beneficio 
ajeno. 

«No  hai,  pues,  razón  alguna,  continuó  sir  William  Scott, 
para  que  los  neutrales  se  injieran  en  un  ramo  de  comercio 
que  se  les  ha  vedado  constantemente,  i  que,  si  ahora  se  les 
franquea,  es  por  la  urjencia  de  la  guerra.  Si  el  enemigo,  in- 
habilitado para  comerciar  con  sus  colonias,  las  abre  a  los  ex- 
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kI,  Bino  por  la  apurada  situación 
retIucido.il' 

fundamentos  alegados  por  el 
naniteí,  i  su  doctrina  fuéplena- 
e  de  apelación  on  el  caso  de  la 
inciller  so  expresó  de  este  modo: 
por  el  derecho  común  de  jantes, 
comercio  que  antes  lea  era  pro- 
bunal  es  de  sentir  quo  se  del)en 

le  a  los  casos  en  que  el  comercio 
a  los  extranjeros  en  tiempo  de 
a,  buque  neutral  que  navegaba 
[[ue  era  entonces  colonia  france- 
!tc  tráfico  solia  permitirse  a  los 
la  guerra,  se  restituyó  el  buque 

>  se  estableció  práctica  i  univer- 
a  los  neutrales  hacer  en  tiempo 

>o  les  era  permitido  en  la  paz. 

ijaciones  que  ha  experimentado 
algo  mas  humano  i  benigno  de 

dependencia  de  Norte  América, 
)orque  la  Francia,  poco  antes  de 
irecíó  abandonar  el  monopolio, 
s  el  comercio  con  las  Antillas 
que  esta  medida  habia  sido  un 
igla;  mas  no  por  eso  dejó  de  pro- 
uella  guerra,  gozaron  do  tanta 
en  este  ramo  de  comercio,  como 

laron  de  la  revolución  francesa, 
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las  primeras  instrurcioiics  Ae\  ^bierno  ingIcH  a  loa 
previnieron  que  se  apresase  toda  nave  cardada  de  e 
fuesen  producciones  de  cualquiera  de  las  coloni&s  d< 
o  quo  llevasen  provisiones  u  otros  artículos  destinad 
na  de  ellas.  Las  relajaciones  que  después  se  adopt 
provenido  principalmente  de  la  mudanza  que  sobre' 
comercio  de  las  Américas  por  el  establecimiento  de  i 
no  independiente  en  esti  parte  del  mundo.  A  conset 
este  suceso,  fueron  admitidos  los  buques  angIo-am( 
comerciar  en  varios  artículos  i  con  diferentes  cond 
las  colonias  francesas  e  inglesas.  Este  permiso  vino 
parte  del  sistema  comercial  ordinario.  Menoscabal 
aquellas  instrucciones  el  comercio  lejitimo  de  los  ai 
ricanos.  Su  gobierno  se  quejó  al  británico;  i  en  8  di 
1794  dio  éste  nuevas  instrucciones  a  sus  buques  arrr 
apresar  toda  nave  cargada  de  frutos  de  tas  Antillas 
i  que  zarpase  de  cualquier  puerto  de  ellas  con  destii 
quier  puerto  de  Europa.  Mas,  como  los  neutrales 
solicitasen  igual  franqueza,  se  relajó  todavía  mas  1 
en  28  de  enero  de  1798,  se  ordenó  a  los  corsarios  que 
toda  nave  cargada  de  producciones  de  cualquiera  de 
nías  de  Francia,  España  u  Holanda,  i  que  zarpase  de 
puerto  de  ellas  para  cualquier  puerto  europeo,  que  n 
la  Gran  Bretaña  o  de  la  nación  neutral  a  que  perte 
nave,  o  a  lo  menos  el  dueño  de  la  carga.  * 

Quedaron,  pues,  autorizados  los  neutrales  para  tral 
lamente  entre  una  colonia  del  enemigo  i  su  propio  ps 
flion  tanto  mas  razonable,  que  aniquilado  por  los  suc 
guerra  el  comercio  francés,  español  i  holandés,  no 
estados  de  Europa  medio  alguno  de  proveerse  de  jen 
niales  en  aquellos  mercados.  Pero  subsistió  la  ileg 
tráfico  directo  entre  una  colonia  enemiga  i  su  metro 
una  nación  6nem¡ga  i  la  colonia  de  su  aliado;  entre 
colonia  enemiga  de  una  misma  o  diversas  nación' 
una  colonia  enemiga  i  un  puerto  de  Europa  que  no  i 

'  RobinHon's  íleparls,  libro  IV,  Apéndice  A. 
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pacto  de  triple  alianza,  las  dos  llegan  a  romper  entro  sí 
cerso  la  guerra,  a  ninguna  de  ellaa  so  debe  auxilio  en  v 
(le  tal  pacto. 

Rehusar  a  nuestro  aliado  en  una  guerra  justa  el  auxilie 
le  hemos  prometido,  es  hacerle  injuria.  Debemos,  por  o 
guíente,  reparar  los  daños  que  nuestra  infidelidad  le  eau 

La  alianza  con  uno  de  los  helijerantes  nos  hace  ener 
del  otro.  Pero,  sí  no  empeñamos  en  la  alianza  todas  o  la  n: 
parte  de  nuestras  fuerzas,  si  no  la  hemos  contratado  cu 
la  guerra  exiütia  ya  o  amenazaba,  si  es  indeterminada 
contra  aquel  enemigo  en  particular,  i  en  fin,  si  es  puran 
defensiva,  Vattel  es  de  sentir  que  no  rompemos  la  neu 
dad,  ciñéndonos  estrictamente  a  prestar  el  auxilio  ofr£ 
Sobre  este  punto,  en  que  no  están  acordes  las  opiniones  ú 
publicistas,  he  expuesto  ya  lo  que  rae  parece  mas  confoi 


La  guerra"  sería  demasiado  cruel  i  funesta,  i  su  termin 
imposible,  sí  so  rompiese  toda  comunicación  con  el  enei 
Las  circunstancias  obligan  a  voces  al  uno  de  los  belijerar 
tratar  i  estipular  con  el  otro,  i  ya  hemos  visto  la  oblig 
en  que  so  hallan  do  guardar  fe  en  sus  contratos.  Considoi 
ahora  algunos  de  ellos  en  particular. 

Se  pacta  algunas  veces  suspender  las  hostilidades  por 
tiempo.  La  interrupción  do  la  guerra  que  se  limita  a  las  i 
diaciunes  de  una  ciudad  o  campo,  í  a  un  brevo  espacio  do 
po,  como  las  que  so  hacen  para  enterrar  los  muertos  de 
do  un  asalto  o  combato,  o  para  una  conferencia  entre  los 
se  llama  armisticio  o  suspensión  de  armas.  Si  es  p 
tiempo  considerable,  i  sobre  todo  si  es  jeneral,  so  llama  tr 
Pero  muchos  usan  estas  denominaciones  indistintamente 

*  Parto  II,  capítulo  7,  articulo  2. 

"*  La  que  sigue  es  doctrina  de  Vattel,  libro  III,  capítulo  16, 
siguisQtes;  i  do  loa  Elementos  de  Wliealon,  parte  IV,  capítulo  ! 
i  simientes 
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0  para  renovar  las  hostilidades,  si  no  es  que  liaya  esti- 
juo  el  infractor  se  sujete  a  una  pena;  en  cuyo  caso,  si 
*  a  sufrirla,  subsiste  la  tregua,  i  el  ofendido  no  tiene 
a  mas. 

9  convenios  de  tregua,  es  necesario  determinar  el  tiem- 
a  mayor  precisión,  señalando,  no  solo  el  día,  sino  hasta 
le  su  principio  i  terminación.  Si  se  dice  de  ta.1  dia  a  íaí 
importante  añadir  inclusiva,  o  exclusivamente  para 
odo  motivo  de  disputa.  Cuando  se  habla  de  días,  se  debe 
r  el  natural,  que  comienza  i  acaba  al  levantarse  el  sol, 
i  ha  fijado  el  principio  do  la  suspensión  de  armas,  se 
e  que  empieza  al  momento  de  publicarse.  En  todo  caso 
i  acerca  de  su  principio  o  su  fin,  debe  interpretarse  el 
io  en  et  sentido  mas  favorable,  que  es  el  que  evita  la 

de  sangre,  prolongando  la  tregua, 
écto  de  toda  tregua  es  la  suspensión  de  las  hostilidades. 
os,  por  consiguiente,  hacer  en  ella,  i  en  los  lugares  de 
mos  dueños,  o  dentro  de  los  límites  prescritos  por  la 
cion,  todo  lo  que  es  lícito  durante  la  paz:  levantar  tro- 
tcerlas  marchar  de  un  punto  a  otro,  llamar  auxiliares, 
r  fortificaciones,  etc.  Pero  no  es  lícita  durante  una  tre- 
iguna  de  aquellas  operaciones  que  perjudican  al  enemigo, 

10  hubieran  podido  emprenderse  sin  peligro  on  medio  do 
itilidades;  verbigracia,  facilitar  el  ataque  o  defensa  de  ui^a 
litiada,  continuando  aquellos  trabajos  exteriores,  en  que, 
uese  por  la  tregua,  tendríamos  que  exponernos  al  fuego 
tstro  enemigo. 

1  objeto  de  la  tr^ua  es  reglar  los  términos  de  una  capi- 
)n,  o  aguardar  órdenes  de  los  soberanos  respectivos,  el 
I  no  debe  aprovecharse  do  ella  para  recibir  socorro  o  mu- 
es  en  la  plaza,  pues  el  espíritu  de  semejante  pacto  es  que 
sas  subsistan  en  el  mismo  estado  en  todo  aquello  que  bu- 
lodido  impedirse  por  la  fuerza  contraria.  En  una  suspen- 
e  armas  para  enterrar  los  muertos  después  de  un  ataque, 
;ría  permitido  recibir  socorro  por  un  paraje  distante  de 
en  que  están  los  cadáveres,  o  mejorar  la  posición  de  nues- 
uerzas  haciendo  mover  la  retaguardia,  porque  los  efectos 
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tulacion  de  un  ejército  o  plaza  que  so  rinde  a  la  fuerza  ene- 
miga. Para  que  lo  pactado  en  ella  sea  válido,  de  manera  que 
imponga  a  los  dos  soberanos  la  obligación  de  cumplirlo,  se  re- 
quiere que  los  jefes  contratantes  no  excedan  las  facultades  de 
que  por  la  naturaleza  de  su  mando  se  les  debe  suponer  re- 
vestidos. Valdrá,  pues,  lo  que  contraten  sobre  las  cosas  que  les 
están  sujetas:  sobre  la  posesión  natural,  no  sobre  la  propiedad 
del  territorio  que  sus  armas  dominan.  Concertarán  lejítima- 
mente  los  términos  en  que  ha  de  rendirse  la  plaza  o  ejército, 
i  han  de  ser  tratados  los  habitantes.  Pero  no  pueden  disponer 
de  fortalezas  o  provincias  lejanas,  ni  renunciar  o  ceder  ningu- 
no de  los  derechos  de  sus  soberanos  respectivos,  ni  prometer 
la  paz  a  su  nombre.  Si  el  uno  de  los  jcnerales  insiste  en  exijir 
condiciones  que  el  otro  no  croe  tener  facultad  de  otorgar,  no 
les  queda  otro  partido  que  ajustar  una  suspensión  de  armas 
para  consultar  al  soberano  i  aguardar  sus  órdenes. 

Las  capitulaciones  obligan  desde  luego  a  los  subditos  de  los 
jefes  contratantes;  i  apenas  es  necesario  advertir  que,  cuando 
éstos  no  han  traspasado  sus  poderes,  deben  ser  relijiosamcnte 
obervadas. 

Igual  valor  i  firmeza  deben  tenor  las  convenciones  de  los 
particulares  con  los  jefes  u  oficiales  del  enemigo  acensa  de 
contribuciones,  rescates,  salvaguardias,  etc.,  siempre  que  las 
promesas  de  los  unos  o  de  los  otros  no  se  extiendan  a  cosas  de 
que  no  pueden  disponer  lojítimamente.* 


El  seguro**  o  salvoconducto  os  una  especie  de  privilejio 
que  so  da  a  los  enemigos  para  que  puedan  transitar  con  segu- 
ridad. Llámase  también  pasa^^oríe,  aunque  esta  palabra  se 
aplica  mejor  al  permiso  de  tránsito  que  se  concede  indistinta- 
mente a  todos  aquéllos  que  no  tienen  algún  impedimento 
particular. 

*  Véase  lo  dicho  sobre  las  convenciones  do  las  potesUides  subalter- 
nas en  la  parto  I,  capítulo  U,  articulo  4. 

**  Vattel,  libro  IIÍ,  capítulo  17,  §§265  i  siguiontos. 
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no  es  lícito  traficar  a  su  sombra,  ni  servir 
eatratajemas  hostiles.  Ningún  abuso  es 
el  de  aquellos  limitados  medios  de  comu 
entre  enemigos  i  son  tan  necesarios  par? 
dades  de  la  guerra. 

Por  loque  toca  atas  convenciones  que  j 
particulares  para  el  canje  o  rescate  do  pri 
modo  antiguo  de  hacer  la  guerra  ocurrii 
nudo  que  en  el  presente,  la  doctrina  de 
cirse  a  estas  reglas;  1.'  El  derecho  que 
prisionero  de  guerra  para  exijir  su  rescal 
El  contrato  de  rescate  no  puede  rescindir 
berse  descubierto  que  el  prisionero  es  de 
rico  de  lo  que  se  habia  creído  al  aprehe: 
obligados  los  herederos  a  pagar  el  prec 
prisionero  fallece  después  del  contrato,  ] 
la  libertad.  4.'  Cuando  se  suelta  un  prisio 
obtenga  la  libertad  de  otro,  el  primero  es 
otra  voz  en  poder  del  enemigo,  si  el  segí 
recibir  la  libertad.  5.'  El  prisionero  que 
antes  de  pagar  el  rescate  cae  de  nuevo  ei 
no  queda  exento  por  eso  de  la  obligación 
contrario,  después  de  ajustado  el  rescate  i 
enemigo  la  libertad,  la  recobra  por  la  s 
quoda  disuelto  el  contrato.  G.'  Como  por 
ñero  expira  el  derecho  que  el  enemigo  ter 
expira  al  mismo  tiempo  la  obligación  d 
hubiesen  dado  por  él;  pero,  si  éstos  muei 
gacion  del  primero.  7.*  Si  se  ha  sustituido 
la  muerte  de  cualquiera  de  ellos  no  alti 
.sobreviviente.*' 


■  Ibídem,  §1  279  i  siguientoH. 

*'  Ya  no  ot  costumbre  eiijir  roscateR;  pero, 
hombre  por  hombre  i  grado  por  grado,  Be  ha  ■ 
un  Baldo  ea  dinero  para  compcnnar  el  exceso  < 
cia  de  grado. 
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El  último  de  los  tratados  relativos  a  la  guerra*  es  el  de 
paz,  que  la  termina;  acerca  del  cual  haremos  las  observaciones 
siguientes: 

1.  Es  privativo  del  soberano  a  justar  los  tratados  de  paz. 
Sucede  empero  algunas  veces  que  no  es  una  misma  la  autori- 
dad constitucional  a  quien  está  encomendado  hacer  la  paz  i  la 
autoridad  que  declara  i  hace  la  guerra.  En  Suecia,  después  de 
la  muerte  de  Carlos  XII,  el  rei  podia  declarar  la  guerra  sin  el 
consentimiento  de  la  dieta,  pero  hacía  la  paz  con  acuerdo  del 
senado.  En  los  Estados  Unidos,  el  presidente  puedo  hacer  la 
paz  con  el  dictamen  i  consentimiento  de  dos  tercios  del  senado; 
pero  está  reservado  al  congreso  de  acuerdo  con  el  presidente 
declarar  la  guerra. 

2.  Todas  las  cláusulas  del  tratado  de  paz  son  obligatorias 
para  la  nación,  si  el  gobierno  no  traspasa  en  ellas  las  faculta- 
des de  que  está  revestido.  El  poder  constitucional  que  hace  la 
paz,  tiene  para  este  fin  todas  las  facultades  que  la  nación  ha 
depositado  en  los  varios  jefes  i  cuerpos  que  administran  la 
soberanía.  Los  pactos  que  él  celebra  con  el  enemigo,  son  una 
lei  suprema  para  todos  estos  jefes  i  cuerpos.  Si  se  promete, 
por  ejemplo,  el  pago  de  una  suma  de  dinero,  el  cuerpo  lejis- 
lativo  se  hallaría,  en  virtud  do  esta  promesa,  obligado  a  expe- 
dir el  acta  o  lei  necesaria  para  llevarla  a  efecto,  i  no  podría 
negarse  a  ello  sin  violar  la  fe  pública. 

3.  El  tratado  de  paz  no  deja  de  ser  obligatorio  porque  lo 
haya  celebrado  una  autoridad  incompetente,  irregular  o  usur- 
padora, si  ésta  tiene  la  posesión  aparente  del  poder  que  ejerce, 
la  cual  basta  para  lejitímarsus  actos  a  los  ojos  de  las  naciones 
extranjeras.  En  los  tratados  de  paz,  es  aun  mas  preciso  que  en 
los  otros  atenerse  a  esta  regla.  Los  sucesos  do  la  guerra  em- 
barazan a  veces  el  orden  político  de  los  estados,  i  a  veces  lo 

*  So  ha  seguido  en  esto  artículo  a  Vattcl,  libro  IV,  capítulos  2,  3, 
4,  i  a  Kent,  parto  I,  lección  8. 


DE  LAS  CONVENCIONES  RELATIVAS  AL  EüTADO  DE  GCERtlA  30 

alteran  i  dislocan;  i  el  exijir  entonces  la  ríjida  observancia  d 
las  formas  constituL-ionalea  seria  didcultar  el  rcstablecimient 
de  la  paz  cuando  es  mas  necesario,  que  es  en  estas  ¿¡Kicas  de 
sastresas. 

4.  En  sentir  de  algunos,  el  tratado  es  inmediatamente  obli 
gatorio  aun  cuando  la  autoridad  que  hace  la  paz  haya  excedid 
los  poderes  que  le  están  señalados,  sea  por  las  leyes  funda 
mentales,  sea  por  la  naturaleza  de  las  cosas.  No  es  raro  vers 
una  nación  en  la  necesidad  imperiosa  de  comprar  la  paz  co 
un  sacrificio  que  en  el  curso  ordinario  ninguno  de  los  podere 
constituidos,  ni  talvez  ella  misma,  tiene  facultad  de  liace 
ordenar.  Si  la  cesión  inmediata  de  una  provincia  es  lo  únic 
que  puedo  atajar  la  marcha  do  un  enemigo  victorioso;  si  1 
nación,  exhaustos  sus  recursos,  so  halla  en  la  alternativa  d 
obtener  la  paz  a  esto  precio  o  de  perecer;  un  peligro  inminenl 
de  tanta  magnitud  da  a  su  conductor,  por  limitadas  que  sea 
sus  facultades  en  otros  casos,  todas  las  necesarias  para  la  salu 
común.  Esta  es  una  do  las  aplicaciones  mas  naturales  i  lejít 
mas  de  aquel  axioma  de  derecho  público:  ía/((«  popiiü  sd 
pj'ema  lex  esto.  Pero,  ¿quién  determinará  el  punto  preciso  e 
que  el  ejercicio  de  este  poder  extraonlinario  empieza  a  s« 
lejitimo?  Por  la  naturaleza  de  las  cosas,  no  puede  ser  otro  qi 
el  mismo  que  ha  do  ejercerlo.  A  las  potencias  extranjeras  r 
toca  juzgar  si  el  depositario  de  esta  alta  confianza  abusa  c 
ella.  Por  consiguiente,  sus  actos  Ii;ían  en  todos  casos  a  la  n; 
cion  i  empeñan  su  fe. 

Esta  doctrina  tiene  a  su  favor  la  práctica  jencral.  En  mi 
chos  estados,  se  prohibe  por  las  leyes  fundamentales  la  enaj( 
nación  de  los  dominios  de  la  corona.  Sin  embargo,  hcm( 
visto  a  los  conductores  de  esos  mismos  estados  eníijcnar  pn 
vinciasi  territorios  do  grande  extensión,  aun  en  eircunstancií 
que  no  parecían  autorizar  el  ejercicio  de  facultades  extraord 
narias. 

En  el  caso  de  un  abuso  monstruoso,  la  nación  por  sí  misn 
o  por  sus  órganos  constitucionales,  podría  declarar  nulo 
tratado.  Pero  esto  debo  haccrKe  luego.  Su  aquiescencia  ap; 
rente  sanaria  los  vicios  del  tratado,  cualesquiera  que  fueseí 
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Paris  confirmóla  sentencia,  fundándose,  po 
la  proclamación  del  rei  de  Inglaterra,  desn' 
clon  francesa,  no  era  |Xira  el  corsario  una  ] 
la  existencia  de  la  paz,  i  por  <jtra,  en  (¡uf 
el  término  para  la  Icjitimlilad  de  liís  hostili 
de  oriente.* 

Si  es  ilejitima  la  presa  en  tiempo  inhábil 
represa.  Un  buque  de  guerra  británico  h: 
nave  mercante  de  su  nación,  apresada  por 
cano.  La  presa,  aunque  no  sentenciada,  ei 
cha  sin  noticia  del  tratado  do  paz  do  1814 
el  plazo.  Poro  la  represa  era  ilegal,  porque 
tima  circunstancia.  El  juzgado  declaró  q 
captor  americano  era  lejítima,  i  que  no  t 
de  ella  después  de  la  restauración  de  la  p 
todas  las  adquisiciones  bélicas,  porque  la 
mcnlo  que  so  ha  prefijado  para  que  empiei 
al  uso  de  la  fuerza,  i  extingue,  por  consigui 
za  de  recobrar  lo  que  so  ha  llevado  infra  p 
se  haya  condenado  por  ningún  tribunal. 

2.  Con  respecto  a  la  cesión  de  plazas  o  t< 
de  paz  produce  solamente  un  jus  atí  rom, 
rácter  do  la  cosa  cedida,  hasta  que  su  pose 
rido  de  hecho.  El  poseedor  que  no  ha  demo: 
pulada  por  el  tratado  de  paz,  tiene  derecV 
el  momento  do  verificarla.  Pero,  como  las 
puestas  al  pais  conquistado  son  actos  di 
deben  al  conquistador  por  el  derecho  de  la 
se  han  devengado  antes  de  la  fecha  del  tra 
del  término  prefijado  en  él  para  poner  fi 
hostiles. 

3.  Las  cosas  cuya  restitución  se  ha  estip 
verse  en  el  estado  en  que  se  tomaron,  bien 
ros  i  menoscabos  que  hayan  sufrido  por  ■ 
rra.  Las  nuevas  obras  que  el   conquistai 

*  Merlin,  Répertoire,  V.  Prise  Jl/ariíime. 


''<=•.*=" 


nfiSTRtCCIONKS  IMPUESTAS  POH  £L  DERECHO  DE  LA  GUERRA         373 


hacerse  dé  este  modo  es  ilejítima.  Las  leyes  do  la  guerra  per- 
miten a  tu  enemiíijo  destruir  tu  comercio;  según  tu  propia  con- 
fesión, lo  está  efectuando;  tiene  de  su  parte  el  derecho  i  la 
fuerza;  el  neutral  que  en  semejante  estado  de  cosas,  por  un 
motivo  de  lucro  o  de  cualquiera  otra  especio,  se  injiere  a  darte 
socorro  i  asacarte  do  las  garras  de  tu  adversario,  obra  ilejíti- 
mamente.í* 

El  comercio  colonial  prohibido  no  selejitima,  aunque  so  ha- 
ga circuitivamente  o  por  rodeo.  A  un  neutral  es  permitido  lle- 
var a  su  nación  los   productos  coloniales  de  un  belijei^anto,  i 
una  vez  introducidos  de  buena  fe,  extraerlos  de  nuevo  i  llevar- 
los a  cualquiera  otra  nación  i  al  enemigo  mismo.  Pero  ¿qué 
línea  puede  trazarse  en  la  práctica  entre  la  importación  de 
buena  fe  i  la  que  solo  es  paliativa,  i  por  tanto  fraudulenta? 
Esta  cuestión  se  ventiló  detenidamente  en  el  tribunal  de  los 
lores  comisarios  del  almirantazgo  británico;  i  se  decidió  que 
el  hacer  escala  en  un  puerto  cualquiera  no  muda  la  proceden- 
cia de  la  nave,  aunque  por  los  papeles  de  navegación  o  por 
otros  medios  se  dé  color  de  viajes  distintos  a  los  varios  trámi- 
tes de  una  misma  expedición  mercantil,  i  aunque  se  desem- 
barquen realmente  los  efectos  para  figurarla  terminada.  La 
regla  jeneral  adoptada  por  aquel  almirantazgo  es  que  el  de- 
sembarque de  los  efectos  i  pago  de  los  derechos  de  entrada  en 
el  país  neutral,  rompe  la  continuidad  del  viaje  i  constituye 
una  verdadera  importación  que  legaliza  las  operaciones  subsi- 
guientes, aunque  los  efectos  vuelvan  a  embarcarse  en  el  mismo 
buque,  i  por  cuenta  de  los  mismos  propietarios  neutrales,  con 
destino  a  metrópoli  o  colonia  enemiga. 

Pero  no  se  sigue  esta  regla,  cuando  se  descubre  que  la  im- 
portación ha  sido  aparente.  «La  verdad  (según  la  doctrina  de 
aquel  juzgado)  puede  no  discernirse  siempre;  pero,  si  aparece 
claramente,  la  sentencia  será  con  arreglo  a  ella  i  no  al  carác- 
ter ficticio  de  los  hechos.»  Después  de  todo,  no  puede  estable- 
cerse un  criterio  definido  i  preciso  para  juzgar  de  la  continui- 


*  Robinson  s  Reports,  libro  IV,  pajina  121. 
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A  i  consiguiente  ilojitimidud  <1el  viaje,  i  siempre  es  necesario 
mar  en  consideración  las  circunstancias  del  caso.' 
El  castigo  que  se  impone  a  los  neutrales  que  hacen  un  co- 
erció colonial  o  (le  otra  esi)e(;ie,  que  no  puedan  hacer,  porque 
icra  vedado  antes  de  la  guerra,  es  la  confiscación.  Por  algún 
mpo,  había  sido  costumbre  absolver  la  nave,  i  confiscar  so- 
nente  la  carga;  pero  en  estos  últimos  tiempos  se  ba  vuelto 
rigor  del  principio  antiguo,  condenando  una  i  otra;  lo  que 
gun  se  ha  dicbo  hablando  del  comercio  de  cabotaje)  debo 
vez  mirarse  como  un  erecto  pasajero  del  sistema  extraordi- 
[■io  tie  guerra  de  que  se  hizo  mención  en  el  precedente  ar- 
ulo. 

lío  expuesto  la  doctrina  do  los  tribunales  i  publicistas  in- 
ses.**  En  la  earta  de  Puffendorí  a  Oroninjio,  publicada  en 
>1 ,  se  dit-e  que  los  holandeses  e  ingleses  permitían  a  los 
itrales  el  cmnercio  que  estaban  acostumbrados  a  hacer  en 
npo  de  paz,  pero  no  les  tolerarían  que  se  aprovechasen  de 
juerra  para  aumentarlo  en  perjuicio  de  sus  respectivas  ña- 
ues. Parece  que  en  tiempo  do  Carlos  II  era  ya  reconocida 
i  regla  \)or  la  Inglaterra  i  la  Holanda,  que  conminaban  con 
>ena  de  confiscación  a  los  buques  neutrales  que  la  infrinjían. 
I  holandeses  alegaban  entonces  a  favor  de  ella  los  principios 
erales  de  la  razón  i  la  práctica  tío  los  pueblos;  i  se  aííado 
'  en  la  guerra  de  1741  fué  sostenida  por  los  tribunales  ín- 
les  la  prohibición  del  comercio  do  cabotaje,  como  fundada 
■I  derecho  común  de  jentes.  Sgun  Valin,  la  ordenanza  fran- 
1  de  1704  envuelve  el  mismo  principio.  Pero,  en  la  guerra 
756,  fué  cuando  la  regla  de  que  so  trata,  excitó  la  atención 
¡ral.  Mr  Jenkinson  en  su  Üiscurso  aceí'ca  de  la  conducta  do 
■ran  Bretaña,  respecta  de  las  naciones  neutrales,  publica- 
n  1757,  condenó  como  ilegal  e  injusta  la  injerencia  de  los 
erales  en  una  especie  de  comercio  que  no  les  ora  permitido 
i  paz,  i  que  solo  se  les  franqueaba  durante  la  guerra  para 
r  inútil  o  ilusoria  la  superioridad  que  el  enemigo  habla  sa- 

'nao  del  Willmms,  Robinson,  libro  V,  pajina  387. 

Lo  que  ñi-^ua  se  ha  sacado  do  los  Comentarios  de  Kont,  parto  I, 
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bido  labrarse.  Hubncr  mismo,  que  en  el  tratado  que  dio  a  luz 
en  1759  procuró  ensanchar  cuanto  pudo  las  franquezas  de  los 
neutrales,  confiesa  que  la  lejitimidad  de  este  comercio  es  du- 
dosa. 

Por  otra  parte,  los  Estados  Unidos  han  reclamado  constante 
i  vigorosamente  contra  la  legalidad  déla  regla,  en  la  extensión 
que  la  Gran  Bretaña  ha  querido  darlo,  alegando  que  se  trata- 
ba do  introducir  una  novedad  subversiva  de  principios  quo  se 
habían  mirado  siempre  como  sagrados  entre  las  naciones;  que 
los  neutrales  podian  hacer  cualquiera  especie  de  comercio  con 
los  belijerantes,  menos  en  artículos  de  contrabando  o  con  los 
puertos  bloqueados,  sin  embargo  de  que  no  se  les  hubiese  per- 
mitido antes  de  la  guerra;  que  era  licito  a  las  naciones  amigas 
recibir  una  de  otra  cualesquiera  favores  comerciales,  i  nada 
tenian  que  ver  con  los  motivos  de  la  concesión,  cualesquiera 
que  fuesen;  i  que  solo  aquellas  especies  de  comercio  que  te- 
nian una  conexión  inmediata  con  la  guerra,  violaban  la  neu- 
tralidad. «Así  que,  la  regla  de  1756  (dice  Kent)  puede  consi- 
derarse todavía  como  controvertible  i  dudosa.   El  juez  mayor 
de  los  Estados  Unidos,  en  el  caso  del  Commercen^  se  abstuvo 
de  expresar  juicio  alguno  sobre  su  lejitimidad.  Es  mui  posible 
que,  si  los  Estados  Unidos  llegan  al  alto  grado  de  poder  e  in- 
fluencia marítima,  a  que  sus  circunstancias  locales  i  su  rápido 
incremento  parecen  llevarlos,  de  manera  que  un  enemigo  su- 
yo se  viese  obligado  a  franquear  su  comercio  doméstico  a  las 
naciones  neutrales,  diésemos  mas  importancia  a  los  derechos 
de  los  belijerantes,  e  hiciesen  mas  impresión  en  nosotros  los 
argumentos  de  los  publicistas  extranjeros  a  favor  de  la  justicia 
de  la  regla.  > 


Entro  las  cargas  a  que  está  sujeto  el  comercio  neutral,  se 
cuenta  el  embargo  forzado  de  sus  buques  para  las  expediciones 
de  guerra;  sobre  lo  cual  solo  tengo  que  remitirme  a  lo  dicho 
en  la  primera  parte  de  estas  lecciones.* 

*  Capítulo  VI,  articulo  5. 
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SUS  buques  do  guerra  significará  mutuamonte  la  neutralidad 
de  las  naves  mercantes  escoltadas  por  ellos  i  la  lejitimidad  de 
sus  destinos  i  cargas;  i  si  los  soberanos  contratantes  se  avienen 
a  aceptar  el  uno  del  otro  esta  prenda  u  otra  cualquiera,  no 
tienen  las  demás  potencias  que  ver  en  eso,  ni  se  les  da  el  me- 
nor motivo  de  queja.  Pero  ningún  soberano  puedo  legalmento 
cxijir  que  se  admita  semejante  seguridad,  no  mediando  pacto 
expreso,  porque  el  derecho  común  no  reconoce  otra  que  la 
visita  i  rejistros  ejecutados  por  los  belijorantes.  La  tercera 
proposición  es:  que  la  pena  impuesta  por  el  dereclio  de  jentes 
a  los  contraventores  es  la  confiscación  de  las  propiedades  que 
se  intenta  sustraer  al  oxámen.»  a  Remitiéndome,  añadió  el  juez, 
al  dictamen  de  la  recta  razón,  a  la  expresa  autoridad  do  Vattel, 
a  nuestras  instituciones  i  a  las  de  otras  grandes  potencias  ma- 
rítimas, sostengo  con  toda  confianza  que,  por  el  derecho  de 
jentes,  según  se  entiende  en  el  dia,  la  pena  del  neutral  que 
opone  una  deliberada  i  continiíada  resistencia  a  la  visita,  es  la 
confiscación.»* 

La  visitase  hace  de  este  modo.  Un  buque  intima  a  otro,  por 
medio  do  un  cañonazo  o  de  la  bocina,  que  se  detenga  i  se 
acerque  hasta  que  el  primero  le  envíe  un  bote  para  examinar 
sus  papeles  i  carga.  Habiéndose  hecho  práctica  universal  la 
de  navegar  con  diferentes  pabellones  para  disimular  la  nacio- 
nalidad de  la  nave,  con  la  mira  do  inspirar  una  falsa  seguridad 
a  los  enemigos  o  evitar  sus  ataques,  resulta  que  nadie  tiene 
confianza  en  la  bandera  del  que  le  llama,  el  cual  puede  ser,  no 
solo  un  bclijerante  lejítimo,  sino  un  pirata,  que,  para  mejor 
ejecutar  su  pérfido  intento,  enarbola  un  pabellón  amigo.  Para 
ocurrir  a  este  inconveniente,  se  introdujo  la  «osturabre  de 
afianzar  el  pabellón  tirando  un  cañonazo  sin  bala,  por  medio 
del  cual  el  comandante  del  buque  armado  asegura  al  otro  que 
su  divisa  es  sincera  i  leal.  Pero,  como  os  fácil  que  un  pirata 
haga  otro  tanto,  i  como  las  potencias  belijorantes  no  han  ob- 
servado escrupulosamente  esta  costumbre,  i  aún  algunas  no  la 
reconocen,  el  derecho  convencional  de  la  Europa  ha  establecido 

*  Robinson's  RpporiSy  libro  I,  pajina  ViO. 
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del  cañonazo  no  debe  el  buque  armado  abordar  al 
I  i>ermanecer  en  faclia  a  la  distancia  do  un  tiro  o 
[e  cañón,  í  cellar  al  agna  su  hote  con  un  oficial 
^a  a  visitarlo.  La  visita  debe  hacerse  con  la  menor 
i  violencia  posible." 

gunas  reglas  relativas  al  ejercicio  de  este  derecho 
etica  del  almirantazgo  británico:  1,'  El  derecho 
íc  extiende  a  los  buques  de  g-uorra,  cuya  inmuni- 
licio  de  toda  especie  de  jurisdicción,  excepto  la  del 
uien  pertenecen,  ha  sido  universalmente  rccono- 
ada  i  consentida.  Los  actos  atentatorios  contra 
dad  se  han  resistido  i  reprobado  constantemente, 
contraria  no  tiene  a  su  favor  la  opinión  de  ningún 
li  se  le  ha  dado  lugar  en  tratado  alguno.  2,"  La 
ro  deben  hacerse  con  el  debido  cuidado  i  considera- 
:uridad  del  buque  i  a  los  derechos  de  los  interesa- 
el  neutral  ha  obrado  de  buena  fe,  i  la  investigación 
[)  mas  allá  de  sus  justos  límites,  el  corsario  es  res- 
Ios  daños  i  perjuicios  que  cause  3.'  Siempre  quo 
a  pena,  recae  juntamente  sobre  la  nave  i  la  carga. 
>sÍc¡on  a  la  resistencia,  no  habiéndose  llevado  a 
ene  pena  alguna.  5.*  Si  el  neutral  no  tiene  sufi- 
mento  para  creer  que  hai  guerra,  la  resistencia,  por 
iea,  no  da  lugar  a  la  pena,  porque,  si  no  existe  la 
ixiste  el  carácterncutral,  ni  las  obligaciones  inhe- 
6.'  El  escape  intentado  ante  la  actual  tenencia  de 
el  belijorante,  no  se  considera  delito.  7.'  SÍ  se  de- 
nave  neutral,  i  el  belijerante  la  deja  a -cargo  de  su 
[)itan,  sin  que  éste  se  comprometa  expresamente  a 
1  puerto  del  belijerante  para  su  adjudicación,  el 
leutrat  no  es  una  resistencia  ilejítima.  8.'  El  ro- 
ado  por  la  tripulación,  después  que  el  belijerante 
tenencia  de  la  nave,  es  un  acto  de  resistencia,  que 
la  pena.  9.'  La  resistencia  de  la  nave  convoyanto 
ID  resistencia  de  todo  el  convoi,  que,  por  consi- 
idu  sujeto  a  la  |x;na. 
ertrcho  M^rilimo,  parte  II,  capitulo  3,  artículo  \. 
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Se  oxije,  en  fin^  a  los  neutrales  que  vayan  provi.stüs  cíe  los 
documentos  necesarios  para  probar  la  nacionalidad,  proc5eden- 
cia  i  destino  del  buque,  i  de  las  mercaderías  que  lleva  a  su 
bordo. 

El  primero  de  estos  documentos  es  el  pasaporte.  Se  llama 
así  en  términos  de  derecho  marítimo  el  permiso  de  un  soberano 
que  autoriza  al  capitán  o  patrón  del  buque  para  navegar  en  él. 
Deben,  por  consiguiente,  expresarse  en  este  documento  el  nom- 
bre i  domicilio  nacional  del  capitán,  i  el  nombre  i  designación 
del  buque.  Se  puede  ademas  indicar,  sí  se  quiere,  el  destino  del 
buque  i  su  carga;  pero  estas  i  otras  circunstancias  no  son  de 
la  esencia  del  pasaporte. 

Este  documento  es  absolutamente  indispensable  para  la  se- 
guridad de  toda  nave  neutral.  Según  los  reglamentos  do 
varias  naciones,  no  sirve  sino  para  un  solo  viaje,  el  cual  se 
entiende  terminar  por  el  retorno  de  la  nave  al  puerto  de  su 
j)rocedoncia.  Se  puede  dar  por  tiempo  determinado  o  sin  limi- 
tiicion  de  tiempo.  Es  nulo,  si  a  la  fecha  en  que  suena  expe- 
dido, no  se  hallaba  la  nave  en  el  territorio  de  la  potencia  que 
lo  concedió,  o  si  ha  hecho  arribadas  o  escalas  que  no  se  men- 
cionan en  él,  a  menos  que  se  pruebe  por  otros  documentos 
auténticos  que  la  nave  se  vio  forzada  a  hacerlas  Finalmente, 
cuando  la  nave  ha  mudado  de  nombre,  es  necesario  probar  su 
identidad  con  escrituras  certificadas  por  las  autoridades  del 
puerto  de  donde  procedo.* 

2.  Letras  de  mar.  Especifican  la  naturaleza  i  cantidad  de 
la  carga,  su  procedencia  i  destino.  Este  documento  no  es  ne- 
cesario, cuando  el  pasaporto  hace  sus  veces. 

3.  Los  títulos  de  propiedad  del  buque.  Éstos  sirven  para 
manifestar  que  el  buque  pertenece  verdaderamente  a  un  sub- 
dito do  un  estado  neutral.  Si  aparece  construido  en  país  ene- 
migo, se  necesitan  pruebas  auténticas  de  haberlo  comprado  el 

*  Ordenanzas  francesas  de  26  de  julio  de  1778,  etc. 
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Como  son  documentos  privados,  no  producen  el  mismo  grado 
de  fe  que  la  contrata  de  fletamento. 

8.  Facturas,  Lista  de  los  efectos  enviados  por  los  carga  'o- 
res  a  los  consignatarios,  con  expresión  de  sus  precios  i  demás 
costos.  Son  documentos  que  se  adulteran  fácilmente  i  a  que 
se  da  poco  crédito. 

9.  Diario.  Llevado  con  exactitud  puedo  dar  mucha  luz 
sobre  el  verdadero  carácter  de  la  nave  i  del  viaje;  i  cuando  se 
falsifica,  es  fácil  descubrir  la  impostura. 

10.  Certificados  consulares.  Conviene  mucho  a  los  neu- 
trales proveerse  de  certificados  de  los  cónsules  de  las 
naciones  belijerantes,  si  los  hai  en  los  puertos  de  donde  na- 
vegan. 

El  echarse  menos  los  papeles  que  se  han  señalado  como  mas 
importantes,  suministraría  vehementes  presunciones  contra  la 
neutralidad  do  la  nave  o  la  carga;  pero  ninguno  de  ellos  según 
la  practicado  los  juzgados  británicos  i  americanos,  es  en  tanto 
grado  indispensable,  que  su  falta  se  mire  como  una  prueba 
conclusiva  que  acarree  necesariamente  la  condenación  de  la 
propiedad  cuyo  carácter  se  disputa.  Si  aliquid  c.v  solcmni^ 
bus  deficiat,  cuín  alquilas  poscit^  subveniendum  est.  El 
ocultamicnto  de  papeles  de  mar  autoriza  la  detención  de  la 
nave;  i  aunque  no  bastaria  j)ara  que  se  condenase  sin  mas 
averiguación,  cerraria  la  puerta  a  todo  reclamo  de  perjuicios. 
El  echar  los  papeles  al  agua,  el  destruirlos  o  hacerlos  ilejibles, 
son  circunstancias  en  extremo  agravantes  i  perniciosas.  Por 
las  ordenanzas  de  Francia,  todo  buque,  sea  cual  fuere  su  na- 
ción, en  que  se  probase  que  se  han  arrojado  papeles  al  agua, 
o  se  han  destruido  u  ocultado  de  cualquier  otro  modo,  se  de- 
clara buena  presa  junto  con  su  carga,  sin  que  sea  necesario 
examinar  qué  papeles  eran  los  arrojados,  quién  los  echó  al 
agua,  o  sí  han  quedado  a  bordo  los  suficientes  para  justificar 
que  la  nave  o  su  carga  pertenecen  a  neutrales  o  aliados.  Pero 
la  práctica  de  la  Inglaterra  i  de  los  Estados  Unidos,  menos 
ríjida  en  este  punto,  no  desecha  las  explicaciones  que  puedan 
ofrecerse,  ni  dispensa  ordinariamente  de  la  concurrencia  do 
otras  pruebas  para  la  confiscación  de  la  presa. 
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«3.®  La  mercadería  neutral,  a  excepción  del  contrabando  de 
gueiTa,  no  está  sujeta  a  captura  bajo  pabellón  enemigo. 

«4.®  Los  bloqueos  para  ser  obligatorios  deben  ser  efectivos, 
es  decir,  mantenidos  por  una  fuerza  suficiente  para  impedir 
realmente  el  acceso  a  la  costa  dí*l  enemigo. 

«Los  gobiernos  de  los  infrascritos  plenipotenciarios  prome- 
ten poner  esta  declaración  en  conocimiento  de  los  estados  quo 
no  han  sido  llamados  a  tomar  parte  en  el  congreso  de  Paris  e 
invitarles  a  que  accedan  a  ella. 

«Convencidos  de  que  las  máximas  que  acaban  de  proclamar 
no  podrán  menos  de  ser  acojidas  con  gratitud  por  el  mundo 
entero,  los  infrascritos  plenipotenciarios  están  seguros  de  que 
los  esfuerzos  de  sus  gobiernos  para  joneralizar  la  adopción  de 
ellas  serán  coronados  de  un  éxito  completo. 

«La  presente  declaración  no  es  ni  será  obligatoria,  sino 
entre  las  potencias  quo  han  accedido  o  accedieren  a  ella. » 

(Siguen  las  firmas.) 

Esta  declaración  fué  aceptada  por  las  siguientes  poten- 
eias: 

Badén,  Bavicra,  Béljica,  Brasil,  Bremen,  Brunswick,  Chile, 
Confederación  Arjentina,  Confederación  Jermánica,  Dos  Sici- 
lias,  Ecuador,  Estados  Romanos,  Francfort,  Grecia,  Guatema- 
la, Haití,  Hainburgo,  Hanover,  los  dos  Hcsses,  Lubeck, 
Mecklemburgo  Schwerin,  Mecklemburgo  Strelitz,  Nassau, 
Oldcmburgo,  Países  Bajos,  Parma,  Perú,  Portugal,  Sajonia, 
Sajonia  Altemburgo,  Sajonia  Coburgo-Gotha,  Sajonia  Mei- 
ningen,  Sajonia  Weimar,  Suecia  i  Noruega,  Suiza,  Tuscana  i 
Wurtcmberg. 

«El  gobierno  del  Uruguai  ha  aceptado  la  declaración,  salvo 
la  ratificación  del  poder  lejislativo. 

«La  España,  sin  acceder  a  ella  a  causa  del  primer  punto, 
que  trata  de  la  abolición  del  corso,  ha  respondido  que  se 
apropiaba  los  otros  tres.    Méjico  ha  dado  la  misma  respuesta. 

«Por  consiguiente,  no  han  adherido  aun  los  estados  siguien- 
tes: 

«Costa-Rica,   España,   Estados    Unidos,    Honduras,   Islas 
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en  cierto  modu  a  Iob  antiguos  principios  d( 
invocando  otra  vez  una  especie  de  derecho  i 
las  soberanías  contitituidas,  en  Inglaterra 
reclamaciones  contra  la  inmunidad  do  la  p 
bajo  pabellón  neutral;  al  paso  que  otro  pai 
con  las  adquisiciones  acordailaHrecientemci 
los  mares,  quisiera  ensancharlas  todavia.  E 
cion  del  corso,  querrian  garantir  en  los  n 
privada  contra  todo  linaje  de  fuerza,  i  en 
efectivos,  bloqueos  simplemente  militares 
contra  los  parajes  fortificados  del  enemigo 
de  guerra,  respetando  los  puertos,  naves  n 
cimientos  comerciales  bajo  cualquier  pabell« 
complican  las  miras  políticas  i  se  aloja  el  ea 
nitivo  de  las  dudas  pendientes. 

No  tenemos  noticia  de  haber  cesado  has 
ciones  técnicas  que  retardaban  la  conclusio 
gocio. 
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CAPÍTULO    IX 

De  las  oonvendones  relativas  al  estado  de  guerra. 

i.  Alianzas.— 2.  Treguas. — 3.  Capitulaciones. — 4.  Salvoconducto. — ij. 
Carteles  i  otras  convenciones  relativas  al  canje  i  rescate  do  prisimie- 
ros. — 6.  Tratado  de  paz. 

1 

La  alianza*  es  do  dos  modos:  defensiva^  en  que  solo  nos 
obligamos  a  defender  al  aliado  invadido;  i  ofextsivay  en  que  nos 
obligamos  a  hacer  la  guerra  asociados  a  él,  atacando  a  otra  na- 
ción. Ilai  alianzas  a  un  mismo  tiempo  defensivas  i  ofensivas,  i 
este  segundo  carácter  comprende  jeneralmente  el  primero;  pero 
las  puramente  defensivas  son  las  mas  frecuentes,  así  como  las 
mas  naturales  i  lejitimas. 

La  alianza  es  también  indeterminada ^  cuando  ofrecemos 
ayuda  a  nuestro  aliado  contra  cualquiera  potencia,  o  solamen* 
te  exceptuamos  una  u  otra;  o  def eliminada,  cuando  el  auxilio 
que  prometemos  es  contra  una  potencia  en  particular. 

Hai  alianza  íntima^  en  que  los  aliados  hacen  causa  común 
i  empeñan  todas  sus  fuerzas;  ésta,  especialmente  si  es  ofensi- 
va, constituye  una  verdadera  sociedad  de  guerra.  Hai  otras  en 
que  el  aliado  no  toma  una  parte  directa  en  las  operaciones  hos- 
tiles, i  solo  está  comprometido  a  dar  cierto  auxilio  de  tropas, 
naves  o  dinero. 

Estas  tropas  o  naves  se  llaman  auxiliares^  i  no  puede  hacer- 
se de  ellas  otro  uso  que  el  permitido  por  el  soberano  que  las 

*  Se  ha  seguido  a  Vattel,  libro  III,  capítulo  6. 
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ItíI  1  de  otraa  espeoles  de  grnerra. 
sivil.— 2.  Bandidos.— 3-  Piratas, 

1 

ido  fio  forma  una  facción  que  toma  las 
ano,  para  arrancarle  el  poder  supremo  o 
;ione.s,  o  cuando  una  república  se  divide 
tratan  mutuamente  como  enemigos,  esta 
!,  que  quiere  decir  guerra  entre  ciuda- 
;iviles  empiezan   amenudo  por  tumultos 

que  en  nada  conciernen  a  las  naciones 
de  que  una  facción  o  parcialidad  domina 
enso,  le  da  leyes,  establece  en  él  un  go- 
isticia,  i  en  una  palabra,  ejerce  actos  de 
sena  en  el  derecho  de  jentea;  i  por  mas 
ontendores  dé  al  otro  el  título  de  rebelde 
:ias  extranjeras  que  quieren  mantenerse 
isiderar  a  entrambos   como  dos  estados 

si  i  de  los  demás,  mientras  a  ninguno  de 
ccr  ambas  partes  por  juez  de  sus  dife- 

;a  de  la  guerra  de  las  colonias  hispano- 
udir  el  yugo  de  su  metrópoli,  la  España 
stados  que  mirasen  a  los  disidentes  como 

pitillo  i  8. 
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«Si  el  estado  extranjero  profesa  la  neutralidad,  está  en  el 
deber  de  permitir  imparcialmentc  a  ambos  belijerantea  el  libre 
ejercicio  de  los  derechos  que  la  guerra  concede  a  los  enemigos 
públicos  entre  sí,  como  el  de  bloqueo  i  el  de  apresar  el  contra- 
bando den?uerra  i  la  propiedad  enemiga.»  En  el  mismo  sen- 
tí lo,  dice  el  juez  Story:   «El  gobierno  de  los  Estados  Unido» 
ha  reconocido  la  existencia  de  una  guerra  civil  entre  la  España 
i  sus  colonias,  i  ha  hecho  saber  su  determinación  de  perma- 
necer neutral  entre  las  partes  i  de  conceder  a  cada  una  lo» 
mismos  derechos  de  asilo,  hospitalidad  i  correspondencia.  Cada 
parte  es,  por  consiguiente,  para  nosotros  una  nación  belije- 
rante,  que  ejerce,  en  cuanto  concierne  a  nosotros,  los  derecho» 
soberanos  do  la  guerra.  No  podemos  injerirnos  en  perjuicio  do 
cualquiera  de  las  dos  sin  participar  de  la  contienda  i  apartarnos 
de  la  posición  neutral. .. »  En  1822,  la  Independencia,  ánien 
buque  americano,   fué  equipado  en  Baltimore  i  despachado 
para  el  uso  del  gobierno,  entonces  revolucionario  de  Buenos 
Aires.  Zarpó  bajo  bandera  americana;  pero,  al  llegar  a  Buenos 
Aires,  tomó  el  carácter  de  buque  do  guerra  de  aquel  estado,  i 
los  juzgados  americanos  sentenciaron  que  tuvo  derecho  para 
tomarlo.  En  cuanto  a  la  legalidad  de  estos  hechos,  el  juez 
Story  dijo;  «Es  manifiesto  que,  aunque  equipado  como  buque 
de  guerra,  fué  despachado  para  Buenos  Aires  en  una  expedi- 
ción comercial,  de  contrabando  sin  duda,  pero  sin   violar  de 
manera  alguna  nuestras  leyes  o  nuestra  neutralidad  nacional. 
Apresado  por  un  buque  do  guerra  español  durante  el  viaje, 
habria  sido  justamente  condenado  como  buena  presa  por  estar 
ocupado  en  una  especie  de  tráfico-  prohibido  por  el  derecho  de 
jentes.  Pero,  ni  en  nuestras  leyes,  ni  en  el  dereclio  de  jentes, 
hai  nada  que  prohiba  a  nuestros  ciudadanos  despachar  buques 
armados  i  municiones  de  guerra  para  venderse  en  puertos 
extranjeros.»  Esto  ya  se  ve  que  no  está  en  armonía  con  las 
reconvenciones  del  gobierno  americano  al  británico  por  el 
alegado  equipo  del  corsario  confederado  Alabama  en  un  puerto 
británico  (Edimburgh  Review,  enero  de  1863). 

Desde  que  un  nuevo  estado  que  se  forma  por  una  guerra 
civil,  o  de  otro  modo,  ejerce  actos  de  soberano,  tiene  un  derecha 
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cuales  se  castiga  sepiin  las  leyes,  m  súlo  harto  frecuente  en 
los  monarcas  violar  las  [inmiesas  do  olvido  i  clemencia  con 
que  lograban  terminar  una  guerra  civil,  i  no  ha  faltado  Icjis- 
lacion  ([uc  anturizaso  expresamente  la  infidelidad,  dando  por 
nulo  todo  pacto  o  capitulación  entre  el  soberano  i  sns  vasallos 
isbeldes;  pero  en  e!  dia  ningún  ¡johicrno  culto  osada  profesar 
semejante  principio,* 


*  Rl  Kabinetn  de  Wasliiiicrtoii  ha  abjurado  recien  tomón  to  «I  ffran 
principio  quo  durante  iina  íjuerrii  civil  dolioii  observar  los  neulralea. 
cH  n  nnbcr:  el  de  coiixider.'ir  a  loa  paHídni  coiUcndicntea  como  dos 
estados  bel  ij  eran  les,  guardando  entre  ellos  una  oíacta  ¡mparciíí- 
lidad. 

A  poco  tiempo  do  verificada  )n  ruptura  entre  las  doa  ^randea  sec- 
ciones dfl  la  Union  Americana,  denominadas  fedéralos  i  confederados, 
el  eoliicrno  tía  la  Gran  Bretaña  expidió  una  proclamación  real  on  que, 
declarando  hus  buenas  disposiciones  para  observar  una  perfecla  neu- 
tralidad entre  las  dos  partes,  inculcaba  principios  análo?os  a  los  que 
habían  profesado  los  mismos  Estados  Unidos  on  otras  guerras,  cuan- 
do eran  pura  i  slmptemeuto  neutrales. 

Esta  proclamación  fué  recibida  con  sumo  descontento  por  los  fede- 
rales, quo  la  miraron,  Ho<nm  los  nuevos  prineipios  de  la  Administra- 
ción, casi  como  una  intervención  directa  en  la  guerra;  al  mismo 
tiempo  quo  el  bloqueo  que  por  parto  de  los  federales  ne  proniulccó 
sobro  la  extensa  costa  dolos  confederados,  se  consideró  on  Inglaterra 
i  en  otros  países  como  no  menos  opuesto  al  derecho  internacional  ya 
antes  vijentc  en  Europa  i  America,  qus  a  la  reciente  declaración  do 
Paris. 

fLos  Estados  Unidos,  dice  el  aocrotario  do  estado.  Mr.  Seward,  en 
carta  dirijida  a  Mr.  Adams,  ministra  americano  on  Londres,  en  19  de 
junio  do  1861,  para  que  pudiera  comunicarla  al  c;obioruo  británico, 
son  todavía  cxclusívamento  soberanos  de  los  territorios  que  h.in  ad" 
(piirido  i  poíciilo  iarso  tiempo,  como  siempre  lo  han  sido.  Están  en 
p;iz  con  ludo  el  mundo,  como  con  excepciones  do  poca  importancia  lo 
lian  ostado  siempre.  Viven  bajo  las  obligaciones  del  derecho  interna- 
cional i  de  los  tratitdosdc  la  Gran  Bretaña,  ahora  como  antes:  o  inaia- 
teu  en  quo  la  Gran  Hretaña  permanezca  amiga  suya,  como  hasta  aquí 
lo  lia  siirti.  En  virtud  de  esos  antecedentes,  la  Gran  Bretaña  es  ajena 
a  los  partidos  i  secciones  do  este  país,  sean  leales  a  los  Estados  Unidos 
o  uó.  i  no  lo  os  dado,  obrando  en  derecho,  limitar  la  soberanía  do  los 
Estados  Unidos,  ni  conceder,  ni  reconocer  derechos,  inloroses  o  fa- 
cult.idcs  a  ningún  partido,  est.ido  o  sección,   en  contradiiicion  a  la 
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Llamamos  aquí  bandidos  los  delincuentes  que  hacen  armas 
contra  el  gobierno  estaljleoiclo,  para  sustraerse  a  la  pena  de 
sus  delitos  i  vivir  del  pillaje;  Cuando  una  cuadrilla  de  facine- 
rosos se  engruesa  en  términos  de  ser  necesario  atacarla  en 
forma  i  hacerle  la  guerra,  no  por  eso  se  reconoce  al  enemigo 
como  belijcrantc  lejítimo.  Ks  licito,  por  consiguiente,  solici- 
tarlos a  la  defección;  los  prisioneros  que  se  les  hacen  no  mere- 
cen ninguna  induljencia;  sus  presas  no  alteran  la  propiedad; 
las  naciones  extranjeras  no  les  del>en  asilo;  i  sus  naves  pueden 
ser  tratadas  como  piráticas  por  cuakjuier  buque  de  guerra  o 
corsario  que  las  encuentre. 

JJáccse  siempre  una  gran  diferencia  entre  esta  clase  de  dc- 

intoítra  soberanía  de  la  Union  Federal.  Lo  quo  ahora  so  ve  en  eáte 
país,  es  la  ocurrencia  [qiio  de  ningun  modo  le  es  peculiar,  sino  fre- 
cuente cu  todos  loa  países,  i  aun  mas  frecuente  en  la  Gran  Bretaña 
que  aquí)  de  una  insurrección  armada  que  atienta  al  trastorno  de  un 
(fobierno  rc^^ularmente  constituido  i  rstablceido.  Por  supuesto,  el 
t;obíerno  empica  la  íuerza  para  reprimir  la  insurrección,  como  lo 
hacen  todos  loa  Kobiernos  en  iguales  casos.  Pero  estos  incidentes  no 
constituyen  en  manera  alguna  un  estado  du  (ruerra  quo  menoscabe  la 
soberanía  del  Kobierno,  creando  secciones  balijeraiitcs  i  facultando  a 
loa  estados  extranjeros  p^ra  intervenir  u  obrar  como  neutrales  enlre 
ellas  o  para  ochar  por  tierra  tajo  cualquiera  otra  forma  sus  lejitimas 
obligaciones  para  con  la  nación  en  medio  del  momentáneo  disturbio 
.de  ésta.  Cualquiera  otro  principio  fuera  lo  mismo  que  resolver  todo 
gobierno  en  una  materia  do  accidente  o  capricho,  i  toda  la  sociedad 
humana  en  un  estado  do  guerra  perpetua.... 

•  Queda  entendido  que  las  conc.csiones  hechas  respecto  de  la  decla- 
ración do  Paris  no  afeclan  ni  disminuyen  el  derecho  do  los  Estados 
Unidos  para  reprimir  la  insurrección  por  operaciones  marítimas  lo 
misnw  que  terrestres,  i  para  impedir  todo  comercio  en  los  pueblos 
que  hayan  caído  en  manos  de  los  insurjcntes,  ya  sea  cerrando  direc- 
tamente los  puertos  o  por  el  medio  mas  suave  de  un  bloqueo,  que  es 
el  que  hemos  adoptado.» 

Do  esta  manera,  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos  repudia,  no  solo 
las  doctrinas  do  los  quo  llama  escritores  teóricos  (entro  los  cuales 
figuraban  dos  eminentes  publicistas,  Wboaton  i  Story,  ambos  ame- 
ricanos), sino  los  principios  proclamados  por  las  lejislaturas  prece» 
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lincuentes  i  los  que  toman  armas  para  sostener  opiniones  po- 
líticas, aun  cuando  el  furor  de  partido,  como  sucede  amenudo 
en  las  disensiones  civiles,  los  arrastre  a  cometer  algunos  actos 
de  atrocidad. 

Pero,  en  ningún  caso  i  contra  ninguna   especie   de  ene- 
migos, es  permitida  la  infidelidad  en  el  cumplimiento   de  los 

pactos. 

3 

La  piraterid  os  un  robo  o  depredación  ejecutada  con  vio- 

dcntes,  la  historia  del  derecho  do  jcntcs  i  su  misma  historia  na- 
cional. 

Es  notable  la  conclusión  do  la  citada  carta:  c Esperando  que  en 
adelante  no  so  mo  presento  la  ocasión  de  hablar  para  los  oídos  de  las 
naciones  amigas  sobre  los  puntos  que  acabo  de  discutir,  añado  una 
sola  observación  con  el  objeto  de  persuadir  al  gobierno  británico,  que 
será  de  su  parto  una  conducta  prudente  dejarnos  manejar  i  arreglar 
a  nuestro  modo  esta  diferencia  doméstica.  Son  muchas  en  toda  socie- 
dad las  fuentes  de  descontento  i  alc^unas  yacen  a  mucha  mas  hondura 
que  otras.  Hasta  ahora,  esta  desí^raciada  controversia  ha  enturbiado 
solamente  las  que  so  hallaban  mas  cerca  do  la  superficie.  Otras  pue- 
den todavía  quedar  que  esperamos  no  se  ajiten  por  laríro  ti<»inpo.  Si 
llegare  el  caso  de  alcanzar  hasta  ellas,  no  es  posible  decir  cómo  o 
cuándo  podremos  cegarlas.  La  intervención  extranjera  fué  la  que 
abrió  i  la  que  solo  pudo  abrir  iguales  fuentes  en  la  revolución  fran- 
cesa. 9 

En  otra  parte  do  su  correspondencia  con  Mr.  Adams  (2  de  abril  de 
186'2),  volvió  a  inculcar  el  mismo  secretario  de  estado  la  repudiación 
do  los  principios  que  hemos  injerido  en  el  texto,  preí^untando:  t¿Dón- 
de  ira  a  parar  esta  tendencia  a  la  insurrección  que  la  Gran  Bretaña  i 
la  Francia  parecen  fomentar  prácticamente,  aunque  sin  la  intención  de 
hacerlo?  Esa  tendencia  es  la  que  vemos  estallar  en  Levante,  producir 
una  conflaí^racion  en  las  costas  de  la  China,  i  aun  levantar  la  cabeza 
on  Francia.  ¿No  es  el  ínteres  común  de  todos  los  grandos  estados 
marítimos  reprimirla,  o  a  lo  menos  desalentarla?» 

A  pesar  do  nuestro  respeto  al  ilustre  secretario  de  estado,  no  nos 
parece  improbable  que  esta  nueva  doctrina,  sujerida  por  las  dificulta- 
des del  presente  conflicto,  ejerza  una  influencia  efímera  en  los  conse- 
jos de  los  Estados  L^nidos,  i  que,  restablecida  la  Union,  revivirá  con 
ella  la  política  que  la  vio  nacer,  i  a  que  es  deudora  de  su  prosperidad 
i  oncrrandecimiento. 

*  Kent's  f'omcnt.,  parte  I,  lección  í). 
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la  definición  del  derecho  de  jcntes,  no  lejitimaria  la  jurisdicción 
do  los  tribunales  americanos  sü])re  los  actos  cometidos  bajo 
la  bandera  de  otra  nación,  que  no  fuesen  rigoroHamentc  pirá- 
ticos. 

Ademas,  como  toda  nación  es  juez  competente  para  conocer 
en  un  crimen  de  piratería,,  la  sentencia  absolutoria  de  una  do 
ellas  es  válida  para  las  otras,  i  constituye  una  excepción  irre- 
cusable contra  toda  nueva  acción  por  el  mismo  supuesto  delito 
donde  quiera  que-  fuese  intentada. 

Un  extranjero  que  obra  en  virtud  de  comisión  lejítima,  no 
se  hace  culpable  de  piratería,  mientras  se  ciñe  al  cumplimiento 
de  sus  instrucciones.  Sus  actos  pueden  ser  hostiles,  i  su  nación 
responsable  por  ellos;  pero  el  que  los  ejecuta  no  es  pirata.  En 
una  causa  ante  el  almirantazgo  británico  en  1801,  se  preten- 
dió que  el  apresamiento  i  venta  do  un  buque  ingles  por  un  cor- 
sario arjelino  no  trasferia  la  propiedad,  porque  la  presa  era  pi- 
rática. El  tribunal,  sin  embargo,  decidió  que  los  estados  ber- 
beriscos liabian  adquirido  de  largo  tiempo  atrás  el  carácter  do 
gobiernos  establecidos;  i  que,  si  bien  sus  nociones  de  justicia 
eran  diferentes  de  las  que  rojian  entre  los  estados  cristianos, 
no  podia  disputarse  la  Iciralidad  de  sus  actos  públicos;  i  por 
consiguiente,  el  título  derivado  de  una  captura  arjelina  era 
válido  contra  el  primitivo  propietario. 

En  una  causa  juzgada  en  1G75,  so  declaró  que  un  corsario, 
aunque  tuviese  patente  lejítima,  podia  ser  tratado  como  pirata, 
si  excedía  los  términos  do  sus  instrucciones.  Bynkershoeck 
impugna  esta  peligrosa  doctrina.  Mientras  el  corsario  no  so 
despoja  de  su  carácter  nacional  i  obra  como  pirata,  no  se 
puede  ejercer  semejante  especie  de  jurisdicción  sobró  sus  actos. 

Ascméjanse  prima  facie  a  los  actos  piráticos  las  expedicio- 
nes de  los  filibusteros,  tales  como  las  que  han  infestado  en 
nuestros  dias  las  costas  de  la  isla  de  Cuba  i  de  las  repúblicas  cen- 
tro-americanas. Pero  es  preciso  reconocer  que  el  filibusteris- 
mo  no  está  comprendido  en  la  definición  de  la  piratería  según 
el  derecho  internacional  primitivo.  Carece,  es  verdad,  de  la 
autorización  ostensible  de  un  gol)ierno  establecido;  si  bien  es 
notorio  qne  estas  expediciones  en  los  casos  a  que  hemos  alu- 
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(lido  contaban  con  el  apoyo  físico  i  moral  de  ciertos  pueblos; 
pueblos  (proh  nefas!)  civili/.ados  i  cristianos,  prontos  a  auxi- 
liarlas, ampararlas  e  interceder  por  ellas  en  la  desgracia.  Ca- 
racterízalas especialmente  la  enormidad  del  atentado  i  el 
tener  por  objeto  adquisiciones  permanentes  de  territorio  ajeno. 
Así  el  íilibusterismo  es  una  amenaza  constante  contra  los  es- 
tados débiles  que  viven  lejos  de  los  grandes  centros  de  civili- 
zación i  poder  político;  i  con  respecto  a  él  la  lejislacion  inter- 
nacional positiva,  es  incompleta  e  ineficaz,  i  hasta  cierto  punto 
podría  justificar  a  los  que  dicen  que  el  derecho  de  jentes  es  una 
farsa  de  pura  convención,  un  espantajo  para  los  débiles  i  una 
burla  para  los  fuertes.  Lo  que  no  admite  duda,  es  que  los  fi- 
libusteros no  son  belijerantes  lejítimos,  sino  malhechores  des- 
carados, i  que,  cuando  encuentran  la  suerte  que  merecen,  los 
derechos  do  la  humanidad  bien  entendidos  prohiben  tratarlos 
como  prisioneros  de  guerra. 


:  1-.-  ■ ■  ^   ■      ■  ^r 
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CAPITULO  PRIMERO 

De  los  AJ entes  Diplomáticos. 

i.  Diplomacia. — 2.  Derecho  de  Icjcracion  o  embajada.— 3.  Privilejiosde 
los  ministros  diplomáticos. — \.  Sus  varias  clases.— 5.  Documentos 
relativos  a  su  carácter  público.— 6.  Su  recibimiento. — 7.  De  qué  mo- 
do suelen  terminar  sus  funciones. — 8.  Su  despedida. 
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No  pudicndo*  h.s  naciones  comunicar  unas  con  otras  por  sí 
mismas,  ni  ordinariamente  por  medio  de  sus  conductores  o  jefes 
supremos,  se  valen  para  ello  de  apoderados  o  mandatarios,  que 
discuten  o  acuerdan  entre  sí,  o  con  los  ministros  de  negocios 
extranjeros  de  los  estados  a  que  se  les  envía,  lo  que  juzgan  con- 
veniente al  desempeño  de  los  encar f^^os  que  se  les  han  cometido. 
Estos  mandatarios  se  llaman  ministros  o  ajentes  diplomáticos^ 
i  también  ministros  públicos,  contrayendo  este  término,  que 
de  suyo  significa  toda  persona  que  administra  los  negocios  de 
la  nación,  a  los  que  están  encargados  de  ellos  cerca  de  una 
potencia  extranjera.  La  diplomática  era  solo  el  arte  de  conocer 

*  Para  la  materia  do  este  i  el  sií^uicnte  capítulo,  he  consultado  a 
Vattel,  libro  IV,  capítulo  5  i  siguientes;  i  el  Manual  Diplomático  del 
fcaron  Carlos  de  Martens, 
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otras,  reside  orijinalmente  en  la  nación.  La  ejercen  ipso  jure 
los  depositarios  do  la  soberanía  plena,  i  en  virtud  de  su  autori- 
dad constitucional  los  monarcas  que  concurren  con  las  asam- 
bleas de  nobles  i  diputados  del  pueblo  a  la  formación  de  las 
leyes,  i  aun  los  jefes  ejecutivos  de  las  repúblicas,  sea  por  sí 
solos  o  con  intervención  de  una  parte  o  de  todo  el  cuerpo  le- 
jislativo.  En  los  interregnos,  el  ejercicio  de  este  derecbo  recae 
naturalmente  en  el  gobierno  provisional  o  rejcncia,  cuyos  ajen- 
tes  diplomáticos  gozan  de  ¡guales  facultades  i  prerrogativas 
que  las  del  soberano  ordinario. 

El  estado  que  tiene  derecho  de  enviar  ministros  públicos  de 
diferentes  clases,  puedo  enviarlos  de  la  clase  que  quiera;  pero 
la  costumbre  pide  que  los  estados  que  mantienen  legaciones 
permanentes  entre  sí,  envíen  i  reciban  ministros  de  igual  ran- 
go. Un  estado  puede  enviar  a  una  misma  corto  varios  minis- 
tros, i  un  solo  ministro  a  varias  cortes.  Puede  también  enviar- 
se uno  o  mas  ministros  a  un  congreso  de  representantes  do 
varios  estados,  sin  credenciales  para  ninguna  corte  en  parti- 
cular. 

Los  cónsules  de  las  potencias  cristianas  en  los  países  berbe- 
riscos son  acreditados  i  tratados  como  ministros  públicos. 

Es  costumbre  conceder  libre  tránsito  a  los  ministros  que  do» 
estados  envían  uno  a  otro,  i  pasan  por  el  territorio  de  un  ter- 
cero. Si  se  rehusa  a  los  de  una  potencia  enemiga  o  neutral  en 
tiempo  do  guerra,  es  necesario  justificar  esta  conducta  con  bue- 
nas razones;  i  aun  sería  mas  necesario  liacerlo  así  en  tiempo 
de  paz,  cuando  recelos  vehementes  de  tramas  secretas  contra 
la  seguridad  del  estado  aconsejasen  la  aventurada  providencia 
de  negar  el  tránsito  a  los  ajentes  diplomáticos  de  una  potencia 
extranjera. 

Se  deben  recibir  los  ministros  de  un  soberano  amigo;*  i 
aunque  no  estamos  estrictamente  obligados  a  tolerar  su  resi- 
dencia perpetua,  esta  práctica  es  tan  jeneral  en  el  dia,  que  no 

*  Esta  obli*:?acion  es  imperfecta;  i  puede,  por  tanto,  concederse 
bajo  ciertas  limitaciones  i  condiciones  la  recepción  del  ministro  per- 
manente: Wheaton's  Elcments,  parte  III,  capítulo  I,  §§2  i  5. 
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>a!-arnos  de  fila  sin  mu¡  gravea  motivos.  El  mi- 
leinigo  nü  ¡mcde  venir  a  tratar  con  nosotros,  si 
liso  especial,  i  l)ajo  lapixjtocciontie  un  jiasiiporte 
o,  i  es  regla  jeneral  coni;eilerlo,  ('liando  no  tó- 
enlos para  recular  que  viene  a  iiitruilucir  discor- 
udadanos  o  ios  aliados,  o  que  solo  trat;i  de  ador- 
ís2)eranza3  do  paz. 

nación  ha  mudado  su  dinastía  o  »u  gobierno,  lu 
i  niantenereon  ella  las  acostumbradas  relaciones 
'ortarnos  de  otro  mudo,  sería  dar  a  entender  quo 
s  la  lejitiniidad  del  nuevo  orden  de  cosas,  o  quo 
ccr  mejor  su  naturaleza  i  tendencias  antea  dcj 
ilucion  cualquiera. 


¡el  ministro  público  se  ha  mirado  siempre  como 
;rada.  Maltratarle  o  insultarle  es  un  delito  con- 
icblos,  a  quienes  interesa  en  alto  grado  la  segu- 
íresentantes,  como  necesaria  para  el  desempeño 
s  funciones  que  le  están  cometidas, 
ülidad  del  ministro  público  se  le  debe  pnncipal- 
e  de  la  nación  a  quien  es  enviado.  Admitirlo 
peñarse  a  concederle  la  protección  mas  señalada 
le  todo  insulto.  La  violencia  en  otros  casos  es 
■1  soberano  del  ofensor  puede  tratar  con  indul- 
!l  ministro  público,  es  un  atentado  que  infrinjo 
que  vulnerad  derecho  de  jentcs,  i  cuyo  perdón 
ncipe  que  ha  sido  ofendido  en  la  persona  de  su 
Los  actos  de  violencia  contra  un  ministro  pú- 
n  permitirse  o  excusarse  sino  en  el  caso  en  que 
lolos,  ha  puesto  a  otro  en  la  necesidad  de  repeler 
ido  el  ministro  es  insultado  por  personas  que  no 
iento  de  su  carácter,  la  ofensa  desciendo  a  la 
itos  cuyo  castigo  pertenece  solamente  al  derecho 

a  sabiendas  un  acto  de  violonci»  contra  ud  miaistro 
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I^a  misma  Kcgiiriilail  se  dobca  los  parlamentarios  o  ti 
tas  en  la  giiurm;  i  aiiiiqiit;  nu  cstamus  obligacloa  a  rexj 
stis  personan  son  inviolables,  mientras  se  limitan  a  ol)rfl 
tales,  i  no  abusan  de  sli  carái^ter  para  dañarnos.  Peí 
notarse  que  la  cumiinicaciun  pur  medio  de  parlament-trt 
tiene  Uiíar  enlre  jefes. 

Otro  privilejio  del  mbtislro  público  es  el  estar  exentt 
jurisilíceion  del  estado  en  que  reside;  Independencia  ne 
para  el  libre  cjercii-io  de  sus  funciones,  jíero  que  no  del 
vertirse  en  licencia.  Kstá,  pues,  obligado  a  respetar  la 
del  paí.s,  las  realas  universales  de  justicia,  i  los  derec 
soberano  que  ie  dispensa  aeojida  i  hospitalidad.  Con 
a  los  subditos,  sembrar  entre  ellas  la  diseordia,  sei 
un  ministro  público  actos  de  períidia  que  dcslionrarii 
nación. 

Si  un  ministro  delinque,  es  necesario  recurrir  a  su  se 
para  ([ue  haga  justicia.  Si  ofende  al  gobierno  con  quien 
acreditado,  se  puede,  según  la  pi'avedad  de  los  casos,  o 
su  soberano  que  le  retire  o  prohibirle  el  presentarse  en 
te,  miénti'a.s  que  su  soberano,  inrormado  de  los  hccboí 
providencias,  o  mandarle  salir  del  estado.  I  si  el  mini 
propasa  hasta  el  extremo  de  emplear  la  fuer/a  o  val 
medios  atroces,  se  despoja  de  su  carácler  i  puede  ser 
como  enemigo. 

En  casos  criminales,  no  debo  el  ministro  constituirá 
en  juicio,  sino  dar  su  queja  al  soberano  para  que  el  pe; 
público  proceda  contia  el  delincuente. 

extranjero,  o  cimIijiiíct^  pursona  do  su  euniitiva,  no  hai  obli.i^ 
entregar  el  dulincix'iito  ala  nación  ofendida,  aun  cuando  soa  ( 
no  de  olla,  sin  embari^o  do  quo  puedan  ocurrir  cnsoM  en  < 
l/nno  público,  >  para  que  Iom  culpables  do  un  crimen  utroz  nc 
el  castigo,  sea  lícito  en  tresnarlos  a  la  ju.sticia  del  paisa  ([uc  per 
o  en  quo  se  cometió  el  delito.  Kn  jenoral,  la  pena  so  aplica  ei 
en  que  el  delito  ha  sido  juzí^doi  .^entonelado;  ¡como  lancntcn 
ser  cierta  i  determinada  b.ijo  todos  rospecloa,  no  puede  acc 
que  la  prisión  del  reo  ae  proloní^uo  hasta  que  el  soberano  i 
declare  catar  satisfecho.  Caso  de  Hppúblici,  V,  Longcliam} 
delfia;  Dallas'  Ileporh,  tomo  I. 
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criHtinnns,  hai  capillas  para  el  ua 
i  no  solo  a  la  familia,  sino  a  los  c 
ie  permite  asistir  en  ellas  al  ser' 

oa  es  la  exención  de  todo  impu 
a  inmunidad  de  derechos  do  entra 
su  uso  i  consumo,  es  lícito  a  los 
mejor  les  parezca;  i  los  abusos  a 
cido  en  efecto  a  muchas  cortes  a  1 
por  lo  que  el  ministro  deberi  con 
fivilejios  que  on  el  pais  de  au  resi' 
nonte  a  los  de  su  clase;  a  menos 
o  de  reciprocidad  crea  tener  dcrec 
ular.  Hai  países  en  que  no  se  per 
uceion  de  mercaderías  prohibidas, 
nsiderablemente;  i  en  este  caso,  í 
sita  de  los  efectos  que  reciben  de 
■.Tí  SU  casa. 

almcntc  exento  de  visita;  bien  qu 
rdenanzas  de  cada  país  varían  mu 
idos  al  alumbrado  i  limpieza  de 
n  de  caminos,  puentes,  calzadas, 
usía  retribución  por  el  uso  de  e 
exención  jeneral  de  impuestos. 
ro  no  está  libre  de  los  impuestos  < 
nmuebles,  aun  cuando  sean  propi 
lero  lo  está  completamente  de  la  c 
la  otra  servidumbre  municipal;  i 
ntrar  en  ella  de  propia  autoridad 
sonaa  o  efectos.  El  ministro,  por 
de  esta  inmunidad  dando  asilo  e 
)  a  los  malhechores.  Si  tal  liieici 
¡u  derecho  para  examinar  basta 
el  asilo;  i  tratándose  de  delitos  d 
;s  para  que  se  rodease  de  guardit 
nsistiren  la  entrega  del  reo,  i  aun 
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reconoce  jeneral mente,  como  una  consecuencia  de  la  exterri- 
torialidad, que  las  autoridades  locales  no  puedan  demandar  su 
extradición  para  juzgarle. 

Los  mensajeros  i  correos  de  gabinete  que  una  legación  envía, 
o  que  son  enviados  a  ella,  gozan  también  de  inviolabilidad,  en 
cuanto  a  no  ser  rejistrados  ni  detenidos  en  el  territorio  de  las 
naciones  amigas  por  las  cuales  transitan.  Mas,  para  esto,  deben 
estar  provistos  de  un  pasaporte  que  los  designe  como  tales, 
expedido  por  su  gobierno  o  su  ministro;  i  si  van  por  mar,  es 
necesario  que  el  buque  o  aviso  llevo  también  una  comisión  o 
pase.  En  tiempo  de  guerra,  puede  ser  de  necesidad  la  bandera 
parlamentaria  con  pasaportes  de  ambos  belij erantes.  Los  mi- 
nistros que  residen  en  la  corte  de  uno  de  ellos,  están  autori- 
zados para  enviar  libremente  sus  despachos  en  embarcaciones 
neutrales.* 

Los  privilejios  del  ministro  empiezan  desde  el  momento  que 
pisa  el  territorio  del  soberano  para  quien  es  acreditado,  supo- 
niendo que  éste  so  halle  instruido  de  su  misión;  i  no  cesan 
hasta  su  salida,  ni  por  las  desavenencias  que  pueden  ocurrir 
entre  las  dos  cortes,  ni  por  la  guerra  misma. 

Los  privilejios  de  inviolabilidad  i  exterritorialidad  se  extien- 
den por  cortesía  aun  a  los  ministros  diplomáticos  que  se  hallan 
(le  tránsito  o  por  algún  accidente  en  el  territorio  do  una  tercera 
potencia;  bien  que  para  ello  es  necesaria  la  declaración  expre- 
sa o  permiso  tácito  del  soberano  territorial.  El  pasaporte  do 
este  soberano  permitiéndoles  el  tránsito  o  residencia  con  el 
carácter  dé  ministros  diplomáticos,  es  lo  que  hace  las  veces 
de  aquella  declaración  en  la  mayor  parte  de  los  estados  de 
Europa.** 


*  Whcaton,  Elementos,  parte  III,  capítulo  1,  §  20. 

**  Vattel  lleva  los  privilejios  de  los  ministros  transeúntes  mas  allá 
de  lo  que  dictan  la  razón,  la  costumbre  i  la  autoridad  de  otros  acredi- 
tados publicistas^  como  Grocio,  Bynkersliocck  i  Wicqueforte,  que 
es  uno  do  los  mas  denodados  campeones  do  las  inmunidades  diplo- 
máticas. El  asesinato  do  un  embajador  en  el  territorio  de  una  tercera 
potencia  sería  sin  duda  un  acto  atroz,  agravado  por  la  categoría  de  la 
persona,  pero  no  envolveria  la  cuestión  de  la  inviolabilidad  diploma- 
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rai'ias  especies  de  misiones  d i pluin áticas:  unas  son 
íntcs,  otras  temporales  o  extraordinarias;  unas  pú- 
itras  secretas;  unas  d¡rij¡da«  a  verdaderas  negociacio- 
is  de  pura  ceremonia  o  de  etiqueta,  como  para  dar 
un  matrimunio,  nacimiento  o  fallecimiento,  para  dar 
orabuena  o  pésame,  o  para  notificar  la  exaltación  de 
ipe  al  trono  o  la  elección  e  instalación  de  un  jefe  supre- 

limismo  varias  clases  de  ministros.  La  primera  com- 
ja  logados  apostólicos  (quo  son  o  legados  a  latero, 
cardenales,  o  legados  de  latere,  que  no  tienen  la 
cardenalicia,  o  simples  legados,  que  son  inferioi'es 
33  en  grado];  los  nuncios,  que  son  también  niinistroa 
js  de  primera  clase;  i  los  embajadores. 
;unda  clase  comprende  loa  enviados,  los  ministros 
lenciarios,  i  los  internuncios  del  papa.  Los  minia- 
ipotenciarios  se  miran  ya  como  iguales  a  los  enviados, 
monte  el  primero  de  estos  títulos  va  unido  al  de  cn- 
xlraordinarios. 

cera  clase  comprende  los  ministros,  Ion  minislros 
es,  los  ministros  encargados  de  negocios,  los  cún- 
G  ejercen  funciones  diplomáticas,  como  son  lus  de  la 
Berbería,  i  los  encargados  de  negocios. 
sta  clusiOcacion  os  ya  anticuada:  la  que  jeneralmente 
en  el  dia  es  la  adoptada  por  los  congresos  de  Víena  i 
gran,  de  que  se  ha  dado  idea  en  el  capitulo  VIH  do  la 
)arte.  Según  ella,  pertenecen  a  las  dos  primeras  clases 
>s  diplomáticos  acreditados  directamente  por  un  sebe- 
ro, i  solo  ae  distinguen  entre  si  por  la  representación 
inos  plena  que  se  les  atribuye;  i  la  tercera  clase  ceñi- 
dos aquéllos  que  bajo  cualquier'  título  son  acreditados 

olo  puede  nacer  do  un  pacto  tácito  entre  el  estado  que  au- 
ninistro  [  el  estada  qne  le  recibe,  Whcnton's  Elcments, 

Mpítulo  I,  S  U. 
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por  el  ministro  de  relaciones  exteriores  do  una  potencia  al 
ministro  del  mismo  departamento  en  otra.  Los  títulos  quo 
comunmente  se  usan,  son  los  de  embajadores,  ministros  pleni- 
potenciarios, enviados  extraordinarios,  ministros  residentes  i 
encargados  de  negocios. 

Los  secretarios  de  embajada  o  de  legación ^  aunque  no  son 
ministros,  gozan  del  fuero  diplomático,  no  solo  como  depen- 
dientes del  embajador  o  ministro,  sino  por  derecho  propio;  i 
en  ausencia  do  estos  jefes,  hacen  funciones  de  encargados 
de  negocios.  Los  comisionados  para  negociar  un  tratado,  o 
para  acordar  una  declaración  cualquiera,  toman  en  este  acto 
el  título  de  plenipotenciarios  con  relación  a  él. 
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Los  documentos  que  suele  llevar  consigo  el  ministro,  i  que 
establecen  su  carácter  público  o  dirijen  su  conducta,  son  la  carta 
credencial,  las  instrucciones  i  los  plenos-poderes. 

1.  En  las  clases  de  embajadores,  ministros  plenipotenciarios, 
i  ministros  residentes,  la  credencial  es  una  carta  del  soberano 
que  constituye  al  ministro  para  con  el  soberano  cerca  del  cual 
va  a  residir,  expresando  en  términos  jonerales  el  objeto  de  la 
misión,  indicando  el  carácter  diplomático  del  ministro,  i  ro- 
gando se  le  dé  entero  crédito  en  cuanto  diga  de  parto  de  su 
corte.  Va  firmada  por  el  soberano  que  le  envía,  i  refrendada 
con  el  gran  sello  del  cstíido.  Es  costumbre  dar  una  copia  lega- 
lizada de  ella  al  ministro  de  relaciones  exteriores  al  tiempo  de 
pedir  por  su  conducto  una  audiencia  del  príncipe  o  jefe  supre- 
mo para  poner  en  sus  manos  el  orijinal,  lo  cual  es  do  regla 
en  todas  las  comunicaciones  autógrafas  que  los  soberanos  di- 
rijen uno  a  otro  en  su  carácter  público.  En  la  clase  de  los 
encargados  do  negocios,  la  carta  credencial  es  firmada  por  el 
ministro  de  negocios  extranjeros  del  estado  constituyente  i 
dirijida  al  ministro  del  mismo  departamento  en  el  estado  en 
que  va  a  residir  el  enviado;  pero  a  veces  son  acreditados  ver- 
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¡I  embajador  o  ministro  i)lenipotenciario,  que 
este  carácter  al  tiempo  de  su  partida,* 
)nrundir  la  credencial  con  la  carta  de  rcconien- 
pces  la  acompaña  para  cl  ministro  de  negocios 
[ue  suele  también  darse  a  los  cónsules. 

poder  del  ministro  por  la  muerte  del  constitu- 
^ptante,  es  preciso  en  uno  i  otro  caso  (¡ue  el 
reditado  de  nuevo,  lo  cual  se  hace  muchas  veces 
so,  por  medio  de  la  carta  misma  de  notificación 

escribe  dando  parte  de  la  muerte  de  su  prede- 
igundo  caso,  la  omisión  de  esta  formalidad  pu- 
tender  que  el  nuevo  príncipe  no  es  reconocido 

a  quien  representa  el  ministro. 
ucciones  son  para  el   uso   del  ministro  solo,  i 
to  dirijir  su  conducta.    Se  alteran  o  adicionan 
I  las  ocurrencias.  E]  estado  constituyente  puede 
nunicacion,  en  todo  o  parte,  al  estado  con  quien 

is-poderes  se  dan  al  ministro  para  una  jestion  o 
rticular.  En  ellos,  debe  expresarse  claramente 
oridad  que  se  le  conria.  Los  ministros  enviados 
ingreso  no  llevan  de  ordinario  credenciales,  sino 

1  el  ca-so  de  hacer  uso  de  los  plenos-poderes,  se 
ipias  de  ellos  cotejadaií  con  los  orijinales,  o  se 
nistro  director  o  mediador.  Hoi  día  se  considera 
B  la  mutua  exhibición  do  los  plenos-poderes, 
istos  documentos,  el  ministro  suelo  llevar  una 
eguridad  de  su  correspondencia  con  el  gobierno 
;nta;  pasaportes  en  forma  expedidos  por  su  pro- 
por  los  gobiernos  de  los  países  do  su  tránsito;  i 
oto  en  tiempo  de  guerra,  si  ha  de  tocar  el  terri- 


miniatros  reaidentes  pertenecea  a  la  primera  claio  o 
lobro  ai  deben  ser  acreditados  por  su  soberano  o  por 
ogocios  extranjeros,  parece  haber  diversidad  da  opi- 
tica. 
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torio  de  la  potencia  enemiga,  o  está  expuesto  a  ser  detenido 
por  sus  naves. 
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Las  formalidades  para  la  recei>cion  de  los  ministros  son  va- 
rias en  las  diferentes  cortes.  Lo  sustancial  es  esto.  El  emba- 
jador o  ministro  de  primera  clase  notifica  su  llegada  al  minis- 
tro do  relaciones  exteriores  por  medio  del  secretario  o  de  un 
jentilhombre  de  la  embajada,  enviando  copia  de  la  credencial 
i  pidiendo  se  lo  señale  dia  i  hora  en  que  pueda  tener  audiencia 
del  soberano  para  entregársela  en  persona.  El  ministro  de 
segunda  clase  puede  hacer  esta  notificación  del  mismo  modo  o 
por  escrito.  El  encargado  de  negocios,  que  regularmente  no 
tiene  secretario,  participa  por  escrito  su  llegada  al  ministro  de 
relaciones  exteriores,  i  lo  entrega  sus  credenciales  en  la  pri- 
mera conferencia. 

Los  embajadores  i  demás  ministros  de  primera  clase  suelen 
tener  entrada  solemne  i  audiencia  pública  del  soberano  o  jefe 
supremo,  precedida  por  lo  común  de  audiencia  privada.*  Los 
ministros  de  segunda  clase  tienen  solo  audiencia  privada.  En 
estas  audiencias,  se  entregan  las  credenciales;  i  es  costumbre 
pronunciar  un  discurso  de  cumplimiento,  a  que  contesta  el 
soberano.  Los  encargados  de  negocios,  después  de  la  recepción 
particular  que  es  propia  de  ellos,  son  introducidos  en  la  corte 
por  medio  del  ministro  de  relaciones  exteriores,  que  los  pre- 
senta al  soberano  o  jefe  supremo  el  primer  dia  de  corte.  Los 
secretarios,  cancilleres  i  jentileshombres  de  las  embajadas  o 
legaciones  son  presentados  por  su  embajador  o  ministro. 

Al  recibimiento  del  embajador  o  ministro,  siguen  las  visitas 
de  etiqueta  a  los  miembros  de  la  familia  reinante,  a  los  del 
gabinete  i  a  los  del  cuerpo  diplomático;  cuyo  orden  i  formali- 
dades son  varias,  según  la  clase  del  ministro  diplomático  i  la 
costumbre  de  cada  corte. 


*  En  el  dia,  la  entrada  solemne  i  audiencia  pública  han  caído  casi 
jeneralmento  en  desuso.  Wheaton's  Elcments,  parte  III,  capítulo  1, 
§8- 
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Laa  funciones  tlcl  .ijonto  (liiiloni ático  empiezan  uniforme- 
mente por  el  rcciljo  i  aceptaciim  de  bu  credencial;  pero  cosan 
de  varios  modos:  1."  por  la  expiración  del  término  Koñalado  a 
la  misión,  si  lo  hai;  2.°  por  la  llegada  o  vuelta  del  propieUirio, 
si  la  misión  es  interina;  3."  ¡xir  liabersc  cumplido  el  objeto  ilu 
la  misión,  si  fue  extraordinaria  o  de  diquela;  4."  por  la  entre- 
ga de  la  oarlíi  de  retiro  de  su  constituyente;  5.'  por  la  muerto 
del  soberano  a  quien  representa;  C.°  por  la  muerte  del  soberano 
en  cuya  corte  reside;  7."  por  su  propia  muerte;  8.'  cuando  el 
ministro,  a  causa  de  alguna  enorme  fuerza  contra  su  soberano, 
o  por  alguna  otra  ocurrencia  que  lo  exija,  declara  do  su  pro- 
pio motivo  que  se  debe  mirar  su  misión  como  terminada;  9." 
cuando  el  gobierno  con  quien  está  acreditado  Ic  despide.  En 
los  casos  5."  i  C",  suelen  contiiuiarse  las  jestiones  í  negociacio- 
nes sub  /tperati. 
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Una  carta  formal  de  retiro  es  necesaria  cuando  el  objeto  do 
la  misión  no  se  ha  cumplido  o  so  ha  malogrado;  cuando  el  go- 
bierno a  quien  está  acreditado  el  ministro,  ofendido  de  su 
conducta,  pide  que  se  le  retire;  i  siempre  que  el  gobierno  a 
quien  el  ministro  representa,  subsistiendo  la  amistad  i  buena 
armonía,  tiene  por  conveniente  retirarle. 

Ri  fallece,  las  ceremonias  relijiosas  externas  dependen  do  la 
costumbre  del  país.  El  secretario  de  legación,  í  en  su  defecto, 
cl  ministro  ile  una  corte  amiga,  sella  sus  papeles  i  efectos  sin 
intervención  de  las  autoridades  locales,  a  no  ser  absolutamente 
necesaria.  Su  viuda,  familia  i  servidumbre  conservan  [>or  al- 
gún tiempo  las  inmunidades  diplomáticas  de  que  gozaban 
durante  la  vicia  del  mini.stro. 

La  carta  de  retiro  debe  ser  expedida,  como  la  carta  cre^len- 
cial,  ya  por  el  soberano  o  jefe  supremo,  ya  por  cl  ministro  de 
relaciones  exteriores  del  estado  constituyente,  según  sea  la 
clase  a  que  pertenece  cl  mini.stro. 
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Llegada  la  carta  de  retiro  en  que  el  un  príncipe  o  jcfo  supre- 
mo participa  al  ofru  que  lia  tenido  por  conveniente  llamar  a  su 
representante  o  nonibrur  quien  le  suceda,  el  embajador  o  mi- 
nistro plenipotenciario  solicita  por  el  de  negocios  extranjeros, 
trasmitiéndole  copia  de  esta  carta,  una  audiencia  pública  o 
privada  para  poner  el  orijinal  en  manos  del  principe  o  jefe  con 
quien  estaba  acreditado,  i  recibir  sus  órdenes.  En  esta  audien- 
cia, casi  siempre  privada,  pronuncia  un  discurso  de  despedida 
adaptado  a  las  circunstancias;  i  dt-spuea  do  ella,  bace  las  acos- 
tumbradas visitas  de  despedida  a  los  otros  miembros  de  la  fa- 
milia reinante,  i  a  lus  del  gabinete  i  cuerpo  diplomático. 

No  es  costumbre  dar  audiencia  de  despedida  a  loa  encarga- 
dos de  negocios,  que  regularmente  se  limitan  a  entregar  8U 
carta  de  retiro  al  ministro  de  relaciones  exteriores, 

A  los  unos  i  a  los  otros,  cuando  se  retiran  en  la  forma  acos- 
tumbrada, se  dan  car/as  rccretíencia/es,  ya  del  soberano,  ya 
del  ministro  de  negocios  extranjeros,  según  su  grado.  En  estas 
cartas,  se  manifiesta  la  satisfacción  que  de  la  conducta  del  ájente 
diplomático  lia  recibido  el  gobierno  con  quien  e.staba  acreditado, 
i  se  añaden  las  expresiones  de  respeto  i  cort&sia,  que  corres- 
ponden a  la  importancia  relativa  de  las  dos  cortes  i  a  la  inti- 
midad de  sus  relaciones,  como  también  al  mérito  personal  del 
ministro. 

Algunas  cortes  acostumbran  dar  presentes  al  minislro  di- 
plomático a  su  despediila  o  en  otras  ocasiones  especiales.  Hai 
gobiernos  que  prohiben  a  sus  ajenies  recibirlos.  Tal  era  la 
práctica  de  la  república  de  Venecia,  i  la  misma  ob.servan  los 
listados  Unidos  de  América.* 

Cuando  el  ájente  diplomálico  por  una  desavenencia  o  rom- 
pimiento ae  retira  o  es  despedido  e.v  abrupto,  se  limita  a  pedir 
pasaporte. 

"  Whoaton's  Elementa,  parte  1.  pApitulo  1,  §  ?í. 

Cuando  está  prohibida  a  loamiiiistroB  diplomáticoa  la  recepción  do 
presentes,  no  es  propio  do  un  gobierno  conceder  ezcpcionea  a  siin 
fijentcs,  pues  con  Bcmcjanto  conducta  se  comprometoria  por  su  parto 
a  corresponder  con  iguales  muestras  de  corteeía,  o  seria  jiistainento 
censurable  su  conducta. 


CAPITULO  II 


funciones  1  escritos  diplomátícoe 

;ro  pi'iblico.— 2.  Nc^ocinciones.— 3.  Actos  públicos 
oni  ai  lados  del  soberano. 


1 


Bencial  de  las  misiones  diplomáticas  es  man- 
itclijencia  entre  lus  respectivos   gobiernos, 

preocupaciones  desfavorables,  i  sosteniendo 
anales  con  una  firmeza  templada  por  la  mo- 
¡tíljcr  del  ministro  estudiar  los  intereses  mii- 
aÍHcs,  sondear  las  miras  i  disposiciones  del 

está  acreditado,  i  dar  cuenta  a  su  soberano 
eda  importarle.  Debe  asimismo  velar  sobre 
los  tratados,  i  defender  a  sus  compatriotas 
;  injusticia.  Circunsiieccion,  reserva,  decoro 
iones  verbales  i  escritas,  son  cualidades  ab- 
5ar¡as  para  el  buen  suceso  de  su  encargo, 
;le  positiva  desavenencia  i  declarado  rompi- 
linistro  ser  meiUdo  en  su  lení^uaje  i  mucho 
íes,   guardando  puntualmente  las  reglas  de 

la  independencia  de  la  nación  en  cuyo  seno 
talidades  do  etiqueta  que  la  costumbre  ha 

nos  al  ministro  granjearse  la  confianza  de 
)s  del  cuerpo  diplomático,  1  penetrar  los  dc- 
encias  extranjeras  con  relación  a  la  corte  en 
promoverlos  o  contrariarlos  según  convenga 
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apoyatlüs  en  la  historia  tío  las  nacioneH  mtidernaa,  i  en 
cimiento  prorundu  do  sus  ¡iiteruses  i  miras  reciproca», 
debe  ser,  como  el  de  las  dema»  composiciones  opisi 
didácticas,  sencillo,  claro  i  correcto,  sin  excluir  la 
vigor  cuando  t-I  asunto  lo  exija.  Nada  afearía  mas  lof 
(le  este  jénero,  que  un  tono  jactancioso  o  sarcástico. 
pérboles,  las  apostrofes  ¡  cu  jcneral  las  figuras  del  e»ti 
do  do  los  oradores  i  poetas  tlebcn  desterrarse  del  len 
los  gobiernos  i  de  sus  ministros,  i  reservarse  únici 
las  proclamas  dirijidas  al  pueblo,  que  permiten,  i  aui 
ren  todo  el  calor  do  la  elocuencia. 

Los  escritos  a  que  dan  asunto  las  negociaciones  enti 
tros,  son  carias  o  notas.  Se  llaman  propiamente  notas  1 
nicacioncs  quo  un  ministro  dirijo  a  otro,  hablando  do  s 
i  del  sujeto  a  quien  escribe,  en  tercera  persona;  i  a 
cartas  u  oficios,  aquéllas  en  que  se  usan  primeras  i  i 
ponzoñas.  So  emplea  por  lo  común  la  forma  do  no 
ministros  que  se  hallan  en  una  misma  corto  o  congres 
cartas  entre  ausentes. 

Se  da  el  titulo  de  iiola  verbal  a  una  esquela  on  q 
cuerda  un  asunto  en  que  se  ha  dejadu  do  tomar  resolut 
dar  respuesta;  i  cuando  la  una  o  la  otra  se  difiero  toda' 
tiempo,  la  contestación  que  suelo  darse  es  otra  notí 
Ilai  otras  llamadas  también  memoranda  o  minuta! 
se  expone  lo  que  ha  pasado  en  una  conferencia,  pat 
de  la  memoria,  o  para  fijar  las  ideas.  Ni  unas  ni  ot 
tubran  firmarse. 

A  las  nota-s  o  cartas  acompañan  a  veces  memorias 
Clones.  En  ellas,  se  expone  o  discute  un  asunto  a  la  I 
memoria  en  que  so  responde  a  otra,  se  llama  contra-n 
El  ultimátum  es  el  aspecto  definitivo  que  una  poh 
las  negociaciones  que  tiene  entabladas  con  otra,  detei 
el  mínimo  de  sus  pretensiones,  de  que  ya  no  piena 
cosa  alguna. 

El  mandatario  no  puale  fijar  un  ultimátum  sin  aul 
expresa. 

Cuando  varias  potencias,  con  el  objeto  de  deliberar 
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a  do  terminar  Amigablemente  sus  di- 
potenciarios  para  que  se  reúnan  en 
eelrjcdceomunacueitlocl  lugar,  i  en 
MI  o  se  reconocen  lo»  plcnos-potlores. 
■cgla  el  modo  de  proceder  i  el  cere- 
n  (li.sna  de  imitarse  la  conducta  de 
n  17!3  i  de  Aquisgran en  1748,  quc^ 
lad  (le  las  controversias  sobre  la  eti- 
erse  a  ningiin  ceremonial,  ni  guardar 
prosidencjia  se  da  al  ministro  medin-* 
lirector,  í|ue  es  el  de  la  corte  en  quo 
il  que  se  elijc  de  acuerdo;  o  la  tiene 
urno.  Arree:lados  estos  [weliminares, 
unto;  i  se  redactan  los  acuerdos  en 
coíos,  de  que  cada  negociador  trasmi- 
).  Se  puede  enviar  a  estos  congresos 
por  cada  potencia,  para  que,  si  son 
objetos  que  se  someten  a  la  delibera- 
tan  entre  sí  del  modo  mas  convenien- 
clio. 

tímenle  se  hace  uso  en  las  conferen-- 
I  i  potencíanos  que  no  tienen  una  mis-- 
'ranees.  En  las  comunicaciones  por 
la  suya,  salvo  que  por  mas  comodidad 
:  otra  distinta,  que  entonces  suelo  ser 

tras  potencias  con  la  Francia,  se  tiene 
rtículo  en  que  se  declara  que  el  uso 
la  fi-ancesa,  no  debe  servir  de  ejcm- 
teniia  el  derceho  de  emplear  en  las 
jnes  futuras  el  idioma  en  quo  hasta 
u  correspondencia  diplomática.  Son 
as  comunicaciones  que  los  ministros 
ras,  residentes  en  Paris,  dirijcn  al 

;le  uso  jcneral  en  las  común ieacione» 
íldiasinocn  la  chancillería  romana. 


í-.-^'í?' 
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Resta  hablar  solamente  de  los  actos  públicos  emanados  de 
uno  o  mas  soberanos.  lié  aquí  los  principales. 

Tratados  o  con  üenc/o?ies.  Documentos  en  quo  se  ponen  por 
escrito  los  pactos  internacionales,  o  de  soberano  a  soberano. 
Alguna  vez  se  mantienen  secretos.  Casi  siempre  se  híicen  por 
medio  de  plenipotenciarios.  La  Santa  Alianza,  celebrada  en 
Paris  entre  los  soberanos  de  Austria,  Francia  i  Rusia,  ofrece 
el  raro  ejemplo  de  un  tratado  hecho  i  firmado  sin  la  interven- 
ción de  ajentcs  diplomáticos. 

Que  el  tratado  sea  la  obra  de  dos  plenipotenciarios  o  de  tres 
o  mas,  como  sucede  en  los  congresos,  debe  llevar  la  firma  de 
todos,  i  supone,  por  consiguiente,  la  unanimidad  de  los  miem- 
bros. 

El  tratado  de  paz  suele  ser  precedido  de  preliminares,  pri- 
mer bosquejo  que  encierra  sus  principales  artículos  i  debe 
servirle  de  base. 

Todos  los  tratados,  menos  aquéllos  que  los  soberanos  acuer- 
den por  sí  mismos,  necesitan  de  ratificarse.  El  acto  do  la  ratifi^ 
cacion  es  un  escrito  firmado  por  el  soberano  o  jefe  supremo,  i 
sellado  con  sus  armas,  en  que  so  aprueba  el  tratado,  i  se  pro- 
mete ejecutarlo  de  buena  fe,  en  tudas  sus  partes.  Las  ratifica- 
ciones se  canjean  entre  las  respectivas  cortea  dentro  del  térmi- 
no que  se  prefija  en  el  tratado;  i  cuando  hai  una  potencia  me* 
diadora,  el  canje  se  hace  de  ordinario  por  su  conducto.  La 
observancia  do  los  tratados  no  principia  a  ser  obligatoria,  sino 
desde  el  canje  de  las  ratificaciones. 

üeclaraciones.  Documentos  en  que  un  gobierno  hace  mani- 
festación do  su  modo  de  pensar  o  de  la  conducta  que  se  propone 
observar  sobre  alguna  materia.  Las  principales  son  las  de  gue- 
rra i  las  de  neutralidad.  Se  contestan  o  so  impugnan  por  otros 
documentos  de  la  misma  especie,  llamados  contra-declaracio* 
nes.  Las  expiden  ya  los  soberanos  mismos,  ya  los  ministros  de 
negocios  extranjeros  o  los  ajentes  diplomáticos. 

Manifiestos.  Declaraciones  que  los  gobiernos  publican  para 
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La  entrega  do  los  prosidarioH  do  Juan  Fernández,  se 
por  el  gobierno  de  Cliüc,  i  acordailíi  por  lo-s  de  las  pn 
vecinas,  ha  puesto  de  mal  humor  al  Valdiiñano  Feder 
croe  violado  en  este  proeodi miento  pI  derecho  de  asilo. 

Niugtin  estado,  dice,  debe  perseguir  a  hombro 
que  no  lia  qucbranlaclo  mis  propias  leijes...  proiKJsii 
soluta,  de  las  que  el  Fa/í/iViaiio  acostumbra  sentar  pa 
carias  a  diestro  i  siniestro,  desentendiéndose  de  las  exc( 
que  no  le  vienen  a  cuento.  ¿Quién  ignora  que  esta  má: 
dereeho  de  jentea  tiene  varias  limitaciones,  reconocí 
todos  los  escritores,  aun  aquéllos  que  han  sido  mas  I 
en  materia  de  asilo?  Oi^ocio  lo  niega  a  los  reos  de  c 
enormemente  atroces;  quic  eximian  liabcnt  facinorit 
tatem.  Vattel  es  aun  mas  terminante.  «Si  la  justicia 
estado  debe  en  jeneral  limitarse  a  castigar  los  delitos 
dos  en  su  territorio,  es  necesario  exceptuar  de  esta  rog 
líos  malvados  que  por  la  calidad  i  la  Trecuencia  lial: 
sus  crímenes,  violan  toda  seguridatl  pública  i  se  ■ 
enemigos  del  jénero  humano.  Los  envenenadores,  los  í 
los  incendiarios  de  profesión,  pueden  ser  exterminad! 
quiera  que  so  encuentren,  porque  atacan  i  ultrajan 
las  naciones,  hollando  los  fundamentos  mismos  do  ¡ 
ridad  eomun.  Si  el  soberano  del  país  en  que  se  han 
(lo  delitos  do  esta  naturaleza  pide  que  se  le  entrej 
autores  para  hacer  justicia  en  dios,  hai  obligación  do  i 
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los,  como  a  quien  mas  interesa  su  ejemplar  castigo.»  Ileinec- 
cio,  comentando  a  Grocio,  declara  que  son  injustísimos  estos 
asilos,  si  no  se  circunscriben  dentro  de  ciertos  límites,  i  da  al 
soberano  a  cuyo  territorio  so  refujiaron  los  delincuentes  la  fa- 
cultad de  castigarlos,  entregarlos  o  expelerlos.  Real  de  Curl^an 
es  de  opinión  que,  si  los  que  se  refujian  a  un  país  extranjero 
han  cometido  delitos  atroces,  los  soberanos  deben  entregárselos 
mutuamente,  obedeciendo  en  esto  a  la  leí  de  Dios,  que  hace 
participantes  en  el  homicidio  a  los  encubridores  del  homi- 
cida. 

Los  publicistas  modernos  son  todavía  mas  rijidos  en  mate- 
ria do  asilo.  ttNo  es  derecho  de  jen  tes  (dice  el  marques  de  Paa- 
toret)  protejer  en  un  estado  los  delincuentes  de  otro,  sino 
socorrerse  mutuamente  contra  las  enemigos  de  la  sociedad  i  de 
la  virtud.»  «El  soberano  (sienta  Rayneval)  no  debe  ningún 
asilo  a  los  individuos  que  dejan  su  patria  orijinaria  para  sus- 
traerse al  castigo  de  los  delitos  que  han  cometido  en  ella.»  Fri- 
tot  no  concede  el  derecho  de  asilo,  sino  a  los  delitos  que  pro- 
vienen del  abuso  o  del  error  de  un  sentimiento  puro  i  noble  en 
sí  mismo,  pero  extraviado  por  la  ignorancia  o  la  preocupación, 
i  que  deben  atribuirse  mas  bien  a  la  frajilidad  de  la  razón  hu- 
mana, i  a  las  calamidades  de  una  época  de  revolución  i  tras- 
torno, que  a  la  perversidad  del  corazón.  Jeneralmente  puede 
sentarse  que,  cuanto  mas  liberales  son  las  opiniones  que  profesa 
un  autor,  cuanto  es  mayor  el  celo  con  que  defiende  la  causa 
de  la  humanidad  i  de  los  pueblos,  tanto  mas  inclinado  se  mues- 
tra a  restrinjir  el  asilo,  abriéndolo,  no  a  la  maldad,  sino  al 
infortunio.  A  estos  escritores,  no  se  les  ocurrió  que  albergar  el 
crimen  i  favorecer  su  impunidad,  era  patrocinar  los  intereses 
del  jénero  humano. 

Pasemos  a  los  hechos  i  razones  con  que  el  Valdiviano  trata 
de  apoyar  o  ilustrar  su  orijinalísima  doctrina  relativa  al  dere- 
cho de  asilo.  Primeramente  mencionad  hecho  de  don  Ramón 
Aicardo,  condenado  a  tres  años  de  destierro  por  el  gobierno  de 
Mendoza,  i  remitido  al  de  Chile  con  la  súplica  de  que  no  se  le 
dejara  salir  del  territorio  chileno.  Pero  el  delito  de  que  era 
acusado  Aicardo  era  solo  político:  por  esto,  se  negó  justísima- 
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guii  estado  debe  dar  asilo  a  los  reos  de  delitos  enormen 
atroces,  o  que  ponen  en  grave  peligro  la  seguridad  piil 
antes  bien  debe  entregarlos  a  la  potencia  extranjera  qu 
reclama,  después  de  haber  averiguado  si  hai  razonable  fi 
monto  para  enjuictarlos.  La  lejislatura  do  Nueva  York  a 
tendió  todavía  mas  en  su  acta  do  o  do  abril  do  1822,  ai 
zando  al  gobernador,  para  que,  a  re(|U¡sicion  de  cual 
gobierno  extranjero,  ontrega-so  los  íujitivos  acusados  de  i 
nato,  falsificación,  hurto  u  otro  delito  que,  -según  las  ley 
Nueva  York,  hubiese  de  castigarse  con  la  muerte  o  con  Is 
sion  en  la  cárcel  del  estado,  con  tal  que  se  presentasen  pn 
del  crimen,  que,  según  las  mismas  leyes,  bastasen  para  p 
der  ajuicio.  Conque  ni  ha  habido  en  los  Estados  Unido 
inviolabilidad  cojisíaíí/e  de  que  habla  el  Valdiviano,  r 
ha  sido  necesaria  para  cuadruplicar  su  población  en  mcd 
glo,  ni  la  provincia  de  Rioja,  en  la  entrega  de  los  presid 
de  Juan  Fernández,  ha  hecho  otra  cosa,  quo  seguir  el  eje 
de  esa  república  inacütra  en  pollticn. 

(.Iraucino,  añode18;í2.f 
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de  instrucción,  i  hacer  una  parte  considerable  del  servicio  inte- 
rior. Por  consiguiente,  su  número  debe  ser  limitado  i  renovar- 
se de  tiempo  en  tiempo,  porque  solo  así  podrá  lograrse  que,  sin 
causar  un  embarazo  grave  a  las  operaciones  industriales,  se 
haga  familiar  a  una  gran  mayoría  de  los  habitantes  el  uso  de 
las  armas,  la  regularidad  do  los  movimientos,  i  la  práctica  de 
los  deberes  militares.  Cuanto  mas  se  deseo  que  la  organización 
de  esta  milicia  se  aproxime  a  la  del  ejército  de  línea,  tanto  mas 
necesario  es,  en  nuestro  concepto,  que  el  número  de  individuos 
que  la  compongan,  sea  solo  una  moderada  fracción  del  total 
de  los  habitantes.  Exijir  mas,  sería  prescribir  a  la  sociedad  un 
esfuerzo  violento,  que  no  podria  sostenerse  largo  tiempo. 

Tasado  el  número  de  que  debiese  constar  esjta  milicia,  el  se- 
gundo requisito  que  nos  parece  de  absoluta  necesidad,  es  que 
no  se  elijan  arbitrariamente  los  individuos  que  han  de  compo- 
nerla, sino  que  se  adopte  un  sistema  imparcial  de  alistamiento 
i  de  reemplazos  que  recaiga  sobre  todas  las  clases  indistinta- 
mente, admitiendo  solólas  excepciones  conocidas  de  impoten- 
cia física  o  de  incompatibilidad  de  profesión.  Hecha  una  ma- 
trícula exacta  de  todos  los  individuos  hábiles,  so  sortearían, 
bajo  la  inspección  del  público  i  de  las  autoridades  civiles,  los 
que  hubiesen  de  destinarse  inmediatamente  a  la  formación  o 
complemento  de  los  diferentes  cuerpos  de  tropa  cívica,  deján- 
doles la  facultad  o  de  presentar  un  sustituto  o  de  comprar  la 
exención  a  un  precio  moderado  que  se  apropiase  a  los  fondos 
de  estos  missmos  cuerpos.  El  hacendado,  el  comerciante,  el  jefe 
de  un  establecimiento  mecánico,  podrían  de  esta  suerte  aten- 
der sin  interrupción  al  manejo  de  sus  intereses  industriales,  i 
contribuirian  a  este  servicio  no  menos  útil  í  eficazmente  que 
los  labradores  i  menestrales,  aunque  de  diferente  modo.  El 
individuo  que  hubiese  completado  el  número  legal  de  años 
(que  no  deberian  pasar  de  cuatrv»  o  cinco)  no  podria  ser  alista- 
do de  nuevo,  hasta  que  lo  hubiesen  sido  en  el  orden  designado 
por  la  suerte  todas  las  personas  hábiles  de  su  distrito;  bien  en- 
tendido que  el  «servicio  por  medio  de  sustituto,  o  de  contribu- 
ción, se  consideraría  como  igual  bajo  todos  respectos  al  que  se 
hiciese  en  los  cuerpos;  pero  que  la  persona  que  hubiese  servido 
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en  calidad  de  sustituto  no  se  eximiría  por  eso  de  entn 
sorteo  con  las  que  no  hubiesen  todavía  turnado  las  arm 
diante  estas  i  otras  reglas  que  están  en  práctica  en  las  ri 
que  tienen  una  milida  nacional  do  esta  especin,  la  c 
repartiría  cun  imparcialidad,  la  cuota  que  de  ella  ci 
cada  clase  i  a  cada  individuo  sería  leve  i  soportable, 
nuestras  libertades  couíttituciunalcs  dejaría  de  ser,  c 
sido  hasta  ahora,  una  fórmula  sin  sentido,  esta  inte 
instituciim  se  perpetuaria  «in  necesidad  de  grandes  esl 
i  el  Ínteres  de  la  industria  se  conciliaria  con  e¡  de  la  se] 
de  la  patria. 

¿1  qué  razón  tendrían  entonces  los  extranjeros  avec 
para  resistirse  a  contribuir  a  esta  necesidad  del  estailí 
moderada  cuota  que  del)eria  caberles?  ¿No  es  justo  (ji 
los  que  participan  de  los  beneficios  do  la  asociación  coi 
a  proporción  de  su  número  i  facultades  a  sojwrtar  las 
Los  extranjeros  avecin<lados  son  verdaderos  niíembr 
«.■iociaciün  civil.  Si  no  se  les  conceden  ciertos  dereel 
suponen  una  iilenlificacion  mas  íntima  con  los  ínter 
país  en  que  i-esiden,  tampoco  se  les  imponen  al<funa 
mas  onerosas  oblii^acíunes  del  ciudadano.  El  servicio 
de  quG  hablamos,  no  tiene  nada  de  incompatible  con  el 
manejo  de  los  ramos  de  industria  que  ejerzan.  Se  ]i 
que  no  hní  derecho  para  gravar  a  los  extranjeros  avec 
con  semejante  pensión;  i  algunas  personas,  cuyo  juicí( 
tamos,  alegan  en  a¡>oyo  de  esta  (tpinion  un  pasaje  do 
que  en  nuestro  sentir  no  hace.al  caso.  Hú  aquí  el  pnsa^ 
II,  capitulo  8,  S  lOfi):  «líxento  (el  extranjero)  de  la  mili 
los  tributos  destinados  a  sostener  los  derechos  de  la 
pagará  los  impuestos  sobre  los  víveres,  mercaderías,  el 
ro  el  pasaje  de  (¡ue  se  trata  pertenece  a  un  capitulo  que 
zacon  estas  formales  palabras:  «Hemos  hablado  en  ot 
(libro  7,  S  213)  de  los  habilanles,  o  de  las  personas  qui 
su  domicilio  on  un  país  de  que  no  son  ciudadanos.  A 
se  trata  de  los  extranjeros  que  transitan,  o  que  resii 
sajcramente  en  el  país  para  sus  negocios,  o  en  calidad 
pies  viajeros.»  Vattel  hace,  pues,  diferencia,  como  lali 
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jen/e  o  lúa  plurales  hombres,  individuos,  personas?  No  hai 
principiante  de  francés  que  no  sepa  que  /es  honnetes  gens  se 
traduce  hs  hombres  de  bien,  la  jente  lionrada. 

Otra  ÍTifidelidad  que  nos  reprocha  el  señor  G.  P.  P.,  es  el 
haber  puesto  en  boca  de  Vattcl  esta  expresión:  «Aquí  solo 
se  trata  de  los  extranjeros  que  transitan,"  etc.,  debiendo  haber 
dicho:  «Ahora  se  trata.»  Las  palabras  del  autor,  son:  II  n'esí 
question  ici  que  des  étrangcra,  etc.  DÍRan  todos  los  que 
han  saludado  el  francés,  quién  es  el  que  desfigura  i  altera  el 
texto  orijinal,  si  el  señor  G.  P.  P,,  o  nosotros. 

El  tercer  carjro  que  se  nos  hace,  es  que,  en  vez  de  «los  ex- 
tranjeros que  pasan  o  permanecen,!  hemos  dicho,  «los  extran- 
jeros que  transitan  o  residen  pasajeramente.»  La  expresión  del 
autor  es,  étrangers  qul  passent  ou  séjournent.  Se  trata  de 
saber  cuál  es  el  sentido  que  debe  dai-se  al  verbo  séjourner 
del  texto,  si  el  de  permanecer,  como  quiere  el  señor  G.  P.  P. 
o  el  do  residir  pasajeramente,  como  nos  ha  parecido  a  no- 
sotros. 

Vattel  hace  una  distinción  mani  fiesta  entre  séjour  i  demeu~ 
re, séjourner  i  demeiírer.  Según  él,  los  extranjeros  habitantes 
o  avecindados  son  los  quo  están  establecidos  á  demeure,  i  ex- 
.  tranjeros  no  habitantes,  a  que  únicamente  es  relativo  el  capí- 
tulo 8  del  libro  II,  los  quo  transitan  o  séjournent  en  el  país, 
ya  para  sus  negocios,  ya  en  calidad  de  simples  viajeros.  Es 
necesario,  pues,  que  en  el  lenguaje  de  este  escritor  séjour  i  de- 
meure signifiquen  diferentes  cosas.  De  otra  manera,  los  habi' 
¡antes  de\  libro  1,  §213,  resultarían  forzosamente  comprendidos 
entre  los  extranjeros  del  libro  I,  capítulo  8,  contra  la  cuidadosa 
i  terminante  separación  que  hace  de  unos  i  otros  este  esmera- 
do escritor. 

Pero  ¿qué  diferencia  hai  entre  séjour  i  demeure?  La  misma 
que  entre  residencia  estable  í  residencia  pasajera. — Para  pro- 
barlo, recurriremos  nó  a  los  diccionarios  comunes  (que  no 
siempre  deslindan  con  exactitud  los  significados  rigorosos  i 
técnicos  de  las  palabras),  sino  a  un  filólogo,  que  ha  tratado  de 
propósito  la  materia,  i  pasa  por  uno  de  los  mas  respetables  ai- 
nonimistas  de  la  lengua  francesa. — «Tenemos  un  séjour  (dice 
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Beaiizée)  en  un  lugar  que  habitamos  por  intervalo;  une  demeu-' 
7'e,  donde  quiera  que  nos  proponemos  estar  largo  tiempo.» 
^Séjour  (dice  poco  mas  adelante)  es  una  habitación  pasajera; 
demeurej  unahabitacion  mas  durable: »  [Dictionnaire  univer- 
sel  des  synonymes  de  la  langue  francaise^  número  596.) 

Los  ingleses,  que  tomaron  de  sus  vecinos  el  sustantivo  so- 
journ^  i  el  verbo  to  sojourn,  les  han  conservado  esta  fuerza 
particular  de  residencia  pasajera:  an  unsettled  habitationy 
to  Uve  as  not  at  hoine,  to  inhábil  as  nol  in  a  settled  habi- 
tat ion  ^  como  puede  verse  en  Johnson  i  Walker. 

No  es,  pues,  un  grave  crimen,  ni  un  agravio  al  ilustre  Vat- 
tel,  como  dice  el  señor  G.  P.  P.,  el  haber  traducido  la  palabrea 
séjournent  por  la  frase  residen  pasajeramente^  que  la  re- 
presenta con  la  mas  escrupulosa  precisión.  A  falta  de  un  verbo 
qué  significase  lo  mismo,  era  necesaria  esta  frase. 

Estamos  mui  ajenos  de  imputar  al  señor  G.  P.  P.  errores 
tan  garrafales  en  la  intelijencia  del  idioma  francés.  Lo  que  ha 
sucedido,  es  que,  en  vez  de  consultar  el  orijinal,  ha  tenido  a  la 
vista  una  traducción,  i  creyéndola  exacta,  nos  atribuye  las  dis- 
crepancias que  ha  notado  en  la  cita  de  El  Araucano.  No  retru- 
caremos sus  acusaciones  de  atrevimiento^  abuso^  agraiHO^ 
crimen  que  merece  el  mas  fuerte  castigo  que  el  criticismo  es 
caj)az  de  imponer;  pero  en  prueba  de  nuestra  gratitud  a  su» 
buenos  consejos,  nos  permitirá  que  le  correspondamos  con  otro: 
cuando  se  produce  el  cargo  injurioso  de  infidelidad  en  las  citas, 
debe  el  acusador  tener  presentes  los  orijinales,  i  no  fiarse  cie- 
gamente de  traducciones. 

(Araucano,  año  de  1833.) 
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Para  que  nuestros  lectores,  asi  franceses  como  nacionales, 
iedan  fallar  con  mas  conocimiento  de  causa  en  lacontrover- 
a  de  que  el  señor  Masson  ha  querido  hacer  juez  al  publico, 
1  necesario  que  tengan  presente: 

1."  Que  por  la  ordenanza  francesa  de  20  de  agosto  de  1833 

cuerpo  consular  se  compone  do  cónsules  jenerales,  cónsules 
3  primera  i  segunda  clase  i  alumnos  de  cónsules  (éUves- 
■)nsuls);  todos  de  nombramiento  real.  [Artículo  1.) 

2."  Que,  en  caso  de  vacante  de  un  consulado  jeneral  por 
luerte,  enfermedad  o  ausencia  del  propietario,  debe  ocupar  su 
igar  el  funcionario  de  grado  superior  de  la  residencia,  hasta 
,  decisión  del  ministerio  de  negocios  extranjeros.  (Articulo  8.) 

3."  Que  los  cónsules  tienen  la  facultad  de  nombrar  delega- 
Ds  en  los  lugares  de  su  distrito  donde  lo  estimen  conveniente, 
an  el  título  de  ajenies  consulares  o  de  vice-cónsules.  (Ár- 
enlos 39  i  41.) 

No  creemos  que  puoda  darse  a  esta  última  disposición  mas 
e  un  sentido,  i  es  que  los  vice-cónsules  franceses  son  insti- 
iidos  en  el  dia  por  una  delegación  del  cónsul  a  cuyo  distrito 
ertenecen.  La  ordenanza  citada  no  reconoce  mas  quo  dos 
species  de  funcionarios  consulares:  los  unos  de  patente  real, 

los  otros  nombrado.s,  en  caso  de  necesidad  o  conveniencia, 
or  los  cónsules  en  sus  respectivos  distritos.  A  nosotros  nos 
larece  que  la  ordenanza  establece  una  completa  separación 
ntre  ambas  clases;  el  artículo  44  dice:  «quo  las  funciones  do 
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la  Chainaya,  recomendando  al  señor 
consulado  de  Concepción.  Se  dice  qi 
ministerial  fué  un  verdadero  precepto.  ! 
ordene!  al  cónsul  jeneral  quo  hiciera  elí 
para  el  vico-consulado  de  Concepción 
orden?  ¿So  verificó  la  elección?  Lo  que 
Masson  fué  destinado  a  Valparaíso,  e 
huano,  i  que  este  consulado  interino  t 
cabo  de  algún  tiempo  pop  la  misma  a 
dado  el  ser.  M.  de  la  Ciíainaye  separó  d 
Masson,  reemplazándole,  como  todos  sí 
del,  Hé  aquí  el  momento  en  que  el  sen 
hecho  valer  la  recomendación  u  orden 
gocios  extranjeros.  Sea  quo  solicitase  ( 
lo  cierto  es  que  el  cónsul  jencral  fallec 
electo,  i  (yic,  por  consiguiente,  el  señor 
la  investidura  legal  quo  pudo  hacerle  % 
cion. 

Ahora  bien.  ¿Es  esta  una  falta  qu 
debe  suplir  de  algún  modo?  ¿Puedo  él 
cónsules  franceses?  Lo  único  quo  lo  toe 
han  sido  nombrados  por  autoridad  com] 
exijir  que  se  reconuzca  por  vice-cónsul 
que  no  ha  sido  nombrado  vice-cónsul  i 
francesa?  El  señor  Masson  insiste  en  q 
orden  de  un  ministro  para  que  se  le 
nombramiento  efectivo;  como  ai  el  gob 
desentenderse  de  las  aolemnidades  que 
las  naciones  ha  consagrado  para  caso 
mismas  leyes  francesas  prescriben  par 
ajentos  consulares.  M.  de  la  Chainayf 
de  su  ministro  a  la  vista,  no  la  dio  cu 
gobierno  de  Chile,  no  solamente  lo  ( 
toca,  sino  lo  que  el  cónsul  jeneral  i  er 
Francia,  a  quien  tocaba,  no  tuvo  por  c 
tensión  mas  temeraria  no  creemos  qui 
ante  gobierno  alguno. 

DCHO.  INT. 
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RELACIONES  DIPLOMÁTICAS 


DE  LOS  GOBIERNOS  DE  HECHO 


I 


La  existencia  de  dos  gobiernos  de  hecho  en  un  país  destroza- 
do por  la  guerra  civil  ha  sido  siempre  un  motivo  de  embarazos 
i  dificultades  para  las  relaciones  diplomáticas;  presentándose 
entonces  a  las  naciones  vecinas  que  no  desean  tomar  parte  en 
la  guerra  un  problema  de  resolución  delicada  i  difícil,  es  a 
saber,  si  han  de  mantener  esta  clase  de  relaciones  con  alguno 
de  los  dos  gobiernos  existentes  de  hecho,  o  con  ninguno  de 
ellos  o  con  ambos.  Chile  se  halla  por  la  segunda  vez  en  el  caso 
de  resolver  este  problema  con  respecto  al  Perú;  i  no  estará  de 
mas  hacer  una  reseña  de  las  consideraciones  en  que  nos  parece 
que  ha  debido  fijarse  nuestro  gobierno  para  tomar  un  par- 
tido. 

El  no  reconocer  por  ahora  ninguno  de  los  dos  gobiernos  que 
se  disputan  la  autoridad  suprema  en  el  Perú,  es  la  resolución 
que  parece  mas  natural  a  primera  vista;  porque,  aunque,  ha- 
blando jenoralmente,  no  toca  a  las  naciones  amigas  hacerse 
jueces  de  las  controversias  domésticas  que  se  suscitan  en  un 
estado,  i  para  reconocer  como  gobiernos  sui  juris  los  que  so 
eríjen  en  él  deben  atenerse  al  hecho  solo  de  la  posesión,  este 
hecho  es  do  aquéllos  que  pueden  presentarse  bajo  aspectos 
mui  diferentes:  la  posesión  puede  ser  mas  o  menos  nueva, 
mas  o  menos  sólida;  mas  o  menos  apoyada  en  la  voluntad  de 
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esto  acto  do  deferencia  al  otro,  sin  deponer  el  carácter  neutral. 

¿So  dirá  que  el  gobierno  de  Chile  se  desdora  con  esta  me- 
dida o  contraviene  a  la  dií^nidad  nacional?  Pero  es  sabido  que 
una  nación,  dando  acojida  a  un  ájente  diplomático,  no  garan- 
tiza la  legitimidad,  ni  la  estabilidad  del  estado  que  lo  delegó; 
reconoce  solamente  un  hecho;  i  las  otras  naciones  no  tienen 
motivo  alguno  para  reconvenirla  por  esta  conducta,  mientras 
en  ella  no  aparezcan  preferencias  odiosas.  Esta  política,  según 
creemos,  ha  sido  observada  recientemente  por  los  Estados  Uni- 
dos de  América  en  la  guerra  civil  de  Portugal;  i  la  Federación 
Americana  no  es  seguramente  una  de  las  potencias  menos  ce- 
losas de  la  dignidad  nacional.  Las  reservas  i  desvíos  que  han 
manifestado  las  naciones  del  mundo  antiguo  a  los  estados 
nuevos  que  se  han  desmembrado  de  alguna  de  ellas,  so  han 
fundado  en  razones  do  interés  propio,  i  no  en  principio  alguno 
de  equidad  natural.  En  las  cuestiones  de  esta  especie,  los  go- 
biernos monárquicos  simpatizan  íntimamente  unos  con  otros; 
i  los  votos  de  los  pueblos  suelen  pesar  menos  en  su  balanza 
que  los  intereses  particulares  de  familia  i  de  la  causa  monár- 
quica. Un  estado  republicano  tiene  sin  duda  que  rendir  home- 
naje al  orden  público  de  la  sociedad  universal.  Mas,  desde  que 
un  gobierno  da  le5'es,  i  es  obedecido  sobro  un  territorio  extenso, 
reconocer  que  existe  no  es  mas  que  abrir  los  ojos  a  la  luz;  i 
tratarlo  como  amigo  es  una  consecuencia  precisa  de  este  reco- 
nocimiento, mientras  no  haya  motivos  de  justicia  i  convenien- 
cia que  nos  obliguen  a  pronunciar  que  sus  títulos  son  ilegales 
i  su  existencia  una  usurpación;  pronunciamiento  que  es  un 
acto  hostil  i  debe  sostenerse  a  mano  armada. 

La  cuestión  no  es  nueva  en  Chile.  En  noviembre  del  año 
1823,  se  ofreció  un  caso  enteramente  semejante  con  dos  plcni- 
potenciariüs  de  dos  gobiernos  peruanos  que  existían  a  un 
mismo  tiempo  en  Lima  i  Trujillo.  La  resolución  tomada  en- 
tonces por  el  ejecutivo  fué  la  de  recibir  al  uno  i  al  otro  como 
representantes  do  dos  gobiernos  do  facto^  fundándose  en  ra- 
zones que  convienen  sustancialmente  con  las  que  dejamos 
expuestas. 
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II 


Los  artículos  publicados  en  El  Mercurio  de  Valparaíso 
sobre  la  imposibilidad  en  que  se  halla  este  gobierno  de  recibir 
ajenies  diplomáticos  acreditados  por  el  jeneral  Orbegoso,  no 
nos  parecen  debilitar  de  modo  alguno  las  razones  que  hemos 
alegado  en  nuestro  número  272  en  apoyo  de  la  opinión  con- 
traria. El  corresponsal  de  El  Mercurio  conviene  en  que  tratar 
con  un  gobierno  supremo  no  es  garantir  ni  reconocer  su  Icji- 
timidad;  i  no  pudiera  dejar  de  convenir  en  ello  sin  rechazar  la 
autoridad  de  Grocio,  Bynkershoeck,  Vattel  i  los  publicistas 
mas  acreditados  de  nuestros  dias.  I  de  este  principio  se  deduce 
que,  cuando  un  país  está  desmembrado  en  secciones,  i  se  en- 
tablan relaciones  diplomáticas  con  el  gobierno  de  una  de  ellas 
que  ejerce  de  hecho  la  soberanía  sobre  una  porción  extensa  de 
territorio,  no  se  hace  ningún  agravio  al  otro  partido,  por 
justos  e  indisputables  que  aparezcan  sus  títulos,  porque  estas 
relaciones  no  son  un  homenaje  que  se  tributa  a  la  justicia  de 
una  causa,  sino  un  medio  necesario  de  comunicación  para 
protcjer  intereses  comunes,  que  de  otro  modo  quedarían  com- 
prometidos entre  las  convulsiones  de  una  revolución  i  las 
calamidades  de  la  guerra. 

El  derecho  de  enviar  embajadas  no  es  mas  inherente  a  la 
soberanía  que  el  de  proclamar  un  bloqueo;  i  si  los  neutrales 
están  obligados  a  respetar  el  bloqueo  de  una  potestad  usurpa* 
dora,  i  a  tratar  su  bandera  como  amiga,  ¿por  qué  no  tendrán 
la  facultad  de  entenderse  también  con  su  gobierno  por  los 
medios  regulares  que  las  naciones  han  establecido  al  efecto? 

Se  alega  que,  habiéndose  reconocido  al  jeneral  Salaverri 
como  jefe  supremo  del  Perú,  no  es  posible  recibir  ya  con  el 
mismo  carácter  al  jeneral  Orbegoso,  porque  eso  sería  suponer 
que  puedo  liabor  a  un  mismo  tiempo  dos  autoridades  supremas 
de  una  misma  nación.  Lo  cierto  es  que  existen  en  el  Perú  dos 
autoridades  supremas,  aunque  ninguna  lo  sea  de  todo  el  Perú» 
Cada  una  de  ellas  se  atribuye  el  derecho  de  mandar  al  todo, 
i  en  realidad  solo  manda  a  una  parte.  Poro  los  neutrales  nada 
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tienen  que  ver  con  las  pretensiones,  sino  con  la  posesión  real. 
Ellos  no  pueden  remediar  la  incongruencia  do  dos  títulos 
contradictorios.  Sería  duro  que,  porque  dos  gobiernos  tuviesen 
pretensiones  opuestas,  i  se  diesen  en  consecuencia  títulos  in* 
compatibles,  so  obligase  a  los  neutrales  o  a  declararse  por  el 
uno  de  ellos  í  acarrearse  la  enemistad  del  otro,  tomando  el 
carácter  odioso  de  jueces  en  una  cuestión  en  que  no  lo  son 
competentes,  i  en  que  su  juicio  pudiera  ser  muchas  veces 
erróneo,  o  a  mantenerse  en  entredicho  con  ambos,  dejando 
los  intereses  propios  desamparados  i  a  la  merced  de  todos  los 
accidentes  do  una  guerra  civil.  ¿A  qué  fín  tan  costoso  sacrifi- 
cio, ya  que  se  declara  i  se  entiende  que  las  relaciones  diplo- 
máticas no  son  inseparables  de  la  lejiiimidad  de  los  gobiernos, 
i  pueden  mantenerse  con  una  potestad  usurpadora  sin  hacer 
agravio  al  soberano  lejítimo,  ni  menoscabar  en  manera  alguna 
sus  derechos?  Las  potencias  neutrales  no  están  obligadas  a 
guardar  contemplaciones  de  esta  especie,  cuando  de  ellas  no 
puede  resultar  utilidad  alguna  positiva  al  belijerante  que  las 
cxije,  i  mientras,  observando  una  conducta  franca,  leal,  amis- 
tosa con  ambos  partidos,  no  añaden  un  solo  átomo  de  peso  a 
la  balanza  en  favor  del  uno  ni  del  otro. 

No  ignoramos  que  los  gobiernos  antiguos,  i  principalmente 
los  gobiernos  despóticos,  han  mirado  como  un  principio  vital 
de  áu  política  retardar  lo  posible  el  reconocimiento  de  toda 
autoridad  nueva  que  salia  del  seno  de  una  revolución,  i  tra- 
tarla con  todas  las  señales  exteriores  de  repugnancia  i  disfavor, 
8i  es  que  no  se  creían  autorizados  para  tomar  las  armas  contra 
ella,  i  concurrir  a  sofocarla. 

Ellos  tenían  i  tienen  sus  razones  para  proceder  de  este  modo; 
nosotros  nos  hallamos  en  el  caso  de  adoptar  una  conducta  di- 
ferente. Nuestra  política  debe  ser  no  intervenir  en  las  disen- 
siones domésticas  de  nuestros  vecinos;  i  nuestras  misiones 
diplomáticas  deben  considerarse  como  medios  de  comunicación 
destinados  únicamente  al  patrocinio  de  los  intereses  nacionales 
i  al  cultivo  de  to.las  aquellas  relaciones  que  son  compatibles 
con  una  estricta  neutralidad. 

Esos  mismos  gobiernos  tan  reservados  i  circunspectos  para 
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vero  civilibus  neceasittis  interdum  locum  jutí 
/acií  extra  regulam;  puta,  cnm  ita.  chuístis  est 
partes  quasi  asguaícs  ul  dubhim  sit  ab  uíra  pa 
imperiiy  aut  cum  jure  adiaodum  conlrovemo  di 
cesione  dúo  decertanl;  naní  h'oc  evontu  gens  ur. 
pore  qiiasi  dux  gentes  /laíie/ur.s 

Dijimos  eu  nuostro  número  272  que  el  caso  n 
en  Chile  con  respecto  al  Perú;  i  como  so  ha  contrf 
tra  aserción,  ex|iondremo3  el  hecho.  El  año  de  18 
el  Perú,  como  hai  ahora,  dos  gohiemoa  que  se  d 
poder  supremo:  el  uno  en  Lima,  presidido  por  c 
Juan  Bautista  Tasjle,  que  nombró  por  su  ministro 
ciario  cerca  del  gohiemo  de  Chile,  al  coronel  don  ¡\ 
i  el  otro  en  Trujillo,  presidido  por  el  señor  don  Jo.= 
Agüero,  que  nombró  c^m  aquel  carácter  i  parad 
tino,  !il  coronel  don  Juan  Manuel  Iturrogui.  Ai 
acojidos  on  esta  república  amistosamente  i  con  las  I 
de  Gíitilo,  no  obstante  las  reclamaciones  del  enviai 
que  había  precedido  al  de  Trnjillo. 

III 
Otra  vez  tocamos  la  vcxala  (jiift?.síio  de  las  di 
peruanas.  Nuestro  antagonista  ha  reproducido  sus 
i  combatido  los  nuestros  en  un  papel  que  ha  visto  i 
-o  la  luz  pública,  i  a  que  vamos  a  contestar  en  est 
¿Es  lioito  admitir  a  un  tiempo  <los  ministros  pi 
lirados  por  dos  autoridades  que  so  disputan  el  po 
de  una  nación?  A  esta  prey;uuta  se  puede  respom 

S3  licito  cultivar  las  relaciones  naturales  de  amist; 

on  dos  secciones  de  una  nación  que  se  bailan  en 

son  rejidas  por  dos  autoridades  que  se  disputan 
premode  ella?  Si  se  responde  afirmativamente  (i  n 
ponderse  de  otro  modo),  es  preciso  afirmar  taní 
ambas  autoridades  pueden  entablarse  comunicat 
máticas,  cuando  éstas  no  tienen  otrp  objeto  que  < 
las  relaciones  naturales  de  amistad  i  comercio  c 
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Nuestro  anta<^nista  quiere  hacer  diferencia  entre  cónsules 
i  envi&Jos  cIÍpluin;Uico.s.  Bajo  el  punto  de  vista  que  nos  ocupa, 
no  hai  tal  diferencia.  Ambas  clase»  de  funcionarios  tienen  un 
verdadero  carácter  representativo;  i  de  aquí  es  que  las  socie- 
dades que  carecen  de  lo  que  llaman  los  publicistas  jus  legatio- 
nis,  tan  inliibidas  están  de  enviar  o  rej.:ibir  cónsules,  como  de 
enviar  o  recibir  embajadores.  El  cónsul  es  constituido  jtor  una 
autoridad  soberana,  i  recibe  su  exequíitur  de  otra  autoridad 
de  la  misma  especie.  No  hai  cónsules  sino  de  soberano  a  so- 
berano. 

Acerca  de  los  tratados,  decimos  lo  mismo  que  acerca  de  las 
misiones  consulares  i  diplomáticas.  Tratan  los  pueblos  unos 
con  otros  para  asegurar  i  fomentar  sus  intereses  comunes;  í  si 
esta  seguridad  i  fomento  requieren  que  se  estipulen  reglas  es- 
pecíales, como  sucede  amenudo,  i  como  ha  sucedido  particu- 
larmente en  el  coso  de  Chile  i  el  Perú,  ¿bajo  qué  pretexto  po- 
drá una  de  las  secciones  de  un  pais  dividido  por  la  guerra  civil 
impedir  a  un  neutral  que  celebre  esta  especie  de  pactos  con  la 
otra  secion?  «No  quiero  que  trates  con  mi  enemigo;  quiero  que 
me  reconozcas  por  soberano,  aun  de  pueblos  que  no  me  obede- 
cen i  que  no  puedo  sojuzgar  con  las  arma.s,  i  aunque  sufran 
por  ello  las  personas  i  propiedades  de  tus  ciudadanos.!  Este  es 
el  lenguaje  de  la  arbitrariedad  i  la  fuerza,  no  el  de  la  justicia 
natural.  Es  vurdiid  que  las  monarquías  do  Europa  lo  han  em- 
pleado i  lo  empican.  Pero  ídebemos  nosotros  imitar  este  ejem- 
plo? 

Una  na^uon  que  celebra  tratados  i  acredita  ministros,  con- 
trae compromisos,  dice  nuestro  respetable  antagonista. —  Pero 
¿qué  compromisos  son  éstos?  ¿Se  extenderán  a  mas  que  a  reco- 
nocer ai  gobierno  con  quien  se  trata,  en  los  mismos  términos 
que  ha  reconocido  la  Gran  Bretaña  los  gobiernos  de  Méjico, 
Buenos  Aires  i  Colombia?  Nadie  ha  mirado  este  paso  de  la  Gran 
Bretaña  como  un  reconocimiento  de  la  justicia  de  los  nuevos 
estados  americanos  en  su  querella  con  la  madre  patria,  ni  co- 
mo una  infracción  de  la  neutralidad  que  ha  profesado  i  prefesa 
aquella  potencia  entre  la  España  i  sus  antiguas  colonias. 

El  que  una  puteñuia  en  ciertas  circunstancias  de  guerra  ci- 
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vil,  no  envíe  ministros  diplomáticos  sino  consulares  a  una  de 
las  secciones  belijerantes,  o  no  envíe  talvez  ni  unos  ni  otros, 
es  un  argumento  negativo  que  prueba  mui  poco.  Lo  primero, 
porque,  para  el  caso  de  reconocer  una  soberanía,  lo  mismo  es 
en  , sustancia  enviar  cónsules  que  embajadores.  I  lo  segundo, 
porque  estas  medidas  de  circunspección  son  dictadas  por  miras 
de  conveniencia  i  no  de  derecho.  Una  potencia  se  abstiene  mu- 
chas veces  de  lo  que  le  os  perfectamente  lícito,  ¡jorque  cree 
que  con  esta  conducta  se  proporciona  algún  bien  o  se  evita 
algún  mal.  No  envía  misiones  diplomáticas  a  un  nuevo  estado, 
no  porque  las  obligaciones  de  neutralidad  se  lo  veden,  sino,  o 
porque  está  en  el  orden  de  su  política  tratar  con  cierto  disfavor 
a  un  pueblo  que  sacude  el  yugo  de  un  gobierno  antiguo;  o 
porque  teme  ofender  a  un  estado  poderoso  queexije  condescen- 
dencias indebidas^  pero  que  no  pueden  rehusarse  sin  aventurar 
algún  grande  interés  propio;  o  porque  se  desea  feriar  a  las 
nuevas  naciones  esta  especie  de  reconocimiento  a  trueque  de 
concesiones  costosas;  o  porque  se  juzga  la  existencia  del  nuevo 
orden  de  cosas  demasiado  débil  i  precaria,  o  por  otros  motivos. 
De  manera  que  en  este  punto,  como  dice  Kent,  la  cuestión  no 
rueda  sobre  si  se  puede  o  no  se  puede  en  justicia,  sino  sobre 
si  es  útil  o  nó;  i  en  esta  segunda  clase  de  cuestiones,  cada  cual 
juzga  como  le  parece,  i  no  es  responsable  de  su  juicio  a  los 
otros. 

Hemos  equiparado,  como  atribuciones  iguales  de  la  sobera- 
nía, la  de  acreditar  ministros  públicos  i  la  de  declarar  un  blo- 
queo, i  hemos  dicho  que,  si  se  puede  sin  ofensa  de  la  neutrali- 
dad reconocer  un  bloqueo,  se  puede  del  mismo  modo  admitir  un 
ministro.  Se  nos  opone,  en  primer  lugar,  que  el  bloqueo  solo 
influye  de  una  manera  indirecta  sobro  los  neutrales.  Pero 
¿puede  llamarse  indirecto  lo  que  habla  directa  i  aun  exclusiva- 
mente con  ellos?  Se  dice  que,  respetando  un  bloqueo,  no  hacen 
otra  cosa  los  neutrales  que  reconocer  la  facultad  que  ambos 
belijerantes  tienen  de  hacerse  la  guerra.  Es  cierto;  pero  este 
reconocimiento  envuelve  el  de  una  autoridad  competente  para 
hacer  la  guerra,  es  decir,  el  do  una  autoridad  que  ejerce  de 
hecho  la  soberanía.  I  si  respetando  un  bloqueo  se  recon<.;ce  que 
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neutral,  i  que  él  es  cu  casos  dudosos  el 
para  douidir  si  ha  empezado  a  cxiHtip  u 
pueda  entrar  eu  comuiiicadonea  de  go 
habiendo  existido  ha  terminado  su  cxii 
fácil  traxar  el  límitt!  rnatcinitiuo  en  que 
derecho.  ¿Cuál  es  el  número  preciso  d 
una  prescripción  entra  naciones?  No  se  1 
¿Nejaremos,  por  eso,  la  existencia  de  e 
sucedo  en  cuanto  a  la  porción  de  tcrritot 
tiCuye  la  soberanía.  En  cuestiones  de  esl 
no  pueden  hacer  otra  cosa  que  contemf 
juzgar  con  imparcialidad,  i  en  caso  do  d 
la  balanza  hacia  aquella  medida  quefac 
na  correspondeacia  entre  los  pueblos  i 
de  la  guerra. 

«Pero  dos  ejércitos  que  se  hacen  la  g 
pliegan,  i  por  consiguiente  no  ocupan 
porciones  de  territorio.» — Eso  sucede. 
civil,  sino  en  todas  las  guerras,  i  no  ha 
para  cortar  las  comunicaciones  entre  lo 
les. — «Si  los  neutrales  (se  nos  dice)  nad; 
pretensio'nea  sino  cun  la  posesión  real 
parte  de  territorio  que  se  ocupa  sea  con 
■ — Importa  mucho,  cuando  no  fuese  m 
subsistencia  aparente  de  la  posesión.  T 
que  es  el  derecho  do  comunicaciones  d 
que  una  cuadrilla  de  bandoleros  ocupe 
mer  en  ella,  como  que  una  sociedad  de 
citos,  dó  leyes,  i  «e  haga  obedecer  sobi 
de  territorio. 

Acerca  de  la  conducta  do  los  Estados 
de  don  Miguel,  si  con  ella  se  pretende 
cia  tiene  por  máxima  el  no  reconocer  ; 
no  está  en  posesión  de  todo  el  territorio 
buye,  creemos  que  la  historia  do  las  re 
contradice. — La  existencia  anterior  de 
en  Chile,  se  alegó  solamente  para  hacei 
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Veamos  ahora  en  cuál  de  los  dos  predicamentos  se  h 
jeneral  Orhcgoso  después  do  la  trasmisión  de  sus  facu 
extraordinarias  al  presidente  de  BolivJa,  por  bu  carta  aut 
de  8  de  Julio.  Sobre  este  particular,  no  puede  ser  mas  cl 
mas  expreso  el  documento  de  la  supuesta  cesión:  el  j 
Orbegoso  halda  allí  del  poder  supremo  quo  obtiene  i  i 
propone  dimitir  en  las  próximas  asambleas.  ¿Puedi 
jiaarse  que  el  jeneral  Orbeífoso,  si  no  estaba  en  delirio,  s 
pusiese  dimitir  en  las  próximas  asambleas  el  mismo  pod 
premo  que  en  atjuel  mismo  momento  abdicaba,  traspasí 
todo  entero  al  presidente  de  Bolívi»,  como  se  pretende 
salvar  esta  objeción,  que  nos  parece  fatal  i  decisiva,  se  s 
que  la  cesión  es  temporal,  esto  es,  que  el  jeneral  Orí 
depositó  en  el  cesionario  el  poder  supremo  para  reasi 
después,  Pero  eso  solo  bastaria  para  que  no  fuera  cesión 
jeneral  Orbegoso,  sino  delegación.  Solo  el  que  delegó 
sume;  el  que  cede,  abandona. 

No  solo  el  tenor  de  este  documento,  el  de  la  contestaci' 
jeneral  Santa  Cruz  también  manifiesta  a  las  claras  que  i 
taha  de  un  puro  mandato.  Acepto  el  encargo  que  mi 
fiáis....  Des/>ues  de  haber  desempeñado  una  misión  tt 
blime  como  benéfica,  mi  mayor  gloria  será  haber  lU 
fielmente  vuestra  confianza.  ¿No  es  este  un  lenguaje  ] 
i  característico  de  un  mandatario?  ¿Qué  es  encargo,  sino 
dato?  ¿I  qué  otra  cosa  es  viision? 

El  autor  do  Las  do.'i  legaciones  pretende  quo  el  j 
Orbegoso  entendió  trasmitir  por  ceder,  porque  trasmit 
gun  el  diccionario  de  la  acadomia,  es  ceder.  Pero  no  ha 
qué  recurrir  a  los  diccionarios  a  buscar  la  propiedad  rij 
de  una  palabra,  cuando  por  cl  contexto  de  un  docume 
maniliesta  la  significación  en  quo  se  toma.  El  verbo  tras 
no  es  técnico;  es  del  lenguaje  vulgar;  i  en  él  no  siempre 
iica  que  uno  se  despoja  de  lo  que  trasmite,  sino  solo 
comunica  con  otro.  Nada  es  mas  común  que  trasmití 
noticia,  que  as  simplemente  comunícar/a. 

Pero  hai  mas.  La  carta  de  8  de  julio  habla  solo  de  (s 
des  extraordinarias.  Es  visto,  pues,  (|ue  el  jeneral  Orí 
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OBSERVABA  POR  CHILK  CON  LOS  NEUTRALES  EN  LA  GUERRA 
CON  LA  CONFEDERACIÓN  PERÚ-BOLIVIANA 


Uno  de  los  efectos  mas  deplorables  de  la  guerra,  son  los  per- 
juicios que  ella  ocasiona  a  los  pueblos  neutrales  en  sus  rela- 
ciones con  las  naciones  belijerantes;  pero  a  esta  dura  condición 
tienen  que  someterse  todas  desde  que  esta  calamidad  aílije  a  la 
tespecie  humana.  El  derecho  de  ofender  a  nuestro  enemigo 
nos  autoriza  para  privarle  de  todos  los  medios  de  subsistencia 
i  de  comodidad  i  para  disminuirle  o  aniquilarle  sus  recursos; 
i  el  comercio  extranjero  que  le  proporciona  las  primeras,  i  que 
le  mantiene  los  segundos,  está  condenado  a  ser  en  todas  par- 
tes víctima  inocente,  pero  necesaria,  de  las  querellas  interna- 
cionales. 

Todo  lo  que  se  exije  en  esta  parte  de  una  potencia  que  está 
en  guerra,  es  la  fiel  observancia  de  los  principios  que  ha  fijado 
la  práctica  de  las  naciones  cultas.  Cuanto  este  comprendido 
en  la  órbita  que  ellos  abrazan,  es  un  derecho  de  cuya  ejecución 
no  pueden  quejarse  con  justicia  los  neutrales.  Chile  podia  líci- 
tamente haber  adoptado  en  su  contienda  con  el  jeneral  Santa 
Cruz  este  axioma  de  derecho,  sin  que  su  conducta  atropellase 
ningún  privilejio;  pero  la  moderación  de  su  gobierno  i  el  espí- 
ritu de  benevolencia  que  le  anima  hacia  los  pueblos  que  com- 
ponen la  confederación,  le  lia  hecho  disminuir  considerable- 
mente los  males  de  la  guerra  respecto  de  los  subditos  del 
enemigo,  i  no  ha  querido  manifestar  menos  desprendimiento 
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ni  filantropía  respecto  do  lus  subditos  tie  los  gobiernos  que 
viven  con  ól  cu  relaciones  de  paz  i  «le  amistad.  La:i  reglas  que 
so  ha  propuesto  soguir,  son  las  siguientes: 

1.'  Las  propicilades  neutrales  serán  respetadas  bajo  cual- 
quiera bandera;  i  sin  embargo  del  derecho  que  el  tratado  de 
IG  de  mayo  de  1832  con  los  Estallos  Unidos  de  America  con- 
fiere a  la  república  do  Chile  para  condenar  como  buena  presa 
las  propiedades  americanas  bajo  pabellón  enemigo,  el  comer- 
cio do  los  Eslatlos  Unidos  gozará  en  este  punto  de  aquellas 
inmunidades  que  el  de  las  naciones  que  siguen  una  regla  con- 
traria. 

2."  La  bandera  neutral  cubrirá  la  propiedad  enemiga,  i  se 
obseVvará  esta  regla  aun  respecto  de  las  naciones  que,  como  la 
Gran  Bretaña,  no  reconocen  este  principio. 

3.'  Todo  buque  neutral  podrá  comenñar  libremonle  do  cual- 
quier puerto  de  la  costa  enemiga  a  cualquier  puerto  nacional 
o  amigo,  de  cualquier  puerto  nacional  o  amigo  a  cualquier 
puerto  de  la  costa  enemiga,  i  de  cualquier  puerto  de  la  costa 
enemiga  a  cualquier  puerto  do  la  misma.  (Se  entiende  salvo  el 
caso  dtí  bloqueo  i  el  de  contrabando  de  guerra.) 

4,*  No  .se  tendrán  por  contrabando  de  guerra  otros  efectos 
que  los  comprendidos  en  la  enumeración  del  artículo  lí  del 
tratado  entre  esta  república  i  los  Estados  Unidos  do  América. 
Las  reglas  prescritas  por  los  artículos  lo  i  16  dol  mismo,  se 
harán  extensivas  a  todos  los  pabellones  neutrales. 

5.'  Llegado  el  caso  de  declararse  una  plaza  o  puerto  en  es- 
tado de  bloqueo  (que  deberá  ser  siempre  efectivo),  se  dará  no- 
tificación especial  a  cada  buque  neutral  de  los  que  so  presenten 
a  la  vista  de  dicha  plaza  o  puerto,  para  que  respeten  el  blo- 
queo; i  solo  en  caso  de  no  detener.se  a  la  señal  de  llamada  i  do 
seguir  a  pesar  da  ella  dirijióndoso  al  puerto  bloqueado,  o  en 
caso  de  intentar  romper  el  bloqueo  después  do  la  notificíteion 
especial,  so  lo  aprehenderá  para  la  competente  adjudicación 
por  un  tribunal  do  presas,  Pero  no  será  necesaria  la  notifica- 
ción especial  oon  respecto  a  los  buques  quo  la  hayan  recibido 
on  forma  en  un  puerto  chileno,  es  decir,  llevándola  escrita  en 
sus  papeles  de  mar.  Las  reglas  prescritas  para  los  casos  do 
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bioqiico  por  él  artículo  17  de  nuestro  tratado  con  los  Estados 
Unidos  de  América,  se  harán  extensivas  a  todos  los  pabellones 
ncutrafes. 

No  puedo  darse  mayor  liberalidad  do  conducta.  Las  mismas 
I^otciicias  que  con  tanto  toson  han  negado  el  principio  de  que 
til  pabellón  cubre  la   mercadería,  tienen  por  esta  declaración, 
que  se  hizo  oficialmente  a  los  ajentos  extranjeros,  libertad  para 
protejer  con  su  bandera  las  propiedades  enemigas,  sin  que  el 
uso  de  este  derecho  perju  lique  a  los  neutrales  que  so  hallen 
a  bordo  de  buques  enemigos,  ni  aun  perteneciendo  a  los  Esta- 
dos Unidos,  con  cuyo  gobierno  esta  expresamente  estipulado 
lo  contrario.   Pero  nada  mas  honroso  a  la  administración  chi- 
lena que  la  regla  establecida  con  relación  al  bloqueo.   La  difi- 
cultad de  probar  la  ignorancia  o  el  conocimiento  de  él,  ha  dado 
lugar  a  frecuentísimas  disputas  sobre  la  lejitimidad  de  las  pre- 
sas, i  ha  sido  manantial  perpetuo  de  abusos,  tanto  de  las  po- 
tencias belijerantcs,  como  de  las  neutrales,  que  por  el  cebo  del 
interés  han  querido  burlar  los  derechos  de  aquéllas  a  interrumpir 
el  comercio  con  los  enemigos.  Esta  dificultad  desaparece  con  la 
qtnnta  regla  establecida  por  el  gobierno  de  no  reconocer  vio- 
lación de)  bloqueo,  sino  en  las  naves  que  no  se  detengan  a  la 
señal  de  llamada  i  sigan  dirijiéndose  al  puerto  bloqueado,  o 
en  las  que  quieran  verificíir  su  entrada  después  de  haber  reci- 
bido la  notificación  de  la  fuerza  bloqueadora,  o  llevándola  escrita 
en  sus  papeles  de  mar.   Esta  benéfica  declaración  aleja  de  los 
neutrales  hasta  la  mas  lijera  sombra  de  recelo  de  que  sus  pro- 
piedades padezcan  perjuicios  que  no  sean  debidos  exclusiva- 
mente a  la  imprudencia  de  los  dueños;  pues  establecida  una 
regla  fundada,  no  en  conjeturas,  muchas  veces  dictadas  arbi- 
trariamente por  el  interés,  sino  en  hechos  que  no  están  sujetoa 
a  cuestión,  no  puede  haber  lugar  a  ningún  jénero  de  vejacio- 
nes contra  el  negociante  que  trafique  de  buena  fe  i  respete 
escrupulosamente  los  derechos  de  las  naciones  con  quienes 
tiene  su  tráfico. 

Esta  es  la  política  que  observa  con  los  extranjeros  el  gobier- 
no de  Chile,  que,  sin  prostituirse  con  lisonjas  innobles  a  las 
plantas  de  los  últimos  ajentes  de  las  naciones  amigas,  conce- 
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(le  al  comercio  de  ellas  franquicia^)  realea  i  g-arantía»  sáliilas, 
que  constituyen  ios  verdaderos  tcstinnonios  de  amistad.  Veamas 
lo  que  hace  el  jeneral  Santa  Cruz  a  este  respecto,  sin  embargo 
de  los  elojios  ridiculos  i  tiuniildcs  con  que  se  complace  en  li- 
sonjear a  los  representantes  de  los  gobiernos  neutrales,  i  sobre 
todo  a  ios  de  las  grandes  potencias.  Los  decretos  de  lo  de  no- 
viembre i  9  de  febrero,  contienen  la  declaración  de  su  política 
sobre  la  materia.  El  uno  corta,  durante  las  hostilidades,  todo 
comercio  con  esta  república  ¡lor  lo  que  bace  a  nuestros  produc- 
tos naturales  i  fabriles,  i  prohibe  la  introducción  de  ellos  en 
los  pueblos  peruanos  bajo  cualquiera  pabellón,  so  pena  de  ser 
embargados  i  detenidos  i  de  estar  sometidos  a  todas  las  con- 
secuencias del  embar^^o.  El  otro  prohibe  toda  comunicación 
con  Chile  i  condena  a  ser  tratados  como  contrabandistas  a  toda 
ciase  de  bu(|ues  que,  pasados  los  términos  que  se  fijan,  se 
presenten  en  loa  puertos  de  la  Confederación  después  de  haber 
tocado  en  los  de  Chile. 

A  esto  se  reducen  en  la  práctica  los  encantadores  discursos 
de  amistad  i  de  moderación  para  con  las  naciones  extranjeras. 
No  solo  las  personas  de  los  enemitjos  son  objeto  de  la  indif;- 
nacion  del  Protector:  lo  son  hasta  las  cosas  inanimadas,  con 
tal  que  tengan  oríjen  en  el  mismo  pais  del  adversario  que  le 
hace  la  guerra,  i  lo  son,  sea  cual  fuere  el  propietario,  sea  cual 
fuere  la  bandera.  El  pecado  no  está  en  el  duefio  de  los  frutos; 
está  en  los  frutos  mismos;  i  sin  mas  motivo  que  ser  chileno,  el 
trigo,  iK>r  ejemplo,  atrae  sobre  sí  las  providencias  hostiles  del 
Facilicador,  aunque  un  francés,  un  ingles,  o  un  norte-ameri- 
cano, i  no  el  trigo,  ni  el  jiaís  en  donde  fué  producido,  sufran 
las  consecuencias  do  la  hostilidad.  Las  naciones  amigas  que 
tienen  en  los  estados  del  Pacificador  intereses  do  magnitud, 
han  de  renunciar  forzosamente  a  su  custodia  i  a  su  fomontoi 
porque,  entre  los  delirios  do  la  omnipotencia  del  jeneral  Santa 
Cruz,  entra  el  cortar  toda  especie  de  comunicaciones  de  los  ne- 
gociantes neutrales,  no  \wc  los  medios  que  autoriza  el  derecho 
respecto  do  ciertos  i  determinados  puntos  i  en  ciertos  i  deter- 
minados casos,  sino  por  medio  de  una  providencia  absoluta 
i  arbitraria:  por  medio  de  un  doble  bloqueo  que  abraza  tas 
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costas  de  Chile,  Bolivia  i  el  Perú;  por  medio  de  un  bloqueo, 
que  es  verdaderamente,  no  contra  el  enemigo,  sino  contra  los 
subditos  propios,  i  contra  los  pueblos  neutrales;  por  medio  de 
un  bloqueo,  que  solo  puede  existir  en  la  política  i  en  los  prin- 
cipios del  gabinete  protectoral,  cuyo  derecho  internacional  está 
reducido,  como  el  derecho  interior,  a  los  infantiles  caprichos 
i  veleidades  del  jefe  de  la  Confederación. 

Estos  antojos  del  Pacificador  manifiestan  lo  que  pueden  es- 
perar de  su  gobierno  las  mismas  naciones  hacia  cuyos  ajenies 
»e  doblega  con  una  humildad  que,  si  es  indigna  de  cualquier 
poder  supremo,  deberia  serlo  mucho  mas  del  que  aturde  al 
universo  con  la  exajeracion  de  su  propia  importancia.  Mas  cua- 
lesquiera que  sean  en  este  punto  los  deseos  del  jeneral  Santa 
Cruz,  creemos  que  decretos  de  esta  naturaleza,  i  particular- 
monte  como  el  segundo,  no  pa.sarán  de  la  esfera  de  deseos. 
Los  gobiernos  neutrales  no  pueden  reconocer  absurdos  seme- 
jantes, porque  no  pueden  reconocer  nada  que  perjudique  a 
sus  intereses  contra  los  principios  del  derecho,  ni  negar  a  un 
belijerante  la  autoridad  que  otorguen  a  otro.  ¿I  qué  sería  del 
comercio  neutral  hasta  Tumbez,  si  la  conducta  del  jeneral 
Santa  Cruz  no  fue.se  refrenada  por  la  oposición  de  los  mismos 
contra  quienes  se  dirijo  la  hostilidad?  Probablemente  las  pro- 
videncias do  que  hemos  hecho  mención  habrán  producido  ya 
en  Lima  mui  serias  reclamaciones,  ¿i  quién  sabe  si  acaso  se 
habrá  convenido  en  que  no  existan  sino  en  el  papel?  a  no  ser 
que  los  ajentes  neutrales  no  se  hayan  decidido  a  abrazar  otro 
partido  a  que  provocan  las  medidas  de  aquel  gabinete:  el  des- 
precio. 

^Araucano,  año  de  1837.) 
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I 

Días  há  que  circulan  rumores  de  una  pretendida  mediación 
de  Chile  entre  la  Francia  i  la  República  Arjentina.  No  es  nues- 
tro ánimo  refutarlos,  reduciendo  los  hechos  a  su  justa  expre- 
sión. Llegará  el  dia  en  que  el  público  pueda  juzgar  de  ellos 
por  medio  de  datos  auténticos.  Por  ahora,  nos  ceñiremos  a  ha- 
cer algunas  observaciones  sobro  los  artículos  de  El  Mercurio 
<le  Valparaíso,  en  que  se  ha  consignado  i  comentado  con  tan- 
to calor  esta  especie. 

Los  que  propagan  esos  rumores  no  manifiestan  mucho  co- 
nocimiento del  orden  que  jencralmente  se  sigue  cuando  una 
potencia  trata  de  interponerse  como  mediadora  en  las  desave- 
nencias de  otras.  Una  mediación  no  puede  efectuarse  sin  la 
previa  aceptación  de  los  gobiernos  interesados.  Los  ajentes 
franceses  residentes  en  Montevideo  no  reconocerían  a  un  en- 
viado chileno  como  ministro  mediador,  sin  precedentes  ins- 
trucciones de  su  corte.  Si  Chile,  pues,  hubiese  querido  mediar 
(en  lo  que  podemos  asegurar  a  nuestros  lectores  que  no  so  ha 
pensado  hasta  el  dia,  porque  nuestro  gobierno  conoce  dema- 
sía lo  la  línea  de  circunspección  i  modestia  que  su  posición 
política  le  prescribe),  el  primer  paso  lK\]>ria  sido  propo- 
nerlo formalmente  al    gobierno   francés.    Ahora   bien;  a  la 


raneta,  jcuáiito  tiempo  pasa- 
orioa  (!e  Cliilc  produjesen  el 
[lente  probahlc  (|uo  llogasen 
rda  presunción  de  semejante 
que,  dispuesto  a  aceptar  una 
de  la  Oran  Bretafin,  por  ra- 
,  i  sobre  todo,  por  liabérsele 

so  el  créJito  que  merecen  los 
r  tío  barato  que  sean  veraces 
sntoa  de  El  Mercurio  contra 
Jo  relaeiones  exteriores,  con- 
ilc  ha  ofrecido  su  mediación 
entina. 

ibarazados  de  las  declamacio- 
rio  los  ha  envuelto  para  en- 
itos  capítulos:  1."  ilegalidad  o 
Juan  Manuel  Rosas;  2.°  de- 
mismo  gobierno  a  la  nación 

:obicrno  de  Chileno  es  juez 
política  interna  de  los  otros 
ts  que  han  emulado  constante- 
repúblicas  vecinas,  ai  se  en- 
Iguno  entro  los  federales  i  loa 
las.  Chile  no  ve  en  ellas  fede- 
nos.  La  autoridad  que  manda 
:ho  que  Chile  no  puede  menos 
locido,  no  solo  por  Chile,  sino 
lidos  de  América,  el  Brasil  i 
13  i  americanos  que  comuní- 
s  repúblicas,  exceptuando  la 
la  guerra  a  Buenos  Aires.  La 
Id  de  ofrecer  la  mediación  do 
,  misma  está  dispuesta  a  tratar 
ia  sin  duda  una  mano  amiga, 
omandas.  No  hallamos,  pues. 
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ninguna  razón  para  ol  entredicho  en  que  El  Mercurio  quiere 
poner  a  Chile  con  un  gobierno  que  está  tiempo  liace  en  pose- 
sión (lo  la  autoridad  suprema,  i  a  quien  las  otras  naciones, 
con  una  sola  excepción,  o  reconocen,  o  no  le  rehusan  sus  an» 
teriores  relaciones  de  amistad  sino  por  causas  accidentales  que 
no  tienen  nada  que  ver  con  la  permanencia  de  la  administra- 
ción del  jcneral  Rosas. 

Pero  esas  comunicaciones  de  Chile  con  Buenos  Aires,  esa 
mediación  (dice  El  Mercurio)  fortifica  al  jeneral  Rosas  i  daña 
al  partido  unitario.  Es  decir  que,  en  obsequio  del  partido  uni* 
tarío,  debemos  adoptar  una  conducta  singular,  opuesta  a  la  de 
los  otros  países,  i  en  abierta  contradicción  con  los  principios 
que  Chile  ha  profesado  hasta  ahora;  o  en  otros  términos,  que, 
cuando  en  un  pueblo  hai  un  partido  depuesto,  un  partido  vio- 
lento de  oposición,  no  debemos  cultivar  relaciones  con  la  au- 
toridad que  existe  de  hecho,  para  no  perjudicar  al  partido.  Pero 
la  pretcnsión  do  El  Mercurio  no  es  solo  que  nos  pongamos  en 
incomunicación  con  el  gobierno  de  Buenos  Aires,  para  no  dar 
que  sentir  a  los  unitarios,  sino  que,  a])razando  los  intereses 
momentáneos  de  ese  partido,  echemos  a  un  lado  la  causa  de  la 
nación  arjentina.  Porque,  si  la  mediación  que  «e  critica  exis- 
tiese, ¿a  qué  so  dirijiria?  A  la  cesación  de  un  estado  de  cosas 
que  pudiera  terminar  en  el  bombardeo  do  Buenos  Aires,  en 
la  ruina  do  una  ciudad  que  os  la  gloria  de  la  federación  arjen- 
tina i  do  la  América,  en  la  (lestru(;cion  de  muí^has  vidas  i  de 
cuantiosos  caudales  arjentinos,  en  la  ocupación  permanente 
de  una  parte  del  territorio  arjentino  por  una  potencia  europea. 
Empeñada  una  vez  la  guerra,  ¿quión  será  capaz  de  calcular 
sus  coiitinjencias,  o  las  vicisitudes  políticas  que  pueden  influir 
en  las  condiciones  de  la  paz,  con  que  se  ponga  término  a  ella? 
I  al  ver  amenazada  de  tamaños  peligros  la  nación  arjentina, 
¿übrariabien  un  gobierno  sur-americano,  que,  pudiendo  tentar 
algún  medio  de  prevenirlos,  permanecióse  en  fria  inacción, 
para  que  un  partido  sacase  ventajas  de  las  desgracias  nacio- 
nales? 

Poro  ol  jeneral  llosas  (dice  El  Mercurio)  va  a  caer,  i  los 
hombros  que  deben  rcenii)lazarle   harán  justicia  a  la  Francia. 


Íi2  DKItBCHO  INTBHNACluNiL 

¿I  esa  esperanza,  tantas  veces  Trustrada,  nos  autorizaría  para 
agiianlar  en  supina  indolencia  el  desenlace  de  una  cuestión 
que  puede  acarrear  males  gravísimos  a  todas  las  reinildicaa 
sur-americanas?  La  mediación  chilena,  por  otra  parte,  nada 
inflairia  en  ia  situación  reciproca  de  los  partidos.  Si  los  uni- 
tarios estuviesen  tan  cercanos  a  su  triunfo,  como  lo  pinta  El 
Mercurio,  triufarian  sin  que  la  mediación  chilena  los  opusiese 
ol  menor  eiiiljarazu. 

El  segundo  capítulo  a  que  se  refieren  los  argumentos  do  El 
Mercu7'io,  es  todavía  mas  débil.  Sean  ciertos  en  hora  buena 
los  desaires  i  agravios  que  se  dice  ha  recibido  Chile  de  la  ad- 
ministración (leí  jeneral  Rosas.  Tanto  mas  noble  i  jcnerosa 
sería  la  conducta  de  nuestro  Robierno,  si  acallando  resenti- 
mientos, i  atendiendo  solo  al  estado  presente  de  la  nación  ar- 
jentina,  hiciera  cuanto  estuviese  de  su  parte  para  restituirla  al 
bienestar  i  a  la  paz,  aun  siéndole  necesario  para  ello  entender- 
se con  la  administración  ofen.sora.  ¿Qué  se  diria  do  los  senti- 
mientos de  un  homhre  que,  viendo  a  un  hermano  en  peligro, 
i  presentándosele  un  medio  de  salvarle,  escojiese  este  momento 
para  vengarse  de  las  ofensas  de  sus  ajenies,  i  le  volviese  la 
espalda*  ¿I  cuánto  mas  criminal  i  desatentada  pareccria  su 
conducta,  si  en  la  suerte  de  su  hermano  se  interesase  la  suya 
propia  i  la  de  una  numerosa  familia? 

El  Mercurio  nos  amenaza  también  con  la  mala  voluntad 
de  los  unitarios  cuando  ejerzan  el  poder  supremo.  Este  ar- 
gumento ad  terrorein  os  el  mas  miserable  de  todos.  Cualquier 
gobierno  racional  í  justo  que  mande  en  Buenos  Aires,  juzgará 
de  los  hechos  por  datos  .seguros,  no  por  hablillas  vulgares,  i 
no  podrá  menos  de  ver  en  ellos  una  muestra  de  la  lealtad  ilc 
la  administración  chilena,  de  su  relijiuso  respeto  a  la  inde- 
pendencia de  sus  vecinos,  i  del  cuidado  escrupuloso  con  que  se 
ha  abstenido  i  se  abstiene  do  mezclarse  en  sus  ne<í.)cios  inter- 
nos. A  los  unitarios,  partido  de  oposición,  seria  grata  en  las 
repúblicas  limítrofes  la  conducta  que  recomienda  El  Mercurio; 
los  unitarios,  mandando,  la  mirarian  bajo  muí  diferente  aspec- 
to. Dado  caso  que  Chile  adhiriese  a  sus  antiguos  principios 
con  demasiado  escrúpulo,  esa  excesiva  rijidez  sería  a  los  ojos 
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(If  los  (jol)ierii03  vecinos  unagaranlíadectrounBpecci 
na  fe,  que  daría  mas  precio  a  su  amistuct. 

¿Qué  significan,  pues,  en  sustancia,  los  consojos  < 
Mercurio  al  ministerio  de  relacionos  exteriores  ile  C 
sacriOquo  la  causa  de  la  nación  arjentína  al  interés  d 
tariofl  arjentinos;  quu  contemple  tnimiuilo  la  ruina  i 
Aiics  para  qun  sobre  sus  escoinbroa  se  levante  un  pa 
se  aproveche  Je  este  momento  para  vengar,  en  la  sa 
lágrimas  de  la  nacicm  arjontína,  loa  desaires  de  su 
traclon  federal;  que  so  granjee  en  el  partido  unitari 
I)ulandad  erimera,  en  vez  de  labrarse  títulos  sólidos 
ros  a  la  confianza  de  todos  los  gobiernos  vecinos, 

liemos  hecho  a  El  Mercurio  tudas  las  concesiones 
Pero  protestamos  desde  ahora  contra  cualesquiera  c 
cias  que  quisiesen  deducirse  de  la  liberalidad  con  q 
tratiido  la  cuestión;  i  declaramos  solemnemente  qu 
muí  lejos  de  reconocer  la  exactitud  o  la  verdad  do  I 
que  El  Mercurio  aleja.  Si  no  bemos  disputado  ni 
ellos,  no  es  porque  nos  faltasen  fundamentos,  sino 
hemos  creído  superHuo  para  demostrar  que  la  cond 
íM  aconsejíji  no  sería  justa,  ni  prudente,  ni  decorosa. 

11 

No  estando  to.Iavia  en  posesión  de  las  razones  ci 
Mercurio  do  Valparaíso  se  propone  impugnar  las  (| 
vertido  en  nuestro  último  número,  sobre  el  asunto  ■ 
tendiJa  iiiodiacion  chilena  en\.n:  la  Francia  i  LVací 
nos  venios  reducidos  por  ahora  a  fijarnos  en  uno  que 
to  de  lúa  que  ha  tocado  aquel  periólieo  en  t^u  núm 
entresacando  aquéllos  que  nos  ¡larecen  calculados  i 
nacer  ideas  erróneas  sjhre  el  tono  i  espíritu  de  nuest 
so  anterior. 

Solo  por  una  nimia  irritabilidad  puede  hallarse  en 
El  Mercurio  caracteriza  de  ar/ria  provocación.  Si 
clio  de  atribuir  a  nii  escritor  ideas  falsas,  argumente 
principios  absurdos  o  peligrosos,  hubiese  de  inferi 
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le  atribuyen  también  sentimientos  perversos  o  anti-patrióti- 
co/3,  adiós  discusiones  políticas.  Toda  controversia  de  esta  es- 
pecie se  convertiría  luengo  en  una  polémica  de  injurias,  tan 
indt?cente  para  Ion  contendores,  como  estéril  i  fastidiosa  para 
el  público;  a  lo  menos  para  un  público  culto  i  moral,  que 
busca  en  las  producciones  do  la  prensa  liechos  interesantes  o 
ideas  útiles,  i  no  un  cebo  a  la  malignidad. 

Nos  acusa  también  El  Mercurio  de  haber  hecho  tardias 
declaraciones  sobre  una  materia  en  que  empezaron  a  ocupar- 
se hace  un  mes  sus  columnas.  A  nosotros  nos  pareció  que  los 
rumores  de  mediación  se  refutaban  por  sí  mismos;  i  solo  en 
vista  de  lo  que  inculcaba  aquel  periódico  dia  por  dia  i  semana 
por  semana  sobre  la  mediación^  nos  resolvimos  a  responder 
algo  prematuramente  a  sus  interpelaciones,  declarando  desdo 
luego  que  no  n©s  proponíamos  refutar  los  tales  rumores  ni 
reducir  los  hechos  a  su  justa  expresión^  i  anunciando  que 
llegaría  la  época  en  que  el  público  pudiese  juzgar  de  ellos 
por  medio  de  datos  auténticos,  Pero,  si  hai  hechos  que  redu- 
cir a  su  justa  expresión,  si  hai  hechos  sóbrelos  cuales  se  ofre- 
ce exhibir  datos  auténticos  algún  dia,  «claro  es  (dice  El  Mer- 
curio) que  algo  ha  habido;» que  de  algo  se  ha  trabado;  que  las 
noticias  no  han  sido  solamente  rumores;  que  la  mediación 
no  ha  sido  pretendida. y^  Permítanos  El  Mercurio  que  lo 
contestemos  que  ese  modo  de  deducir  consecuencias  no  hace 
mucho  honor  a  su  lójica.  ¿Conque,  si  las  noticias  que  corrie- 
ron sobre  ese  algo  de  que  se  trató,  adolecían  de  exajeracion  i 
error,  no  serán  rumores,  i  lo  que  es  peor,  rumores  falsos  i 
mentirosos?  ¿Conque,  si  hai  hechos,  es  preciso  necesariamen- 
te que  sean  hechos  de  una  especie  i  carácter  particular?  A  vista 
de  este  modo  de  raciocinar,  no  extrañamos  que  se  deduzca  de 
nuestras  observaciones,  no  solo  que  existió  el  proyecto  de  me- 
diación, sino  que  el  ministerio  de  relaciones  exteriores  lo  pro- 
puso, i  tuvo  ademas  mucho  emj>eño  en  llevarlo  a  efecto.  Con 
semejante  lójica,  no  hai  principio  de  que  no  puedan  sacarse 
todas  las  consecuencias  imajinables. 

Hemos  dicho  (i  lo  repetimos)  que  toda  mediación  proyectada 
por  la  república  de  Chile  hubiera  debido  proponerse  a  los  dos 
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gobiernos  interesados,  i  solo  con  su  previa  aceptación  hubie- 
ra podido  llevarse  a  efecto.  Esta  es  la  regla  jeneral;  i  no  te- 
nemos noticia  de  un  solo  hecho  que  la  contraríe.  Adivinar  que 
los  ajenies  franceses  en  Montevideo  hayan  sido  autorizados 
por  una  anticipada  delegación  para  admitir  ministros  media- 
dores, es  adivinar  mal,  porque  es  adivinar  contra  los  princi- 
pios, contra  todas  los  probabilidades.  La  interposición  del. 
comodoro  Nicholson,  a  que  alude  El  Mercurio^  fué  la  de  un 
individuo  privado;  digno  ciertamente  de  todo  respeto,  pero  que 
obraba  espontáneamente  i  sin  atoridad  de  su  gobierno.  Repeti- 
mos también  que  la  Francia,  suponiéndola  dispuesta  a  una  me» 
diacion,  preferiria  la  de  la  Gran  Bretaña,  que,  prescindiendo  de 
otras  razones,  habia  sido  ofrecida  primero.  Si  a  esta  primera 
oferta  se  hubiese  contestatlo  con  una  negativa  absoluta,  el  ad- 
mitir la  de  otro  estado  hubiera  sido  una  inconsecuencia  en 
cierto  modo  injuriosa,  que  no  puede  presumirse  a  vista  de  las 
relaciOHes  estrechas  que  ligan  a  los  dos  gobiernos,  i  sobre  todo 
a  vista  de  la  buena  voluntad  con  que  la  Francia  acojió  los 
oficios  concihatorios  de  aquel  gabinete  en  la  cuestión  mejica- 
na. Si  la  negativa  so  fundaba  en  alguna  consideración  momen- 
tánea, nada  era  mas  natural  que  reasumir  las  negociaciones 
sobre  esta  materia,  luego  que  variasen  las  circunstancias.  I 
esto  parece  que  es  efectivamente  lo  que  ha  sucedido.  Cuando 
se  interpuso  por  la  primera  vez  la  Gran  Bretaña,  se  acababan 
do  dar  nuevas  instrucciones  a  los  ajentes  franceses  sobre  bases 
mas  liberales  que  las  anteriores;  i  la  Francia  creyó  que  ellas 
bastaban  para  el  pronto  i  satisfactorio  arreglo  de  las  desave- 
nencias con  Buenos  Aires.  Frustrada  esta  esperanza,  era  tan 
natural  que  la  Gran  Bretaña,  aguijoneada  sin  cesar  por  los 
clamores  de  la  clase  mercantil,  renovase  el  ofrecimiento  de  su 
mediación,  como  que  la  Francia,  que  habia  debido  a  ella  su 
avenencia  con  Méjico,  se  apresurase  a  acojerla. 

No  tenemos  tiempo  para  extendernos  mas  sobre  esta  mate- 
ria. Pero  no  podemos  dejar  la  pluma  sin  rebatir  la  imputación 
que  nos  hace  /L7  Mercurio,  de  atribuirle  expresiones  do  quo 
no  ha  hecho  uso.  ¿Será  necesario  advertirle  que  hai  signos  ti* 
pográficps  destinados  especialmente  a  las  palabras  o  frasesr 
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3omo  pertonccieiik's  al  texto  materia!  de  un  es- 
Id  estos  signos,  ha  ileijido  creer  que  presentába- 
expresiones  iromo  un  resumen  de  las  suyas,  (jue, 

una  muilituil  de  artículos,  Imcian  cniliarazosala 
ra  reproducirse  a  la  letra  huliicran  ocupado  irine- 

mucho  espacio.  Pruebe  El  Mercurio  que  le  he- 
lo mal,  que  no  hemos  sabi<Io  resumir  sus  di-s- 
í  hemos  atribuido  opiniones  que  no  sen  las  suyas. 

su  propósito  sin  necesidad  de  aerlminaeioiies, 
n  hacerse  de  buena  fe  por  el  que  conoce  las  for- 
onalos  de  las  discusioncít  que  se  conducen  por  la 

III 

damcnto  de  las  defensas  quo  nos  opone  El  Mcrcu- 
ue  lo  que  nosotros  hemos  llamado  partido  unita- 
icton  a  que  no  ha  sido  nuestro  ánimo  li^ar  ningún 
rioso,  porque  no  nos  ha  pasado  por  el  pensa- 
rnos en  las  cuestiones  internas  de  nuestros  vcci- 
i  verdaderamente  toda  la  nación  arjentina;  que 
leias  arjentinas  no  hai  dos  partidos,  porque  en 
1  entera  está  do  un  lado,  i  un  verdugo,  rodeado 
1  sayones,  dei  otro;  etc  ,  etc.  Este  es  el  estribillo 
strofas  de  El  Mercurio;  éste  el  atrincheramiento 
irapeta  contra  todos  los  ataques  po-sibles,  Pero 
El  Mercurio  que  esas  hipérboles  orientales,  a 
ajcrar  la  importancia  numérica  <le  los  hombres 
atiza,  presenlan  a  la  nación  arjentina  como  una 
a;la  de  animales  imbéciles,  que  aun  con  la  coo- 
n  estíido  vecino  i  del  bloqueo  no  acierta  a  sacudir 
;  puñado  de  hombres?  ¡1  qué  hombres!  Hegun  El 
i  que  componen  el  gobierno  de  Buenos  Aires  no  lie- 
íe  prestijio,  reúnen  todos  los  vicios  i  se  han  hecho 
los  crímenes  imajiíiablcs-  lió  aquí,  pues,  un  fe- 
nprensile,  a  quo  no  se  halla  ningún  paralelo  en 
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itiilo  común  a  las  cxnjc 
0.1  que  _soIo  lia  querid 
»linini.stradon  de  Biiem 
fiayupia  del  puuhlo  arjei 
lo  niéiios   iiiklíjible.  Ei 

en  la  «rena  de  los  deba' 
la,  que  no  haya  preter 
í  ha  sido  el  lenguaje  i 
en  cl  mundo.  I,  como 
credenciales  ni  títulos, 
ttribuirso  esta  implícita 
)ara20  ¿Qué  hará,  pues, 
1  contradictorias  que  ba 
divorsoH  bandoa  de  un 
amihtad  i  comercio?  ¿Ni 
lodir  sna  Tuerzas,  quo  d 
bles  de  los  ciudadanos 
•ifiun  los  corazones,  i  f 
reíales  i  los  enemigos  d» 
in  este  examen  ¿(¡uéji 
Ninguno.  La  regla  qui 
ca  racional:  mirar  al  . 
rcsentanfedo  la  nación. 
cto  no  lo  »crá  muchas  V' 
imputables  laa  consec 
que  todos  siguon,  porq 
:  to<los;  i  si  alguien  debí 
IX  na::ioñ  quo  tolera  un  q 

9. 

Robíenio  de  Buenos  Ain 
>n  arjeutina,  como  lo  es 
i,  para  el  de  loa  Estado 
lil,  para  el  del  Perú,  pa 
B  juzgar  sobre  los  negoc 
le  la  Plata,  i  tratando  ce 
bcdiencía,  Chite   no  hs 
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rincipios  de]  deroclio  público  universal', 
rciiriq  caliíicii  de  tcorían,  porgue  este  es  el 
[llamadores,  cuando  se  Ich  oponen  razones 
:ipius  <]iio  tienen  unu  doble  impurt^inciu 
)  necesario  mirarlos  con  un  respeto  par- 
sible  fuera)  suiícrstitioso,  como  que  sin 
le  destrozan  a  las  nnevas  república»,  dn- 
i¡l»Ie3  pretextos  a  la  ambición,  para  inter- 
icipíos,  en  fin,  que  Cbile  ha  profesado 
on   gloria  en  la  pagada  contienda  con  el 

un  efecto  do  inadvertencia,  ha  citado  l;i 
?a  la  Confederación  Perú-Boliviana  como 
I  a  su  causa.  Pero  la  inoportunidad  de  esla 
able.  Chile  trató  constantemente  a  Santa 
1  de  Dolivia,  i  no  dejó  de  darle  este  titulo 
le  declarado  la  guerra.  Si  Santa  Cruz  hu- 
asar  ol  Desaguadero  con  sus  tropas,  i  cu 
to  d©  la  Confederación  Perú-Boliviana, 
la  paz  con  él,  i  la  hubiera  cultivado  con 
¡ue  han  sido  siempre  características  de  su 
[uella  una  cuestión  de  política  interna, 
ervenido  como  pacificador  en  los  distur- 
alió  de  esta  investidura  para  conquistar 
i  Dolivia,  para  comjwnercon  los  dos  un 
í  a  ser  el  arbitro  supremo  bajo  formas  que 
■ación  mas  que  e!  nombre.  Chile  interví- 
■fcctos  de  una  intervención  anterior,  mar- 
iialcs  posil)lffj  de  ilegalidad  i  violencia. 
no  intervenir  en  los  neíjocios  domésticos 
jrincipio  de  derecho  internacional,  la  fa- 
m  las  armas  a  semejante  intervención, 
9  hechos  mismos  revelan  que  se  ha  cm- 
rvieso  de  instrumento  i  disfraz  a  un  es- 
otro principio  do  derecho  público  tan 
como  que  sin  é]  carecería  de  sanción  el 
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Las  naciones  extranjeras  reconocieron  la  Confederación  Pe* 
rú-Boliviana,  dice  El  Mercurio,  i  no  por  eso  dejó  Chile  do 
mirarla  como  ilejítima  i  de  hacerle  la  guerra.  Si  hubiéramos 
dicho  (fue  no  podíamos  declarar  la  guerra  a  Buenos  Aires 
porque  su  gobierno  era  reconocido  por  las  naciones  extranje- 
ras, hubiera  sido  a  propósito  la  comparación.  Pero  no  hemos 
dado  motivo  para  que  so  nos  atribuya  tan  torpe  dislato.  Para 
poder  hostilizar  a  un  estado  extranjero,  no  es  del  caso  que  otros 
estados  le  reconozcan  i  vivan  en  paz  con  él.  Para  lo  que  im- 
porta ese  reconocimiento,  es  para  saber  si  podemos,  sin  con- 
travenir a  los  principios  tutelares  de  la  sociedad  universal, 
cultivar  la  amistad  de  otro  estado,  o  si  nos  degradamos  man- 
teniendo con  él  aquella  reciprocidad  de  buenos  oficios,  que  es 
necesaria  entre  puel)los  amigos,  i  sobre  todo,  entre  pueblos  veci- 
nos. ¿Debíamos  ser  mas  escrupulosos  en  este  punto,  que  tan- 
tas potencias  respetables,  ontre  ellas  algunas  de  las  que  llevan 
delante  de  nosotros  el  estandarte  de  la  libertad  i  la  antorcha 
de  la  civilización  i  cultura? 

El  Mercurio  no  percibe  los  peligros  déla  invasión  francesa, 
i  nos  pone  a  la  vista  las  declaraciones  de  la  Francia  i  de  sus 
ajentes  para  tranquilizarnos.  En  ellas,  quiere  que  veamos  tra- 
zada irrevocablemente  la  marcha  de  los  sucesos,  sean  cuales 
fueren  los  vaivenes  i  las  variables  combinaciones  de  los  gabi- 
netes europeos.  Dijimos  que,  empeñada  la  guerra,  no  era  po- 
sible calcular  sus  continjoncias,  modificadas  por  las  vicisitudes 
políticas;  i  en  efecto,  ¿no  podrán  concurrir  las  unas  con  las  otras 
de  manera  que  la  Francia,  obrando  do  buena  fe,  se  creyese  1¡« 
brede  las  trabas  que  ella  misma  ha  querido  ponerse?  Se  toman 
medidas  de  fuerza  para  obtener  una  reparación;  poco  a  poco 
la  cuestión  se  complica;  se  exacerban  los  resentimientos;  la 
guerra  se  encarniza;  i  do  las  represalias  i  bloqueos,  se  pasa 
a  la  conquista  i  a  la  ocupación  permanente,  reclamadas  al  fin 
como  la  única  reparación  posible.  ¿Quién  podrá  señalar  el  lí- 
mite de  las  venganzas  de  una  potencia  que  se  cree  gravemen- 
te ofendida,  que  es  juez  en  su  propia  causa,  como  lo  son  todos 
los  estados  independientes,  i  que  posee  vastos  recursos  para 

hacerse  justicia  en  el  modo  i  forma  que  ella  estime  a  propósi- 
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to?  ¿Serán  una  garantía  para  la  América  los  celos  de  otros  es- 
tados poderosos?  Pero  tantas  veces  los  hemos  visto  variar  de 
ideas,  i  transijir  con  sus  intereses  en  una  parte  del  mundo 
para  asegurarlos  en  otra,  que  solo  podemos  prestar  una  con- 
fianza efímera  a  los  cálculos  fundados  sobre  las  fases  momen- 
táneas del  instable  horizonte  ixilítico.  La  mejor  de  todas  las 
garantías  es  vivir  en  paz  con  esas  jwdcrosas  naciones,  i  qui- 
tarles, en  cuanto  posible  sea,  todo  motivo,  todo  pretexto  de 
injerirse  en  los  negocios  de  estas  repiíblicas  nacientes.  La  pri- 
mera intervención  de  una  gran  potencia  marítima  en  las  que- 
rellas recíprocas  o  domésticas  de  nuestros  nuevos  estados,  debe 
ser  a  los  ojos  de  todo  buen  americano  un  agüero  funesto,  un 
preludio  de  males  i  calamidades  para  muchas  jeneraciones. 

El  Mercurio  nos  recuerda  por  la  tercera  o  cuarta  vez  Lis 
injurias  que  dice  ha  recibido  Chile  de  la  a  Iministracion  del 
jeríeral  Rosas.  Si  ellas  fuesen  efectivas,  no  serian  injurias  de 
una  administración,  sino  de  la  República  Arjentina,  porque 
los  actos  de  todo  gobierno  en  el  ejercicio  externo  do  la  sobera- 
nía son  actos  de  la  nación.  La  nación  arjentina  debería  ser, 
pues,  el  blanco  de  las  venganzas  a  que  nos  instiga  El  Mercu- 
rio.  Pero  ¿sería  prudente  (ya  que  no  quiere  que  le  hablemos 
de  jenerosidad),  sería  cuerdo  escojer  para  vengarnos  el  mo- 
mento en  que  la  nación  arjentina  corre  peligros  trascendenta- 
les a  nosotros,  como  a  toda  la  América?  Mucho  habría  también 
que  decir  sobre  la  intelijencia  i  aplicación  do  esa  doctrina  que 
reprueba  los  actos  de  jenerosidad  de  los  cuerpos  políticos,  i 
que,  entendida  como  la  entiendo  El  Mercurio^  sería  mas  dig- 
na del  príncipe  de  Maquiavelo,  que  do  un  gobierno  culto  i  hu- 
mano. Pero  no  podemos  dilatarnos  mas. 

El  objeto  que  nos  hemos  propuesto,  ha  sido  vindicar  la  po- 
lítica de  nuestro  gabinete,  poniendo  a  la  vista  de  los  chilenos 
i  los  arjentinos  las  reglas  que  uniformemente  han  dirijido  i 
dirijirán  su  conducta  en  sus  relaciones  externas.  Hemos  evi- 
tado cuidadosamente  toda  cuestión  de  partido.  Cuando  el  tiem- 
po saque  a  luz  documentos  que  no  pueden  verla  todavía,  ellos 
darán  a  conocer  si  Chile  se  ha  desviado  en  esta  ocurrencia  de 
los  principios  que  ha  profesado  en  todos  tiempos,  i  que  le  han 
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granjeado  la  confíanza  i  aprecio  de  sus  vecinos.  Ellos  harán 
ver  la  gratuita  injusticia  de  los  que  suponen  en  su  gobierno 
afecciones  a  que  jamas  ha  dado  cabida. 

(FA  Araucano,  año  de  18-40.) 


LA  DETENCIÓN  DE  LOS  Kí 


1 


La  Exposición  de  la  conducta  segu 
asilados  en  Chile,  que  ha  salido  a  lu 
martes,  contiene  inculpaciones  a  nue 
parecen  destituidas  tie  fundamento.  A 
Icntado  los  principios  del  derecho  natun 
titucion  del  país,  porque,  a  conaecuencif 
del  señor  ministro  plenipotenciario  de 
orden  para  que  se  negase  el  ¡lasaporte 
Goitia,  bolivianos,  de  quienes  habia  m 
embarcasen  con  el  objeto  de  prestar  su 
va  tentativa  del  ex-protector  don  Andre 
derarse  de  la  autoridad  suprema  de  aqi 

El  derecho  natural  i  de  jente»,  seguí 
mite,  en  ningún  caso,  que  se  pongan 
los  extranjeros  residentes  en  un  país,  s 
sentencia  de  autoridad  competente;  y. 
Teco  inexacta,  ya  se  refiera  a  los  princi] 
i  la  justicia,  ya  a  la  práctica  de  las  naci 
na  de  las  mas  civilizadas  i  libres  del  r 
alegado  por  los  autores  de  la  Exposic. 
biemo  debería  tolerar  la  salida  de  un 
tuviese  completa  evidencia  de  que  el 
excitar  la  revolución  i  la  guerra  civil  ei 
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país  vecino;  i  aun  cuando  esa  revolución  tendiese,  según  to- 
das las  apariencias,  a  turbar  la  paz  do  otros  paises,  a  producir 
sacudimientos  peligrosos  en  el  sistema  político  de  varios  es- 
tados, a  entronizar  una  administración  enemiga  del  mismo 
gobierno  obligado  a  tolerar  la  salida;  una  administración 
que  hubiese  dado  las  pruebas  mas  flagrantes  de  una  ambición 
atentatoria  contra  la  seguridad  i  la  independencia  de  sus  veci- 
nos. Todo  esto  va  envuelto  necesariamente  en  la  doctrina  de 
dichos  señores.  El  gobierno  podria  ver  con  la  mayor  claridad 
i  evidencia  el  peligro,  sin  que  por  eso  le  permitiese  el  derecho 
natural  i  de  jentes  tomar  la  única  medida  capaz  de  prevenirlo. 
Mientras  la  conducta  de  un  extranjero  no  presentase  algún 
punto  tanjible  a  la  jurisdicción  de  los  tribunales  del  país,  in- 
competentes, como  todos  saben,  para  conocer  de  otros  hechos, 
que  los  que  infrinjen  las  leyes  locales^  debería  permanecer 
con  las  manos  atadas  i  aguardar  las  consecuencias  con  una 
estoica  resignación.  ¿Puede  el  derecho  natural  i  de  jentes  im- 
poner a  los  gobiernos  un  deber  tan  funesto?  ¿No  les  impone 
mas  bien  una  obligación  del  todo  contraria? 

No  es  nuestro  ánimo  dar  a  entender  que  el  caso  de  los  fíe- 
ñores  Agreda  i  Goitia  corresponda  exactamente  a  la  descripción 
que  acabamos  de  hacer;  sin  embargo  de  que,  considerándolos 
como  celosos  partidarios  del  ex-protector,  no  seriamos  segu- 
ramente desmentidos;  i  considerando  la  política  de  don  An- 
drés Santa  Cruz  como  ominosa  a  la  tranquilidad  de  la  Ame- 
rica del  Sur  i  a  los  intereses  de  Chile,  podríamos  invocar  £'1 
testimonio  irresistible  de  los  hechos,  agregándose  a  todo  ello 
razones  fuertes  de  recelar  que  en  este  momento  se  prepara 
por  medios  clandestinos  un  nuevo  golpe  contra  el  gobierno  de 
Bolivia.  El  nuestro,  dispuesto  siempre  a  respetar  la  voluntad 
ostensible  de  las  otras  naciones  en  la  forma  de  sus  institucioj*^ 
nes  i  en  el  nombramiento  de  sus  jefes,  no  por  eso  se  cree  obliga^ 
do  a  permitir  que  el  territorio  chileno  so  haga  un  punto  de  apoyo 
de  reacciones  revolucionarias  de  una  tendencia  hostil  a  la  se»- 
guridad  de  sus  vecinos  i  a  la  suya  propia.  Pero  repetimos  que 
no  es  nuestro  ánimo  insinuar  que  el  caso  de  los  señores  Agre- 
da i  Goitia  corresponda  exactamente  a  la  hipótesis  que  hemo3 
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presentado  antes,  i)or([iio  ella  so  dirije  solo  a  probar  que  la 
re;^la  de  la  librfí  salida  de  los  extranjeros  no  procesados  ni 
sentenciados  no  es  tan  jeneral  i  absoluta  como  so  supone;  i 
que,  en  la  aplicación  de  esa  regla,  bai  casos  de  cxccixíion  au- 
torizados por  bis  mas  evidentes  deducciones  del  derecho  natu- 
ral i  (le  jen  tes.  Aliora  bien,  desde  que  se  admita  que  la  rep^bi 
está  sujeta  a  excepciones,  será  necesario  reconocer  que  toca 
al  gobierno,  porque  no  puede  tocar  a  otro  alguno,  el  juzgar  si 
un  caso  dado  pertenece  a  la  excepción  o  a  la  regla:  facultad 
de  quo  puede  abusarse  sin  duda,  poro  facultad  necesaria;  fa- 
cultad en  cuyo  ejercicio  podrán  a  veces  cometerse  errores, 
pero  ¿cuál  es  aquella  que  no  esté  expuesta  a  iguales  o  mayores 
iuconvenicntcs?  Compárense  las  consecuencias  de  la  regla  ab- 
soluta con  las  del  abuso  en  la  calificación  de  los  casos  excep- 
cionales, i  dígase  de  buena  fe  a  qué  lado  se  inclina  la  balanza, 
sobre  todo,  cuando  la  calificación  se  halla  en  manos  de  un 
gobierno  popular,  que  se  respeta  a  sí  mismo  i  respeta  a  la  opi- 
nión pública. 

Hemos  aludido  a  la  práctica  de  otros  pueblos  eminentemente 
libres  i  civilizados;  i  bajo  este  punto  de  vista,  creemos  que  nos 
bastará  recordar  la  conducta  del  gobierno  francés  respecto  de 
los  emigrados  españoles  de  todas  categorías,  que  han  buscado 
asilo  en  Francia. 

En  cuanto  a  la  cuestión  constitucional,  decimos  que,  cuando 
el  texto  que  se  cita  por  los  autores  de  la  Exposición  debiese 
entenderse  en  el  sentido  absoluto  a  que  se  adhieren,  siempre 
sería  cierto  que,  en  materias  de  derecho  internacional,  la  lei 
suprema  del  universo  es  el  derecho  de  jentes;  i  que  las  leyes 
positivas  no  pueden  justificar  a  un  gobierno  para  rechazar  las 
reclamaciones  de  los  estados  extranjeros,  que,  autorizados  por 
el  código  irrevocable  de  la  naturaleza,  le  demandan  ayuda  i 
cooperación.  Ni  está  sujeto  a  unas  mismas  reglas  el  uso  de 
las  facultades  administrativas  i  gubernativas,  que  el  de  la  au- 
toridad judicial.  El  gobierno,  responsable  de  la  seguridad  in- 
terior i  exterior,  obligado  a  velar,  no  solo  en  la  conservación 
del  orden  púl)licoen  la  familia  que  preside,  sino  en  la  familia 
de  pueblos  de  que  el  pueblo  que  representa  es  un  miembro. 
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se  halla  colocado  a  veces  entre  responsabilidades  contradicto- 
rias a  que  no  le  es  dado  sustraerse,  i  en  cuya  elección  no  pue- 
de tener  otra  guia  que  su  conciencia,  sometiéndose,  por  su- 
puesto, al  fallo  constitucional  de  sus  representados  i  a  la 
opinión  pública. 

Nos  creemos  también  obligados  a  rectificar  algunos  hechos 
respecto  de  los  cuales  nos  parece  que  los  autores  de  la  Expo- 
sicion  se  han  dejado  llevar  de  informes  encóneos.   Dícese  en 
ella  que  el  señor  almirante  francés,  noticioso  de  lo  que  pasaba 
a  bordo  de  la  Edmond  con  los  señores  Agreda  i  Goitia,  envia- 
ba un  boto  con  fuerza  armada  a  protejer  este  buque;  i  que,  ha- 
biéndolo mandado  retirar,  justificó  esta  contra-orden  alegando 
quo  un  edecán  del  señor  intendente  de  Valparaíso  le  habia  di- 
cho que  aquellos  pasajeros  eran  detenidos  por  deudas.  Se  nos 
«segura  (lo  que  por  otra  parte  no  podemos  menos  de  creer)  no 
haberse  visto  fuerza  ni  aparato  de  fuerza  puesta  en  movimien- 
to por  la  estación  francesa;   i  prescindiendo  del  absurdo  de 
suponer  que  el  jefe  que  expidió  una  ccmtra-órden  por  causa 
de  deuda,  no  estuviese  dispuesto  a  hacerlo  por  un  motivo  in- 
comparablemente mas  grave;  o  que  el  señor  almirante  francés 
quisiese  hacerse  juez  de  los  motivos  quo  pudiese  tener  nues- 
tro gobierno  para  la  detención  de  dos  individuos  bolivianos;  o 
^que  éstos  gozasen  de  alguna  inviolabilidad  particular  por  ha- 
llarse a  bordo  de  un  buque  extranjero  mercante,  surto  en 
nuestras  aguas;  o  que  la  circunstancia  del  perjuicio  que  se 
irrogase  a  la  Edmond  por  la  falta  de  dos  pasajeros  contrata- 
dos   debiese  sobreponerse  a  toda  otra   consideración;    pres- 
cindiendo de  estos  absurdos,  estamos  autorizados  para  decir 
que,  aunque  es  cierto  que  pasó  uno  de  los  ayudantes  de  Ja 
intendencia  a  bordo  de  la  nave  francesa  almiranta  (la  Reina 
Blanca),  fué  solo  con  un  mensaje  de  despedida  dirijido   a 
aquel  jefe,  a  quien  no  dijo  lo  que  gratuitamente  se  le  atribu- 
ye, ni  pudo  decirlo,  lK\l)iendo  llevado  un  objeto  niui  diferente 
.^n  su  visita. 
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Agreda  i  GoitJa,  en  El  Mercurio  del  23  do  di- 
3,  contestando  a  nuestra  artículo  del  16,  afirman 
la  leí  universal,  inmutable,  de  laa  naciones,  que 

a  toda  la  raza  humana;  i  que  la  Ici  internacional, 
le  la  justicia  universal  aljjfunoa  de  sus  prim;ipioa, 
iica  a  comunidades  independientes,  que  no  rcco- 
,  necesita  del  consentimiento  de  éstas,  para  que 
jria,  pues  de  lo  contrario,  no  tiene  para  ellas 
ra  i  legal,*  proposición  en  que  no  podemos  cn- 
or  viso  plausible,  porque  equivale  a  decir  que 
odo  deber  entro  pueblos  indejiendientca  emana 
isenti miento.  Según  esto,  si  un  estado  ejecuta 
tora  do  que  resulta  daño  a  otro,  no  aera  respon- 
año,  si  aquel  acto  no  le  está  prohibido  por  una 
or  un  tratado  suyo.  ¿Con  que  derecho  so  podría 
ndemnizacion?  Manifestadnos  (podría  contestar- 
mantés),  mani Testadnos  la  leí  nuestra  que  nos 
lucta  que  nos  echáis  en  cara;  no  hemos  estipu- 
'Oa  abstenernos  de  ella;  i  no  reconocemos  mas 
que  está  escrita  en  nuestros  códigos  i  en  nues- 
lionales.  Esa  justicia  universal  e  inmutable  de 
i,  aplicada  a  nosotros,  comunidad  independien- 
jonocc  superior,  necesita  de  nuestro  consenti- 
le  pueda  obligarnos,  í  sin  él  no  tiene  para  no- 
rza  verdadera  i  legal.  Querríamos  saber  si  esta 
o  seria  enteramente  conforme  al  principio  que 
desearíamos  ademas  que  se  nos  dijese  si  habría 
le  fa  tierra  un  gobierno  que,  armado  de  sufi- 
para  hacerse  respetar,  se  resignase  a  ttilerar 
e  solo  lo  Tuese  por  contravenir  a  la  justicia  na- 
is  leyes  o  pactos  del  injuriador. 

pues,  incontestable  que  hai  reglas  de' derecho 
[ue,  sin  el  previo  consentimiento  de  las  naciones, 
2ro  como  los  señores  Agreda  i  Goitia  nos  remi- 
JS  Dofensa  estampada  en  El  Mercurio  del  20, 
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examinemos  las  pruebas  que  allí  se  alegan  a  favor  de  tan  in- 
concebible paradoja.  Vemos  allí  que  no  existe  un  derecho  inter- 
nacional perfecto^  i  que  ese  pretendido  código  de  la  luimanidud 
que  rije  a  todas  las  sociedades,  es  la  cosa  mas  vaga,  mas  in- 
determinada, mas  imperfecta.  Pero  el  que  sea  imperfecta  el 
código  internacional  dictado  por  la  sola  naturaleza,  ¿prueba, 
por  ventura,  que,  absolutamente  hablando,  no  haya  un  códi«¿:o 
de  esa  especie?  Es  cierto  que  muchas  de  las  reglas  de  la  moral 
intornacional  son  vagas  e  indeterminadas;  pero  ni  todas  lo 
son,  ni  el  ser  una  regla  indeterminada  o  vaga,  esto  es,  dema- 
siado jeneral  o  abstracta,  supone  que  no  pueda  aplicarse  clara 
i  evidentemente  a  muchísimos  casos.  Es  cierto  que  se  hacen 
de  ellas  amenudo  aplicaciones  torcidas;  pero  ese  es  un  argu- 
mento contra  las  aplicaciones,  no  contra  las  reglas.  Es  cierto 
que  una  nación  poderosa,  interpretando  a  su  antojo  esto  dere- 
cho universal,  querrá  dar  las  sujestiones  de  su  interés,  por 
reglas  de  justicia,  emanadas  de  la  razón.  Pero  eso  ni  aun 
prueba  la  imperfección  alegada;  lo  que  prueba  es  que  una  na- 
ción poderosa  podrá  abusar  descaradamente  de  la  fuerza  llaman- 
do razón  i  justicia  lo  que  no  lo  es.  En  el  seno  de  una  sociedad  , 
vemos  litigantes  de  mala  fe  que  fatigan  a  los  tribunales  con 
pretensiones  absurdas;  i  no  por  eso  diremos  que  la  leí  civil 
no  existe.  I  si  esto  sucede  en  la  sociedad  civil,  que  tiene  esta- 
blecidos tribunales  para  la  recta  aplicación  de  las  leyes,  ¿qué 
mucho  suceda  lo  mismo  entre  las  naciones,  cuando  cada  una 
es  juez  i  parte,  i  no  hai  sobre  ellas  mas  tribunal  de  apelación 
que  la  fuerza?  El  abuso  de  la  lei  internacional,  fundada  en  la 
naturaleza  del  hombre  i  de  las  sociedades,  es  una  prueba  de 
su  existencia.  Los  miamos  que  la  tuercen,  la  reconocen. 

«La  lei  natural  i  la  internacional  son  cosas  distintas.»  Si  esto 
quiere  decir  que  la  lei  natural  no  forma  parte  de  la  lei  inter- 
nacional, lo  negamos.  Los  estados  tienen  obligaciones  que  les 
han  sido  impuestas  por  su  libre  consentimiento,  i  obligaciones 
que  les  lia  impuesto  la  sola  naturaleza,  es  decir,  la  razón.  I 
como  la  razón  del  jénero  humano  hace  continuos  progresos, 
como  se  conoce  cada  voz  mejor  la  naturaleza  del  hombre  i  de 
¡as  sociedades,  como  se  conocen  cada  vez  mejor  los  intereses 
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esenciales  i  permanentes  del  jénero  humano,  que  son  el  fun- 
damento de  la  justicia  inlernacional,  ¿qué  extraño  es  que  el 
derecho  internacional  varíe  de  irnos  siglos  a  otros?  ¿Cómo  pu- 
diera perfeccionarse  sin  variar?  Tanto  valdria  decir  que  no  hai 
ciencia  alguna,  porque  no  hai  una  sola  que  no  se  perfeccione,  i 
que  no  varíe,  desechando  antii^uos  errores,  i  prohijando  ver- 
dades nuevas.  Fuera  de  que,  por  grande  que  haya  sido  esa  va- 
riedad, aun  restan  muchos  puntos  de  contacto  entre  el  derecho 
natural  de  las  naciones  de  la  antigüedad  i  el  de  los  pueblos 
modernos.  Apenas  hai  un  principio  importante  en  el  derecho 
natural  de  jentes,  cual  lo  reconocen  i  practican  los  pueblos 
cristianos,  que  no  haya  sido  sentido,  como  por  instinto,  i  que 
no  haya  reglado  muchas  veces  los  negocios  internacionales 
entre  las  tinieblas  de  la  edad  media,  i  en  la  mas  remota  anti- 
güedad de  que  conserva  noticia  la  historia. 

En  cuanto  a  las  autoridades  citadas  por  los  señores  Agreda 
i  Goitía,  nada  vemos  en  ellas  que  contradiga  a  lo  que  deja- 
mos sentado.  Que,  según  Grocio,  la  lei  de  las  naciones  sea  una 
institución  positiva,  i  que,  según  Rutherforth,  no  lo  sea,  sino 
es  una  cuestión  de  nombre,  es  una  cuestión  ajena  del  asunto 
que  nos  ocupa.  El  derecho  do  jentes  no  sera  positivo ^  en  cuanto 
no  haya  sido  expresamente  promulgado  por  un  Icjislador  hu- 
mano o  divino;  pero  no  por  eso  dejará  de  ser  obligatorio  para 
nosotros  en  lo  que  nos  parezca  derivarse  de  la  recta  razón. — 
«  Una  gran  parte  de  la  lei  internacional  descansa  en  el  uso  i  prác- 
tica de  los  pueíblos,  según  Bynkershoeck.»  I  la  otra  parto  ¿en 
qué  descansa? — «La  lei  natural,  dicen  otros,  sufre  modilica- 
ciones  en  su  aplicación  a  las  mutuas  relaciones  de  los  estados.» 
¿I  cómo  puede  sufrir  modificaciones  lo  que  no  existe? — «La  lei 
internacional,  según  Wheaton,  es  algo  mas,  i  algo  diversa  de 
la  lei  natural,  aplicada  a  la  conducta  de  los  estados  indepen- 
dientes, considerados  como  seres  sociales.»  Pero  la  moral  pri- 
vada es  algo  mas  i  algo  diversa  de  la  lei  civil;  i  no  por  eso 
miraremos  la  moral  privada  como  una  quimera. — «Montes- 
([uieu  llega  a  decir  que  hasta  los  bárbaros  iroqueses  tienen  su 
derccho'de  jentes.»  ¿No  existirá,  pues,  un  orden  do  verdades 
i  reglas  que  hasta  los  pueblos  mas  atrasados  reconocen  i  prac- 
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tican,  a  lo  menos  en  parte?  Lejos  de  probarse  por  las  autori- 
dades precedentes  que  no  hai  una  leí  universal,  inmutable, 
obligatoria  a  toda  la  raza  humana,  lo  que  se  deduce  de  esas 
autoridades  es  precisamente  lo  contrario. 

Por  aquí  se  verá  que  no  estamos  de  ningún  modo  dispuestos 
a  conceder  que  la  lei  natural  no  pueda  dar  a  un  gobierno  un 
derecho  perfecto  para  pedir  que  se  estorbe  a  un  extranjero  la 
salida  del  país.  La  lei  internacional  fundada  en  la  sola  razón 
puede  dar  derechos  per  feotísimos;  i  tanto  es  así,  que  los  trata- 
dos mismos  no  podrían  dar  esa  clase  de  derechos,  si  la  sola 
naturaleza  no  los  diese.  Si  hai  derecho  perfecto  para  exijir  de 
una  nación  aquello  a  que  se  ha  comprometido  por  un  pacto, 
es  porque  hai  un  derecho  perfecto  para  exijir  de  toda  nación 
aquello  a  que  se  ha  comprometido  por  sus  pactos.  La  oblig^a- 
cion  particular  i  perfecta,  de  cumplir  un  pacto  tiene  su  funda- 
mento en  la  obligación  jeneral  i  perfecta  de  cumplir  los  pac- 
tos, que  es  do  puro  derecho  natural.  I  hóaquí  una  prueba  mas 
de  la  existencia  de  este  derecho.  El  es  en  realidad  la  fuente  da 
todos  los  otros.  Sin- él,  no  existiría  niuguno. 

Pero  ademas  no  concebimos  por  qué  se  insista  tanto  en  la 
perfección  o  imperfección  de  un  derecho.  Lo  que  Vattel  i 
otros  publicistas  llaman  deroclio  imperfecto,  es  absolutamen- 
te obligatorio  en  conciencia.  Que  este  derecho  no  sea  tal  que 
lejitime  el  uso  de  la  fuerza  para  hacerlo  cumplir,  es  una  cir- 
cunstancia (jue  no  menoscaba  la  o])l¡gacion  correlativa.  De 
que  el  cumplimiento  de  ciertos  derechos  este  sujeto,  por  su 
naturaleza,  al  juicio  de  la  parte  obligada,  no  se  sigue  quo  pue- 
da ésta  en  conciencia  dejar  de  cumplirlos  cuando  los  juzga 
fundados.  ¿Obraría  rectamente  el  gobierno  de  Chile  si,  para 
calificar  lo  que  le  ea  o  no  le  es  obligatorio,  atendiese  a  si  se 
le  puede  exijir  o  nó  por  la  fuerza? 

Sentada  la  existencia  de  una  lei  universal  de  las  naciones 
(verdad  que  nos  parece  evidente  de  suyo,  i  que  no  nos  habría- 
mos detenido  a  probar  si  los  señores  Agreda  i  Goitia  no  la  hu- 
bieren atacado  de  frente),  veamos  cuál  es,  en  el  supuesto 
conflicto  de  esta  lei  con  la  lei  civil  de  un  estado,  la  que  deba 
prevalecer  en  cuestiones  internacionales.   Pero  ¿puede  haber 
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duda  alguna  sobre  esta  materia?  ¿No  basta  enunciar  la  cues- 
tión para  resolverla?  ¿Por  qué  habria  de  prevalecer  la  leí  que 
reconoce  una  sola  do  las  partes  contendientes,  sobre  la  leí  que 
reconocen  ambas?  Los  señores  Agreda  i  Goitia  citan  dos  casos 
en  que  el  gobierno  del  Ecuador  ha  respondido  al  do  la  Confe- 
deración Perú-Boliviana  i  al  del  Perú,  que  no  le  era  posible 
acceder  a  la  remoción  de  ciertos  extranjeros  de  un  punto  a 
otro,  ni  a  su  expulsión  del  territorio,  porque  la  constitución  so 
lo  prohibía.  Mas  estos  ejemplares,  de  la  manera  que  los  pre- 
senta la  Nueva  Defensa,  prueban  poco.  Las  circunstancias 
pueden  haber  sido  tales,  que  el  gobierno  del  Elcuador  no  cre- 
yese que  la  lei  internacional  le  obligaba  a  las  providencias 
solicitadas;  i  conceptuando  que  solo  se  le  pedia  una  coopera- 
ción amigable,  un  favor,  respondió  mui  bien  que  la  constitu- 
ción se  lo  prohibia.  Si  la  petición  hubiese  sido  de  estricta  jus- 
ticia natural,  nos  veríamos  precisados  a  mirar  la  respuesta 
del  gabinete  do  Quito  como  un  efujio,  no  como  una  excepción 
razonable. 

«A  ningún  gobierno  constitucional,  dicen  los  señores  Agre- 
da i  Goitia,  aunquo  fuese  el  mas  justificado  de  la  tierra,  le  os 
dado  salir  fuera  de  la  órbita  que  la  constitución  le  traza.  Si  le 
fuese  permitido  obrar  según  lo  que  su  conciencia  o  su  querer 
le  sujiriese,  so  color  de  exijirlo  a-sí  las  circunstancias  o  la  con- 
veniencia pública,  sería  necesario  decir  un  triste  adiós  a  la 
propiedad,  a  la  seguridad,  a  la  libertad.  Todos  los  goces  socia- 
les, todas  las  garantías  sociales,  todos  los  derechos  sociales ^ 
quedarían  a  merced  del  juicio  de  los  gobernantes,  es  decir,  a 
merced  de  sus  caprichos,  do  sus  pasiones,  de  sus  errores,  de 
.sus  intereses,  a  la  vez  que  de  su  razón  i  de  su  conciencia.^ 
Nosotros  somos  sobreesté  punto  algo  mas  estrictos  que  los 
señores  Agreda  i  Goitia,  porque  creemos  que  los  gobernantes 
están  obligados  a  acatar  de  este  modo,  no  solo  la  constitución, 
sino  todas  las  leyes.  La  constitución  es  una  traba  puesta  a  las^ 
funciones  lejislativas,  tanto  como  a  las  administrativas  i  ju- 
diciales: la  administración  i  la  judicatura  están  sujetas  a  todas 
las  leyes,  sin  excepción  alguna.  Pero,  entre  estas  leyes  obli- 
gatorias, cuenta  el  gobierno  las  del  derecho  universal  de  jen-^ 
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tes.  ¿Qué  hará,  pues,  en  el  conflicto  de  la  le¡  internacional 
i  (le  la  lei  civil,  lei  la  segunda  que  le  liga  jxira  con  sus  comiten- 
tes i  lei  la  primera  que  le  Iiy;a  para  con  todas  las  naciones  de  la 
tierra?  Hará  lo  mismo  que  en  el  cunflicto  de  dos  leyes  civiles: 
procurará  conciliarias  en  lo  posible,  distinguirá  de  materias, 
entrará  en  la  mente  del  lejislador.  Miembro  de  la  sociedad 
universal,  os  preciso  que  en  los  puntos  que  conciernen  a  los 
otros  miembros  do  esta  sociedad  i  a  que  so  extienden  las  le- 
yes eternas  que  la  gobiernan,  se  dirija  por  ellas.  Nuestras 
leyes  civiles  derivan  su  fuerza  de  la  autoridad  soberana  do  la 
nación  chilena,  que  no  pudo  ni  quiso  sin  duda  menoscabar 
por  un  acto  lejislativo  suyo  o  de  sus  delegados  los  derechos 
do  los  otros  pueblos  do  la  tierra.  Las  disposiciones,  pues,  do 
la  lei  civil,  no  deben  nunca  entenderse  en  un  sentido  deroga- 
torio  de  la  lei  universal  que  obliga  a  todos  los  pueblos  en  sus  re- 
laciones recíprocas.  Este  es  un  corolario  inmediato  de  la  existen- 
cia de  esa  lei  universalmente  obligatoria.  Los  señores  Agreda 
i  Güitia  lo  han  sentido  así;  i  eso  les  ha  hecho  empeñarse  tanto 
en  aniquilarla.  ¿I  qué  es  el  conflicto  del  derecho  internacional 
con  el  civil?  Es  en  realidad  el  conflicto  de  dos  leyes  civiles, 
porque  el  derecho  de  jentes,  según  la  doctrina  de  los  juris- 
consultos de  las  naciones  mas  ilústralas  i  libres  del  mundo, 
es  una  parte  de  la  jurisprudencia  patria.  ¿I  de  adoptar  esta 
doctrina  se  seguirán  acaso  los  inconvenientes  que  tan  patética- 
mente pintan  los  señores  Agreda  i  Goitia?  Ese  triste  adiós 
es  una  bella  figura  do  retórica;  pero  reduzcamos  las  cosas  a  su 
justo  valor.  Conformando  el  gobierno  su  conducta  a  una  lei 
de  derecho  internacional  en  una  cuestión  internacional,  que 
no  afecta  a  sus  comitentes,  sino  en  cuanto  importan  a  su  se- 
guridad i  su  paz  exterior,  la  seguridad  i  la  paz  interior  de  los 
pueblos  vecinos  i  amigos,  ¿cómo  puede  menoscabar  sus  goces, 
atacar  sus  garantías,  infrinjir  sus  derechos?  Lo  que  hace  mas 
bien,  es  defenderlos  i  afianzarlos.  ¿Hemos  dicho,  por  ventura, 
que  el  gobierno  de  Chile  debia  sobreponer  su  conciencia  a  la 
lei?  Lo  que  hemos  dicho  es  que,  en  un  conflicto  de  leyes,  que 
entre  dos  responsablidades  contradictorias,  es  necesario  que 
elija.  I  supuesto  el  caso,  ¿qué  puede  hacer,  sino  elejir? 
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Mas  aun  reclamando  a  favor  del  gobierno  esa  facultad  de 
elección,  o  do  conciliación  niaí*  bien,  estamos  mui  distantes 
de  conceder  que  ni  aun  en  el  limitadísimo  círculo  en  que  pue- 
de tener  cabida,  queden  los  derechos  do  (|ue  en  ella  se  trata  a 
merced  de  los  capriclios,  errores,  pasiones,  o  interéseos  do  las 
personas  que  componen  la  administración.  Nó.  I5n  el  ejtTcicio 
de  ésta,  como  do  todas  sus  otras  atribuciones,  son  siempre  res- 
ponsal)les  La  nación  puede  pedirles  cuenta  de  sus  actos;  i 
no  dudtimos  (jue  estarían  di>pnestos,  cuando  llegase  el  caso, 
a  manifestar  les  fundamentos  que  les  asistieron  para  una  me- 
dida que  indudablemente  no  podría  juslificarse,  sino  por  con- 
sideraciones de  grave  importancia. 

Hasta  aquí  hemos  hablado  hipotéticamente  del  conflicto  do 
dos  leyes.  Pero  no  hemos  oído  alegar  todavía  prueba  alguna 
sólida  de  que,  en  el  caso  de  los  señores  Agreda  i  üoitia,  se  haya 
ínfrinjido  ni  aun  aparentemente  un  artículo  déla  constitución, 
como  se  ha  supuesto.  El  que  han  citado  los  señores  Agreda  i 
Goitia,  habla  con  los  habitanles  de  Chile.  ¿Lo  son  los  señores 
Agreda  i  Goitia?  ¿Ignoran  la  distinción  que  so  hace  jeneral- 
mente  entre  habitantes  i  transeúntes?  Según  el  diccionario  de 
la  lengua,  habitar ,  es  vioir^  morar;  i  morares  residir  de 
asiento.  Si  el  artículo  hubiese  de  tomarse  en  toda  la  exten- 
sión que  le  dan  los  señores  Agreda  i  Goitia,  so  seguiría  que 
un  extranjero,  do  cualquier  modo  que  se  hallase  en  el  país, 
no  podría  ser  expulsado,  aunque  se  probase  que  había  come- 
tido en  otro  crímenes  atrocísimos,  de  los  que  justifican  la  de- 
negación de  asilo  o  tal  vez  la  extradición;  que  no  hai  facultad 
en  el  gobierno  para  decretar  en  ningún  caso  el  embargo  de 
los  buques  extranjeros  surtos  en  sus  puertos;  que  tampoco  la 
tendría  para  someterlos  a  cuarentena, etc.  ¿Con  qué  podrían  jus- 
tificarse la  denegación  de  asilo,  la  extradición,  el  embargo,  la 
cuarentena?  En  todas  estas  medidas,  hai  o  expulsión,  o  arresto, 
o  confinación  a  una  parte  del  territorio,  o  detención  de  personas. 
Conque  ninguna  de  ellas  podría  tomarse  sin  haber  obtenida 
previamente  un  decreto  judicial  en  debida  forma;  o  si  se  to- 
masen do  otro  modo,  sería  preciso  decir  un  triste  adiós  a  la 
seguridad,  a  la  propiedad,  a  la  libertad. 
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res  Agreda  i  Guitia  desean  saber  si  eslá  el  gobier- 
le  fauíiltades  extraordinarias,  si  esto  suspendido  el 
la  constitución,  si  se  lialla  ésta  en  fuerza  i  vigor 
!U  prepotencia;  i  nos  piden  sobre  este  punto  una 
egóriea,  terminante.  Aunque  no  vemos  la  nec&si- 
a  contestación  nuestra  sobro  cQsa  tan  clara,  i  sin 
5  que  los  argumentos  de  quo  nos  valimos  en  mics- 

precedonte  para  controvertir  la  ExíjosÍcíoii  de  lo» 
reda  i  Goitia,  versan  claramente  sobro  el  ejercicio 
res  ordinarios  del  ejecutivo,  no  encontramos  em- 
i  responderles  categórica  i  terminantemente  quo  la 
1  está  en  toda  su  fuerza  i  vigor,  i  que  bajo  ningún 
halla  suspendido  su  imperio. 

ovcrsia  rueda,  no  sobro  el  campo  constitucional, 
nden  los   señores  Agreda  i   Ooilia,  sino  sobre  una 

hecho.  ¿Tuvo  o  no  tuvo  el  gobierno  motivos  gra- 
denar  su  detención?  De  quo  teniéndolos,  pudo  pro- 
ida,  no  liai  duda.  Aquella  es,  pues,  la  sola  cuestión; 
e  por  la  naturaleza  de  los  hechos  i  de  las  pruebas 
le  discutir  al  presente,'  Dejamos  a  la  consideración 
i  lectores  hasta  qué  punto  padria  salvar  el  gobierno 


Le  punto,  noa  con  trau  pernos  solo  ala  i  ntciij  encía  dada  por 
kgreda  i  Ooilia  a  las  palabras  quo  aiguou  da  Eí  Aratica~ 
ucstro  ánimo  dar  a  entender  quG  el  cano  en  quo  nos  ha- 
isponda  exacLaincnto  a  la  descripción  que  acnbamos  do 
!ir,  añaden  dichos  señores,  a  la  de  los  extranjeros  que  sa 
litar  una  revolucionen  un  país  amigo,  en  un  paisvecinoi. 
!ion  03  iucorrecta.  La  descripción  quo  acabábamos  de  ha- 
unostranjero  de  quien  se  tuviese  fcompleta  evidencia  qu« 
un  viajo  ora  excitar  una  revolución  on  un  país  amigo,  en 
lo,  tendiendo  esa  revolución,  aegun  todtCi^luapari  encías, 
tcudimieutos  peligrosos  en  el  sistema  poh'tÍclMÍS.,^ios 
itronizar  una  administración  enemiga  del  mismo  goSiSf*^. 
a  tolerar  In  salida;  una  administración  que  hubioso  dado 
ñas  flagrantes  do  una  ambición  atentatoria  contra  la  se- 
indepondencia de  sus  vooinos.i  A  esta  doscripcion,  fué  a 
)s  que  no  ora  nuestro  ánimo  dar  a  entender  que  corres- 
ctamonte  el  caso,  de  los  señores  Agreda  i  Goitia;  i  onten- 
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como  custodio  de  la  paz  i  seguridad  cx- 
snea  amigables  con  los  otros  estados,  tc- 
1  tos  tribunales  para  que  conociesen  de  he* 
T  peligrosísimos  respecto  de  esos  objetos, 
establecerse  por  pruebas  jurídicaü,  o  no 
las  definiciones  do  nuestro  código  crimi- 
tos  a  la  acción  de  la  judicatura.  El  gobier- 
ibas  ciertas  do  la  existencia  de  un  gran 
s  tales  (¡ue  no  fuesen  susceptibles  do  reve- 
D  en  que  era  necesario  decidirse  por  ellas, 
,  suficientes  para  provocar  la  acción  gu- 
astantes  para  justiQcar  la  acción  judicial, 
mos  dar  a  entender  cuando  dij  irnos  que  no 
9  mismas  reglas  el  uso  do  las  facultades 
cutivas  i  el  de  la  autoridad  judicial;  pero 
is,  hemos  creído  que  el  gobierno  estuvieac 
labilidad  a  que  lo  somete  la  constitución 

que  pasaron  a  bordo  de  la  fragata  Ed' 
■  de  lo  que  vieron  los  señores  Agreda  i 
■que  la  parte  esencial  de  estos  hechos,  la 
lio  a  que  fué  destinado  el  bote  de  la  Rei- 
t  que  no  estaba  a  el  alcance  de  la  vista, 

caso  de  ejecutarse, 

inar  este  artículo  haciendo  saber  a  nuestros 
irno,  inmediatamente  que  creyó  que  care- 
8  la  salida  de  los  señores  Agreda  i  Goitia, 
¡ncion;  i  debemos  también  hacer  al  señor 
liario  de  Bolivia  la  justicia  de  declarar  que 


bras,  90  doavanccen  por  bí  mismas  las  deduc- 
I  ella.1  en  el  artículo  k  quo  replicamos. 
10  que  los  señores  Agreda  I  Goitia  hicieson  del 
unto  de  apoyo  para  promover  roaccionea  revo- 
liscs;  i  debemos  protestar  contra  toda  interpre- 
nuestrtis  palabras  para  colcjir  los  hechas  o  las 
in  la  6rden  de  detención. 
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le  las  noÜL-ias  úUimamente  recibi- 
3  cesase. 


?mcnte  a  la  parte  que  nos  U>ca  en  la 
irtos  asilados  en  Chile,  que  acaba 
1  en  El  Mercurio  del  4  de  enero  do 

a  i  GoiUa  que  jamas  han  negado  la 
iral;  que  la  designaron;  que  jamas 
ínasc  parte  de  la  lei  internaciunal', 
listinta  do  la  leí  internacional.  A 
.r  una  maniíle.sta  contradicción  en 
[■ma  parte  de  otra,  ¿cómo  puede  de- 
i?  El  territorio  do  Santiago  forma 
;  ¿podrá  decirse  que  el  territorio  de 
irritorio  de  Cliile?  Si  la  Id  natural 
ional,  i  si  los  gobiernos  en  sus  relá- 
jelos a  la  segunda,  es  du  toda  evi- 
riamenLoa  la  primera.  I  de  ahi  se 
e  toda  la  elocuencia  de  nuestros  an- 
i  oscurecer,  que  un  conflicto  entre 
es  un  conflicto  entre  dos  leyes,  en 
3finir  la  verdadera  competencia  de 
leracion  sus  diversos  objetos,  conci- 
no  hai  lei  natural  que  obligue  a  laa 
10  expresamente  los  señores  Agreda 
e  nos  ha  parecido  i  nos  parece  una 
se  admite  que  existe  i  que  es  obli- 
ana,  es  necesario  respetar  su  autori- 
s  aquellas  cuestiones  en  que  puedan 
dos  que  no  reconocen  nuestras  leyes 

a  i  üoitia  que  esa  lei  natural  no  es 

ts  ideas  de  mandato,  sanción,  auto- 
nandato;  i  tan  distantes  estamos  do 
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convenir  en  su  opinión  que,  si  sostenemos  que  la  lei  natural 
es  Ze¿,  es  porque  creemos  que  envuelve  las  ideas  de  mandato, 
sanción,  autoridad  que  manda:  principios  que  los  señores 
Agreda  i  Goitia  pueden  ver,  no  solo  en  los  escritores  de  dere- 
cho natural,  sino  en  los  mas  ilustres  filósofos  de  nuestra  era, 
los  Kant,  los  Dugald-Stewart,  los  Reíd,  los  Cousin,  etc.  «No 
hai  una  lei  de  las  naciones,  dicen  los  señores  Agreda  i  Goitia, 
semejante  a  aquella  lei  enseñada  por  la  recta  razón,  conforme 
a  la  naturaleza,  universal,  inmutable,  eterna,  que  con  tan  her- 
mosos i  tan  verdaderos  colores  diseñó  el  padre  de  la  elocuen- 
cia romana.»  Pero  esa  lei  enseñada  por  la  recta  razón,  inmu- 
table, eterna,  ¿a  quiénes  obliga?  A  los  hombres,  sin  duda;  i 
no  solo  a  los  hombres,  considerados  como  individuos,  sina  a 
los  agregados  do  hombres,  a  los  pueblos,  a  los  estados,  en  sus 
relaciones  recíprocas.  Esa  lei,  diseñada  por  el  padre  de  la  elo- 
cuencia romana,  es  cabalmente  el  derecho  dejentes  natural, 
a  no  ser  que  se  diga  que  los  pueblos  en  su  trato  mutuo  no  se 
gobiernan  por  la  recta  razón,  no  tienen  reglas  de  conducta 
emanadas  de  su  naturaleza,  dictadas  por  los  intereses  esen- 
ciales i  permanentes  del  jénero  humano,  base  inconmovible, 
eterna,  de  la  justicia  internacional. 

Una  gran  parte  de  la  impugnación  de  los  señores  Agreda  i 
Goitia  rueda  sobre  suposiciones  cuya  insubsistencia  hemos  ya 
demostrado,  sobre  la  suposición  de  que  la  sola  naturaleza,  la 
lei  universal  de  las  naciones,  no  pueda  dar  derechos  tan 
perfectos  como  los  mas  solemnes  pactos,  i  sobre  la  otra  supo- 
sición de  que  a  los  derechos  de  las  naciones  extranjeras,  fun- 
dados en  esa  misma  lei  universal,  inmutable,  eterna,  diseñada 
con  tan  hermosos  i  tan  verdaderos  colores  por  el  orador  roma- 
no, puedan  oponerse  válidamente,  en  el  fuero  internacional, 
excepciones  fundadas  en  la  lei  civil  de  un  estado.  No  nos  de- 
tendremos, pues,  mas  tiempo  en  probar  lo  que,  si  no  nos 
engañamos  mucho,  no  necesita  do  prueba,  i  lo  que,  por  otra 
parte,  es  enteramente  conforme  a  la  práctica  do  las  naciones. 
Hemos  citado  ejemplos  irrecusables  de  esa  práctica;  i  casual- 
mente podemos  ahora  agregar  otro,  de  un  gobierno  a  quien 
no  se  lo  disputarán  los  títulos  de  popular  i  constitucional. 


4G»S  DERECHO  INTERNACIONAL 


r 


Tengan  los  señores  Agreda  i  Goitia  la  bondad  de  leer  los  do- 
cumentos que  insertamos  en  este  número  bajo  el  epígrafe  de 
Venezuela, 

Preguntan  los  señores  Agreda  i  Goitia  si  pudo  haber  sido  la 
mente  del  lejislador  que  el  extranjero  transeúnte  no  goce  los 
derechos  absolutos  que  le  concedió  la  naturaleza;  i  extraña- 
moa  tanto  mas  la  pregun4;a,  que  justamente  esos  derechos 
absolutos  de  la  naturaleza  son  los  que  hemos  reclamado  cons- 
tantemente en  nuestra  controversia,  i  que  los  señores  Agreda 
i  Goitia  no  invocan,  sino  cuando  les  viene  a  cuento.  Si;  esos 
derechos  absolutos  de  la  naturaleza  son  la  verdadera  i  natural 
protección  de  los  extranjeros  transeúntes,  i  esos  mismos  son 
los  que  les  aseguran  la  protección  de  las  leyes  civiles,  en  todo 
aquello  que  no  pugne  con  otros  derechos  absolutos  que  la  na- 
turaleza ha  concedido  a  los  estados,  i  que  seguramente  no  son 
menos  respetables  ni  menos  importantes  que  los  otros. 

Los  señores  Agreda  i  Goitia  rechazan  la  significación  que  he- 
mos dado  a  la  palabra  habitantes^  deduciendo  la  suya:  primero 
de  una  comparación  entre  los  artículos  139  i  143  de  la  consti- 
tución, i  segundo,  déla  definición  misma  del  Diccionario  de 
la  Academia;  poro  no  han  juzgado  conveniente  explicarnos 
cómo  es  que,  en  su  sentido,  pudiera  jamas  nuestro  gobierno 
decretar  un  embargo,  negar  el  asilo  a  un  extranjero  que  pisa- 
se  su  territorio,  someter  a  cuarentena  una  nave  extranjera 
anclada  en  sus  puertos,  etc.  Examinemos  los  únicos  fundamen- 
tos con  que  han  tenido  a  bien  refutarnos. 

El  artículo  139  dice  que  «si,  en  algunas  circunstancias,  la 
autoridad  pública  hiciese  arrestar  algún  habitante  do  la  repú- 
blica, el  funcionario  que  hubiese  decretado  el  arresto,»  etc.  I 
el  artículo  143:  «Todo  individuo  que  se  hallase  preso  o  dete- 
nido ilegalmente  por  haberse  faltado  a  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 135,  137,  138  i  139,  podrá  ocurrir,»  etc.  De  aquí  infie- 
ren dichos  señores  que  la  palabra  habitante  significa  todo 
individuo;  pero  nos  parece  algo  violenta  la  ilación,  i  creería- 
mos mas  bien  que  el  sentido  de  individuo  se  refiere  al  de 
habitante^  i  debe  limitarse  por  él,  en  la  parte  relativa  a  las 
disposiciones  de  los  artículos  12  i  139.  Sea  de  esto  lo  que  fue- 
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re,  oí  articulo  13  no  admito  la  extensa  signll 
can  los  señorea  Agreda  i  Goítla  sin  grav 
inconvenientes  quo  menoscabarían  las  maí 
buciones  de  un  gobierno  en  sus  rolacior 
estadua.  Iiisistinioíi  enquenueatro  sentido  oi 
no,  según  la  maa  reapetable  autoridad  que 
teria  de  lenguaje. 

Pero  dicen  los  señorea  Agreda  i  Guitia: 
morar,  i  morar,  residir  de  asiento,  habi 
demia,  es  también  vivir,  i  que  ellos  gozan 
en  Chile,  i  por  tanto  son  habitantes  de  Chile 
no  nos  pnrece  digna  de  la  alta  intelijencia 
cuente  que  ha  redactado  sus  defensas.  Vivii 
el  signilicado  jeneral  de  tener  vida;  pero  i 
corresponde  cuando  ao  lo  pone  en  paralelo  co 
Cuando  una  persona  pregunta  a  otra,  dónc 
la  vida  animal,  o  de  la  habitación,  la  resídei 

(El  Araucano,  años  de  184 
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Efi  un  acto  tle  justicia  tliscutir  i  proacntar  bajo  su  vcrdat 
punto  de  vista  Ion  cargos  que  se  liacen  a  la  conducta 
gobierno  con  alguna  apariencia  de  fundamento;  i  esto  es  lo 
nos  proponemos  ahora,  refiriéndonos  al  comunicado  que,  o 
Gaceta  del  Comercio  del  martes,  lleva  por  epígrafe  ot  artíi 
108  de  la  constitución.  Poco  mas  tenemos  quo  hacer  que  i 
desnuda  exposición  de  los  hechos. 

Iniciada  ante  el  juzgado  del  crimen  de  Valparaíso  una  q 
relia  criminal  de  Juan  Conil,  marinero  de  la  fragata  fram 
Teodoro  Eujenio,  contra  el  piloto  de  la  misma,  por  go 
recibidos  en  un  altercado  a  bordo,  el  seiíor  cónsul  francés 
presentó  al  intendente,  exponiendo  los  inconvenientes  qu 
seguirían  de  la  práctica  do  dar  oídos  las  justicias  locales  a 
mandas  o  quejas  de  los  individuos  de  las  tripulaciones  exti 
jeras,  i  solicitando  se  observase  lo  que  era  de  costumbre  je 
ral  en  el  mundo  civilizado,  esto  es,  queso  remitiese  el  asunt 
cónsul.  El  intendente  de  Valparaíso  elevó  la  materia  al  su] 
mo  gobierno;  i  éste,  habiéndola  examinado,  i  teniendo  i 
vista  la  doctrina  de  varios  célebres  publicistas,  respondit 
intendente  por  el  ministerio  de  relaciones  exteriores,  con 
cha  del  4  de  febrero  do  1843,  en  estds  precisos  términos:  «Lai 
clusion  a  que  adhiere  el  gobierno  es  (¡ue,  en  las  cuestione 
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eun  buque  extranjero,  la  justicia  local  obra- 

0  cumun  que  observan  actualmente  las  na- 
Imiticndo  querellas  de  los  marineros  contra 
alesquiera  otraa  personas  de  la  tripulación 
in  del  citado  oficio  se  expresó  así:  «Este  ea 
robierno,  despuea  do  una  atenta  conaidera- 

i  U.  S.  lo  pondrá  en  notim  del  juez  del 
■to,  para  que,  en  su  vista,  proceda,  bajo  su 
lad,  como  creyere  justo.» 
;hos;  i  do  ellos  resulta  que  el  gobierno  ha 
e  tomar  en  la  cauaa  una  intervención  abu- 
nal,  como  parece  darse  a  entender  en  el 
ta.  Se  ha  limitado  a  exponer  su  opinión,  i 
leí  crimen   en  completa  libertad  para  obrar 

No  ha  ejercido  una  función  judicial;  no  so 
isa  pendiente;  no  ha  pronunciado  resolución 
de  la  constitución  que  se  le  cita,  es  del  to- 
ocurrencia. 

1  que  podría  suscitarse,  es  sobre  si  tiene  o 
lentos  el  dictamen  vertido  por  el  gobier- 
j  parece  que  los  tiene,  si  vale  algo  la  opÍ- 
reditados  escritores  do  derecho  maritimc. 
vale  por  muchos,  M.  Pardessus,  Derecho 
i.',  titulo  0.",  capitulo  2,  sección  I.  Dice 

comnn  en  estos  mismos  países  (ha))Ia  de 
orencia  de  los  de  África  i  Levante,  en  que 
facultados  mucho  mas  extensas),  que,  in- 
le  tratados  particulares,  i  sin  que  éstos  sean 
s  discusiones  relativas  a  loa  salarios  i  con- 
le  de  la  jente  de  mar,  i  todas  las  difereu- 
i  naturaleza  que  sean,  entre  los  hombres 
entre  ellos  i  sus  capitanes,  o  entre  los  ca- 
lo la  misma  nación,  se  decidan  por  loa  cón- 
ocales,  cuando  ac  les  hace  esta  especie  de 
i  atención  de  remitirlas  ante  el  cónsul  de 
tencco  la  bandera  del  buque;  i  aun  en  el 
nsul,  anto  los  jueces  naturales  (los  capita- 
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nes),  dando  auxilio  al  capitán  para  la  ej 
nea,  sin  apreciar  bu  mérito.  Los  interef 
soberanos  prescriben  estas  reglas  para  p 
nea  de  los  hombres  de  la  tripulación  ooni 
negativa  de  continuar  el  viaje,  o  de  volv 
de  su  partida.  * 

Esta  costumbre  de  las  naciones  cristii 
una  excepción  a  la  regla  jeneral,  que  su 
les  a  la  jiirlsdipcion  dt'l  país:  regla  que  e 
uepcion  al  principio,  aun  mas  jeneral, 
propiedad  común  do  todos  los  pueblos. 
que  es  el  fundamento  dtl  principio,  es  ta 
motivo  a  las  excepciones.  No  podría, 
denegación  de  justicia  a  la  judicatura  1 
dose  a  la  lei  internacional,  remitiese  a 
de  una  causa,  entre  dos  personas  de  la  tr 
de  un  buque  extranjero  sobre  materia 
interii  r. 

11 

No  fué  posible  contestar  en  nuestro  ni 
municado  de  E¡  Defensor,  que  apareció  • 
Tüercio  del  jueves  pasado  sobre  la  c 
marinero  do  la  fragata  Teodoro  Eujenio 
Iras  manos  algo  tarde.  Vamos  ahora  a  Si 
que  allí  se  alegan  contra  el  dictamen  del 
todo,  observaremos  con  respecto  a  los  pu 
de  el  autor  del  comunicado:  1,°,  que  el  f, 
do,  ni  hecho  innovación  en  las  atribucio 
2.',  que  la  práctica  de  exponer  el  gobie 
que  cree  conveniente  para  la  recta  admii 
cuando  es  excitado  a  ello  por  represent) 
oficiales  extranjeros,  no  solo  es  antigua 
niente  i  necesaria.  Los  ajentes  extranje 
inconcuso  de  patrocinar  a  sus  nocionales 
intendentes  o  al  ministerio  de  relacione! 
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En  cuanto  a  lo  primero,  nuestro  modo  do  pens 
la  jui'isdiccion  territorial  está  i  debe  estar  Kujeta  a  i 
cepejones  fundadas  en  oí  derecho  internacional,  que 
tan  obligatoria  como  las  otras.  De  aquí  la  ínmunid 
ajentos  diplomáticos;  de  aquí  la  facultad  do  adminis 
cia,  reconocida  en  los  comandantes  do  los  buques 
extranjeros;  de  aquí  la  protección  que  la  autoridad 
conceder,  no  solo  a  los  cónsules,  sino  a  los  miamos 
do  buques  extranjeros  morcantes,  para  mantener  la 
en  ellos,  no  mirando  sus  actos  como  jurisdiccionalcí 
mo  administrativos,  como  de  pura  policía,  como 
para  mantener  el  orden  a  bordo,  sin  el  cual  no  sería 
navegación  ni  el  comercio  rocíproco  de  loa  pueblos.  I 
cia  quo  abre  sus  puertas  a  laa  otras  naciones,  les  c( 
el  mismo  hecho  todo  to  que  es  absolutamente  ind 
para  el  logro  de  sus  objetos  lojitimos,  en  que  todas 
interés  común.  Se  dirá  tal  vez  que  la  morada  de  1 
diplomáticos  i  los  buques  de  guerra  de  otras  nacior 
con  parte  de  nuestro  territorio,  i  que  los  buques 
surtos  en  nuestros  puertos  sí  la  hacen,  Pero  la  extí 
dad  de  los  ajentcs  diplomáticos  i  do  los  buques  de  gu 
HÍgnifica?  Que  con  respecto  a  ellos  cesa  la  juriadiccii 
rial,  porque  ol  derecho  de  jentes,  es  decir,  la  coi 
iiniversal  de  las  naciones  lo  exije  así.  Pues  ese  miai 
común  de  los  pueblos,  que,  comprobado  por  la  prái 
ral,  pone  limites  a  la  jurisdicción  territorial  en  1( 
meros  casos,  debe  ponerlos  en  el  otro,  hasta  donde 
dan  la  práctica  jenoral  i  el  interés  común. 

De  aquí  ao  sigue  que  el  juez  que  se  abstiene  de  i 
cuestiones  do  orden  i  de  disciplina  interior  de  un 
tranjero,  obra  Icgalmente,  porque  obra  con  arreglo 
a  la  Ici  universal,  que  restrinjo  en  tales  casos,  comí 
en  otros,  la  jurisdicción  que  le  han  conferido  laa  lej 
Reílcxiónese  sobre  los  inconvenientes  que  ac  seguiri 
servar  una  conducta  contraria.  ¿Qué  marinero  vii 
marinero  insubordinado,  no  ocurriría  a  los  juzgai 
puertos,  en  cualquiera  rencilla  o  disgusto  que  tuvie 
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que  por  su  contrata  se  ha  obligado  a  obeJeccr  i  respetar?  Los 
jueces  locales  liarían  justicia,  se  responderá.  La  harian  sin 
duda;  i>ero,  entretanto,  ¿suspenderá  el  buque  su  viaje?  ¿O  dará 
vela  sin  el  complemento  de  brazos  necesarios  para  su  servi- 
cio? ¿No  sería  ese  un  principio  funestísimo  de  discordia  i  de- 
sobediencia entre  jentes  que,  destinadas  a  vivir  juntas,  lejos 
de  toda  autoridad  judicial,  en  las  vastas  soledades  del  océano, 
necesitan  mas  que  otras  el  freno  de  una  disciplina  severa?  In- 
teresados en  el  fomento  del  comercio  extranjero,  ¿le  negaremos 
la  protección  que  se  le  dispensa  en  todas  partea?  L.a3  naciones 
se  devuelven  mutuamente  los  desertores  de  los  buques  mer- 
cantes, a  petición  de  los  cónsules;  i  este  auxilio,  que  es  de  cos- 
tumbre jeneral  en  el  día,  -vendría  a  ser  ilusorio,  desde  el  mo- 
mento que  loa  juzgados  locales  diesen  oídos  a  demandas  i 
quejas  de  los  marineros  de  buques  extraños. 

En  cuanto  al  segundo  punto,  nos  parece  que  el  remitir  esta 
clase  de  causas  a  los  cónsules  no  os  precisamente  reconocer 
en  ellos  jurisdicción  alguna,  porque,  para  componerlas,  les  bas- 
tará en  la  mayor  parte  de  los  casos  la  autoridad  extrajudicial 
i  conciliatoria  de  que  nuestras  leyes  i  todas  las  del  mundo  civi- 
lizado los  consideran  revestidos.  Sí  de  hecho  ejerciesen  juris- 
dicción, la  autoridad  local  no  daria  fuerza  ejecutoria  a  sus 
actos  en  cuanto  le  pareciesen  exceder  los  límites  de  una  inter- 
vención administrativa  i  arbitral,  I  asi  entendemos  que  lo  ha 
hecho  alguna  vez. 

El  señor  Defensor  alega  que  M.  Pardessus  ha  escrito  para 
loa  franceses.  Cuando  este  ilustrado  escritor  expono  el  dere- 
cho peculiar  de  au  nación,  escribe  inconteatablemente  para 
ella,  i  para  ella  sola.  Pero,  en  el  pasaje  que  nosotros  citamoa, 
'o  que  expone  es  el  derecho  de  jentes,  la  práctica  universal  de 
los  pueblos  cristianos.  «Es  de  derecho  común  (tales  son  sus 
palabras),  es  de  derecho  común  en  estoa  mismos  países  [los 
cristianos)  que,  independientemente  de  tratados  particulares  i 
sin  que  elloa  sean  neceaarios,"  etc.  ¿Es  esto  exponer  el  derecho 
francés  o  el  de  jentes? 

Pero  dice  M.  Bursotti,  citado  por  el  autor  del  comunicado, 
que  cuando  los  hombres  de  una  tripulación  se  hacen  culpables 
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(le  delitos  o  crímenes,  fuera  del  navio,  o  au 
con  personas  que  no  pertczcan  a  la  tripulación 
local  procede  contra  ellos,  el  cónsul  deberá  d 
cesarios,  etc.  Do  donde  sai'a  el  señor  üefen 
cuencia  bastante  orijinal,  i  es  que  la  práctic 
hablado  no  se  entiende  con  los  cocineros  de 
no  son  parte  de  la  tripulación  ni  'del  númer 
mar.  Confeaamos  que  esta  es  una  distinción  ei 
va  para  nosotros,  i  que  tampoco  alcanzamoí 
el  texto  citado.  «Tripulación,  dico  el  diccioiiar; 
es  la  jente  de  mar  que  lleva  una  embarcación 
bra  í  sei'oicio. »  Así  es  que  el  cocinero  Juan  Oi 
tivamcnte  en  el  rol  de  la  del  Teoduro  Eujcni 
Por  lo  dcinas,  ee]Rbramo.-í  qne  se  nos  cite 
pasaje  de  M.  Dursotti,  que  es  una  autorida 
punto  principal  que  se  ventila.  En  él,  se  ve 
hombre  de  la  tripulación  comete  un  delito  en 
bordo,  pero  respecto  de  personas  no  inscritas  í 
sul  debe  dar  los  pa.sós  necesarios  para  que  ] 
local  He  trate  al  delincuente  con  humanidad  i 
justicia  iraparcial.  ¿Por  qué  no  se  encargan  t 
sos  al  cónsul  respecto  de  la  autoridad  local,  c 
ten  a  bordo  vías  do  hecho,  delitos  o  crímenes 
delils  Olí  criincs),  pero  entre  personas  que  ] 
a  la  tripulación?  ¿Por  qué,  después  que  M.  B 
a  borc/o,  temeroso  de  que  se  dé  una  excesív 
doctrina,  tiene  tanto  cuidado  do  añadir,  poro 
extrañas  a  la  tripulación  (élramjt'.ros  a  í'  í 
qué  no  habla  del  caso  mas  común  a  bordo,  el 
litos,  crímenes,  vías  de  bechr-  entre  la  jcnto  de 
Kl  señor  Defensor  podrá  fácilmente  cxplicárr 

(Eí  Áraucnno,  año 
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Poco  O  nada,  a  la  verdad,  tenemos  que  presentar  de  nuevo 
después  de  las  consideraciones  vertidas  sol)re  esta  especie  de 
intervención  en  aquella  misma  Gaceta  i  en  uno  de  los  perió- 
dicos de  la  capital;  poro  el  asunto  es  de  grave  importancia,  i  no 
podemos  pasarlo  en  silencio. 

Observaremos  primeramente  lo  extraño  del  órgano  por  don- 
de parece  haberse  hecho  por  primera  vez  aquella  declaración, 
emitida  evidentemente  para  noticia  del  gobierno  de  Buenos 
Aires.  Las  Provincias  Arjentinas  se  hallan  en  plena  paz  i  amis- 
tad con  el  gobierno  británico;  un  ministro  plenipotenciario  de 
la  Gran  Bretaña  resido  actualmente  en  la  capital  del  Rio  de 
la  Plata.  ¿No  era  natural  que,  si  el  comodoro  Purvis  obraba 
por  instrucciones  expresas  de  su  corto,  el  ministro  ingles  hu- 
biese dado  conocimiento  a  la  administración  arjcntina  de  las 
intenciones  de  la  Inglaterra?  ¿Cuáles  han  sido  sobre  este  pun- 
to las  explicaciones  dadas  por  Mr.  Mendeville,  a  consecuencia  de 


chos  como  belijerante,  i  mas  aun  como  bel  ij  eran  te  justo,  contra  un 
enemigo  atroz  i  pérfido,  se  limitó  a  las  medidas  que  contiene  la  cir- 
cular del  20  de  marzo  del  presente  año.  En  ella,  se  prohibía  desde  ol 
1.0  de  abril  la  entrada  en  el  puerto  de  Montevideo  de  buques  en  que 
se  condujesen  artículos  de  guerra,  carnes  frescas  o  saladas,  ganados 
en  pié  i  aves  de  cualquiera  especie,  dejando  en  todo  lo  demás  al  co- 
mercio i  buques  extranjeros  la  mas  cumplida  libertad. 

cDespues  do  esta  prueba  do  benevolencia  hacia  las  naciones  neu- 
trales dada  por  el  gobierno  al  abstenerse  de  establecer  un  vigoroso 
bloqueo,  cuando  le  asistía  derecho  i  tenía  fuerza  naval  suficiente 
para  hacerlo  efectivo,  nadio  podía  presumir  que  las  inadmisibles  pre- 
tensiones e  insultos  del  comodoro  Purvis,  do  las  fuerzas  navales  de 
S.  M.  B.  sobre  la  costa  ésto  do  Sud- América,  vinieran  a  entorpecer 
la  marcha  regular  i  decisiva  do  la  guerra,  i  prolongar  sus  desas- 
tres. 

fLa  primera  pretensión  del  comodoro  se  contrajo  a  notificar  al  co- 
mandante jeneral  en  jefe  de  la  escuadra  de  la  Confederación,  que  no 
toleraría  acto  alguno  do  hostilidad  sobre  la  ciudad  do  Montevideo^ 
por  el  que  pudiera  ponerse  en  peligro  la  vida  o  propiedad  de  un  sub- 
dito británico;  i  ademas  que  cualquier  buque  o  embarcación  do  guerra 
al  mando,  o  de  algún  modo  bajo  la  dirección  de  un  subdito  oriundo 
o  natural  de  S.  M.  B.,  quo  cometiese  algún  acto  de  hostilidad  contra 
otros  subditos  de  S.  M.,  sería  tratado  como  pirata.» 


«""iw^r  TT-yr. 
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el  abandono  del  mas  seguro  baluarte  de  nuestra  independencia 
nacional.» 

«La  neutralidad,  dice  este  eminente  jurisconsulto  en  otra 
parte,  copiando  las  palabras  de  lord  Ilowick,  consiste  en  ob- 
servar una  estricta  i  honrosa  imparcialidad.  La  obligación  de 
un  neutral  es  non  interponere  se  bello;  non  hosti  imnni' 
nenti  hostem  eripere.T^  Todos  saben  la  extensión  que  ha 
dado  a  estos  principios  la  Inglaterra,  deduciendo  de  ellos  re- 
glas peculiares  de  derecho  internacional,  que  han  sido  vigoro- 
samente resistidas  por  otros  gobiernos,  como  contrarias  a  los 
derechos  de  los  neutrales. 

So  ha  dicho  mucho  sobre  los  efectos  benéficos  de  las  inter- 
venciones; í  mientras  éstas  se  limiten  a  la  interposición  de 
buenos  oficios  i  de  medios  conciliatorios,  nada  ciertamente 
mas  propio  de  los  sentimientos  humanos  que  distinguen  tan 
eminentemente  a  la  civilización  moderna;  nada  mas  propio  de 
esos  grandes  e  ilustrados  pueblos  a  quienes  debemos  los  pri- 
meros jérmenes  de  la  nuestra.  Poro  no  podemos  decir  lo  mis- 
mo de  las  intervenciones  a  mano  armada;  de  las  intervenciones 
que  atrepellan  los  principios  tutelares  de  la  independencia  de 
los  estados.  Toda  la  historia  depone  contra  los  efectos  de  se- 
mejantes intervenciones;  ella  testifica  lo  que  han  costado  casi 
siempre  aun  a  los  pueblos  que  las  han  invocado.  En  el  inte- 
rés de  esas  grandes  potencias,  que  respetamos  i  admiramos, 
i  a  cuya  benevolencia  hemos  dado  siempre  un  alto  precio;  en 
el  ínteres  de  ellas  mismas,  deploraríamos  que  se  desviasen  con 
nosotros  de  la  política  liberal,  induljente,  magnánima  que 
han  observado  hasta  ahora.  En  el  interés  del  comercio  extran- 
jero, vehículo  de  cultura  social,  fuente  de  actividad  i  de  vida 
para  nuestras  riquezas  naturales,  lazo  de  unión  entre  todos 
los  pueblos  de  la  tierra;  en  el  ínteres  de  ese  mismo  comercio, 
cuya  prosperidad  está  íntimamente  unida  con  la  nuestra,  de- 
ploraríamos que  los  ajentes  de  las  grandes  potencias,  llevados 
de  un  celo  indiscreto,  pretendiesen  en  nuestras  repúblicas  su- 
bordinar a  él  todos  los  otros  intereses;  los  intereses  mas  vitales 
de  toda  asociación  política;  los  derechos  mas  inconcusos  de  la 
soberanía  nacional.   Reclamamos  lo  que  todas  las  nacione» 
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El  conflicto  (le  las  leyes  acerca  de  los  derechos  i  obligacio- 
nes de  los  extranjeros  proviene  de  varios  principios  que,  siendo 
por  su  naturaleza  inconciliables,  no  pueden  tener  cabida  a  un 
tiempo,  i  solo  son  susceptibles  de  aplicarse  a  loa  diferentes 
casos  con  ciertos  límites  i  restricciones.  La  patria  tiene  dere- 
cho, incontestablemente,  para  rejir  los  actos  de  sus  ciudada- 
nos donde  quiera  que  éstos  existan.  Concedido.  Pero  el  ciu- 
dadano ha  recibido  de  la  naturaleza  el  derecho  de  abdicar  su 
carácter  nativo,  cuando  le  asisten  justas  razones  para  hacerlo; 
razones  de  que  su  conciencia  es  juez,  i  que  no  pueden  ni  co- 
nocer ni  califícar  las  otras  naciones.  Agrégase  a  esto  qu«  las 
autoridades  de  un  país  no  están  de  ningún  nodo  obligadas  a 
hacerse  ejecutoras  de  las  leyes  i  reglamentos  de  los  otros.  La 
mutua  cortesía  de  las  naciones  está  reducida  bajo  este  punto 
de  vista  a  limites  bastante  estrechos,  acerca  de  los  cuales  hai 
mucha  variedad  en  los  diferentes  países. 

Contrayéndonos  a  la  cuestión,  en  Inglaterra  i  en  los  Estados 
Unidos  do  América,  la  regla  que  se  sigue,  es  que,  un  matrimo- 
nio válido  por  la  Ici  del  país  en  que  se  hacelebrado,  es  válido  en 
todas  partes:  (Kent,  Commentaries  on  the  American  La\C'', 
parte  IV,  lección  26).  Los  juzgados  eclesiásticos  de  Inglaterra 
han  reconocido  este  principio  como  la  lei  i  la  práctica  de  las 
naciones  civilizadas,  por  común  consentimiento;  i  la  corte 
suprema  de  Massachusetts,  en  el  caso  de  Medway  v.  Need- 
/lam,  decidió  en  conformidad  a  él,  aun  ocuriendo  en  esta 
causa  la  circunstancia  de  haber  dejado  los  contrayentes  el  te- 
rritorio del  estado  para  sustraerse  a  sus  leyes.  Admitió  la  corte 
que  esta  doctrina  era  opuesta  a  los  principios  jenerales  relati- 
vos a  otros  contratos;  pero  sostuvo  que  con  respecto  al  matri- 
monio era  dictada  por  justas  consideraciones  de  política  para 
precaver  el  daño  público  i  las  consecuencias  desastrosas  que 
se  seguirían  de  la  práctica  contraria.  Envolveríanse  en  con- 
fusión (dijo  la  corte)  la  lejitimidad  de  los  hijos  i  los  derechos 
do  sucesión,  si  la  validez  del  contrato  nupcial  no  se  sujetase  a 
las  leyes  del  lugar  en  que  se  ha  celebrado.  El  canciller  Kent 
hace  mérito  de  varias  decisiones  semejontes  pronunciadas  en 
Inglaterra.   I  es  de  notar  que  en  ninguna  de  ellas  se  disputa 
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la  fucuUad  que  tiene  un  pais  para  autorizar  los  matrimonioi 
de  los  extranjeros  celebrados  en  conformidad  a  las  leyes  do  ai 
domicilio  o  residencia  momentánea.  Lo  que  se  inculca  ei 
aquellas  decisiones,  es  la  conveniencia  jeneral  i  la  justicia  di 
que  so  reconozca  como  válíilo  en  el  domicilio  natural  o  adquirí 
do  de  una  persona  el  matrimonio  celebrado  por  ella  en  otra  par 
te  bajo  el  imperio  de  otras  leyes. 

A  la  verlad,  no  creemos  que  la  regla  de  los  juzgados  ecle 
siásticos  ingleses,  esté  tan  universal  mente  reconocida  como  &• 
ha  dicho  en  ellos.  Un  matrimonio  contraído  por  un  francés  er 
país  extranjero  en  contravención  al  código  civil  de  la  Fran- 
cia, no  tondria  valor  en  su  patria.  Pero,  admitiendo  que  sobn 
este  punto  no  haya  una  regla  Tija  de  jurisprudencia  interna' 
cionnl,  so  sigue  que  cada  estado  se  halla  en  aptitud  para  adop- 
tar aquélla  que  le  parezca  sujeta  a  menores  inconvenientes 
¿A  qué  de  dudas  i  perplejidades  no  daría  lugar  la  necesidad 
de  averiguar  los  estatutos  personales  que  determinan  la  ca- 
pacidad i  demás  requisitos  de  los  contrayentes  extranjeros^ 
¿Pudiera  encargarse  este  examen  a  las  autoridades  que  presi- 
den  a  la  celebración  del  matrimonio  en  todas  las  poblaciones 
de  la  República?  Parécenos,  pues,  que  podemos  preferir  sin  es- 
crúpulo la  práctica  de  la  Inglaterra  i  de  los  Estados  Unidos  de 
América,  dejando  a  los  individuos  que  quieran  casarse  entre 
nosotros  la  facultad  de  hacerlo  con  arreglo  a  nuestras  propias 
leyes.  El  que  sus  matrimonios  produzcan  o  nó  efectos  civiles 
en  el  lugar  de  su  domicilio,  es  una  materia  que  concierne  a 
ellos  solos,  i  en  que  ni  nos  es  posible,  ni  debemos  mezclar- 
nos. 

En  cuanto  al  articulo  C*  del  proyecto,  creemos  que  la  re- 
dacción pudiera  dar  lugar  a  dudas  i  seria  conveniente  aclarar- 
la. La  mente  del  lejíslador  no  ha  sido,  según  pensamos, 
declarar  nulos  los  matrimonios,  que,  según  las  leyes  a  la  sazón 
vijentes,  no  lo  fuesen.  Tampoco  habla  este  artículo  con  todos 
lo.s  que  celebren  o  hayan  celebrado  matrimonios  en  el  terri- 
torio de  la  República,  sino  con  la  clase  de  personas  a  quo  M 
refiere  la.loi,  es  decir,  con  los  extranjeros  no  católicos,  que 
no  quieran  casarse  según  el  rito  de  nuestra  iglesia.  El  artícu- 
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lo  G.°  dispone  en  realidad  lo  mismo  que  el  artículo  7.**  con  la 
diferencia  de  que,  en  el  G/,  se  establece  una  regla  jeneral  do 
({ue  el  segundo  es  la  aplicación  i  la  consecuencia.  Las  leyes  an- 
teriores requerian  la  presencia  de  un  sacerdote  debidamente 
autorizado  i  de  dos  testigos:  el  proyecto  requiere  esto  mismo,  i 
declara  en  sustancia  que,  sin  este  requisito,  son  nulos  los  ma- 
trimonios de  los  extranjeros  no  católicos,  i  determinadamente 
los  que  se  hayan  celebrado  o  se  celebraren  sin  él  a  bordo 
de  buques  extranjeros  surtos  en  los  puertos  chilenos,  o  que 
se  hayan  celebrado  o  se  celebraren  en  la  morada  de  los 
ajentes  diplomáticos  o  consulares  de  las  naciones  extranjeras, 
residentes  en  Chile;  expecificacion  necesaria  para  prevenir  las 
cuestiones  a  que  pudiera  dar  motivo  la  idea  errónea  de  extra- 
territorialidad que  atribuyen  algunos  en  un  sentido  absoluto 
a  los  buques  de  guerra  i  a  la  morada  de  los  ministros  públi- 
cos. El  inconveniente  quedaria  remediado  redactando  de  este 
modo  el  artículo  6.**: 

6.**  Todo  matrimonio  que  se  haya  celebrado,  o  que  en  lo  su- 
cesivo se  celebrare  en  el  territorio  chileno,  sin  las  solevinida- 
des  que  por  las  leyes  a  la  sazón  vijentes  hayan  sido  o  fue- 
ren necesarias  para  el  valor  de  este  acto^  se  declara  nulo  i 
no  producirá,  etc. 

Este  artículo  no  introduce  ninguna  disposición  nueva; 
confirma  solo  la  lejislacion  existente;  i  el  artículo  7.*  la  con- 
trae a  casos  especiales  que  pudieran  parecer  dudosos. 

II 

En  nuestro  número  precedente,  hemos  procurado  satisfacer 
a  las  objeciones  que  se  habían  hecho  por  un  corresponsal  de 
El  Mercurio  de  Valparaíso  a  dos  artículos  del  proyecto  de  leí 
pendiente  en  las  cámaras,  sobre  los  matrimonios  de  los  ex- 
tranjeros no  católicos.  Examinaremos  ahora  las  que  en  la  cá- 
mara do  diputados  se  hicieron  el  año  pasado  a  otros  artículos 
del  mismo  proyecto. 

Fundábase  una  de  ellas  en  un  concepto  erróneo  del  privilc- 
jio  do  exterritorialidad  de  que  gozan  los  buques  de  guerra  ex- 
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arbitrio  Je  una  a  otra  cuantas  veces  se 
qué  csuritor  do  derecho  de  jente-t  se  ha 
ruosa  latitud  ul  princigtío  de  lainmuni- 
ficar  la  autenticidad  de  los  documentos 

les  exhiben,  es  a  lo  que  se  extienden 
iciones  do  loa  ministroü  públicos;  fuera 
íer  que  el  soberano  del  país  en  que  re- 
iancharloa) ,  solo  pueden  ser  reconocidas 
clones.  Un   matrimonio  contraído  ante 

valdría,  pues,  en  el  territorio  del  esta- 
:  leyes  de  ese  estado  lo  hubiesen  dis- 
ioaotro3  no  tendria  valor  alsuno;  nues- 
onocerian;  los  hijos  procreados  en  él  no 
le. 

iblo  a  los  buques  de  guerra.  No  se  les 
rio  extranjero,  sino  en  cuanto  en  nece- 
¡cio  i  disciplina  estén  sujetos  exclusiva- 
de  sus  comandantes  i  oficiales.  Por  el 

la  entrada  en  nuestros  puertos,  se  les 
lie  independencia  de  la  jurisdiceion  lo- 
conccde,  a  no  ser  que  las  concesiones 
;n  pactos  expresos.  De  aquí  es  que 
1  calificado  de  impropia  la  denomina- 
ad  atribuida  a  las   naves  de  guerra. 

Azuni,  Derecho  Marilimo,  capitulo 
ichos  de  soberanía,  basta  el  de  imponer 
giinos  escritores,  do  cuyo  número  ©a 
o  que  se  debían  mirar  estos  buques  co- 
3,  por  la  especiosa  razón  que,  si  el  pa- 
ives  de  guerra  continuase  bajo  el  domi- 
lerto,  no  sería  licito  ejecutar  alli  unos 
jurisdicción.  Pero  es  fácil  resolver  esta 
'  que  esta  jurisdicción  so  funda  en  la  na- 
itar  que  se  ejerce  a  bordo,  el  cual  con- 
u  fuerza  todas  las  veces  que  el  soberano 

recibir  una  nave  de  guerra  como  tal. 
el  poder  militar,  seria  imposible  mantc- 
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ner  la  disciplina.  El  ejorcicio  de  este  poder  en  lo  int 
la  nave  es  una  consecucnda  necesaria  de  la  acojidí 
le  concede,  i  no  un  dereulio  propio  del  coniundaiitc  de 
i  mucho  menos  un  derecho  de  territorio.» 

Otro  reparo  hecho  al  proyecto  de  lei  de  que  hablí 
que,  si  se  sujetan  Io3  enlaces  anteriori'H  de  los  extran 
católicos  a  la  formalidad  de  una  validación,  se  dejará 
bitrío  permanecer  caaados,  o  abandonar  a  sus  consor 
milias  i  casarse  de  nuevo,  bastándoles  para  ello  el  < 
solemnidad  que  por  el  proyecto  se  les  uxije  para  que  j 
efectos  civiles  la  unión  en  que  actualmente  viven.  Si 
trimonios  anteriores  debiesen  reconocerse  como  válid 
justa  la  observación;  pero  no  es  así.  Los  extranjeros  q 
de  ese  modo  no  han  contraído  matrimonio  en  el  at 
nuestras  leyes.  Sus  hijos  no  serian  amparados  por 
tribunales  en  los  derechos  de  sucesión  forzosa  que 
leyes  han  otorgado  a  los  hijos  de  lejítimo  niatrirac 
consortes  mismos  no  tendrán  medio  de  hacer  valer 
procos  derechos  bajo  nuestras  leyes.  La  nueva  lei  i 
pues,  de  peor  condición  bajo  esto  respecto  el  consorci 
viven;  por  el  contrario,  lo  hace  de  mucho  mejor  com 
abre  la  puerta  de  la  Icjitimidad;  le  ofrece  una  sancic 
hasta  ahora  carece;  i  lo  que  mas  es,  confiere  a  esta  le^ 
i  a  la  de  los  hijos  una  fuerza  retroactiva.  La  lei  pr( 
al  paso  que  pone  en  ejercicio  una  incuestionable  atril 
la  soberanía,  que  estaba  en  peligro  de  olvidarse  o  de 
desuetud,  ha  guardado  todas  las  consideraciones  posi 
delicadeza  de  las  conciencias,  i  a  la  buena  fe  de  lo£ 
ignorancia  hayan  faltado  antes  de  ahora  a  las  soleí 
legales  en  uno  de  los  actos  mas  importantes  de  la  vid 

(Eí  Araucano,  año  de 
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comunicarse.  La  experiencia  de  cada  uno  puede  servir  a  los 
otros;  el  contacto  recíproco  de  pueblos,  aun  mas  extraños  en- 
tre sí,  aun  ligados  por  lazos  menos  estrechos,  ha  sido  siem- 
pre uno  do  los  medios  de  extender  i  hacer  circular  la  civiliza- 
ción i  las  luces.  Las  varias  secciones  de  la  América  han  estado 
hasta  ahora  demasiado  separadas  entre  sí;  sus  intereses  comu- 
nes las  convidan  a  asociarse;  i  nada  de  lo  que  pueda  contribuir 
a  este  gran  fin,  desmerece  la  consideración  de  los  gobiernos,  de 
los  hombres  do  estado,  i  de  los  amigos  de  la  humanidad.  Para 
nosotros,  aun  la  comunidad  de  lenguaje  es  una  herencia  pre- 
ciosa, que  no  debemos  disipar.  Si  añadiésemos  a  este  lazo  el 
de  instituciones  análogas,  el  de  una  lejislacion  que  reconocie- 
se suatanclalmento  unos  mismos  principios,  el  de  un  derecha 
internacional  uniforme,  el  de  la  cooperación  de  todos  los  esta- 
dos a  la  conservación  de  la  paz  i  a  la  administración  de  justi- 
cia en  cada  uno  (por  supuesto  con  las  conocidas  i  necesarias 
restricciones  que  importan  a  la  seguridad  individual),  ¿no  sería 
este  un  orden  de  cosas,  digno  por  todos  títulos,  de  que  tentá- 
semos para  verlo  realizado  medios  mucho  rhas  difíciles  i  dis- 
pendiosos que  los  que  exije  la  reunión  de  un  ¿ongreso  de  ple- 
nipotenciarios? 

Se  cree  posible  que  se  sancionen  algunos  jnf^os  de  de- 
recho internacional  americano,  i  se  coloca  estíl^  sanción 
entre  las  cosas  de  pura  forma.  ¿De  pura  forma  se^^>  P^^ 
ejemplo,  el  reconocimiento  de  la  inmunidad  de  la 
de  la  propiedad  neutral;  la  extradición  de  los  reos  de  delitos 
atroces,  de  falsificación,  de  quiebra  fraudulenta?  ¿Sería  de 
pura  forma  el  establecimiento  de  reglas  jenerales,  que  facili- 
tasen a  los  litigantes  de  un  estado  la  adquisición  de  pruebas 
en  otro;  que  asegurasen  a  las  sentencias  de  los  tribunales 
competentes  de  Chile  su  ejecución  en  Nueva  Granada  o  Méji- 
co, que  fijasen  los  derechos  de  sucesión  de  los  mejicanos  o 
granadinos  a  herencias  abiertas  en  Chile,  i  recíprocamente* 
que  en  el  caso  de  bienes  concursados,  esparcidos  sobre  dos  o 
mas  territorios,  deslindasen  la  competencia  i  el  modo  de  pro- 
ceder mas  equitativo,  mas  imparcial  respecto  de  todos  los  inte- 
resados? He  aquí  algunos  de  los  puntos  de  derecho  internacio- 
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para  no  prestar  auxilio  a  ninguno  lic  los  partidos  polític 
se  hacen  la  guerfa  en  otro  estallo,  para  impeilir  que  1( 
l^rado-s  abusen  de  la  liospitalidad  t|iio  se  les  dispensB 
territorio,  levantando  en  él  expetlicionea  armadas  contr 
no  de  los  gobiernos  con  quienes  nos  mantenemos  en 
Chile  le  basta,  para  todos  estos  objetos,  obrar  cumo  lo 
cho  hasta  aquí,  sin  constituirse  reo  ante  un  congrest 
caso  que  alguna  vez  los  emigrados  politices  hubiesen  I 
la  vijilancia  del  gobierno.  Pero  ¿no  seria  do  desear  qu 
conducta  do  Chile  so  funda  en  sanos  principios,  la  ad< 
los  otrus  gobiernos,  i  fuese  para  todos  obligatoria?  S 
establecida  una  regla  cualquiera,  la  violase,  se  cons 
sin  duda  reo  ante  el  congreso,  es  decir,  sería  reapons 
flus  actos,  como  toda  nación  que  lia  infrinjido  sus  pa 
es  ante  aquéllas  con  quienes  los  ha  celebrado.  Nada 
de  nuevo  en  esto,  a  menos  que  so  diga  que  no  debemoi 
tratado  alguno  para  no  contraer  la  responsabilidad 
observancia.  Mas  aun  asi  tendríamos  obligaciones  n: 
que  llenar,  obligaciones  abstractas,  vagas,  a  que  solo 
tos  pueden  dar  una  forma  precisa.  Toda  nación  es  rcsp 
de  su  conducta  a  las  otras;  i  uno  de  los  grandes  be 
que  pudiéramos  prometernos  de  la  confederación,  serí. 
mente  el  de  determinar  esa  responsabiliilad  natural, 
yendo  a  las  jcneralídades  de  la  teoría,  reglas  práctica 
cretas.  El  congreso,  se  dice,  prestará  el  auxilio  de  la  : 
todos  los  gobiernos  de  hecho,  a  todos  los  tiranos;  exp 
los  emigrados;  les  vedará  el  uso  lojítimo  de  la  prensa 
esto  suponer  que  el  congreso  desconocerá  su  misión 
esto  atribuirle  principios  i  bases  opuestas  a  los  que  hs 
(lo  el  ministro?  ¿No  es  esto  suponer  un  congreso  div 
que  se  proyecta?  Verificadas  esas  suposiciones,  no  I 
Chile,  i  los  demás  gobiernos  que  piensen  como  Chile, 
rán  una  alianza  inmoral,  de  que  ya  no  podría  espera 
bueno.  El  congreso  puede  conspirar  a  la  paz  i  al  órc 
riop,  sin  hacerse  instrumento  de  persecuciones  i  rencí 
la  mora  [wsibiUdad  de  abusar  fuese  una  razón,  seríí 
rio  echar  por  tierra  todas  las  instituciones;  porque  no 
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sola  (le  (|uc,  abri^nclointenciones  siniestras,  hollando  los  ga- 
rantías constitucionales,  i  arrostranilo  tteswiradamento  la  re- 
probación publica,  no  pudiera  abusarse, 

ir 

Después  do  balicr  con-sidcrado  Ins  objeciones  que  se  han 
hecho  a  la  idea  del  congreso  americano  en  abstracto,  exami- 
naremos brevemente  las  que  se  hacen  contra  el  plan  bosque- 
jado en  la  Memoria  del  ministro  do  pehuiones  exteriores. 

El  título  de  confederación  ha  parecido  extraño  a  un  corres- 
ponsal de  Ei  Profirpso,  por  una  razón  singular,  porque  fue  ol 
titulo  de  la  gótica  Confederación  Jermánica.  Pero  también  fué 
el  título  de  la  Confederación  Aníictiónica,  de  la  Confederación 
Aquca,  do  la  Confederación  Helvética;  o  mas  bien,  no  fué  el 
título  de  ninguna  confederación  particular,  jwrque  es  un  nom- 
bro apelativo,  que  designa  jeneralmente  una  asociación  cual- 
tjiiiora  de  estados,  para  un  fin  determinado  cualquiera,  i  que 
puedo  convenir  a  todas  las  asociaciones  imajinablcs  de  esta- 
dos, buenas  o  malas,  significando  ésta  o  aquélla,  según  el 
calificativo  que  se  lo  junto.  I'orque  una  asociación  gótica  o 
vándala  haya  querido  llamarse  confederación,  ¿no  polria  una 
asociación,  que  no  sea  gótica  ni  vándala,  llamarse  asi'  ¿I  cómo 
se  llamará  para  no  caer  en  algún  otro  inconveniente  de  la 
misma  especie?  Alianza  i  liga  no  son  dictados  mas  libres  de 
la  tacha  de  haberse  rozado  varias  veces  con  la  inquisición  i 
la  monartiuia.  Tampoco  alcanzamos  por  qué  una  confedera- 
ción haya  de  ser  precisamente  de  gobiernos  que  lo  sean  todo, 
i  no  de  gobiernos  populares:  una  confederación,  alianza  o  liga 
os  una  sociedad  de  soberanos;  i  donde  el  pueblo  es  soberano, 
se  confedera  a  su  nombre  el  gobierno,  como  trata  i  estipula  a 
su  nombre  en  todos  los  pactos  de  nación  a  nación.  «La  confe- 
deración, dice  el  corresponsal  de  El  Progreso,  no  es  posible 
entre  gobiernos  que  no  son  todavía  nada,  i  pueblos  que  lo  son 
todo,  al  menos  por  el  poder  de  la  multitud  i  de  la  anarquía.» 
No  entendemos  qué  se  quiera  decir  con  esto.  ¿Se  querrá  decir 
((iit  es  imposible  a  los  gobiernos  de  las  nuevas  repúblicas,  con- 
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\ 

federarse  o  lig'arstí  o  formar  una   alianza  o  unión  para  cierto  j 

objeto  especial,  representando  a  sus  respectivas  naciones?  Esto  i 

seria  decir  que  el  congreso  americano,  cualesquiera  que  acan 
los  objetos  en  que  se  ocupe,  es  imposible  de  lieclio  o  do  dereclioi  , 

que  es  lo  contrario  de  lo  que  parece  opinar  el  autor  de  los  ar-  I 

ticulosqne  sobre  este  asunto  lia  insertado  i.'/  Proareso.  Después  i 

do  tüdo,  no  bai  motivo  para  suponer  que  el  título  de  la  pro*  i 

yectada  liga,  sea  precisamente  el  que  tan  mal  suena  a  los  oídoa  "5 

del  corresponsal:  nuestro  ministro  lo  ba  empleado,  i  no  podrá  | 

menos  de  emplearlo  provisoriamente,  basta  que  esa  sociedad  j 

do  naciones  se  bautice  a  si  misma.  1 

El  plan  del  congreso  ha  parecido   mal,  porque  se  pretende  3 

«arreglar  los  negocios  domésticos  con   minuciosidad  pueril,  j 

antes  de  arreglar   los  mas  trascendentales  que  resultan  del  3 

contacto  del  mundo,  i  que  son  turbados  frecuentemente  por  I 

ese  mismo  contacto."  Quisiéramos  saber  qué  puntos  mas  tras-  '| 

ccndentales  son  esos,   superiores  en  importancia  a  los  que  se  I 

mencionan  en  la  Memoria,  i  rogamos  al  corresponsal  de  El  Pro-  i 

grcao  que  nos  haga  el  favor  de  designarlos.  ¿Por  ventura,  no  t 

nacen  del  contacto  del  mundo  los  deredios  de  la  paz  i  de  la  j 

guerra,  de  bclijerantes  i  neutrales,  de  refujio  i  de  asilo,  de  la  \ 

navegación-  mediterránea  por  los  grandes  rios  que  atraviesan  i 

o  limitan  diferentes  estados?  ¿No  pertenece  directamente  al  ¡ 

contacto  del  mundo  la  policía  de  fronteras?   Los  derechos  do  '. 

propiedad  i  de  familia  que  el  ciudadano  do  un  estado  puedo  ü 

tener  en  el  territorio  de  otro,  ¿no  son  cosas  en  que  se  encuen-  i 

tran  amenudo,  no  solo  en  contacto,  sino  en  conflicto,  las  lojis-  t 

laciones  de  los  varios  estados,  i  que  pueden  ser  i  son  amenu-  \ 

do  turbados  por  ese  mismo  contacto  i  conflicto?  Indudablemente 
puede  Chile,  como  cada  uno  de  los  otros  estados,  arreglar 
algunos  de  esos  puntos  {no  todos)  por  sus  propias  leyes,  i  por 
eso  los  habrá  considerado  el  articulista  como  materia  de  lejis- 
lacion  doméstica.  Pero  no  basta  que  lo  pueda  liacer  Chile  en 
su  casa;  Chile  desea  que  las  reglas  que  él  ap-lica  a  los  ciuda- 
danos de  otras  naciones  en  su  territorio,  so  apliquen  a  los  ciu- 
dadanos chilenos  en  el  territorio  de  esas  otras  naciones,  o  que, 
si  sus  reglas  no  son  bastante  justas  i  liberales,  se  fijen  otras, 
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para  que  haya  entre  todos  una  reciprocidad  fraternal;  objeto 
a  que  no  alcanza  la  lejislacion  civil,  i  que  debo  precisamente 
arreglarse  por  pactos  internacionales.  Cada  estado  puede,  ab- 
solutamente hablando,  establecer  la  policía  de  fronteras  que 
mejor  lo  parezca;  pero  ¿a  cuántas  disputas,  a  cuántas  quejas, 
no  pueden  dar  motivo,  i  justo  motivo,  las  reglas  que  se  esta- 
blezcan? ¿I  cámo  precaverlas,  sino  entendiéndose  unas  con 
otras  las  naciones  para  fijarlas  de  acuerdo?  Tan  cierto  es  que 
esos  que  parecen  al  corresponsal  de  El  Progreso^  objetos  de  le- 
jislacion civil  pertenecen  al  mismo  tiempo  a  las  relaciones  in- 
ternacionales, o  según  su  propia  expresión,  al  contacto  del 
mundo,  que  apenas  habrá  alguno  de  ellos  a  que  no  se  dé 
lugar  en  el  dia,  aun  en  las  obras  elementales  de  derecho  de 
j  entes. 

Repetimos  que  no  vemos  puntos  de  una  importancia  supe- 
rior a  los  que  se  designan  en  la  Memoria  do  relaciones  exte- 
riores. No  alcanzamos  qué  otras  grandes  cuestiones  puedan 
resultar  del  contacto  del  mundo»  Pedimos  que  se  nos  ilustre 
sobre  esta  materia.  En  un  club,  se  podrán  tal  vez  discutir  pun- 
tos de  una  política  mas  elevada  i  trascendental;  i  por  eso  querrá 
el  señor  articulista  que  se  considere  a  la  asamblea  americana 
como  un  club  en  grande  escala.  Cuando  se  nos  señalen  algunos 
do  ellos,  veremos  si  son  talos  que  puedan  discutirse  con  fruto 
en  un  congreso  de  plenipotenciarios. 

Ademas,  ¿de  dónde  colije  el  corresponsal  do  El  Progreso  que 
se  trata  de  arreglar  los  puntos  indicados  por  el  ministro,  con 
minuciosidad  pueril?  ¿Qué  hai  en  las  expresiones  del  ministro 
que  justifique  semejante  concepto?  El  ministro  no  hace  mas 
que  darnos  un  catálogo  de  materias,  indicando  la  necesidad 
de  sujetarlas  a  reglas  precisas.  Reglas  forzosamente  han  de 
fijarse;  el  objeto  del  congreso  no  puedo  ser  otro.  Pero  ¿porqué, 
minuciosas  i  pueriles?  Las  potencias  de  Europa  han  sujetado 
a  ciertos  reglamentos  la  navegación  de  sus  grandes  rios:  ¿son 
minuciosamente  pueriles  las  disposiciones  que  ellos  contienen, 
dirijidas  a  pro  tejer  la  navegación  i  el  comercio  de  todas  i  a 
poner  trabas  a  la  arbitrariedad  de  cada  una,  en  cuanto  pueda 
inferir  perjuicio  a  las  demás? 


"i  ^'  ' 
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Pero  el  desden  del  «articulista  a  las  materias  enunciadas  por 
el  ministro  como  a  cosas  de  arreglo  doméstico,  se  cambia  re- 
pentinamente en  terror,  porque  le  parecen  palpitantes  de  dis- 
cordia, i  a  propósito  para  causar  espantosas  convulsiones  en 
un  suelo  que  por  todas  partes  se  siente  bullir  bajo  los  pies. 
No  hai  congruencia  entre  estos  dos  cargos.  El  señor  articulis- 
ta reconoce  aquí  claramente  que  las  que  poco  há,  miraba  como 
cosas  domésticas,  son  cuestiones  trascendentales,  de  aquéllas 
que  nacen  del  contacto  del  mundo,  de  aquéllas  en  que  se  pro- 
ducen funestas  explosiones  por  causa  de  ese  mismo  contacto.  I 
en  eso  tiene  razón*,  pero  nó  en  la  consecuencia  que  deduce  de 
este  principio.  Por  la  misma  delicadeza  de  esas  cuestiones,  por 
la  natural  susceptibilidad  de  los  estados  en  esos  puntos,  es 
conveniente  trabajar  en  precaver  las  colisiones  i  las  explosio- 
nes por  medio  de  reglas  jenerales  preconstituidas;  reglas  acor- 
dadas cuando  las  cosa»  pueden  contemplarse  a  sangre  fría, 
sin  las  circunstancias  irritantes  que  acompañan  siempre  a  las 
ocurrencias  actuales.  Lo  que  hace  un  congreso  de  plenipoten- 
ciarios, es  lo  mismo  que  lo  que  hacen  diez  o  doce  hombres  que 
tienen  complicados  negocios  en  que  sus  intereses  se  cruzan: 
celebran  un  contrato  en  que  preven,  en  cuanto  alcanza  la  pru- 
dencia, las  ocasiones  de  disputa,  los  conflictos  de  pretendidos 
derechos;  i  anticipadamente  fijan  reglas  para  dirimirlos  del 
modo  que  les  parece  mas  equitativo.  Esto  que  el  sentido  común 
dicta  a  los  individuos,  el  mismo  sentido  común  lo  prescribe  a 
los  estados;  porque  es  seguro  que,  si  se  deja  ese  arreglo  para 
cuando  los  socios  han  principiado  a  contender  i  altercar  sobre 
un  objeto  dado,  i  cuando,  sublevadas  las  pasiones,  están  me- 
nos dispuestos  a  escuchar  los  consejos  de  la  razón  i  de  la 
justicia,  será  infinitamente  mas  difícil  una  avenencia  amiga- 
ble. 

El  corresponsal  de  El  Progreso  se  ha  contraído  al  punto  del 
refujio  i  asilo,  i  no  cree  digno  de  un  congreso  americano  «ocu- 
parse de  una  práctica,  de  un  derecho,  si  se  quiere,  que  no  ha 
sido  hasta  ahora  otorgado  por  costumbre  de  todos  los  pueblos 
civilizados,  sino  por  medio  de  convenciones  particulares  según 
la  fraternidad  de  relaciones  que  reinan  entre  los  contratantes.» 
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íiite,  (.suponiendo  que  se  liabla  del  derecho  do  ex- 
1  expulsión,  en  cuanto  coi-relativo  al  de  asilo)  esa 
esc  dercclio,  es  otorgado  por  la  costumbre  de  todos 
s  civilizados:  liai  diferencias,  sin  duda,  en  el  modo 
o,  pero  ((ue  dejan  en  pié  la  sustancia.  En  segundo 
juede  sor  indigno  de  un  congreso  de  estados,  lo  cjue 
c  dos  o  tres  estados  que  celebran  convenciones  par- 
1  no  ser  que  se  diga  que  no  conviene  a  un  conjunto 
loco  personas,  lo  que  conviene  a  cada  dos  o  tres  de 
irticular.  En  tercer  lugar,  el  derecho  de  extradición 
cada  estado  en  sus  relaciones  con  todos  los  otros, 
mente  con  a(|uélIos  a  que  está  mas  esli'echamente 
a  adniinistracion  do  justicia  de  Chile,  por  ejemplo, 
le  el  derecho  de  exiradicion  i  las  rejrlas  de  cquidatl 
id  que  deben  restrínjirlo,  se  reconozcan  en  la  Nueva 
en  Méjico,  i  si  Tuese  posible,  en  la  China  i  en  el 
nismo  que  en  el  Perú  i  en  Bolivia.  En  cuarto  lugar, 
mejor  que  un  arreglo  de  esta  especie,  se  haga  entre 
I  estados  a  un  tiempo,  que  separadamente  entre  com- 
binarías do  los  misinos  estados;  porque  se  obtiene 
Jo  un  objeto  no  despreciable:  la  uniformidiid,  quo 
3onocimiento  i  la  observancia  do  toda  lei.  En  quinto 
JÓ  relaciones  de  fraternidad  mas  estrechas  pueden 
que  las  ([ue  ligan  a  los  nuevos  estados  americanos 
¿Cuándo  ha  existido  en  el  mundo  un  conjunto  de 
jue  formasen  mas  verdaderamente  una  familia?  El 
sal  de  El  Progreso  creo  quo  ese  principio  debe  modi- 
;un  la  índole  de  cada  estado.  Siempre  habrá  un  fondo 
bro  el  cual  recaigan  las  modificaciones;  i  este  fondo 
ede  acordarse  en  un  congreso,  dejando  luego  a  cada 
is  la  facultad  de  hacer  en  él  las  adiciones  o  restriccio- 
is  circustancias  requieran.  Los  pueblos  civilizados 
un  derecho  internacional  común,  que  observan  en 
mes  jencrales;  i  no  por  eso  carecen  do  la  libertad  do 
o  adicionar  ese  derecho  jencral,  en  los  pactos  cspe- 
)  uno  con  otro  celebran,  Asi,  el  oljstáculo  que  sobro 
ia  aturde  al  corresponsal  de  El  ¡*rogrcso^  es  entera; 
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mciiU!  quinu-rico — I^o  misiiiu  dociiiius  ckl  terror  d 
extienda  la  jurispruflcncia  iiit(!rníii-ioiiul  a  los  lliiniadc 
nos  o  di'liloí)  piilitico-i,  que  iniiclias  veces  no  lo  serán 
id  furo  do  lus  tiranos.  A  nosotros  nos  .iturile  que  si 
posiWc  qne  t'l  goliienio  do  Cliilu  dcsi'o  extendrtr  el  de 
extradición  a  esos  delitos;  lo  que  si  ci'cenioa,  es  que  no 
la  liberalidad  de  nuestro  gobierno,  que.  juzgue  compa 
sus  obliííiiciones  respecto  de  los  otros  estados,  la  líl 
ciertos  abusos  del  derecho  de  asilo,  que  mas  de  una 
causado  choques  funestos. — lil  articulista,  en  fin,  sin 
quü  sobre  este  punto  haya  de  acordarse  por  los  plonij 
rios  americanos,  se  figura  con  horror  la  escíilu  íle  lio) 
en  virtud  de  eso  acuerdo,  seria  necesario  establecer 
üxlrcmidad  ala  o/ra.  I'iira  declamación.  So  trata  < 
guir crímenes  atroces,  cuyo  escarmiento  es  el  voto  de  I 
ciacion  de  seres  humanos,  que  lo  sean  algo  mas  qi 
nombre;  i  no  vemos  quo  el  quitar  a  tales  crímenes  un 
medios  que  mas  amcnudo  les  proporcionan  la  impunit 
un  mal  para  el  jénero  humano. 


Hasta  aquí  habíamos  llegado  cuando  vino  a  nuestra 
El  Progreso  del  miércoles;  i  en  él,  otro  artículo,  a  qu 
a  contestar. 

Policía  de  fronteras,  prontitud  i  seguridad  do  la  coi 
(lencia  epistolar,  so  miran  como  asuntos  do  arreglo  i 
No  ha  meditado  el  autor  del  artículo  sobre  todas  las 
ncs  internacionales  a  que  puede  dar  lugar  el  tránsit( 
frontera-s,  ni  ba  considerado  la  conexión  de  este  asunt 
de  la  persecución  dolos  delincuentes  en  territorio  ex 
con  otros  interesantes  a  la  administración  de  ju-sticia.  E 
to  a  la  correspondencia  epistolar,  quisiéramos  que  n( 
si  no  es  un  ínteres  común  de  todos  los  nuevos  estado: 
la  de  los  ciudadanos  do  cada  uno  llegue  a  su  destino  c 
la  seguridad  i  prontitud  que  pueda  darle  la  proteccioi 
leyes  i  de  las  autoridades  de  los  países  por  donde  tei 
transitar.  La  Nueva  Granada  i  Venezuela  han  celebr 
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pacto  con  esto   solo  fin;  ¡  su  ejemplo  es  digno  de  ser  imitado 
por  las  otras  repúblicas. 

Se  equivoca  el  señor  corresponsal  de  El  Progreso  en  creer 
que  se  pretenda  provocar  controversias  de  limites  ni  de  ninguna 
clase.  Lo  que  so  pretende  es  que,  si  se  suscitan  tales  contro- 
versias, se  sometan  al  arbitraje  del  congreso,  -antes  de  dar 
suelta  a  contestaciones  acaloradas,  o  de  proceder  a  vias  de  he- 
cho. Ilai  también  equivocación  en  creer  que  se  alude  a  la 
creación  de  nuevos  ejércitos.  Medios  represivos  no  quiero 
decir  ejércitos. 

Después  de  eslo,  pasa  el  autor  del  artículo  a  indicar  los 
puntos  trascendentales  a  que  la  asamblea  de  plenipotencia- 
rios debe  dar  una  atención  preferente,  dejando  a  un  lado,  como 
de  menos  valer,  los  enunciados  por  nuestro  ministro.  Seis 
propone  el  articulista;  i  dos  de  ellos  coinciden  con  algunos  de 
los  de  la  Memoria  de  relaciones  exteriores,  condenados  en 
masa,  porque  no  nacian  del  contacto  del  mundo,  ni  corrían  pe- 
ligro de  ser  turbados  por  ese  mismo  contacto. 

El  corresponsal  de  El  Progreso  quiere  desde  luego  que  la 
asamblea  sancione  «el  derecho  absoluto  de  todas  las  repúblicas 
do  América,  en  los  casos  en  que  no  están  ligadas  por  tratados 
precedentes,  a  lejislar  según  sus  intereses,  i  hasta  según  sus 
caprichos.»  Suponemos  que  se  admite  tácitamente  que  en  lo» 
casos  en  que  nuestros  intereses  se  rocen  con  intereses  ajenos 
hai,   ademas  de  los  tratados,  leyes  naturales  que  nos   impo- 
nen deberes  respecto  de  otras  naciones  i  de  la  humanidad  en- 
tera; deberes  no  menos  respetables   i  sagrados  que  los  que 
tienen  su  oríjen  en  los  pactos.  Pero  el  derecho  absoluto  quo 
se  indica  es,  con  esas  dos  restricciones,  expresa  i  tácita,-  uno 
de  aquellos  axiomas  elementales  que  no  necesitan  de  la  sanción 
do  ningún  congreso.  I  si  se  considera  preciso  que  los  plenipo- 
tenciarios americanos  lo  declaren  i  promulguen,  ¿por  qué  no 
también  otras  leyes  naturales  de  igual  importancia?  ¿Hai  toda- 
vía quien  crea  de  buena  fe  que  semejantes  declaraciones   í 
promulgaciones  conduzcan  a  resultado  alguno  práctico?   Eso 
principio  ha  sido  frecuentemente  violado  i  hollado,  es  verdad; 
pero  los  mismos  que  lo  infrinjen,  i  en  el  momento  mismo  de  la 
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infracción,  no  solamente  lo  reconocen,  sino  t«Ivt 
Tieno  lo  riuo  todos  los  princíjiios  jenerates;  es 
jeneraliílail  ab-stracta,  que  con  muí  poco  esruerzo 
interpreta,  nc  tuerce  i  seehule.  Las  naciones  civili; 
tratan  (le  a.segurap  sus  dercülios  ])oi'  pactos,  no 
tundo  axiomas  incontrovertibles,  sino  reglas  pi 
claras,  bien  precisas,  i  bien  minuciosas. 

El  articulista  quiere  (jutj  la  asamblea  establezc; 
de  la  bandera  neutral  de  los  nuevos  estados.  Si 
asamblea  aspire  al  reconocimiento  do  estos  dep 
potencias  del  mundo  antiguo,  i  siiiKme  que  ellos 
los  que  el  mundo  antiguo  ha  reconocido,  quiere  i 
El  mundo  antiguo  se  reiría  de  esta  pretensión  qu 
iístadua  Unidos,  a  carcajadas,  Totlo  lo  que  pue 
nuevas  repúblicas,  es  establecer  un  derecho  esp 
J;n¡tando  lo  que  ha  hecho  en  sus  pactos  con  ellat 
pública  del  Norte,  modelo  de  sabiduria  i  cordura 

El  señor  articulista  reconoce  también  la  conve 
arreglo  sobre  la  navegación  do  los  grandes  ríos.  Pt 
quisiera  hacer  exclusivo  su  uso  a  los  estados  amer 
Ira  opinión  sería  que  se  abriesen  al  mundo,  i  tal  ci 
la  opinión  del  gobierno  de  Chile.  Pero,  en  este  p 
gobierno  no  puede  expresar  mas  que  un  juicio  teói 
sejo  imparcial.  A  los  estados  rilreranos  es  a  qui 
düterminado:  Chile  aspira  solo  a  que  se  fijen  cor 
derechos  i  las  obligaciones  do  los  interesados. 

Bajo  el  número  4.°,  se  quiere  hacerde  la  asambb 
de  propaganda  republicana.  El  objeto  es  santo  i  1 
medio  nos  parece  poco  a  propósito;  i  no  dista  mi 
tra  opinión  el  corro.sponsal  de  El  Progreso,  que  ' 
exático,  sino  concurre  Norte- America».  Querr 
qué  especio  do  propagandismo  apelarla  la  asamb 
no  conocemos  mas  que  uno:  el  que  han  emple. 
suceso  los  Estados  Unidos.  Tengamos  juicio;  ten 
tengamos  una  democracia  intelijente  i  activa;  p 
nuestro  ejemplo  cundirá.  Si  por  el  contrario  sei 
lal  mundo  el  escándalo-  de  las  aspiraciones  ambi< 
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revueltas;  si  se  nos  oye  balbutír  teorías,  mientras  carec-cnios 
fie  comercio,  de  artes,  de  rentas,  de  escuelas  primarias-,  en 
suma,  si  se  nos  ve  estacionarios,  cuando  no  retrógrados,  en  la 
carrera  de  la  civilización  i  de  la  prosperidad  industrial,  como 
sucede  en  la  gran  mayoría  de  nuestras  repúblicas,  los  razona- 
mientos, las  homilías  do  todos  los  congresos  del  mundo  no  nos 
ganarán  un  solo  prosélito.  Desacreditaremos  las  instituciones 
republicanas;  empañaremos  el  brillo  que  ha  dado  a  ellas  la 
grande  obra  de  los  Washington  i  de  los  Franklin. 

Los  objetos  indicados  por  el  ministro  tienden  todos  al  pro- 
pagandismo  de  lecciones  prácticas,  que  miramos  como  el  solo 
'eficaz.  Pero  hai  otros  objetos  encaminados  al  mismo  fin,  que 
no  entran  en  la  esfera  de  los  pactos  i  las  cunfederaciones.  La 
política  internacional  de  los  nuevos  estados  será  estéril,  si  en 
■el  seno  de  cada  uno  de  ellos  no  aparecen  instituciones  raciona- 
les, progresivas,  civilizadoras. 

«Alianzas  ofensivas  o  defensivas,  ya  jencrales,  ya  reducidas 
conforme  a  las  simpatías  jeográficas»,  es  el  5."  de  los  objetos 
enumerados  por  el  corresponsal  de  El  Progreso,  que  olvida 
aquí  la  objeción  do  las  especialidades,  con  que  atacó  el  punto 
de  refujio  i  asilo,  i  la  del  aumento  de  ejércitos,  que  creyó  ver 
envuelta  en  la  idea  de  los  medio^H  represivos,  necesarios  para 
dar  una  sanción  a  los  acuerdos  de  la  asamblea.  Alianzas  espe- 
ciales deben  nacer  de  negociaciones  particulares.  Alianza  je- 
neral  ofensiva  i  defensiva  requiere  una  escala  de  fuerzas  i  de 
mobilidad  a  que  nuestra  América  no  llegará  en  mucho  tiempo. 
Figurémonos  a  Chile  i  Boh'via  enviando  sus  continjentes  de 
tropas  i  de  buques  de  guerra  a  Méjico,  invadido  por  un  ejército 
francés,  o  bloqueado  por  una  escuadra  británica.  No  hai  mas 
que  una  guerra  posible  entre  las  nuevas  i  las  viejas  institucio- 
nes: la  de  sus  efectos  positivos.  No  hai  mas  que  una  alianza 
jeneral  posible  entre  los  nuevos  estados:  la  de  conspirar  a  un 
fin  común,  justo,  grande  i  benéfico. 

El  corresponsal  de  El  Progreso,  que  se  indigna  de  ver  ocupa- 
da la  asamblea  do  plenipotenciarios  en  arreglos  minuciosamen- 
te pueriles,  como  el  de  los  derechos  de  propiedad  i  de  familia, 
el  de  la  navegación  de  los  grandes  rios,  i  las  demás  bagatelas 
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indicados  en  la  Memoria  del  ministro,  ecli; 
el  gravo  i  arduo  pr,iblema  del  ceremonial  de 
dos,  que  es  el  sexto  i  último  de  lof  puntos  tr 
su  bosquejo.  Podemos  asegurarle  que  ni  éste 
categoría  se  lian  olvidado;  pt-ro  no  parecieror 
portancia  para  mciHíionarlos  al  lado  de  los  ot 
Reconocemos  el  espíritu  americano,  el  air 
a  la  humanidad,  que  centellea  en  todas  las  lín 
lus  que  refutanios;  pero,  de  buena  fe,  ¿hai  en 
i  la  lójica,  que  su  autor  no  lia  podido  encontr 
censura? 

(Fl  Arauranct.  Í.W 
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Iliii  personas  para  (juiciios  tocio  pacto  internacional  es 
objeto  (ie  espanto.  Los  Iralftdos,  según  ellos,  son  redes  que 
poderosos  tiendon  a  tos  débiles.  Las  concesiones  rjue  se  hf 
en  ellos  las  grandes  potencias  i  las  nuevas  repúblicas  amei 
ñas,  no  son,  dicen,  niaa  que  aparentemente  recíprocas,  poi 
solo  una  de  las  partes  contratantes  tiene  marina  mercante 
visite  países  lejanos,  i  solo  con  respecto  a  ella  puedo  signil 
algo  la  mutua  protoucion  que  los  sii^nataríos  estipulan  | 
su  navegación  icomercio.  ¿Cuáles  son,  pues,  las  ventajas 
de  tales  tratados  reportan  nuestras  jóvenes  repúblicas? 

Estas  razones  parecen  plausildcs;  i  desde  luego  reconoo 
nios,como  un  principio  seguro, que  los  tratados  do  navega' 
i  come'rcio  deben  ser  siompro  inspirados  por  el  interés  in( 
tría!;  i  quo  el  que  no  se  promete  de  ellos  una  ventaja  reí 
prevé  que  han  de  producirte  aJgun  inconveniente  que  no 
compensado  por  utilidades  de  mayor  importancia,  baria 
en  celebrarlos,  Pero,  fuera  de  este  caso,  los  quo  condenan 
distintamente  ¡as  convenciones  internacionales,  i  en  cat'* 
las  que  se  estipulan  entro  n,T-;ones  que  no  son  iguales  en 
der,  se  dejan  llevar  do  una  preocupación  añeja  i  vulgar, 
figuran  peligros  donde  en  realidad  no  los  hai.  La  tende 
del  sii^lo  en  quo  vivimos, no  la  tendencia  de  los  gobiernos, ; 
de  dos  ajout','3  mas  poderosos  que  los  gobiernos,  la  ilustrai 
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i  el  comercio,  es  a  multiplicar  los  puntos  ( 
puoblos,  a  unirlos,  a  fratorn izarlos,  a  Iia^f 
humano  una  familia.  Resistir  a  csU  tendei 
la  escala  de  In  civilización.  Paro  comunica 
pueblos,  ¿no  es  una  consecuencia  necesar 
se  mezclen,  so  crucen,  se  contraríen?  I  i 
que  se  establezcan  reglas  para  que  de  eata 
trariedad  de  intereses,  no  resulten  colisión 
naciones  independientes,  ¿no  es  de  Wda  nei 
glas  se  fijen  de  común  acuerdo?  I  ¿a  qué  si 
los  pactos  internacionales? 

Pero  los  poderosos  abusarán  de  ellos,  si.  .«.i-mv^.  .-.«  v~.  «.i, 
los  tratados  de  lo  que  abusan  los  poderosos,  sino  de  sus  fuer- 
zas. Si  una  potencia  fuerte  injuria  a  una  nación  débil,  infrin- 
jiendo  un  tratado,  ¿la  respetarla  sin  él?  La  primera  niega  a  la 
segunda  las  prestaciones  a  quecs  oblij^ada  por  sus  pactos:  ^se 
las  concedeiia  si  tale.s  pactos  no  existiesen?  Los  pactos,  puos, 
no  agravan  los  males  que  nacen  de  la  desigualdad  de  fuerzas; 
i  aunque  no  los  precavan  siempre,  ni  frecuentemente,  no  se 
¡)uedtí  negar  que  en  muchos  casos  producen  efectos  benéficos, 
haciendo  mas  raras  las  Irasgresiones,  por  lo  mismo  que  las 
hacen  mas  injustificables  i  escandalosas. 

En  cuanto  al  argumento  que  se  saca  de  lu  ilusorio  do  ciertas 
concesiones  recíprocas,  porque  no  tenemos  navegación  ni  co- 
mercio que  se  aproveche  de  ellas,  basta  ver  a  lo  que  so  redu- 
cen esas  concesiones  por  nuestra  parte,  para  reconocer  que  no 
lo  son  sino  en  el  nombre.  Cuando  ponemos  a  la  Gran  Bretaña 
sobre  el  pié  de  la  nación  mas  favorecida,  ¿qué  le  concedemos? 
Nada  absolutamente,  porfjue  la  política  de  nuestro  gobierno  es 
la  igualdad;  no  hai  en  nuestros  mercados,  ni  en  nuestra  admi- 
nistración de  justicia,  ni  en  la  circulación  de  las  propiedades 
entre  nosotros,  nación  alguna  extranjera  que  goce  de  peculia- 
res favores;  la  Gran  Bretaña,  por  consiguiente,  colocada  sobre 
el  pié  de  la  nación  mas  favorecida,  no  sale  de  la  regla  jcneral; 
es  una  nación  extranjera,  como  las  otras.  Lo  que  el  tratado  le 
concede,  es  lo  mismo  que  ya  tiene,  i  lo  mismo  que  todas  tie- 
nen, sin  ninguna  excepción. 
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Lo  que  hai  de  singular,  es  que,  mientras  la  república,  por  el 
tratado,  no  concedo  en  realidad  cosa  alí^una  a  la  Gran  Bretaña, 
poríjne  nada  le  permite,  que  no  permita  o  no  este  dispuesta  a 
permitir  a  todas  las  otras  potencias  extranjeras,  la  Gran  Bre- 
taña concede  a  Chile  lo  que,  según  su  política  jeneral,  no  suelo 
conceder  a  otros  países:  algunas  de  sus  concesiones  la  son  ver- 
daderamente, porque  son  excepciones  a  las  reglas  jencrales 
quo  ella  observa  con  los  otros  estados.  Chile,  celebrando  un 
tratado  con  ella,  adquiere  un  derecho  deque  no  gozan  sino  lo» 
estados  que  tienen  tratados  con  ella,  que  es  el  de  comerciar 
con  sus  colonias:  derecho  precioso  para  Chile,  pues  abro  a  su 
bandera  los  puertos  de  las  posesiones  británicas  en  el  Pacífico, 
donde  hai  ya  demanda  para  sus  producciones  naturales,  i  la 
habrá  may.>rcada  dia.  Ademas,  la  construcción  chilena  no  será 
en  \irtud  del  tratado  un  requisito  quo  se  exija  a  las  naves  de 
propiedad  cJiilena,  i  en  eí?tc  punto  se  aparta  la  Gran  Bretaña 
de  una  de  las  reglas  que  ha  mirado  como  mas  esenciales  en 
materia  de  navegación  extranjera,  i  de  que  no  ha  dispensado  a 
muchas  naciones  quo  han  ajustado  pactos  comerciales  con  ella. 
Así  pues,  hai  algo  de  real  por  parte  de  la  Gran  Bretaña  en  los 
derechos  que  nos  otorga  el  tratado;  al  paso  que,  por  nuestra 
parte,  no  hai  verdaderamente  concesión  alguna  excepcional; 
esto  es,  que  ponera  a  la  Gran  Bretaña  sobre  un  pió  mas  ven- 
tajoso que  a  la  última  de  las  naciones  extranjeras  que  frecuen- 
tan nuestros  puertos,  con  tratado  o  sin  ól.  Si  en  nuestro  siste- 
ma económico  sobrevienen  alteraciones  que  afecten  al  comercio 
extranjero,  no  serán  probablemente  en  el  sentido  restrictivo, 
sino  en  el  de  libertad  i  franqueza,  i  no  puede,  por  consiguiente, 
embarazarlas  el  tratado.  Pero,  aun  cuando  fuesen  de  otro  ca- 
rácter, el  tratado  no  coníiero  a  la  Gran  Bretaña  derecho  alguno 
para  eximirse  de  las  restricciones  a  que  se  tuviese  por  conve- 
niente sujetar  su  comercio,  siempre  que  no  envuelvan  diferen- 
cias entre  ella  i  las  demás  naciones  amigas.  Así,  cuando  un 
ilustrado  miembro  de  la  cámara  de  diputados  dijo,  informando 
sobreesté  tratado,  que  por  él  renunciamos  la  facultad  de  alte- 
rar como  nos  convenga  nuestras  leyes  económicas,  no  se  ex- 
presó con  su  exactitud  acostumbrada:  el  tratado  nos  deja  en 
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sluta  líhcrtail  para  inijioner  a  los 
anjera  tocias  lasrcstriouiones  ([iii 
rormes  a  nuestros  iiiter«ses,  on 

el  tratailo  nos  impone,  i  contr 
da  hacerse  objeción  sólida,  es  la 
;  la  de  no  gravar  a  la  Gran  Breti 
;a,  qae  no  se  haga  común  a  toda 
:s  mas  quo  la  misma  politica  qu 
sla  administradon  chilena. 
[ubo  un  tiempo  en  que  nuestro  i 
I  algo  diferentes  en  favor  de  los  r 
aveniente  qne  en  aiis  pactos  co 
incias  se  reservasen  las  repúhlii 
litad  de  otorgarse  unas  a  otras 
;en  de  fomento  a  su  naciente  ii 
resó  así  varias  veces  en  sus  discí 
ciidad  a  estas  miras  de  liberal  I 
ado  con  el  Perú,  que  fué  ratificaí! 
validado  por  la  administración 

servían  estas  disposiciones  do  ( 
querían  corresponder  a  ellas  liis 

gua  Colombia  se  habia  ligado  a  la  uran  líreíana  por  un 
ado  perpetuo,  que  no  le  permitía  conceder  a  ningún  estado 
'ilejios  excepcionales;  i  los  tres  estados  de  Venezuela,  Nueva 
nada  i  el  Elcuador,  herederos  de  esta  obligación,  la  han  reco- 
ido  en  sus  pactos  posteriores,  i  permanecen  indefinidamen- 
üjetos  a  ella.  Buenos  Aires  se  halla  en  el  mismo  caso  desde 
poca  del  reconocimiento  de  la  independencia  jwr  la  Gran 
taíia.  Otro  tanto  ha  sucedido  a  Méjico.  Bolivia  celebró  con 
rancia  un  tratado  en  que  tampoco  se  reservó  la  facultad  de 
ínguir  a  las  repúblicas  hermanas  con  estipulaciones  espe- 
;s;  i  no  hace  mucho  que  trató  en  los  mismos  términos  i  por 
ipo  ¡limitado  con  la  Gran  Bretaña.  Esa  misma  baso  apa- 
ú  en  el  tratado  de  esta  potencia  con  el  jenerai  Santa  Cruz 
.0  jefe  de  la  Confederación  Perú- Boliviana;  i  aunque  entcn* 
IOS  que  el  gobierno  peruano  ha  pretendido  rechazarlo  como 
brado  por  autoridad  ilejítima,  ignoramos  toJavia  la  solu- 
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cion  de  esta  controversia,  Pero  supongamos 
hallase  enteramente  libre  para  arreglar  sus  r 
sotros  como  mejor  le  pareciese.  El  Perú  ve  1 
Chile  con  mezquinos  i  mal  disimulados  celos. 
dominado  acasi  todas  sus  administraciones.  £ 
la  situación  jeográfica  de  Valparaíso  como 
Chile,  i  se  ha  creído  que  el  Ínteres  nacional  á 
en  anonadarla.  A  esto  han  propendido  sus  regí 
¿Podría  esperarse  que,  cuando  el  Perú  ha  qi 
hasta  la  fabricación  de  las  harinas  que  so  el 
consumo  con  el  trigo  chileno,  mirase  con  n 
otros  productos  a  que  le  convida  un  suelo  qu 
de  primeras  materias  hace  muchas  ventajai 
todo  esto  concluimos  que  la  excepción  a  fa\ 
hispa  no- americanos  no  haría  mas  que  embar 
ciones  de  Chile  con  las  naciones  extranjeras, 
guno,  ni  para  Chile  ni  para  aquellos  estado: 
sin  temor  de  contradicción  que  ninguno  de 
América  abriga  sentimientos  mas  emlnenter 
que  el  nuestro;  i  que,  cuando  él  adoptó  como 
nanzas  comerciales  la  igualdad  ab,soluta  par; 
nes  extranjeras  del  antiguo  í  del  nuevo  hemis 
de  haber  perdido  toda  esperanza  de  que  bu 
fuese  imitada  i  correspondida. 

No  nos  detenemos  a  considerar  los  efectos 
rifa  diferencial,  cual  sería  necesaria  para  ( 
aprovechasen  a  los  nuevos  estados,  porque 
anteriores  demuestran  que  Chile  no  haria  na 
principio  que  por  una  larga  éjwca  profesó  é 
las  nuevas  repúblicas,  i  que  pugna  actualm< 
gaciones  indisolubles  contraidas  por  la  may( 
considerables  de  ellas,  i  sobre  todo  por  las  q 
relaciones  cordiales  i  estrechas  con  nosotros 
no  se  ve  On  a  ese  orden  de  cosas:  Nueva  Gr 
han  solicitado  mas  de  una  vez  alterar  alguní 
de  su  tratado  con  la  Gran  Bretaña,  í  no  hai 
Finalmente,  Chile  no  se  impone  por  el  pacto 
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iin  embargo,  que  hai  cierto  peligro  en  todo  lo 
relaciones  de  las  débiles  repúblicas  amerí- 
aneroa  i  ambiciosos  estados  europeos,  por- 
pretoxtos  so  concedan  a  las  grandes  potencias 
le  sus  fuerzas,  tanto  mas  probables  serán  los 
I  no  vemos  que  los  tratados,  cuanilo  son  lo 
mpliquen  las  relaciones  internacionales;  pues 
jarece  que  las  regularizan  i  simplifican.  ¿Qué 
que  la  de  tratar  a  todas  las  naciones  por  igual? 
ístema  las  relaciones  do  iin  pueblo  con  los 
duce  mas  bien  a  un  alto  grado  de  uniformi- 
3  hablamos  ahora  de  las  ventajas  económicas 
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conceda  a  la  Gran  Bretaña  cosa  alguna  quo 
no  estemos  dispuestos  a  conceder  a  las  oti 
primer  lugar,  no  es  exacto,  como  dice  El  Sig 
mos  desentendido  de  este  punto,  pues  sobre  él 
del  artículo  que  defendemos.  Ademas,  si  es  c 
política  comercial  ha  sido  i  es  la  de  igualdad  ab 
litica  ha  sido  proclamada  ya  algunas  veces  por '. 
en  uno  de  sus  mas  solemnes  actos,  ¿qué  es,  r 
concedemos  a  la  Gran  Bretaña  estipulando  1 
comercio  con  todo  otro  comercio  extranjero;  i 
ja  práctica  de  que  sin  el  tratado  carecería  la 
niendo  subsistentes  las  consideraciones  do  eqi 
nicncia  en  que  se  apoya  esa  política,  como 
estén  por  algunos  años,  i  probablemente  por 
fijados  a  la  duración  del  tratado?  Concedemí 
■verdad;  pero  ¿concibe  El  Siglo  que  sea  posil 
modo  un  pacto?  ¿Qué  son  los  pactos,  entre  a 
particulares,  sino  concesiones  mutuas  de  de 
cabos  de  la  libertad  de  los  contratantes  bajo  < 
Si  una  nación  no  ha  do  conceder  derecho  al 
no  menoscabar  su  libertad,  cancélese  del  códi 
la  palabra  tratados;  dígase  que  laa  naciones  i 
lar  entre  sí  cosa  alguna;  í  que,  en  medio  de 
intereses  i  negocios  que  tienen  hoi  los  pueblo  , 
los  hacen  tocarse  por  mas  puntos  í  mezclarse  mas  íntimamoa- 
te,  no  deben  fijarse  reglas  de  común  acuerdo  para  prevenir 
las  disputas  o  dirimirlas,  sino  dejarlo  todo  a  las  decisiones 
aventuradas  de  cada  intelijencia,  de  cada  interés,  de  cada  pa- 
sión. 

Concedemos  derecho,  no  solo  por  los  5."  i  6,',  sino  por  todos 
los  artículos  del  tratado.  Cada  uno  de  ellos  envuelve  la  con- 
cesión de  un  derecho  que  otorgamos  a  la  Inglaterra;  el  estable- 
cimiento de  una  obligación  quo  nos  imponemos;  el  menosca- 
bo de  una  libertad.  Todo  esto  no  es  solo  cierto,  sino  evidente; 
porque  todo  esto  va  envuelto  en  la  palabra  tratado.  Decir  que 
damos  un  derecho,  o  que  renunciamos  una  libertad,  es  solo 
decir  que  contratamos;  no  se  puede  contratar  de  otro  modo. 
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Lo  quo  importa  os  saljer  el  valor  del  derecho  que  c 
i  (le  la  libertad  que  renunciamos;  i  para  valuar  un 
preciso  averiguar  los  efectos  (le  la  concesión  o  do  1 
Damos  a  la  Inglaterra  un  dercclio:  ¿a  qué?  A  que  s 
(lo  lo  que  hace,  i  lo  quo  hacen  todas  las  otras  nació 
¡eras,  con  tratado  o  sin  él.  llenunciamos  una  libertí 
De  ha<íer  lo  que  juz^nios  que  no  nos  conviene, 
que  toda  la  cuestión  se  reduce  a  estos  tiVminos:  ¿r 
drá  conceller  favores  especiales  en  materia  decomci 
jero,  durante  diez  aiios? 

En  jpncral,  quedaría  deciiüda  la  cuestión  con  i 
imponerno.s  la  ohilgacion  de  no  conceder  tales  f;iVi 
significa  exactamente  lo  mismo  quo  la  obücfacion 
los  productos  de  nuestro  suelo  al  precio  mas  alto,  i 
los  productos  de  las  naciones  extranjeras  al  preci 
¡¡osiblc.  De  aquí  es  que  lus  mas  ilustrados  i  liber 
mistas  han  proscrito  como  injustas  e  impolíticas  toi 
cesiones  excepcionales.  ¿Tenemos  un  jénero  cuya  ] 
dependa  do  que  una  nación  extranjera  le  dispense  t 
cades  una  protección  espetiial?  Bueno  sería  que  la 
raos,  si  no  hubiéramos  de  compensarla  con  algo  e 
Mas,  para  obtenerla,  será  preciso  que  concedamos  a 
ro  de  esa  nación  extranjera,  una  protección  especial 
mercados;  es  decir,  que  compremos  ese  producto 
precio  del  que  se  fijaría  por  la  competencia  jeneral. 
i  la  conveniencia  de  los  productores  nacionales  de 
ñero  favorecido  se  aumentarían;  pero  el  número  í  la 
cia  do  los  consumidores  nacionales  del  jénero  extra 
recido  disminuirían;  es  decir  que  pagaríamos  la  vei 
primeros  con  el  perjuicio  do  los  segundos;  i  que, 
resultado,  no  habríamos  hecho  mas  quo  favorecer  a 
ro  limitado  de  ciudadanos  a  costa  de  las  privaciones 
mínucíon  de  bienestar  de  un  número  mucho  mayor 

Esto  en  tesis  jeneral;  no  estamos  dispuestos  8 
e.sa  i  las  demás  doctrinas  de  economía  política  no 
cuando  en  cuando  excepciones.  Pero,  si  contra  u 
que  sigue  un  principio  universalmente  reconocido 
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circunstancias  excepcionales,  circunstancias  en  quo  se  preten- 
do que  es  necesario  abandonar  el  principio,  i  adoptar  una  re- 
gla especial,  es  preciso  que  los  adversarios  demuestren  la  exis- 
tencia de  esas  circunstancias  i  la  conveniencia  de  la  regla:  lo 
contrario  sería  encerrarse  en  un  círculo  de  abstracciones  i  va- 
guedades, con  las  cuales  no  es  difícil  probar  cuanto  se  quiera. 
Contrayéndonos  al  asunto  presente:  se  alegan  las  circuns- 
tancias de  las  repúblicas  americanas,  i  se  quiere  deducir  do 
ellas  la  conveniencia  que  todas  hallarían  en  reservarse  la  fa- 
cultad de  hacerse  unas  a  otras,  concesiones  especíales  en  favor 
de  su  industria  naciente,  reprobándose,  por  tanto,  la  renuncia 
que  en  el  tratado  con  la  Gran  Bretaña  hace  Chile  de  conceder 
favores  especiales  a  potencia  alguna,  sin  exceptuar  a  las  re- 
públicas americanas.   A  este  punto,  que  es  el  capital  de  la 
cuestión,  hemos  dado  una  atención  particular  en  nuestro  nú- 
mero 751.  Allí  nos  parece  haberla  resuelto,  aun  sin  entrar  en 
la  averiguación  do  lo  que  sobre  esta  materia  aconsejaría  una 
«ana  política;   porque  en  realidad  no  hai  caso.   De  las  re- 
públicas americanas,  el  mayor  número  í  las  de  mayor  exten- 
fiion,  población  i  riqueza,  casi   todas,  en  una  palabra,  han 
manifestado  sentimientos  opuestos  al  sistema  excepcional,  o 
han  contraído  obligaciones  incompatibles  con  él.  Méjico  está 
ligado  a  la  Gran  Bretaña  con  un  tratado  eterno  que  no  le  per- 
mite conceder  a  nación  alguna  favores  especiales  que  no  se 
<»xtiendan  por  el  mismo  hoclio  a  la  Gran  Bretaña.  Venezuela, 
Nueva  Granada  i  el  Ecuador  están   ligados  con  tratados  eter- 
nos   de  la  misma  especie  rcspoclo  de  la  misma  nación.   Lo 
mismo  estáBolivia;  lo  mismo,  Buenos  Aires.  Centro  América, 
en  su  tratado  con  los  Estados  Unidos,  reconoced  mismo  prin- 
cipio de  igualdad  al)soluta.   Otro  tanto  puede  decirse  de  los 
otros  tratados  de  nuestras  repúblicas  con  la  Federación  Ame- 
ricana, excepto  el  de  Cliilo,  primero  i  único  ejemplo  de  la 
excepción  recomendada  por  algunos  miembros  de  la  cámara 
de  diputados  i  por  la  prensa  periódica.  ¿Con  cuál,  pues,  de  los 
nuevos  estados,  podria  Chile  estipular  privilejios  diferenciales 
sí  conservase  la  libertavl  de  concederlos?  ¿Con  el  Perú,  cuya 
política  comercial  ha  estado  constantemente  marcada  por  una 
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eri'a  nos  hace  en  el  tratado.  liemos  hablado  de  concesiones 
■cales.  Hemos  dieho  que  la  constniccion  chilena  dejará  de  ser, 
in  virtud  del  tratado,  un  requisito  que  se  exija  a  liis  naves  de 
¡ropiedad  chilena,  ¿llai  alfro  de  hiperbólico  en  esto?  ¿!  no  es 
■erdad  que  en  esto  se  aparta  la  Gran  Bretafia  de  una  de  sus 
eglas  jeneralea  en  materia  de  navegación  extranjera?  Contra 
ista  aserción,  no  hai  mas  que  el  argumento  favorito  de  Et  Si- 
}lo: — ¿se  nos  concede  algo"?  Luego  so  nos  concede  a  un  pr«cÍo 
lumamente  oneroso  para  nosotros;  kiego  la  renuncia  de  la 
ftcultad  de  otorgar  favores  excepcionales  es  ese  precio; — argu- 
nento  cuya  fuerza  podrán  ya  apreciar  suficientemente  nuestros 
ectores  despreocupados. 

Hemos  dicho  también  que  Chile,  celebrando  un  tratado  con 
a  Gran  Bretaña,  adquiere  un  derecho  de  que  no  gozan  sino 
os  estados  que  tienen  tratados  con  ella:  que  es  el  <le  comerciar 
:on  sus  colonias.  A  lo  cual  contesta  El  Süjlo:  que  jamas 
luestros  nacionales  han  necesitado  de  las  concesiones  do  un 
rat^ido  para  comerciar  con  las  posesiones  inglesas  de  la  Nueva 
lolanda.  En  esto,  se  equivoca  notablemente  El  Siglo.  Lo.s 
luques  chilenos  no  han  sido  admitidos  recientemente  ní 
m  los  puertos  de  la  Nueva  Holanda,  ni  en  los  de  la  Gran  Bre- 
aña,  sino  por  gracia  especial  del  gobierno  británico,  que  la  ha 
;oncedido  antii'ipando  las  estipulaciones  del  tratado,  i  en  con- 
lidcracion  a  estarse  éste  negociando.  Así  lo  ha  expresado  en 
lomunicaciones  oficiales  que  se  han  hecho  por  su  ministerio 
le  negocios  extranjeros  a  nuestro  gobierno-  La  otra  razón  que 
dega  El  Siglo  para  que  se  tenga  por  nominal  o  ilusoria  la 
;oncesion  de  que  hablamos,  es  que  nuestro  comercio  con  esas 
colonias  es  una  ventaja  mas  para  la  Inglaterra,  que  no  puede 
ibastecer,  como  nosotros,  de  jéneros  alimenticios  i  de  otros  se- 
ialaJos  productos  aquellos  establecimientos;  razón  que  no  lo 
)s,  i  que  solo  ha  podido  alegarse  por  inadvertencia.  Necesite 
;n  hora  buena  la  Nueva  Holanda  de  productos  chilenos;  no 
Dor  eso  será  necesario  que  su  trasporte  so  haga  en  buques 
¡hílenos,  que  es  lo  que  se  concede  por  el  tratado.  ¿No  pudieran 
¡sos  productos  extraerse  de  nuestros  puertos;  e  introducirse  en 
os  de  las  posesiones  de  la  Gran  Bretaña,  en  embarcaciones 
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británicas?  Las  conoesiones  del  tratado  tienen,  pues,  un  valor 
real  para  nosotros  en  cuanto  importan:  I.®  que  pueda  hacerse 
ese  trasporte  en  buques  chilenos;  i  2.®,  que,  ni  en  este  comer- 
cio, ni  en  otro,  so  exija  a  nuestros  buques  el  requisito  de  cons- 
trucción chilena.  Dígase  ahora  si  no  valen  algo  mas  estas  con- 
cesiones que  la  renuncia  de  un  derecho  de  que,  según  todas 
las  probabilidades,  no  nos  sería  posible  hacer  uso  alguno  a 
favor  de  las  repúblicas  americanas  en  el  tiempo  estipulado 
para  la  duración  del  tratado,  aun  cuando  éste  no  tuviese  exis- 
tencia. 

III 

Ningún  conjunto  de  pueblos  independientes  que  ha  salido 
de  la  mas  ruda  barbarie,  ha  podido  existir  sin  tratados:  los 
hubo  en  todos  tiempos;  Roma  dominadora  hizo  pactos  con 
las  naciones  que  no  se  habían  sometido  a  sus  armas;  i  no  sa- 
bemos en  qué  sentido  ha  podido  decirse  que  hoi  se  trata  por- 
que no  hai  un  estandarte  exclusivo,  como  el  catolicismo  de  la 
•edad  media.  Bajo  el  catolicismo  de  la  edad  media,  se  contaron 
por  centenares  i  millares  las  pactos.  Ni  podía  ser  de  otro  modo, 
La  autoridad  civil  se  había  dividido  i  subdivido  en  innumera- 
bles fragmentos,  a  cada  uno  de  los  cuales  cupo  en  suerte  una 
fracción  de  la  soberanía.  I  aunque  se  apelaba  en  todo  jéncro 
de  controversias  a  la  decisión  de  la  espada,  no  por  eso  dejó  de 
«entirse  la  necesid-ad  de  convenios,  de  reglas  fijadas  de  común 
acuerdo;  reglas  amenudo  violadas,  i  sin  embargo,  invocadas 
amenudo,  i  restablecidas  bajo  nuevas  sanciones.  Pero,  ¿no  es 
fatigar  ya  la  paciencia  de  nuestros  lectores,  insistir  en  una 
verdad  tan  sabida?  ¿Es  mas  posible  a  las  naciones  que  a  los 
individuos  rozarse,  tener  negocios  en  que  sus  pasiones  o  sus 
intereses  se  tocan  i  se  cruzan,  i  no  tener  pactos? 

Debemos,  se  ha  dicho  con  razón,  debemos  a  todas  las  na- 
ciones del  mundo,  i  mas  que  a  ellas  a  nosotros  mismos,  a 
nuestra  prosperidad  i  engrandecimiento,  otorgarles  las  garan- 
tías que  necesiten,  i  todos  los  favores  posibles,  para  que  so 
derramen  sin  recelo,  i  con  ollas  su  comercio  i  su  industria, 


5.'*2  DERKCHü  INTERNACIONAL 


por  nut*stras  comarcas  dí*siertas.  Pero,  cuanilo  se  añade  que 
estos  mismos  intereses  exijen  que  nos  reservemos  la  facultad 
de  concesiones  inocentes,  nos  parece  que,  jeneralmente  hablan- 
do, se  sienta  una  retóla  que  está  en  contradicción  con  el  prin* 
cipio  anterior.  Para  dar  a  todas  ellas  todas  las  garantías,  para 
hacerles  todo  el  favor  posible,  está  demostrado  que  el  mejor  de 
los  medios  es  una  completa  igualdad;  poner  trabas  o  estímulos 
artificiales  a  cualquier  comeix;io  o  cualquiera  industria  extran- 
jera, sería  embarazar  ese  derrame  del  comercio  i  la  industria 
de  las  viejas  naciones  sobre  las  nuevas,  que  de  ningún  otro 
modo  puede  desenvolverse  con  tanta  fecundidad  i  enerjía,  co- 
mo dejado  al  curso  natural  de  las  cosas.  Si  alguna  modificación 
admitiese  este  principio,  sería  solo  en  favor  de  los  nuevos  esta- 
dos americanos,  pero  ya  hemos  dicho  i  probado  suficientemen- 
te que  con  respecto  a  ellos  no  hai  caso. 

Las  cláusulas  sin  limitación  (dice  E¡  Progreso)  nos  limitan 
a  nosotros  para  ver  nuestros  puertos  abastecidos  de  mercade- 
rías, i  nuestros  hombres  instruidos  i  estimulados  por  una  con- 
currencia numerosa.  Si  se  alude  a  la  cláusula  de  la  igualdad 
jeneral  de  las  naciones  extranjeras  en  nuestros  puertos,  es 
evidente  que  toda  limitación,  toda  excepción  puesta  en  ella, 
disminuirá  la  concurrencia  de  los  varios  comercios  i  las  va- 
rias industrias:  el  comercio  i  la  industria  favorecidos  por  una 
concesión  especial,  se  harán  pagar  caro;  i  en  razón  de  esta 
alza  do  precio,  será  menor  jel  consumo  de  las  otras  especies  i 
el  de  las  mismas  especies  privilejiadas.  Estas  no  son  ya  teorías, 
sino  hechos;  i  donde  se  ven  mas  irresistiblemente  confirmados, 
es  en  esa  misma  Europa,  cuya  experiencia  se  nos  alega.  ¿No 
dice  El  Progreso  que  el  comercio  no  quiere  para  desenvolver- 
se i  jerminar  asombrosamente,  sino  paz  i  seguridades  para  la 
vida  i  las  fortunas?  Luego  no  quiere  excepciones;  no  quiere 
fomentos  artificiales.  Esas  que  El  Progreso  llama  cláusulas  in- 
necesarias, i  de  que  en  el  tratado  con  la  Gran  Bretaña  no  hai 
mas  que  una  sola,  que  es  la  que  la  coloca  sin  limitación  algu- 
na sobre  el  pié  de  la  nación  mas  favorecida,  son  cabalmente  las 
garantías  que  el  comercio  extranjero  reclama.  Derramando 
sus  mercaderías  i  sus  capitales  sobre  nuestro  suelo,  creándose 
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en  él  ¡nterescfi  permanentes,  le  importa  n 
cesión  especial  no  venga  inespcradamenl 
reeen'a  solo  ti©  esas  concesiones  seria  p 
recelo  í  de  alarma.  Lo  mas  extraño  e: 
<'S88  cláusulas  no  lipnen  ejemplo,  i  que 
envuelven  una  degradación  política.  ¿Dí 
comprometerse  (no  para  siempre,  sino  | 
<le  años)  a  tratar  a  una  nación  sobre  el  pié 
¿Degradación  política  es  tratar  a  todos  w 
i  no  concederá  uno  sino  lo  que  estamos  di: 
los  demás?  Degradación  política  seria  n 
cesiones  especiales;  porque  es  difícil  qu 
no  nos  hiciese  tributarios  de  una  nación, 
tranjera. 

él  son  tan  sin  ejemplo  esas  cláusulas  ji 
Progreso  que,  solo  en  los  pactos  de  las  i 
con  las  viejas  naciones,  se  conceden  mutu; 
el  derecho  de  ser  tratados  como  la  nació 
limitación,  ni  reserva  de  ninguna  clase! 
ejemplos  que  pudieran  citarse  de  estipu 
cié  en  los  tiempos  modernos,  en  el  siglo 
cuente  en  los  tratados  de  comercio  la  esti] 
degradante  en  el  de  Chile,  sino  que  taní 
en  ellos  otra  estipulación,  aun  mas  costos 
nalidad,  la  estipulación  en  que  so  conc 
fiin  reserva  a  favor  de  nadie,  el  derecho 
los  nacionales  mismos.  Citaremos  algún 
otra  especie,  i  ojalá  que  se  nos  imite,  iir 
chos,  i  no  con  especulaciones  aéreas. 

Tratado  de  comercio  de  1808  entre  1 
articulo  15:  «Ningún  privilejio  de  impoi 
tránsito,  se  mantendrá  ni  concederá  en  i 
a  beneficio  de  un  estado  extranjero,  sin  I 
reino,  para  la  minma  cíintidad  de  mer 
clones, » 

Tratado  de  1816  entre  la  Suecia  i  los  Es 
rica,  artículo  2:  «No  se  impondrán  otros 
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amenes  de  cualquiera  ilase,  sobre  la  iiiijjor- 
os  (le  Su  Majestad  el  rei  de  8uecía  i  de  Norue- 
mes  del  suelo  o  manufacturas  dü  los  Estados 
la  importaeion  a  los  Estallos  Unidos  de  pro- 
ilo  o  manufacturas  del  país  de  Su  Majestad  el 
Noruega,  que  aquéllos  a  que  estariau  sujetos 
líos  en  eada  uno  délos  dos  paises  respectivos, 
fuesen  producto  del  suelo  o  manufacturas  de 
!ra.  El  mismo  principio  se  observará  también 

(Irá  tampoco  proliibicion  alguna  sobre  la  ex- 
rtncion  de  ningún  artículo  que  provenga  del 
uras  de  los  dos  países,  que  no  se  extienda 
otras  naciones.» 

is  ciudadanos  i  subditos  de  la  una  de  las  partes 
aran  en  los  puertos  de  la  otra,  tanto  para  sus 
ira  aus  mercaderías,  de  todos  los  derechos  i 
nsito  de  que  gozan  las  naciones  mas  favore- 
los  puertos.» 

827  entre  las  mismas  potencias  va  mas  allá: 
o  sueco  en  los  puertos  americanas,  i  el  amo- 
ertos  auecüs,  sobre  el  pié  del  comercio  na- 

8  entre  Ppusia  ¡Dinamarca,  articulo  2:  «Los 
ta  en  Dinamarca,  i  los  subditos  daneses  en 
Tados  i  tratados  constantemente  como  lo  son 
las  naciones  mas  favorecidas,  según  los  pac- 
ntre  las  altas  partes  contratantes  i  otras  po- 

,as  ventajas  de  las  naciones  mas  favorecida» 
por  el  artículo  precedente,  se  extienden  a  las 
jues  de  las  dos  altas  partes  contratantes.» 
6  entro  la  Gran  Bretaña  i  las  dos  Sicilias,  ar- 
jeatad  Siciliana  promete  que  el  comercio  ingles 
ibditos  ingleses  que  lo  ejerzan  serán  tratados 
dos  sobre  el  pié  de  la  naeion  maa  favorecida, 
lento  a  sus  personas  i  propiedades,  mas  tam- 
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bien  con  respecto  a  toda  clase  (lo  artículos  en  quo  lo: 
ingleses  romercien,  i  a  los  impueato»  que  se  pagí 
dichos  artículos  o  sobre  los  buques  «ii  que  so  importp 

«Ni  bajo  pretexto  alfjuno,  serán  obligados  a  pagar 
puestos  que  los  que  se  pagan  o  pagaren  por  los  súbd 
naciones  mas  favorecidas.» 

Tratado  de  1815  ontro  los  Estados  Unidos  i  la  Grar 
articulo  2.°;  «No  se  pagarán  otros  o  mas  altos  deret 
la  importación  a  los  Estados  Unidos  do  América  c 
quiera  artículos  de  la  cosecha,  producción  o  nianu 
los  territorios  de  Su  Majestad  Británica  en  Europa,  i 
pondrán  otros  o  mas  altos  derechos  sobre  la  importí 
territorioa  de  Su  Majestad  Británica  en  Europa,  de  cu. 
articules  de  la  cosecha,  producción  o  manufactura  d< 
dos  Unidos,  que  los  que  se  paguen  sobre  iguales  ai 
la  cosecha,  producción  o  manufactura  de  cualquier 
extranjero;  ni  ne  pagarán  en  cualquiera  de  loa  ú 
sobre  la  exportación  de  cualesquiera  artículos  pare  1< 
Unidos,  o  para  tos  territorios  de  Su  Majestad  Britán 
ropa,  respectivamente,  otros  o  mas  altos  derechos  qi 
se.  adeudan  por  la  exportación  de  iguales  artículos  [ 
quier  otro  país  extranjero;  ni  sobro  la  importación  i 
cion  de  cualesquiera  artículos  de  la  cosecha,  produce 
nufactura  de  los  Estados  Unidos,  o  do  los  terrítori 
Majestad  Británica  en  Europa,  a  dichos  territorios 
o  de  ellos,  se  impondrá  prohibición  alguna  que  no  » 
igualmente  a  todas  las  otras  naciones,  a 

Los  párrafos  que  siguen  igualan  a  la  navegación 
la  de  cada  uno  de  los  dos  países  en  los  puertos  del  oti 
importan  efectos  nativos,  o  exportan  efectos  del  otro 

Tratado  de  1 828  entre  la  Prusia  i  los  listados  1 
América,  artículo  2.°;  «Se  conceden  las  ventajas  de 
mas  favorecida  relativamente  a  mercaderías.  Artícu 
igualan  las  dos  banderas  en  los  puertos  de  cada  una 
tencias  contratantes,  de  manera  que  en  Prusia  se  c 
mismos  derechos  .sobre  cuak'Síjuiera  mercaderías,  \ 
exportación  se  haga  en  buques  americanos  o  prusí 
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3  quo  ha  tenido  la  administración  actual  en  1» 
que  se  dio  al  tratado.  Se  lia  supuesto  que  ella  ha 
1  algunas  estipulaciones  quehabian  sido  recliaza- 
rodecesores;  i  es  al  contrario.  El  proyecto  ofreció- 
cipio  tres  dificultades  graves;  i  eso  es  lo  que  ha 
ito  su  conclusión.  Sobre  estas  tres  cuestiones,  la 
;obierno  fué  siempre  uniforme,  i  con  arreglo  a 
itido  del  espíritu  do  nacionalidad,  se  han  re- 
ado  los  artículos  respectivos.  Pero,  si  bajo  estos 
i  ocurrido  variación  alguna,  acerca  de  otros  puntos 
iportancia  secundaria)  las  ha  habido ,  i  todas  cons- 
1  eí  mismo  espíritu.  Esta  es  una  prueba,  entre 
a  facilidad  con  que  se  forjan  las  mas  quiméricas 

n  una  observación  importante,  que  aometemo»  a 
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cónsules  chilenos,  i  por  con.s 
enviados  tlíplomáticos,  que  est 
una  misma  frase.  Este  argunn 
los  falsos.  Primeramente,  los  t 
ra  que  sean  las  funciones  que 
mente  al  imperio  de  las  leyes  c 
domiciliarse  i  aun  naturalizara 
leño  se  alistase  bajo  las  bandei 
no  babria,  según  el  principio  c 
ni  en  Chile,  ni  fuera  de  Chile, 
juzgarle:  ta  consecuencia  es 
consiguiente,  está  sujeto  a  exo 
trias  van  con  el  ciudadano  a  ¿ 
pasos,  i  U  siguen,  como  su  so 
ero,  es  una  máxima  de  derech 
cida;  i  de  ella  se  sigue  ncce 
jurisdicción  de  los  tribunales  ] 
toda  leí  supone  la  existencia  d 
castigue  a  los  infractores,  sin 
no  seria  loi.  Cuántas  i  cuáles  s 
punto  en  que  cabe  duda;  perc 
ble. 

En  segundo  lugar,  los  que  a 
do  su  consideración  al  fuero  p 
En  materia  civil,  nadie  ignora  c 
como  actores  o  reos  por  medio 
aun  hai  casos  en  que  se  proce 
han  constituido  persona  que  los 
un  enviado  o  cónsul  chileno  deci 
de  letras,  alegando  el  artículo  de 
parece  claro  que  debiese  recha 
especial  de  nuestros  ajenies  dipl 
dria,  a  nuestro  modo  de  ver,  n 
que  lo  recomendase;  pero  no  tra 
ner  la  leí,  sino  de  lo  que  efectivi 
Nuestra  opinión  es  quo  los  aut 
no  pensaron  en  los  enviados  o 
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artículo  96;  poro  no  vemos  que  el  toxto  en  su  sentido  literal 
los  excluya. 

Los  que  opinan  que  este  texto  no  habla  de  los  aj entes  ex- 
tranjeros, sientan,  como  sus  adversarios, que,  estando  asociados 
en  una  misma  frase  los  cónsules  i  los  enviados  diplomáticos, 
es  preciso  que  la  lei  comprenda  a  las  dos  clases  o  a  ninguna; 
pero  de  esta  premisa  deducen  una  consecuencia  diametralmente 
opuesta.  La  lei,  dicen,  no  puede  hablar  de  los  enviados  extran- 
jeros por  la  exterritorialidad  de  que  gozan.  Luego  tampoco 
de  los  cónsules. 

Este  raciocinio  procede  también  sobre  supuestos  falsos.  Pri- 
meramente, la  exterritorialidad  diplomática  tiene  sus  excep- 
ciones reconocidas  por  el  derecho  do  jentes;  i  era  prudente 
cometer  a  una  autoridad  especial,  causas  tan  graves  como  las 
que  pueden  desaforar  al  representante  de  un  soberano  extran- 
jero, i  sujetarle  a  ser  juzgado  por  los  tribunales*  del  país  que 
lo  ha  recibido  i  reconocido  en  este  carácter;  nada  mas  cuer- 
do que  el  conferir  tan  extraordinaria  i  espinosa  jurisdicción  a 
la  mas  elevada  judicatura  nacional.  En  segundo  lugar,  la  lei 
no  distingue  do  fuero  activo  o  pasivo,  i  suponiendo  que  no 
hubiese  contemplado  el  caso  (que  puede  hoi  dia  reputarse  mo- 
ralmente  imposible)  de  suspenderse  las  inmunidades  do  un 
ministro  extranjero,  quedaban  todavía  muchos  otros  en  que  sin 
menoscabo  de  esas  inmunidades  pudiese  comparecer  un  envia- 
do como  actor  o  querellante,  o  lo  quo  es  lo  mismo,  pudiese 
comparecer  por  él  el  ministerio  público,  órgano  del  gobierno 
i  de  la  nación,  a  quienes  incumbe  la  defensa  i  tutela  de  estos 
empleados  i  de  su  familia,  cuando  son  injuriados.  La  impor- 
tancia de  estas  causas  es  grande  por  los  compromisos  en  que 
pueden  poner  al  gobierno  con  las  potencias  extranjeras.  ¿Puede 
alegarse  una  consideración  de  igual  peso  por  los  que  niegan 
el  fuero  privilejiado  a  los  funcionarios  extranjeros,  i  se  lo  con- 
ceden a  los  nuestros?  Lo  tercero,  es  de  creer  que  en  esta  parte 
la  constítilcion  de  1828  no  hizo  mas  que  extender  a  los  cónsules 
el  artículo  í  46,  inciso  3.**,  de  la  de  1823,  que  indudablemente  se 
contrae  a  los  ajentcs  diplomáticos  do  las  naciones  extranjeras 
en  Chile;  este  artículo  es,  como  el  96  de  la  lei  constitucional 


jeras  la circular  ae  z(  ae  mayo  ae  io'¿3,  imporianieaocumeBio 
(le  aquella  época,  en  el  que,  después  de  manifestar  las  maquina- 
cíuncs  de  la  Francia  contra  el  sistema  constitucional  de  España, 
protesta  contra  el  derecho  de  intervención  que  so  habían  arro- 
y^ado  las  grandes  potencias. 

En  octubre  de  1823,  se  embarcó  para  Jibraltar,  de  donde  so 
trasladó  poco  después  al  Perú.  Lle^  al  Callao  en  junio  de 
1824;  i  con  el  permiso  del  jeneral  Rodil,  pudo  entrar  en  Lima. 
Destruida  la  dominación  española  en  el  Perú,  el  libertador 
Simón  Bolívar,  que  le  había  conocido  en  Roma,  le  nombró  mi- 
nistro (le  hacienda  de  la  república,  i  seguidamente  ministro 
plenipotenciario  en  el  congreso  de  Panamá.  En  1827,  una  re- 
voluoion  lo  hizo  volver  a  la  vida  privada.  Emprendió  entonces 
la  carrera  de  periodista,  i  publicó  El  Murcurio  Peruano.  Ele- 
vado al  ministerio  de  estado  en  tiempo  del  jeneral  Gamarrat 
desempeñó  aquel  destino  hasta  1833.  Pasó  de  este  puesto  a  la 
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«jnaorvacion  del  manuscrito,  que  Pando  creyó 
>lemente,  porque  no  tenia  mas  que  aquel  solo 
lud  quebrantada  no  le  hubiera  permitido  de- 
a  la  composición  de  una  obra  tan  extensa.  El 
le  se  notan  en  ella  algunas  pequeñas  lagunas 
¡ue  el  viento  arrebatada  algunas  hojas  del 
iijura  haberlo  dado  a  la  imprenta  cual  lo  en- 
cápeles del  autor  al  tiempo  de  su  fallecimlen- 
I  la  mas  mínima  alteración  en  ol  texto. 
19  Elementos  de  Derecho  Internacional  de 
ie  Pando  con  los  Principios  de  Derecho  da 
o  en  esta  ciudad  de  Santiago  el  año  de  1832, 
jar  a  la  publicación  espaiíola  el  titulo  de  una 
la  obra  chilena,  aunque  con  interesantes  in- 
istructivas  notas.  Don  José  María  de  Pando  no 
en  copiarla  casi  toda  al  pié  de  la  letra,  o  con 
¡ones  verbales,  que  muchas  veces  consisten 
ir  un  epíteto  apasionado  o  en  trasponer  las 
lad  que  hace  al  autor  d©  los  Principios  el 
imonudo,  i  de  cuando  en  cuando  en  términos 
omplücié adose  en  confesar  qtie  le  debe  las 
dones.  Pero  el  mejor  elojio  que  ha  podido 
uento  i  fiel  traslado  de  sus  ideas  i  frases,  aun 
de  darle  lugar  entro  sus  numerosas  referen-  ^ 
ra  que  sea,  el  autor  de  los  Principios  tiene 
ra  sentirse  quejoso  que  agradecido.  Pando  lea 
alas  de  filosofía  i  erudición  que  no  lea  vienen 
)artido  de  su  vasta  í  variada  lectura,  en  que 
lo  igual  entre  cuantos  escritores  contemporá- 
cido  la  lengua  castellana,  dernima  curiosas  i 
iobre  la  historia  i  la  bibliografía  del  derecho 
ncias  íilosófícas  desenvueltas  en  \3.  Introduc- 
irecido  demasiado  impregnadas  en  la  metafí- 
que  Pando  tuvo  en  sus  últimos  años  una  pre- 
lar;  pero  es  justo  decir  que  se  hace  en  ella 
eseña  de  las  varias  teorías  morales;  í  el  autor, 
que  las  resume  i  formula,  las  juzga.  Aun 
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eonferencia.  con  el  ministro  cíe  estado  es 
Javier  Istúriz.  En  ella,  valido  del  carácter 
poco  tiempo  antes  on  aquella  corte,  mani 
la  sorpresa  con  que  habla  oído  el  proyo< 
Flores,  i  los  resultados  funestos  que  en 
dejar  de  producir  en  las  recientes  relacio 
mercio  entre  la  España  i  los  nuevos  est 
coronel  Sesé  desenvolvió  extensamente  es 
deracion,  pintando  la  odiosidad  que  el  ate 
rrearía  por  procision  al  gobierno  que  pa 
justo  resentimiento  de  unos  pueblos  celosi 
cia,  i  que  miraban  con  horror  toda  sparie 
extranjera.  El  ministro  contestó  que  se  e 
que  el  gobierno  nada  mas  habia  hecho  qi 
a  loa  oficiales  que  laa  solicitaban,  con  el 
el  erario;  i  que,  respecto  de  los  soldados, 
permitírseles  que  se  retirasen  a  bus  ho{ 
meses  que  les  restaban  para  llenar  su  emj 
gaba  el  tiempo  de  licenciarlos  dcfinitívanie 
ticipaba  acaso  de  una  ilusión  harto  [wderosa  en  loa  emigrados 
políticosgimajinándose  tener  en  el  Ecuador  un  gran  partido  que 
le  aguardaba  con  los  brazos  abiertos;  que  esta  ilusión  se  dcs- 
vanecia  casi  siempre  at  tocar  la  realidad;  i  que  no  extrañaría 
cupiese  la  misma  suerte  al  ex^presidente  del  Ecuador.  Que  el 
gt^)inete  de  su  majestad  católica  no  tenia  mas  que  un  conoci- 
miento indirecto  de  la  materia;  que  no  podian,  por  consiguien- 
te, atribuírsele  miras  hostiles  contra  las  repúblicas  americanas; 
i  que  no  estaba  en  las  facultades  del  gobierno  español,  según 
su  actual  sistema  político,  impedir  que  dispusieran  de  sus  per- 
sonas los  que  quisiesen  acompañar  a  Flores. 

A  esto  se  redujo  lo  sustancial  de  la  conferencia.  La  prensa  de 
todos  colorea  habia  guardado  un  profundo  silencio,  hasta  el  7 
de  agosto,  en  que  salió  a  luz  en  El  Clamor  Público  el  artícu- 
lo que  hemos  insertado.  Los  rumores  tomaban  cada  dia  maa 
cuerpo.  Se  decia  que  la  expedición  se  baria  a  la  vela  en  uno  de 
los  puertos  del  Mar  Cantábríco  o  de  las  costas  de  Inglaterra; 
i  se  daba  por  seguro  que  se  dirijiria  por  el  estrecho  de  Maga- 
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tados  que  no  se  respetan  ni  se  temen,  ¡  cuya  amistul  se  dcsprc- 
eia.  Pero  el  gabinete  español  se  engaña  si  cree  que  las  ventajas 
que  pudiera  reportar  del  tnurifo  de  Flores  compensen  los  per- 
juicios que  una  conducta  tan  odiosa  i  tan  insultante  no  i>uede 
dtjar  de  concitarle  en  los  demás  estados  americanos. 

liemos  hablado  en  la  suposición  probable  de  que  los  pre- 
porativos  de  Flores  se  reduzcan  a   una  mngnitud  que  esté  en 
proporción  con  sus  recursos  personales.   Si  ellos  fuesen  tales 
como  en  esta  comunicación  aparecen;  si  contaba  en  efecto  con 
*  cuatro  o  cinco  vapores  armados  en  guerra  i  con  quinientos  ir- 
landeses, sería   preciso  croor  que   un   poder  misterioso,  mu  i 
superior  al  de  Flores,  es  el  que  suministra  estas  fuerzus;  i  que 
no  es,  por  consiguiente,  la  n^stauríicion  de  Flores  el  único  ni  el 
principal  objeto  de  la  expedición.  Ponsnr  que  se  trate  de  in- 
corporar otra  vez  la  antigua  Coloml)ia  en  im  solo  estado,  para 
establecer  en  el   una  monarquía,    nos  parece  absolutamente 
improbable.  La  expedición  do  que  se  habla,  suQciento  talvez 
para  hacer  impresión  en  el  Ecuador,  auxiliada  por  los  parcia- 
les de  Flores,  sería  ridiculamente  inadecuada  para  imponer  a 
Nueva  Granada  i  Venezuela.  Las  fuerzas  todas  del  gobierno 
español,  dirij idas  por  jefes  hábiles,   fueron  impotentes  para 
sidvar  allí  la  monarquía,  cuando  los  derechos  de  la  corona  do 
España  conservaban  cierto  prestijio,  i  tenían  a  su  favor  las 
preocupaciones,  las  afecciones,  los  intereses  de  una  parte  nu- 
merosa de  los  habitantes.  I  ahora  que  todo  ha  cambiado,  ahora 
íjue  las  instituciones  repubh'canas  han  echado  en  aquel  suelo 
hondas  raíces,  ¿habrá  nadie  tnn  insensato  que  espere  plantear 
allí  una  monarquía  con  cuatro  buques  de  vapor  i  dos  o  tres 
mil  hombres  de  tropa,  o  con  fuerzas  diez  veces  mayores  que 
estas?  No  hai  para  qué  anticipar  especulaciones  con  los  escasos 
antecedentes  que  todavía  tenemos.  Pero,  lo  repetimos,  si  no 
hai  exajeracion  en  las  noticias  (como  nos  parece  probable)  es 
necesario  creer  que  no  es  el  Ecuador  la  sola  repúldica  del  Pa- 
cífico amenazada,  i  que  la  empresa  tiene  apoyos  mas  podero- 
sos que  los  que  puede  prestarle  la  España. 

Como  quiera  que  sea,  debemos  estar  preveni<h»s  para  todo 
acontecimiento.   El  gobierno  de  Chile,  aun  creyendo  que  los 
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pasaba  de  cincuenta  el  número  do  los  oGciales,  í  el  de  los  sóida* 
dos  montaba  a  poco  mas  de  doscientos.  Debía  continuar  el  re* 
clutamiento  en  aquella  provincia,  pero  solo  entre  el  paisanaje; 
i  también  parece  que  so  habian  mandado  fundir  en  Vizcaya  al- 
gunas piezas  de  artillería  para  formar  una  batería  de  pequeño 
calibre.  Decíase  en  la  misma  fecha  que  el  total  de  la  expedición 
sería  do  dos  a  tres  mil  hombres,  la  mayor  parte  espaüoles  e  ir* 
landeses;  que  sería  conducida  en  buques  de  vapor  con  dos  fra- 
gatas de  guerra,  todos  ingleses;  que  saldría  de  Santander  i  so  di- 
rijiria  por  el  estrecho  de  Magallanes;  que  se  calculaba  su  llegada 
al  Ecuador  en  todo  el  próximo  enero;  i  que  llevaría  el  pabellón 
ecuatoriano.  Los  ajentes  tienen  dinero  en  abundancia,  que  se 
asegura  sale  de  Inglaterra;  í  aunque  sobre  este  punto  guardan 
mucho  secreto  los  jefes  de  los  expedicionarios,  so  pue<lo  creer 
con  toda  certidumbre  que  en  España  ni  el  gobierno  ni  los  par- 
ticulares han  dado  un  real;  pero  debemos  exceptuar  de  este 
aserto  a  la  reina  madre,  a  quien  mencionaremos  después.  El 
principal  ájente  que  promueve  los  aprestos  en  Inglaterra  es  un 
coronel  Wright,  edecán  del  jeneral  Floros. 

Entre  las  personas  de  alta  categoría  de  Madrid,  se  creia  que 
la  expedición  no  llevaba  otro  fin  que  restablecer  el  orden  en 
el  Ecuador,  despedazado  por  la  anarquía,  i  evitar  que  su  te- 
rritorio se  dividiese  entre  las  dos  repúblicas  vecinas;  i  que 
Flores  era  llamado  por  todas  las  jentes  de  valía,  i  hasta  (según 
algunos)  por  el  mismo  gobierno  ecuatoriano.  Sin  embargo,  no 
faltaba  fundamento  para  creer  que,  si  no  al  ministerio  español, 
en  rejiones  mas  alias,  se  habian  hecho  proposiciones  mas  o 
menos  explícitas,  mas  o  menos  realizables;  pero  concebidas 
en  términos  gratos  a  la  reina  madre.  Sea  de  esto  lo  que  fuere, 
la  opinión  pública  no  era  favorable  al  atentado  de  Flores.  La 
mayor  parte  de  los  periódicos  inculpaba  la  conducta  del  go- 
bierno: uno  de  ellos  indicaba  que  el  cuerpo  de  ejército  se  com- 
pondría de  cuatro  batallones  i  un  escuadrón  de  caballería 
«españoles,  debiéndose  agregar  a  este  número  los  reclutas  que 
•el  coronel  Wright  hiciese  en  Irlanda;  pero  es  mui  de  notar  el 
lenguaje  de  otro.  El  Militar  Español^  que  niega  positivamen- 
íe  haberse  concedido  xK)r  el  gobierno  permiso  alguno  a  los 
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oficiales  enganchados,  i  concluye  suplicando  a  los  ot 
ristas  que  guarden  silencio  i  dejen  salir  la  expedición. 
Otros  rumores  señalaban  a  la  república  mejicana 
verdadero  destino.  Hacíase  mérito  de  proposiciones  h 
jeneral  mejíoano  Canalizo  durante  su  permanencia  er 
para  ponerle  a  la  cabeza  de  una  expedición  sobre  M' 
Ift  intimidad  entre  Canalizo  i  Flores,  que  habían  vividt 
misma  casa;  i  de  las  distinguidas  atencioncít  que  un 
hablan  recibido  de  las  dos  reinas.  Juntábanse  a  esto  U 
nicaciones  del  señor  Gutiérrez  Estrada,  cx-ministro 
ciónos  exteriores  de  Méjico,  i  muí  concido  por  sus  ante 
monárquicos,  con  Flores  en  Roma,  con  lord  Palme 
Inglaterra  i  con  M.  Guízot  en  París,  a  quien  so  dice  q 
ver  al  dia  siguiente  do  su  llegada  de  Londres.  A  estoi 
dentes,  sobre  cuya  realidad  i  mérito  no  podemos  conta 
guridad,  se  agregaban  otras  particularidades.  El  aoño: 
lu'rmano  del  duque  do  Rianzáres,  marido  de  la  reina  ' 
habia  sido  nombrado  ministro  de  España  cerca  del  ¡ 
venezolano,  i  se  dirijió  a  Méjico,  donde  so  hallaba  a 
del  último  paquete  de  Veracruz.  Un  coronel  español, 
li  (según  parece  escrito  su  nombre)  hübia  desembarc£ 
último  paquete,  i  perdido  una  caja  de  papeles,  por  c 
titucion  habia  ofrecido  hasta  veinte  i  cinco  onzas  do  ( 
eontrada  algún  tiempo  después  esta  caja,  echó  mér 
parto  de  los  documentos  que  contenia,  los  cuales  se 
que  llegaron  .a  manos  del  gobierno,  í  ocasionaron  e 
del  coronel;  pero  sin  que  se  tomasen  providencias  ce 
rios  personajes  de  la  república,  comprometidos  por 
papelea.  3e  hablaba  de  un  proyecto  de  monarquía  en  < 
destinaba  el  trono  de  Méjico  al  hijo  mayor  del  duque 
zares;  i  de  un  gran  movimiento  de  letras  entro  la  Esp 
banqueros  de  la  reina  Cristina  en  Londres,  hasta  la 
mas  de  trescientos  mil  pesos  en  una  sola  semana, 
hai  de  positivo  es  que  M.  Guizot  ha  declarado  que  el 
Trances  no  tiene  participación  en  el  plan,  ni  mas  eono 
de  él  que  el  que  suministran  \o»  artículos  de  la  pron: 
dica;  declaración  a  que  no  vacilamos  en  dar  mas  crét 
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a  las  deducíTÍones  conjeturales  arriba  expuestas,  fundadas  en 
datos  cuya  autenticidad  es  harto  equívoca. 

Coincidía  todo  esto  con  la  llegada  del  jeneral  Santa  Cruz  a 
Burdeos,  i  con  los  estudiados  clojios  de  este  personaje  en  El 
Heraldo  español.  Desde  el  momento  de  su  aparición  en  Eu- 
ropa, no  han  faltado  hombres  de  bastante  criterio  que  le  creen 
en  intima  conexión  con  Flores  i  personalmente  interesado  en 
las  operaciones  de  éste.  Según  noticias  positivas  de  Burdeos 
del  1 1  de  setiembre,  el  jeneral  Santa  Cruz  se  habia  dirijido 
a  Madrid  dejando  en  aquella  ciudad  su  familia;  i  acababa  de 
pasar  por  allí  don  José  Joaquín  de  Mora  con  dirección  a  Lon- 
dres. Para  entonces  se  hacían  subir  los  alistados  en  España  a 
dos  mil  hombres  de  tropa,  cuyo  enganchamiento  se  habia  he- 
cho, si  no  con  la  autorización  explícita,  al  menos  con  la  con- 
nivencia del  gobierno  español.  Flores  había  situado  su  cuartel 
jeneral  en  Durango;  i  allí  se  disciplinaban  a  vista  de  las  auto- 
ridades españolas  los  nuevos  reclutas.  Se  calculaba  en  otros 
dos  mil  hombres  el  número  de  los  enganchados  en  Irlanda; 
oficiales  ingleses  habian  también  tomado  parte;  i  hasta  la  fe- 
cha de  15  de  setiembre  en  París,  continuaba  asegurándose 
que  la  expedición  se  dirijiria  por  el  estrecho  de  Magallanes  a 
Guayaquil. 

De  estos  antecedentes  puede  inferirse  que  la  expedición  es 
realmente  de  alguna  mayor  magnitud  de  lo  que  al  principio  nos 
habia  parecido,  aunque  no  se  podría  culpar  de  un  nimio  escep- 
ticismo al  que  todavía  pensase  que  se  abultan  sus  dimensio- 
nes. Que  Flores  tenia  a  su  disposición  cuantiosos  fondos,  es 
incueslional)le;  i  nadie  creerá  que  ellos  hubiesen  podido  salir 
del  erario  español,  cuyos  recursos  no  bastan  para  cubrir  las 
atenciones  ordinarias,  i  cuyo  manejo  se  halla,  por  otra  parte, 
bajo  el  ojo  vijilante  de  las  cortes.  Algunos  señalaban  como  la 
fuente  principal  de  donde  saldrían  los  costos  de  la  expedición, 
las  opulentas  arcas  de  cierta  augusta  persona,  altamente  inte- 
resada en  la  exaltación  de  un  hijo  suyo  a  un  trono  hispano- 
americano. A  nosotros  nos  parece  mucho  mas  probable  que 
el  corifeo  de  esa  descabellada  empresa  es  el  jeneral  Santa 
Cruz,   estrechamente  unido  con  Flores    desdo  largo  tiempo 
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una  oposición  respetable  en  la  Península  mist 
rio  que  la  ex|)edicÍon  no  ha  sido  mirada  con 
C8  entre  cierto  pnrtido  de  militares  i  de  puer 
bradofi  a  los  desordene;!  i  las  granjerias  de  1< 
Ni  deben  limitarse  a  efsto  solo  nuestras  m< 
Es  necesario  preparar  un  ejército  bastante  ni 
por  los  continjentea  de  laa  antedichas  repúblj 
en  el  paraje  o  parajes  que,  sc^n  las  noticias 
parezcan  mas  a  projxwito  ¡>ara  rechazar  la  ii 
sario  que  solicitemos  los  buenos  oficios  de  la: 
i  America,  que  tienen  mas  interés  en  nuestr 
consiguiente  en  la  consolidación  del  ónlen  i 
civilizatíon  en  estos  países.  Es  necesario  so 
del  gobierno  deS.  M.  B.  a  los  armamentos  ( 
Reino  Unido,  i  reclamar  de  su  parte  un  acto  ■ 
los  Taiitores  e  instigadores  de  tan  escándalo» 
toiloello  importa  que  las  comunicaciones  enti 
sean  activas,  francas  i  cordiales;  que  todas  el) 
fin;  que  todas  liablen  i  obren  animadas  de  ui 
<{ue  se  miro  en  todas  ellas  la  inviolabilidad 
chos  nacioniilcs  como  el  primero  do  todos  1 
(¡cria  talvez  el   momento  mas   oportuno  para  ¡a  icumun  ud  m 
asamblea  jencral  americana  en  Lima;  asunto  de  tan  prolonga- 
<laB,   i  hasta   ahora  tan  estériles  negociaciones.  Pero  como  su 
-convocación  i  reunión  no  podrían  verificarse  con  la  prontitud 
conveniente,  dcliemos  por  ahora  valemos  del  único  medio  quo 
está  a  nuestro  alcance,  que  es  el  do  la  correspondencia  diplo- 
mática ordinaria. 

111 

Las  noticias  venidas  de  Europa  por  el  último  vapor  dejan 
columbrar  con  alguna  mas  claridad  el  destino  de  la  expedí- 
cion  del  jencral  Flores.  El  Ecuadores  indudablemente  el  pun- 
to ostensible  do  ataque;  i  la  infracción  del  pacto  ajustado  en- 
tre aquel  jefe  i  el  partido  que  le  derrocó  i  a  que  pertenece  la 
presente  adtniíiistrainon  ecuatoriana,  es  el  motivo  que,  como 
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él  mismo  escribe,  le  ha  impulsado  a  hacer  armas  para 
el  cumplimifntu  <Ie  las  garantías  que  ar|uol  pacto  asegu 
los  puebloa,  i  a  loa  milílarcs  i  emplendos  que  le  fiieror 
tos.  Tal  es  la  que  podemos  llamar  docliirai'ioii  oficial  dí 
tlillo  expedicionario;  i  no  tanto  por  ella,  como  por  ol  coi 
do  todas  las  noticiaa,  se  debe  sentar  como  fuera  de  duc 
el  blanco  de  sus  miras  es  alguna  o  algunas  de  las  repi! 
del  Pacífico. 

Otro  punto  que,  8Í  carece  de  certidumbre  auténtica,  s 
tilica  mas  i  mas  en  la  opinión,  i  puedo  mirarse  romo  ci 
guro,  ea  el  interés  de  la  reina  Cristina  en  la  expedicior 
que  se  dice  haber  contribuido  con  fondos  considerables, 
esto  augusto  personaje,  que  pasa  por  uno  de  los  primer 
pítalistas  de  Europa,  no  es  do  aquéllos  que  estarán  dispi 
a  embarcar  su  dinero  en  una  esiioculacion  aventurada, 
la  forma  de  empréstito  a  interés  usurario;  i  como  tamp 
de  creer  que  proteja  a  Flores  por  adhesión  a  la  justicia 
causa,  o  por  pura  generosidad,  debemos  colejir  que  la  cu 
de  Flores  con  el  actual  gobierno  ecuatoriano,  es  un  vel 
que  se  trata  do  paliar  aspiraciones  mas  elevadas  que 
un  jefe  republicano  a  la  silla  presidencial  de  un  pequci 
tado.  Se  trata,  pues,  {aunque  no  pretendemos  afir 
como  enteramente  positivo),  se  trata  do  un  establecin 
monár(|uico  para  alguno  de  los  hijos  de  la  reina  madr 
es  a>i,  no  es  el  Ecuador  la  sola  república  amenazada. 
Ecuador,  estado  pobre,  lleno  de  deudas,  con  recursos  i 
cientos,  aun  para  los  módicos  gastus  del  gobierno  republi 
no  podría  levantarse  por  ahora  un  trono  que  pudiese  hí 
a  la  mas  moderada  ambición.  El  Ecuador  seria  cuando  r 
punto  de  partida.  En  todo  proyecto  monárquico  sur-am 
no,  lo  primero  que  ha  debido  presentarse  a  la  imajír 
es  el  Perú.  El  territorio  peruano,  el  de  Bolivia  i  alguna  ; 
cuando  menos,  de  la  Nueva  Granada  (elemento  necesaric 
la  indispensable  comunicación  con  el  Atlántico),  entrai 
bablemente  desde  ahora  en  la  demarcación  de  la  futur; 
narquía,  destinada  a  resucitar  el  antiguo  imperio  de  los  : 
Esto  explicaría  perfectamente  la  protección  franqueada 
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gabinete  español  a  Flores.  Para  el  gobierno  español,  es  del  to- 
do indiferente  que  ol  primer  majistrado  del  Ecuador  se  llame 
Flores  o  Roca.  Sería  de  su  parte  una  insensatez,  que  estamos 
mui  distantes  de  atribuirle,  el  pensamiento  de  dominar  otra  vez 
a  las  emancipadas  colonias;  i  como  no  puede  concebirse  que 
sin  objeto  alguno  se  haya  querido  concitar  la  mala  voluntad  de 
estos  pueblos,  hiriéndoles  en  la  parte  mas  delicada,  i  compro- 
metiendo los  intereses  de  su  propio  comercio,  ¿a  quó  motivo 
plausible  podemos  imputar  tan  extraña  conducta?  No  resta 
mas  que  uno:  la  erección  de  una  monarquía  hispano-america- 
na,  o  para  el  hijo  de  Cristina,  como  se  cree  jeneralmente  en 
Europa,  o  para  alguno  de  los  príncipes  españoles.  Admitida 
esta  suposición,  que  casi  ha  dejado  do  serlo,  todo  se  explica:  loa 
aprestos  de  Flores  a  la  vista  de  las  autoridades  españolas,  a  la 
luz  del  dia,  en  medio  de  las  reclamaciones  de  la  prensa;  las 
embarazadas  e  imperfectas  contestaciones  de  los  ministros  a* 
la  interpelación  de  algunos  miembros  do  las  cortes;  la  acojida 
hecha  al  ex-presidenle  del  Ecuador  por  las  dos  reinas;  los  fon- 
dos erogados  por  una  de  ellas;  i  el  empréstito  levantado,  según 
se  dice,  en  Inglaterra,  cuyos  capitalistas  conocen  demasiado 
bien  la  America  para  arriesgar  sus  anticipaciones  sobre  las  es- 
peranzas personales  de  Flores. 

Entretanto,  podemos  sentar  con  alguna  seguridad  que  la 
tentativa  no  será  de  la  magnitud  que  le  daban  los  primeros 
rumores.  So  afirma  que  de  España  se 'sacarían  mil  hombres 
escasos.  Según  noticias  de  Madrid  del  8  do  octubre,  se  habían 
reclutado  hasta  aquella  fecha  quinientos  cuarenta  infantes  i 
doscientos  soldados  de  caballería.  De  Irlanda  se  calculaba  poco 
mas  o  monos  igual  número,  aunque  algunos  los  hacían  subir 
a  mil  doscientos.  El  de  los  emigrados  españoles  que  se  reclu- 
taban  en  Francia,  haría  difícilmente  quinientos;  i  añadiendo 
algunas  reclutas  en  Inglaterra  i  Portugal,  el  total  de  las  fuer- 
zas ascendería  a  lo  sumo  a  dos  mil  quinientos  o  tres  mil 
hombres,  de  todas  armas,  naciones  i  lenguas;  mezcla  heterojé- 
nea,  difícil  de  mantener  reunida,  difícil  de  gobernar;  merce- 
narios alucinados  con  esperanzas  que  en  ningún  evento  sería 
posible  dejar  satisfechas,  i  para  quienes  serian  un  segundo  re- 
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(lo  lord  Palmerston,  ministro  de  negocio»  extranjeros,  fué  a 
verse  con  aquellos  señores  para  que  se  sirviesen  suscribirla;  i 
no  solo  se  negaron  a  ello  con  alguna  as{)ercza|  sino  que  aña- 
dieron que  el  jeneral  Flores  hacía  mui  bien  en  tratar  de  re- 
instalarse en  la  presidencia  del  Ecuador,  a  vista  de  la  conducta 
que  los  nuevos  gobernantes  de  aquella  república  habían  ob- 
servado con  él.  El  memorial,  sin  embargo,  iba  a  ser  firmado 
por  varias  casas  de  la  primera  respetabilidad,  como  Gibbs 
Crawley  i  compañía,  Baliring  hermanos,  Templeman  Dickson 
Lucas,  etc. 

Nuestros  lectores  no  esperarán  que  les  demos  una  serie  bien 
hilada  de  noticias,  porque,  en  el  cúmulo  de  las  que  se  han  reci- 
bido, que  vienen  de  diversísimas  fuentes,  hai  oscuridades  i 
contradicciones  que  no  nos  ha  sido  posible  explicar  ni  conciliar 
en  el  limitado  tiempo  que  hemos  tenido  para  recorrerlas.  Apun- 
taremos alguna  otra  particularidad  entresacada  de  la  multitud 
de  especies  inconexas  de  que  abundan. 

El  jeneral  Santa  Cruz  estaba  en  Madrid,  al  parecer  tranquí* 
lo.  Habia  protestado  solemnemente  no  tener  participación  al- 
guna en  los  proyectos  de  Flores,  tratando  de  calumniosas  las 
imputaciones  de  algunos  periódicos.  Su  conducta  habia  sido 
reservada  i  circunspecta  hasta  la  fecha  de  las  últimas  noti- 
cias. 

Don  José  Joaquín  de  Mora  estaba  en  Londres,  i  habia  tenido 
conferencia  con  el  ministro  de  negeos  extranjeros.  Decíase 
ájente  de  Flores,  enviado  por  éste  a  Londres,  para  explicar  el 
objeto  de  la  expedición  al  gobierno  británico. 

El  ministro  de  la  Nueva  Granada  en  París  se  ocupaba  en 
observar  i  cruzar  las  medidas  de  Flores.  No  podemos  menos 
de  llamar  la  atención  de  nuestros  lectores  a  las  especies  injurio- 
sas que  sobre  la  conducta  del  ájente  granadino  vertió  sin  el 
menor  fundamento  un  papel  de  Lima,  i  copió  imprudentemen- 
te un  periódico  de  Santiago.  Ninguno  de  los  gabinetes  de  la 
América  Meridional  excede  al  de  Bogotá  en  las  demostraciones 
de  celo  patriótico,  i  de  ínteres  por  la  causa  común  de  las  re- 
públicas sur-americanas,  particularmente  en  cuanto  concierne 
a  la  tentativa  de  Flores*,  i  esto  solo  nos  bastaría  para  mirar 
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laa  especies  a  (¡uo  aludimoií  como  una  de 
cuyo  oríjen  no  ea  difícil  adivinar. 

El  mtnifitro  peruano  en  Lóndreíi  se  liabía 
bnlinico  invooando  sus  buenos  oficios  para 
tado  de  Flores;  i  en  contestación  se  le  ascgi 
no  habia  prestado  auxilios;  que,  para  impe 
en  los  puebloa  de  la  Oran  Bretaña,  estaban 
sos  legales;  quo  los  subditos  británicos  hah 
perjuicios  i  vejaciones  de  parto  de  las  autí 
canas;  i  que  el  gobierno  vería  con  gusto  ci 
virtud  del  cual  se  les  hiciese  justicia,  i  so  ol 
los  tratados. 

Los  fondos  euministrados  por  la  reina 
subir  por  algunos  a  la  enorme  suma  de  tre 
de  pesos. 

El  engancho  de  carlistas  que  se  está  '. 
Burdeos  i  en  otros  puntos  (dice  un  correspon; 
no  solo  porque  lince  ver  la  influencia  que 
también  porque  prueba  que  el  gobierno  di 
el  pensamiento  secreto  de  la  expedición. 

Un  cartel  impreso  que  provocaba  al  alist 
vincias  del  norte  de  España,  aseguraba  a  I 
teniendo  las  calidades  necesarias  para  el 
enganchase  para  la  república  dol  Ecuado 
cinco  años,  las  condicioite,^  siguientes: 

Cien  reales  vellón  al  momento  de  sentar 
un  mes  después  de  enganchado;  i  otros  cié 

El  sueldo  de  sarjcnto  primero  trescient 
segundo,  doscientos;  cabo  primero  ciento 
ciento  cuarenta;  soldado,  ciento  veinte. 

Vestido  gratis  en  el  momento  del  embaí 

Después  do  cinco  años  de  servicio,  díes 
una  yunta  de  bueyes  ¡  una  vaca  parida. 

Trasporte  gratis  a  los  quo  quisiesen  voh 

Un  testigo  de  vista  superior  a  toda  cji 
desde  Bilbao:  «Pasando  por  una  de  las  v 
de  San  Francisco,  vi  un  cuadro  pequeño 

DCHO.  INT. 
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estas  palabras:  Bandera  para  América,  Me  aproximo  a  to<líi 
prisa,  i  ¡cuál  no  fué  mi  sorpresa  cuando  distinguí  el  escudo 
español!  Para  quitar  toda  duda,  me  dirijo  al  correo,  donde  yo 
recordaba  haber  visto  una  bandera  española.  Esta  comparación 
disipó  mis  escrúpulos.  Con  que  ya  tenemos  que  es  el  escudo 
español  el  que  llama  las  jentos  al  enganche.» 

Extracto  de  otra  carta  del  mismo:  «Durango  es  el  punto  cen- 
tral de  la  expedición,  i  de  allí  so  dirijirá  a  Santander,  donde 
dará  vela  con  destino  a  Irlanda,  para  recibir  la  tropa  irlan- 
desa.» 

Se  lee  en  una  de  ellas,  como  noticia  de  Durango,'que  el  co- 
ronel Buenaga  (hombre  de  mucha  suposición  i  único  apoyo  de 
Flores)  habia  reñido  formalmente  con  éste:  «el  ofícial  que  reci- 
bió esta  carta,  prorrumpió  en  lamentaciones  diciendo  que  no 
habia  todavía  estado  mayor  ni  nada  en  el  ejército  del  Ecuador, 
i  concluyó:  Nosotros  vamos,  pues,  como  una  tropa  de  ban- 
didos!»— El  comandante  en  Durango  se  llamaba  Domínguez. 
«Las  sillas  para  la  caballería  so  trabajaban  en  Bilbao;  los 
sables  estaban  en  Eibar;  i  los  caballos  se  tomarían  en  el 
Ecuador.» 

«Casi  todos  los  uniformes  están  hechos.» 
En  todo  noviembre,  según  unos,  zarparía  la  expedición;  se- 
gún otros,  no  podría  verificarse  su  salida  hasta  enero. 

Últimamente  un  sujeto  de  mucho  juicio  i  mui  celoso  por  los 
intereses  de  Chile,  se  expresa  así  desde  París  en  14  de  octu- 
bre: «No  me  parece  imposible  que  la  expedición  quede  en  na- 
da. El  Morning  Chronicle  i  varios  periódicos  de  Madrid  han 
anunciado  que  no  saldrá.  Tengo  noticia  de  que  lo  mismo  se 
dice  entre  los  jefes  i  oficiales  que  se  preparaban  para  ella.  La 
fuga  del  hijo  de  don  Carlos,  conde  de  Montemolin,  i  do  Ca- 
brera, puede  complicar  el  presente  estado  de  la  España,  en 
alguna  de  cuyas  provincias  han  aparecido  ya  síntomas  marca- 
dos de  insurrección. — Se  habla  de  un  próximo  cambio  en  el 
personal  del  actual  ministerio  de  la  Península;  i  hoi  mismo  he 

recibido  una  carta  de (un  corresponsal  de  Burdeos,  persona 

bastante  conocida  i  digna  de  crédito)  en  que  me  dice:  Las  úl- 
timas noticias  de  Madrid  dan  a  entender  que  la  expedición  del 
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jonoral  Flores  no  se  realizará.» — Este  rumor  pudiera  haberse 
esparcido  do  intento  para  neutralizar  los  obstáculos;  i  la  cir* 
uunstancia  de  tener  su  oríjen  entre  los  oficiales  de  la  expedi- 
ción, lo  hace  particularmente  sospechoso. — Los  preparativos 
estaban  mu¡  adelantados  i  las  sumas  invertidas  eran  sobra- 
do considerables  para  que  se  pensase  en  retroceder,  a  no  ser 
por  un  impedimento  insuperable,  como  la  oposición  declarada 
de  la  Gran  Bretaña  o  la  Francia,  que  nos  parece,  en  el  estado 
presento  de  las  cosas,  inverosímil. 

En  efecto,  de  cualquiera  parte  que  hayan  salido  los  fondos, 
es  inconcebi))le  que  se  haya  procedido  a  tan  cuantiosos  desem- 
bolsos antes  que  hubiese  podido  contarso  con  la  tolerancia  do 
dos  cortes  a  cuya  vijilancia  nada  se  escapa,  i  cuyo  poder  para 
disipar  la  expedición  con  una  sola  palabra  es  incontestable.  No 
decimos  que  la  Gran  Bretaña  o  la  Francia  la  protejan;  pero  no 
sería  mucho  que  hubiesen  determinado  mantenerse  especta- 
dores imparciales,  entre  el  principio  monárquico  por  una  par- 
te, que  no  puede  menos  que  excitar  sus  simpatías,  i  el  principio 
republicano  por  otra.  A  vista  de  lo  que  pasa  en  Méjico,  no  se- 
ría de  extrañar  que  se  desesperase  de  instituciones  que  tardan 
tanto  en  consolidarse,  i  que  amenazan  con  mas  de  un  peligro 
al  ascendiente  político  i  a  los  intereses  materiales  de  la  vieja 
Europa.  El  jigante  del  Norte  la  asusta.  Lo  que  no  admite  ya 
duda  alguna,  es  la  culpable  participación  de  la  España. 

Entretanto,  ¿cuál  es  la  conducta  que  las  circunstancias  nos 
prescriben?  Concierto  entre  todas  las  repúblicas  americanas,  o 
por  lo  menos  do  las  repúblicas  amenazadas,  para  rechazar  la 
invasión,  i  para  concurrir  a  la  defensa  del  territorio  invadido, 
cualquiera  que  sea.  Esto  hará  ver  a  lo  menos  que  el  principio 
republicano  ha  echado  raíces  profundas;  que  las  fuerzas  do 
Flores  son  insuficientes  para  hacer  una  impresión  durable;  i 
que,  cuando  tuviese  la  suerte  de  pisar  las  costas  ecuatorianas 
o  peruanas  i  la  fortuna  favoreciese  sus  primeros  esfuerzos,  le 
aguardaría  una  lucha  porfiada,  en  que  sería  preciso  que  sucum- 
biese,  i  en  que,  cuanto  mas  tardase  este  resultado  inevitable, 
mas  hondas  heridas  dejaría  la  guerra,  i  mayores  daños  se  se- 
guirían al  comercio  europeo.  Con  este  concierto,  basta  i  sobra 
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para  conjurar  el  peligro  presente.  Pero  se  necesita  algo  mas 
para  lo  futuro.  Se  necesita  orden;  se  necesita  moderación  en 
los  gobiernos,  moralidad  en  los  empleados,  cordura  en  los  pue- 
blos; se  necesita  restituir  a  nuestras  repúblicas  el  lustre  que  las 
adornaba  a  todas  en  su  infancia,  i  que  la  inexpariencia  políti- 
ca, i  los  jérmenes  de  corrupción  que  habia  dejado  entre  noso- 
tros una  administración  colonial  desatinada,  han  oscurecido  ea 
algunas.  Los  amigos  de  la  libertad  no  desesperan  de  nosotros: 
el  ejemplo  de  Chile  los  alienta.  Sobre  todo,  están  seguros  de 
que  una  gran  crisis,  en  que  pueda  parecer  comprometida 
nuestra  independencia,  o  las  instituciones  que  hemos  junulo, 
despertará  en  toda  la  América  Meridional  sentimientos  dignos 
de  los  vencedores  de  Junin,  de  Maipo  i  de  Ayacucho.  Los  go- 
biernos de  Europa,  se  convencerán  de  que  tentativas  diez  ve- 
ces mas  formidables  que  la  de  Flores,  dirijidas  a  imponer  por 
la  fuerza  en  la  América  Meridional  el  yugo  de  un  hombre  o 
de  una  forma  de  gobierno,  no  producirán  otro  fruto  que  el  es- 
carmiento i  la  vergüenza. 

Tenemos  la  satisfacción  de  anunciar  que  las  comunicaciones 
que  nuestro  gobierno  ha  recibido  de  los  del  Ecuador,  la  Nueva 
Granada,  el  Perú  i  Bolivia,  son  sumamente  satisfactorias.  En 
todas  partes,  reina  un  mismo  espíritu.  Se  hacen  aprestos  para 
resistir  a  la  expedición  adonde  quiera  que  arribe.  Sobre  nin- 
guna materia,  se  han  pronunciado  jamas  de  un  modo  tan  uná- 
nime los  pueblos  sur-americanos  del  Pacifíco.  La  estrella  de 
España,  que  hizo  vacilar  la  victoria  en  las  batallas  de  la  in- 
dependencia, se  eclipsó  para  siempre  en  este  hemisferio.-r-Los 
ministros  españoles  han  querido  justifícar  su  conducta  compa- 
rándola con  la  del  ministerio  británico.  La  comparación  no  es 
exacta;  pero,  cuando  lo  fuese^  el  gobierno  español  debiera  cono- 
cer que  no  es  bastante  poderoso  para  ser  injusto  impunemen- 
te. La  anulada  influencia  de  Flores  no  podrá  jamas  compensar 
a  la  España  lo  que  pierde  en  las  relaciones  amistosas  i  frater- 
nales de  los  pueblos  americanos.  Los  mismos  que  pelearon 
por  Flores,  presidente  del  Ecuador,  pelearán  contra  Flores, 
desertor  de  la  causa  de  América. 
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Por  insignificante  que  parezca  la  not 
España  on  París,  (íon  Francisco  Martine 
en  otra  do  nuestras  columnas,'  no  tleja  do 
que  la  misma  oscuridad  i  misterio  en  i 
intriga  de  Flores  autorizan,  por  mas  que  i 
de  la  cuestión  parezcan  aventuradas. 

Los  términos  con  que  concluye  aquell 
de  atención.  El  gobierno  español,  dice  s 
híirá  nada  que  sea  contrario  al  derecho  d 
venciones  solemnes  que  lia  celebrado  con 
ricanas. 

Que  Martínez  de  la  Hosa  está  intiman) 
influencias  (¡ue  ban  obrado  en  hu  gobici 
expedición  de  Flores,  nos  p:irccc  in'1u<1ahl 
posición  de  este  individuo,  sino  por  la  coi 
que  ha  gozado  en  aquel  mismo  circulo  d 
mo3  de  dar  crédito  a  multitud  de  noticia» 
mas  inmediato  conocimiento  ¡  participacio 
a  nuestro  juicio,  irrisoria  la  ignorancia  c 
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Muí  Reñor  mío; 
Tet)(;a  U  honra  do  manifoRtar  a  Usía,  en  cor 
cacion  fecha  de  ayor,  que,  versando  ésta  sobro 
no  tongo  mas  conocimiento  qiio  las  vocea  va 

periódicoa,  i  dictndns  muchaa  veces  por  el  es; 
buscar  por  todas  partes  armas  de  oposición,  nr 
para  satisfacer  el  de.seo  de  U«ia,  sino  enviar  oíi 
comunicación  al  írobierno  de  Su  Majestad  la  Ri 

No  vacilo,  sin  embargo,  en  asciíurar  a  Usía  > 
ésto  haya  seíniido  no  habrá  nada  que  so  oponga 
AAj^rados  por  el  derecho  de  jente^,  ni  a  las  ar 
tanto  desea  conservar  con  los  estados  de  Amcrí 
ha  reconocido  on  solemnes  tratados. 

Dios  guarde  a  Usía  muchos  anos. 

Firmado.— Mab 

Señor  don  Francisco  Javier  Rosales,  etc.  ete 
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ocultos  móviles  i  del  objeto  real  ciertos  personajes  que  no  han 
jKxlido  ni  debido  desconocerlos;  i  cl  embajador  de  España  en 
Paris  es  incontestablemente  uno  de  ellos.  Debemos,  pues,  supo- 
ner que  sus  expresiones  han  sido  estudiadamente  calculadas  para 
no  comprometer  la  política  de  sus  gabinetes  en  lo  poquísimo 
que  dejan  traslucir  por  entre  las  vagas  jeneralidades  a  que  so 
acojen. 

Coloquémonos  bajo  el  punto  de  vista  del  embajador  español. 
Méjico,  el  Ecuador,  el  Uruguai,  Chile,  son  hasta  ahora  las 
repúblicas  americanas  que  ha  reconocido  la  España.  Sobre  las 
otras,  no  ha  renunciado  sus  antiguos  derechos,  según  ella  lo» 
concibe,  i  según  los  conciben  con  ella  todas  las  monarquías  de 
Europa.  La  España,  pues,  enviando  la  expedición  a  su  propio 
nombre  i  bajo  su  propio  pabellón  contra  los  países  cuya  inde- 
pendencia no  ha  reconocido,  contra  cl  Perú,  Bolivia  i  la  Nueva 
Granada,  no  contraviene  al  derecho  de  jentes  ni  a  los  tratados. 
En  nada  os  falto  (podría  ella  decir  a  las  repúblicas  que  recono- 
ce) aspirando  a  la  reconquista  de  unos  países  sobre  los  cuales  no 
he  abdicado  jamas  mi  soberanía,  i  cuyo  reconocimiento  no  he 
estipulado  con  vosotras.  Atacándolas  para  restaurar  allí  mi 
imperio,  o  para  cederlo  a  quien  quiera,  no  infrinjo  ningún  de- 
recho vuestro,  ni  contravengo  a  lo  que  os  he  prometido.  Si 
piensa  la  España  en  el  establecimiento  monárquico  que  jenc- 
ralmente  se  le  atribuye,  i  si  eso  es  el  verdadero  objeto  de  la 
expedición  del  jeneral  Flores,  tal  será  sin  duda  el  lenguaje 
del  gabinete  de  Madrid  con  los  estados  cuya  independencia  re- 
conoce, suponiendo  que  quisiese  ser  fiel  a  sus  pactos  i  conser- 
var su  amistad.  ¿I  qué  habría  en  esta  aserción  de  derechos  que 
no  fuese  enteramente  conforme  a  la  leí  internacional  de  la 
Europa?  ¿Será,  pues,  un  juicio  temerario  interpretar  en  este 
sentido  las  palabras  del  embajador  español?  ¿No  tendremos 
fundamento  para  mirarlas  como  una  expresión  indirecta  de  los 
principios  que  relativamente  a  Flores  i  a  su  descabellado  pro- 
yecto han  inspirado  al  gabinete  de  Isabel  II,  i  como  una  jus-. 
tificacíon  anticipada  de  su  conducta?  Medítense  las  palabras 
que  citamos;  recuérdense  la  posición  i  los  antecedentes  del  que 
las  profiere. 
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Pero  el  Ecuador  (se  dirá)  ha  sido  recoaocido  por  la  España, 
i  él  es  el  punto  inmediatamento  amenazado.  La  objeción  no 
nos  hace  gran  fuerza.  El  gobierno  español  puede  pretender 
que  le  era  lítrito  ligarse  con  el  que  sin  duda  reconoce  como 
presidente  lejítimo  del  Ecuador,  sin  perjuicio  de  intelijencias 
secretas  que  le  aseguren  la  cooperación  de  Flores  para  exten- 
der los  dominios  de  la  proyectada  monarquía  hasta  las  playas 
del  Atlántico. 

No  queremos  dar  a  estas  consideraciones  mas  peso  que  el 
que  les  prestan  los  hechos  de  que  tenemos  conocimiento,  ni  las 
presentamos  sino  como  puramente  conjeturales.  La  parcialidad 
mas  o  ménes  descubierta  de  ciertos  gabinetes  a  la  empresa  de 
Flores,  i  el  favor  declarado  de  la  España,  no  pueden  explicarse 
en  la  suposición  de  que  solo  se  trate  de  la  restauración  de  un 
presidente  en  una  pequeña  república  sur-am<;ricana.  Se  trata 
de  un  embrión  monárquico.  No  es  posible  imajinar  otra  clavo 
que  descifre  los  hechos. 

Depongamos  ahora,  por  un  momento,  nuestro  afecto  a  las 
instituciones  que  nos  rijen,  ¡  calculemos  los  resultados  proba- 
bles de  un  proyecto  monárquico  en  la  América  Meridional. 
Prescindimos  de  la  resistencia  que  encuentre  :  lo  suponemos 
triunfante.  Los  que  piensan  que  se  calmarian  a  la  sombra  de 
un  trono  las  aj ilaciones  interiores  de  las  repúblicas  americanas, 
se  equivocan.  La  monarquía  ha  perdido  de  todo  punto  su  pres- 
tijio.  Hubo  tiempo  en  que  hal)ria  tenido  gran  número  de  par- 
tidarios en  ciertas  secciones  de  América.  Ya  es  tarde  para 
pensar  en  ella.  Sería  necesario  un  ejército  europeo  para  dar 
estabilidad  a  la  nueva  forma  de  gobierno;  estabilidad,  después 
de  todo,  aparente  i  precaria,  porque  es  imj)Osib]c  que  pudiese 
apoyarla  el  voto  de  los  pueblos.  ¿Un  «gobierno  sostenido  por 
bayonetas  extranjeras  se  granjearía  jamas  la  confianza  de  los 
americanos?  ¿Sería  bien  visto  de  sus  vecinos?  ¿liaría  la  felici- 
dad del  país?  Si  algo  hemos  heredado  de  los  españoles  es  un  odio 
implacable  a  toda  dominación  extranjera.  ¿Qué  pudiera  hacer 
el  monarca  para  comprimirlo?  ¿Rodearse  de  satélites  aborreci- 
dos? ¿Dar  los  primeros  empleos  apersonas  de  su  devoción, 
que  serian  en  gran  parte  extranjeras?  ¿Abrir  a  nuevos  i  numc- 
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rosos  aspirantes  la  arena  de  las  promociones,  i  multiplicar  el 
número  de  los  quejosos  i  descontentos,  haciendo  mas  odiosas 
las  preferencias  i  mas  humillantes  las  exclusiones?  ¿Derramar 
los  títulos,  cruces  i  distinciones^  moneda  gastada  que  ha  perdi- 
do todo  su  valor  entre  nosotros?  El  sentimiento  de  igualdad 
es  el  que  en  estos  paises  han  desarrollado  con  mas  enerjia  las 
instituciones  republicanas.  Figurémonos  ahora  un  pueblo  car- 
gado de  impuestos  para  mantener  el  fasto  de  una  corte  mo- 
nárquica, para  gratiOcar  a  una  lejion  de  aventureros,  para 
pagar  el  ejército,  para  pagar  a  los  capitalistas  que  han  adelan» 
tado  caudales  con  la  esperanza  de  cuantiosos  retornos.  ¿Pros- 
peraría en  semejante  situación  el  país?  ;,Consum¡r¡a  mas  canti- 
dad de  manufacturas  extranjeras?  A  las  causas  anteriores  de 
inquietud,  se  juntarían  las  de  una  nueva  trama  de  intereses  i 
de  conexiones  políticas.  La  monarquía,  en  la  suposición  mas 
favorable  para  ella,  peroceria  después  de  una  existencia  mise- 
rable, sin  fuerza  i  sin  dignidad,  que  habría  costado  al  país 
sacrificios  inmensos  sin  fruto  alguno;  porque  en  la  lucha,  de  los 
dos  principios  rivales  quo  se  disputarían  el  continente  america- 
no, triunfaría  sin  duda  el  que  ya  tiene  una  preponderancia 
irresistible,  sostenido  por  la  actividad  infatigable  i  la  política 
vigorosa  de  una  potencia  que  las  antiguas  dominadoras  del 
mundo  acatan  i  temen. 

Desearíamos  que  los  fautores  de  la  monarquía  examinasen 
la  cuestión  a  la  sola  luz  de  sus  intereses  materiales.  Al  comercio 
europeo  (consideración  suprema  al  otro  lado  de  los  mares),  no 
promete  ninguna  ventaja  el  cambio  que  se  nos  prepara.  Guerra 
civil,  devastación,  impuestos  onerosos,  impopularidad,  es  con 
lo  que  puede  contar. 

La  unanimidad  de  sentimientos  que  reina  en  los  pueblos  del 
Pacífico  relativamente  a  la  expedición  de  Flores,  es  un  motivo 
de  congratulación  para  todos  los  que  aman  sinceramente  la  li- 
bertad i  la  independencia  de  América.  Ni  pudiera  ser  de  otro 
modo.  Si  la  empresa  del  jeneral  Flores  tuviese  el  menor  suce- 
so, sería  seguida  de  otras  i  otras,  que  convertirían  la  América 
en  un  campo  de  especulación  i  pillaje  para  la  multitud  de  aven- 
tureros, de  militares  descontentos^  de  hombres  perdidos,  para 
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Durango.     Orduña.       Bilbao.       San  Sobaslian.        Total. 

Oficiales,         52  45  1  2  100 

Tropa,  758  3G2  52  i  80  1352 
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La  mayor  parte  de  los  individuos  de  tropa  pertenecían  a  Ja 
clase  de  paisanos.  «He  observado,  dice  la  persona  que  comu- 
nica estas  noticias,  que,  a  excepción  de  algunos  oficiales  que 
esperan  una  gran  fortuna  en  esos  países,  manifiestan  los  alis- 
tados poco  entusiasmo.»  Añade  que  ha  logrado  hacer  que  al- 
gunos abandonen  la  empresa,  i  se  promete  que,  llegado  el  mo- 
mento del  embarco,  será  mayor  la  deserción,  no  obstante  la 
liberalidad  con  que  Flores  derrama  el  dinero,  i  la  destreza  con 
que  se  vale  de  otros  medios  de  seducción,  especialmente  sobre 
la  tropa,  que  es  la  que  menos  confianza  le  inspira 

El  continjente  ingles  e  irlandés  hará  subir  esta  fuerza  (se 
dice)  hasta  el  número  de  tres  mil  quinientos  hombres  de  todas 
armas.  Pero  es  probable  que  el  total  habrá  sido  definitivamen- 
te mucho  menor;  i  cualquiera  que  sea,  los  elementos  heterojé- 
neos  que  lo  componen,  encierran  jérmenes  de  desorden  i  diso- 
lución, que  la  habilidad  i  las  seducciones  de  Flores  podrán 
difícilmente  comprimir. 

Se  escribe  que  el  vizconde  Palmcrston  ha  prometido  impedir 
la  salida  de  los  buques  armados  en  Inglaterra  i  de  la  jente  en- 
ganchada en  Irlanda;  pero  esta  noticia  nos  parece  contradicha 
por  las  notas  del  subsecretario  de  negocios  extranjeros  cu 
Londres,  que  insertamos  en  nuestras  columnas.  Era  esa  una 
circunstancia  demasiado  importante  para  que  los  ajentes  de 
las  repúblicas  americanas  en  Inglaterra  no  la  hubiesen  trasmi- 
tido a  sus  gobiernos.  A  la  recomendación  de  lord  Palmerston 
a  los  lores  comisarios  de  la  tesorería,  se  reduce  todo  lo  que  sa- 
bemos auténticamente.* 


*  MINISTERIO  DíE  RELACIONES  EXIBIUORES 

Noviembre  10  de  ISW. 
Señores: 

Tenofo  orden  dol  vizconde  Palmerston  de  acusar  recibo  de  la  caria 

de  UU.  de  7  de  noviembre  por  la  que  solicitan  se  proponga  a  los  lores 

comisionados  de  la  tesorería  de  Su  Majestad  ordenen  a  los  oficiales 
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desde  aquella  corte,  habia  llegado  a  reunir  mil  setecientos 
hombres  de  tropa  pocj  mas  o  menos,  ochenta  oficiales  de  in- 
Tantería,  doce  de  caballería,  cuatro  de  artillería  i  una  media  do- 
cena que  denominaban  do  estado  mayor,  entre  los  cuales  habia 
solo  uno  o  dos  do  este  cuerpo,  siendo  los  demás  ayudantes  de 
campo.  Dos  o  tres  oRciales  brillantes,  dice  el  corresponsal  a 
que  aludimos,  entre  ellos  el  jefe  de  estado  mayor,  han  aban- 
donado la  empresa;  i  de  los  que  la  siguen  se  puede  decir  que 
los  mas  son  jen  te  allegadiza  i  de  malos  antecedentes,  como 
siempre  sucede  on  iguales  casos. 

Wright,  el  ájente  del  jeneral  Flores  en  la  Gran  Bretaña,  le 
escribia  que,  a  pesar  de  todos  los  esfuerzos  hechos  por  los 
ajentes  de  las  repúblicas  americanas  en  Inglaterra,  podia  con- 
tar seguramente  con  los  irlandeses  enganchados.  Añádese  que 
el  mismo  Flores  habia  mostrado  a  uno  de  los  oficiales  supe- 
riores una  carta  del  vizconde  Palmerston,  en  que  este  mi- 
nistro le  decía  haberse  visto  obligado  a  dar  algunas  provi- 
dencias que  tenían  la  apariencia  de  oposición  o  estorbo  al 
alistamiento,  por  parte  del  gobierno  británico;  pero  que  no 
tendrían  mas  consecuencia  que  la  de  acallar  las  quejas  de  los 
ajentes  americanos.  Cualquiera  persona  que  tenga  idea  de 
cómo  se  conducen  estas  cosas  en  Europa  i  sobre  todo  en  In- 
glaterra, conocerá  que  la  tal  carta  es  una  especie  ridicula. 
Lord  Palmerston  no  os  el  imbécil  que,  si  fuese  capaz  de  obrar 
en  el  sentido  que  se  le  atribuye,  lo  manifestase  con  tan  poco 
pudor  bajo  su  firma.  En  los  gabinetes  europeos,  se  ha  obser- 
vado infinitas  veces  una  conducta  tortuosa  i  pérfida,  pero  el 
lenguaje  es  siempre  circunspecto  i  docente.  O  es  ella  una  de 
las  hablillas  absurdas  a  que  suele  dar  ocasión  un  aconteci- 
miento ruidoso,  o  (como  nos  lo  hace  creer  el  buen  juicio  de 
que  ha  dado  tantas  muestras  el  corresponsal  del  gobierno,  i 
la  comprobada  exactitud  de  sus  informes),  la  especie  es  una 
superchería  de  Flores;  una  de  las  mil  invenciones  de  que  se 
habrá  valido  para  seducir  e  inspirar  confianza. 

«Es,  pues,  seguro  (añade  el  corresponsal)  que  la  expedición 
lleva  muí  cerca  de  tres  mil  hombres,  divididos  del  modo  si- 
guiente: tros  batallones,  dos  do  infantería  españoles  i  uno  do 
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irlandeses;  dos  osciindroncs  de  lanceros;  una  batería  de  r 
taña  o  a  lomo.  I  stí  dice,  aiinqire  no  es  seguro,  qiio  se  fe 
una  compañía  de  zapadores,  i  que  llevará  ademas  otra  ba 
rodada.  Los  buques  son  efectivamente  cinco,  tres  de  vapoi 
guerra,  i  doa  grandes  fragatas;  el  mayor  de  aquéllos,  qu 
]Iama  ol  Monarca,  pasa  de  mil  toneladiis,  i  los  otros  doa 
poco  menores;  su  artillería  es  de  cincuenta  i  cuatro.  Los 
qnes  de  vela  llevan  la  suya  en  la  cala,  i  no  pasará  de  di« 
cho  o  veinticuatro,  que  es  la  mayor  que  soporta  un  bt 
mercante.  Aunque  todos  aseguran  que  la  expedición  ea 
ducida  por  estos  cinco  buques  solamente,  creo,  sinemba 
que  no  baHtan  para  el  tra-sporte.» 

Según  las  noticias  adquiridas  por  el  mismo  conducto,  t 
de  noviembre  era  el  día  prefijado  para  que  la  expedicioi 
líicie.se  a  la  vela  dos;le  Santander;  pero  las  causas  de  rct 
que  suelen  ocurrir  en  ocasiones  semejantes  liarán  proba 
mentó  demorar  la  salida  hasta  fines  del  mes.  Flores  se  pp 
nía  hacer  escala  en  las  Canarias;  i  habiendo  llegado  en  e 
dias  la  noticia  de  una  epidemia  quo  se  ha  desarrollado 
aquellas  islas,  es  de  creer  que  Flores  varíe  de  plan,  i  que 
este  motivo  se  suspenda  la  partida  algunos  dia.4. 

Agrega  que  el  derrotero  no  era  ni  podía  ser  otro,  que  el 
siempre  ha  indicado,  por  cl  estrecho  de  Magallanes.  Cn 
así,  no  solo  por  informes  pusitivos,  sino  por  el  surtido  mi 
de  los  elementos  deque  se  componía  la  expedición;  i  anun 
ba  que  para  el  10  de  este  mes  do  enero  se  hallarian  ya 
buques  empeñados  en  pasar  el  estrecho. 

Lo  que  sigue  es  particularmente  digno  de  la  atcnciori 
nuestros  lectores. 

•  El  plan  ridiculamente  jigantesco  del  jeneral  Flores  no  e 
un  secreto:  es  el  mismo  que  yo  me  figuraba,  i  que  he  toi 
el  honor  de  indicar  en  mis  comunicaciones  anteriores;  | 
mas  extenso  aun;  pues  se  aspira  a  que  la  soñada  monan 
comprenda  las  tres  estados  de  la  antigua  Colombia,  el  Pe 
Bolivia.  No  puedo  decir  cuál  sea  sobre  este  punto  el  xt 
de  pensar  del  jeneral  Santa  Cruz,  en  quien  solo  ho  cr 
descubrir  un  sentimiento  de  celos  hacia  su   amigo  FIÓre¡ 
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cual,  sin  embargo,  visitaba  diariamente  hasta  hace  unos  quince 
dias  que  volvió  a  Francia  a  reunirse  con  su  familia.  Sí  no  con 
Santa  Cruz,  es  de  temer  que  Flores,  al  concebir  un  proyecto 
tan  vasto,  haya  contado  ^on  poderosas  simpatías  en  aquellas 
repúblicas  por  la  multitud  de  partidos  i  de  aspirantes  que  han 
abortado  allí  las  discusiones  políticas. 

«Por  absurda  que  parezca  la  empresa  de  Flores,  no  creo  que 
la  hayan  mirado  con  aversión  los  gabinetes  de  Paris  i  de  Lon- 
dres. En  España,  no  hai  para  qué  decirlo,  pues  a  mas  de  la 
jente  que  lleva,  so  le  han  proporcionado  sumas  consideral>los 
de  dinero,  procedentes  de  las  arcas  i  crédito  de  cierto  elevado 
personaje.  Aquí  corrió  que  Flores  habia  presentado  para  can- 
didato del  nuevo  trono  a  un  hijo  del  duque  de  Rianzáres;  pero 
él  ha  rechazado  esta  imputación  con  desden,  diciendo  que  no 
era  tan  imbécil^  i  dando  a  entender  que  sus  miras  se  dirijian 
a  un  príncipe  do  reputación  í  prestijio... 

«El  punto  constantemente  indicado  para  el  desembarco  de 
la  expedición  es  Guayaquil;  pero,  como  es  probable  que  se  haya 
tratado  de  esparcir  ideas  falsas  sobre  esta  materia,  nada  se  puede 


asegurar. » 


Nosotros  miramos  como  casi  índu<lable  que  no  os  Guaya- 
quil el  punto  inmediatamente  amenazado,  no  solo  por  la  pre- 
sunción probabilísima  que  acabamos  do  copiar,  sino  por- 
que nos  parece  imposible  que  el  jcneral  Flores  haya  elejido 
una  localidad  en  quo  es  seguro  que  la  presencia  do  tanta  jonto 
extranjera  desenvolvería  de  nuevo  la  fiebre  amarilla,  que  haría 
grandes  i  rápidos  estragos  en  los  recien  llegados.  No  es  creíble 
qxiQ  Flores  haya  querido  exponer  su  expedición  a  este  peligro 
mas,  teniendo  tantos  otros  puntos  en  una  costa  inmensa. 

Con  las  noticias  precedentes,  concuerdan  en  mucha  parte  las 
que  se  han  obtenido  por  medio  de  otra  persona  no  menos  inte- 
líjente  i  activa,  puesta  en  movimiento  por  el  encargado  do  ne- 
gocios de  la  república  en  Paris.  Ella  ha  visitado  los  depósitos 
de  la  Península  i  ha  logrado  entablar  comunicaciones  con  in- 
dividuos do  la  expedición  i  aun  de  la  confianza  de  Flores.  Es- 
cribiendo do  Santander  el  dia  1.°  de  noviembre,  dice  que  los 
buques  iban  a  zarpar  de  allí,  lo  mas  pronto,  el  15  de  aquel 
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mos;  que  se  dirijirian  por  ol  estreolio  de  Magallanes  al  Pacífico; 
que  recalarían  en  las  Canarias  con  el  objeto  de  tomar  allí  algunos 
hombres;  (¡no.  su  detención  allí  sería  probablemente  de  quince 
dias;  i  que  su  composición  era  lasis^uiente:  esp:inolüs  dos  mil  de 
infantería,  doscientos  do  cabaUería,  una  batería  de  montaña, 
compuesta  de  seis  piezas  de  a  doce,  servidas  por  soldados  ague- 
rridos en  las  filas  españolas,  quinientos  irlandeses,  i  ocliocien- 
tos  canarios:  total  tres  mil  setecientos  hombres,  poco  mas  o 
monos.  La  mayor  parte  de  los  oficiales  habían  sido  sacados 
del  ejército,  i  su  número  llegaba  a  ciento  ochenta,  casi  el  doble 
del  que  exijen  las  tropas  expedicionarias.  Los  pormenores  do 
este  individuo,  que  ha  tenido  la  ocasión  de  visitar  personal- 
monte  los  depósitos,  dan  guarismos  mas  abultados  que  los  del 
corresponsal  de  Madrid;  pero  nos  inclinamos  a  creer  que  sus 
datos  numéricos  se  refieran  parcialmente  a  comunicaciones  de 
los  oficiales  de  Flores,  propensos  sin  duda  a  cxajerarlos. 

Nuestros  lectores  están  suficientemente  instruidos  de  la  con- 
ducta del  gobierno  español  en  este  asunto.  Lo  repetimos  con 
una  íntima  convicción:  el  público  de  Madrid  no  se  engaña;  se 
trata  de  monarquía;  i  de  una  monarquía  en  que  la  corte  espa- 
ñola tiene  un  interés  evidente.  Por  lo  que  hace  al  gabinete 
francés,  nos  es  harto  penaso  decir  que  los  pasos  dados  hasta 
el  14  de  noviembre,  no  habían  producido  todavía  efecto  alguno 
sensible.  En  Inglaterra,  la  comisión  de  comerciantes  con  la 
casa  de  Bahring  a  su  cabeza  habían  desplegado  un  celo  i  acti- 
vidad superiores  a  todo  elojio;  i  tenemos  algún  motivo  para  es- 
perar que  sus  esfuerzos  no  serán  infructuosos.  La  ejecución  de 
las  leyes,  en  manos  do  majistrados  íntegros  i  celosos,  excitados 
a  ello  por  el  ministro  de  negocios  extranjeros  puede  todavía 
presentar  a  Flores  obstáculos  imprevistos  i  aun  hacer  fracasar 
la  expedición  Sabemos  que  ellos  aguardaban  solo  la  existencia 
de  pruebas  legales  para  hacer  uso  de  las  facultades  de  que  les 
ha  investido  el  estatuto  de  alistamientos  extranjeros;  i  antes 
del  15  de  noviembre  se  les  habían  ya  remitido  las  que,  en  con- 
cepto de  un  letrado  intelijento,  bastaban  al  efecto. 

Agregamos  traducción  de  una  proclama  del  correjidor  de 
Limerick,  inserta  en  el  Examiner  de  Limerick  i  Clare. 
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A  LOS    CIUDADANOS  DE    LIMERICK    QUE    TUATAN  DE  EMIGRAH 

AL  ECUADOR 

a  Conciudadanos: 
«A  principios  del  mes  último,  los  majistrados  de  \uestra  ciu- 
dad sorprendidos  pof  las  extravagantes  promesas  i  seductores 
alicienles  presentados  en  un  cartel  manual,  circulado  extensa- 
mente entre  vosotros  i  que  os  convidaba  a  emigrar  al  Ecuador, 
creyeron  de  su  deber,  después  de  la  mas  completa  investiga- 
ción, amonestaros  que  no  os  empeñaseis  en  una  empresa  tan 
incierta.  De  cntónc<ís  acá  han  salido  a  luz  muchas  particulari- 
dades que  confirman  sus  sospechas,  i  que,  con  el  favor  de  Dios, 
confío  que  no  llegan  tarde  para  retraeros  de  tomar  parte  en 
una  expedición  que  amenaza  ruina  a  vuestras  familias  i  positi- 
va destrucción  a  vosotros  mismos. 

«Los  comisionados  do  emigración  autorizados  en  Londres 
por  el  gobierno  condenaron  el  plan,  i  declararon  que  carecía 
del  conocimiento  i  sanción  de  la  lejislatura. 

«El  cónsul  peruano  me  dirijió  una  carta  (que  publiqué),  asegu- 
rándome que  a  todos  los  que  tomaban  parte  en  esta  fatal  expe- 
dición, el  clima  o  la  espada  les  preparaban  una  muerte  infalible. 
I  lo  que  es  de  mas  importancia,  en  el  Morning  Advertiser  del 
miércoles  ha  salido  sobre  este  asunto  un  memorial  a  lord  Pal- 
merston,  secretario  en  jefe  de  los  negocios  extranjeros.  En  este 
documento,  firmado  por  cerca  de  cuarenta  de  los  comerciantes 
de  mas  influjo  i  mas  extenso  tráfico  en  Londres,  se  denuncia 
la  proyectada  expedición  en  los  términos  mas  fuertes.  Allí  se 
os  dice  categóricamente  que  el  objeto  para  el  cual  se  os  convi- 
da a  emigrar  no  es  el  de  colonización,  sino  que  vais  a  formar 
un  ejército  cuya  oficialidad  so  compondrá  de  aventureros  espa- 
ñoles bajo  los  auspicios  de  un  gobierno  extranjero,  para  pelear 
por  el  interés  de  ellos  i  proporcionarles  la  posesión  de  un  país 
donde  cada  paso  que  deis  os  será  disputado  por  las  armas  uni- 
das de  las  diferentes  repúblicas  sur-americanas. 

«Conciudadanos,  pensadlo  antes  de  dar  este  paso.  Sé  que  la 
escasez  con  que  Dios  ha  tenido  a  bien  aflijir  esto  país,  ha  dado 
a  ajentes  artificiosos  e  inmorales,  argumentos  especiosos  para 
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de  sus  instituciones.  Este  o  aquel  partido  político  podrá  desear 
en  ellas  mas  o  menos  amplitud  en  el  ejercicio  de  ciertos  dere- 
chos; pero  que  la  casi  totalidad  de  los  habitantes  adhiere  de 
corazón  al  gobierno  representativo  bajo  la  forma  republicana, 
es  un  antecedente  con  que  debe  contarse  i  de  que  no  es  dado 
alegar  ignorancia.  Las  grandes  potencias,  a  cuyo  bienestar  no 
es  indiferente  el  nuestro,  serian  demasiado  ciegas  si  no  mirasen 
el  sistema  republicano  de  Hispano-América  como  un  hecho  irre- 
vocable, i  como  el  punto  de  partida  forzoso  de  la  carrera  de 
civilización  que  nos  está  destinada.  Obrando  en  sentido  con- 
trario, podrían  sin  duda  envolvernos  en  una  serie  de  calamida- 
des, pero  sin  ninguna  utilidad  para  ellas,  o  mas  bien  con  posi- 
tiyo  perjuicio  suyo;  no  podrían  hacer  sino  el  mal,  bajo  la  mas 
funeata  de  sus  formas  políticas:  el  chocjue,  manifiesto  o  paliado, 
de  la  opinión  con  las  instituciones. 

Grande  es,  pues,  la  importancia  que  damos  a  estas  demos- 
traciones  de  la  voluntad  de  los  americanos  relativamente  al 
asunto  que  ha  ocupado  nuestra  prensa  periódica  desde  las  pri- 
meras noticias  de  los  preparativos  de  Flores;  i  si  ellas  fijan  la 
consideración  de  los  gobiernos  europeos,  como  os  natural  que 
la  fijen,  su  influencia  en  nuestros  negocios  (hablamos,  por  su- 
puesto, do  la  sola  influencia  aceptable,  la  influencia  lejítima, 
la  influencia  natural  del  poder,  dirijida  por  ideas  humanas, 
morales,  pacíficas,  i  ofrecida  de  un  moílo  amistoso  i  conciliato- 
rio), puede  acelerar  el  desarrollo  de  nuestros  elementos  de 
civilización  i  prosperidad,  que  tanto  conviene  al  suyo  propio. 
Extensión  de  comercio,  nó  extensión  de  territorio,  es  el  objeto 
a  que  aspiran  hoi  los  gobiernos  poderosos  de  Europa.  Para  la 
extensión  de  su  comercio  con  nosotros,  nuestra  paz  interior, 
nuestro  progreso  material  i  moral,  es  un  medio  indispensable. 
Su  propia  conveniencia  nos  induce  a  favorecer  este  movimiento, 
a  darle  empuje,  i  a  remover  cuanto  pudiera  contrariarlo.  Do 
sus  disposiciones  a  este  respecto,  no  podemos  dudar.  Mas,  para 
que  su  influencia  sea  benéfica,  es  necesario  que  sea  calculada 
sobre  los  antecedentes  de  los  pueblos  on  que  se  ejerza;  es  ne- 
cesario contar  con  las  ideas,  las  afecciones,  las  creencias,  los 
hábitos,  las  preocupaciones  mismas  de  los  americanos;  es  nece- 
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sariü  que  no  los  miren  como  una  maHa  inerte,  dispuesta  a 
cibir  todas  laa  imprfsiones  de  la  íiiei-za,  sino  tomo  una  mati 
que  tiene  ya  fwrmas  indelebles  i  una  vitalidad  propia.  La  r 
narcjuía  en  esta  parte  del  mundo  no  podría  ser  sino  un  gobie 
de  conquista,  una  dominación  de  extraniero<í,  costosa  a 
fautores,  odiosa  a  los  pueblos,  ruinosa  a  todos  los  intert 
europeos  i  americanos  que  incorporados  ya  en  nuestra  sociei 
actual,  la  penetran  i  vivifican;  instable,  sobre  todo,  ¡  efimc 
En  el  estado  presente  del  mundo,  intereses  puramente  dina 
eos  serian  impotentes  para  darle  apoyo  i  consistencia;  i  los 
tereses  nacionales  de  la  Inglaterra,  la  Francia  i  la  Esp: 
perderían  infaliblemente  en  ella.  Algunus  creen  que  los  ga 
notes  poderosos  de  Europa  miran  la  monarquía  como  el  a 
medio  de  oponer  una  barrera  a  la  creciente  prosperidad  do 
li^stados  Unidos,  que  camina  a  grandes  pasos  a  la  dominac 
exclusiva  del  hemisferio  occidental.  Pero,  si  íuese  real  ese  p 
gro,  ¿dos  o  tros  monarquías  como  las  que  liemos  descí 
podrían  atajar  esa  marcha?  Ellas  no  harían  mas  que  dar 
IcmniJad  a  la  lucha  sorda  de  los  dos  principios  que  se  dispu 
hoi  el  imperio,  no  de  la  América,  sino  del  mundo.  La  ép 
presente  es  crítica.  La  expedición  de  Flores  no  puede  ser  a 
un  incidente  insignifícante,  un  episodio  burlesco,  en  el  g 
drama;  i  los  hombres  que  dirijen  los  destinos  de  Europa 
tngañarian  torpemente,  si  pudiesen  ver  un  aliado  digno 
ellos  en  una  tropa  de  aventureros. 

Cada  dia  recibe  nuestro  gobierno  nuevos  testimonios  dt 
unanimidad  do  los  an^ericanos  en  la  cuestión  presente;  en 
tx>municaciones  do  las  repúblicas  hermanas,  se  ve  exaltarse 
grados  este  ardor  jeneroso;  las  que  acaban  de  llegar  del  gobi 
no  de  Buenos  Aires  son  particularmente  expresivas.  En  me 
de  un  conflicto  do  tanta  magnitud,  como  en  el  que  se  ha  vi 
empeñado  hasta  ahora,  lia  sido  vivamente  excitado  por  la  in 
tacion  que  deatlo  los  primeros  momentos  lo  hizo  el  nuost 

«El  presidente  de  Chile  [dice  el  ministro  de  relaciones  • 
tenores  de  aquel  estado)  hace  la  debida  justicia  a  S.  E. 
gobernador  do  Buenos  Aires,  persuadiéndose  a  ([ue  no  min 
con  indiferencia  un  acontecimiento  tan  grave,  i  de  importan 
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demasiado  trascendental  a  la  seguridad  e  independencia  de  estas 
repúblicas.  Cualesquiera  que  sean  los  designios  de  esta  atenta- 
toria empresa,  la  magnitud  de  la  expedición,  el  punto  adonde 
so  dirije,  i  los  recursos  con  que  cuentan  los  que  la  hayan  pro- 
movido, considera  S.  E.  el  primer  deber  de  todas  las  nuevas 
repúblicas  sud-americanas,  asociarse  solícitamente  i  unifor- 
mar las  providencias  que  convengan  adoptarse  para  escarmen- 
tar a  los  insolentes  agresores  que  intentan  turbar  la  paz  i  bien- 
estar de  los  pueblos  i  poner  en  peligro  su  independencia  i  dig- 
nidad. 

«El  de  la  Confederación  pronto  está  a  cooperar  por  todos  los 
medios  posibles  i  a  ocurrir  a  cualquiera  peligro  que  amenace 
a  la  independencia  i  seguridad  de  alguna  de  las  nuevas  repú- 
blicas sud-americanas,  i  con  tanta  decisión  como  si  fuera  agre- 
dido el  mismo  territorio  ar jen  tino. 

«En  la  firme  conñanza  de  que  las  repúblicas  sud-americanas 
harán  causa  común  en  tal  evento,  el  infrascrito,  por  orden  de  S. 
E.,  tiene  la  satisfacción  de  declararlo  asi  al  excelentísimo  go- 
bierno chileno;  i  que  el  arjentino  tendrá  el  alto  honor  de  no 
ser  el  último  en  prestar  su  apoyo  a  quien  llegare  a  necesi- 
tarlo. 

«En  este  sentido,  luego  que  sea  informado  este  gobierno  por 
sus  ministros  en  Londres  i  París,  de  haber  partido  de  España 
la  proyectada  agresora  expedición,  adoptará  una  posición  con- 
forme con  lo  que  deja  expresado,  i  dictará  respecto  de  la  Con- 
federación las  medidas  convenientes,  fuertemente  requeridas 
por  la  conducta  hostil  e  inaudita  que  al  parecer,  hasta  hoi,  ob- 
serva en  este  asunto  el  gobierno  español. 

«El  infrascrito,  asimismo,  de  acuerdo  con  esta  resolución  de 
su  gobierno,  ha  diríjido  a  los  expresados  señores  ministros  ar- 
jentinos  en  Londres. i  en  París  las  órdenes  que  en  copia  adjunto. 

«S.  E.  el  señor  gobernador  espera  que  el  excelentísimo 
señor  presidente  de  la  república  do  Chile  encontrará  en  esta 
contestación  una  prueba  inequívoca  del  vivo  interés  con  que 
mira  el  delicado  asunto  que  ha  motivado  la  comunicación  del 
gobierno  de  Chile.» 

Así  escribe  con  fecha  de  17  de  enero  el  señor  ministro  de 
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con  la  sola  inexplicable  excepción  del  encargado  de  negocios 
de  Venezuela  en  Madrid  (de  quien  sabemos  por  otro  conducto 
que  tenia  conexiones  de  amistad  i  confianza  con  el  caudillo  de 
los  expedicionarios).  I  en  fin,  no  se  dudaba  que  las  fuerzas  reu- 
nidas debian  dirijirse  al  Pacifico. 

Por  el  estatuto  británico  de  alistamientos  extranjeros^ 
competia  a  los  jefes  de  las  aduanas  impedir  la  salida  de  buques 
armados  i  a  los  jueces  de  paz  los  enganchamientos;  pero  la  pro- 
videncia decisiva  debía  ser  la  que  por  el  almirantazgo  se  expi- 
diese a  los  comandantes  de  buques  de  guerra  para  detener  el 
armamento  en  alta  mar.  Si  los  pasos  dados  por  los  ajentes 
americanos  han  recabado  al  fin  la  acción  de  las  autoridades 
civiles  i  del  gabinete,  se  habrá  cortado  el  mal  en  sus  principios; 
pero  todavía  no  tenemos  mas  que  esperanzas  de  esto  feliz  re- 
sultado, i  celebraríamos  ver  bastante  fundamento  para  acojer- 
las  con  entera  confianza.  Si  saliesen  frustradas,  sería  necesario 
convencernos  de  que  tenemos  enemigos  mucho  mas  poderosos 
que  Flores,  i  de  que  va  a  principiar  de  nuevo  para  nosotros  la 
lid  gloriosa  de  la  independencia. 


Después  de  escrito  lo  que  precede,  leemos  en  un  artículo  de 
El  Mercurio  dehoi,  que  Ei  Comercio  del  P/aía  de  19  de 
enero  copia  de  El  Heraldo  de  Madrid  la  siguiente  carta,  escri- 
ta al  último  por  su  corresponsal  de  Londres. 

^LóndreSy  21  de  noviembre.  El  gobierno  inorles  acaba  de 
embargar  la  fragata  mercante  Gleneigh  i  los  vapores  Monarca  i 
NeptunOj  que  formaban  parte  de  la  escuadrilla  que  debía  tras- 
portar al  Ecuador  el  ejército  del  jeneral  Flores.  Hizose  el  em- 
bargo en  virtud  de  una  acta  del  parlamento  que  prohibe  el 
equipo  i  alistamiento  de  tropas  sin  conocimiento  del  gobierno: 
a  bordo  del  Gleneigh  había  doscientos  cincuenta  hombres  ar- 
mados, circunstancia  que  parece  que  hará  condenar  esos  tres 
buques.* 

VIII 

La  expedición  de  Flores  parece  acercarse  a  su  desenlace;  no 
«B  las  márjenes  del  Guayas,  o  del  Rimac,  donde  la  aguardaba 
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el  escarmiento,  sino  on  las  playas  europea 
nacer  i  levantarse  descarada;  excitando  el  ese 
do  a  la  opinión  pública,  i  desafianilij  a  las  ley 
constitucional  español  so  creyó  impotente  p 
emprosa  do  Flores;  i  ni  la  voz  de  la  justioi: 
tratados,  ni  la  paz  de  naciones  ainiijas  i  her 
das  de  una  invasión  de  bneancroN,  ni  t'.l  inti 
Españi,  pudieron  arrancarle  una  señal  siquie 
contra  esta  loca  emprcíía,  no  ha  sido  lo  misr 
donde  la  lei  sabe  conciliar  las  fíarantias  do  la 
ca  con  la  represión  i  el  castiíjo  ilel  crimen,  nc 
cuando  trama  la  desolación  de  pueblos  entere 
grime  el  puñal  contra  una  víctima  solitaria. 

En  los  documentos  que  insertamos,  se  lia 
éxito  de  las  jestioncs  hechas  en  Inglaterra  j 
las  repúblicas  americanas,  i  por  las  respetablt 
cío  que  previeron  todas  las  consecuencias  c 
atentado,  si  llegaba  a  consumarse.  Para  nosot 
te  plausible  este  suceso,  porque  vemos  en  él 
justicia  i  buena  fe  con  que  se  ba  conducido  i 
Majestad  Británica,  Se  ha  escritt)  do  Madrid  c. 
taba  de  la  connivencia  o  protección  de  lord  F 
ministro  ha  sido  cabalmente  el  que  ha  indií 
ajentos  de  estas  repúblicas  los  medios  legales 
tarse  para  impedir  el  reclutamiento  i  la  salii 
medios  que  puestos  inmediatamente  en  ejecuc 
do  su  efecto.  Intervino  la  autoridad  pública  ii 
órganos  competentes;  se  llenaron  los  requia 
procedió,  como  se  pro^-ede  cu  Iniílaterra,  con  1; 
mal,que  eii  aquel  afortunado  país  es  la  comp; 
de  la  justicia. 

Por  lo  que  toca  a  la  Francia,  estamos  sej 
cunstancias  iguales  no  se  hubiera  desmentid 
que  aquel  ilustrado  gobierno  ba  manifestad 
a  las  nuevas  repúblicas,  i  de  que  Chile  ha  r 
pruebas.  Tenemos  todo  motivo  do  creer  que 
esta  ocasión  sus  buenos  oficios,  procurando  ji 


hSi 


nistracion  española  coosejü 
cÍ<L>  dirijirla  hasta  ahora 
jeneral  Flores;  consejos  qui 
fructuosos,  i  a  que  se  debe 
de  Isabel  II  a  extender  ha 
por  cuatro  meses  a  los  olici 

Lo  que  ha  sucedido  en 
vüta  las  causas  intcmai)  di 
en  las  tropas  expedicionaria 
un  olicial  desapareció  con  c 
nuinos.  I  si  esto  se  ha  víst 
cion  de  la  empresa,  ¿qué 
arbitrios  hubiera  podido  ap 
desertores,  desembarcados 
habrían  visto  rodeados  de  s 
retener  bajo  sus  banderas 
partidarios.  Los  desgracian 
cielo  distante  un  pan  para  ! 
que  sustentarlas  con  el  tra 

la  primera  ocasión,  i  de  soldados  enemigos  hubieran  pasado 
talvez  a  colonos  pacíHcos. 

A  pesar  del  favorable  aspecto  que  han  tomado  las  cosas, 
(•rracias  a  la  patriótica  actividad  da  los  empleados  americanos 
i  a  la  esforzada  cooperación  del  comercio  de  Londres',  estamos 
j>ersuadidus  de  que  nuestro  gobierno  no  cree  lle^jado  toiUvía 
el  momento  de  dar  contra-ónlen  a  )us  preparativos  de  defensa. 
El  ex-presidente  del  Ecuador  tiene  sin  duda  poderosos  valedo- 
res, i  ha  jurado  llevar  adelante  el  proyecto  a  pesar  de  todas  las 
dificultades.  El  contratiempo  en  que  ha  troi^ezado  ha  sido 
grande;  pero  falta  ver  ai  es  irreparable  i  decisivo.  Los  que  han 
aventurado  caudales  en  la  expedición,  no  omitirán  recurso  al- 
guno  para  rehabitarla.  Sabemos  que  el  almirante  de  la  escuadra 
de  Florea  (Mr.  Charentee)  había  presentado  un  memorial  a  los 
lores  de  la  tesorería,  pidiendo  el  desembargo  de  los  tres  buques, 
alegando  eran  propiedad  suya,  i  que  los  habla  equipado  i  ar- 
mado para  venderlos  en  España.  Según  el  tenor  literal  de  las 
noticias  de  Londres,  trasmitidas  por  el  gobierno  peruano,  que 
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llegan  hasta  el  16  de  diciembre,  parece  que,  a  pesar  de  esta 
instancia  han  sido  condonados  judicialmente  los  buques,  pero 
no  era  imposible  que  Flores  reparase  este  contraste,  contando, 
-€omo  parece  que  contaba,  con  la  completa  libertad  de  sus  ope- 
raciones en  la  Península. 

Nuestro  gobierno  ha  recibido  en  esta  ocasión  comunicacio- 
nes de  los  de  las  otras  repúblicas  del  Pacífico;  todas  ellas  siguen 
animadas  del  mismo  espíritu;  en  todas,  se  insta  por  la  mas  pron- 
ta reunión  del  congreso  de  plenipotenciarios,  que  so  instalará 
probablemente  dentro  de  pocos  dias. 

IX 

De  París  se  escribe  con  fecha  14  de  enero  que  el  asunto  de 
la  expedición  del  jeneral  Flores  presentaba  el  aspecto  mas  fa- 
vorable, en  términos  de  asegurar  que  era  ya  imposible  se  lle- 
vase a  efecto  en  Inglaterra.  Se  hizo  descargar  el  Gleneigh^  i 
so  encontraron  cañones  entre  el  carbón;  fué  preciso  emplear 
la  fuerza  para  arrancar  los  doscientos  cincuenta  hombres  que 
estaban  a  bordo;  el  coronel  Wright  fué  arrestado  a  petición  del 
procurador  de  la  aduana  para  ser  juzgado  criminalmente  por 
infracción  del  estatuto  parlamentario  sobre  alistamientos  ex- 
tranjeros; se  añade  que  ha  sido  puesto  en  libertad  obligándose 
bajo  fianza  de  dos  mil  libras  esterlinas  a  comparecer  en  juicio. 

El  jeneral  Flores,  viendo  que  no  podía  obtener  la  devolución 
de  los  buques  en  Inglaterra,  mandó  un  comisionado  a  Burdeos 
con  el  objeto  de  fletar  tres  grandes  embarcaciones.  El  encar- 
gado de  negocios  de  la  república  hizo  sobre  este  asunto  una 
representación  al  señor  ministro  de  negocios  extranjeros  de 
Francia;  i  aunque  ignoramos  todavía  el  resultado,  no  tenemos 
duda  de  que  las  disposiciones  del  gobierno  francés  son  entera- 
mente favorables  a  la  conservación  de  la  paz  en  estos  países. 

De  Madrid  con  fecha  5  de  enero  se  nos  dice  que  la  impopu- 
laridad de  la  expedición  era  cada  día  mas  grande  en  España. 
Se  manifiesta  por  todas  partes  el  deseo  de  verla  fracasar;  i  no 
hai  persona  de  juicio  que  la  disculpe.  Si  se  efectúa,  no  será  en 
una  escala  que  se  acerque  a  la  importancia  que  al  principio 
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turo;  la  desmoralizacioa  ea  loa  depósitos  d 
sentir  de  tal  modo  que  se  creia  sumament 
ganizacion  completa.  El  26  ríe  diciembre  a 
na  el  jeneral  Flores  salió  furtivamente  de 
nado  de  un  oficial  de  estado  mayor,  Ar<íi 
partidarios  en  un  estado  de  inquietud  i  d 
Se  sabo  que  pasó  por  Paria  con  destino  a 
¡(inoraban  todavía  sus  operaciunea. 


EXTRACTO  DE  LAS  NOTICIAS  DE  EL'ROPA  SOI 
DEL  JENERAL  FLORES 

MadrU 

La  expedición  de  Florea  puede  colocan 
los  hecho»  plenamente  consumados;  están 
que  había  logrado  preparar;  i  al  presente 
abrigar  el  menor  recelo  de  que  se  reorgf 
proyecto  de  un  nial  americano  i  de  medía 
pañoles,  ni  de  que  renazcan  de  sus  ceni; 
que  se  hicieron  para  llevarlo  a  cabo. 

Varias  han  siilo  las  causas  que  han  cont 
la  empresa  de  Fiores.  La  primera  la  encuomro  yu  en  su  iiaiu- 
raleza  misma;  en  loa  inmensos  recursos  que  se  necesitaban 
para  realizarla  en  una  escala  mediana  contra  unos  pueblos  que 
tienen  ya  ol  sentimiento  <Ic  lo  que  valen  i  que  están  a  cuatro  mil 
leguas  (le  distancia;  i  en  la  clase  de  hombres  con  que  los  jefes 
de  la  expedición  estaban  precisados  a  contar  como  instrumen- 
tos ¡ndisj)ensables.  La  segunda  de  esas  causas  se  dt^be  sin  duda 
buscar  en  ol  oportuno  embargo  que  se  hizo  en  Londres  de  los 
principales  buques  que  Flores  se  habia  procurado;  hecho  a  que, 
según  yo  creo,  contribuyeron  poderosamente  algunas  causas 
políticas  que  no  creo  necesario  expresar.  Por  fortuna,  coincidió 
con  ellas  la  representación  de  varias  casas  respetables  de  co- 
mercio al  gobierno  británico.  La  tercera  i  última  de  las  causas 
indicadas  está  en  la  desaprobación  jeneral,  en  la  indignación 
verdadera  que  la  tentativa  de  Flores  ocasionó  en  el  seno  de  la 


tratados,  i  at  noble  dese< 
cionea  Ctin  tudos  los  pu4 
nombro.  AprccidiU  esta  i 
raxon  haí  para  abriíjar  in 
ceao  que,  prevenido  upor 
fraternidad  dvl  gobierno 
América 

«Seguros  están  el  come 
no  pierde  de  vista,  i  que  n 
yas  consecuencias  ha  eviti 
dad  de  su  conducta.  Su  M; 
que  así  lo  manifieste  a  \ 
sure  a  calmar  los  temores 
t  de  cuantos  equivocadam 
vincia. 

■  De  real  orden  lo  trasl 
<le  su  cargo  produzca  los  i 
cundido  los  infundados  b 
Málaga. 

«Dioa  guarde  a  Usía  mi 
■Madrid,  6  de 

«Señor  jefe  político  de* 


Se  ha  des^-anecido  com 
Flores;  éste  se  halla  en  E 
en  España. 

(El 


LA  INTERVENCIÓN 


I 


Según  El  Mercurio  (clicieml)re  12  de  1846),  los  hechos  del 
gobierno  de  Chile  relativamente  a  la  expedición  de  Flores,  re- 
velan un  principio,  i  ese  principio  es  el  de  intervención;  do 
intervención  para  resistir  a  la  de  los  gabinetes  de  Europa  que 
prestasen  su  fuerza  al  ex-presidente  del  Ecuador;  o  de  inter- 
vención para  oponerse  al  mismo  ex-presidente  quo  con  sus  pro- 
pios recursos  invadiese  el  Ecuador  a  la  cabeza  de  una  lejion  de 
extranjeros,  para  subir  por  la  fuerza  al  poder  supremo,  en 
virtud  de  una  lejitiniidad  personal^  de  una  vinculación  del 
gobierno  a  su  persona. 

No  convenimos  en  que  el  principio  de  intervención  sea  el 
principio,  por  excelencia,  de  la  época,  un  principio  sagrado  i 
cristiano,  como  lo  califica  El  Mercurio.  El  que  apele  al  testi- 
monio de  la  historia,  echará  de  ver  que  jamas  hubo  tiempo 
en  que  so  mirase  con  mas  recelo  que  en  el  nuestro,  este  preten- 
dido principio,  ni  en  que  sus  aplicaciones  hayan  concitado  mas 
odiosidad  i  reprobación.  La  injerencia  de  un  gobierno  en  los 
negocios  peculiares  de  otro  u  otros,  no  es  una  regla,  sino  una 
excepción;  jeneralmente  hablando,  es  ilojítima,  es  atentatoria 
contra  la  independencia  de  los  estados;  circunstancias  particu- 
lares de  una  naturaleza  grave,  do  un  peligro  inminente  i  mani- 
fiesto, pueden  solas  justificarla.  Si  el  jeneral  Flores  en  el  Ecua- 
dor, a  la  cabeza  de  un  partido  ecuatoriano,  tratase  de  derrocar 
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al  gobierno  actual  de  aquel  paívS,  1  de  sentai'se  otra  vez  en  la 
silla  presidencial,  creemos  que  nuestro  gobierno  se  abstendría 
de  tomar  parte  en  la  cuestión,  i  aguardaría  tranquilo  que  la 
dirimiese  la  fortuna  de  las  armas  o  la  voluntad  del  puebla 
ecuatoriano.   Pero  no  es  este  el  caso.   El  jeneral  Flores  alistii 
tropas  i  se  procura  medios  de  invasión  en  un  país  europeo. 
Supongamos  que  tuviese   suceso;    ¿cuáles   serían   las  conse- 
cuencias? No  habría  proscrito  que  no  apelase  en  adelante  al 
mismo  recurso,  con  la  seguridad  de  hallarlo  en  los  pueblos 
de  Euroi)a,  redundantes  de  población  menesterosa,  i  de   una 
clase  do  hombres  forínados  en  la  escuela  de  las  ajitiiciones  po- 
líticas, hambrientos  de  fortuna,  i  dispuestos  a  seguir  la  priinera 
bandera  que  les  ofrezca  este  cebo.  Las  ganancias  de  los  capi- 
talistas que  hubiesen  embarcado  sus  fondos  en  la  expedición 
de  Flores,  alentarían  a  otros  para  invertir  los  suyos  en  otros 
atentados  de  la  misma  especie.  ¿1  en  qué  serie  de  alarmas,  de 
alteraciones,  de  guerras,  destructoras,  no  se  verían  envueltas 
entonces  las  repúblicas  sur-americanas?  No  se  trata  de  una 
lejitimidad  personal,  de  una  vinculación  de  gobiernOy  en 
que  solo  peligren  las  instituciones  del  Ecuador.  Se  trata  de  un 
l>eligro  que  amenaza  a  todas  las  sociedades  sur-americanas; 
se  trata  de  prevenir  un  ejemplo  funesto,  que  repetido  (como  na 
dejaría  de  serlo)  envolvería  nuestra  civilización,  nuestras  ins- 
tituciones, nuestra  existencia,  en  una  ruina  común.  Esto,  su- 
poniendo que  la  expedición  de  Flores,   o  de  Flores  i  Santa 
Cruz,  no  fuese  mas  que  una  empresa  privada,  sin  otros  recur- 
sos que  los  del  uno  o  los  dos;  que  es  la  suposición  que  tene- 
mos por  mas  verosímil.  Pero  el  peligro,  aunque  de  diferente 
especie,  no  sería  menor,  ni  de  consecuencias  menos  trascen- 
dentales para   las  repúblicas  sur-americanas   todas,  incluso 
Chile,  si  Flores  no  fuese  mas  que  el  instrumento  de  un  gabi- 
nete europeo,  que  tuviese   miras  de  ínteres  propio  en  la  ex- 
pedición.   Estamos  en   vísperas  de  poder  formar  un  juicio 
seguro  sobre  este  punto,   í   reservamos  para  entonces   las 
reflexiones   que  sujiere,  i  que,   por  otra  parte,  no  pueden 
menos  de  ocurrir  a  todo  hombre  sensato.    Una  sola  observa- 
ción nos  permitiremos.   El  Mercurio  dice  que  «la  América 


í  *    ■  ■ 


^•^q^ 


592  DERECHO  INTERNACIONAL 


cipio  que  invoca  es  el  de  su  propia  conservación  i  seguridad, 
que  le  autoriza  para  recobrar  o  retener  lo  suyo  empleando  la 
fuerza. 

Lo  que  se  dice  de  un  estado,  se  aplica  a  una  liga  do  estados; 
porque  el  efecto  de  una  alianza  es  hacer  solidaria  para  muchos 
la  causa  de  cualquiera  do  ellos,  ora  jeneralmente,  ora  dentro 
de  los  límites  prefinidos  de  la  alianza. 

Mas  allá  cesa  el  derecho  de  la  guerra.  No  es  lícito  hacerla, 
ni  para  que  un  pueblo  varíe  de  relijion,  ni  para  que  mude  la 
forma  de  su  gobierno,  ni  para  que  coloque  en  el  trono  o  en  la  pri- 
mera majistratura  a  un  príncipe  o  jefe  injustamente  depuesto,  ni 
para  que  abra  sus  puertos  al  comercio,  si  por  tratados  anterio- 
res no  ha  contraído  la  obligación  de  hacerlo,  etc.,  etc.  Injuria 
que  se  me  ha  hecho  o  se  me  intenta  hacer,  injuria  que  se  ha  he- 
cho o  se  intenta  hacer  a  mi  aliado,  i  en  que  por  el  pacto  de 
alianza  me  he  comprometido  a  defenderle,  tal  es  el  fundamento 
del  derecho  que  tengo  para  turbar  la  tranquilidad  délas  nacio- 
nes poniéndome  en  estado  de  guerra. 

Donde  termina  el  derecho  de  la  guerra,  es  donde  principia 
el  derecho  de  intervención,  si  existe;  en  virtud  del  cual,  un  es- 
tado se  arroga  un  arbitraje  armado  para  dirimir  de  su  propia 
autoridad  una  contienda  en  que  se  ventilan  derechos  ajenos. 
Este  es  el  principio  que  El  Mercurio  defiende;  este  derecho 
de  arbitraje  armado  es  el  descubrimiento  moderno  que  procla- 
ma como  benéfico  a  la  humanidad,  como  precioso  i  sagrado,  i 
el  que  nosotros,  al  contrario,  insistimos  en  mirar  como  una  de 
las  mas  peligrosas  armas  que  pudieran  franquearse  a  los  esta- 
dos poderosos  contra  los  débiles.  ¿Quiere  un  estado  arrancar  a 
otro  estado  cuyas  fuerzas  no  le  imponen  respeto,  una  conce- 
sión importante?  No  tiene  mas  que  intervenir:  declararse  ar- 
bitro en  una  contienda  de  ¡partidos;  si  no  los  hai,  suscitarlos; 
i  hacerse  luego  pagar  la  intervención.  Tal  es  el  orden  de 
cosas  que  El  Mercurio  mira  como  una  condición  de  existen- 
cia para  las  naciones,  i  que  se  felicita  de  ver  establecido  en  el 
mundo. 

Pero  El  Mercurio  (se  dirá)  no  admite  la  intervención  como 
un  derecho  jeneral  i  absoluto;  él  no  lo  reconoce,  sino  cuando 
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poderosos  motivos  la  lejitinian  i  grandes  intereses  la  man- 
dan. ¿I  quién  juzí?a  de  lo  potloroso  de  esos  motivos?  ¿Quién 
mide  la  magnitud  de  esos  intereses?  La  nación  interventora,  por 
supuesto.  ¿I  quién  nos  garantiza  que  ella  no  calificará  de  gran- 
de todo  interés  suyo,  i  de  poderoso  todo  motivo  que  pueda 
directa  o  indirectamente  conducir  a  su  propio  provecho? 

Taxi  erróneo  i  funesto  es  el  principio  proclamado  por  EL 
Mercurio^  tan  odioso  por  su  naturaleza,  tan  alarmante  ¡  ame- 
nazador a  la  seguridad  jéneral  de  las  naciones,  que  ni  aun  los 
estados  que  prácticamente  han  obrado  conforme  a  él,  han  osado 
enunciarlo  a  las  claras.  Las  potencias  que  de  hecho  han  inter- 
venido en  los  negocios  de  otras,  han  pretendido  justificar  su 
conducta  a  los  ojos  del  mundo,  no  apoyándola  en  un  derecho 
jeneral,  sino  en  circunstancias  particulares  i  excepcionales. 
Se  han  limitado,  como  la  Santa  Alianza,  a  la  defensa  de  las  ins- 
tituciones monárquicas  amenazadas  por  las  convulsiones  revo- 
lucionarias de  naciones  vecinas;  es  decir,  a  un  objeto  particu- 
lar, excepcional.  Mudad  (dijo  a  la  España,  a  Portugal,  a  Ñapó- 
les), mudad  vuestra  forma  de  gobierno,  porque  con  ella  peli- 
gra la  nuestra.  Han  intervenido,  como  la  Inglaterra,  la  Rusia 
i  la  Francia  en  la  Grecia,  para  poner  fin  a  la  brutal  domina- 
ción de  los  turcos  sobre  un  pueblo  cristiano,  contra  la  cual  se 
habia  levantado  el  clamor  universal  de  las  naciones  cristianas. 
De  manera  que,  aun  en  el  sentido  do  las  potencias  que  se  han 
valido  de  ella,  la  intervención,  como  regla  jeneral,  no  existe,  i 
solo  tiene  cabida  como  una  de  aquellas  excepciones  rarísimas, 
en  que  no  hai  otro  medio  de  obviar  un  peligro  manifiesto,  in- 
minente (alegado  sin  fundamento  por  la  Santa  Alianza),  o  de 
patrocinar  intereses,  no  como  quiera  grandes,  sino  extensivos 
a  una  gran  porción  del  j enero  humano.  Aun  en  casos  de  esta 
especie,  es  digna  de  notar  la  circunspección  con  que  han  proce- 
dido las  grandes  potencias  europeas.  ¿Qué  causa  mas  intere- 
sante a  la  humanidad,  mas  sagrada,  mas  cristiana,  que  la  de 
la  abolición  del  infame  comercio  de  esclavos?  Si  alguna  podia 
lejitimar  la  intervención,  ésta  era.  I  con  todo  eso,  la  Gran  Bre- 
taña no  se  creyó  autorizada  para  emplear  por  sí  la  fuerza  con- 
tra los  traficantes  extranjeros  sorprendidos  en  flagrante  deli- 
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to-  La  Gran  Bretaña  ignoraba  el  descubrimiento  de  que  nos 
ha  dado  noticia  El  Mercurio. 

Hai,  por  tanto,  una  gran  distancia  (sentimos  decirlo)  entre  la 
opinión  emitida  por  El  Mercurio  i  la  nuestra;  i  para  que  se  re- 
conozca cuánta  es,  una  sola  consideración  bastará.  Suponiendo 
que  algún  gabinete  de  Europa  hubiese  dado  auxilios  a  la  ex- 
pedición del  jeneral  Flores,  El  Mercurio  desaprobaría  seme- 
jante conducta,  no  como  intervencrion,  sino  como  injusta. 
Dado,  pues,  que  Flores  tuviese  de  su  parte  la  justicia,  El 
Mercurio  no  hallaría  nada  que  censuraren  la  intervención. 
Ahora  bien,  si  la  restauración  del  presidente  do  una  república, 
que,  como  todas  las  de  la  América  Meridional,  pesa  mui  poco 
en  la  balanza  del  mundo,  i  de  una  república  situada  a  tanta 
distancia  de  Europa,  es  uno  de  los  que  llama  El  Mercurio 
poderosos  vied ios  i  grandes  intereses  que  lejitiman  la  inter- 
vención i  la  prescriben,  ¿qué  contienda  de  personas  o  de  fac- 
ciones pudiera  suscitarse  en  cualquiera  de  ellas  que  no  los 
ofreciese  iguales  o  mayores? 

Las  consecuencias  que  resultarían  de  este  inaudito  derecho 
de  jentes,  se  presentan  por  sí  mismas  a  la  vista.  Aun  conce- 
diendo en  el  gabinete  interventor  bastante  conciencia  para  no 
prestar  su  apoyo  sino  a  una  causa  justa,  que  es  conceder  bas- 
tante; i  concediendo  ademas  que  no  fuese  capaz  de  engañarse 
en  su  juicio,  que  es  llevar  las  concesiones,  no  solo  mas  allá  de 
lo  verosímil,  sino  de  lo  posible;  aun  en  estas  suposiciones  la 
intervención,  como  la  entiende  El  Mercurio,  reduciría  las  re- 
públicas americanas,  i  todos  los  estados  de  la  misma  categoría, 
a  una  dependencia  humillante  respecto  de  las  naciones  pode- 
rosas. Contra  toda  providencia  de  sus  gobiernos,  habría  siempre 
un  recurso,  una  apelación,  a  la  Europa.  En  todas  nuestras  cues- 
tiones interiores,  tendríamos  que  reconocer  tantos  tribunales 
supremos  como  estados  hubiese  en  el  mundo  bastante  fuertes 
para  extender  el  brazo  de  su  justicia  hasta  nosotros;  i  después 
de  someternos  a  su  arbitraje,  tendríamos  ademas  que  pagarlo. 
Esto  es  suponiendo  arbitros  ímparciales  e  infalibles,  que  no 
quisiesen  aprovecharse  de  la  ocasión  favoreciendo,  no  a  la  causa 
mas  justa,  sino  a  la  que  les  halagase  con  mayores  ventajas. 
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por  hostilidades  directas,  ya  impidiendo  su 
loegacion  de  un  tnodo  contrario  ai  dereclw  do 
s  pac/os  subsistentes  entre  las  dos  naciones: 

Klassan,  que  permaneció  secreto,  i  no  adquirió 
I  en  virtud  tle  la  guerra  r¡ue  estalló  después  entre 
la  Gran  Bretañu.  La  Francia  no  tomó,  pues,  las 
ostener  la  emancipación  de  las  coloniaa  norte- 
¡G  unió  con  las  colonias,  hizo  causa  común  con 
3  que,  por  mutixos  independientes  do  la  cuestión 
n  defensa  de  sus  propios  derechos,  hubo  tornado 
tra  la  Inglaterra.  Ni  el  reconocer  a  un  goI)iertto 
tervencion ,  ni  lo  os  el  hacer  causa  común  los  que 
¿os  comunes.  ¿1  qué  diremos  de  la  intervención 
i  de  Buenos  Airea  en  la  emancipación  de  la  Nueva 
'erú  i  Chile?  ¡De  Venezuela  i  Buenos  Aires,  que, 
ira  la  Rspaña,  combinaron  sus  operaciones  con 
)s,  con  pueblos  hermanos,  quo  estaban  en  guerra 
1,  sosteniendo  principios  i  defendiendo  derechos 

tervencion  pueda  producir  alguna  vez  resultados 
la  pruel>a;  las  mas  inicuas  conquistas  han  mejo- 
ez  la  condición  de  las  vencidos;  i  no  por  eso  mi- 
no un  derecho  de  los  estados  poderosos  el  subyu- 
les  a  pretexto  de  hacerlos  felices.  Cuál  haya  sido 
spíritu  de  las  conquistas  i  las  intervenciones  que 
3o  jjaliar  con  motivos  do  rclijion  o  de  beneficen- 
>  lo  dice  la  historia.  El  pueblo  que  por  sus  pro-, 
i  no  acierta  a  ser  independiente  i  libre,  difícil- 
estos  bienes  a  la  protección  extranjera. 
lo  imputa  a  la  no  intervención  las  desgracias  da 
lazada  por  la  guerra  civil;  ¿qué  hubiera  hecho  un 
jero  sino  despedazarla  mas?  En  cuanto  a  la  Po- 
la, que  también  so  numera  entre  los  malos  efec- 
príncipio.  El  Mercurio  olvida  que  las  desven- 
turas de  aquel  heroico  pueblo,  i  su  muerte  politics,  se  deben  a 
la  intevoencion.  La  intervención  atizó  en  él  las  disensiones 
civiles;  la  intervención  hizo  sentar  sobre  su  vacilante  trono  ía- 
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voritos  indignos;  la  intervención  corrompió,  esclavizó,  des- 
membró la  Polonia. 

Las  antiguas  intervenciones,  según  El  Mercurio^  eran  fu- 
nestas, porque  se  dirijian  a  sofocar  la  libertad;  las  modernas, 
inspiradas  por  los  grandes  intereses  de  la  justicia  i  la  conve^ 
iiiencia  de  los  pueblos,  son  lejítimas  i  benéficas.  Excelente 
distinción,  si  hubiese  un  tribunal  supremo  para  juzgar  acerca 
de  la  justicia  i  conveniencia  alegadas  en  las  intervenciones,  i 
un  poder  moderador  que  circunscribiese  las  operaciones  de  los 
interventores  a  su  lejítimo  objeto,  i  no  les  permitiese  abusar. 
El  Mercurio,  que  mira  con  tanto  desden  las  que  llama  abs- 
tracciones, es  el  que  olvida  constantemente  en  sus  raciocinios  lo 
práctico  i  experimental.  Dar  a  los  poderosos  el  derecho  de  in- 
tervenir en  negocios  ajenos,  bajo  la  condición  de  consultar  la 
justicia  i  la  conveniencia,  cuando  por  la  naturaleza  de  las  cosas 
no  puede  tocar  sino  a  ellos  el  distinguir  lo  justo  de  lo  injusto  i 
lo  conveniente  de  lo  pernicioso,  es  no  conocer  ni  a  los  hombres, 
ni  a  los  gobiernos.  La  jenerosidad,  el  desprendimiento,  no  han 
sido  nunca  virtudes  políticas;  i  los  personajes  que  dijijen  los 
gabinetes  se  avergonzarían  de  observar  en  su  conducta  privada 
las  reglas  que  aplican  a  la  dirección  de  los  grandes  intereses 
nacionales.  Si  hai  en  política  verdades  trilladas  i  vulgares,  son 
estas,  por  mas  que  El  Mercurio  las  califique  de  abstracciones. 

III 

La  raison  finit  toujours  par  auoir  ruison.  Después  de 
tanto  delíate,  venimos  a  parar  en  que  los  dos  contendien- 
tes están  sustancialmente  de  acuerdo.  La  cuestión,  bajo  el  úl- 
timo aspecto  en  que  la  ha  presentado  El  Mercurio,  es  de  puras 
palabras. 

Nuestros  lectores  recordarán  que  se  trataba  de  la  expedición 
do  Flores,  i  que,  suponiendo  El  Mercurio  que  algún  gabinete 
europeo  habia  tomado  parte  en  ella,  falló  que  debíamos  resis- 
tirle, no  precisamente  porque  intervenía  en  cuestiones  domés- 
ticas de  otro  estado,  sino  porque  prestaba  su  apoyo  a  una  causa 
injusta.  Protestamos  entonces  contra  una  máxima  que  crijia 
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la  intervención  en  principio;  que  ciaba  a  cualquiera  potencia 
el  derecho,  desconocido  hasta  ahora,  o  mus  bien,  universal- 
monte  impugnado,  de  pronunciar  su  juicio  sobre  una  cuestión 
interior  de  otro  estado,  i  de  proceder  en  consecuencia,  ayudan- 
do por  la  fuerza  a  la  facción  que  ella  hubiese  querido  recono- 
cer como  justa,  con  fundamento  o  sin  él.  El  Mercurio^  con- 
testándonos, limitó  un  tanto  el  principio;  es  necesario,  dijo, 
para  que  se  ejerza  el  derecho  de  intervención,  que  poderosos 
motivos  la  lejitimen,  i  grandes  intereses  la  exijan;  pero  la  in- 
tervención era  todavía,  según  su  modo  de  ver,  un  hecho  de 
que  no  podían  prescindir  las  naciones,  una  necesidad  de  su 
existencia.  No  se  acordó  entonces  de  la  intervención  negativa 
a  que  últimamente  ha  querido  ceñirse.  Hé  aquí  sus  palabras 
textuales:  «Queremos  la  adopción  de  sse  principio,  porque,  se- 
guras las  naciones  de  que  habrá  siempre  quien  se  oponga  a  sus 
avances,  i  no  teniendo  la  facilidad  de  atrepellar  a  los  débiles, 
la  paz  del  mundo  estará  mas  asegurada,  i  la  intervención  será 
negativa;  no  servirá  para  agredir,  sino  para  no  dejar  agredir.» 
Si  El  Mercurio  hubiese  reducido  la  intervención  a  esto  solo, 
no  hubiéramos  creído  necesario  contradecirle;  porque  su  inter- 
vención negativa  es  una  consecuencia  de  la  regla  joneral  de 
no-intervencion,  que  es  la  nuestra.  Supongamos,  en  efecto, 
que,  como  nosotros  lo  creemos,  es  un  principio  del  derecho 
internacional  que  hoi  reconocen  las  naciones  civilizadas,  que 
un  estado  no  debe  intervenir  en  los  negocios  domésticos  de 
otro.  ¿Cuál  será  la  sanción  de  esta  regla?  No  puede  haber  otra 
que  el  derecho  de  resistir  a  la  intervención,  desde  que  un  esta- 
do se  arroga  la  facultad  de  ejercerla,  no  siendo  en  los  rarísimas 
casos  excepcionales  que  la  hacen  lejítima.  Porque,  si  avista  de 
un  proceder  semejante,  permanciesen  las  otras  potencias  es- 
pectadoras tranquilas  de  la  agresión  interventora,  ¿que  sería 
la  regla  sino  un  puro  deber  de  conciencia,  del  resorte  de  la 
moral  i  no  del  derecho?  Si  la  no-intervencion  es  un  deber,  la 
contra-intervención,  la  intervención  negativa  de  El  Mercurio^ 
es  un  derecho.  Ciertos  estados  poderosos  se  injirieron  en  las 
disensiones  internas  de  la  Polonia;  los  otros  estados  europeos 
pudieron  entonces  oponerse  a  este  desafuero.  Alto  ahí,  pudie- 


ron  dt'cir  a  los  primeros  con  las  palabras  de  , 
03  permitimos  esa  iiitervoncion  aj^resora. 

A  pesar  tie  esa  importante  moilifioacion  ílf 
eniiliila  por  El  Mercurio,  vemos  en  hus  dos 
sobro  esta  materia  ciertas  cosas  (Hie  no  pud 
sin  algunas  explicaciones  por  nuestra  parte. 

Primeramonto,  ¿a  qué  viene  la  recusación 
teóricos  interpuesta  por  El  Mercurio?  Que  m 
ciegamente  las  opiniones  de  Grocio,  Puffendoi 
&d  rem?  Cabalmente  nosotros  no  hemos  citi 
gnna;  El  Mei'curio  es  el  que  lo  lia  hecho.  N 
otro  apoyo  a  nuestro  modo  di-  pensar  que  o 
experiencia;  hemos  demostrado  el  peligro  de  i 
en  la  latitud  on  que  lo  había  proclamado  E 
parecía  un  instrumento  pelif^rosí-finioon  las 
contra  el  débil;  i  para  ello  no  hemos  aducido 
servaciones  incontestables,  deducidas  de  la  nat 
de  la  innata  propensión  de  los  hombres  i  de  los 
fiar  del  poder.  No  los  faltarían  pretextos,  obje 
cuando  se  les  antojase  abusar;  si  no  alegan  el 
tervencion,  alegarán  cl  derecho  de  la  guerra, 
guerra  los  autoríita  para  hacerse  justicia  a  sí  i 
mczclarso  en  cuestiones  ajenas,  i  sobre  todt 
domástícos  de  otro  estado.  ¿A.  quí  abrirles  noi 
camino  para  cometer  injusticias?  ¿A  qué  recor 
derecho  que  hasta  de  la  necesidad  de  buscíir  f 
pensa?  ¿Concederemos  a  los  estados  el  dercc 
armas  para  proporcionarse  una  frontera  se 
fundándonos  en  que  de  nada  serviría  negársel 
nunca  les  faltarían  pretextos  para  apoderarse  (' 
tecido?  Ese  es  un  modo  de  raciocinar  que  no  ] 
En  cuanto  a  los  tratados  de  derecho  intcrn 
como  sabe  El  Mercurio,  do  dos  cla.ses:  teór 
entre  los  cuales,  hai  poco  mas  o  méuos  la  r 
que  entre  una  ti-oría  abstracta  de  lejíslacion  ci\ 
vil.  En  los  primeros,  so  averigua  a  priori  cuál 
que  deberían  observar  entre  sí  las  naciones  pi 
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bien  jeneral  de  la  especie  humana;  en  los  se- 
rder  enteramente  de  vista  lo  que  dicta  la  justicia 
¡n  a  las  relaciones  entre  los  estadas,  se  examina 
reglas  que  las  naciones  han  convenido  de  hecho 
ueajustancn  lapráctica  sus  pretensiones  mutuas 

realizarlas:  reglas  en  que  el  voto  de  los  estados 
leralmente  el  que  prevalece,  porque  la  igualdad 
ante  la  leí  internacional  as  una  quimera  teóricaj 
pre,  hai  i  habri  una  oligarquía  de  estados  que 
lei,  i  no  solo  la  promulga,  sino  la  hace  cumplir 

¡ojalá  que  fuese  esto  solo,  i  que  divididos  entre 
M  no  proclamasen  a  veces  principios  contrarios, 
ida  a  los  débiles  otro  partido,  que  adoptar  una 
:to  de  ciertos  estados  i  otra  con  otros!  Como 
,  una  exposición  del  derecho  de  jentea  positivo 
indir  de  presentar  las  cosas  como  son. 
teóricos  se  proponen  diverso  objeto;  aspiran  a 
utilidad.  Nu  exponen  lo  que  es,  sino  lo  que,  en 
9  autores,  debe  ser.  Sus  doctrinas  varían;  i  eso 
3  deben  adoptarse  sin  examen.  Pero,  a  pesar  de 
[Ue  se  encuentra  en  ellas  bajo  ciertos  respectos, 
idar  de  los  beneficios  que  han  hecho  a!  mundo* 
iilo  la  opinión  pública,  i  jeneralmente  en  el 
usticia  i  de  los  verdaderos  intereses  humanos, 
mas  precisión  en  sus  fórmulas;  pretensión  im- 
echo civil  mismo,  que  puede,  entre  los  varios 
e  obtener  un  objeto,  sancionar  uno  i  proscribir 
uede,  entre  los  varios  grados  do  una  facultad, 
te  fijo,  mas  allá  del  cual  deje  de  serlo  í  se  con- 
;  que  puede  reducir  a  formas  determinadas  lo 
icrotar  lo  abstracto;  el  derecho  civil  mismo  no 
■rar  enteramente  de  sus  prescripciones  eso  poco 
le  desagrada  a  Rossi.  ¿Qué  sucederá,  pues,  entre 
sconocen  una  autoridad  superior,  i  qué  hará  el 
>ropongadar  a  conocer  las  obligaciones  i  dere- 
jcia  natural  lea  impone?  ¿Quién  le  faculta  para 

naturaleza,  cuyo  interprete  se  constituye,  no 


i  D&ntíCHO  INTBR NACIONAL 

precisos  e  iiider(-ct¡ljle.s,  este  es  un  derecto  inherctito  a  la 
eria,  necesario,  irremediable.  Pero,  provenga  de  lo  que  se 
;ra,  ¿quén  ha  pretendido  jamas  avasallar  la  razón  a  ningu- 
lutorídad  humana,  por  elevada  que  sea? 
'[  Mercurio  se  lisonjea  de  hallar  una  garantía  suliciente 
;ra  los  abusos  dei  poder,  del  poder  armado  con  el  derecho 
ntervencion  en  su  mas  peligrosa  latitud.  Esta  garantía  la 
lentra  *en  laopinion  delmundo,  expresada  en  parlaraen- 

bolsas,  clubs,  juntas  populares,  periódicos,  etc».  Pero  abra- 
.  los  ojos,  apreciemos  lus  hechos.  La  opinión  del  mundo, 
"esada  de  ese  modo,  es  una  hidra  que  con  cada  una  de  sus 
izas  proclama  un  principio  verdadero  o  falso,  una  pasión 
ible  o  jenerosa,  un  interés  quo  puede  coincidir  con  el  do  la 
lanidad  o  serle  contrario;  la  lojitimidad  monárquica  en 
la,  la  omnipotenciademocráticaen  Washington;  el  sufrajio 
.'ersal  aoá,  el  socialismo  allá;  tarifas  altas,  protectoras  de 
¡na nu facturas  domésticas,  dicen  unas;  turifus  bajaíí,  protec- 
s  de  la  agricultura  nacional,  responden  otras;  laa  máqui- 

foinentan  la  riqueza  i  felicidad  de  los  pueblos,  claman 
9;  las  máquinas  hacen  la  miseria  del  pueblo,  clamorean 
illas:  nada  que  no  se  controvierta,  desde  los  primeros  princi- 

hasta  las  últimas  consecuencias;  aun  en  cuestiones  de  in- 
i  material,  sujetas  a  la  experiencia  i  al  cálculo.  ¿I  serán 
naterias  de  política  externa  en  las  que  el  mundo  se  pro- 
cio  uniforme  i  constantemente  a  favor  de  la  buena  causa? 
Iva  Kl  Mercurio  al  punto  de  partida,  la  expedición  tfe 
'CH,  i  sírvale  ri'spender  a  este  dilema:  sí  la  opinión  del 
ido  no  se  ha  declarado  contra  un  atentado  tan  escandaloso, 
xiste  tul  garantía;  i  si  se  ha  declarado,  i  no  se  ha  respeta- 
u  fallo,  la  garantía  es  impotente.  El-  Marcurio  se  romon- 

las  nubes,   i  no  le  merece  la  menor  atención  lo  que  estíi- 

viendo  i  palpando.  La  opinión  del  mundo  hace  justicia, 
o  negamos;  pero  un  poco  mas  tarde.  El  mundo  ha  hecho 
cia  a  la  despedazada  Polonia:  ¿I  qué  es  de  Polonia?  ¿Qué 

dado  a  ese  pueblo  heroico  las  simpatías  del  mundo?  Vn 

■tfio  honroso. 

uando  escribimos  nuestro  primer  artículo  sobre  interven- 
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cíün,  no  habíamos  visto,  ni  hemos  tenido  todavía  la  fortuna 
de  ver  la  obra  de  Rossi,  deque  El  Mercurio  ha  copiado  varios 
pasajes.  Nos  alegramos  de  hallar  en  ellos  una  absoluta  con- 
formidad entre  las  ideas  de  este  acreditado  escritor  i  las  nues- 
tras. Él  no  reconoce  el  derecho  de  intervención  armada,  sino 
por  excepción,  en  casos  rarísimoí?  de  inminente  i  manifiesto 
peligro.  En  cuanto  a  la  intervención  no  armada,  no  hemos 
hablado  una  sola  palabra  contra  ella;  ni  es  ella  lo  que  se  llama 
propiamente  interoencion.  A  todo  gobierno  es  permitido  abs- 
tenerse de  tener  comunicaciones  con  otro,  si  lo  juzga  conve- 
niente. A  todo  gobierno  es  lícito  ofrecer  sus  consejos  i  sus 
buenos  oficios  a  dos  estados  que  se  amenazan  o  se  hostilizan. 
A  todo  gobierno  es  lícito  mediar  entre  belijerantes,  con  tal  que 
obtenga  la  aceptación  de  los  interesados,  i  no  quiera  hacer  de  la 
mediación  un  arbitraje  armado  contra  la  voluntad  de  ambos  o 
del  uno  de  ellos.  Mas  allá  no  hai  seguridad  ni  verdadera  inde- 
pendencia sino  para  los  estados  poderosos. 

(FA  Araucano,  años  de  1816  i  1847.) 
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ella  las  nez  Hríaciones  a  que  nos  convida,  i  de  que  resultará  o 
no  la  paz,  según  fueren  las  c</n:liciones  que  proponga.  Si  estas 
cundítjones  fuesen  tales  que  nuestro  honor  o  nuestro  interés 
no  nos  permitiese  admitirlas,  nadie  habría  que,  sm  hacerse 
culpable  de  traición  a  su  patria,  pensase  en  comprar  la  paz  a 
este  precio. 

La  España  desea  poner  fin  a  la  guerra-,  lo  ha  declarado  a  la  faz 
del  mundo:  asegura  que  no  excluirá  base  alguna;  i  el  lenguaje 
do  los  órganos  oficiales  de  su  gobierno  ha  dado  a  entender  clara- 
mente que  el  recon<3ci miento  de  nuestra  inJepenlencia  i  sobe- 
ranía es  una  concesión  acordada  ya  i  resuelta  por  su  parte. 
Siendo  tal  el  estado  de  cosas,  no  dudaremos  decir  que  el  gobier- 
no que  desecliase  estas  condiciones  sin  examen  contraería  la 
mas  grave  res|X)nsabilidad  ante  Dios  i  los  hombres.  La  guerra 
es  un   modo  de  existencia  que,  no  solo  trae  consigo  graves 
males  a  los  belijeraiites,  sino  que  turba  el  orden  de  la  sociedad 
universal  de  lus  pueblos,  imponiéndoles  obligaciones  onero- 
sas,  i  embarazando  su  mutuo  comercio  i  correspendencia.  La 
guerra,  dice  Vattel,  es  un  azote  tan  ten-ible,  que  la  justicia 
sola,  unida  a  cierta  especie  de  necesidad,  puede  autorizarla, 
hacería  laudable  o  a  lo  menos  ponerla  a  cubierto  de  toda  cen- 
sura. 

Escuchar  al  enemigo  no  es  empeñarnos  a  ojos  cerrados  a 
recibir  sus  propuestas  como  leyes  i  a  poner  nuestra  suerte  en 
sus  manos.  Armémonos  do  desconfianza;  si  se  quiere,  tomemos 
todas  las  precauciones  posibles  para  nuestra  seguridad;  pero 
oigámosle  al  menos;  los  consejos  de  la  prudencia  no  se  oponen 
a  la  humanidad  i  cortesía  que,  aun  en  el  ejercicio  del  funesto 
derecho  de  la  guerra,  distinguen  a  los  pueblos  civilizados  de 
los  bárbaros  i  hacen  mas  gloriosa  la  victoria. 

¿Se  dirá  que  no  debemos  contar  con  la  buena  fe  de  la  Espa- 
ña, ni  prestarnos  por  consiguiente  a  negociaciones  infructuo- 
sas? Aun  en  esta  suposición  ganaremos  mucho  dando  al  mundo 
una  prueba  de  nuestras  disposiciones  pacíficas,  i  haciendo  que 
recaiga  sobre  nuestro  enemigo  la  odiosidad  de  una  guerra  te- 
meraria. 
¿Se  dirá  que  no  es  oportuno  el  momento?  La  España  no  con- 
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serva  una  pulgada  de  terreno  en 
mientra.'?  ella  al)ri;ra  en  su  «coü  ja 
cenlradii  su  atención  en  la  ardua  ■ 
tudones  quü  concitan  la  hu.stilida<I 
poderosas,  en  casi  todas  las  nueva 
quilidad  i  el  orden,  están  sentada? 
de  su  organización  política,  i  la  di 
solo  sobre  puntos  de  una  importa 
necesita  de  la  paz  exterior  mua  (¡ 
victoria  nos  ha  dejado  dueños  del  i 
incnto  man  oportuno  para  tratar  co 

¿So  dirá  (piu  el  ajusto  que  hagr 
do  Espítña  pudiera  no  ser  reconoc 
tendiente,  si  é.ste  triunfase  al  fin?  I 
pero  admitámosla.  El  pacto  celeh] 
liel  II  nos  daria  siempre  un  títuli 
lie  tü<Ias  las  naciones  que  la  han  r 
Rspuña,  i  sohre  todo  nos  hallaría 
que  ahora;  las  neijüci  ación  es  hahí 
no  Iialiriamrs  ¡tcrdido  naila. 

¿So  dirá  que  España  ddie  envia 
no  la  América  los  suyos  a  España 
tos  que  hacen  pensar  a  algunos  do 
que  en  esla  cuestión  de  etiqueta  t 
ciará  a  favor  de  la  España.  La  gu 
laciones  naturales  que  tenemos  ci 
momento  que  ella  envaina  la  cspad; 
i  sus  desjrracias  misniai  la  hacen 
Ella  ha  dado  en  realidad  el  primí 
camenttí  a  tratar  sin  excluir  ningí 
desdoro  hahrá  en  <¡ue  nosotros  den 
tancias  mui  diferentes  de  las  actúa 
so  enviar  comisionados  a  Europa  c< 
con  ol  gobierno  español.  Entonces, 
de  la  America  por  trop;is  enemigas 
de  labios  españoles  otro  lenguaje 
liaza,  entonces  pudo  iiiirarde  esla  i 
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cia.  Kn  cnanto  a  las  cortes  de  ohrdioncin  pRsiva  i  derecho 
diüinOy  ya  se  deja  entender  (|ue  serian  algo  mas  que  especta- 
doras, si  Iludiesen,  i  que  favorecerían  a  la  España,  como  la  han 
favorecido  algunas  veces,  con  algo  de  mas  efectivo  que  los 
buenos  deseos.  El  Fílopolila  no  negai-a  que  todas,  todas  las 
naciones,  sin  exceptuar  una  sola,  reconocen  toílavía  a  la  Espa- 
ña como  soberana  de  las  Américas,  i  que,  por  consiguiente,  en 
todo  lo  que  concierne  a  la  España,  estamos  fuera  de  la  protec- 
ción del  derecho  público.  Si  El  Fílopolila  cree  que  semejante 
estado  no  envuelve  nini^un  peligro;  que  la  impotencia  de  Es- 
paña es  eterna;  que  nada  puede  por  sí  ni  auxiliada  do  otras 
naciones;  que  las  nuevas  repúblicas  americanas  inspiran  mas 
simpatía  que  la  España  en  las  cortes  monárquicas  de  Europa, 
(luo  le  deben  en  cierto  modo  su  existencia;  si  cree  que,  en  esta 
era  de  revoluciones  i  vicisitudes,  no  vendrá  jamas  el  día  en  quo 
las  pretensiones  de  España  sean,  en  manos  de  ésta  o  de  alguna 
otra  nación  mas  poderosa  que  ella,  un  instrumento  peligroso 
contra  la  índe¡)cndencia,  o  contra  las  actuales  instituciones 
de  América;  es  consiguiente  que  crea  que  nada  nos  falta,  i  quo 
la  legación  a  España  tiene  por  objeto  una  pura  ceremonia  di- 
plomática que  carece  de  todo  valor  real. 

La  España  no  tiene  medios  para  subyugarnos,  dice  El  Fi- 
lopolila.  Es  verdad;  pero  tiene  medios  para  hostilizarnos.  Una 
costa  inmensa  i  despoblada  presenta  infinidad  de  puntos  vul- 
nerables. ¿Será  imposible  que  la  España  se  apodero  de  algu- 
nos, no  para  retenerlos  ni  subyugarlos,  sino  para  hacerse  de 
prendas  con  la  mira  do  recabar  de  nosotros  condiciones  mas 
favorables  que  las  que  estamos  dispuestos  a  concederle  ahora? 
El  Valdivisino  ha  dicho  cuerdamente  que  no  hai  enemigo  débil. 
No  hacer  la  paz  con  el  nuestro,  cuando  podemos  negociarla 
sin  humillación;  i  exponernos  a  comprarla  después  con  sacri- 
ficios (como  ciertos  estados  de  América  han  estado  alguna  vez 
dispuestos  a  comprarla),  nos  parecería,  en  un  gobierno  de  cuya 
fidelidad  a  la  patria  estuviésemos  seguros,  el  colmo  de  la  in- 
sensatez. Este  es  un  asunto  en  que  todo  debe  preverse  i  en 
que  no  so  puede  errar  por  exceso  do  precaución.  Va  en  ello  la 
suerte  de  la  jeneracion  presente  i  de  laa  futuras.    ¿I  qué  se 
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aventura  después  de  todo,  tratando  con  el  enemigo?  Nada  ab- 
solutamente. Si  se  hace  con  él  una  paz  honrosa,  mejoraremos 
de  condición;  si  no,  habremos  dado  a  lo  menos  una  prueba  de 
nuestras  disposiciones  pacíficas,  i  nos  quedaremos  como  está- 
bamos. 

Que  la  posesión  de  hecho  i  la  de  derecho  son  una  misma 
cosa  en  política;  que  en  el  mundo  la  fuerza  se  burla  de  los 
derechos,  i  los  derechos  sin  ^  poder  no  sirven  de  nada,  son 
temas  fecundos  sobre  que  se  pueden  decir  cosas  mui  bonitas 
en  el  estilo  satírico  i  declamatorio.  Sin  embargo,  la  injusticia, 
aun  en  el  orden  actual  de  las  cosas  humanas,  es  la  excepción. 
La  justicia  es  la  regla  jeneral,  porque  es  la  eondicion  necesa* 
ría  de  las  sociedades;  i  cuando  decimos  justicia,  entendemos 
la  que  está  revestida  de  aquellas  formas  i  solemnidades,  que, 
tanto  en  el  derecho  internacional,  como  en  el  civil,  son  indis- 
pensables para  su  autenticidad  i  sus  efectos  externos.  Aun  las 
potencias  de  primer  orden  se  apoyan  en  formas  i  solemnidades. 
¿I  nosotros  nos  creeremos  bastante  fuertes  para  despreciarlas? 

Si  la  distinción  entre  el  hecho  i  el  derecho  es  una  de  aque- 
llas fruslerías  escolásticas  que  la  marcha  de  la  civilización 
i  las  luces  del  siglo  han  relegado  a  los  espacios  imajinarios, 
confesamos  sin  rulx>r  nuestra  ignorancia.  Sirvanas  de  disculpa 
la  opinión  de  todos  los  jurisconsultos  i  publicistas,  i  el  ejemplo 
de  las  naciones  que  se  han  hallado  en  nuestro  caso.  A  la  Ho- 
landa no  le  pareció  que  le  estaba  de  mas  el  reconocimiento  do 
España:  bastante  hizo  para  obtenerlo;  i  no  se  contentó  con 
menos  que  con  la  renuncia  solemne  del  monarca  español  en 
el  artículo  primero  del  tratado  de  Munster.*  Tanto  empeño 


*  t  Primeramente  el  dicho  señor  rol  declara  i  reconoce  que  los  di- 
chos señores  estados  jcncrales  de  los  Países  Bajos  Unidos,  con  todos 
los  países,  villas  i  tierras  que  les  están  asociados,  son  estados  librea 
i  soberanos,  sobre  las  cnales  el  dicho  señor  reí  no  pretende  nada,  i 
ni  ahora  ni  en  adelante,  por  sí,  o  sus  herederos  i  sucesores,  pretende- 
rá jamas  cosa  alguna;  i  que  en  virtud  de  esto  consiente  en  ajustar 
con  los  dichos  señores  estados,  como  lo  hace,  una  paz  perpetua  bajo 
las  condiciones  que  siguen.»  (Tratado  de  Munster  de  30  de  enero  de 
1G48,  entro  la  España  i  las  Provincias  Unidas.) 
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puso  en  ello  que,  eosuii  dice  Mi 
qiiú  dase  do  liiatoriailup  es  Mull 
nocida  pop  la  España  como  rcp 
que  no  tenia  ja  mutivo  para  cl 
aquella  potencia  una  pa7,  separ 
(la  nc  tuvo  parto.»  í  téngase  p 
landa  por  aquel  tiempo  en  el  m 
naval,  i  la  altada  íntima  de  los  < 
do  liorbon.  Su  pabellón  tremol 
conocido  i  respetado  de  las  na 
Tenia  ricos  establecimientos  en 
tales.  Su  poder  era  en  realidad  ; 
I  con  todo  oso  no  creyó  degrai 
nocimientu  de  una  soberanía  q 
cerca  de  un  siglo. 

Los  Estados  Unidos  de  Ame 
una  formalidad  ociosa,  o  couk 
miento  de  la  Gran  Bretaña.* 
encontraron  algunas  dificuUade 
la  Inglaterra  estaba  ya  convcni 
sistieron  como  condición  indisp 
i  fué  tal  el  ansia  con  que  lo  rcc 
embarazo  por  causa  do  las  prot 
da,  le  ocultaron  los  preliminai 
madus,  contraviniendo  a  las  i 
de  estos  comisionados  americaí 
remos  seguramente  en  e!  nún 
dan  impurtancia  a  bagatelas. 

Estos  casus,  a  que  pudióram 

*  (Su  ¡tlnjcstad  Británica  reconoi 
sabor,  la  Nueva  It.impshírc,  Masí» 
brea,  soberanos  <3  indrpcnillcntc!?,  tr 
cinndo  por  sí.  aun  herederos  I  suc 
propiedad  i  derechos  territoriales  < 
de  cllofl.t  (ArU'culas  povisloiinles 
tados  Unidos,  Paris  30  de  noviem 
30  de  BCtiembro  de  1783.) 
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cientes  no  es  necesario  recordar,  manifiestan,  si  no  estamos 
equivocados,  que  lo  que  El  Filopolita  llama  una  fórmula  va- 
na, es  moneda  corriente,  que  tiene  valor  en  las  conferencias  i 
protocolos  de  la  diplomacia  europea;  i  no  podemos  negar  quo 
la  vieja  Europa  con  todas  sus  rancias  preocupaciones  i  sus  re- 
sabios feudales  i  peripatéticos,  pesa  algo  en  la  balanza  del 
mundo. 

A  Yzata*  de  la  extrañeza  que  la  legación  a  España  ha  causado 
a  El  FilopolitaL^  no  parece  sino  que  esta  fuera  una  ocurrencia 
peculiar  a  Chile,  i  quo  las  otras  repúblicas  americanas  no  hu- 
biesen creído  honroso,  oportuno  i  naturalisimo  este  paso.  Es 
verdad  que  en  Colombia  se  declamó  mucho  al  principio  contra 
la  misión  a  España;  i  que  por  allá  se  hizo  también  bastante 
ruido  con  la  «impotencia  de  España,»  i  «la  posesión  de  hecho,» 
i  «la  victoria,»  i  «los  godos.»  El  senado  desaprobó  la  misión 
del  jeneral  Montilla,  se  revocaron  los  poderes  de  este  ilustre 
patriota;  pero  fué  para  poner  a  toda  prisa  otro  plenipotenciario 
en  su  lugar. 

Nada,  pues,  alcanzamos  a  ver  ni  de  extravagante,  ni  de  inusi- 
tado, ni  de  intempestivo,  en  la  conducta  del  gobierno  de  Chile. 
Si  algo  la  distingue,  es  la  franqueza  con  que,  pudiendo  tomar 
esta  medida  por  sí  solo,  la  ha  consultado  con  la  lejislatura  í  ha 
puesto  las  bases  de  la  negociación  en  noticia  de  todos. 

III 

Tenemos  a  jKZF¿íopoí¿ía  por  escritor  de  buena  fe,  i  no  vacila- 
mos en  darlo  crédito  cuando  asegura  que  el  bien  público,  i  el 
loable  deseo  de  que  se  decida  con  pleno  conocimiento  de  causa 
la  medida  de  la  legación  a  España,  son  los  únicos  móviles  que 
han  guiado  su  pluma.  Pero,  si  es  así,  como  lo  creemos,  ¿no  de- 
biera abstenerse  de  expresiones  que  desnaturalizan  la  cuestión, 
i  parecen  cscojidas  de  propósito  para  dar  una  idea  poco  exacta 
de  la  medida  i  presentarla  bajo  un  aspecto  odioso?  Impetrar  es 
obtener  una  gracia  que  se  ha  solicitado  con  ruegos;  i  nadie  ha 
pensado  en  rogar  a  España.  Ella  ha  manifestado  los  primeros 
deseos  de  paz;  ella  ha  dado  en  realidad  el  primer  paso.  Acer- 
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carnns  a  ella;  [joiicr  a  priuilia  laHÍiiceriil;nUi<!su  gallineto;  a 
t»r  con  ül  una  paz  honros¡i,  cuino  la  quo  coronó  la  ¡ndRpent 
cia  (te  Holanda  i  de  las  colonias  britiínicas,  o  (Icscnjjañarlc 
se  alimenta  todavía  de  ilusiones;  ¿es  esto  lo  que  llama  El  F 
jiolita  impetrar e\  reconocimiento,  i  lo  que  ántps  habia  Ilam 
hitmillarso? 

Se  objeta  la  poca  estabilidad  del  gobierno  déla  reina  Grial: 
La  objeción  sería  fundada  hí  por  nuestra  parte  aventuráaei 
algo.  Si  fuésemos,  por  ejemplo,  a  comprar  la  independencia 
uno  o  dos  millonea  de  pesos,  se  nos  podría  decir  con  alguna 
zon:  «aguardemos  a  que  haya  en  España  un  gobierno  sol 
no  bagamos  un  sacrificio  costoso  antes  de  estar  seguros  de 
producirá  el  frulo  deseado.  Si  triunfa  el  infante  don  Car 
babremos  perdido  esc  dinero,  i  vendrá  a  ser  insubsisten 
nulo  el  reconocimiento  de  la  reina  Cristina."  Pero,  en  el  i 
presento,  ¿qué  valor  tiene  esta  objeción?  ¿Uai  alguna  regí; 
prudencia  o  de  honor  que  nos  prohilja  tomar  una  medida 
que  en  una  hipótesis  puede  resultarnos  un  bien  i  on  la  bipi 
sis  contraria  no  nos  resulta  ci  menor  mal?  El  honor  no  no 
probibc,  i  la  prudencia  nos  lo  manda. 

«Pero  semejante  reconocimiento,  dice  ¡Cl  FHüpoUlit, 
nos  seria  decoroso,  porque  en  la  diplomacia  europea  paree 
concedido  rn  fuerza  do  las  circunstancias.»  No  sabemos  t 
sea  la  teoría  de  la  diplomacia  europea;  pero  sabemos  Y 
cuál  ha  sido  siempre  su  práctica:  espiar  con  sagacidad  la.s 
cunstancias,  i  aprovecharse  diestramente  de  ellas  para  loi 
sus  f¡ne.s,  aun  cuando  Jo  han  faltado  los  títulos  de  razón  i  _ 
ticia  que  favorecen  al  nuestro.  Ademas  ¿quién  pone  a  la  Ksp 
en  la  alternativa  de  reconocernos  o  do  perecer?  Ella  está, 
lo  que  hace  a  nosotros,  en  plena  libertad  para  tomar  cl  parí 
que  guste.  Reconociéndonos,  gozará  de  nuestro  comercio; 
gándose  a  ello,  .seguirá  existiendo  como  ha  existido  e«tos  vci 
años.  ¿Por  qué  no  lia  de  ser  este  tan  buen  tiempo,  como  ( 
cualquiera,  para  tratar  con  ella,  sin  contravenir  a  la  jener 
dad  caballeresca  que  nos  recomienda  El  Filopollla? 

El  lenguaje  de  Martínez  do  la  liosa  i  de  los  otros  m4m.sl 
en  los  debates  do  las  cortes,  ha  aulo,  a  nuestro  modo  de  ver. 
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(icion tómente  explícito.  El  reconocimiento  de  la  independencia 
Bo  lia  indicado  de  una  manera  que  no  da  lugar  a  terj  i  versacio- 
nes. En  la  carta  al  señor  Jestal  de  Montevideo  (que  puede  mi- 
rarse como  dirijida  a  los  gobiernos  de  América),  dice  bien  claro 
el  presidente  del  consejo  que  no  se  piensa  en  excluir  basíe  alguna. 
El  gobierno  de  los  Estados  Uni  Jos,  que  tiene  mui  buenos  me- 
dios desaber  lo  que  pasa,  i  de  sondear  los  planes  j)oUlicos  del 
gabinete  español,  lo  ha  entendido  así.  Los  ministros  de  las 
repúblicas  americanas  en  Paris  i  Londres  han  formado  el  mis- 
mo concepto.  ¿No  es  esto  suficiente  para  salvar  al  gobierno  de 
la  nota  de  lijoreza?  No  censuramos  el  escepticismo  de  El  FilO" 
j)olita.  Dude  en  hora  buena.  Nosotros  tampoco  prestamos  una 
fe  ciega  a  la  diplomacia  europea.  Lo  que  decimos,  es  que,  aun 
considerando  como  dudoso  el  resultado  de  las  negociaciones, 
nohai  motivos  para  rechazarlas.  Si  tienen  buen  éxito,  ganamos; 
ei  no  lo  tienen,  no  perdemos;  al  contrario,  i>ondremos  nuestra 
causado  mejor  semblante;  el  enemigo  habrá  dado  una  prueba 
mas  de  su  terquedad  e  injusticia;  i  nosotros,  tratándole  deco- 
rosa ¡  cortesmente,  mcrc<;eremos  la  aprobación  de  El  FilopO' 
lita,  mismo,  i  de  todo  hombre  que  sepa  distinguir  entre  la 
dignidad  modesta  i  la  plebeya  altanería,  entre  el  patriotismo 
verdadero  i  aquel  otro  simulado  i  falso,  cuyo  distintivo  es  la 
jactancia  i  la  fanfarronada. 

No  insistiremos  sobre  lo  dicho  on  nuestro  artículo  anterior 
acerca  de  la  impotencia  do  España.  Las  hostilidades  no  tienen 
por  único  objeto  la  conquista.  Una  provincia,  una  plaza,  una 
isla  desierta  son  prendas  de  mucho  valor  en  la  guerra,  aim 
cuando  no  se  piensa  en  establecimientos  permanentes.  La  for- 
tuna de  las  armas  estará  siempre  a  nuestro  favor:  nó  lo  du- 
damos. Pero  ¿se  puedo  en  buena  política  o  en  buena  moral 
desperdiciar  la  coyuntura  de  una  paz  honrosa,  por  la  esperanza 
de  una  victoria,  cualquiera  que  sea  su  brillo? 


No  tenemos  mas  espacio  para  continuar  nuestras  reflexio- 
nes. Volveremos  otra  vez  a  este  asunto,  i  contestaremos  a  las 
de  El  Filopolíla  que  se  dirijen  particularmente  a  nosotros. 
Solo  nos  detendremos  en  exponer  el  sentido  (según  nosotros 
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mosacroer  que  por  parte  de  laadministracion  nohabria  nin^G^un 
embarazo  para  que  fie  diese  esta  forma  a  la  cláusula. 

Suponiendo,  pues,  que  su  valor  es  éste,  no  vemos  ni  aun 
sombra  de  contradicción  entre  ella  i  las  anteriores,  ni  alcanza- 
mos a  comprender  cómo  pudiera  alterarse  el  orden  de  los  artí- 
culos sin  oscurecerlos.  Siéntase  primeramente  que  «el  contare- 
so  no  aprobará  tratado  alguno  de  paz  en  que  no  se  reconozca 
la  independencia  i  soberanía  de  la  nación  chilena.»  Como  este 
reconocimiento  pudiera  otorgarse  bajo  condiciones  onerosas, 
so  declara  a  renglón  seguido  que,  si  las  hai,  no  se  ratificarán. 

Pei-o  este  término  condición  onero-^a  necesitaba  explicarse. 
Un  tratado  comercial  de  beneficio  mutuo  es  en  rigor  un  contra- 
to oneroso,  como  loes  todo  contrato  de  permutación,  aun  el  mas 
equitativo,  i  aun  aquél  en  que  se  da  una  cosa  por  otra  de  ma- 
yor precio.  Era,  pues,  necesario,  a  nuestro  entender,  explicar 
el  término,  declarando  que  no  se  tendrá  por  condición  onero^ 
sa  un  pacto  comercial  de  beneficio  mutuo;  es  decir  que,  sí  se 
hace  la  pazcón  España  (reconociéndose  por  supuesto  la  indepen- 
dencia í  soberanía  de  Chile),  i  sí  se  ajusta  al  mismo  tiempo  una 
convención  de  comercio  en  que  se  hagan  algunas  concesiones 
a  España  a  trueque  de  otras  equivalentes,  estas  concesiones 
no  se  mirarán  como  comprendidas  en  la  prohibición  del  artí- 
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culo  4. 

Hasta  aquí  se  ha  hablado  de  paz,  reconocimiento  de  inde- 
pendencia, i  condiciones  de  este  reconocimiento.  Pero  ¿puede, 
sin  esa  paz  i  ese  reconocimiento,  celebrarse  un  convenio  comer- 
cial, que,  dejando  pendiente  la  cuestión  política  de  soberanía, 
abra  nuestros  puertos  a  la  bandera  española?  Los  artículos 
anteriores  hasta  el  5.*^  nada  dicen  de  esto.  El  6.®  remueve  todo 
motivo  de  duda  declarando  que  la  cuestión  política  no  debe 
separarse  de  la  mercanliL  Esto  nos  parece,  no  solo  exento 
de  contradicción,  sino  conforme  al  orden  natural  de  las  ideas. 
Aun  cuando  en  los  artículos  anteriores  hubiese  algo  do  ambi- 
guo, ¿cómo  pudiera,  sin  echar  por  tierra  el  artículo  6.°  que  ga- 
rantiza la  solu'?¡on  simultánea  de  las  dos  cuestiones,  cómo  pudie- 
ra, decimos,  hacerse  o  ratificarse  un  tratado  comercial,  dejando 
en  suspenso  la  condición  sine  qua  non  de  la  paz?  O  estamos 
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mui  alucinados,    o  los  poparas  do  J 
fiinilanieiito, 

El  niopolilu  propone  que  se  Rt 
nosotros  nos  parece  que  no  e,stá  de  i 
que  conduzca  a  que  todos  nos  entond 
un  término  anibisuo  en  una  acepción 
gobierno  i  congreso  aun  para  celcbn 
taran  conoQiiIas  vpntitJiíK,  quenofue» 

Esto  por  loque  toca  al  tratado,  s 
caso  de  celebrarlo.  Volvamos  a  la 
dad  de  las  nejjociacionos,  punto  en 
fortuna  de  que  nuestro  li)»eral  e  il 
como  nosotros.  El  Filopolila  in? 
miento  de  la  España  es  una  cosa  de 
toma  la  pena  de  contestar  a  las  r¡ 
otro  número,  probando  de  que  no  es 
proilucido  i  ppo<Iuce  efectos  reales  i  j 
mas  poderosas  que  nosotros,  con  mj 
de  ofender  a  sus  antiguas  metrópoli; 
importante  i  necesario.  Lo  primero  s 
de  nuestra  parte.  Pero  esto  no  bast 
causa  consiste  en  que  su  justiciia  sea 
puede  serlo  sin  ol  reconocimiento  de 
externo  de  las  demás  potencias,  la  í 
reeho  i  tan  libre  todavía  para  hacer  • 
i  quiera,  sin  que  nadie  pueda  estorl 
insurrección  americana.  Este  es  el 
cosas;  i  los  que  crean  que  la  ínflate 
dos  Unidos  nos  reconocen,  como  reí 
Suiza  o  al  Portugal,  se  engañan  mu 

I^a  diferencia  entre  el  lieclio  i  el 
interna  i  la  justicia  reconocida,  os  en 
tancia  en  las  relaciones  inlernaeinna 
a  ciudadano.  La  razón  es  clara.  En 
justicia  recurre  a  un  tribunal  que  U 
derechos.  Pero  en  la  sociedad  uníve 
las  naciones  no  liai  una  autoridad  su 
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troversías;  í  el  derecho,  una  vez  reconocido,  no  espim,  sino 
cuando  su  dueño  lo  abandona. 

El  FilopolitSL  duda  de  la  dif?posicion  de  España  a  recono- 
cernos, i  glosa  la  ¡iarte  mas  débil  de  las  declaraciones  de  los 
ministros  españoles,  desentendiéndose  de  lo  demás.  En  cuanto 
a  la  carta  a  don  José  Jestal,  es  cierto  que  no  tiene  las  solemni- 
dades de  un  documento  ofícial.  No  liga  al  gabinete  español; 
pero  descubre  el  modo  de  pensar  del  gabinete  i  compromete 
personalmente  a  su  primer  ministro.  Aíartínez  do  la  Rosa 
echaría  sin  duda  una  mancha  sobre  su  reputación  como  minis- 
tro o  como  hombre  de  honor  si  abiertas  las  negociaciones  nos 
dijeso:  «el  gabinete  de  la  reina  exchiye  la  base  de  la  indei>en- 
dencia. » 

Convenimos  en  la  ix>sibilídad  de  que  este  ministro  i  los 
otros  ministros  no  permanezcan  en  el  gabinete,  o  de  que  muden 
de  opinión,  o  de  que  propongan  condiciones  inadmisibles  o  do 
que  triunfe  don  Carlos,  etc.,  etc.  Pero,  en  cambio  de  estas 
posibilidades,  admítanse  también  las  contrarias.  Si  se  verifican 
las  primeras,  nada  perdemos;  si  las  segundas,  ganamos.  ¿Qué 
aconseja  la  prudencia? — ^Tememos  fastidiar  a  nuestros  lectores 
repitiendo  tantas  veces  lo  mismo.  Pero  ¿se  ha  contestado  a  ello 
una  sola? 

Antes  de  terminar,  no  podemos  menos  de  decir  algo  en  orden 
a  las  reflexiones  que  hace  El  Filopolita  en  su  número  2 
sobre  los  ejemplos  que  nosotros  citamos  de  la  Holanda  i  los 
Estados  Unidos  de  América.  Nuestro  intento  era  demostrar 
que  estas  potencias  no  miraron  el  reconocimiento  de  España 
como  una  formalidad  insubstancial.  Lo  que  dice  El  Filopo- 
lita,  probará  a  lo  sumo  que  la  Holanda  tuvo  mas  de  un  objeto 
para  celebrar  la  paz  con  España.  Pero,  entre  todos  estos  obje- 
.tos  (si  merece  algún  crédito  Muller),  fué  mui  pr¡ncii>al  el  reco- 
nocimiento do  su  existencia  política.  ¿No  se  deduce  de  aquí  que 
semejantes  reconocimientos  valen  algo  i  no  son  unas  meras 
solemnidades,  que  pueden  omitirse  sin  peligro? 

Nuestras  circunstancias  son  tan  análogas  a  las  de  la  Holanda 
en  aquel  tiempo,  que  al  recorrer  la  historia  de  las  negocia- 
ciones de  Munster  no  hemos  podido   menos  de  admirar   la 
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ideiitúladuon  fiucfierepiiidiiccn  pnclniítn  tío  la»  escenas  do! 
drama  pülílico,  i  lo  jioco  que  liai  df  nitcvo  en  las  discut 
(le  los  pueblu»  i  de  los  gabi rict(!s,  cnandusc  les  quita  la  o 
de  los  términos  i  frasefi  de  moda,  Ix>s  enemigos  de  la  pa; 
ciferaban  entónce.s,como  ahora,  la  ambición  de  España,  si 
incxlin^tihle  a  los  principios  de  liliertad  c¡\il  i  relijios 
falta  de  sinceridad,  el  i)elitjro  de  mis  manejos  i  tramas  oe 
la  impnidencia  de  abrir  el  seno  de  las  Provincias  Unidaí 
adversario  tan  irrcconciliablu  i  tan  iiérfido,  etc.,  etc.  1 
habla  un  poco  mas  acerca  de  los  derechos  del  hombre  i 
tan  menos  textos  del  Viejo  i  Nuevo  Testamento  en  los  U 
polititos.  A  esto  se  reduce  casi  toda  la  diferencia.'  S 
la  identidad  de  circun«tanc.ia8  es  lia  jo  otro  respecto;  que  1 
landa  era  entonces  una  potencia  de  primer  orden,  i  tenia  r 
menos  motivo  que  nosotros  para  dar  importancia  al  rcc 
inientode  España. 

Que  los  comisionados  del  congr<(so  americano  pudiere 
bor  allanado  algo  la  cuestión  desentendiéndose  de  esta  foi 
dad,  i  que  sin  embargo  inssiicron  en  ella,  es  otro  hecho 
bitable,  de  que  damos  por  garante  al  contrreso  mismo,  q 
cribia  de  este  modo  a  los  comisionadusen  2.5  de  marzo  de 
■  Se  aprueba  la  firmeza  que  liübeis  manifestado  en  no  i 
tratar  sin  el  expreso  reconocimiento  de  la  independencia 
esto  no  es  dar  importancia  a  lo  que  El  Fitopolita  llam: 
millas  vanas,  ¿qué  es? 

Pero  "en  aquellos  tiemposdominahan otras  ideas;  habii 
reserijidosen  principios;  no  se  respetaban  los  derecho»  de 
Iire  ni  se  conocian  los  do  los  pueblos,»  etc.  Los  derechos 
hombres  i  de  los  pueblas  son  mejor  conocidos;  los  I 
han  variado  poco  de  carácter.  Todavía  resuenan  en  nu 
oídos  los  acentos  moribundos  de  la  Polonia,  a  quien  losg 
nos  conslitucionales  de  Europa,  conlrntiiidose  con  van: 

•  Véase  en  las  Nfgnciacionfis  si'cri^laR  fl'' M unstnr  iOsnabn 
mo  IV,  pAjiiia2!)7,  el  «Discurso  de  un  suji-to  desinteresado  sobr 
entro  el  rc¡  dü  Enpañn  i  Ior  Estados  Jeiioriiles.i  Este  papel  es  i 
l6tT,  i  el  tratado  so  celebró  en  el  siguiente. 

•'  CMiijo  Diplomático  do  los  Esíatí-is  Unido»,  tomo  II,  p;iji 
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tercesiones  i  vfrtos  csU-rilfs,  no  osaron  al:ir;í.ir  una  mano  ami- 
en  su  agonia.  Elopíjen  divino  déla  potestad  real  es  i>or  tlcs- 
luia  un  dogma  fpie  fie  pntfcKa  actualmente  en  la  gran  mayoría 
mundo.  La  Santa  Alianza  no  es  una  cosa  de  que  tengamos 
ticia  por  tradición  de  nuestros  abuelos.  llocuér<le.He  la  inva- 
n  francesa  de  España  en  1823,  i  vuélvanse  los  ojos  a  Ita- 

«No  de])e  temerse  (dice  El  FHopoUtn)  la  cooperación  de 
potencias  de  Eurojia  a  la.s  hostilidades  que  pudiese  ínten- 
la  Esj>aña  con  el  designio  de  sacar  ventajas  para  sí  sola." 
li  bien;  pero  ¿no  deberá  temerse  que  la  España,  desesperada 
recobrar  el  todo  para  sí^  consintiese  en  hacer  partícipes  a 
(  o  tres  de  las  otras  potencias,  que  le  prestasen  a  este  pre- 
so ayuda?  Aunque  la  suposición  en  el  estado  actual  de  las 
iíis  parezca  inverosímil,  nos  va  en  ello  demasiado  para  que 
procuremos  ponernos  al  abrigo  de  todo  jémiro   de   contin- 

(AraucHnn,  año  de  1835.) 
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